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I N T R O I T O 

Nadie ignora que el fenómeno de la corrupción constituye 

un mal antiguo que ha afectado de manera ominosa el buen 

desempeño de la administración pública. 

ºCuando la paradisíaca serpiente tentó al cándido 

Adan se produjo, en el plano bíblico, el primer fenómeno 

de corrupción. La corrupción es tan vieja, cuan vieja 

es la humanidad. Generalmente sólo ha preocupado la toma 

de medidas punitivas y la de preventivas. Los Jeques 

árabes solían cortar les r.1anos a los funcionarios corruptos; 

los revolucionarios franceses los guillotinaban en la 

Plaza de Versalles; en algunos contados poblados del Oeste 

norteamericano, los colgaban del árbol más al to 1 en algunas 

comunidades del viejo continente, el castigo era la prohibi­

ci6n de volver a ocupa; cargos públicos y la cárcel. Es tu 

manifestación no escapa la época contemporá~ea: de~de 

el corrupto Idi Amin Dada en Uganda hasta la caída del 

Presidente Nixon''· 

De la creciente corrupc!ón que se ha ~egistrado en 

nuestro país en el ámbito de la administración pública, 

se habla desde los tiempos en que el famosís:~o Man~o 

oe Celaya pronunci6 su inmortal y cí~ica frase: ••:10 hay 

General que resista un cañonazo de 50 mi 1 pesos", con 

la cual abrió en forma definitiva ln compuerta para el 

uso de sobornos y dádivas en las diversas esfe:-a'3 r!e la 

actuación estntal 1 reveLindo ul ,iismo tiempo la raquítica 

morA.l que privaba entre loo jcf'cs revoluciona:.--ios que 

dirigían a la Nación en esa ópocn. 

Tomado de Dávila Narro, Jesús, Sección Editorial del Diario "El 
Sol do México" 1 r:gos to 9 de 1981. 



Lás té~nicas-de corrupci6n fueron cambiando, se moderni­

zaron, se 'hicierOn más sutiles y cuantiosas en cuanto 

a lo obton.ciÓ.n de beneficios. En tiempos ;nás recientes 

la c.orr.upci6n se entronizó como un mecanismo reCistribuidor 

del. ingreso en··. favor de dos castas privilegiadas; la clase 

polí~i6a y la élfte económica privada. 

Sin ~mbargo, en el primer caso esa redistribución 

tiene carácter sexenal¡ se trata de un usufruc:o temporal­

~ente limitado a la posibilidad de abuso del poder. 

Este hecho ha creado formas mentales degradadas 

prácticas, viciadas en la prestación de los servicios públi­

cos 1 algunas de las cuales 1 aunque ~nmorales y consecuente­

mente punibles, no llegan a configurar un deli:o propiamente 

dicho, sino que su existencia da origen determinadas 

responsabilidades distintas de la de naturaleza pennl. 

En mérito de lo anterior, en los dive~sos cue~pos 

normativos de orden fundamental y secundario, se han instru-

me~tado dispositivos jur[dicos qu~ preveen, además de 

la responsabilidad penal de los servidores públicos 1 las 

de carácter político, administrativo y civil en que dichos 

agentes pueden incur~ir en el ejercicio 

las funciones que les son propias. 

Infortunada~ente, los procedimientos 

con motivo de 

para exigir 

la responsabilidad de los servidores públicos han existido 

en ·términos generales, sólo en un orde:i normativo ideal, 

co~o una entelequia, pues no han tenido caoida, salvo 

en aislad<is ocasiones, en el car.ipo del eJer-c::.cio efectivo 

del poder·. 

Sin emba~go, no debemos inadvertir que el desbordanienlo 

de la corrupción; el hecho c.ie que en muchos ca~os los 

II 
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puesto~ públicos se hayan convertido en santuarios del 

crimen y la impunidad generalizada favor de aquellos 

que en d:eterminado momento desempeñan una función pública, 

son factores que .ponen en grave predicamento a la5 institu­

ciones .. nac.lonales, no sólo por el debilitamiento que experi­

mentan loS ·recursos de la nací6n y de sus entidades federa­

tivas, sino porque la irritación del pueblo mexicano ante 

la ao~tenida impunidad, podría degenerar en serios conflictos 

inte~rios ~in excluir la exigencia de modificaciones al 

sist~ma político, no necesariamente por la vía pacifica. 

Son estas las consideraciones fácticas que sirven 

como marco de referencia al "análisis jurídico del juicio 

político en el derecho positivo mexicano'', tema central 

de este trabajo, mismo que procura encontrar su luz de 

actualidad al amparo de las diversas reformas y adiciones 

legales, instrumentadas con rriotivo de la divisa de "renova­

ción moral de la sociedad'', postulada por el Licenciado 

Miguel de la Madrid durante su campaña política. 

En este sentido, cabe destncar la promulgación de 

las reformas al Titulo IV 'J a otros artículos relacionados 

con el mismo de la Constitución; la divulgación de la 

nueva Ley Federal de Responsabilidad de los Servido!"es 

Públicos; la adición del Título Décimo al Código Penal 

y la :·elativa al denominado "Daño Moral" del Código Clvi.1, 

así como la creación de la Secretaría de la Contraloría 

General de la Federación. 

:ndudnblement.e, es significntivo el avance técnico 

Obtenido con el nuevo régimen mexicano de res;>onsabilidad-:?s 

de los servido res públicos, ya que se superaron di versf'ls 

limitaciones o deficiencias ar.tc~iores y se modernizaron 

otras insti tucioncs, pe1·0 como toda obra humana el régimen 

actual es todavía perfectible, 
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Es. así e.orno _la presente obra de tesis, pretende propor­

cionar todo el material útil para la comprensión cabal 

y exacta del tema. Con este propósito hubo de establecerse 

un marco de referencia sobre el par::icular, especificando 

y evaluando el alcance de lea nuevas reformas, tanto de 

nueStras normas fundamentales como de la legislación ordina-

ria, con respecto las diversas responsabilidades de 

los servidores públicos es pee ialmen te las derivadas 

del juicio político. Asimismo, se procura enriquecer dicho 

panorama con un estudio comparativo sobre los diversos 

sistemas de t"esponsrbilidad política a nivel internacional 

con otro histórico-jurídico sobre la forma en que el 

sistema respectivo ha evolucionado en nuestro país, así como 

con una bibliografía juridica general para aquellos intere-

sados en profundizar en el tema. 



C A P T U L O 

¡, ANTECEDENTES GENERALES. 

Diversos aspectos de la responsabilidad de los servido­

res públicos, ~ncuentran sus antecedentes en las antiguas 

prácticas políticas dnl mt1ndo griego y romano, en doncle 

surgió así la necesidad de contar con ins:rumentos represi­

vos de la mala actuación de los funcionarios que integraban 

sus organizaciones polfticaq, con el objeto de asegurar 

el cumplimiento de los fines estatales, 

En la Edad ~eóia los teólogos autoriza~on e: tiranicidio 

cuando el soberano infrinr,ía las normas divinas o de derecho 

natural y co~etfa graves abusos con sus sÚOditos. 

Sin embargo, los precedentes más importantes de la 

responsabilidad de los servidores públicos, los encontramcs 

en la organizaci6n pol!tica ingle5a 1 en la ct1el el Parla~enlo 

conquistó de mane~a pilUlRLina facultades µ~~a sancionar 

a los colaborador-es de la Corona que actuaran con'::r·a la:.> 

norr.,as que ahora calificarínmos de cons:_i:.uci0nales. Dentro 

de este esquema, el :mpeac:1-::1Jn~ se cor.s~·J•!r<i la ins~:tuci.6n 

más r~pr-csciltn~iv3 en materia Oe res;:ior..Ja!)1lidaGf.:..;, sin 

olvidar que ~u uplicaci6n tuvo finalioildcs distintas en 

la historia del constitucionollsmo inglés. 



Los Estados Unidos de Norteamérica. por su parte, 

adoptaron en su organización constitucional la instituci6n 

del Impeachment y le imprimieron un sentido propio, a 

partir del cual diferenciaron claramente entre la naturaleza 

política y penal de las responsabilidades de sus funcionarios. 

Durante la época de la Colonia española 1 tuvieron 

aplicación en América dos instituciones de singular importan­

cia en cuanto o la fiscalización y control de la actuación 

de los funcionarios coloniales por part.e de la Metrópoli. 

Esas dos instituciones fueron el ''Juicio de Residencia'' 

y el ºJuicio de Visita" que a pesar de presentar caracteres 

similares tuvieron un propósito y alcance distintos. 

a. Nociones oobre Responsabilidad en la Antigua Greciu 

y Ro•a.-

~a mayor parte de los ideales políticos modernos, 

como la justicia, la libertad, el régimen constitucional, 

el respeto al de:·echo y de alguna forma la responsabilidad 

de los funcionarios público5 ó al menos sus definiciones, 

comenzaron con la reflexión de los pensadores griegos 

sobre las instituciones políticas de la Ciudad-Estado. 

Comprender de un r.ioCc adecuado y exacto lo que signifi­

caron las teorías de los políticos griegos y las reflexiones 

de sus filósofos sobre las prácticas políticas, nos impondría 

la necesidad de realizar un estudio exhaustivo y profundo 

que se encuentra más allA del propósito que sobre este 

particular nos hemos fijado en el presente trabajo, Por 

lo cual, cxclu~ivamcnle <la remos cuenta en el menor espacio 

pos!hle, de lau nociones mú::i destacadan que sobre la respon­

satdlidad de lo~ funcionnrioa públicoa so manifestaron 
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dentro de la organización funcionamiento de las dos 

ciudades-estado más representativas del mundo griego de 

aquella ápoca. 

También expondremos en este mismo apartado, una noción 

muy general de la responsabilidad de los funcionarios 

que se registr6 en la vida política de Roma. 

l.- ~!~!:!~§.·- l.a ciudad ateniense ha. sido considerada 

cuna por excelencia de la democracia; su organización 

social estaba dividida en tres clases principales: 

a).- Los esclavos, que GC encontraban situados en 

el grado más bajo de la escala social. 

b).- Los extranjeroa residentes, también llamados 

"metecos". 

e).- Los ciudadanos, quienes eran integrantes de 

la polis y cuya calidad hereditaria les brindaOa 

la oportunidad de participar en la actividad 

política y en los asuntos públicos.< 1 

En cuanto a sus autoridades jurídico-políticas, ?etrie 

las clasifica de la siguiente forma: 

a),- El Hey. 

b).- El Polemarca. 

e J.- El Arconte. 

{l) Cfr. Monsiváis S., Roberto¡ Zor!"'illn A. 1 Santiago; et. al. 11 Dlnámica 
~. Tomo I, Edit. Limusa, S.A., primera reimpresión, M6xico, 
D.F., 1977, pp. 87-90, 
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Estas tres personalidades formaban un triunvirato 

electo de por vida, pero en el siglo VIII qued6 restringida 

su función a 10 a~oe y poco después a sólo un año. 

d) .- El Colegio de Arcontes, integrado por nueve 

miembros cuya función era la de vigilar las leyes; ejercía 

su cargo por espacio de un año. 

e),- El consejo de Aereópago, encargado de vigilar 

la elección de los Arcontes y también de velar por el 

cumplimiento de las leyes. 

f) .- La Ecclesia o Asamblea Pública, encargada de 

discutir y votar las cuestiones públicas con un quórum 

de 6,000 ciudadanos y la presidían los pritanos. 

Los nueve Arcontes eran designados por sorteo, siendo 

tres de ellos (el Rey, el Polemarca el Arconte) los 

más importantes. Los otros seis, llamados Arcontes menores, 

se denominaban Tesrno 1.es tes se encargaban de atende:" 

asun~os de carácter judic~al y lep,al. (2) 

Seg(1:1. George H. Sabine, todo el cuerpo de ciudadanos 

varones formaba la Asamblea o Ecclesia, reunión a la que 

todo ciudadano tenía derecho a asistir desde que llegaba 

a la edad de veinte años, Pero lo que es interesante en 

el gobierno ateniense no la asn~blco. de todo el pueblo, 

sino los medios políticos ideales para hacer que los magis-

trados funcionarios fuesen responsables ante el cuerpo 

ciudadano y estuviesen sometidos a su control. 

(2) Cfr. Petrie A., 11 INTROOUCCION AL ESTUDIO DE GRECIA", Edit. f.C.E., 
México, D.F. 1978, pp. 17-8. 
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El instrumento mediante el cual se conseguía 6sto, 

era una especie de representación, aunque difería en aspectos 

muy importantes de las ideas modernas acerca de la represen-

taci6n. Por otra parte, según el mismo autor. los dos 

cuerpos que formaban la clave del control popular en Atenas, 

eran el Consejo de los Quin len toa y los Tribunales, con 

sus grandes jurados. El Consejo t~nía la importantísima 

función de proponer n la consideraci6n de la Asamblea 

General de ciudadanos (que sólo actuaba en los aauntos 

que aquel le presentaba), todas las medidas que consideraba 

oportunas para el sano desarrollo de la democracia y como 

hemos dicho, los magistrados estaban en gran parte sometidos 

a su control. 

Además, el Consejo podía encurcelar a los ciudadanos 

e incluso, actuando como tribunal, condenarlos a muerte 

o consignar los delincuentes a uno de los tribunales 

ordinarios. Tenía un control absoluto de la hacienda, 

la ad~inistraci6n de la propiedad Pública y los i~puestos. 

El control popular Ce los ~agist~ado~ y de la ley 

se completaba por medio de los tribunales, que eran sin 

duda, ln clave de todo sistena democrático. úcupnban 

una posición que no es co~pa~able la que ~ie:i.en los 

tribunales de ningún gobierno r:;oderno. Su deber, como 

el de cuillqu1er otro tribunal, era el de <lar dec1bion~~ 

judiciales, en lns casos partict.:lares, tRnto civ1les cono 

criminales¡ pero ade!"'lás, tenian poderes mucho mayores, 

qu~ con arreglo a las concepc1cnes modernas, serían claramen-

te de natu~alcza ejecutiva legislativa. Las decisiones 

dictadas por el tribunal tenían el carácter de cosa juzgada 

Y se consideraba que literalmente era el pueblo quien 

las dictnba 1 pues tanto la asamblea como el tribunal (por 

lo general integrado de 501 miembros) se consideraban 

5 



el pueblo mismo. De ahí que se utilizara a los tribunales 

para asegu~ar el _control popular sobre los funcionarios 

públicos y sobre la misma ley. 

El control de los tribunales sobre los magistrados 

se cons~guía de tres modos principales. En primer luga~ 

tení8.n un poder de exámen antes de que un candidato pudiese 

ocupar un cargo y, en consecuenciaJ podían entablar una 

acción, basándose en que un determinado candidato no era 

persona apta para desempeñar el cargo 

propio tribunal lo descalificaba. 

en ese caso el 

En segundo lugar, el t;ibunal podía hacer que un 

funcionario se sometiera, al concluir el térmi~o de su 

mandato, a una revisión de todos los actos por él realizados. 

Esto es, a nuestro parecer, un tipo de antecedente del 

''juicio de residencia'', que fué u~ilizado pos~erior~ente 

por le Corona espa~ola. ?or ~ltino, había también una 

auditorfa especial de cuentas una revisión del manejo 

de los dineros públicos, que se ~acia todo magistrado 

al término de su cargo. í 3) 

2.- ~~E~!!:!.!!.:.- Con respecto sus autoridades, el 

maestro Pe trie sostiene que se encontraban integradas 

por: 

a).- Dos reyes de carácter hereditario. 

b).- Un consejo o ''Gerusia'', formado por 28 miembros 

no menores de 60 años y que eran elegidos ~e nobles familias. 

( 3) Cfr. H. Sabino. George.. "lfISTORl A DE LA TEOoIA POLITICA", Editorial 
F.C~E., Cuarta 'impresión, Méxici..', .'.).F. 1970, pp. 295-9. 
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e).- Una Asamblea o ·~Apella 11 integrada por Espartanos 

de treinta años 

los E foros. 

más. Esta asamblea era presidida por 

d).- Cinco Eforos, de elección popular que duraban 

un año en el cargo¡ tenían !"unciones sumamente irr.portantes 

dentro del Estado aristocrático que era Esparta y según 

nuestro autor: "Ejercían una inspección general y superior 

sobre la moral y la disciplina del Estado, as! como sobre 

la vida y conducta de los demás Maglatrndos y aún de los 

reyes .•• y poseían en ciertos casos jurisdicción en la 

justicia civil''· (4) 

Por su parte, el ilustre maestro F'ix Zamudio enriquece 

esta parte de nuestro trabajo con las siguientes afirmac:.o­

nes: .. Desde el inicio de la reflexión política se ':uva 

la inquietud de la limitación del poder, exigiendo responsa­

bilidad a los titulares de los órganos del gobierno, 

basta !"ecordar a los éforos en Esparta y a los nomi fi l;:~cJs 

en Atenas, que de ci~rta 'naner-a vi~ilaban a los que ar.o:-a 

califica~íamos ae altos funcionarios tenían, al ,enos 

los primeros. facultades de carácter represivo. Ta~Oién 

podía utiliza:--se el os~racismo para desterrar a los homh:-es 

públícos que en algún ~o~ento 

in:entar ext:-alimitaciones''· (5) 

hacían sospechosos de 

Cabe agregar qt.:<.? en Espa:-ta el consejo estaba integ:-ado 

por un grupo de ancianos elegidos de por vida y sin responsa­

bilidad ante el senado. 

(4) Petri.e, A., Ob. Cit. .. p. 18. 

'5) Fix-Zamudio, Hector, "Las Responsabilidad es de los Servidores 
Públicos en el Derecho Comparado'' en "Las Responsabilidades de 
loa Servid0re~ Públicos", Edit. U.N.A.M.-Manuel Porrúa, México, 
D.F. 1984, p, 57. 
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También nos parece op~~~uno dest~car la observación 

del Maestro Ochoa Campos·, en torno las aportaciones 

griegas ·1as instituciones del Estado moderno, cuando 

nos dice: 11 Grecia fué la que aportó a la historia esa 

nueva institución: la polis o sea la ciudad, en donde 

aparece el ciudadano con derechos civiles y políticos, 

agrupados en demos (Municipios} ••• , a su vez el derecho 

de ciudad di6 paso a la igualdad civil y política, desinte­

grando a la gens, y creando el nuevo régimen familiar, 

apareciendo el sufragio como expresión prístina de la 

soberanía popular, y el interés público substituyó las 

prescripciones religiosas''· (6} 

3.- .!i.Q!:!~·- La nistoria del pueblo ror.iano es sumamente 

amplia y sería prolijo tratar de enumerar los prolegómenos 

que se fueron manifestando en torno la rcsponaabilidad 

de los funcionarios públicos. Por ello, para cumpli~ con 

el propósito de este trabajo, al abordar este punto únicamen­

te señalaremos algunas nociones genO?!"ales sobre la materia. 

Así pues, es de observarse que en los primeros tiel':lpos, 

R.oma se gobernó por- Reye:;, pe!"o el ve:-dadero poder estab~ 

agrupado en el senado que en la época de la República 

gozaba de algunas atribuciones restrictiva5 1 aplicables 

los denás ft..:nc1onurios 1 a(Jemán de la p:-oh1b.ición ~'a!'a 

los cónsules en :ampafia mili•ur de ;egresar Roma s~n 

auto:-ización del ¡,:-opio senado, aplic<indolc~ penas se"Je:-as 

en caso de contraven~ión. 

Du:-ante la época de Servio Tulio se pt..:so en ma~cha 

una reforma que motivó cambios en las in~~1lucio:ies, desapa­

reciendo las curi¡_1s. El creciriiento de la población romana 

(6) Ochoa Cnmpos, Moisés, "La Reforma Municipal", Edit. Porrúa, Terce!"'a 
Edición, México, D.F. 1979, p. 29. 
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exigió transformaciones en las instituciones de gobierno 

para que los plebeyos pudieran participar y tener responsa­

bilidad en el manejo rJe la cosa pública, que en un principio 

correspondía única~ente a los ciudadanos romanos. 

Por otra par:e, Don José Mari luz Urquijo, al abordar 

los origenes del juicio de residencia, nos relata que 

en el derecho romano, esta figura aparece por primera 

vez en el año de 475, cuando Zer6n obliga a sus jueces 

y magistrados a permanecer cincuenta dí as en los lugares 

donde habían desempeñado sus cargos, para que el pueblo 

pudiera presentar sus querellas en contra de quienes hubieran 

cometido delitos y así en un término de veinte días se 

dictara la sentencia del caso. (7) 

b. El l•peach•ent Británico, origen del Juicio Político~-

El juicio político establecido por nuestra constitución 

tuvo l3U origen en el Impeachm!!nl con~agracio por la Consti•*u­

ci6n de los Estados Unidos de Am~rica, quien a 5U vez 

se inspiró en los precedPr.:cs del :mpeachment :nglés. 

11 Los origenes y el uso del Impeachment en Inglaterra, 

las circuns~ancias bajo las cuales se incorporó en la 

Constitución A.,ericana y ••• los pre::edcntes 

constituyen la fuente primaria para ~n:~nder 

el Juicio Político en el Sistema Mexicano''. 131 

es~af".olcs 

valorar 

Efectivamente, todos los autores están de acuerdo 

en sostener que la ins'.itución del actual Juicio Político 

(7} Cfr. ~:.lriluz Urquijo, josé, "Ensayo sobre los ~'u1cios r.e Re~idencL:i. 
~. Pu~l:cacioneg de lr1 ~:scuela de E'Sturlios Hispano-<i..-.erica-

nos, Sevilla, España, l'J67, p. 288. 
(8) González Rubio, Ignacio, "El Juicio Político" en "Revista Mexicana 

de Justicia", Edit. Procuraduría General de- la República, Edit. 
Especial, México, D.f. 1980, p. 9. 
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tiene como antecedente jurídico el Impeachment Inglés, 

cuyo deeemvolvimiento histórico se encuentra directamente 

vinculado a la propi~ historia política de Inglaterra, 

que sintéticamen~e #uede entenderse como le lucha entre 

el Rey y el Parlamento· por el ejercicio del poder. 

Vicente e. Gallo, al referirse al Impeachment traé 

a su obra la definición de Hallman, que dice: ''Es una 

solemne acusación contra cualquier individuo hecha por 

la _Cám~ra de los Comunes, ante la Barra de los Lores''.(9) 

Por su parte, Sir William Holdsworth, en su historia 

eobre ·_el derecho Inglés, empieza un capítulo sobre el 

Juicio Político c.on esta f'rase: "es un procedimiento Criminal 

iniciado por la Cémara de los Com6nes en contra de cualquier 

persona". -(10} 

Para entender correctamente la importante influencia 

del lmpeachment inglés sobre el juicio político que se 

ha institu!do en nuestro derecho posi~ivo, es necesario 

precisar que son t~es los períodos bien definidos por 

los que atravesó la Consti tuc1ó:i Inclesa y en los cuales 

el Impeachment o juicio político desempe~6 papeles dife­

rentes. 

El primer período comprende la etapa anterior 

al ascenso de la fa:iilia T11dor al pode:- y se ca!"'i.lC~-~rizó 

por el gobierno ~e una monarqu{a absol~tista que fué reemplJ­

zándose por ot-ra de carácter consti~·Jc¡onal, :ran<.:1c16n 

du:-ante la cu,.d la :,í.;;;art1 ,;e lo~.: cor·unc~ se encargó de 

vigilar celosar:-.cnte ~l cunpliniento de la voluntad popular. 

(9) Gallo, Vicente C., "Juicio Político", Ed.:.' .. Imprenta Pablo E. 
Coni, Pri::-,era Rd., Bs. Aires, Argentina, 1897, p. 34. 

(10) Holds..,.orth, William, 11 A History of Enr,lishlnw", Edit. ~e:.huen 
y Cía., Sexta E:Jtción, 1938, p. 379. 
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Durante este primer período, es cuando se registró el 

primer caso de Impeachment, ocurriendo en el año de 1376, 

durante el reinado de Eduardo lII, procedimiento que se 

efectuó contra Lora Latimer, consejero privado y chambcrlain 

del Rey, y contra Ricardo Lyons, comerciante que había 

intervenido en ciertas negocíaciones de las que los comúnes 

solicitaban una inves~igación exhaustiva. Los cargos que 

se les imputaban eran los de "Malversación vergonzosa 

~ fraudes financieros colosales'1
• 

Como resultado del procedimiento, Latimcr fué separado 

de su cargo, condenado a prisión a pagar una multa. 

No obstante lo resuelto, Latimer consiguió un tiempo después 

la libertad y recuperó parte de su influencia ante el 

rey, por esa razón los comúnes, durante el reinado de 

Enrique 11, pugnaron por impedir que los condenados y 

privados de su cargo, pu<lieran desempeñarlo después. 

Por lo últ:imo expuesto, opinamos que desde las primeros 

prác'.:icas del !mpeac:ir.'e:1: se consideró la inhab 1 li::ación 

como parte de la condena de un juicio político. También 

advertimos que en la p,énesi5 misma de ese procedimien'.:o 

no se atendió sólo a su naturaleza política, sino también 

a la del tipo ~udicial, pues ::;e exigía la acusaci6n, se 

permitía la defensa y se concluía con la sentencia, guardár.­

dose las est~ictas forffialidades de esta materia, 

Al e~tud.!ar el :n.¡,cac.:h;,en'... er. rc!acién n sus primeras 

experiencias, im~or~a~te deRtacar que se in8taur6 para 

castigar los poderosos favoritos del rey, por hechos 

de naturaleza cr1mir.al. En este sentido, el juicio polftico 

no se util!z6 co~o el arma para establecer la ~urren~ 

cfa del Parlaf"1ento, sino simplemente para asegurar- el 

cumplimiento de la Ley, ya que en esta época los grando:-s 
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nobles y favoritos del rey, por su poder y prestigio eran 

más poderosos que los tr1bunales mismos y, por lo tanto, 

no sujetos a la ley. 

Thomns Erskine May, estudiando la naturaleza del 

juicio político decía: " ••• está reservado para los crimenes 

extraordinarios y los dei'in-cuentes extraordinarios". ( 11). 

En el año de 1495; _es cuando ocurre el último juicio 

político de esta primera época considerada como medieval 

y en la cual e-1 Impeachment se caracteriza por su índole 

penal más que política~ 

Con la ascendencia de los Tudor al pode:-, se inicia 

el segÚndo período de la Constitución inglesa, finalizando 

con la revolución de 1688. Duran':e esta etapa se enfatizaron 

las libertades civiles, la "Petition of Rights" ilustró 

~l grado de desarrollo que había alcanzado la filosofía 

~~ositora a la d?ctrina del o:·igen divino de los Feyes. 

De la controversia ent'e el Rey el Pa:-lamen:o 

la combinación de los oroble~as religiosos políticos 

de la época, surgieron vigorosas las doctrinas antimonárqui­

r:as que abanderaban las ~eoríuG de los derechos naturales, 

la soberanf a popular y o· :·as que sirvieron de base a las 

revoluciones A~~ricana y Francesa. pesar de ello, el 

siglo XV:! de lnglater-ra se caracterizó ¡-io; el absolutismo 

de los Tudor, quienes pusieron a log poderes de !A. Coron<i 

~n su punto mils alto. 

En este turbulento sang;iento sigla, se sentaron 

las bases del sistema constitucional inglés y el Juicio 

Político se utilizó como arma política. En el año de 1621, 

{11) Citndo po!'"' Gonzálcz Rubio, Ignacio, Ob. Cit., p. 10. 
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se instauró el primer juicio de esta segunda época, siendo 

Sir Giles Monpesson el encausado por ''fraude, violencia 

y oprcs!6n 11 • A partir de esta fecha todos los procedimientos 

de !mpeachment que se intentaron, fueron para exigir la 

responsabilidad ministerial frente al parlamento. 

Así fué como el antiguo proceso criminal ::;e distorsionó 

se convirtió en una bomba política para remover los 

rninist~os que sostuvieran políticas contrarias la de 

los Comunes. Sin embargo, se continuó usando el lenguaje 

criminal para apoyar el juicio político. 

En otras palabras, durnnte es'te período el Impeachment 

se cons':.ituyó en el arma política de la facción victoriosa 

en con~ra de una administración que había gobernado con 

opresión. Durnnte este lapso, muchos fueron enjuiciados 

simplemente por ser op~sitores o favoritos Jel rey. 

~no de los ~ás so:.:'esal:entes ca5os ~e !mpeachmen~ 

c!c esta etapa, es ~l qt.e expone el Ooc~or Go:--.zález ?ubio, 

al ci:ar- por segunca ve-:. 

so.gu:.ente tenor: 

Thomas :::rs~i.1e ~·lay, bajo el 

''En el curso de esta lucha, el parla~ento presionó 

al Rey, enjuicianc:.o Tt-.omas 'Jlent·,,.orth, Ear·l of Strafford, 

(r.arzo-nayo de 16..!l ;. el ~-~in~s::;;:, :¡_u!) :-"Jn mayor efectividad 

CU'"::pli:5 los p:--opósi-.:0s absolutistas c.:el Rey, se le acusó 

entre otros ,;argos (nueve generales 'J ·:eintiocho individua­

les\ de traición, con;.i:::. .. ente en t:"atar de subv~rtir las 

leyes fundamentalc3 

medidas arbi~rariuo; 

la ~st.:-uctu:-a del gobierno; implanta:­

eje~cer tirinica1~enta el gobierno 

en cont:ra de la Ley". (t?} 

(12) !dem. p. 12. 
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El tercer perfodo por el que transit6 la Constitución 

Inglesa antes de su total consolidación, estuvo caracterizado 

por la nueVa concepci6n filosófica de la soberanía popular 

y la limitación de poder, postura que de:e!"r.iinó el rumbo 

del juicio político. 

En los aílos siguientes a la gloriosa revolución de 

1688, los JUlcios políticos no criminales, siguieron regis­

t:"ándose pa:--u confirmar la ascendencia al poder del parla­

mento inglés, pero una vez establecida su supremacia y 

durante los primeros años del siglo XVIII, se desarrollaron 

los cuatro úl~imos casos de Impeachmcnt, que fueron pura~ente 

criminales, al estilo de la Edad Media. ~3 decir, que 

en el final de este último período, el juicio político 

recobró su sentido original de tipo criminal. 

Como un dato interesante de ln experiencia inglesa 

en torno nl juicio político, asentamos en esta investigi:1ci6n 

que el ~ltimo juicio de es~a tercera eta~a se realizó 

en 180~, contra Lord ~elvillc, p:-imer :.ord ael Alm~!"an:az.¿o, 

quien se le acus6 por el cargo de "~·:alversión de fon­

dos". (13) 

CaOe destacar que una vez consol1Cado el sistema 

Pá!"la:ie:-:.ta:--io, c.Jyó en desuso el :!:mpeacn:-:e;.-_, pues a µart:.r 

dt" entonces estableció un nuevo sist:ei7'<J. de !"cspcnsaL.:li-

los t:1.iet:1.bros del gabinete, sin necesidad de una condena 

penal del pnrlamento, tanto que en GU!'; prime,as épocas 

observamos 4ue el Impeachrnenl correspondía a una verdadera 

jurisdicción o~dina:-ia inclusiv~ 5e co~sideró conpc:cn~c 

al ParlaGento, parn resolver sobre presuntos delltos y 

sanciones penales. 

(13) ldem. p. 14. 
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Considerando estas reflexiones, es deseable que en 

todos loe sistemas constitucionales en que se instituya 

el juicio político, se delimiten con claridad y precisión 

su naturaleza y alcances, a fin de evitar que se convierta 

más en arma política de facciones que en instrumento de 

control sobre la actuación de los se~vidoreS públicos. 

finalmente, y para cerrar el estudio de este apRsionan­

te punto, citaremos la reflexión que sobre el nisrno externo 

el Doctor Vicen:.e C. Gallo, en los siguientes t:é!"minos: 

''El Impcachment ha nacido y se ha ejercitado desde 

luego respondiendo las exigencias de una nueva vida 

institucional, buscando la lirutación de la autor'idad 

real, el res pe to de las libertades políticas y el castigo 

a los altos f1mclonarios del Estado. Es ese espíritu y 

ese anhelo el que los animn 

de ln historia". (14) 

impulsa en todo el curso 

c. El Sistema Eatadounidense Paradigma sobre Responsabili­

dad Político y Penal.-

Es indub!.~able que la institución del Juicio Polftico 

de la Con~titución N~rteamericano :iene su fuenle en el 

Inpeachment. inglés, pero ~ay que ~ener en cuenta ·,-;..:e lns 

condiciones s·Jr:!ales y polf~ica~ el"!!. si¡::lo xv:r, que -c.del.:i-

!"On el Ir.ipe;ichment e:-t :n¡!,larer:-a, no eran las misr",as r¡ue 

se daban en la Unión r"1~er1cana al r.iomcnto de su independen­

cia, ya que no sufrieron los rigores de la Edad !•1edia, 

ni pddecieron las cx1~enc1as de la ~anarquía ni de la 

Aris:ocracia Ter:-ateniente, ni del rey, ni de los nobles 

ba:-ones; otros eran sus problemas y otra su manera de 

pensar. 

(14) Gallo, Vicente C., Qb. Cit. p. 36. 
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Por otra parte, la Constitución de los Estados Unidos 

surge modelada ya, por los nuevos conceptos; la soberanía 

radica en el pueblo, los poderes son limitados, el ejercicio 

del Poder se divide en Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 

De suerte que no había ninguna razón para insti t.ucionalizar 

el Juicio Político como el arma del Legislativo en contra 

del Ejecutivo. De ahí que se instituyera más bien para 

dignificar la función pública, así como para fortalecer 

al Ejecutivo. 

El o~igen del Juicio Político en el constituyente 

Norteamericano, se inició con los primeros debates que 

se establecieron en torno al mismo en la Convención de 

Filadelfia que se centraron. principalmente en determinar 

si el Presidente quedaba o no, sujeto a dicho Juicio. 

James Wilson, manifestó en la Convención de Pensilvania 

que el Juicio Pol[tico al Presidente, debia ser considerado 

como un importante ele~ento de responsabilidad, En el 

Proyecto de Consti tuc.:.ón anterior­

establecía ya de una manera formal 

la Convención, se 

;-e:"?'loción del cargo, 

mediante Juicio Polftico por traició:-i y cohecho, George 
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Mason, lo objetó diciendo que el campo de acción era muy 

limitado, y agregó el de "delitos graves y faltas y omisio­

nes". ( 15) 

Por o:ro lado, es evidente que los constituyente~ 

Nor~eamericanos estaban familiarizados con el Juicio Político 

Inglés, inclusive liqmJlton, en el Federnlist No. 65, se 

refiere a la Gran Bretaña cor.10 el modelo del cual el juicio 

Polí:ico fl!é tomado, y además describe la r:'!atcri.a de este 

(15) Cfr, Story, Joscph. "Comcntaries on the Constltution of the United 
States", Tomo T1 Edit. Char-les Lettle and James Drown, Segunda 
~51, P• 518. 



Juicio, en los siguientes términos: las faltas u 

omisiones de los hombres públicos por abusos o violaciones 

a la confianza en ellos depositada, están sujetas a la 

Jurisdicción del Juicio Político y son de naturaleza que 

se puede denominar Política y se relacionan principal!"\cn:e 

con ag:-avios hechos a la Sociedad en s! misma". (16) 

En el Juicio Político comprendido en el sistema 

norteamericano, también quioo verse un remedio para la 

usurpación o el abuso del poder y la pérdida de la confianza. 

Charles Worth Pinchey, de Carolina del Sur, dijo que el 

Juicio Pol[tico alcanzaba a aquellos con conducta impropia 

y que traicior.an la confianza. 

Por su parte, A, Sirnpsoni, quien es citado por el 

maest:ro González Rubio, afirma que el Juicio Político 

no es de naturaleza cri~inal y ~econoce que aún cuando 

el 1:érmino ''High Crimes" ("deli':os graves") puede con:..:i~a!" 

par-a algunos u:ia naturaleza penal, a?'gumentando que :an:o 

la ::-a!.ción como el coheche, son c:·1r.,encs y, consecucn::e::i??"l.­

te, la expresión "delitos graves" se refier·e a delitos 

de na:uraleza penal no política, sin embargo considc:-a 

que el p:-cblerr.a está en determinar si se ::rata de hechos 

crininales. de una conducta política subvc!"Ei~n 

inst~:uciones constitucionales y la forna cu goo1erno.(17 

:loso tras consideramo~ que qui z.:í sea precisa""!en':e 

partir de es·.e razonamiento que la moderna in&tJ. ti..c1ón 

del .Juicio Político que contempla nuestro texto consti":uc10-

nal vigente, no excluya la sanción penal con la arilicación 

{16) !-!'amilton, Ma::lison y Ja:¡, "El Federalista", Edit:. F.C.E., P:-i:-,e!"a 
?eimpresi6n, trd. de Gustavo R. Velazco, México, D.f. 1974, p.277. 

(17) Cfr. González Rubio, Ignacio, Ob. Cit. 1 p. 15. 
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de la de naturaleza-.polr_tica sino que• como habrá de verse 

en el análisis .g'e_neral :d·a 'este trabajo, si una conducta 

específica:6rigina.~n·'J~i~io ~olítico, pero además constituye 

un delit·o, ·éS_te, ~ebe-.-~á ser ··perseguido ante los Tribunales 

ordinarios.;; 

que 

P,<~r ~-~:~~-::·:~pa-f_~~--' es !mpo~ta_nte decir que George Mason, 
tu·é_,,·q~{~n-:(p~~-p~s·;~''..::·~i·" término de 11 High Crimes", expresa­

mente: ~a~ii~~t~ :su .intención de circunscribir el vocablo 

a los 1•a~~n~ados. para subvertir el orden constitucional''• 

~-_LB --é~p_erfencia norteamericana sobre el tema, revela 

·que la- conducta para iniciar un Juicio Político no tiene 

que ser criminal, incluso diversos autores claramente 

determinaron que el Juicio Político y el proceso penal 

sirven a propósitos distintos¡ J. Elliot, expresa que 

"El Juicio Político tiene por obje:;o destituir de su cargo 

e inhabilitar a un funcionario o empleado, no es un castigo 

no es pena; su función es la de p~eserva~ el orden Constitu­

cional; la Constitución establece que el Juicio Político 

no substituye nl proceso penal; no libera al inculpado 

de la responsabilidad penal". (18) 

De todo es~e capftulo de citas, pode~os anotar dos 

importantes conclusiones: 

En pri~er término, que fué en la doc~~ina norteamericana 

en donde se advirtió claramente la nece:ndad de distinguir 

entre la rPsponsabilidad por :.nfracciones políticas y 

la derivada de delitos penales, estableciéndose como instru­

mento ejecutivo para los casos del prime~ supuesto, el 

Juicio Político. 
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{18) Elliot, J., "The Debates in the Severa! States Convention on 
the Arioption of the Federal Consti tution", Edí t. Harper and Row 
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y• en segun4_o lugar, que al proceso penal se le respetó 

su carácter de ser exclusivamente el medio sancionador 

de los deli'tos propiamente dichos, considerándosele impropio 

para valorar o juzgar la conducta pol[tica. En tanto que 

con el Juicio Pol,í tic o, se pretendió salvaguardar los 

actos u omisiones que atentaran contra la forma de gobierno 

y su fin se limitó a la deatituci6n e inhabilitación del 

funcionario inculpado. 

La Constitución Norteamericana, trata este tema en 

seis lugares: 

11 El Presidente, Vicepresidente y loe funcionarios 

Civiles de los Estados Unidos podrán ser removidos de 

sus cargos mediante Juicio Político, por traición, cohecho 

y delitos graves y faltas u omisiones en que incurran''• 

"La Cámara de representantes... será la única que 

pueda iniciar el Juicio Político''. 

"El Senado es el único que ;iuede juzgar.,." 

4.- 11 El Juicio Político. no irá más allá de la r-emoci6n 

del cargo y su inhabilitaci6n para ocupar otro''· 

Así, el objeto de la Jurisdicción Política en los 

Estados Unidos es destituir de su cargo a quien ha hecho 

mal uso del mismo, e inhabilitarlo para ocupar otro por 

cierto tiempo. Es un acto administrativo revestido de 

la solemnidad de un juicio. 
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Ante todo y por definición, el Juicio Político es 

un proceso de naturaleza pol! t1ca y no legal. Después 

de todo, la política tiene que jugar un papel principal, 

y las decisiones tienen que ser políticas. un juicio 

ante el Senado, aGn cuando se observen las formalidades 

legales, debe de culminarse con el voto de sus miembros 

y este voto debe reflejar el clima político del país. 

"El Presidente tiene la facultad pare conceder perdón 

por delitos contra los Estados Unidos, pero no tratándose 

de un Juicio Político''· 

"El Juicio para todos los crimenes, excepto el Juicio 

Político, q·ue_ será-por Jurado ••. 11 (19) 

Estos dos preceptos refo;zan la idea de que el :uicio 

Pol!tico y el proceso penal no se excluyen, sino que son 

de ~aturaleza diferen~e. 

De esta manera t es como los norteamericanos han creado 

un sistema mixto para exigir las responsabilidades de 

sus hombres públicos. Cons i: i tu yendo su esquema, un verdade!"'O 

parad ígr.ia, distintivo de las responsabilidades polí':ica 

y ?enal, que ha sido adoptado por ~uchos otros pa!ses, 

entre ellos el nuest~o. 

Para finaliza~. cabe agregar que en vir~ud de la 

separación de las jurisdicciones política y penal, los 

(19) Cfr. González Rubio, Ignacio, Ob. Cit. pp. 16 y 17. 
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norteamericanos han reservado. para el caso de una destitu­

ción administrativa, las formalidades de un verdadero 

juiclo 

político 

criminal, en tanto 

de la aplfcaci6n 

que se ha 

de severas 

privado 

sane.iones 

al 6rgano 

corporales 

o patrimoniales, que por su naturaleza competen en su 

aplicnci6n, exclusivamente a los tribunales penales. 
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a. Juicio de Residencia.-

l.a diversidad de autores nacionales y extranjeros 

que abordan el estudio del Juicio político en el Sistema 

Mexicano, reconocen también en el Juicio de Residencia 

de nuestra época colonial, un importante antecedente. 

En forma introductoria al análisis general que pretende­

mos hacer de esta institución, habremos de decir que el 

surgimiento de la misma tiene que ver con la necesidad 

-que tuvo la metrópoli española, una vez que hubo organizado 

administrativa y E.~!.f.!!.2.!!.!!!.~!!.!~ los vastos dominios america­

nos, de crear- un sistema de control eficaz de la actuación 

de sus funcionarios públicos, con el objeto de asegurar 

el cumplimiento de la ley, en sus justos térMinos y verdade­

ros alcances dentro de un ú1:ibito de relativa elasi::icidad 

y, por otra parte, que brindara a lo~ nabitantes de cGtaft 

regiones de ult!·amar la oportu~idad de hacerse escucha~ 

cuando el funcionario cesaba en su ca:-eo, para t!enunci;:ir 

los abusos o errores que hubieren cometido en su desempefio. 

Esta triloEÍil de in:...erés equilibrio, decir, 

el Es '::ado enpn:lol, el funcionario propiamente dtcno 

el pueblo amc~icano, hicieron del Juicio de Residencia 

una verdaderil l..!!~!..!...!:~!:.!.2!! __ l'._~~~.!.~:":.. qur> en su época s~rv1ó 

para evi'".ar los r:-.alcs propios de una nd":linistración variada 

y cor:ipleja que actuaba lejos de los órganos co:. 11.;Luntc.s 

originarios. De ~.an~ra que podcro~ decir que, el Jt1icio 

de Residencia no significaba de modo alguno un procec!imicnto 

lesivo de la nutoridad, n1 de la persona del funcionario, 

sino que funcionaba corno acto Jurídico-Político de 

responsabilidad de función. 
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Respecto del concepto de la institución que nos ocup .. , 

haremos s6lo tres citas• por considerar innecesario hacer 

otras referencias, pues en substancia todar; coinciden, 

como podrá corroborarse de las que aquí consignamos: 

:!!!!~!~-~~--.!!!.:!!!!!!~~!.!!.!.= Es la "cuenta que un juez 

tomaba a otro, o a otra persona que hubiere desPmpeñadf.> 

un cargo Público, respecto de la administración que ~abfa 

llevado a cabo durante su permanencia en el empleo u ofi­

cio". (20) 

Por su parte, el Doctor Gallo, citando a Alcubilla 

dice: 11 El Juicio de Residencia es el que tenía po:- objeto 

averiguar la conducta oficial de un juez, cor!"'egidor, 

alcalde mayor u otro funcionario público, durante la adminis­

tración de su oficio''• (21) 

En su momento, el Doctor Antonio Castagno citando 

a Joaquín V. González, define al Juicio de R~s!dencia 

~iciendo que: "Era u:io investigación hecha por los jue(.:('.::; 

sobre el desempeño de los oficios de virreyes, gober:-.adores, 

magistrados, cuando abandonaban o concluían sus oficios, 

y se fundaba en el principio de responsabilidad inherente 

a toda func i6n de gobierno 1 y coma un freno necesc.rio 

para obligarlos 

res". {22) 

estar atentos ajustados sus debe-

Los conceptos hasta aquí traídos, demue:;;~ran :-cspecto 

al juicio de residencia, q1.·~ su alcance y conten'..c'l ~ .. ndian 

l20) "Diccionario Enciclopédico U.T.E.H.A. 11
1 Tomo lI, Eai':.. Unión 

Tipográfica y Editorial Hispano-América, México, D.F. 1853, p.€33. 
(21) Gallo, Vicent.e C., Ob. Cit. 1 p. 200. 
(22) Castagno, Antonio, "Juicio Político" en "Enciclopedia .Jurídica 

OMEBA 11
1 Tomo XVII, Edit. Driskill, S.A., Bns. fdres, Argentina, 

~p. 439. 
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a _aeegur~r un máximo de responsabilidad en la func i6n 

y también- 'una eficaz gestión administrativa y una garantía 

Política para los habitantes de la comunidad. 

Insistimos en ·que la institución del Juicio de Residen­

cia c0nstituy6 un instrumento defensivo de los derechos 

públicos y privados de los habitantes americanos, toda 

vez que eran precisamente ellos quienes podían movilizar 

el engranaje de esa institución a fin de probar arbitrarieda­

des e injusticias de los funcionarios. 

Este Juicio de Residencia del que hablamos, fué legis­

lado en España a través de complejas y numerosae disposicio­

nes; siendo también legislado en las leyes de Indias, 

cuya recopilación (libro V, título XV, denominado "de 

las residencias y juecen que las han de tomar"), nos propor­

ciona los elementos necesarios para construir el procedi­

miento seguido en este tipo de juicio. Son cuarenta y 

nueve leyes dictadas por diversos monarcas en distintos 

lugares partes del reino las que van organizando la 

mecánica interna del procedimiento, por lo que en este 

sentido, sólo hnbremos de mencionar algunos de los aspectos 

más sobresalientes de dicha institución, merced a la modesta 

extensión de este trabajo. 

En primer lugar, hay que destacar como principio 

general, que el juicio que nos ocupa debía de sustanciarse 

a la terminación de las funciones del inculpado, no obstante 

lo cual, podía iniciarse nntes, cuando mediaran 

graves y tuviera conocir.'liento el Consejo de 1.ndia~, ello 

ocurría cuando se consideraba que la tardanza en proceder 

podría causar nolableo inconvenientes en el gobierno y 

en la administración de la justicia. Cabe aclarar, también, 

que en el caso de que los cargos hubieran sido concedidos 
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por una o más vidas, como se les llamaba a las alcaldías 

mayores, el Juicio de Reeidencia debía ejecutarse cada 

cinco años, por el funcionario designado por el Rey, o 

por la presidencia o audiencia del distrito. 

Comunmente, el Virrey o presidente designada al Juez 

reeidenciador, ya fuera letrado lego, pero para los 

Juicios intentados contra el Virrey, la Corona se había 

reservado el derecho absoluto de la designeci6n del Juez. 

t~ombrado el Juez residenciador, se procedía a la 

emisi6n de bandos y pregones para que todos los que tuvieran 

que exponer quejas en contra de los funcionarios, se prescn-

taran a exponerlas en forma clara, precisa concreta, 

en tanto que el Juez con amplias facultades investigatorias 

podía examinar a los testigos con sagacidad, prudencia 

y cristiandad, para que nadie por desconfianza o temor 

se abstuviera de deponer. 

Se estableció también que los Juicios de residencia 

a los Virreyes debían sustanciarse dentro del término 

de seis meses, ya que dicho plazo se consideraba pr-udente 

para la conclusión del Juicio satisfacción de lo que 

nosotros llamaríamos "la causa pública"; !""CSpect.o al plazo 

o término que debían durar las residencias, conviene acla:-ar 

que no era el mismo para todos los ca.sos y variaba según 

las personas a residenciarse 

oficios. 

las circunstancias de los 

Finalmente, y por lo que concierne a lbs pena5 aplicadas 

a los que resultaban culpables, además de los que expresamen­

te establecieran las leyes, existían la de E~!~~~l~~-E~~~~~~~ 

~~!-2..f!5:..!.~· la de destierro, que podía llegar a ser hasta 

por seis meses, así como la de confiscación de bienes 

o embargo de los miamos. 
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En América, esta institución surge por primera vez 

en el año de 1501, a consecuencia del nombramiento de 

Nicolás de Ovando como gobernador de Indias y conforme 

a las instrucciones reales que recibió para efectuar J·esiden-

cia a su antecesor, Francisco de Bobadilla. 

Otro importantísimo ejemplo de la aplicación de esta 

institución, es el ordenado en las cédulas fechadas los 

días 4, 10 y 28 de abril de 1526, por el Rey Felipe II, 

quien de esta rorma di6 instrucciones a Don Luis Ponce 

de León, para seguir juicio de residencia a Don Hernando 

de Cortés, quien fué depuesto del gobierno. (23) 

11 En conclusión, hay que destacar que el Juicio de 

Reoidencia, comparándolo con el Juicio Político, que por 

éste se procura garantir a la sociedad del peligro de 

la continuidad en su cargo de un funcionario reconocidamente 

malo; por el juicio de residencia se persigue la reparaci6n 

penal de este funcionario a la terminación de su mandato, 

por los actos delictuosos de que se hubiera hecho cul­

pable", (24) 

Estimamos que con las breveu reflexiones, que en 

este trabajo 1ncluímos sobre el juicio de residencia, 

cumplimoG el cometido de ofrecer una visión panorámica 

de tan formidable institución, fiscali?.adora de la!'! conductas 

!~propias, inmo?·alcs e inclu:;o dclictivaa de los funcionarios 

coloniales. Por nu~r;tru parte, creemos que esta institución 

con todas Iris imperfecciones que pudieran imputársele, 

sirvió parn norul1zar er: lo posible las costumb!"'es adr:iinis-

{23) Cfr. Vargns Gómez, Carlos María, "Juicio de Reoidencia 11 en "F.nciclo­
.e_~~!R Jurídicn O~EílA", Edit. D:·i~ktli·-;-SJ~~Bs. Aires, A~ 
1978, Tomo XVII, pp. 351 y sir,. 

{24) Caatae,no, A:itonio, Ob. Cit. 1 p. 439. 
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trativas y políticas de los territorios americanos sujetos 

a la Corona Española, evitando abusos y extralimi~aciones 

de funcionarios corruptos y ambiciosos. Sentando un impor­

tantísimo antecedente de lo que más tarde habría de conver­

tirse en nuestro Juicio Político. 

b. Juicio de Visita.-

El Juicio de Visita constituye también una impo!'tantí­

sima instituci6n que junto con el Juicio de Residencia, 

se practicó frecuentemente en todos los territo!"ios de 

la Monarquía Española para exigir la responsabilidad de 

sus funcionarios. 

Desafortunadamente, el Juicio de la Visita no es 

t.t"atado casi por ninguno de los autores que a:::ordan el 

tema de la responsabilidad de los actuales Ser-vi dores 

Públicos, ello quizá se deba a la dificul:<!d pct:-a uhica:· 

Fuentes fidcdie,nas y precisas, ya que dicho u: e.:. o :-io 

aparece regulado en ninguno de los cuerpos legales Ca!;t.e­

llnnos Vigentes en la Ednd ~-:oderna {Fuero Peal, ?a~:.ic!;1s, 

Ordenanzas Reales de Castilla, Pragmáticas del Reino, 

nueva Recopilación), ni tampoco en la literutuc¿j jurídica 

práctica de Derecho Procesal (Hevia, Villadiego, e· e. 

Sin embargo, en la presente inve!1ti13aciO:-. tuvi'l•Os 

la fortuna, meramente casual, de t~ope;>:r.:- con ~e Á Lo 

en el que ::;e contiene un trabajo sobr-e este ~ar::iculnr 

y cuyo au:or, Iamael Sánchez Bella, Vice-~ecto:- de la 

Universidad de Navarra Pamplonu, España, se dió a la tareil 

de analizar disposiciones sueltos sobre Visita~ ci1·ad~~ 

a la Casa de Contratación de Sevilla, las ? 1 ota!J de 

Indias y los Tribunnlcs lndinnos, que fueron reCoflidas 

por la "Recopilaclón de 1680" (título 34, libro 11) bajo 
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el epígrafe:· 11 De los Visitadores Generales y Particulares" 

integrado por 47 leyes. Sin embargo, este autor nos dice 

que ••esas normas no permiten reconstruir con detalle la 

totalidad del procedimiento seguido en las Visitas. Para 

conseguirlo, hay que acudir otras fuentes, tales como 

28 

Las comisiones dadas a los visitadores, su correapondencin 

y los propios documentos de aplicación del Derecho". (25) 

Una vez hecha esta aclaración, procederemos consignar 

equ!, algunas ideas generales que nos permitan caracterizar 

el Juicio de Visita que se practicó en Indias, como llamaban 

los españoles al Nuevo Continente: 

Por lo que se refiere a la Competencia del Juez visita­

dor, ésta quedaba expresamente determinada en la comisi6n 

que recibía por escrito, documento en el cual se señalaban 

los organismos o personas comprendidas en la Vi5ita, por 

lo que si el visir.ador canoera de un <'!.sunto fuera de su 

comisión. debía declinar su jur:sdicción. Sin embargo, 

es conveniente se~alar que su competencia e-~ protegida 

frente a la posible acr.uación del Virrey y de otros Tribuna­

les, especialmente de la Audiencia del territorio visitado, 

que veces pretendía in:ervenir, alegando ante el Rey 

exceso de comisión, por ello habitualmente se entregó 

los visitadores, entre sus despachos, una real cédula 

dirigida la Renl Audiencia del lugar visitado, fin 

de evitar la i.ntromisi6n de ésta en lo que prcveyese el 

visitado!'. 

Además de lo anterior", el Visitador tenía prohibición 

expresa de dar copias de sus comisiones a las audiencias. 

(25) Sánchez Bella, lsma~l, "El Juicio de Visita en Indias" en "Revista 
de la Facultad de Derecho en :.léxico" 1 Tomo XXVI 1 Ene~ 
de 1976, Números 101-10?, U.tl.A.M., México, D.F. 1976, pp. 579 
y sig. 



Por otra parte, nos parece importante citar aquí otro 

aspecto de la competencia de loa visitadores, que les 

fué aclarado por una Real Cédula de 1630 y que les refiere: 

''En embargos o fianzas de bienes de difuntos visl~ados, 

procederán conforme a Derecho. Y a los Oidores y Ministros 

comprendidos en Vuestra Visita, Sacareís los Cargos que 

contra Ellos Resultare, Así del Ejercicio de su TriOunal 

y Oficio Principal y todos loo Oem&s en que le Hubieren 

Tenido, como no sea de Tribunal en que entren con Cédulas 

y Nominación de otros Consejos que el de Indias''. (26) 

Otro punto importante de la competencia de los visita­

dores y que fué planteado en diversas ocasiones, era el 

de si los eclesiásticos y los caballeros de San Juan, 

gozaban de exención frente al visitador, pero este tema 

fué aclarado en 1619, en el sentido de que ''es estilo 

generalmente observado que en el Juicio de Visitas de 

nuestras reales Audiencias en las Residencias q~e dan 

los eclesiásticos de las plazas y oficios en que usan 

y ejercen nuestra Real Jurisdicción ~2--&~!!~--~~!-.2:~~r~ 

~~!~~i~!~i~~··. y lo mis~o se guarde con los caballeros 

de la región de San Juan, porque respecto de sus cargos 

y oficios no tienen privilegio de Fuero, mucho menos 

en Actos Militares y han corrido siempre po:- la JurisC!cción 

Real Ordinaria rle nuestros Ejercites A:"'r:iados" (27 ·:. Es 

decir, que para el Juicio de Visita en Indias, no ex~st!a 

la inmunidad del fuero de los visitadoa. 

(26) ldem. p. 584. 

(27) lbidem. 
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Frecuentemente las Visitas solían ordenarse en ocasión 

de las dcnuncius concretas que se hacían llegar al Rey, 

respecto de las conductas irregulares de los f"uncionarios 

coloniales, por lo que el Monarca al decidir la Vislta, 

recomendaba el mayor secreto. Así por ejemplo, al designar 

Felipe II, como Visitador General de Nueva España, al 

Arzcb_ispo de México, Moya de Contreras, en 1538, dispone 

que 11 se hagan luego los Despachos con secreto y sin que 

se publiquen allá (las Indias), ni acá (España}, que importa 

mucho... para que el Arzobispo pueda tener hechas algunas 

diligencias antes que se sepa, para mejor deGcubrir la 

verdad y que se excusen encubiertos y negociaciones que 

suele haber para que no se entienda los excesos''• (28) 

En algunan ocasiones, cuando aún - se encontraba el 

visitador en la Península, una vez hecho su nombramiento, 

podía c11pezar actuar en la propia España, investigando 

lo que creyere oportuno sobre las personas a quienes habría 

de visit.ar en América. 

Una vez que el Visitador llegaba al territorio donde 

iba a eje~cer su cargo, era recibido solemnemente e instalado 

convenientemente en un alojamiento diRno fle su calidad 

y" ""a" Ji"r.:;Op-óSito para eunrdar G:J indcpcn.::ienc1a de las pet"'sonas 

influyentes y autoridades vi~itadas. 

Pasándose enseguida la publlcación de la Visita, 

La obligación de hacerlo quedaba conGignad~ expresamente 

(28) Hcrcdia !ierrera 1 Antonia, "Catcílogo de las Co:lSultas del Consejo 
de Indias", Edit. Hispánica, Mad!"id, Espafia, 1927, p. 1095. 
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en una Real Cédula de las que se entregaban al Visitador 

al hacerle su nombramiento, a continuación transcribir-emos 

la que se entregó en 1606, al Visitador General de la 

Nueva España, Diego Landeras de Velazco, que decía : 

"Y porque conviene que todas las Provincias, Ciudades 

y Villas sujetas la dicha Audiencia sepan de la dicha 

Vi si ta, para que si hubieren recibido alg1'.in agravio puedan 

venir ante vos a quejar de ello, y pedir justicia del 

daño QU~ hubieren recibido: Os mando que deis aviso 

todas las dichas Provincias, Ciudades y Villas sujetas 

a la dicha audiencia de la dicha Visita, para que toda 

persona que quisiere venir vos pedir su justiC!d de 

los agravios que así hubiere recibido de los dichos Presiden­

te y Oidor, Alcaldes y Fiscales y Oficiales Reales y de 

las otras personas a quienes mandamos v1s1Lar lo puedan 

hacer, y para ello le señalareis el término que os pare­

ciere". (29) 

Como podemos apreciar del contenido de este docur.ento, 

se desprende la importancia de que los habit.Cintes de la 

Nueva España tuvieran conocimiento del inicio del p:-ocedi-

miento de la visita, fin de que pudieran ocurr1:-- (con 

esa especie de acción popular 1 de que eozaban) a pr-i-:-sen tar 

su denuncia, por los agravios que· hubie~en sufr1do de 

los funcionarios visitados. 

Otro aspecto que es importante destacar, es el rela':lvci 

al término que tenían los habitantes del territorio vis~tado, 

para presentar sus demandas, ya que éste, ~e sabe que 

fué variable, quedando a criterio del Juez Visitador. 

(29) Sánchez Bella, Ismael, OU. Cit. 1 p. 588. 
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La publicación de la Visita se hacía de costumbre 

a través de edictos que se fijaban en lugares públicos, 

tales como la puerta del Palacio, junto al Cabildo, en 

e1 cancel de la Real Audiencia y en la Puerta Principal 

del Juez Visitador. Bajo el tenor de dicha publicaci6n 

se hacía manifiesta la Visita, dándose comunmentc un término 

de 30 días para los presentt?s en el lugar de publicación 

y de 60 días para los ausentes como térnino perentorio, 

para que los que se consideraran agraviados ~!~!!_~-~~l~l~~!= 

~~~!~· presentaran sus querellas o demandas y solicitaran 

sus desagravios. En este sentido cabe aclarar que la querella 

o demanda, podinn prese~tarla por sí o valiéndose de 11rocura­

dor suficientemente instruido. Po!" otro lado, se invitaba 

a los habitantes del lugar Visitado a que avisaran secreta­

mente al visitador sobre las irregularidades de los funciona­

rios en lo tocante al servicio del Rey. Gobierno de esa 

tierra, Administración de Justicia y Recaudo de la Hacienda, 

ofreciéndoles e quienes así obraren el anonimato. 

El Juez Visitador, podía ser recusado desde el momento 

en que se hacia público su nombramiento, s::.. existía causa 

justificada. En este sentidó es convc:iiente mencionar 

que fueron muchos los visitadores 

significativos son: La recusación preocntada en Valladolid 

el 7 de mayo de 15d8, por los Procu~adores del Virrey 

de Nueva Espaíla, Antonio de Mendoza, contra Tello de 

Sandoval. Los Motivos alegados fueron las dcclaracione9 

apasionadas hechas por el Visitador ya an:es de iniciar 

la Visita General y la hos•:ilidad M8.nlf1esta hf'lcia la 

persona c!el Virrey. Esta recusación sur:1ó efectos y lo 

referente al Virrey quedó excluído de 1'1 uctuoción del 

Visitador. 
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Otro caso fué el del Visitador General de la Nueva 

España, Pedro de Gálvez, quien fué recusado en 1651 por 

el Oidor Andrés Gómez de Mora, a quien había suspendido 

de su oficio. Cabe enfa-ciza:- que las solicitudes de recusa­

ción de los Visitadores, fueron atendidas por el Consejo 

de Indias consultando previamente al Rey, para poder resol­

ver en definitiva sobre dichas solicitudes. 

Las notificaciones quedaban contenidas en el mismo 

poder o comisión general que se entregaba al Visitador 

al ser designado, empleándose el efecto la siguiente fórmula: 

''Que parezcan ante vos vuestros llamamientos, digan 

sus diChos deposlciones a los plozos y so las penas 

que les pusieredes o mandarcdes pone1·: Las Qualcs yo por 

la presente las pone.o y he por pucs~·a:.; por condenadas 

en ellas lo contrario haciendo. que pnrn lns ejecutar 

en las que rebeldes ihobedientes fueren, todo lo otro 

que dicho es, vos doy mi poder cumplido con todns sus 

incidencias y dependencias, anexidades y concxidades".(30) 

Es decir, que el Monarca daba amplios poderes al 

Visitador para la fijación de las penas que podían 

desatendieran incurrir los func ior,arios vts! tactos que 

la citación que el V1s1~ador les r11c1~ra. 

Debemos aclarar, por otro parte, que la comparecen-:i& 

de los visi~ados requcr1dos por- el Visi~ador·, no necc::;aria­

mente debía ser personal, ya que tenían la posibilidad 

de defenderse r:icriiante procuradores. Inclusive llegó 

considerarse como normn, que si el funcionario visitado 

(30) ldcm., p. 593. 
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se ausentaba para ir a España, debía previamente dejar 

apoderado o procurador que se entendiera con el Visitador 

para el caso de que alguno 1 o algunos de los que fueran 

a ser visitados murieran, la notificación se hace a los 

herederos de los difuntos en el lugar dOnde estuvieran, 

incluso en España. 

Uno de los despachos acostumbrados, que se entregaban 

al visitador, le autorizaba a oir y seritenciar (con algunas 

limitaciones) las demandas públicas que pusieren los particu­

lares contra el Virrey y la Audiencia, dentro de un plazo 

de 60 días, inicialmente contados desde ln presentación 

de la queja o demanda, hasta que, Lenderas de Velazco, 

en 1607, propuso que dicho término corriera desde el día 

de la notificación para una mejor atención de las demandas 

públicas¡ planteamiento que aceptó el Hey 1 mandando ademéis 

que se obre~a con mucha justicia en todas las de~andas 

y especialmente en las que se presentan por ''Mal Juzgado''. 

Es de considerarse que el Visitado:-- comenzaba su 

actuación como Juez, atendiendo las demandas públicas 

presentadas po:-- cualquier· per-sona en contra de los visitados 

y resolviendo conforme a Derecho. S1:i embargo, cabe aclarar 

que un precepto _de 1627, recogido e;i la Recopilación de 

Indias dispone que en las demanda~ públ~cas (y cargos 

de Visita) no se podría comenzar por el cmbar-go de bienes. 

Tratando de darle mayo~ claridad al estudio de la 

institución que tratamos, ins!:.;ti.re:::o3 en que la prác· ica 

inmediata de muchas Visitas se orieinó en la~ denuncias 

de abusos, que se enviaban directamente al Hey, o al Consejo 

de Indias este Consejo facilitaba al visitador junto 

con los deopachos ordinarios 1 toda la información que 

existía sobre esos abu~os. 



En relaci6n con lo anterior-, ea necesario tener presente 

que la misión del Visitador era esencialmente informativa¡ 

incluso en el poder que se le entregaba, se le encargaba 

que: "Por todas las vías y maneras que mejor y más cumplida­

mente podaís saber la ver-dad 1 os informeis cómo y de qué 

manera.,. (aquí se citan todos los funcionarios de la 

Audiencia visitada) •. han usado y ejercido y usan ejercen 

sus oficios, y gobernado y administrado lo que es a su 

cargo, cada uno en lo que le toca y ha sido y es obligado, 

y si han guardado lo que por las Leyes, ordenanzas 

instrucciones está dispuesto y mandado guardar si han 

!do y pasado contra ello, y cómo y de qué cosas han excedido, 

y de qué manera han entendido, usado y tratado las cosas 

del servicio de Dios y mías" (31). Este poder que se entre­

gaba al Visitador, para que iniciara su misión, ponía 

especial énfasis en que se investigara el trato de los 

funcionarios de la Audiencia Visitada, es decir el que 

le daban a los naturales de esta región, si eran bien 

tratados y se avanzaba en su catcqi..:ización o si los mismos 

eran ag~aviadou y maltratados. 

LA información que debía procurarse el Visitador 

por 11 todas las vías y maneras", en la práctica se concretaba 

fundamentalmente en tres: las denuncias, el interrogatorio 

de testigos y la revisión de libros (de acuerdos de Audien­

cias, de las Cajas Reales, e";;.c,). 

Por cuan'::o hace n l~s denuncias 1 ya ante!> herr.os hecho 

comentarios sobre el las, por lo que en el orden de ideas, 

es importante expresar que para el interrogatorio de los 

testigos se confeccionaba un larp,o cuestionario general, 

seeún fuera el cargo del funcionario cuestionado, pero 

(31) ldem. pae. 598. 
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la deposición de los testigos debía ser libre de coacciones 

y sob!'e todo r"igurosament:e · aecreta, dado que los visitados 

continuaban ejerciendo sus oficios, y el temor a las repre­

salias era grande. Esta diligencia po~ sus características 

fuó conocida como ''La Secreta'' es fundamental de la 

Visita, distinguiéndose por ello de ''La Residencia'' que, 

como vimos, era abierta para señalar las irregularidades 

o faltas de tos funcionarios. 

Un aspecto sobresaliente del Juicio de Vi si ta se 

refiere al hecho de que los funcionarios visitados gozaban 

de su_ ~nc~rgo y desarrollaban con normalidad sus funciones 

pr~pias, durante todo el tiempo que el juez visitador 

:-e ali zaba sus investigaciones. Situación que con<>tituyó 

uno de los más notables inconvenientes de la inst1 tución 

que tratamos, ya que por una parte la deposición de los 

testigos se ve!a afectada por temor a cosibles represalias, 

lo cual eviúentemen:e restaba li~ertad ve:"'acidad la 

exposición de sus testimonios. Ade~1~s de que, por otra 

pn:-te, muchos testigos se sabe que no llegaron decir 

todo lo que sabían sobre los func1ona!"ios visit<ldos, co~ 

la esperanza de que éstos les brindaran algGn favor 
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la vez que los pror.iovieran d. un puesto de .:usticia o ha­

cienda. 

CaDe ne l arar que es Los efectos ocurrieron pese 

la p:"ohibición q'.Je ':~nía ~l visitador de dar al funciona!""10 

visitadó los nombres de los :est.igos de :¡uc :::>e vali:i para 

investignr los nechos conocer la ver::ad de los misnos. 

Además ae que las declaraciones de los <:es~igos se hacínn 

secretamente, únicamente ante los escribanos de la visita. 

Una tercer-a vía ~Mportan•.e para obtener lA información, 

era el exñmen ae los libros de Acuerr:!os de la Audiencia 

de los libros de Hacienda Heal, para ello el Virrey 



le señalaba al visitador una habitación de las Casas Reales, 

con todo secreto calma pudiera revisar los para que 

libros y sacar de ellos lo que hubiere menester. El exámen 

de los libros de Hacienda Real. se realizaba en las visitas 

de los Oficiales Reales 

de Cuentas. 

a los Contadores del Tribunal 

En ocasiones la abundancia de libros de cuentas obliga-

ba al visitador nor.ib:"ar uno varios contadores para 
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auxiliarse. Dicha revisión algunas veces duró largos espacios 

de tiempo, como en el caso del Visitador Moya de Contretas, 

que auxiliado de t•es contadores tardó ce~ca de nueve 

años en revisar la contabilidad de los Tres Ofici~les 

Heales de la Caja de ~.éxico, Toda la info!"'rnación recabada 

se hacía del conocimiento del Consejo de Indias. 

Los visitadores tenían la obligación de sacar los 

cargos que resultaren de la v1sita solían distinguir 

~orlos los ~iembros del organismo los ''Cargos Comunes'' 

visitado {Audiencia, Caja Real, Tribunales de Cuentas, 

Casa de Moneda, Universidad, etc.) y los "Cargos Particula­

res" de cada funcionario visitado; dichas cargos eran 

notificados al visitado, dándole un plazo de>:e!"'minado 

para que respondiera de ello~, por sí o a t:"o'Jés de procu­

rador. 

Por su parte, los visitados presentaban muy detalla­

damente sus descargos e incluso hacían co:nparece!"' a varios 

tesligos de descargo, cuyos gastos asu~ían plenamente. 



Si de la información secreta que recababa el Visitador 

se deducíari graves cargos contra alguno de los visitados, 

podía el propio visitador proceder rigurosamente, sin 

esperar ·la senten~ia definitiva del Consejo. La facultad 

de p0der ,privar de su oficio a un visitado y aún de deste-

rrarle por causa grave, sol[a darse 

entre.sus comisiones. (32) 

los visitadores 

Esta facultad fué recogida por la recopilación de 

Indias, y en la práctica fué ampliamente reiterada; tal 

parece que se consideró conveniente evitar que un ~!! 

!.!:!!!~!~~!!:..!..~ continuara gozando inmerecidamente de su cargo 

perjudicando más la buena correcta administración 

de las Colonias Españolas, ya ·q.ue la sentencia definitiva 

podría. ':ar-dar un buen tiempo en producirse, lo mismo puede 

decirse del destierro, ya que si algún funcionario era 

suspendido por el visitador, podría seguirse considerando 

como inconveniente parH la administración Colonial, por 

lo cual preferible hacerlo salir de esas tierras 

volverlo a Espa~a. 

En ln práctica, la suspensión y aún el destierro 

fueron ordenados por varios Visitadores, Moya de Contreras 

por ejemplo, suspendió los Oficios íleales de México, 

ante el desfalco que arrojó la investigación, ordenó 

que fueran pre!óios. No obstante, hay que aclarar que el 

criterio del Hey y de su Consejo de 1ndias era restrictivo 

respecto la suspensión y el destierro de los visitados, 

debienUo medinr, en ; oda caso, una causa grave que impidiera 

con~inuar investigando; en segundo término, se estableció 

que la ~uspcnsión destierro no debían entenderse con 

(32) ldem. 1 p. 608 y sig. 
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los Virreyes, ni aún en. el caso de grave culpa; dejando 

que en este caso resolviera el Consejo. 

Una vez que era terminada la Visita, se dictaba un 

auto de conclusión ::;e la misma y de su remisión al Consejo 

de Indias a través del Real Acuerdo, el cual se encargaba 

de su envío a Espar.a, aunque en algunos casos rué el propio 

visitador el escribano de la causa, quien se encargaba 

de llevarla personalmente al Consejo, para que éste en 

su oportunidad dic-:ara la sentencia correspondiente4 Junta­

mente con el proceso, debía remitirse un '1 Memorial Ajustadoº 

que facilitara a los Consejeros el manejo de la información 

contenida, señalando los cargos por los que se procedía, 

los testigos que haoían depuesto, etc .. 

Llegada la v~s.:.ta al ConseJO de lndias, se procedía 

a su revisi6n, citando a los procuradores de los funcionarios 

visitados aunque en muchos casos los propios acusados 

acudieron a España, a la vista de su causa en el Consejo. 

En primer término, las visitas eran examinadas por el 

fiscal del Consejo, después pasaban a la Sala del Consejo 

que les asignara el ?residente. 

Cuando la sc~tencia implicaba ''Condenación de pena 

corporal, o de pri·.·aci6n de oficio, o suspensión del mismo" 

debía pedirse cons·-l<:a al Monarca, para que éste proveyera 

lo mds convcnien~e. El gran volúmen del expediente de 

la Visita y el exceso de trabajo de los Consejeros, provocaba 

que las sentencias tardaran algún tiempo en emitirse, 

en ocasiones la sola vista del expediente tardó más de 

quince años. 
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Es conveniente indicar que comunmente el texto en 

que se contenía la sentencia era sumamente prolijo. Tal 

fué el caso de la sentencia que se dictó contra la Audiencia 

de México, como consecuencia de la Visita que le había 

practicado el Visitador Valderrama, documento que se redactó 

en 55 hojas impresas. 

De otra parte, hacemos no lar que para la emisión 

de la sentencia, era menester distingui:'"' entre los cargos 

generales los cargos particulares que se imputaban 

los funcionarios visitados, así corno atender a una estricta 

clasificación del grado de culpa que existía en los cargos 

imputados. Dicha clasificación reconocía los siguientes 

niveles de culpa: 

1.- Culpas leves. 

2.- Culpas graves. 

3.- Culpas muy graves. 

4,- Culpas gravfsimas. 

En función de e~tos elementos, las penas que se imponían 

o través de la sentencia, norMalmente e;an multas de di~ersa 

cuantía, según el cargo imputado por el visitador y el 

grado de culpa que se encontrara en el funcionario visitado. 

Oc es~a mnne;a, la acumulaci6n de varios cargos podía 

ocasionar la suspens1ón temporal del cargo 

pérdida definitiva del mismo. 

incluso la 

Asimismo, los casos de "culpas gravísir.ias", la 

sanc1ón consis:Ia en l.:;, inhahi~i~aci6n pe!"'p-';'tua par<o1 ncupnr 

cargo alguno en todas lus Indias. 

En este sentido, podemos advertir que el contenido 

de las sancioncG arlicadas los funcionarios coloniales 

con mo:ivo del juicio de Visita, coincidía frecuentemente 
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con el que act'ualf!'ente se aplica a los servidores públicos 

sujetos al próc.E!din\iento de- juicio político. Sin embargo, 

conviene_.,_ aclai-8.r que con motivo de un juicio de visita, 

·.también~ eXist:i·~ contemplada, en casos muy especiales, 

la pe~e de muerte, aunque ésta fué escasamente llevada 

a cabo. 

Cabe mencionar que en los casos en que se hu.::>ierc 

dictado una sen~encia que irrogara la suspensión temporal 

del cargo ocupado por el funcionario visitado, una vez 

que hubiere sido cumplida dicha condena, el funcionario 

en cueati6n podía ser reincorporado 

instalado en otro de menor jerarquía. 

su cargo o Oien 

Es de hacerse notar que una vez dictada la sentenci~ 

por el Consejo, aquella se anotaba en los registros de 

éste y se remitía enseguida a las Indias, para su ejecución 

por parte de la Audiencia respectiva, o bien por el Virrey 

o Gobernador cor~esµondiente. 

Se ordenaba, además, que la "Real Cédula" en qw:· 

se contenía la sentencia, fuera lefda públicamente en 

el lugar de su ejecución, asentándose la notificación 

respectiva enviándose testimonio de tal diligencia al 

Consejo de Indias. 

Conviene mencionar que la Suplicación fué recurso 

preces.al que en un pri.ncipio era suscep~iblc de inte!'ponersc 

contra las scn:encios dictadas por el Consejo de :ndins 

como consecuencia de un juicio de visita o residencia, 

pero que en 1565 a instancia del fiscal del Consejo, Don 

Jerónimo de Ulloa, fué reducido considerablemente en .:uanto 



a su ~pe~at~iyid~d,. pues a partir de ese año únicamente 

podía inte~ponerse contra las penas de privación perpetua 

del-oficio y penas corporales graves. 

Tres años más tarde, en 1568 1 se dictó otra Real 

Cédula que suprimió definitivamente la posibilidad de 

interponer el recurso de suplicación contra la$ sentencias 

dictadas en los juicios de visita. De esta manera, se 

neg6 al funcionario visitado toda posibilidad de impugnar 

la condena que se contenía en la sentencia.(33) 

( 33) Se ha fer, "Consejo de Indias 11 , Vol. 1 I, Universidad de Navarra, 
España, 1958, p. 156. 
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C A P T U L O I I 

II. REFERENCIAS SOBRE JUICIO POLITICO EN LA NORMA CONSTI­

TUCIONAL DE OTROS PAISES. 

11.l. h~! __ Q!!~r!~!--~~~!!~! __ ~!--~~!2~~!!~!!!~~~--~~-....!~! 
~~~!!~~~~!-~~~!!~~!~= 

C:n este punto de nuestro trabajo, es conveniente 

empezar por precisar que cuando hablamos de responsabilidad 

de los servidores públicos, lo hacemos refiriéndonos de 

manera p~efercnte las sanciones polí ti car, y de c·arácter 

penal, en virtud de que las ad'Tlini!arativas y rutrirr,oniales 

se encuentra~ contempladas muy distintas nur.ierosas 

dispo5iciones, además de que persir,uen través de 

procedimientos noloriamente disímbolos. 

A lo anterior debemos agregar, que los sujetos compren­

didos en estos rlos últimos rubros de responi::;abilidad, 

son todos aquellos que prestan sus servicioll pa:--a cualquier 

ente público ( latn ~ensu), interesándonos destacar cxclusi-

Val'ler.te lo relativo la :·csponsabilidad d~ un sector 

específico de scrvido:--e~ público~-, que ha sido clusificado 

por la doctrina bajo la denominac1ón de 11 Altos Funcionarios 

Públicos". En este sentido queremos poner de manifiesto 

que la razón de nuestro interés se funda en la consideración 

de que es precisCtmentc a este gr·upo de altos funcionarios, 



a quienes eventualmente se aplica el conjunto preceptivo 

que casi todas las constituciones del mundo contemplan, 

para hacer efectivas las responsabilidades de naturaleza 

penal y ,política (stricto scnsu). 

Una vez hecha la ecotaci6n anterior, parlemos pusor 

a señalar que en el estudio del derecho comparado, se 

aprecia que existen diversos modelos para responsabilizar 

y sancionar a los que hemos llamado ''altos funcionarios 

públicos 11
• Di~tincuiéndose las diferencias existentes 

entre dichos modelos de responsabilidad, particularmente 

en cuanto se rcfier-e a los orgAnismos ejecu-....ivo y judicial, 

en virtud de que es unn rep.,la ca.'.3i univ<?rsal, encontrar 

en la normatividad constit.ucional de lo~ d:fercntes países, 

que las reoponsabilidades polf ticas penales de los miembros 

del organismo legislativo, !ie exijan a é¿¡tcs po:- los propios 

cuerpos los c;ue pertenecen. con la posinilidad de que 

las sanciones de contenido netamente ¡.ienal sean aplicadas 

por los t:-itunales u,...dinarios o comunes, una vez que el 

mencionado tiec ida sobre 

la lnmun:dnd de sus miembros. (~4; 

Considerando que resulta prácticar.-.ente imposlble, 

p~oporcionar en el esp~cio de esta modesta investigac1ón, 

ur.a pa~orámicn cor,ple~a de lo~ diversos instrumentos es~n~lc-

c!.dos por cada pal::; para exigir 3US al~os funcionarios 

pUol1co~ las responuabilidades de q~~ venimos tratando, 

nO!:i avoca:-emos 60lúrien•.c n establecer una ~reve descripcló:1 

de lou raoJclos ~ás rcprcuen~ativos de cst~ materia, andli¿dn-

do e:"I fo:-r.ia .:iU'-'C!.nta, los proceu~r.1en·.o:,, s·~;:11~·i1:s p,;,-:-

los rrincipalea país0s que CRd~ modelo englo~a. 

(34) En otr-o apar•_ado de e!Jte trai:.oUJO hablaremos del concepto de inmuni­
dad y nos referirt::'T!Of.S al procedir.1iento de "Declaración di~ ProceCen­
cia" que en nuestro país se requiere, para poder proceder- penalrientl! 
en contra de "altos funcionarios pUblícos". 
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II.2. 

En referencia al Derecho Comparado, la doctrina consti­

tucionalista ha señalado en primer término el modelo de 

responsabilidad conocido como Sistema Angloamericano, 

que se caracteriza primordialmente por atribuirle al organis­

mo legislativo una función preeminente en cuanto la 

exigencia de las responsabilidades política y penal en 

que pueden incurrir los altos funcionarios del Poder Ejecu­

tivo JuJic)al. Inglaterra, Estados Unidos de América, 

Argentina y Brasil, son algunos de los pa[ses qt..:e con 

mayo~ efectividad se han acogido este sistema; :-iagamos 

pues referencia concreta a dichos países: 

a. Inglaterra.-

Con anterioridad hemos afirmado ya, que la responsabi­

política y penal de los altos funcionarios del eobierno 

inglés, se desarrolló en ese pa~.s en cuanto el Parlamento 

fué conquistando atribuciones en lucha con la :orona. 

Posteriormente, al haberse diversificado el prine:· tipo 

de responsabilidad, es decir, la estrictamente polf:ica, 

como un instrumento de equilibrio del sistema parlar,entario 

en el cual el gobierno depende de la confian7.a del Parlamen­

to, el sistema de responsabil;.aad hritánico, implicó -:aMbién 

el enju1ciamie:ito específico de carácter penal. 

De esta forma, el sistema inglés de respon~abilidad 

opera por la acusación que hace la C'ó.mnra de lo,; Sonúnes 

ante la de los Lores. Esla últ1~a constituíoa para 

efecto como "Hich Court of ?ar·liamen<:,", que actúa como 

órgano de sentencia respecto de los altos funcionarios 

del organismo ejecutivo, es deci~, del gobierno, en la 

inteligencia de que cuando cons irlera culpable al acusado, 

no sólo lo priva lle ln inmunidad, sino que le apl .. ca la 

4S 
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sanci~n est~~~~cid~ por las leyes _pena~es. En otros términos, 

puede afirmarse que la Cámara de los Lores, en tratándose 

de ios rUiiC1onar1os gubernamentales de primer nivel, podrá 

jUzgar10s,- ~on amplias racult.ades Jurisdiccionales en materia 

penal, independientemente de las sanciones políticos que 

P-u~_d~ imponerles • 

. De lo_ anterior, consideramos que el ejemplo más dramá­

tico r·ué la ejecuci6n del Rey Carlos 1, en 1649 1 después 

de -haber, sido derrotado por el ejercito encabezado por 

Oliverio Cronnwell, entonces lider parlamentario que previa­

mente hribí& condenado a muerte a varios de los ministros 

del monarca. (35) 

b. Morteam6rica.-

Es inn_egable que el .Juicio Pol!t:ico de lo Constitución 

Nortearneri_cana tiene su fuente en el !mpeachment Inglés, 

:ravés de las constituciones de Virginia de 1776 y de 

Massachussets de 1780. 

Las principales disposiciones relativas a este tema 

son: el artículo 11, Sección IV de la Con·scitución, cuyo 

con <;en ido dispone que: "E 1 Presidente, Vicepresidente 

todos los de~ás Funcionarios Civiles de los Estados 

Un!dos, serán removidos de sus Ci'i:·r;o!->, cuando sean acusado8 

convictos, e:1 :utcio Politice, po~ ~ra1ci6n, cohecho 

o.tros crimenes o deli~os". ?or otra parte, lu Cámara 

de represcnt~ntes scgan lo dispuesto por el Artículo !, 

Sección II 1 punto 5° "Tendrá el poder exclu~-.ivo de acusar 

(35': Cfr. Fix-Zamudio, Hector 1 Ob. Ci'.:. pp. 62 y 63. 
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a los funcionarios públicos ante el Senado", en tanto 

que el senado, según el Artículo 1, Secci6n 111, punto 

6º, ''Tendrá la Facultad exclusiva de juzgar todas las 

acusaciones formuladas por la Cámara de representantes. 

Cuando sesione con tal objeto, sus miembros prestarán 

juramento o promesa formal de cumplir fielmente sus tareas. 

Cuando se juzgue al Presidente de los E::;tados Unidos, 

presidirá el Presidente de la Corte Suprema; nadie podrá 

ser declarado culpable sino por una mayori;i. de dos teccios 

de los miembros presentes". El punto 7° del artículo que 

precede indi.ca que: "F.l fallo en los casos de juicio polí­

tico, no tendrá más efecto que el de la destitución del 

cargo, inhabilitación para ocupar ningún otro cargo 

de honor, de confianza, o a sueldo de los Estados Unidos¡ 

pero el convicto quedará sujeto a acusación, juicio 1 senten­

cia y castieo, conforme a la ley". {36) 

Al COT".entar estas (lOrmas consti:ucionales, Edward 

S. Car~in afir~a que ''Las acusa:ioncs (:mpeachment) son 

impu~aciones de conducta en el cleser:ipeño Ue s:.i.s funciones 

y comparatl~s las denunc1as imput~cion~s formuladas 

ante un gran Jurado. La imputación puede consistir en 

una acusaclón de ~raición, cohecho otros crimcnes 

deli~os, empleóndose ésto~ en un sentido am~lio, siendo 

presunible~ente equivalente a la falta de aquella buena 

conduc~a que se exige muy especialnente a los jueccs''.(37) 

?or su parte, el ~:aest~o B1ndegain, estudioso de 

esta ~ateria, cor.ienta que ''El L;uicio Polt1:ico no ha 

(36i :.;fr. '"S'1c!clopcd;.'"\ Jurídica OMEB~", Tomo X\lil, Ob. Cit., p. '13G. 

(37) Corwin, Edward S., "La Constitución Norteamerica.na y su Actual 
Significado", Ed. KRAFT, Os. Aires, Areentina, 19.12, pp. '3 y l'J. 



utilizado sino contra funcionarios de Alta Jerarquía, 

siendo los miembros del Poder Judicial los que han sido 

afectados por el mayor número de Juic1os. Las instanciao 

más notablen por la alta dignidad de las personas acusadas 

han sido la del r.:iembro de la Suprema Corte, Mr. Samuel 

Shase en 1804 la del Presidente de la República, Mr. 

Andrew John en 1868, conclufdos ambos con el Voto absolutorio 

del Senado". ( 38) 

En relación con lo anterior, es dable comentar que, 

de acuerdo con las disposiciones Cona ti tucionales de Norte­

américa, el procedimiento de Juicio Polftico na ae iniciarse 

en la Cámara de representantes, por acusación presentada 

por sus miembros, por el Poder Ejecutivo ~a través de 

un mensaje), o bien por pe~~onas o entidades privadas, 

así como por las Legislaturas de los Estados / comisiones 

investigadoras. De esta ~anera la citada cá~ara, luego 

de las Investigac~ones pertinentes, renlizacas por una 

comisión 'especial designaua al efec:o \o po:· ~na Comisión 

Pes·manente), r-ecibe 1 discute y decide soore el infor:ie 

presentado p~r la comisión investigadora y vo:a los arLículos 

de acusación en los que se concretan les ca:-gos, ~isMos 

que serán p!"'esentados al Senado por- r.iicnbros de la Cáma:-a 

de ~epresentantes & quienes se conoce corno ''Manage:s''. 

De esta forna, el Senado acr.Ua corno Jurado de sentencia 

para lo cual los Senadores p:estarán ju:a~en:o. :'ebe des:a­

carse que cuando el acusado sea el Presidente ._.:e la Nación, 

el-- Senado -3erá p:--es1didc por el Pres,d•.!nte de ia SL.ipre:na 

Corte de .Justicia, en v1r•.i.;d de r¡ue se co:-.s!dera que si 

(38) Dindegain C. M., "El Con~reso de Estados Unidas dt! América", 
Edit. Depalma, Bs. Aires, Aq~entina, 1950, p. 362. 
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permaneciera el Presidente nato de dicho Senado, que es 

al mismo tiempo Vicepresidente de la Nación, podrta existir 

indicio de parcialidad o de interés personal en el r'esul­

tado del Juicio~ (39} 

Abundando en el comentarlo, una vez que sea substanciado 

el juicio y probada la culpabtlidad del acusado 1 el Senado 

tendrá la facultad de dictar la Sentencia Política que 

corresponda; siendo las penas 

la destitución u inhaoili taci6n 

aplicables, exclusivamente 

del funcionaria, t.erminando 

aquí la jurisdicción del Senado, pe!'o si la culpabilidad 

del acusado se encuentra dcriv~da de un deli~o comGn, 

quedará sujeto la jurisdicción ordinaria pnra su juzga-

miento; de esta fa~ma la Constituci6n rlortea~ericana se 

separ-6 del modelo inglés, estableciendo con mayo:· clnrídad 

lo que debe entenderse por Juicio Político a c!tferencia 

del proceso criminal. En este sentido, cr~emos oportuno 

citar lo que el maestro Vicente c. Gallo dice cuando habla 

de la Constitución r:orteamer1c:ana, afirna11do que: "Separó 

en dos especies de procesos lo que ~ra palftico de lo 

que era puramente civil: r~miti6 pa1·a lo ':no, al poder 

político del gobierno y para lo ot:-o, al pod..;r judicial 

ordina:-io; confió en suma, al Senado el juicio y la condena­

ción política y ~1 :urada el juicio y la condenación 

civil". {~OJ 

No debe::¡o:.:, ar..::;" HAf.alar que la d1ferencta del modelo 

norteame:-icano con el sist,er:1a I;;glés :r los otros ·que le 

han segui~o en Europa, también fué 5efi3lada po~ Alexts 

de Tocqueville 1 en su nora clásica sobre la ''Democracia 

en América", so3ten~endo que l::J ventaja del .,'uicio Político 

(39) c:~r. lclern. p. 373. 

(AO) Gallo, Vicente c., Ob. Cit., p. 170. 
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Norteamericano sobre el Impeachment en Europa ha sido 

su aparente debilidad, puesto que no ha aplicado penas 

judiciales 1 sino sólo sanción política de destitución, 

quedando a los juece~ ordinarios el cas-:igo de los mismos 

hechos tipificados como delitos, en tanta que la Cámara 

de los Lores o el Senado en Francia, si han aplicado direc­

tamente las penas, con lo cual, en su opinión, se ve afectado 

el principio de la división de poderes, criterio que compar­

timos ampliamente con este insigne tratad1sta. (41) 

c. Argentina.-

Este paf~, como otros latinoamericanos, después de 

sus largas y cruentas luchas de enmancipación y une vez 

obtenida su independencia de la Corona Española, tomaron 

como modelo diversas instituciones Nor~eamcricanas, entre 

ellas el procedimiento de Juicio Político para introducirlas 

en las Cartas Supremas que habrfan de r~gular su vida 

independiente. 

La Constitución Federal Areentina de 1853-1860, que 

aún se encuentra en vigor, es de las que más se aproximan 

al modelp Estadoun~dense en materia de Juicio Político, 

siguiendo en ocasiones casi literalmen::e al citado modelo, 

como es de observarse estudiando el con:enido de sus nr­

Lículos 45, 51 y 52. 

Ciertamente, en los térrr.inos del A:-tículo 45 de dicha 

Carta F'ederal Argentina, compete a la Cámara de Diputados 

acusa;"" ante el Senado al Presider.tc de la República, al 

(41} Cfr. Rabasa, Emi 1 io, "Derecho Constitucional", Conferencias Escuela 
Libre de Derecho, 1927-1928- Ed. de 100 ejemplares, Editora periódi­
cos La Prensa, S.C.L,, 1961, p. 29. 
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Vicepresidente, a los Ministros {en realidad Secretarios 

de Estado), a los miembros de la Corte Suprema y demás 

Tribunales Superiores. por 11 mal desempeño"• 1 así como 

por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones. 

Por lo que respecta a los delitos comúnes, el propio Senado 

se limita a realizar un antejuicio en el cual decide si 

hay lugar a la formación de causa por el voto de la- mayoría 

de dos terceras par~es de los miembros presentes en sesión. 

En· cua~to al Juicio Político en sentido estricto, 

el Artículo 51 de la Constitución Federal Argentina, dispone 

que_. el proced~mi_ento que se sigue a los altos funcionarios 

acusados por la propia Cámara de Diputados debe ser público, 

-y ·que·.cuandO el enjuiciado es el Presidente de la República, 

el :.senado debe ser dirigido por el Presidente de la Corte 

Suprema. En igual forma que en los Estados Unidos de Norte­

américa y po~ lo que respecta a la sanción, según el Artículo 

52 de la misma Constitución, queda es:ablecido que si 

el Senado por la rr.ayorfn de dos ·"erceras partes de sus 

miembros presentes, considera culpaole al acusado, sólo 

se le puede imponer la dcstitució~ inhabilitación al 

alto funcionario de que se trate, el cual además podr~ 

ser sometido a los tribunales ordinarios, si su conducta 

está tipificada en el Código Penal. 

Es impor~ante ~encionar aquí, que un sector de la 

Doctrina para referirse este procedimiento, adoptado 

por la Constitución Argentina, con.sldera que 51 bien puede: 

cali!"icarse COl'lO Ju:..cio Polftico, no puede hanla,.se propia­

mente de responsabilidad, pue~to que la sanción respectlva 

Este vocablo es de sienificndo J.mpreciso y obj~to de diversas 
críticas doctrinari us al igual que el té:-:n:no "r.ial dc5pa.cho", 
que sería su equiv~lente en nuestro sis>:ema Con<ilitucional vie,.ente. 



se limita a la destitución del funcionario que se considera 

9ulpable y el enjuiciamiento penal corresponde a los tribu­

nales ordinarios. En nuestra opini6n1 del procedimiento 

contemplado por el Sistema· Constitucional Argentino, si 

ee desprende un tipo de responsabilidad sólo que de natura­

leza estrictamente política, dado el carácter del suje~o 

que desarrolla lo que pudie!:'amos llamar la ºAlta función" 

dentro de la cual se comete un ael i to ó hay mal deser.ipeño 

de la misma. 

d. er&s1i.-

Eite país es otro de los ejemplos importantes que 

poc:J_emos mencionar en materia de responsabilidades como 

~eguidor, en lo esencial del Sistema Norteamericano con 

su influencia inglesa (modelo angloamericano), como es 

de observarse en su texto Cons-:._•_ucional Fede:'"'al de 1867, 

reformado en 196~, cuyo artículo 4C, fracc. conf1ere 

a la Cá~ara de Diputados la ~os~b1l1dad de declarar la 

procedencia de la acusación contra el Presiden~e dt la 

República y de los ministros fen realld.:td 

de Estado ) , mencionando ror otra parte, que compete al 

Senado Federal decidir sobre la ~esponsabilidaa oficial 

de los citados funciona~ios, así como también enjuiciar 

por la n:s:1a caus3 a los magis.traaos del Suprer:io Tribunal 

Federal al Procurador General de la ílepúbl ica \,\cticulo 

~l2, fracs. •• v II!). 

En cuanto a las causales ae responsabi 1 i dad, la Cons­

titución Federal Brasileña sólo señala las que ~e rcfi¿ren 

al Juicio PolÍt!CO seeuido contra el Pr·esident:e. f.ti decir, 

los actos que ate:iten contr-a la Const_1tución F'C?dcral, 

específicamente determinados. Ade~ás se establece que 

si la Cár:iara de Diputados declara procedente la acusdción 
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por el voto de dos t.ercios de sus miembros, lo que impl lea 

la suspensión de funciones presidenciales, la decisión 

sobre la responsabilidad corresponde al Senado Federal, 

cuando sea de carácter Pol[tico al Tribu~al Supremo 

Federal, si :rata de delitos comunes u ordinarios 

{artículos 82 y 83). 

Por lo que se refiere a la responsabilidad estrictamente 

penal, el Artículo 119, fracción 1, inciso "A" de la citada 

Constitución Fede"al Brasileña, establece que al tribunal 

supremo tanbién corresponde decidir sobre las acusaciones 

penales seguidas contra el Vicepresidente de la República, 

los Diputados y Senadores Federales, los Ministros de 

Estado y el Procu;ador General de la República. 
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11.3. 

Un segundo modelo que encontramos es el del sistema 

que la actual Constitución Espafiola sigue en ma~eria de 

responsabilidad, y que ha sido calificado por un amplio 

sector de la Doctrina como Judicialista, en virtud de 

que la decisión final, tanto por lo que se refiere a la 

r'esponsabilidad Política, cuanto por lo que hace n la 

de carácter Penal de los altos funcio:iorios, r-ccaé en 

el órgano supremo del poder Judicial. 

La actual Constitución Española fué promulgada el 

27 de diciembre de 1978, y al decir del Mestro Hecto:~ 

Fix-Zamuóio, su contenido en materia de ~esponsabilidades, 

de cierta forma tuvo su fuente de origen en los Artículos 

228 y 229 de la Constitución Gaditana de 1812, en virtud 

de la influencia inelesa recogida por las constituciones 

revoluciona!"ias Francesas. puesto que segGn dichos preceptos 

debía exigirse la responnabil:dad de los Secretarios de 

Estado ante las Co;tes 1 misnns que resolverían sobre la 

p:-oceder.cia de la fo:~mac1ór-. de caus.::i, casa aflrma:ivo, 

se suspendía al acusado en su :unción y se remitía para 

su juzgamiento, al Tribunal Supr-emo. (¿2) 

Po!" el centrarlo, en la Car:a Rcpubli_cana de dicie:7lbrc 

de 1931, se. sigue el ejemplo de la Cons~ituci6n Aust:-(aca 

de 1920, al dispone:-- el Artículo 92, que .!.u responsabilidad 

C,i V 11 ¡.,r!:.d!. por infracciones a ld C0n5t1Lución y u l<tti 

leyes, debía exi~i.rse ante l:-\S Cortes, a las cuales co!"res­

ponderfa ejercitar la acusación ante el Tribunal de Garantías 

Constitucionales. 

(42) Cfr. Fix-Zamudi.0 1 lleclor, Ob. Cit., p. 66. 



Volviendo al régimen actual, que en materia de responsa-

billdad · sigue la Constitución Española, es importan:e 

dejar claro que de acuerdo a lo preceptuado en los numerales 

71 1 ft"acción l y 11; y 102 de dicha Constitución, la respon-

sabilidad tan co Política como Penal de los Diputados 

Senadores, asf como del Presidente demás miembros del 
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G'abierno, se exige ante la sala penal del Tribunal Supremo, 

tomando en cuenta que los lep;isladores no pueden ser proce­

sados sin autor-izaci6n de la Cámara respectiva, que 

s1 la acusación contra los ~icmbros del gobierno fuese 

por traición o por cualquier otro delito contra la seguridad 

del Estado que sea cometido en el ejercicio de sus funciones 

oficiales, la nisma ncusaci6n sólo puede plant.e1::trse 

iniciativa de la cuart.a µarte de los miembroB del conp,reso, 

y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo. (43} 

(43) Idem. p. 57. 



11.4. 

Dentro de loo modelos de responsabilidad clasificadas 

por la doctrina, podemos distinguir un tercer sector que 

está representado por los ordenamientos que encomiendan 

ya sea 

en forma exclusiva como ocurre con la Alta Corle Francesa. 

o bien como parte de sus funciones de justicia constitucio­

nal, como ocurre con los t~ibunales constitucionales estable­

cidos en va!""ios países Europeos de acuerdo con el modelo 

de la Consti~ución Federal Austríaca de 1920. 

a. Francia .. -

Por lo que se refiere al sisteMa Francés, debemos 

destacar que las Constituciones Revolucionarias, especial­

mente las de 1791 y 1793, se inspira!"'on claramente en 

el modelo Er-itánico, puesto que la acusación debía presen­

tarse a la .:.sarr.tilea Nacional, y el enjuiciar.tiento lo efectu~l­

ba el Sena~o. Este régimen se conservó en lo esencial 

durante una ouena parte del siglo XIX. 

No fué sino con la pro1:1ulgación de las Leyes Consti tu­

cionales de 1875, cuando se inició el sistema de conferir 

el enjuicia~iento a una Alta Corte de ~usticia, aunque 

cabe aclarar que dicha cor-te formaba parte del propio 

Senado. 

En la actual Constitución fran~c:.;a de l'J58, r;(> conserva 

la existenc1a <le la Al!~ Corte de Justicia (Haute Cour 

de ~!ustíce), que se considera como un orcanisr.io judicial 

especializar.') y que al tenor del Art. 67, de dicha Constitu-

ci6n, se compone de 12 miembros titulares 

elegidos de su seno por la Asamblea Nacional 

Senado, después de cada renovación general 

6 suplentes 

por el 

parcial 
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de estas Asambleas, correspondiendo a la misma Corte elegir 

a su presidente de entre sus integrantes. 

De conformidad con el Artículo 68 de la Constitución 

citada, 

para: 

la 11 Haute Cour de Justice 11
, tiene competencia 

1) .- Conocer de los actos realizados tJOr el Presidente 

de la Hepública que conotituyan "Alta Traición'', 

ya que fuera de este Delito• el Pres:..dente es irrc::Jpon­

sable de los actos realizados en el ejercicio de 

sus funciones. 

2).- Juzgar a los miembros del gobie;no por crirnenes y 

delitos en el ejercicio de sus funciones; es una 

facultad' más amp~ia de lu que tiene para juzgar al 

Presidente de la República. Se tra:a de una competencin 

concur~ente con los Tribunales Ordina;!os y no exclusiva 

co~o en el caso del Presidente de la ?epGblica.(44) 

b. Austria.-

El sidtema austrlaco se estatJ!eció orieinalnente 

en la Cons1:i.:.ución Federal de ese país que fué p:-omulgada 

en el año de 1920, con apoyo en ~1 proy~cto elaborado 

por la comisión de la cual fo:·mó pa:-:e el p .. on1ncnte 

ilustre ~!aestro lians Kelsen; mism2 ca:-:a Constitucional 

que fué :·e3tablecida de acuerdo con 1~ ley ¿e prlrero 

Conviene aclar:-i.r que la noción de "Alta T:-:::!ción" de que hablA''lOS 1 

no se encuentra clnramente definida ni por la Ccns·-i tución ni 
por el C6dieo Penal, riera debcr:ios entenderla como una especie 
de cdmen político que consiste en el riecho de abusar de las 
funciones al actua:- contrariamente a las :-eglas consci tucionales 
o al interés superior del Estado, 

(44) lclc?:t. p. GB. 
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de mayo de 1945 y conforme la cual corresponde la 

Corte Constitucional (Verfassungsgerichtshof) el conoc i-

miento de la responsabilidad política d"e los altos funciona­

rios de la Federación y de las Entidades Federativas, 

particularmente tratándose del Presidente de lu República, 

de los miembros del gabinete y sus auxiliares 1 así como 

de los funcionarios locales que en nuestro pafs equivaldr[ar. 

a los gobernadores de los Estados y que reciben el nombre 

de 11 Landeshauptmann''· 

Sin embargo, debemos hacer· notar que el enjuiciamiento 

de estos funcionario:; ante la citada Corte Constitucional 

requiere un procedimiento previo 1 en virtud de que si 

se trata del Presidente de la Repóblica, se necesita el 

consentimiento de lns do~ ya mencionadas Cámaras del Parla­

mento (Bundesversammlung); en tanto que si los acusados 

son ministros del gobierno, se exige la autorización de 

la Cámara rep;esen~a~iva, equivalente 

y que es conocida como "Nat1ondlrat", 

la de Dipu~ados 

si los acusados 

son los funcionarios locales, debe obtericrse previo al 

enjuiciamiento, la conform1d.ad de la legislatura pro·.:inc.lal 

de que se trate, conocida como "Landtag". (4S) 

c. Alemania Federal.-

Dentro Je esta ~isma orientación de exieenc1a~ d~ 

responsabilidad a t:·avés de organismos especial¡zados, 

podeir.os citnr la ;-cgulación que sobre esta ~ate:"ia ofrece 

la ley funda~ental <le la Rcpdblica Federdl Ale~ana de 

1949, cuyos artículos 61, pá:-rafos y 2. 98, párraI'os 

2 Y 5, establecen: el primero, que el Presidente :=-ederal 

podrá ser acusado por el parli1.mento o el Consejo Federal, 

por violación intencional de la Ley Federal ante el Tribunal 

(45) Ibidem. 
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Constitucional Federal (Ilundesvergassgericht), pero la 

proposición de enjuiciamiento debe ser presentada al menos 

por una cuarta parte de los miembros del parlamento o 

del Consejo Federal y para ser apr·obada rcquie:·e la mayoría 

de dos tercios de los miembr-os del pa1·larnento o del Consejo 

Federal. En caso de que se compruehe ante el Tribunal 

Constitucional federal que el Presidente es culpable de 

una violación intencional la Constitución o otri'.i ley 

federal, pod1·á declaz·arlo separado de su encar1~0. 

Por su parte, el segundo de los artículos mencionados 

cst:ablcce que cuando el acusado sea un .:ucz Federal por 

infringir los principiOEO de ln l.e~ fundamental o del orden 

constituc1onal de un Estado, el Tribunal Fclleral Consti'uc:o­

nal, únicamente a petición d~l parlamento, podrá solici:: .. r 

que dicho func10!1ario se<i ~; jubila-

do" del que ocupe y en caso de que huhiese oh;ado intencio-

nalMente poclrd o;denarse destitución. Respecto de los 

jueces Esta:ales, el L~ibunal co~peten~n ~e;á el Co~stitucio-

nal Fe:-!e:·al :.l:'lpond;;:'i en su caso, sanciones análop,as 

que a lo:> juece~; federales. Las atribuciones que cor.ientamos 

se encuent:-ün :·e,~uladas j)O r el A:·-: {culo 13. Inciso ! : I 

y IX de la Ley de 1 Tribunal Constit:ucionnl Federal de 

12 de r.iarzo tic 1951. ( 46) 

d. Italia.-

La Constitución Italiana de 1952, establece pr-incipal-

mente en los artículos 90 96 su regulación en materia 

de responsabilidad de los Altos Funcionarios, a mis rje 

(46) ldem. p. 69. 
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las disposiciones ·reglamentarias contenidas en la Ley 

número 87 del 11 de marzo de 1953, denominada ''Normas 

sobre Constitución y Funcionamiento de la Corte Constitu­

cional". 

El citado Artículo 90 de la Constitución Italiana, 

al igual que la regulación francesa, contempla la responsabi­

lidad del presidente de la República por actos cumplidos 

en el Ejercicio de sus funciones, salvo por alta traición, 

atentados la Constitución ya que en estos casos serñ 

sometida juicio político, por unn mayoría absoluta de 

los miembros del parlamento en sesión ordinaria, 

El numeral 96 de dicha Constitución italiana, se 

refiere al Presidente del Consejo de Ministros los 

Ministros mismos, quienes podrán ser enjuiciados por el 

parlamento en scni6n coman por delitos coneti<los en el 

ejercicio de 9US funciones. 

Por su parte, la le; sobre constitución y funcionamien­

to de la co~tc constituctonal, estatuye en su parte conducen­

~e, que será este orgnnisr:'lo especializado, el facultado en 

última instancia para juzgar al Presidente de la República 

Y a los ~'.inistron del eobierno, en los casos de ilegalidad 

consti~ucional''. (47) 

(47) Ibidem. 
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Es inc...:dablc que la responsabilidad de los funcio-

nar1os públ1cos, surgida de su actuar como tales, constituye 

un importa~~ísimo signo ele democracia, por ello, todos 

los regímenes que bajo esta forma de gobierno s'! han estruc-

tura.ca de a:gunn r.ianera han 1::iplnn':'ado ins:-.ituciones juridi-

cas que la prcveen sustantiO'amente la regulan adjetiva-

mente. En este senlido, México no po<lría ser la excepción 

y así obse:-·-1amos que en toda la historia rtel cons:i-:uciona­

lismo r.iexica~o. integrada por los distintos c6difos fundamen-

taleti de :;c~:e t:"an:o feder;il1st.a como ccn:.ralis":a::;, siempre 

se ha repu:acr:i a los func1~~¡;1:-ios pliblicos como scrv1dor•es 

de l,l na-:ión y, µo!· lo tün.to, se les ha sujetado a un 

sistema d!! rcspo:is;ib\ 1 ida,le:, ju:--idicas 

a una ju~isdicción espccinl para hacer efectivas las de 

tipo pol[~~co Lr1s:~·~ycndo, ~P e5ta mane:·a, una garantía 

u:dcr, ccn~·1tuc1onal en pétrticula:- del 

régimen de legalirlnd en general Sobre esta base, nos remitimos 

a continuación al análisis de los principaleo documentos 

constitucio~ales, comµrendidos en el per[odo que de 

la 1ndcpenGencia Nocional a la promulgación de la Constitu-. 

ción Pol[t:c~ oe 1917. 



62 

a. C"nstituci6n Política de la Monarqu{a Espaflola. promul­

gada en 1812.-

Este documento Constitucional es reconocido como 

una de las leyes fundamentales de México, por haber regido 

durante el período de los movimientos preparatorios a 

la consolidación de la emancipación nacional, aunque de 

manera parcial y temporAl. Ademá~. tal reconocimiento 

atiende la importante influencia que ejerció en va r tos 

de nuestros instrumentos constitucionales posteriores, 

que surgie!~on a partir de la etapii transitoria de la Colonia 

Española la organización constitucional del naciente 

Estado Mexicano. 

La expedición de e.Jta Constitución fué hecha po:-

las Cortes Generales y Extraordinarias de la ~ación Espaílol~, 

reunidas en la Ciudad de Cádiz 1 de ahí que ta~bién se 

le iden•..:ifique como "Constitución Gadi':ana"; fué Jurada 

en España· el l~ de marzo de 1812 en la Nueva España 

el 30 de septiembre del mismo año. 

Por lo que se refiere esta Carta Constitucional 

en relación la materia que noG ocupa, es de observarse 

que su articularlo no regis::ra ningún capítulo que en forria 

específica siGtemática tr·a~e la re~ponsabil1dad de lo~ 

al~os functo~a~!os p~blicos o miem~ros del gobierno en 

general. Sin e~bareo, encontramos disposiciones uislAdas 

y dispersas que tratan 

como ensegu1d~ veremos: 

el asunto en forma importante, 

F.l Artículo 1C8 estaUlecío que la persono del Rey 

era nagradn e ~nviolablP. y, por lo '.:anta, no esLaba sujeta 

ningún tipo de responsabilidad, prevaleciendo de esa 

manera una impunidod absoluta por cuanto se refería a 

sus acciones ~eales y conducta en general. 
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Por lo que hace a los Secretarios del Despacho, se 

conside:-aban responsables de todas y cada una de la~ ordenes 

que aulor: ~.c}ran en contra de la Constitución de 1 as 

Leyes, aún bajo mandato del Rey. Contra dichos funcionarios 

se procedía por virtud de acusación ante las Cortes, las 

que decretaban si había o no lugar a la formación de causa: 

en caso afirmativo, quedaban suspendidos ae su cargo, 

procediendo las Cortes remitir al T~ibunal Supremo de 

Justicia todos los documentos de la causa, para que dicho 

Tribunal la sustanciara la decidiera arreglo las 

leyes (Artículos 226, 228 2291. 

En el caso de los diputados, el Artículo 128 establecía 

su ~inviolabilidad por las opiniones vertidas (entendemos 

que en el ejercicio de sus funciones, auna1ie no se ~encionaba 

tal prevención), y en ningún caso podían ser reconvenidos 

pvr ellas. En este sentido, es de observarse que ya la 

Co;istitución Gadia:i.a contemplaba el privil~gio de inmunidad 

legiqlativa procesal, en ~eneficio de :o qL~ ~á~ ta~¡fp 

hab;ía d~ traducirse en una con'Jición a~cc'~aria r1e 1 ib~;t:-id 

independencia ce la fur-,ción Con 11r·~s~onal, riisma c;uo 

nuestra Ca~ta ~agna recoeP. Ar~:c~ln Sl. Para las 

causas criminales que se intentaran contra los diputados 

sólo competente el Tribunal de Cortes, ~recisándose 

ader.ás que ~Lra~~e las sesiones de dichos Cortes 

:iies despué~~. podlan 5er der".andados <.::iv1lment.e ni ejecu::a-

rios por de1;<~<1s esa na:ur;oil<.?za. Situac16n que en.contra·1os 

injustificnd1 pu·~'> s·1 ca:--:=:c·~c- d·~ alt0s fu:icio~a:-ior:; públi-

cos, en cstric":'a justi.c:a no debería influi!" en su esfera 

puramente c1v¡l, ni extc~derse a este á;:;bito las inmunidades 

propias de su función. 

Co~o facultad de las Cortes 1 el Articulo 131 contemplaba 

la de hacer efectiva la responsabilidad di'.! los Secretarlos 

de 1 Despacho clemás e~pleados p~bllcos, en tanto que 
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el Artículo ·?61 del mismo ordenamiento confería al Tribunal 

Supremo de· .Ju'á'tici.a-, las facultades de: 

a) __ .-- Ju_zgar ·B .le;»s .secretarios de Estado y del Despacho, 

cuando- les ·c6rtes -hubieran decretado haber lugar en la 

formación de'.l~ causa. 

b).~·~_Conocer ··1as. causas de separación y suspens16n 

de los Cons~je~~s de Estado y de los Magistrados de las 

·audiencias. 

:-c-).--Co-~-óc~·-r:de las causas cri:'l1nales de los Secretarios 

de Estado y_ del Despacho, de los Consejeros de r:s:ado 

y de los r.1agistrado·s. de las audiencias. perteneciendo 

al Jefe Político más autorizado la in::itrucc1ón Gel proceso 

para remitirlo a e~te tribunal. 

d) .- (;onecer de las causas cri~1nales qtJe se pror:ovieran 

contra los individuos de ese Sup::-ema Tribunal, pcr0 para 

hacer efectiva responsab i 11 af'l.d, deberla declararse 

previamen~e ?Or las Cor~e~ 1~ ~roccdencia de lo causa 

en los térr.iinos del Artículo 22F'}, encomendándose l;i tmpo~i­

ción de la pena a un Tt:-ibunal especial compuesto por nueve 

:ueces que se clieirfan fortuitamen:e y en nGrnero doble. 

Por otra pa:::e, en rela.:.ión 1~ responsabilida1 

de que cr1n obje:ci los juece·s, ~1 Artículo 254 indicaba 

que eran r~spo:isables cuando 

el cu~pl1miento de la~ leye~ c1~1les criminale:-; je un 

p1·oceso. 

Ciertamente que la acc~ó.-; po:}ular es tiin duda alguna, 

un elemento fundd.ni~ntal l<i ~n~eeraciün de un adecu:ido 

sistem~ de responsaUil1Jades de los serviaores públicos 

Y así lo consideró ser,u~amente la Constitución Gadiana, 
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al incorporar ·~sta' impor_.tan.te figura J1:1rídica en su Artículo 

255, cuya op'erátividad estaba prevista para los casos 

de soborno y prevaricación de los magistrados y jueces. 

COmo hemos, dicho, la Constitución Española de Cádiz 1 

dejó su influencia en varios de nuestros instrumentos 

constitucionales: al respecto, Don Jasó María Luis Mo~a, 

expr.esó en su "Discurso sobre las Variaciones Constitucio-

nales que pueden hacerse en orden la responsabilidad 

de los funcionarios" que: "Los rnejicanos 1 bi!3oños poco 

expertos en el ejercicio y conocimiento del sistema represen­

tativo, han pagado más de una vez su tributo a la i~experten-

cia, procediendo establecer su ley fundamental casi 

sin otra gllÍa ni nodelo en rr.at1?ria tan difícil, que la 

Constitución sancionada en Cád1z por las Cortes extraordi-

narias. El estudio, el tiempo la experiencia les han 

acreditado los muchos yerros a auc ha dndo lu~;ar la man:a 

de copiar o para-frasear e~te Código imperfec:.~simo, 

al cabo de seis años de desEr:o::1u~¡ han ·1cnido a C(invenccr::;c 

de la necesidad en que 

los verda<:e:--os 

hayan 

de! 

huscnr en ot!"3 pnrte 

reprcsen·.a:1•10, 

Uno de los -ás imµo~tantes entre éstos, ~~-!!_~~~2~~!~~~!~~~ª 

~~-...!.9.!!_..f~!!~.!:.~!!~==.!.~!_J:Q~!.!.~~~-J:~==-~!.-~~~-~-..!!!~~~-..S~~-h~l~!! 

~~~~~--~--2~~~~!!_-1!~~~~--2~!. _ _::~~~-__;!~-~~!~:~~~~-_s~~-~J~~~~!! 
2-~~-~~~-~2~-~~e~~l~~~!2!~ 3in respnnsahilidad no C3 ~asible 

conseguir t~na buena adF.1!:-iistrnción, pero la d1ficul~ad 

no está en declara;ln, s1no en el rodo ne haC•!:·la cfect.~'.1..1 

evitar que ~ua ilusorio: ~a Co~stit1Jción E~p~Rola la 

declaró; n0·;0•ro5 hemos co¡1lado e:1 la~ nuestras lo acordí:do 

C:1 e 11 a, "1 pes.;: de és•.o hasta hoy nn t>C !':n conser,ui ·:n 

ev~~ar la infracción de l<is leyes, que se ha hecho cono 

que he~os ~0nido en la rndependenc1¡1 acá: cuuntils veces 

se ha inte:iladt> la acusación de un "1i:1igtro 1 este siempre 
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hn conseguido bUrlnrse de ella, y tales casos repetidos 

han ido. formando sucesiVa y gradualmente uno garantía 

de que los d~positarios del poder público pueden impunemente 

hacer lo que quieran de la nación". (.47) 

En otra parte de su discurso, Don José María Luis 

Mora expresa "Viniendo ya a la responsabilidad Constitucio-

nal 1 ella puede prevenir, de un verdadero delito o de 

una simple falta, segfin sea de perversidad malicia o 

de simple ineptitud, pues así lo uno como lo otro puede 

causar graves males a la nación y al Estado; son dos juicios 

los que tienen que entablarse y dos decisiones las que 

deben seguirse cuando se trata de calificar la conducta 

de los func1onarios; público el primero sobre su aptitud 

pa:·J. con:inuar de~empeñando el puesto que ocupa, el 

segundo 1 para fnllar sobre su c:--ininalidnd 

no debe hacerse lo mismo para separ~r 

inocencia ..• 

un inepto que 

para castigar a un delincuente; e~ primer juicio, es necesa-

rlamente discrecionar10, el ~>'3'.fundo, debe ser ajustado 

las leyes; el arinero, no !e dece deparar pe1·juicio 

al acusado, debe quedar en !<:> sim~le scparac!.ón de su 

pues:o, el segundo debe hacer sen:ir al reo ~odo tl rigor 

de las penas impuestas por las leyes; por último, del 

primero debe co;iocf!r el senado sin at~nerse a otra5 reglas 

que las de l'-:1 crí'.icét y la eqtiia~ad natural, y el segundo, 

debe es~ar quJe:o al fallo de los tribunales por los trámites 

comúr.e s. . . :'..::~~!!:~-_E~~:?.~.!-..!;~~.!-..~!'!--1:~-~!~~~-...3~~-J:.~-_!!.~E.~~~-~~.!. 

~~~!~~~~~--~:?.~~~--~~~--l~l~!~~--~~~--~~~~~~~~~~~!~--~!~~r~~~· 
oc se~cjante confusión fal~a ~e distinción, depende 

en pa~te que seu iluso:-ia la responsabilidad Constitucio­

nal". (481 

(47) ~:ora, José :1,arfa Luis, "Discurso sobre las Variaciones Constitucio­
nales que pueden hacerse en Orden a la Respomrnb1l1dad de los 
Funcionarios" en "Hevist;i l·~exicana de ,!uaticia", Núm. Especial 
Ob. Cit. p. 27. 

(48) !dem. pp. 28 y ?9. 
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b. De ere to Constitucional para la Libertad de la Aaérica 

Mexicana de 1814.-

Es :-1ecesa:-ic empezar por reconocer la trascedental 

importancia que tuvo la promulgación de este decreto Consti­

tucional, en la formación y consolidaci6n del Estado Mexica­

no, por ser el .resultado de las intensas luchas del movimien­

to insurgente, nismas luchas que ac vieron cristalizadas 

primero, en el Congreso Constituyente, convocado por Don 

José María ~orelos P8vón, y que fué celebrado el 14 

de septiembre de 1813, en la Ciudad de Chilpancingo, Guerrero 

(fecha hiotórica, en que More los expresó los llamados 

ºSentimientos de la Nación"), y mtis tí:lrde con la ela~orr.tci6n 

del Acta Soler.me del 6 de noviembre del mismo a?',o, Cacumen to 

a través del cual ese Congreso hizo constar la "Declaración 

de Independencia''. 

Los az"'r~s de la guerra independentista obligara:~ 

al Congreso e~igrar de pue~lo en pueblo dura:o·-~ vnrio~ 

meses, hasta qu-= el 22 de oc':u~re de 1914, vr•~roc. ~ulr:;inodo 

su peregrina:- en la Ciudad Ce Apatz1n~án, con la ~anción 

del texto Co:lstitucional que denominaron con e! rubro 

de "Decreto Constftucional parA la libertad de la América 

Mexicana". Sin embargo, las dificiles circunstancia~ 

ae la época, ~-~idieron la vigenc¡¡:1 pr-áctica y la actuacióri 

normal de este primer docu~ento Cons~iLucional ~exicana, 

pesar de que habían sido designados los titulares de 

los tres poderes que in~tituía f49). l.o anterior no opsta 

para no reconocer cabalmente l~ importancia y el valor 

histórico de los conceptos recogidos en el a:-ticulndo 

de este document~. 

(49) C.fr. Tena 
1808-1978". 
pp. 28 y 29. 

fiam frez , Fe ll pe 1 -"""Le°"'y"e'is,,,_-'"c-'"onc,s"°'t'-'i'"'t-"u.O,c ,.,1 º'-'ºo.;ª~l-"e""s~d""e,,_-'-M~é.;,ox,,.i c~o 
Edit. Porrúa, S.A. 1 9e Ed. 1 México, D.F. 1978 1 
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''En el Decreto Constitucional de Apatzing~n, Morelos 

plantea el predominio de la ley como único medio de conviven­

cia pacífica y de eliminación de la arbitrariedad¡ aboga 

por la igualdad de todos los hombres y la abolición de 

los fueros y excepciones para grupos privilegiados. La 

soberanía (imprescriptible, inajenable e indivisible), 

la ciudadanía por nacimiento, la igualdad ante la ley 

y el derecho de opinar por medio de la imprenta, así como 

la organización de los Tribunales de Justicia, son otras 

tantas preocupaciones del legislador del 14''. (SO) 

Por lo que se refiere al tema central de esta t6sis, 

cabe empezar nuestro breve análisis mencionando que el 

documento Constitucional de Apatzing&n de 1814, es el 

primero de toda nuestra historie constitucional que, en 

consecuencia con su ideal democrático, estableció en su 

parte dogmática garantías los derechos del hombre en 

sociedad, para la conservación de su persona, derechos 

e iudadanos y propiedades, !!!~~~!!!~-J.~_.!!!!!!!!~!~!!-2~-~~~~E.~!! 

l __ !~--~~~~~~~~~!!l~~~--~~--!~~--f~~~!~~~~!~~--EQ~!!~~ (Art. 
27). Tópico este último, sobre el cual encontramos diversas 

disposiciones, que aún cuando no aparecen integradas en 

un título especial 1 si rcpresentiln importantes antecedentes 

sobre la materia. 

Corno re¡~lA ~eneral, en de obs~rvarse que loo individuan 

considerados por cnta ley fundamental, como sujetos a 

responsabilidad, lo eran todos aquellos funcionarios pertcne-

cientes cualquiera de los tres supremos poderes que 

establecía, de esta mane:-a encontranos instituído el princi­

pio de ''igualdad de todoG ante la ley••, aún cuando el 

(50) "El Nacionalismo Revolucionario Mexicano", Antología, Talleres 
de Editorial Hersfl, S.A. Edición del I.C.A.P., México, D.F. 1987, 
p. 113, 
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texto constitucional que estudiamos, presentaba en este 

sentido, serias diferencias pues no especiCic6 claramente 

que tipo de responsabilidades (políticas, penales, civiles 

o administrativas) podían exigirse a uno y a otro fun~~~nario 

público. 

En cuanto a la responsabilidad de que era~ objeto 

los Diputados, el Artículo 59 mencionaba que dichos funciona­

rios podían ser acusados durante el tiempo de su encargo 

por los delitos de herejía, apostasía y por los de Estado 1 

señaladamente por los de infidencia, concusión y .::ilapida­

ci6n de los caudales públicos. De lo cual, se infiere 

a nuestro juicio, que los señores Diputados even:ualmente 

quedaban sujetos a una responsab.il idad preferentemente 

de carácter penal. Sin embargo, en los términos del mismo 

artículo, también podían aer sujetos del juicio de Residen­

cia, por la parte que les tocaba en la adminis~ración 

pública, pero tnl disposici6n no precisaba las :onductas 

que podían reclamarse por vía de dicno Juicio. ?o:- otra 

parte, loa Diputados gozaban ya del privilceio 1.~E:slativo 

de inmunidad procesal, por cuanto eran ''inviola~les po~ 

la manifestaci6n de sus opiniones". 

Los Secretarios del Despacho eran considerados ~esponsn­

bles, por los decretos y ordenes que autoriza~~~ contra 

el tenor de la Constituci6n y demás leyes mandarla5 a observar 

(Art. 145). Asimismo, estos funcionarios encontraban 

sujetos al juicio de residencia cualquier otro que 

se promoviera en su contra ante el Supremo T:-!hunal de 

Justicia, durante el tiempo de ministerio tr.:··-. 149!. 

De esta parte, es importante destacar que se contenplaba 

ya el requi!li to de procedcnciA de la causa, toca vez que 

para hacer efectiva su responsabilidad, el Concr-eso debía 

decretar previamente que había luear a la fo;;~ción de 

la mencionada causa (Art. 146) y en virtud de tal decreto 
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(entiéndase declaraci6n) el Secretario de Despacho, quedaba 

suspendido de su funci6n, al mismo tiempo que el Congreso 

remitía enseguida todos los documentos relativos a la 

causa, al Supremo Tribunal de Justicia, mismo que la formu­

laba, la sustanciaba y sentenciaba conforme a lo dispuesto 

en las leyes (Art. 147). 

Es digno de comentarse que el contenido de estos 

preceptos, parece ser un claro antecedente del procedimiento 

que nuestro régimen constitucional vigente sobre responsabi­

lidad de servidores públicos 1 denomina eufemísticamente 

como ''declaraci6n de procedencia'' que reviste singular 

importancia, por cuanto protege el ejercicio del servidor 

público del más al to n ive 1 pal í tic o, reconoc iéndoaele 

a la persona que encarne dicha función un tratamiento 

e apee ial nl que conocemos como "fuero Constitucional" 

n fin de que la procedencia de las acusaciones penales, 

que se formulen en su contra, sean previamente valorados 

por la Representación Nacional, evitando así las dcnunciao 

apócrifas ó notoriamente improcedentes que pudieran dis­

traerlo del sano ejercicio de las atribuciones y facultades 

in~\erentcs a su cargo. Tratamiento que desde luego no 

significa ninguna prerrogativa de tipo personal, pues 

no es a la persona en sí mioma a la que se protege con 

el fuero ConGtitucional., sino 

a la persona. 

la función encomendada 

En el Artículo 120 del dacuncnto Constitlicional que 

analizanos. se er.presnbn como una relevante atribución 

del Supreno Congreso, la de hacer efectiva la responsabilidad 

de sus miembros componentes, así como de los demás funciona­

rios de las Supremas corpor~ciones. 

Por otro lado, los términos de los artículos 150 

194, todos los denás individuos del gobierno se encontraban 

sujetos al juicio de residencia, al igual que los fiscales 
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y Secretarios del Supremo Tribunal de Justicia, quienes 

además podían ser acusados durante el tiempo de su encargo 

por los delitos mencionados en el Artículo 59. 

En realidad, el instrumento Fundamental que este o ce re to 

constitucional consagró para perseguir la responsabilidad 

de los funcionarios públicos, fué el Juicio de Residencia, 

as! en el Artículo 224 se manifestaba que serfa el Tribunal 

de Residencia el que conocería privativamente de todas 

las causas de esa especie, pertenecientes a los individuos 

de tres Supremaa Corpornc.lones, en tanto que el Artículo 

225, establecía que una vez erigido el Tribunal de Residen­

cia, se iniciaba el término perentorio de un mes para 

admitir las acusaciones que se presentaran contra los 

funcionarios, y una vez concluido ese tiempo ya no podrían 

escucharse las acusaciones, quedando absueltos los funcio­

narios y el tribunal disuelto. Loa juicios de residencia 

debían concluirse en un término de tres meses ya que de 

no ser así, se tendrían por absueltos los funcionarios 

acusados, excepto en los casos en que fuera proccden~e 

el recurso de Suplicaci6n, que tenía por efecto prorrogar 

por un mes más el término indicado (Art. 226). 

De manera reiterativa el Artículo 227 precisaba que 

sería el Tribunal de Residencia el que conocería de todas 

las causas promovidas contra los individuos c1e los Supremas 

Corporaciones por los delitos rnenc1onaclos en el Artículo 

59, es decir los de hercjio., apostn~f<l, infidencia de 

Estado, así como concusión y dilapidación de los caud~les 

públicos¡ además de las cau~ns que iniciaran cnr1t~a 

los individuos del Supremo Gobierno ¡1or infraccionc:; 

lo dispuesto en el Artículo 166 (que se r·efería n la obl 1ga­

cl6n de remitir a los detenido~. dentro del ~érmino de 

~8 horno al Tribunal competente para su juzenmiento). 
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Las· acusaciones por este tipo de causas se presentarían 

ante el S~premo Congreso bien éste las promoveríL de 

manera oficiosa, declarando oportunamente si había no 

l'uga.r .. a la formación de causa y en caso afirmativo mandaría 

.susPender: al acusado, remitiendo el expediente al Tribunal 

de Residencia, ~ismo Tribunal que previa esa decla~ación 

y no ·de otra rnanera 1 procedería a formular y sustanciar 

la 'causa, resolviendo conforme a lo previsto por las leyes 

(Art. 228), 

Como pOdrá observarse sin necesidad de mucha agudeza 

. analitlc!J- 1 .en los artículos anteriores se expresa de manera 

clara '! contundente un antecedente de la "Declaraci6n 

de Procedencia" que nuestro texto constitucional vigente 

incorpor6 a su Artículo 111. 

Retomando el -estudio del Tribunal de Re51dencia 1 

cuando dicho 6rga'no pronunciara su sentencia, la enviaría 

al Supremo Gobierno para su publicación y ejecución 

través del Jefe o Tribunal correspondiente (Art, 229), 

en tanto que el proceso 0rig1nal quedar[a archivado en 

la Secretaría del Congreso. De acuerdo a lo indicado en 

el Artículo 231, una vez que el Tribunal de residencia 

sentencia~a Go::.re las CLlUsas que r.u.)ic:'an motivado la 

instalación o b:.er. agotado el término fijado por le.s leyes 

para resolve!" el negocio que Je ventilara, dicho Tribunal 

debía disolverse. (5li 

Creemos conveniente para cer~ar el análisis de este 

punto, citar pn~te de la opini6n del historiado~ Julio 

Zárate, en torno a la Consti lución de Apatzingá'n de 1814, 

quien nos afirna que dicha Constitución no debe considerase 

como un conjunto de principios prácticos de gobierno; 

{51) Fuente del articulado, 1'cnn Ramírez, Felipe, ob. cit. PP• 35 a 37 
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es más bien una condensación de declaraciones generalcG¡ 

es la teoría de la revolución colocándose frente al hecho ... 

las constituyentes de 1814 comprendieron que si el hombre 

hace dimanar sus derechos de RU naturaleza mi5~a. y que 

si ellos son esenciales a su existencia, esos derechoH, 

que en el orden filosófico ocupan un lugar preferente 

debían también ocupar el primero el orden político, 

como el gran centro en cuyo derredor giran todas las insti­

tuciones dignas de la inteligencia humana. La soberanía 

nacional, proclamada en la primera página de la Constitución 

de Apatzingán, era la consecuencia de la consagración 

de los derechos naturales, preexistentes todo pacto 

social. Declararon que esa soberanía era, imprescriptible, 

inenajenable indivisible, y que los asociados tenían 

en todo tiempo la facultad de cambiar o modificar sus 

instituciones políticas. Erigieron el sufragio público 

en origen y fuente del poder que debfa ejercer por deleea­

ci6n la soberanía; fijaron las atribuciones de cada uno 

de los poderes''• (52) 

c. Con e ti tuci6n Federal de los Estados Mexicanos de 

1824.-

lntroductoriamente, empezaremos comentando que del 

código fundanental cil? 1814, al día 4 de octubre ce 1824, 

en que fué sancionada por el Congreso General Constituyente 

la nueva Constitución, el escenario nacional regist:-6 

nuevos y variados acontecimientos, protagonizados por 

aquellos hombres memorables que se empeñaron en la construc­

ción de una nueva nación mexicana; libre. justa e igual1tariü. 

(52) Citado por Silva Hcrzog, Jesús, "De la Historia de México 1810-1938, 
Documentos Fundamentales, Ensayos y Opi nioncf> 11 , Ed i t. Siglo XXI, 
lera. Edición, México, D.F. 1980, p. 19. 
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Una vez que tué derrotado el partido monárquico bajo 

la contienda ideológica de los bandos, centralista y federa­

lista, el día 5 de noviembre de 1823 se reunió un nuevo 

Congreso Constituyente¡ mismo que dos días más tarde celebra­

ría su instalación solemne, nombrando presidente de la 

comisión de Constitución al federalista o. Miguel Ramos 

Arizpe. Posteriormente, esta comisión presentó en fecha 

20 de noviembre de 1823 el documento denominado "Acta 

Constitucional" que significó un anticipo de la Constitución 

definitiva, con el ánimo fundamental de asegurar el sistema 

federal. Este mismo documento quedó aprobado el día 31 

de enero de 1824 con el nombre definitivo de "Acta Constitu­

tiva de la Federación Mexicana''· 

No fué sino hasta el prirnPro de aoril de ese aflo 

que el Cvngreso comenzó a discutir el proyecto de la Consti-

tución Fede!"ativa de los Estados Unidos Mexicanos, el 

cual fué aprobado por la asamblea del de octubre del 

mismo año de 2.:: 1 con aleunas modificaciones bajo el título 

de ''Conatituc16n ae los Es~ados Unidos "1exicanos". De 

es'ta manera, el día 4 se firmó dicho rlocumento, publicándose 

al día siguiente por el Ejecutivo, ya con el no:ibre de 

''Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos' 1
1 

cuya vige~cia se extendió hasta el a~o de 1835. {53) 

Cabe puntualizar que ésta fué la primera norma fundamen­

tal de naturalez<t federal que tuvo nuestro paí~ y en cuyo 

articulado encon~rar.1os tambié'1, en forma dispersa, disposi­

ciones va~:ns sobre las responsabilidades de los funcionarios 

públicos y el nodo de hacerlas efectivas. 

En la parte relativa a las funciones económicas de 

las cámaras inter,radoras del Poder Legislativo Federal 

(53) Cfr. Ibidem. 
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y de las prerrogativas de auu miembros, encontrarnos que, 

indistintamente, las dos C6maras podían conocer en calidad 

de Gran Jurado de las acusaciones que se presentaran contra 

el Pres iden::e de la República, los miembros de :a Corte 

Suprema rle Justicia, los Secretarios de Despacho y los 

Gobernadores de los Estados. Por otra parte, debemos de 

mencionar que las acusaciones que se podían intentar contra 

estos altos dignatarios del Estado Mexicano en los r.érminos 

del Artículo 38, eran las siguientes: 

Contra el Presidente de ln República, por los delitos 

de traición a la Independencia !lacional y forrna de :::;:>bierno, 

así como de soborno y cohecho, cometidos durante P.l periodo 

de sus funciones también por actos encaminados ;i impedir 

las elecciones del Presidente, Senadores y Di~~:ados o 

por la realización de actos encaminados impedir que 

dichos funcionarios se presentaran servir sus puestos 1 

en el tienpo señalado legalmente para tal efe:~o, así 

cor.io por actos dirigidos a impedir o coartar lau facult;_ldf?5 

y prerrogat!vas de las Cár~aras de Diputados y Senado=-es. 

Estas mismas ?rcvenci.ones en torno a la responsabilidad 

del Ejecutivo Federal, se encontraban resumidas por el 

Artículo 1r~,7 de la r:ds1:1a Constitución, como una pre:-rogativa 

del propio Presidente de la Repliblica 1 que de es:.a forma 

quedaba liberado (por lo menos durante el tie~;~ de 

encargo), de lo. resronsabilirlad que pudiera haberle ocasio­

nado la comisión de cualquiera otro delito fuera de los 

previstos por el Artículo 38. En este sentido, cebe advertir 

que lo preceptuado para el Ejecutivo Federal, no sólo 

constituye un importante antecedente sobre su inclusión 

en el texto conoti'.ucional cor.io ~ujeto de responsaoilidad, 

sino también un significativo avance en la precisión técnico­

jurídica de las causales de dicha responsabilidad 1 por 

cuanto se especifican de manera clara los delitos por 
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loe que podía ser acusado, situación que infortunadamente 

nuestro Constituyente permanente no tuvo presente en la 

redacción de los párrafos segundo del artículo 108 y cuarto 

del artículo 111 correspondiente al capítulo cuarto constitu­

cional en vigor (54) 1 pues éstos s6lo establecen la posibili­

dad de acusar al Presidente de la República por traición 

a la patria y "Delitos Graves del Orden Común", planteando 

así un serio problema de interpretación jurídica ya que 

son muchos los criterios que podrían ofrecerse pora determi­

nar ''la gravedad'' de los delitos del orden común. Esta 

imprecisión del texto constitucional vigente ha sido conside­

rada por la doctrina cono una verdadera laguna de nuestra 

ley fundamental, sobre la cual, dicho sea de paso, ni 

la propia doctrina ha ofrecido soluciones uniformes 

aceptables. 

Por lo que se refiere los ~iembros del Tribunal 

Supremo de Justicia, en les térninos del Artículo 38, 

podían ser acusados por cualer.qu1era delitos conetidos 

durante el tiempo de su encargo y cualquiera de las Cá:naras 

podía conocer en calidad de Gran Jurado. 

Los Secretarios de Despacho también eran responsables 

de los delitos que huoiesen come:ido el tiempo de su 

encargo, pero además por disposición del Artícul 119, 

quedaban sujetos la responsabi lidaci derivada de aquellos 

actos del presiJen~~ qu~ fueron autorizados con su firma 

y estuvieran en cont.ríl de lo dispuesto por la Ccnsti'":ución 

Federal 

generales. 

Constituciones Estatales, así como por las leyes 

manera de comentario, hemos de decir que 

est~ tipo de responsabilidad, según algunos autores, se 

(54) Este título fué reformado según decreto público en el Diario 
Oficial de la 1-'ederación del 28 de diciembre de 1982. 
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origina en la figura jurídica del 11 refrendo 11
, que la Consti­

tución de 24, consagró en su Artículo 118 y que actualmente 

contempla la Constituci6n vigente en su artículo 92. Figura 

de la que hablaremos más ampliamente en este mismo trabajo 

cuando abordemos el punto referente a la irresponsabilidac! 

política del presidente de la República. Por lo pronto, 

queremos dejar constancia de que si bien es cierto que 

la Constitución de 24, sujetó a los Secretarios del Despacho 

a una responsabilidad supletoria a la del Ejecutivo Federal, 

jamás se determinó la naturaleza de dicha responsabilidad 

aunque a nuestro entender se trataba de una responsabilidad 

de contenido netamente penal, pues según se desprende 

del anilisis general del articulado en estudio, aan no 

se cHfercnciaba claramente entre las responsabilidades 

civiles, administrativas, penales políticas, ni se insti-

tuy6 por esa Constitución, al ''Juicio Político'' como el 

procedimiento necesario para la exigencia de este último 

tipo de responsabilidades. 

En cuanto a los Gobernadores de los Estados, su re::;pon-

sab i 1 i dad derivaba de las infracciones a la Constituci6n 

federal, leyes de la Unión u órdenes del presidente que 

no fueran notoriamente contrarias la Constituci6n, así 

como por la publicación de leyes y decretos de las legislatu-

ras de sus respectivos Estados, contrarias 

Constituciones y leyes federales. 

las mismas 

De esta parte del Artículo 38 de la Constitución 

de 24, es importante comentar que la responsabilidad prevista 

para los Gobernadores de Estado, se 'instituyó en su carác-cer-

de funcionarios Federales 1 

que podían originarla se 

la Constitución Federal; 

toda vez que los supues~os 

contemplaban preciso.mente en 

sin que ello signilicara que 

sus respectivas Constitucionet3 locales dejaran de conside­

rarlos sujetos a determinadas responsabilidades de tipo 
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local, ya que sin lugar a duda, también en este ámbito 

debían ser responsables. Aunque en este sentido es necesario 

destacar que la Constituci6n Federal que comentamos, no 

exigió a las legislaturas de los Estados (como actualmente 

sí lo hace el párrafo primero del Artículo 109 Constitucio­

nal}, la expedición de una ley de responsabilidades, en 

la que se señalaran las prevenciones conforme a las que 

podía exigirse a los funcionarios públicos sus responsabi­

lidades de carácter local. 

Por otro lado, la Constitución que tratamos, en su 

Artículo 39, establecía que, en tratándo!lc de acusaciones 

contra el presidente sus ministros por actos en que 

hubiera intervenido el Se~ado o el Consejo de Gobierno, 

exclusivamente la Cámara d~ representantes podía hacer 

las funciones de Gran Jurado. 

En el caso del vicepresidente, du!"'ante los cuatro 

años de su des:.:!lo, podía se:- acusado po~· cualquier delito 

pero s~lamente ante la Cámara de Diputados (Art. 39 y 

109). 

El Artículo 42 de este Código Fundamental, consagraba 

la inviolabilidad de Diputados Senadores, en cuanto 

a la manifestación de sus opiniones, expresadas en el 

desempeño de su cargo. 

De lo anterior se advi~r-te el rcconoci:niento constitu­

cional de la " 0 :",'""iunidad Procesal" de los Diputados y Senado­

res que en el ejercicio de la actividad Congresional, 

manifestaran opiniones. Situación especial que ha 

sido designada por la doctrina como ''privilegio te&islativo''. 

Sus raiccs prov1P.nen de lo~ enfrentamientos entre el Parla­

mento la Corona Inglesa, sobce todo durante los si e los 

XVI y XVll, aunque en este per!odo el priviler,lo legislativo 
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se reducía a la inviolabilidad de los discursos y debates 

dentro del Parlamento. 

La inviolabilidad de opini6n a que nos referimos, 

se traduce en el privilegio de los Congresistao de no 

poder ser arrestados o demandados por sus opiniones y 

ha sido, tradicionalmente considerado como uno medida 

de protección contra posibles ataques del Poder Ejecutivo. 

Los términos en que este privilegio legislativo quedó 

incorporado a la Constitución de 24, provienen casi literal­

mente del Artículo 128 de la Constitución Gaditana en 

la misma forr.ia se recogieron por la Constitución de 1917, 

bajo el amparo de 1 numeral 61. { 55) 

Pero volvie:ldo al artículo que tratamos, es de hacer 

notar que su sentido nor-mativo, conprendió de manera exclusi­

va la responsabilidad penal de los funcionarios públicos, 

ignorando de esta mane:-a las der.ás variantes de su ~esponua­

bilidad (política, administra~iva 'f civil), que hoy regula 

nuestra Carta Magna. Precisamente bajo esta perspectiva 

el Artículo 43, disponía que en las causas criminales 

que se intentaran contra los Oiputado:i o Senadores, desde 

el día de s~ección y hasta dos meses después de haber 

terminado su cargo, deberían ser acusados; los o:putados 

ante los senndores y viceversa, constituyéndose de esta 

manera cada Cámara en Gran ... •urado, r.-iismo que por el voto 

de los dos tercios de sus mieGbros presentes, declararía 

haber o no, luP,ar a la formación de causa. De la declaración 

afirmativa Gel ::J:·an Juroclo podemos distinguir los siguientt:s 

efectos¡ por un lado, el :.npu.tado o Sen;:i.dor acusndo que 

(55) Cfr. "Constitución Política de los ::stados Unidos Mexicanos Comen­
tada", Edit. Instituto de Investigaciones .Jurídicas, U.N.A.M., 
la. Ed. México, D.F. 1985, p. 149. 
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daba suspenso de su encargo y, por el otro, era puesto 

a disposición del Tribunal Competente para su .Juzgamiento 

(Artículo 44). 

En atención a lo que preceptuaba el Artículo 40, 

este mismo procedimiento era el aplicable todos los 

demás funcionarios de que hablan los artículos pr-ocedentes. 

De este modo se instaur6 por la Constitución de 24 1 el 

procedimiento que hoy denoninamos "declaración de proceden­

cia'', para hacer efectiva la responsabilidad de aquellos 

funcionarios quienes les reconocía tácitamente un "Fuero 

Constitucional'1
, en razón de su alta investidura. Como 

ya lo hemos dicho, desafortunadamente no se contempló 

al Juicio Político como institución complementaria de 

reGponsabilidades un eficaz siste:Tia Constit•..icional de 

de los funcionarios públicos. 

Por lo que hace a las atribuciones de la Corte Suprema 

de Justicia, la fracción del Ar':ículo 137, le concedía 

a dicha Corte competencia para conocer de todas las causas 

que se promovieran contra los altos funcionarios 1 en los 

términos de los ar~ículos 38 a 4.:1 de la propia Constitución. 

Sobre el modo de juzgar a los individuos de la Corte 

Suprema de Justicia, el Artículo 139 establecía que la 

Cámara de Diputados se encargaría de elegi;, votando por 

Estados, en el primer mes de sesiones ordinarias de cada 

bienio, a 24 individuos que no fueran del Congreso General 1 

de los cuales s~ sacRrfa oor suerte, un Fiscal y un número 

de Jueces igual aquel de que estuviera compuesta la 

primera sala de la Corte. 

Ag!"'egando que cuando fuera necesario, la misma ' Ca 

mara o en los receso de ésta, el Consejo de Gobierno 
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nombrarían de la misr.ia manera a los Jueces de las otras 

salas. (56) 

d. Leyes Constitucionales de la República Mexicana de 

1836.-

A la caída de It:urbide surgió en el país una confusa 

variedad de tendencias políticas, que más tarde dieron 

origen a los partidos liberal y conservador, cuyos ¡;rogramas 

de acción y proyectos de gobierno eran totalmente diferentes 

y opuestos. 

Duran te la administración del vicepresiden:.e Gómcz 

Farías, en ausencia del presidente Santa Anna, se ¡::;retendió 

introducir reformas en los ámbitos elcesiásticos y militar, 

pero las clases afect.adas reaccionaron en contra de dichas 

medidas y el partido liberal progresista se =esnemhr6, 

dando origen así, al partido de los moderados, rr;i.smo que 

aliándose los conservadores logró paralizur la reforma 

en mayo ele 34. E~ el inmediato Congreso Feder3l que se 

reunión en el 35, los conservadores obtuvieron mayoría 

y las dos Cámaras que formaban el Congreso (según e: sis tema 

bicamerista de la. Constitución de 24, entonces en vigor) 

abrieron sus sesiones el día 4 de enero de 1835, :-armándose 

de inmedia<:o una comisión de riiputados que tuvo a su cuido.do 

el exár.ien de los poderes conferidos por los electores 

a sus representantes, pues éstos en su mayor parte aparecían 

autorizados paro reformar la Constltuci6n. No hay que 

olvidar que en esta época se <lió una intensa lucha entre 

quienes se inclinaban por el sistema federal y los centra­

listas que proponían el unitario. 

El 16 de julio del mismo año, las Cámaras inicial'on 

su segundo período de sesiones el presidente Barragán, 

(56} Cfr. Tena Ramírez, Felipe, "Leyes Fundamentales de México 1808-1978" 
Ob. Cit. pp. 168 a 193. 
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que substituía a Santa Anne en su licencia, pidió a dichas 

Cámras que tomaran en cuenta las solicitudes de los pueblos, 

para la adopción del sistema unitario, por lo que una 

comisión examinó dichas solicitudes, proponiendo en primer 

término que el Congreso fuera Constituyente en segundo 

lugar que las dos Cá:naras integraran una sóla para los 

efectos de elaboración tlel proyecto de reformas. Enseguida 

se formó una nueva comisi6n a la que se le confirió el 

proyecto en cuestión, pocos días después esta comisi6n 

presentó un proyecto de bases constitucionales que se 

discutió y aprobó el día de octubre, convirtiéndose 

en Ley Constitucional el día 23 del mismo mes, bajo el 

nombre de "Bases para la Nueva Constitución", documento 

con el que se puso fin al sistema federal, 

Entre los disturbios domésticos la gerra de Texas, 

el Congreso prosiguió con su misión constituyente. La 

nueva Ley Fcde:-al se dividió en siete esto tu tos, por lo 

cual a es':a Constitución centralista se le conoce también 

corno ''Constitución de las Siete Leyes''· 

La primera de dichas Leyes se promulgó el 15 de diciem-

bre de 35, las seis restantes se publicaron ya no por 

separado, sino de una sola ve:. al año siguiente, El congreso 

terminó la Constitución el 6 de diciembre de 36, aprobó 

la minuta el día 21 y entregó al gobierno el texto completo 

rle la misma, el día 30 ael mismo mes y año, fecha en que 

fué J>Ublicada íntegramente. 

Nuestro juicio personal en torno al proyecto de nación 

contenido en la Constitución de las Siete Leyes, está más 

allá de los propósitos del presente trabajo. Sin embar'go, 

no podemos dejar de apuntar que este Códico Fundnmental 

fué el resultado de las profundas contradicciones ideológi­

cas socia les de la época, de terminadas por los facto res 
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de poder¡ que entonces eran principalmente, el pueblo 

y el partido del progreso en un extremo y las clases privi-

legiadae, la iglesia el ejército en el otro extremo. 

Por otra parte, nuestra modesta opinión coincide ampliamente 

con la de casi todos los ilustres maestros constituciona­

listas, quienes afirman que fué lo Constitución de 182'1, 

la que sienificó un verdadero ensayo estructural paro 

dar a México su primera ore;anizac i6n jurídico-política 

fundamental, estableciendo desde entonces las instit'JCiones 

por las que noy continuamos luchando en su preservación 

y fortalecimiento, De mnnere que a pesar de que las leyes 

Constitucionale~ de nos hicieron variar Curan te 

una época el rumbo histórico del proyecto nacional, ln 

experiencia constitucional demuestra que fu1mo5 

de rescatar lo bien logrado en la Constitución ce 2~, 

lo que sumamos algunos aspectos positivos recogirl.os 

de lns Leyes de 36 que particularrnente, en la ~a:eria 

que nos ocupa >evisten una especial impoi·tancia 1 pe:-' cuanto 

distinguen clara.;;ient.c por p!""i<era vez en nuestra 'i2s:.o;ia 

Constitucional entre los delitos comunes lo~ dP.l ito!i 

oficiales {aún cuando no los precisa), así como por expresar 

la necesidad de aplicar sanciones d~ distinta naturaleza 

para uno y otro casos. 

La Gerunrla de dicha~ Leyes Cons~itucionales, e~ sus 

numerales 15 1 :7 16, of~ecen importantes ante:e~en~es 

de la respons'3:.Jil1dad de func:.onarios ;;ÚG!ico5 que ccnt.empla 

nuestro derecho positivo. El primero de los m~ncionados 

artículo~, e~ su parte a1t1ma, consideraba ya el delito 

de ''Alta Traición' 1
, configurándolo por la desobe¿iencia 

a toda declaración disposición leg~lnente dic~ada por 

el Supremo Poder Conservador, C\1yos cinco miembros s6lo 

se consideraban responsables ante Dios ~!!!!:_-1:.~-~E.l~!.~~ 

eQ~!!~~ (pensamos que la últi~a parte de este artículo, 

bien pudiera entenderse como una garantía de acción pcpular). 
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Por otro lado, en los términos del artículo 17 1 los miembros 

del Supremo Poder Conservador gozaban de inmunidad en 

cuanto la manifestaci6n de sus opiniones, ya que no 

podían ser juzgados ni reconvenidos por ellas; nótese 

que esta inmunl.dad procesal de que disfrutaban los miembros 

del Poder Conservador, es un antecedente de la inmunidad 

de que hoy disfrutan los miembros del Poder Legislativo. 

Si alguno de los sujetos que integraban el Supremo 

Poder Consevador 1 cometía algún delito, la acusaci6n se 

haría ante el Congreso General, en el cual se encontrarían 

reunidas las dos Cámaras, mismas que a pluralidad absoluta 

de votos, declararían si había o no lugar a la formación 

de causa, en cuyo ca~o afirm:.itivo, uicha causa se seguiría 

fenecería por la Suprema Corte de Justicia, ante la 

cual también se se!!uirian la:) causas civiles en que dichos 

funcionarios fueran demandados (Art. 18). 

En cuanto los Consejeros de Gobierno, sólo eran 

responsables, según el Artículo 26 de la Cuarta Ley Consti­

tucional, por los dictó.menes que dier"an contra ley expresa, 

sobre todo si era constitucional, :nen por los delitos 

de cohecho soborno. De ieual ~anera, el Artículo 32 

de la misma ley se encargó de fijar la responsabilidad 

de los ministros (cntendiindoae Secretarios de Estado), 

por la inobservancia de las leyes de su minister-io, así 

como por c-:tquellos actos del pr!:sider.':e que autorizan con 

firma, siempre que fueran contrarios a las leyes y 

a la Constitución. 

La tercera Ley Constitucional, e~ su rubro relativo 

lnn fac•...:.ltades de las Cá'!1aras 

: ie::-.bros, instituyó la parte r:iodular del sistema de respon­

sabilidades, pues estableció que en t:-atándose de delitos 

comúnes, no podría intentar:Je acusación contra el Presidente 
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de la República, desde el dfa de su nombramiento, y uasta 

un año después de terminada su gestión, ni tampoco podía 

intentarse contra los Senadores desde el día de su elección 

hasta dos nes~s rlespués de terminado uu encargo, n~ ta~.poco 

contra los ~~1ni::.tros de la Alta Corte de Justicia la 

Marcial, Seer-etarios del Despacho, Consejeros y Gobe:-nadores 

de los Departall'tentos (recuérdese aquí el carácter ccn:ralista 

de estas l..eyes) 1 sino ante la Cámara de Diputados, en 

virtud de q_ue no se prec1sa el tiempo para la presentaci6n 

de acusaciones centra es tos funcionarios, cor.sidero.mos 

que se trata de aquel tiefTlpo en que ejercieran la funci6n 

que los investía de "Fuero ConstiLucional 11 prec1sanente 

con el obje~o de pr~servar el ejercicio de la misma. 

Para el caso de que el acusado fuera un Diputado, 

la acusación debía presentarse durante el períoao d~ su 

diputación hasta dos meses después, ante el Congreso 

y en los recesos de éste ante el Senado ( Art. 47}. 

El A~:ículo 48, por su parte, establecía con ~oda 

claridad lo que hoy reconoceríamos como Juicio ?olítico 1 

aún cuando todavía no se maneja esa nomenclC\tUra, est¡pulando 

su procedencia en los tiempos fijados por el ;rt{culo 

47 contra el Presiciente de la Rep~olica por delitos of1ciales 

contra los SecretHrias del aespacho, !·lagis*.r3dos de 

la Alta ~arte de Justicia de la Marcial, :onsejeros 

y Gobernado~ea de los Depai·tamentos y Juntas Depar:a~~ntales, 

por infracc~one~ Gel Artículo 3o. parte quinta de la Segunda 

Ley, así como ltel Artículo Jo. ~e ln Cuarta Ley (ambos 

preceptos se referían a la elección uel Ejecutivo y -:iembros 

del Supreir.o Poaer Conservador), ac.iemá~ por !nfracciones 

del Artículo 15 de la Sexta Ley {que se refer!3 a lns 

restricciones de los Gobernadores !untas Depnrta~e~~ales), 

En estos casos las acusaciones debí un prcsenta~se ante 

la Cámara Ce Diputados, misma que declararía si existía 
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lugar o no a proceder contra el inculpado, por lo que, 

si dicha declaración resultara afirmativa, esta misma 

Cámara nombraría dos de sus miembros para sostener la 

acusación en el Senado. ~ste último, una vez inst~uído 

el proceso y oído a los acusadores y defensores, fallaría 

sobre la causa, pero ?l~-.....9.~!_....2~~!~!:~-2.~E~!!~~-~!~~-_E.~~~ 

g!!!:,_J:!_.E.~!.!:!.!!:!~.!.~!!_.E.!!.-~!!:§~-~-~!;!E.!!~-~!!_~::!:!~~s!~.!.-~-~l~~ 

!~h!~ll!~!!!.2--E~!:E~!~!--~--!~~~~!:~!~~!!!~--E.!!:~--~~!~~~~-_q!!~ 

=!!:&2-2-!:!!!E!!~.!. 

Lo anterior se entendía sin perjuicio de que si 

criterio del Senado y como ~esultado del proceso, se conside­

raba que el acusado era acreedor de penas mayores, el 

-proceso se turnaría al ~ribunal (com6n) z·espectivo, para 

que actuara segón las ~eyes. En este sentido, obs~rvese 

que las penas aplicables correspondían exactamente a las 

impuestas actualmente a través del juicio político; asimismo 

se reconocra la p~rt1cipación de la Cámara de Diputados 

como Jure.ido de acusación de la Cámara de Senadores como 

Jurado rie Sentenc1a y lü :-1ccesidad de atender a determinados 

formalidades ae un procedimiento criminal tales como la 

garantía de auoiencia. De esta Manera se advierte clara;ner:te 

que las leyes Constitu~ionales de 1836, contemplaron ya 

la existencia del Juici0 ~olítico que actual~~nte ~egula 

el Artículo 110 Con~tltucional. 

Soh:-e los del;tos co~ .. :nes, ~l Ar'.Ículo 4~ de l<l Tercera 

Ley, expresaba que una ;·cz hecha la acusación an•.e la 

Cámara respectiva, ésta decirliría B6lo la procedencia 

de la causa y si cons1dera~a que había lup,ar a 111 for'-:lación 

de la nisma, pc;tdria al reo d1sposic1óri del Tribunal 

Competen le para Juzgar~o. Sob~e este respecto, nótese 

que el mismo procedimiento fué recog1do µor el Art[culn 

111 de la Constitución ~icente bajo la denominación de 

"Declaración de Procedencia" sólo que difer-encia de 
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-las leyes_ Constitucionales de 36 1 actualmente los Diputados 

son "desaforados" por su propia Cámara de pertenencia, 

ea do-cir que son ellou mismos quienes declararán si hay 

lu-gar o no a la formación de causa penal por los deli-:os 

que en el tiempo de su encargo llegara a cometer algún 

miembro de su Cámara. 

El rdsmo Artículo 49 que comentamos 1 en su pa:-te 

final hace una acotación especial para señalar que en 

tratándose del Presidente de la República, la declaración 

afirmativa sobre la procedencia de la causa penal, requiere 

la conf'irr.aci6n de la otra Cámara en forma similar a lo 

dispuesto por el cuarto párrafo del Artículo lll en vigor, 

con la salvedad Ce que actualmente la sanción penal nplic~ble 

al titular del Poder Ejecutivo Federal, le será impuest.a 

por el propio Senado, previa acusación de la Cámara de 

Uiputados, como si se tratara de un juicio político. 

Enseguida el Artículo 50 ce la i'ercera Ley Constitu::~o-

nal de 26, disponía qui'! la declaración afirr.-.ativa así 

en los delitos oficiales CO;:"tO loo comúnes, tenia :::orno 

efectos in;;iediatos la suspensión del acusado en el ejerc:.cio 

de sus funciones y derechos de ciudadano. En forma si ... ilar 

lo ante~icho, el párrafo séptimo del vigente Artículo 

111 Const1:ucional, estaOlece que el efecto de la declarac:ó~ 

de que ha lugar a proceder contra el inculpado, ser·á sef):'i­

rarlo de su e~carP,O en tar.~o esté sujeto a proceso penal, 

de lo cua~ Si;! concluye:! que la co!""rcspo:idencia entre a-:bos 

preceptos, represen tu en parle la continuiclad histó!""ica 

q·Je se ria sujetado nues~ro derecho constitucional en 

la formación reformactón del texto vigente sobre la 

La parte úlllma del Artículo 50 que comentamos, disponía 

que todos los de:nás requisitos de los jurados que conocerfan 
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de la responsabilidad de los funcionarios públicos, así 

como las prevenciones relativas al acusador, al acusado 

y al modo de proceder para hacer efectivas dichas responsa­

bilidades, quedarían especificados en el reglamento del 

Congreso. Lo cual resulta obvio si consideramos que el 

constituyente permanente no quedó obligado por el constitu­

yente originario a legislar en la materia y consecuentemente 

a expedir una ley reglamentaria sobre la responsabilidad 

de ~os funcionarios públicos. 

Al- igual que los miembros del supremo Poder Conservador, 

·los Diputados y Senadores se consideraban inviolables 

~:por: lá-B.-. op.iniones manifestadas en el ejercicio de sus 

funcio·nes ··:0 (Art. 55). Con lo cual es de afirmarse que 

-1a=ºCo-'ri-s't:l:tU-ci6n de 36 les reconocía a dichos funcionarios 

ei 'priYilegio legislativo de la inmunidad procesal.(57) 

e. Proyecto de Reforma de 1840 a las Leyes Constitucionales 

de 1836.-

Est~ proyecto fué el resultado de una época caracteriza-

da por intensos movimientos políticos pronunciamientos 

militares, iniciados casi inmediatamenl.:e la vigencia 

de la Constituci6n de 36, debidos principalmente la 

hostilidad que hacía ella mostraron los Federalistas. 

Por otro lado, la penuria del fisco, los transtornos 

de Texas y la guerra con ::"ran-:in contribuyeron a fomentar 

-la -inquietud. Lejos de vigorizar la conciencia nacional 

que se disolvía 1 los peligros exteriores parecían acentuar 

las divisiones internas, empeñadas en atribuir a los instru­

mentos constitucionales la causa del malestar o la esperanza 

de mejoría. 

(57) Cfr. el articulado comentado en ln obra de Colin Sánchez, Guillermo, 
"Derecho Mexicano de Procedimientos Penale<;" 1 Edit. Porrúa, S.A. 
5a. Ed., México, D.r. pp. 2G y 27. 
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Durante la adminiotraci6n de Don Anastasia Bustamante, 

se ensayaron cuatro ministerios, cada uno con tendencias 

más definidamente federalistas, incluso el último de ellos 

en diciembre '.de 38, estuvo e punto de provocar el retorno 

al sistema de 24, al proponer al Consejo y a las Cámaras 

del Congreso, llamar a elecciones de diputados Constituyen­

tes, pare que en seis meses a más tardar dictaran una 

nueva Constituci6n. Sin embargo, la proposición fué objetada 

y el gabinete renunció a los tres días, lo cual agrav6 

las diferencias de criterios entre federalistas y centralis­

tas. Ante tales conflictos y el temor del clero a que 

resultaran afectados sus interéses, en enero de 39 fué 

designado Santa Anna para ocupar le presidencia en sustitu­

ción de Bustamante, quien salía en campaña. 

A su arribo a la capital, Santa Anna efectuó varias 

reuniones con los políticos del día, en las cuales se 

acord6 que el Congreso que esta~a en funciones reformar¡i 

la Constitución. En ejecución del proyecto, el ga::;inetc 

formado por Santa Anna, el 15 de junio presentó u:1u inicia­

tiva ante el Consejo del gobierno a fin de que se exitasc 

al Poder Conservador para declarar la voluntad de la nación, 

en el sentido de que el Congreso debía hacer todas las 

reformas convenientes a la Constitución, "sin esperar 

el tiempo previsto por ella misma y quedando siemp~e 

salvo la forma del actual sistema'', Después de algunas 

diferencias entre el Consejo y el Gabinete, aquel aceptó 

la iniciativa, la que fué aprobada por las Cámaraa en 

sus sesiones del mes de septiembre, y como consecuencia 

el Supremo Poder Conservador entró al estudio del documento 

y el de noviembre aprobó el Dictámen (cuyo autor fué 

Don Manuel de la Peña y Peíla) que autorizaba las reformas 

Y que fué publicado por el ejecutivo el día 11 del mismo 

mes invistiendo de esta manera al Congreso de la funci6n 

Constituyente, Pero no rué sjno hasta el 30 de junio e.le 

1840, que una comisión formada por los diputanos José 

María Jiménez, Pedro Baro.jas, Oemetrio del Castillo, Eu11ta-
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quio Fernández y José Fernando Ramírez presentó el proyecto 

de reforma que nos ocupa y del cual habremos de comentar 

las disposiciones que en materia de responsabilidad de 

los funcionarios públicos contenía dicho documento. 

Como facultades de las Cámaras, el Artículo 66 en 

su fracci6n V, establecía que cada una de ellas podía 

sin intervención de la otra, erigirse en gran jurado para 

conocer de los expedientes que se instruyeran por los 

delitos comúnes de los ';ec,.. _ 1-'-'-<lC'ho, Consejeros, 

Ministros de la Corte Su¡lreme de Justicia y de la Marcial, 

contadores Mayores de Hacienda y Gobernadores de los Departa­

mentos, así como declarar si había o no lugar a la formación 

de -causa. Per"o exclusivamente la Cárr,ara de Diputados eregida 

en gran Jurado podía declarar si había no lugar la 

formaci6n del Jurado de Sentencia tratándose de loa delitos 

comOnes de los funcionarios antes mencionados (Ar t. 67 

f:-acci6n IV). 

?or .o .. ~ra parte, correspondí~ a la Cánara de Senadores 

exclus!vamen·e Prigirse en gran jurado para entender de 

los expedientes que instruyeran sobre delitos comúnes 

de los Oipu~ados, si había o no lu&ar a la fornación de 

causa, además de erigirse en Jurado de Sentencia para 

absolver co:id.er.ar la pena de ~esti~ución de encargo 

er:ipleo :ambién de inhabilitación te~poral o perpe~ua 

p&ra ~bten~r o~ro carr,o, en los cnsos de las per~onas 

mencionadas en el párrafo 50. del Artículo 67, sin excluir 

la pos~~1li1"~ 1e Aplicar ~ayeres penas al reo por el 

Tribunal cor:-espondiente {Ar':. 68, f!·ac,:ión . • v;. 

En el Artículo 59, se ex~resaba que la declaración 

afirma~iva de haber luear la formación de causa o 

la del Jurado de Sentencia, suspende al acusado en el 

ejercicio de los derect1os del Giudaddno, 

empleo o enca•go qu~ oatenga. 

de cualquier 
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Oe lo relativo a las prerroga"tivas de los Diputados 

y Senadores, el Artículo 70 se encargaba de precisarlas; 

en primer término al considerarlos inviolables por las 

opiniones manifestadas en el Ejercicio de sus encargos, 

y en segundo lugar en cuanto a no pode:- ser juzgados ni 

civil ni criminalmente desde el día de su elección has+-a 

dos meses después de terminado su enca!"'go, sino por la 

Corte Suprema de Justicia en el segundo caso, previo. 

la declaración de haber lugar a la formació~ de causa. 

El Presidente de la República, gozaba en los térMinos 

del Artículo 92 fracciones V y VI, de las siguientes prerro­

gativas: No poder ser procesndo criminalmente, durante 

su presidencia y un año después, por ningún delito cometido 

antes, ni.entras fungiera en su encargo, sino previa 

la declarac16n del Congreso de habe!' lugar a la formación 

de causa y no poder ser procesado criminai-.er.te por delitos 

oficiales, después de terminado aquel :iempo, ni dentro 

de él, stcnpre que intervenr,a .!.n firri<• de uno de BULl rninis-

tros, a no ser que se le acusara de lraició:-1 a la indepe:lden-

cia nacional o fo1·na es~ablecida de flobierno por actos 

dirigidos :r.anifiestamente a transformar el orden público, 

a embarazar que se hagan elecciones de Presidente 1 Diputados 

o Senadores y que éstos se presenta~a~ servi"'."' su::> 

destinos, así como a impedir el cjt:!rcicio ~ie las atribucio­

nes de que gozaban las Cámaras. 

Los Cans~jer-.::is sólo P.rnn !"'€"Sronsa01es de los dictámenes 

que dieran contra ley expresa, por cohecho soborno y, 

por los oelitas del orden cor:",ún (Art. 10!'.:'J, en tanto que 

los minis~ros eran responsables Llel cumplimiento de las 

l~ycs de su rrinisterio y de todos los actos que nutorizaran 

con su firma. Pero esta responsatilidad, en trnLándose 

de delitos oficiales o comúnes, sólo podía hncerse efectiva 

previa la correspondi~nte declaración del Gran Jurado 

(Art. 104 i. 
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Como atribuciones de la Corte Suprema de Justicia, 

encontramos que el Artículo llG contemplaba la de conocer 

en todas las instancias de las causas civiles y criminales 

que llegaran a promoverse contra el Presidente de la Repú­

blica, Diputados, Senadores, Consejeros, Secretarios de 

Despacho, Empleados Diplomáticos y c6nsules de la República, 

exceptuándose las causas en que constitucionalmente deban 

sujetarse al conocimiento del Jurado de Sentencia. 

Otra de las atribuciones que este numeral le confiere 

a la Corte Suprema, es la de conocer de las causas crimina­

les, que se promovieran contra los empleados subalternos 

de la propia Corte por abusos o excesos cometidos en el 

servicio de sus destinos. AdemBs de conocer en segunda 

instancia de las causas civiles criminales comúnes de 

los Gobernadores, Vocales de las Juntas Departamentales, 

Ministros fiscales de los Tribunales Superiores de los 

Departamentos. 

Para conocer de las causas civiles y criminales comúnes 

que se intentaran contra los miembros de la Corte Suprema 

de Justicia, se previó por el Artículo 118 la existencia 

de un tribunal compuesto de let~ados residentes en la 

capital y cuyos integrantes tuvieran lns mismas cualidades 

requeridas a los Ministros de la Cor-te de Justicia, exigién­

dose previamente la declaración de haber lugar a la formación 

de causa 1 en tanto que el Artíc~lo ll7 en su fracción 

JI, precisaba que es una prerrogativa de los miembros 

de la Corle Suprena de JusL1c1a oriciales, sino por el 

p,ran jurado de Sen~encin y ;ir-evia la declaración de haber 

lugar a que éste se formara. 

En un sentido más a~plio, el Artículo 159 de este 

documento de reforma const1tucional, establecía que todo 

funcionario público al tomar posesi6n de su destino daría 

juramento de guardar y hacer guardar la Constitución y 
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las leyes, siendo después responsable por las infracc ionea 

que cometiera o no impidiera, especificando que el Presidente 

de la República rendiría su juramento ente el Congreso. 

Enseguida el Artículo 160, contemplaba la regla general 

de que todo funcionario público estaría sujeto al juicio 

de residencia en los casos modos que previniera la 

ley. (58) 

Como se infiere del cotenido de los artículos antes 

mencionados, el proyecto de reforma a las leyes constitucio­

nales de 1836, dada el 30 de junio de 1840, concibió funda-

mentalmente las responsab 11 idades de carácter civil y 

criminal de los funcionarios públicos, así como las de 

naturaleza política derivadas de los delitos oficlales, 

aún cuando no se precisó en forma clat'a el contenido de 

las causales de este tipo de !"'esponsabilidad. Sin embargo, 

es de hacerse notar que en este proyecto de relocmn se 

distinguieron como procedimientos esencialmente diferentes 

el de la "Declaración de Procedencia." y el del "Juicio 

Polftico'' anque sin reconocerles aan esta deno~inaci6n. 

Por otro lado, vale decir que dichos procedimientos tanto 

en su operatividad normativa conio en sus erectos tenían 

u~a gran aproximación a lo que actulamentc estatuye nuestra 

Constitución. 

Observemos también que este proyecto de refor:na Cons­

titucional confería a los miembros del congreso (Diputados 

Senadores J, el privilegio de in.'7lunidad procesal, por 

las opiniones que emitieran en el ejercicio de sus funciones. 

Asimismo, en una forma ;ioco justificable, a nuestro juicio, 

extendía el beneficio del fuero constitucional de ciertos 

funcionarios públicoo;; más i3llá del tiempo de ejercicio 

de la func~ón, en cuanto sujet:arlos a una jurísdícci6n 

{58) Fuente de los Artículos; Tena Ramírez, Felipe; "Leyes Fundamentale;:! 
de México 1808-1978", Ob.Cit., pp. 253 a 285. 
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especial para proceder en su contra por causas criminales, 

aún cuando ya había concluido el tiempo de su encargo. 

Destacan en forma es pee ial las disposiciones que 

obligan a todos los funcionarios públicos a la protesta 

df'.! cumplir fiel y honradamente el desempeño de su encargo, 

Sin contravenir en forma alguna la ley. Así como aquella 

otra que contemplaba el sistema de responsabilidades de 

los funcionarios públicos, incorporando la existencia 

del Juicio de Residencia. 

Para seguir la trayectoria histórico-constitucional 

que hemos venido manejando as! como los antecedentes 

evolución del sistema de responsabilidades de los funciona­

rios públicos, es importante aclarar que el proyecto de 

reforma constitucional que analizamos no llegó a tener 

vigencia, ya que pronto decayó la actividad reforr.iada 

del Congreso, perplejo tal vez ante las hondas variadas 

diferencias que dividían la opini6n pú~l1ca. Tiempo después 

al abrirse las sesiones del prime~ periodo leeislativo, 

el primero de ene;o del 41, el Presidente de la República 

y el Congreso pidieron a las Cámaras el estudio del "Luminoso 

Proyecto de Refor,a'', haciendo incapié en la necesidad 

de que desapareciera el poder conservador. En el r.ies 

de ago~to de ese ai'io, el día 8, el General Don Mariano 

Paredes i~rrillaga, proclamó en Guadalajaru un plan cuyo 

p:-incipal objeto consisti'.a en convocar un Congreso nacional 

extraordinario, que sobre las bases n;~s amplias tuviera 

por atribución exclusiva iCfnrmar la Constitución, más 

tarde el ~cneral Valencia nroclan6 otro plan senejante 

al anterior, en :.a ciudadela el día 4 de septiembre. Snnta 

Anna s1J vez se ~u;nó al plan de Valencia, me:!iante el 

que susc~ibió en Perote el de sept1umbrc. Er1 síntesis, 

los tres jefes desconocían al presidente Bustor.-;ante, quien 

por su parle produjo un cuarto plan acogiendo la idea 

de convocar a un Songreso constituyente extraordindrio. 
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Sin embargo, Santa Anna rué reconocido como General 

en jefe y junto con Valencia y Paredes firmaron el 28 

de septiembre del 41, las Bases de Tacubaya por las que 

le declaraba haber cesado los poderes supremos, con excepción 

del judicial¡ ademán se resolv(a convocar a ~na junta 

de personas distinguidas por Santa Anna, a fin de eleeir 

presidente provisional, quien tendría todas las !"acultadcs 

necesarias para la organizaci6n de todas las ramos de 

la administración pública¡ así también se cor.vacaría a 

un nuevo Congreso dentro de dos meses más, el cual facultado 

ampliamente, se encargaría de constituir a la naci6n, 

según conviniera mejor. 

f. Conatituci6n Yucateca de 1841.-

Antes de abordar los proyectos de Constitución Política 

de la República Mexicana dados en 1842, hemos cre:do .conve­

niente destacar en un inc1Go aparte, aleu11os comentarioti 

en torno al sistema de responsabilidades, consagrado po~ 

una Constitución Local. Tratándose en este caso de la 

Constitución Yucaleca promulgada el 16 de mayo de 1841, 

aclarando que la razón que nos obliga a abordar este docume11-

to Constitucional es el hecho de que tal documento constituye 

un importante ejemplo de 1 a influencia Ang:oamericana 

sobre la materia, ello tonando en consideraci6~ que el 

principal redactor del proyecto respectivo, fué Don Manuel 

Crescencio ReJÓn, quien fuera 

régi'1en constitucional de los Estados Unidos de i/órteamérica 

conocía además la obra clásica de Tocquevillc, n1sna 

que cita con frecuecia en su cxpo~ición de nntivos. 

En efecto, de acuer<lo con el procedimiento regulado 

por los arti'culo!3 37 a 41 1 bajo lü denominación de 11 Juicio 



96 

Político, dicha Constituci6n Yuca teca establecía quo: 

''Tanto el Gobernador como los Secretarios del Despacho 

y los Ministros de la Corte Suprema de Justicia, podían 

ser acusados ante las Cámaras de Diputados del Estado 

por infracciones de carácter Oficial, y si dicha Cámara 

consideraba que había luear a la acusación, correspondía 

al Senado local decidir sobre la culpabilidad del acusado, 

sin que pudiera imponer otra sanci6n que la privación 

del cargo la inhabilidad temporal o definitiva para 

desempeñar otro, y si era acreedor a otras penos se debían 

pasar al juez de primera instancia respectiva". (59) 

De esta manera, queda confirmada la profunda influencia 

anglosajona que materia de responsabilidades recogió 

la Constitución Yucateca de 41, y particularmente en cuanto 

se refiere al Juicio Político, ya que éate se implantó 

tomado casi literalmente del modelo norteamericano, constitu­

yendo de esta forma un valioso antecedente nacional, que 

con toda claridad habría de retomar más torde, la reforma 

Constitucional de 1982, como habremos de constatar al 

abordar este punto. 

g. Primer Proyecto de Constitución de la República Mexicana 

de 1842.-

Las "Bases de Tacubaya" que aludimos al hablar 

del Proyeclo de Reforma ele 1040, de ninguna forma resolvían 

la vieja contrarticci6n que en cuanto a la forma de gobierno 

separaban los federalistas de los unitarios, sino que 

i'tnicamente la aplazaban para el próximo Constituyente, 

que como señalamos, estaría facultarlo ampliamente para 

(59) Cfr. Fix-Znmudio 1 Hector, "Las Responsabilidades de los Servidores 
Públicos en el Derecho Cor:iparaoo' 1 Ob. C1t 1 p. 65. 
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constituir a la nación y de acuerdo con este espiritu 1 

la convocatoria publicada el 10 de diciembre de 41, fué 

''amplia y muy liberal'', efectuándose las elecciones de 

ese congreso extraordinario el día 10 de abril de A2, 

de cuyo resultado salieron favorecidos los liberales, 

lo cual no fué de todo el agrado de Santa Anna, quien 

ya había. sido elegido nuevamente Presidente ya que estando 

próximas a iniciarse las sesiones del Congreso constituyente, 

orden6 que los diputados jurasen observar las Bases de 

Tacubaya, situación que provocó lo primera diferencia 

entre la asamblea y el gobierno. Finalmente la mayoría 

de los Diputados aceptó rendir el Juramento. 

El 10 de junio de 1842, se efectuó la sesión de aperlura 

del Congreso, en la cual -Santa Anna aprovechó la oportun1riad 

de pronunciar un discurso través del cual se declaraba 

inconforme con el sistcna federal, por su parte en el 

mismo acto el presidente del Congreso. Espinosa de lo~ 

Monteros, reivindic6 su contestación la Soberanrn de 

asamblea. La comisión de Constitución quedó for~adh ~o:--

Antonio Díaz GuzmAn, Joaquín Ladrón dP Gu~vara, os6 FernanJo 

Ramircz, Pedro Hamírez, Juan ,José E=opinosa •!e los '.~onte:--0~, 

Mariano Otero y Octavio Muíloz Ledo, quienes rediictnron 

el primer proyecto de Constitución de este afio, mis~a 

que fué leído en el Congreso el 26 de agosto, jun'o .::on 

el voto particular que formularon los lre5 últimos mjc.~tiros 

de la comisión. 

El lo. de octuhr<> emper.ó } '1 discusión en lo r;er,e:'dl, 

del proyecto de la mayoría, pero el día 14 fué decl,1r -io 

sin lugar a votar por 41 votos 1 contra 35, situación que 

obligó a la disolución de la comisión. 

Incluimos en este trabajo de tésis, este primer proyecto 

de Constituci6n Política de la República Mexicana fechíl.rl.o 
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en 25 de agosto de 1842, porque contempla en su articulado 

disposiciones sobre la responsabilidad de los funcionarios 

públicos que significaban un importante antecedente de 

la regulaci6n constitucional vigente nobre esta materia. 

Así encontramo~ que en el capítulo relativo las 

facultades económicas de ambas Cúmaras, prerrogativas 

y restricciones de sus miembros, el Artículo 84 disponía 

que tocaba exclusivamente a la Cámara de Diputados: 

"IV.- F.rigirse en Gran Jurado para entender en los expedien­

tes que se instruyan sobre delitos comúnes y oficiales 

de los Secretarios del Despacho, Senadores, Ministros 

de la Suprema Corte de Justicia y de la Marcial, o contadores 

de Hacienda, y de los delitos oficiales que cometan los 

~inistros y enviados Diplomáticos, los Gobernadores de 

los Departamentos y Ministro del Tribunal, quienes ha 

de ju:q~3r a la Corte de Justicia, para el efecto de declarar 

si ho no luear 1 a formación de causa. V. -Nombrar a 

los individuos que deben juzear la Corte de Justicia, 

escogiéndolos de cnlrc los letrados que no ejerzan especie 

alguna de jurisdicción y que reunan las r-,ismas cualidades 

que los Ministros de la Corte'', 

De ln tlisposición anterior, es digno de comentarse 

la distinción que se hace entre delitos conúnes (entendién­

dose delitos propiamente dichos) y delitos ofici~les (conduc­

tas atfpir.as desde el punto de vist<:t penal, pero causales 

de cierto tipo de responsabilidad de carácter mác bien 

político). Sin embargo, es claro que el texto en cuestión 

no precisa esta t!iferenciación, dando ~ambién a los delitos 

oficiales un carácter crininal. 

En otro sentido, es de hacerse notar que por primera 

vez en nuestra historia constitucional ae incluyeron exprc-
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samente como sujetos de responsabilidad oficial a los 

enviados diplomáticos. También encontramos que este proyecto 

de Constitución, conccdfa un trato especial a los miembroB 

de la Corte de Justicia, ya qut? para el juzgamiento de 

los mismos se nombraba un tribunal especial, prerrogativa 

que desapareció en nuestro derecho positivo, quedando 

los miembros de la Suprema Corte. de Justicia, oujetos 

al eventual desafuero por la Cámara de Diputados, y en 

su caso sujetos al juicio político de ambas Cámaras. Sobre 

este particular, cabe mencionar que irónicamente el texto 

or-iginal de la Constitución de l!l17 por reforma del día 

20 de agosto de l".J28, agree6 un último pár!'afo al Arti:culo 

111, que en su esencia facultaba al presidente de la Repúbli­

ca para solicitar Al Conereso, la destitución de cualquier 

miembro del poder judicial (incluidos los miembros de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nac16n) por "mala con­

ducta". 

El Artículo 85, del proyecto en cuestión en su fracción 

Ii, disponía que la Cámara de Senadores, corres;Jondía 

exclusivamente "Erigirse en Gran Jurado para entender 

en los expedientes que se instruyan sobre delitos comúnes 

y oficiales de los diputados, para declarar s1 ha o no 

lugar a la formación de causa'', 

Es decir que en estos casos, al Senado correspondía 

desafo:ar (entendiéndose remover el fuero constitucional) 

a los Diputados a través de una declaración de procedencia. 

Los Diputados y Senadores, reunidos en una sola Cámara, 

debían erigirse en Gran Jurado pard declarar si había 

o no lugar a la fo1·mación de causa, de las que oc instruyeran 

contra el presidente de la República, y para el mismo 

erecto, cuan(lo se tratara de exigir la responsabilidad 

toda la Corte de Justicio o al Ministro (Art. Hi::., fracc. 

I y I!). 
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. 
De lo ~nterior notamos. que del mis~o mo<lo que en 

el sistema vigente la declaraci6n de procede ne ta ( rcmosión 

del fuero) en tratándose del Presidente de la República, 

requería la concurrencia de ambas Cá:naras, en atención 

a la preminencia de su función. 

Por ·su parte, el Artículo 89 establecía como una 

prerrogativa común a Diputados Senadores, la de ser 

inviolables para las opiniones que vertieran votos que 

emitieran en el desempefio de sus enea reos 1 de s ue r Le que 

en ningún tíempo, ni por autoridad alguna, podían ser 

reconvenidos ni molestados por ellas, so pena de ger cnstiBa­

dos los infractores de tul disµosición ( fracc, : ) . 

Además de que dichos funcionarios no poL![nn ser juzgacloG 

civil ni criminalmente E~~--~!~E~~~--~~E~~~~--~~--~~!~!~~· 
desde el día de nu elecc10n hasta dos nese~ des~ués de 

terminado su' encarea, sino por la Corte Suprema de Justic:a 

(fracc. II). Secón nuest~o entendimien•o el contenido 

de esla alti~a fracci6n, cescartaba e~ ~orma cont~ndente 

la procedencia del .ruicio ?alítico a pesar de que este 

proyecto hace referencia a los cielitos ofic;alez, en ninguna 

parte se deli-:-:ita su conter.~do ni esta.8lece ~l juicio 

político COr7lO la vía necesaria para exigir l"l responsa:.iili­

dad originada en ese ti~o de deli~os. 

La opinión anterior pni·ece cnnfiri.lctrsc con lo di:.;puesto 

en el Artfculo 97, sobre las prcrroga'::ivas del Presiden'::c, 

en los términos siguientes: ''l.- No rnder ser jtizeado 

civil o criminalmente uurdtl~e s~ presi1ILnc1a, ni un ~R~ 

después, sino por la Sunrema Corte de ,ius:1c1a. :1.- tlo 

poder se~ pr~cesado ~~~~i~~l~~~~~--E~~--~~~~:~~-~f!S~~~~~· 
cuando el hecho po:- el cual se le acuse h<l sido au':orizado 

con la fir-na de uno de sus ministros. Excertuánllose: 1.­

Lon caso8 de infracción de:!. Artículo 96. 2.- los deliLuu 

de traición contra l;i i-,,.:eoenden~la nacional, forma de 
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gobierno establecida, y los de cohecho o soborno. 3.-

Los actos suyos encaminados manifiestamente impedir 

que se hagan las elecciones de Presidente, Diputados y 

Senadores, que éstos se presenten a servir sus destinos 

en las épocas señaladas en esta Constitución, a impedir 

a las Cámaras el uso de cualquiera de las facultades que 

tienen por la misma, coartar la libertad que ellas y 

sus individuos deben tener en sus deliberacionen''· 

Por lo que respecta los Ministros, el Art[culo 

104, los sujetaba a la responsabilidad originada por los 

actos del Presidente que refrendaran en contra de la Consti­

tución Federa, leyes generales, constituciones y estatutos 

de los Departamentos. 

El Artículo 112, CU'llplimentaba el sistema de responsn­

bilidadcs previsto por este proyecto, al establecer en 

su fracción I 1 como una atr-ibución de la Corte de Justicía, 

aquella de "Conocer todas las instancia., df' las caus;is 

criminales que se pror:iuevan contra los funcionarios público:; 

a quienes el Congreso o las Cámaras declara:-an con lugar 

a la formación de causa de las civile~; los 

Ninguno de dichos func!onarios puede ser· procesado sin 

que proceda la mencionada declaración'', 

Nuevamente en esta dis;10sición se aprecia un enfasis 

especial en el contenirlo ne•.amente penal fen oposición 

a polític:i' rte la re;,ponsabi.li'~ild rte los fu:ic1onJrios 

pOblicos investidos <le fuero constituclonal. 

En re1teraci6n de lo ya comentado, el Artículo 115 

establec[a que los mi.nic;:ros t.!c la Corte Suprer:ia de Justicia 

y de la Marcial serían juzgados sen ten e i a dos en todas 

las causas civiles y cririnalcs, por el tribunal e!lpecial 
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de que se hablaba en la fracción V del Artículo·· 8·f~. (60) 

h. Segundo Proyecto de C~nsti tuci6n · .p-Olf !=i~~-'.;- :·de-:la· -~Rf:'PÚ­

blica Mexicana de 1842.-

La actitud de un Congreso que revelaba ineumiei6n 

la voluntad antifederalista declara~a por- Santa Anna, 

obligó·a ~ste a emplear una iez más ~u maniobra _mis favorita; 

alejarse de la capital para dirigir y observar los aconteci­

mientos sin responsabilidad de jefe del Ejecutivo. El 

26 de octubre tomó posesión de la presidencia el Gral. 

Nicolás Bravo Santa Anna se marchó a Manga de Clavo. 

La-misma comisión que había elaborada el primer proyecto 

de C_onstitución 1 formuló en fecha de noviembre de ese 

año de 1842, un segundo proyecto, considerando que ésta 

era la forma de transigir entre los pareceres en-contratos; 

la discusión de dicho proyecto, se inició por la asamblea 

?l día 14 del mismo mes. La opinión conservadora y la 

prensa del gob1erno atacaron el proyecto. ''El ~obicrno 

por su parte, expres6 abierta~ente su ir1conforMidad con 

la obra del Congreso. En circular que dirigió a los coman­

dantes generales el 19 de noviembre, el rninis·~ro de '.';uerra, 

Gral. Torne!, les decía que 'el P:-oyecto de Constitución' 

era un Códieo Cle anarquía; que con el nant.o del ¡1rogrcso 

se aceleraba en él la destrucció:l de la soctedad, y conrluci-

ría al triunfo de la cruel intolera~le ueMaeog1a de 

1828 y 1833". ( 61) 

Ial excitativa de 1 eoblerno, provocó que ·:arios V0.C i :105 

de Huejo-.:zingo, en el departamento de Puebla, levantaran 

(60} Cfr. El texto del articulado cor.:entado en Tena Ramírez, Felipe, 
"Leyes Constitucionales de México 1808-1978",0b.Cit. pp.324 a 332. 

(61) ldem. p. 306. 
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un acta el 11 de diciembre, en la que se desconocía al 

Congreso. Inmediatamente, varios Dep~rtamentoe se dirigieron 

al Gral. Valencia, pidiendo· el desconocimiento del Congreso, 

el nombramiento de una junta de notables para formular 

un estatuto provisional y el nombramiento de Santa Anna 

como presidente. 

De esta manera desapareció el Congreso, ya que sus 

miembros rueron impedidos por la fuerza pública para reunirse 

en el salón de sesiones. Sin embargo, el proyecto de Consti­

tución que habían redactado ae considera como un importante 

documento de la historia de nuestro constitucionalismo, 

razón por la cual abordamos su estudio en este trabajo. 

Encontramos en este segundo proyecto de Constitución 

Política de la República Mexicana, fechado en la ciudad 

de México el 2 de noviembre de 1842, las siguientes disposi­

ciones en materia de responsabilidad de los funcionarios 

públicos: 

Artículo 42.- parte conducente- "No pueden ser juzgados 

(los diputados y senadores), civil ni criminalmente por 

ninguna especie de delito, desde el día de su elección 

hasta dos meses después de terminadas sus funciones, sino 

por la Corte Suprema de Justicia 

caso la declaración del gran jurado''. 

pr-:via en el últi~o 

Artículo 73,- ''Cada una de las C&maras puede, sin 

intervención de la nrr<i: 

para decretar las destituciones 

erigirse en gran jurado, 

declarar con lugar 

la formación de causo a los individuos de la otra Cámarn'', 

Artículo 74.- parte conducente "Toca exclusivamente 

la Cámara de Diputados erigirse en gran Jurado para 

declarar si hay o no lugar la formación de causa, en 
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las que se instruyan sobre delitos comunes y oficiales 

del Presidente de la República, de los secretarios de 

Despacho, ministros de la Suprema Corte de Justicia ••• 

y de los delitos oficiales que cometan ••• Los gobernadores 

de los Departamentos por infracción de la Constitución 

o leyes generales, y Ministros del Tribunal que a de juzgar 

a la Corte de Justicia''• 

Artículo 76.- "La misma Cámara (de senadores) se 

erigirá en gran jurado de hecho, para declarar en loe 

delitos oficiales del Presidente, de los Ministros y Gober­

nadores de los Departamentos si son o no reos de los delitos 

por que fueron declarados con lugar a formación de cnusa''· 

Artículo 81.- ''Son prerrogativas de presidente: 

I.- No poder ser juzgados civil o criminalmente durante 

su presidencia, ni un año después, sino por la Suprema 

Corte de Justicia. 

II .- rlo poder ser procesado criminalmente por delitos 

oficiales, cuando el hecho por el cual se cause, ha sido 

autorizado con la firma de uno de sus ministros. Exceptuán­

dose: primero, los casos de infrucción del artículo 80; 

segundo, los delitos de traición contra la independencia 

nacional, forma de gobierno establecido los de cohecho 

y soborno: tercero, los actos suyos encaminados manifiesta­

mente a impedir que se hagan las elecciones del presidente, 

diputados y senadore~, o a que éslo~ se prc~cntcn i1. servir 

sus dcntinog en las épocos RC1laladns en esta Cons'~ituci6n 

a impedir a las Cámaras el uso de cualquiera de las faculta­

des que tienen por la misma coartar la libertad que 

ellas y su~ individuos deben tener en sus deliberaciones 1', 

Artículo C6.- "Los ministros serán responsables de 

los actos del presidente que autoricen con su firma contra 
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la Constituci6n, las leyes generales y las Constituciones 

y estatutos de los Departamentos''• 

Artículo 87.- parte conducente ''Los ministros no 

pueden ser demandados civilmente, ni juzgados por sus 

delitos comunes desde el día de su elección, hasta dos 

meses después de haber cesado en sus funciones, sino ante 

la Corte Suprema de Justicia y previa, en el último caso, 

la declaración de gran jurado''• 

Artículo 93.- 11 Los ministros de la Suprema Corte 

de Justicia no pueden ser juzgados por sus delitos oficiales 

y comunes de que sean acusados, desde el día de su nombra­

miento hasta seis meses después de haber cesado en su~ 

funciones, ni en sus negocios civiles durante el mismo 

tiempo, sino ante el tribunal que se les designa''· 

Artículo 94.- 1'Son atribuciones de la Corte de Justicia: 

I.- Conocer en todas las instancias de las causas 

criminales que se promuevan contra los funcionarios púDlicos 

a quienes lns Cámaras declaren con lugar la for:·1;:ic1ón 

de causa, limitándose a imponer la pena en los casos en 

que el Senado haga de gran jurado de hecho''. 

Artículo 119.- "Toda prevar-icaci6n por cohecho, soborno 

o baratería, las infracciones de la Constituciór1, producen 

acción popular contra los funcionarios p~bl1cos qu~ las 

cometieren''. 

Artículo 138.- ''Todo funcionario pGblico tiene rcsponb~-

bilidad sobre sus faltas contra la Constitución que r:a 

sujeto la residencia y viliita en loG casos forma que 

dispongan las leyes". (62) 

(62) Fuente de los artículos, lomad'1. Lle "Revista ~exicana. de J;,,¡:;ticia", 
Ed. Eopccinl 1 Ob. Cit. 1 pp. 111 a 151. 
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Así encontramos que en este segundo proyecto de Consti­

tución se consideró la sujeción a responsabilidad de los 

altos funcionarios públicos, tanto por del itas comúnes, 

es decir los propiamente dichos 1 cuanto por los mal llamados 

''delitos oficiales'', 

un carácter criminal. 

los que también se les atribula 

Por' otra parte, el proyecto en cueotión confería 

fuero Constitucional los altos funcionarios, situación 

que es justificable en r8z6n de la importantísima Y trascen­

dental función que debían desempei1ar, pero lo que en nuestra 

opinión resulta poco justificable es que dicho fuero, 

no estuviera estrictamente acompañado a la función y ceñido 

en consecuencia al tiempo de la duración de la misma ya 

que de los artículos coment3dos 9e infiere que unn vez 

terminado el tiempo de la función los individuos que la 

encarnaban, continuaban disfrutando durante un periodo 

mayor del fuero Constitucional. 

Asimismo, para la rcmoci6n del fuero de los altos 

funcionar-íos se estableció el procedimiento de declaración 

de procedencia de las Causas criminales por delitos co..,unes 

u oficiales, misma declaració~ que debía de pronunciar 

la Cámara de Diputados en tratándose de cualqui~r alto 

funcionario, con excepción de los propios diputaUos, ya 

que en estos casos la declaración de procedencia correspondía 

al Senado. 

Paralelamente este proce(jimient.0 1 la Cámara de 

Senadores er.igida en jur~do tJe hecho, debía declarar en 

los delitos oficiales del p;esidente de la República, 

los ministros y los gobP.r-nadores de los departarnentos 1 

si eran o no reos de los delitos por los que se les iniciara 

causa, quedando a la Corte de Justicia, la función de 

limitarse imponer la pena. ~n nuestro concepto, este 
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hecho significa un antecedente mediato del juicio político, 

en donde la Cámara de Senadores realmente juzgaba a los 

funcionarios antes mencionados cuando co~etían un delito 

oficial, cuya causa hubiera sido declarada procedente 

por la Cámara de Diputados, pero reservando la imposición 

de la pena en forma exclusiva, para el órgano judic~al 

propiamente dicho. 

Otros dos instrumentos de control oficial sobre la 

conducta de los funcionarios públicos en general, es decir, 

ya no sólo de los que llamaríamos altos funcionarios públi­

cos, fueron contemplados en el Artículo 138, que instituyó 

loe juicios de residencia y de visita, respectivamente, 

confirmando de esta manera la influencia del antiguo sistema 

español sobre esta materia y desde luego de la Constituci6n 

Gaditana. 

Parte fundamental de todo sistema de responsabilidad 

de funcionarios públicos, es sin duda la fir,ura de la 

acción popular, por la cual resulta loable que este proyecto 

de Constituci6n la haya consagrado en forma específica 

en el Artículo 119, representando así una garantía del 

control popular sobre la actuación de los órganos del 

Estado. 

i. Bases Orgánicos de la República Mexicana de 1843.-

Como ya hemos dicho, durante la época centralista 

por la que atravezó nuestro Constitucionalismo, la inestabi­

lidad se agudizó en el país, entraron en juego varios 

factores que hicieron más álgida su situación: los federalis­

tas que manifestaban su dCsílcuerao con el régimen¡ el 

despertar de una tendenc1a monárquica representada por 

Gutiérr'ez Estrada, que censuraba tanto a centralistas 
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como a federalistas; la separación de Yucatán, la violación 

del pacto federal y la deplorable situáci6n económica 

del país 1 provocada por la guerra de Texas y la hostilidad 

del gobierno francés (Guerra de los Pasteles) 1 ocasionaron 

pronunciamientos liberales, re bel iones indígenas, asonadas 1 

etc. Tres son los consti tuyentcs que se reunen en ese 

período relativamente corto, todos ellos buscando la estabi­

lidad del país, el último de los cuales surge cuando un 

ejecutivo provisional 

Nacional Legislativa, 

{Santa Anna) designó la Junta 

como órgano constituyente que a 

través de los decretos de 19 y 23 de diciembre de 1842, 

acordó las "Bases Orgánicas de la República MeY.icana 11
1 

que fueron sancionados por el Supremo Gobierno Provisional, 

con arreglo a los mismos decret,oq, el -;f.., 1 9 ":"l'n 

de 1843, y publicados por Bando Nacional el día 14 del 

mismo mes y año. 

Las disposiciones conducentes a fijar la responsabili­

dad de los funcionarios públicos y al modo de hacerlas 

efectivas, que encontraMos en el documento de Bases Orbánicas 

de la República Mexicana, son las siguien:es: 

Artículo 74.- ''Los diputados senadores no podrán 

ser juzgados en sus causas criminales civiles Curan:e 

su cncaruo y dos meses después sino en la forma preven1 da 

por la Constituci6n y las leycs'1
• 

Artículo 76.- ''Cada una de las CAmaras conocerá de 

las acusaciones que hicieren contra sus respectivos indivi­

duos, para el efecto de declarar si ha o no lugar la 

formación de causa. 

Artículo 77.- ''Cualquiera de las dos C'maras podrá 

conocer en calidad de gran Jurado, para el efecto de declarar 

si ha o no lugar a la formación de causa, en las acusacio:ies 
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por. delitos oficialee o comunes de los Secretarios de 

Despacho, ministí-.Oe'. de --la··, Corte Suprema de Justicia y 

Mar·c1a1-·1 éon9:eje~'os ---de gobierno y de los Gobernadores 

de OepartS.ment·~- .. 

Artículo 78 •- ''Las dos Cámaras reunidas formarán 

jurád~, c~-ó el. ·objeto arriba expresado, en las acusaciones 

contra·-·e{.·PreSldente de la República por los delitos oficia­

leé eSpecificados en el artículo 90, y en las que se hagan 

por lcis delitos oficiales contra todo el ministerio o 

contra :toda la Corte Suprema de Justicia o la :1.arcial 11
• 

Artículo 90.- son prerrogativas del Presidente: ''No 

poder ser acusado ni procesado criminalmente durante su 

presidencia y un año después, sino por delitos de Traici6n 

contra la independencia nacional y forma de Gobierno estable­

cida en es tas bases. Tamp-oco podrá ser acusado por delitos 

hasta pasado un año de haber cesado en sus 

Artículo 100.- "Los ministros serán responsables 

de los actos del Presidente que autoricen con sus firmaG 

contra la Constitución y las Leyes''· 

Artículo 118.- Son facultades de la Corte Suprema 

de Justicia: 

"Conocer en todas las instancias de las causas crimina­

les que se promuevan en contra de los funcionarios públicos 

quienes el Congreso ln~ Cámaras decla~en con lugar 

a. la formación -de causa, y de las civiles de lo:; :-,isrr.os". 

Artículo 197.- "Toda prevaricación por cohecho, soborno 

o baratería, produce acción popular contra cualquier fun-
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cionarlo público que la cometiera 1
•. (63) 

Al considerar detenidamente los artículos que preceden, 

podemos advertir de inmediato, que la protección del fuero 

Constitucional, de que gozaban los altos funcionarios 

públicos, se extiende más allá del término durante el 

cual se ejerce de facto la función correspondiente, por 

lo cual es válido el comentario que sobre este particular 

hemos hecho en otros apartados de este capítulo. 

De los mismos artículos, debemos destacar que en 

tratándose de los miembros del congreso (diputados y senado­

res), no se determina su responsabilidad por delitos oficia­

les, como se hace en el caso de los demás altos funcionarios, 

precis6ndose incluso como delitos de tal naturaleza los 

de traici6n contra la independencia nacional 

gobierno. 

forma de 

También es de hacerse notar que diferencia de los 

proyectos anteriores de Constitución, en las bases orgánicas, 

que, analizamos se cambió el modo de procedencia de la 

causa para diputados senadores (entendiéndose remos1ón 

del fuero constitucional) 1 quedando facul:.ada cada CáP1ar~ 

para eml tir la declaración de procede ne ia desa:ue:-o 

(como la llaman algunos autores), en los casos de lns 

acusaciones presen:adas contra sus respectivas miembr0s. 

Cambiando así el sentido operativo rl~ los proy~cto~ ne 

Constitución de 42, en donde la Cámara de dipu~ados declaraba 

.la procedencia de la causa para los senarlores y vicevers~. 

En otro orrjen de ideas, encontramos injustificada 

la prohibición del Rrt!culo 7A que impedía la procellencia 

(63) Fuente de los artículos tomada de 11 Revisla Mexicana de Justicia", 
Ed. Especial, Ob. Cit, pp. llA a 148. 
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de acciones de naturaleza civil, .contra diputados y senado­

res, dui-ante·. el tiempo qUe gozaran del fuero Constitucional, 

situación que evidentemente ··aeenaturaliz6 la bondad de 

esa institución, misma que en toda la historia de nuestro 

constitucionalismo no ha sido otra, que la de protección 

de la función, y no hacia el funcionario, quien en todo 

tiempo debie!"'a responder por sus actos de carácter civil 

a fin de no crear privilegios indebidos y situaciones 

de excepción que contrarien el principio de igualdad de 

todos ante la ley y entorpezcan el anhelo de justicia 

del pueblo oexicano. 

Hay que decir, en general que los artículos 74 

90 de las Bases Orgánicas del 43, ofrecen una lamentable 

oscuridad en su redacci6n que se traduce literalmente 

en una irresponsabilidad temporal pero absoluta de diputados, 

senadores y presidentes de la República!. 

j. Dict6aen y Proyecto de Constitución Política de la 

República de 1856.-

De conformidad con el Plan de Ayutla, (ra:ificado 

en Acapulco', la convocatoria para el Conereso Constituyente 

fué expedida el 16 Ce octubre de 1855 por Don _1 uan r'•lvarcz, 

utili;.ándose la convocatori:1 del 10 {le diciembre de 41, 

que había favoreciCo en las eleccione~; a la m, .. yo:-ía liberéll 

del ConRreso de 42. Entre las pocas variante~ ~ue se :ntrodu-

je ron esta convocatoria ~e distineuen las ·:e que ~l 

Congreso se reuniría en Dolare:;;: f\1<Jal.go (el 14 de febre;-r:i 

de 56), dispondría de un año par.1 ~u co~ietido y no podría 

ocuparse si:-io la Cor1stituci6i1 y sus leyes orgánicrl.u, 

así como e:'l la revisión de los actoti de la administración 

de SANTA AN'.tA y de la iterina emanad.i de la revolución. 

La convocatoria fué modificada posteriormente por 

decreto de Comonfort, en el punto relativo la sede del 
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Congreso, mismo que finalmente se r"euni6 en la Ciudad 

de México, el 17 de febrero de 56 y al día siguiente celebró 

la solemne apertura de sus sesiones. 

Los moderados pr-evalecían numéricamente en la asamblea, 

pero los puros ganaron en el primer momento las posiciones 

dominantes. Tres de ellos fueron electos por aclamación 

durante la sesión preparatoria para integrar la directiva¡ 

como presidente Ponciano Arriaga y Olvera 

secretarios. 

Zarco, como 

La comisión de Constitución debía componerse de siete 

miembros propietarios y dos suplentes, cuyos cargos se 

·nombraron de la sig1;iente manera; como propietarios, Arriaga 

'de Presidente, Mariano Yañez, Isidro Olvera, .José M. Romero 

Díaz, Joaquín Cerdoso, León Guzmán 

Echánove: como suplentes¡ José M. Mata 

Pedro Escudero 

José M. Cortez 

Esparza. En la comisión así integrada predominaban los 

moderados 1 pues además del presidente sólo estaban concep­

tuados como puros Guzmán, Mata y Olvera, por lo que Arriaga 

insatisfecho, obtuvo que en la sesión c!el 22 de febrero 

se agregaran a la comisi6n otros dos rnie.-~ros , cuya elección 

recayó en los puros acampo y José ~- del Castillo Velazco. 

De esta manera, mientras la asanblea revisaba los 

actos de la administración anterior· y de la nueva adm1nislra­

ci6n1 y trataba los problemas del día, suscitados princi?al­

men~e· por las rebeliones opuestas entre sí 1 la Comlsi6n 

prepa~aba el proyecto que se le había encomendado. 

Un hecho noto~io fué el expresado por Arriaga al 

Congreso, el día 8 de ¡;iarzo, en el sentido de que en el 

seno del Congreso se hab[an pr-esentado "grandes dificultades 

al tratarse de los artículos relativos a materias religiosa5 1 

a la organización política del Distrito al deslinde 
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·de la facultad legislativa'' en esos momentos ya habla 

acuerdo de los miembros de la Comisión para proponer la 

existencia de una sola Cámara y ocupaba su 6.nirno principal­

mente la cuesti6n de las responaabilidades. Por fin el 

16 de junio el Presidente de la Comisión dió lectura ante 

el Congreso a su dictámen "cuya parte expositiva fué acogida 

con vivas señales de aprobación'', seg6n palabras del diputado 

Don Francisco Zarco, quien llevaba le crónica de las sesiones 

en el periódico 11 El Siglo XIX''. 

El dictámen, que comprendía la parte expositiva y 

el proyecto de Constitución, fué firmado por cinco comisio­

nados propietarios y dos suplentes: Arriaga, Yañez, Guzmán, 

Escudero y Echánove, Castillo Velazco, Cortés Esparza 

y Mata. De ellos, Escudero lo suscribi6n ''a reserva de 

votar contra diversos puntos capitales''· Por parte, 

Olvera presentó un voto particular del que conoció la 

asamblea en sesión del 23 de junio. El •l de julio corrienzó 

la discusión del dictámen en lo g"neral y el e se declaró 

suficiente~ente discutido por 93 votos contra 5. Al día 

siguien':e inició la discusión de los artículos en par-

ticular. (64) 

Dada la importancia de los conceptos que en materia 

de Juicio Político quedaron inscritos en el texto del 

dictámen emitido por la Conis1ón de Constitución, en fecha 

16 de junio de 1~56, continuJ~ión reproduciremos el 

fragmento más significat1vo en torno a la ~aleria: 

Sexagésimo párrafo del dictá~.1en.- y pasamos 

a hacer algunas in1licac1ones del juicio político que es 

(64) Cfr. Ten<s Hamírez, F'eltpe "Leyes fund;i:nentales de México 1808-1978"
1 

Ob, Cit. pp. 595-6. 
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también una de las grandes novedades que se introducen 

en nuestro régimen de gobierno. 

Sexagésimo párrafo.- Mas ta hoy la responsa~ilidad 

no s6lamen te de los al tos funcionarios de la Fe de rae i6n, 

sino también de sus agentes inferiores, ha sido ineficaz, 

imposible. De un lado la influencia de ellos, f'ortificada 

tras de f'6rmulas dilatadas y embarazosas, del otro, 

la dificultad nacida de complicar la suspensión o destitución 

del funcionario acusado, con la pena común o criminal 1 

han hecho que unas veces el jurado de acusación tema declarar 

la formación de causa y otra!i el de culpabilidad, on el 

de sentencia, se resisten a calificar el hecho, a la aplica­

ción de la pena. Si el Juicio Político no se co:itrae exclu­

sivamente a los delitos de est'! género, sino c¡ue comprende 

también cualesquiera otros, con tal de que hayan sido 

cometidos en el ~jercicio de las funciones oficiales, 

tiene por lo menos, la ventaja de que su sentencia debe 

limitarse a retirar del poder·, de las funciones de su 

encargo, al funcionario acusado, !"'educiéndolo a la condición 

de individuo particular, sometiéndola los tribunales 

ordinarios para el castido de los delitos comúnes en que 

haya incurrido, o bien par-a la indemnización de los perjui­

cions que haya causado. 

El Juicio Polftico es, además, el juicio de l<t opini6n 

de la conciencia ¡iública, pues sucede ~recuente~ente 

en todos los gobiernos, que sin que un Magistrado o ministro 

haya incurrido en delitos ¡>alpubles notorios, que se 

puedan calificar probHr en 11n proceso con todas sus 

formas, por omis1on":S por 

otras causas negativas, tia perdido la confianza popular, 

infunde recelos sospechas 1 es un estorbo las n'!joras 

progresos, guarda una conducta, sigue una política 
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incompatibles con la tranquilidad, con las instituciones 

o con el bien del país. 

político resuelve las 

En todos estos eventos el juicio 

dificultades, porque reducido a 

un objeto sólo, el de quitar el poder al responsable, 

una vez obtenido ese objeto, la sociedad sale del conflicto 

y el orden se restablece. 

Añádase a todo ésto, que la sentencia en un estricto 

juicio politico no infama, no irroga perjuicio, no causa 

un daño irreparable, sino es la destitución o la inhabilita­

ción para ejercer otro cargo, es decir, una infamia, un 

perjuicio o daño del orden político. 

Scptuagéni~o párrafo.- Sois inepto; no mere seis la 

confianza del pueblo; no debeis ocupar un puesto ;::iúblico¡ 

es mejor que volvaís a la vida privada. He aquí lo que 

en resumen dice una sentencia del juicio político 1 sin 

impedir por eso, . que los delitos del orden común sean 

juzgados, y castieados por la jurisdicci6n o:--dina:ia. 

El voto del pue:::ilo no es infalible; sus esperanzas_ pueden 

frustrarse, venirle males imprevistos de quien le prometió 

crecidos bienes y es lógico y muy injusto que por un medio 

legal, sin conmociones ni turbulencias, pueda retirar 

el poder a su delegado. Así, el castigo será, si se quiere 

más leve¡ pero en todo caso más seguro. Así, los encargados 

de las funciones públicas son más fieles 

en el cumplir.liento de sus deberes". (65) 

más celosos 

Enseeuida, los párrafos septuagésimoprimero a septuagé-

simosext¿ citnn la cloct1·1na de algunos de los auto~es 

que al estudiar el conutitucionalismo aneloa~erican&, 

(65) "Revista Mexicana .d~ Justicia", Ob.Cit., pp. 152-3. 
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han tratado la materia (Story y Tecquevillc), misma doctrina 

que nosotros revisaremos en otro apartado de este trabajo. 

Finalmente, el párrafo septuagés i r.;osep ... imo del die támen 

aolamente mani restar que, en cuestión expresa: 1'Resta 

una vez acordada la supresi6n de la cáma:-a de senador~s, 

ejercerá su::; HLribuciones como jurado de sentencia, el 

congreso de la Unión, nccesi tándose para fallo condenfl-

torio las dos terceras partes de votos de los diputados 

presentes: que el jurado de acusación se for111ar·á de los 

ciudadanos elegidos al efecto por las legislaturas de 

los Estados, y no tendrá sesiones sino solamente un mes 

en cada año, para tomar 

acusaciones que le dirijan. 

consideración y resolver las 

Así, estos ciudadanos, extraños 

en cierto modo las tempestades que siempre a;:.; l tan 

en 

la 

los grandes 

influencia de 

focos 

las 

de actividad política, libres de 

pasiones populares del con::agio 

de los partidos, sin espíritu de cuer;:o, ni aspiraciones 

de otro género, tendrán en su favor, :.;1 :--10 :.odas las se¡;u:·i-

dades, fue!·tes pr'!sur.ciones al menos de independencia, 

justificación o inparcialidad. Y no e~er::erón sus a!J¡;u3t::i5 

y respetables funciones sino por espacio de un mes i;;pro­

rrogable, a fin de que las acusaciones y juicios políticos, 

realmente garantías de gobierno republicano y libre, 

nO se convi~r::.an en amenaza continua, en -.o:ivo Lie ag1~ación 

perpetua, en arma per~anente de sedición y ~e escándalo. 

Por lo que hace al Proyect.o de la Cons:itución Política 

de la República :.:exicana, encont.r~anos ·.·dr·ig~ diti¡:,osici.ones 

en torno al juicio político '' al proce·~1~1ent.o de su s:.Jst;in­

ciación, las cuales esencialmente ~r~:culan lo se~alado 

en el dictámen ~ludido, 

Así encontramos corrio regla general que: 11 Estos sujet.05 

al juicio político por cualquier falta abuso cometido 

en el ejercicio de su en.::ar¿:o: ~os Secretarios del Despacho, 



117 

los individuos de la Suprema Corte de· Justicia, los _jueces 

de circuito y los demás funcionarios públicOs· 'de la Federa­

ci6n cuyo nombramiento sea popul~r. El presidente de la 

Rep~blica, está sujeto al mismo juicio para los propios 

delitos y por otros graves del orden coman 1
'. 

El Artículo 106 expresaba: 11 Para la sustanciación 

del juicio político habrá jurado de acusaci6n y de sentencia. 

El jurado de acusación será compuesto de un individuo 

por cada Estado, nombrado por las legislaturas respectivas 

pagado por el Estado''· 

El Artículo 107, poreceptuaba: 11 El jurado de acusación 

se reunirá en el lugar de la residencia de los poderes 

federales, una vez al año y durante un mes, que será el 

correspondiente al primer período de sesiones del Congreso. 

A este jurado deberán presentarse las quejas ciue por actos 

en el ejercicio de sus funciones, hubiere contra los funcio­

narios públicos y los datos que las comp_..•_¡e~e:n. El jurudo 

se encargará de examínarlas 1 oyendo al funcinnDrio contra 

quien se refieren la acusaci6n tendrá efecto cuando 

los dos tercios de los micmtJros del jurado declaren que 

hay lugar a ella. La declaración de haber lugar a la acusa-

ción contra un funcionario público, produce 

la suspensión del acusado··. 

el acto 

Artículo lOS.- ''Será jurado de sentencia el Congreso 

de la Unión y conocerá de las acusaciones que le dirija 

el de acusación, en su fallo se li~i~ará absolver 

a de:::1tituir al acusaao. En los i.:aso.!l g1·ave5 µot!r-á dcclL1:-:i.rlo 

incapaz de ob~0:1e!' e11¡-:-le0 o cargo de honor, de confianza 

o de provee tia que oependen de la Federación. En to Jo caso, 

el funcionario condenado queda sujeto ser acusado y 

juzgado conforme a las leyes, nnte los tribunales ordinarios'' 
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Ai-tículo 109.- 11 Pera el fallo condenatorio se necesitan 

dos terceras partes de votos de los individuos presentes. 

Cuando el acusado sea el Presidente di la Rep~blicn, presidi­

rá sin voto el presidente de la Suprema Corte de Justicia". 

Artículo 122.- '1 Los tribunales ordinarios conocerán 

de ·1as acusaciones que por delitos comúnes presenten 

contra los Secretarios del Despacho, los individuos de 

la Suprema Corte de Justicia, los Diputados y dem§.s funcio­

narios pllblicos de la federación, de nombramiento popular 

excepto el Presidente de la República¡ pero ningún proceso 

comenzará sin que la parte agraviada haya obtenido previaMen-

te licencia del Congreso, 

del~gobierno 11 • (66) 

en sus recesos 1 del Congreso 

De tal guisa, los documentos antes referidos sientan 

un insuperable precedente del constitucionalismo mexicano 

en ,cuanto a la institución que fué nominada ya, con toda 

prioridad como ••Juicio Pol!tico 1', cuya concepci6n y proceden­

cia exp.resamente atendi6 a la influencia de la Constitución 

norteamericana. Otorgándole as r dicha institución, el 

verdadero sentido y carácter que más tarde habremos de 

analizar. 

Es evidente que el juicio polí:ico contemplado por 

aquellos documentos, presenta algunas aifcrencías de tipo 

formal con el que es contemplado por nuestro tP.xlo consti­

tucional actual, más dichas distinciones no varían la 

esencia de la fir,ura ~ue se expresó en los referidos 

documen~os constitucionales. 

(66) fuente del articulado; Tena Hamírez, Felipe 1 "Leyes Fundamentales 
de México, 1808-1978", Ob. Cit. 1 pp. 646 a 649. 
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k. Consti tuci6n Política de la República Mexicana de 
1857.-

Después de haber sido ampliamente discutido su dictlimen 
y proyecto, el día 5 de febrero de 1857, fué jurada la 
Constitución, primero por el Congreso, que en esos momentos 
estaba integrado por más de 90 representantes y, después 
por el presidente Comonfort. La asamblea constituyente 
clausuró sus sesiones el 17 de febrero el d[a 11 de 
marzo fué promulgada la Constituci6n. 

Los nuevos poderes federales quedaron instalados; 
primero el legislativo el día 8 de oc:ubre y luego el 
ejecutivo y el judicial el lo. de dicier:ib:-'C. La presidencia 
de la República recayó nuevamente en Cor..onfo;t, cuya popu­
laridad obligó a retirarse Don Miguel Lerdo de Tejada, 
que figuraba corno candidato de los puros a ese cargo. 
En los comicios se eligió a Don Benito Juárez co~o presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, cuyo cargo tenía aparejadas 
las funciones de vicepresidente de la Repahl1ca. 

Una vez que Comonfort pasó de presidente sustituto 
a Constitucional, se arraigó en su ánimo la convicción 
de que no se podía e,obernar con la nueva carta Constitucio­
nal, fundamentalmente porque las r~for·mas en materia religio­
sa que desde la discusión del proyecto hat.dan ocupado 
tanto tiempo y oriRinado tantas contro·1ersias 1 terninaban 
siendo contrarias al sentir general. Este hecho, aunado 
a los pronunciamientos que estallaoan ::or todds partes 
caracterizaron '~e titubeante el 6nino del presidente a 
quien algunos de sus colaboradores le suHer·ían que diera 
un eolpe de estado. Sin embargo, su indecisión lo más 
que per-miti6 fué que el 17 de d1cie1:1bre el General Zuloaga 
se pronunciara en Tacubaya de acuerdo un plan de los 
más usuales¡ Desconocimiento de la Constitución, reconoci­
miento de Comonfort, convocación a un nuevo Constituyente. 

Asi las cosas, la guarnición de la Capi'...al y el Goberna­
dor del Distrito secunclaron el plan, ~1 Ayunta~1ento y 
varios ministros renunciaron, en tanto que .luárez y Olvera 
fueron mandados a pr1si6n. El rlía 19, el presidente 
Comonfort se adhirió al Plan de 7acuoaya, pero Zuloaga 
que desconfiaba de su espírit11 vacilante y, te~iendo que 
se entrecara a los radicales. lo dcscon\"ició el 11 de enero 
de 58. Comonfort rcqui.r-i6 el auxilio d'! los puros y puso 
en 11oertad a Ju6rez, quien marcnó al interior, asumió 
la presidencia de la República reivindicó lR vigencia 
de la Constitución de ~7. 

La lucha forr.rnlizó en la ca;Ji tal fueron los 
j6ve11es milita~es del bando conservador; Luis Orozco 
Miguel Miramón, quienes dieron la victoria al General 
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Zuloaga. El 21 de enero, Comonfort abandonó la ciudad 
de México pB•"'a dirigirse a Veracruz y de ahí a Norteamérica. 
En fecha 23 de ese mismo mes, Zuloaea fué designado presiden-
te provisional por el bando conservador. Comenzaba la 
guerra conocida como de los Tres Años, (67) 

En otro orden de ideas, debemos considerar que en 
la Constitución de 57 1 se mezclan dos propósitos fundnmenta­
les; por un lado, destruir, demoler y acabar con el ideario 
del bando conservac!or y po!" el otro 1 reconstruir, orgonlz.ar 
y establecer el gobierno nacional con el mecanismo más 
adecuado para su armonioso funcionamiento y la aplicación 
de la reforma social. 

Para lo primero se requerían convicciones absolutas, 
acción, energía y pasión; para lo segundo se necesitaba 
reflexión, lógica, serenidad y criterio para llee,ar a 
aoluciones justas sobre la problemática de su tiempo. 
No debemos olvidar, ademis, que esta obra fu~ redactada 
a raíz de una revoluci6n que habfa encendido panione~. 
situación que influyó r.~ucho en su espíritu, pues no se 
cont6 con la tranquiídad de que debía r,ozar un constituyen:e. 

De cualquier manera, y pese a los errores que frecuente-
mente se le han señalado a esta Carta Constitucional, 
ella es sin duda aleuna la verdadero. Constitución de 
la República, pues en gu articulado se consagra la organiza­
ción de los ele~entos que entran en la formaci6n, estabilidad 
y funcionamiento de los po<le:-es públicos las garan,_ías 
indlviCualcs, base de las ins':ituciones sociole::; r:e nue::;t:·os 
dí es. 

Por ot:·o lado, es di,r,:io de 5e:-- ~lo,eiado este códi:.:.o 
fundamental, especialmente por proclamar los derechos 
del hombre, y por expresar la necesidad d~ con ta~ con 
un nedio 1ue pcrmiti~ra hacer efectivas las r,arontías 
indiviauolea, pues no bastaba su si.:nple enunciación y 
prec1sa .... en':e so:,re este ¡-iart:cular se recor,ieron las ideas 
expresadas desde 1F:!·i7 por :Jon ;.:ariano O':"ero. De Clita r.10.nera, 
el Articulo 101 d~l Ordeno.miento que nos ocupa, instituy6 
el Juicio de Anµaro como ~enio para materializar ese objetivo 

Concretan~nte y en cuanto a la materia de este anfilisis, 
es de obser~artie que la Consttt~ción de 57, sí Jcci~6 

un ·titulo especi.nl pare el tratamiento <le las prevenciones 
baJO li15 cuales debe.rín operar la responsa~1i l idad de los 
funcionarios pú:-;li..::os. El tí:ulo en cues:ión es el cuarto 
de f'!sa Con!.;tit.uc.1.ón y est.aha intecrado en forma sistemática 
por ~eis artículos¡ del :.03 al 108, nisr.ios que :;, la letra 
exprt::;auan: 

T67f-Cf;.-TCñclña:ñírez, F'elipe, "Leyes Fundamentales de México 1808-1S178" 
Cb.Cit. pp. 604-6. 



121 

''ARTICULO 103.- Los diputados del Congreso de la Unión, 

los individuos de la Suprema Corte y los Secretarios del 

Despacho, son responsables por los delitos comunes que 

cometan durante el tiempo de su encargo, por delitos, 

faltas u omisiones en que incurran en el ejercicio de 

ese mismo encargo. Los Gobernadores de los Estados lo 

son igualmente por infracción de la Constitución y leyes 

federales. Lo es también el Presidente de la República, 

pero durante el tiempo de su encargo sólo podrá ser acusada 

por delitos de traición la patria, violación expresa 

de la Constitución, ataque a la libertad electoral y delitos 

graves del orden común. 

ARTICULO 104.- Si el delito fuere común, el Congreso 

erigido en gran Jurado declarará, a mayoría absoluta de 

votos, si ha o no lugar a proceder contra el acusado. 

En caso negativo, no habrá lugar ningún procedimiento 

ulterior. En el (caso) afirmativo, el acusado queda por 

el· mismo hecho separado de su encn:"'go y sujeto a la acción 

de los tribunales comunes. 

ARTICULO 105.- De los delitos oficiales .conocerán: 

El Congreso como jurado de acusación, 

de Justicia como jurado de sentencia. 

la Suprema Corte 

El jurado de acusación t~n~i·á por objeto d~clurnr 

a mayoría absoluta de ·-1ot.os sl el acusl1do e:> o no culpable. 

Si la declaraci6n fuere absolutoria, el funcionario continua­

rá en el ejercicio de su encareo. Si fuere condenatoria 

quedará inmediatamente separado de dicho encargo será 

puesto díspua~ción c:c la Suprcr-:¡i Corte de ~ru~¡ticia. 

Esta en tribunal pleno, y erieida en jurado de sentencia. 

con audiencia del reo, del fiscal del acusador, si lo 

hubiere, proceaerá aplicar a mayoría absoluta de votos, 

la pena que la ley designe. 
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ARTICULO 1Ó6·.--· Pro--nunciad8 una sentencia de responsabi­

lidad por deli~os oii~iaies 1 no puede concederse al reo 

la gracia d~l. indult6. 

ARTICULO ro?.- La responsabilidad por delitos y faltas 

oficiales Sólo podrá exigirse durante el período en que 

·e1 funcionario ejerza su encargo y un año después. 

·ARTICULO 108.~ En las demandas del orden civil no 

.hay fu~~º• ni inmuriidad para ningan funcionario 1
'. (68} 

,·Es inme-dfatamente notorio que la Constitución del 

57, .difiere substancialmente en la redacción de au articula­

do en me'teria de responsabilidad <.le los funcionarios púhli-

cos, con respecto las dispoaiciones que sobre dicha 

ma~-eria se preveían en el Proyecto de Constitución Pol!tica 

de fecha de 16 de junio de 185ti; en principio por desusar 

la exprcsi6n ''Juicio Político'' para denominar el proccdimien-

to que se instituía para hacer efectiva la responsabilidad 

por delitos oficiales de los altos funcionarios p~bltcos 

y además por cambiar la rad1cac1ón del jurado de acusacio:-1 

(en la substanciación este procedimiento),. de un jurado 

de naturaleza especial formndo po~ un mie~bro de ceda 

uno Cle los Estados ren el ;:-royect.o) 1 al Cong:-eso de l"' 

Uni6n en la Constit~c16n ~~finitiva. De igual modo, la 

Cnrta Fund~~ent~l en cue3ti6n trasladó las atribuciones 

del !urado de sentencia léi Suprc>.-:a Co:te t!e Just1c10, 

difiriendo de esta manera del proyecto, que or-i¿inalr.iente 

las encomendaba en fo~ma µor ¡iemás precisa al propio Congreso 

de la Unión. 

Por otro lado deben.os comentar 50brc la Constir.uci6n 

que analizarnos, que ésta, instituyó un procediniento de 

(68) !de~. pp. 624-25. 



123 

tipo ambivalente, por cuento separó expresamente los delitos 

de orden coman, de los delitos oficiales, cometidos en 

vía de acci6n u omisión por los altos funcionarios de 

la Federación, de ahí que en tratándose de los primeros 

el Congreso de la Unión convertido en Gran Jurado debía 

declarar la "Procedencia" de la causa (entiéndase remosi6n 

del fuero constitucional) a fin de que los ~ribunales 

ordinarios ~udieran imponerle al funcionario acusado la 

sanción co!":-espondiente al delito perpetrado . En tan~o 

que los deli~os o faltas oficiales debía conocer el Congreso 

como jurado de acusación, limitándose declarar si el 

acusado o no culpable (situación que a nues':ro juicio 

implica necesariamente el juzgamiento mismo del acusado), 

de manera que en caso afirmativo, el efecto de la declaración 

eru el de suspender al acusado en el ejercicio de sus 

funciones, si~uaci6n que conlleva la remosión ~1sma del 

fuero consti~ucional, fin de que la Suprema Corte de 

Justicia, 

encontrado 

disposición de la cual quedaba el f·.i:icionario 

culpable, puñiera imponer la pena orevista 

por la ley 'el texto constitucion<il omi-c:ó señala:-la expre­

samente), ag::>tando al efecto lau formalidades de un procedi­

miento comú:-i. 

En o~rc punto de nuestro aná·11sis, consideramos que 

lo µreceptliado por el 1\rtíc: . .do 106, re•1ela un claro antece­

dente del :ontenido actual del párrufo sépti~: (en 3U 

última p<1rte"-, del Arr.[culo 111 Consti':ucional; que niega 

la posibliC:,-; dt indultdr al reo que ~q sido se-nt.enciaao 

condenatoria-ente por delitos propiamente dic!1oti. 

De ig:.Jal modo, el término de prescripci :1n fijado 

por 1 a primera porte del vigente Artículo 114 Constitucio-

nal, que se refiere a que el "procedimiento :Je juicio 

pol[tico sólo podrá iniciarse durante el periodo en el 
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que el servidor póblico desempeñe su cargo y dentro de 

un aílo después'', encuentr~ su fiel antecedente en el Artículo 

107 {69}, s6lo que en lugar de la expresión Juicio Político 

utiliza la de delitos y faltas oficiales. 

Finalmente, hacemos notar que un tercer elemento 

de nuestra Constitución ac~ual que encuentra eco Je 

antecedencia en la de 57, es el contemplado por el párrafo 

octavo del vigente artículo 111, mismo que refiere ''En 

Demandas del Orden Civil que se entablen contra cualquier 

servidor pablico no se requerir6 declaración de procedencia''. 

Situación que nuestro juicio resulta obvia, si rartimo~ 

de la idea de que la protección del fuero constitucional 

está dirigida estrictamente 

del alto servidor público no 

la función constitucionul 

los a-::tas particulares 

que celebre dicl10 servidor. De cualquier manera esta prcmisH, 

en nuestra opi.nián, resulta más comprensible con la redac-

ci6n del Ar~ículo 108 (70). de la Co~stituci6n del 57. 

l. Reforma de 1874 a la Constitución Política de 1857.-

Durante la presidencig de Do~ Sebastlán Lerdo de 

Tejada, quien sucedió Don Benito J~árez en el poder, 

se iniciaron y consumaron dos innort.antcs serie;; ce .. 1dor-ias 

a la Const1tución de 1So:::7. La primeca consi5::ió en llevar 

al cuerpo de la ley sunre~.,:1 los pr1nc1p1os a•; las L~yec; 

de ;e forma, quu has~a cn:once~ habian esta1:0 al n1~r~c~ 

del texto constitucional, prinr:ipaln~n·e porque afc~taC•·•:1 

varios de sus articulos, sin que huh1era tnterveniJo 

{69.1 A virtud de hacer juscicia creer·os digno de mer.s1onar, que !J 
redacción del Artículo 107, de la Constitución de ~~7. se debió 
a Con ~·:arcelino Cas.tañed<1, quien la presentó an~e el Congre!;o 
Constituyente, el 29 de diciembre de 185t., co~o adición al proyecto 
de responsabilidad de los tunc1onarios. pUblicos. 

(70) La redacción del Art. 10&, de la Constitución de 57, fué presentnrla 
por Don Feo. Zarco, antP. el Congreso Consti tuyen•.tt, el ?9 de 
diciem~re d~ 15:,6, co1'10 adición al fH'oyecto de rc;;ponsahil idadeo. 
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para la reforma, el árgano idóneo que la propia Carta 

Magna señalaba; la l.ey de Adiciones Reformas de 25 de 

septiembre de 1873 1 las llevó a cabo por más que al hacerlo, 

no expresaba los artículos constitucionales qu-:? re-forr.iaba. 

La otra serie de reformas estuvo contenido en la ley de 

13 de noviembre de 1874, que realizó por el cause constitu­

cional varias de las reformas que ya habían sido proyectadas 

en la circular del 1.:1 de agosto de 1867, c1ocumento que 

fué suscrito por el propio Lerdo de Tejada, entonces en 

su calidad de Ministro del Gabinete Juarista, mism0 docu~cnto 

que se expidió conjuntamente la ''Convocatoria para la 

elección de los supremos poderec; feder::.ile~;", -1ue en la 

misma fecha señalada emitió el Presidente Juit.rez. (71) 

En virtud de la segunda serie de refo!"mas constituciona­

les del 13 de noviembre del 74, fueron modificados los 

artículos 103, 104 y 105 de lo Constitución de 51, centrándo­

se fundamente el objeto de la refor;;.a en el resta:>l<?<:imiento 

del Senado consecuentc~ente en el serialam1en~o d~ ~us 

atrit:tuciones y iacultades, en torno al !"é8ir.ien oe responsa-

bilidad de funcionarins ~ablicos que 

artículos reformados. 

preveía por los 

Esp~cialmente, la redacción del Artículo 103 de la 

Consti~ución. de 57, no sufri6 alteración aleuna, sólo 

adicionó primel'amente, incluyendo los senñ ':!or-es como 

suj~tos ~e responsaLiliu.1J por oel1tos comunes cometidos 

duran'te su encargo ¡io!" los deli~os, !'al:as o.11i ::i ior1e~ 

en que pudieran incurrir en el ejerc1cio de elie mis110 

encargo, es decir, en !.os m .... smos tér~·inos y alcan1:.;.s fijados 

orig'l.:ialrn~nte para los dc111ás flJncionar1os púol icos de 

alta jerar"quía. En segundo lur,ar, se adir:ionó a es·~e mismo 

( 71) Cfr. Tena Ramí rez, Felipe, "Leyts Fundamentales de México 1 BOA-1 ~l78" 
Ob. Cit, p. 6~2. 
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artículo un párrafo completo que textualmente indicaba: 

ºNo gozan de fuero constitucional los altos funcionarios 

de la Federación, por delitos oficiales, faltas u omisiones 

en que incurran en el desempeño de algún empleo, careo 

o comisión pública que hayan aceptado durante el per{odo 

en que, con forme la ley, se disfruta de aquel fuero, 

Lo mismo sucederá con respecto a los delitos comúnes que 

co111etan durante el desempeño de dicho empleo, cargo o 

comisi6n. Para que la causA pueda iniciarse cuando el 

alto funcionario haya vuelto a ejercer sus funciones propias, 

deberá procederse con arreglo a lo dispuesto en el Artículo 

104 constit11cional''• (72) 

!..a consecuencia inmediata que se infiere del párrafo 

anterio1·, es aquella ~:i:: que no se requerirá "Pcclaración 

de Pr-ocet.Jencia" de la Cám.ira de Diputados para proceder 

penalmente contr-a alguno de los altoH f11ncionarios contempla­

dos en la primera parte del propio articulo 103, cuando 

el carácter delictivo de su conducta se originara en hechos 

ocurridos en el tiem~o en que se encont~ar.1n s ~q -id· 

ahí, que en nuestra opi;-.:6n, el párrafo en cues:.ión const1-

tuye un antecedente in~ediato de la prevención conten~da 

en el vigente Artfcalo 112 :onstitucional. 

E:n cunnto al Articulo io.: ce la Constitúción tle ~7, 

cuyo texto orq~inal ;evisarnos su oportuninad, sólo 

fué refo:-rrtado cono v:1<t con$e~uP.ncia :~~;-=c·:1 ,;~ :1ab0:·sc 

implantado n ... ·cvarn.er1t~ el sistema h1c;1merfl.l. f\SÍ obser-vanos 

que en este precepto se sustituyó al cOngr~so í)or· la Cám:Jr-a 

de Dipu:ados como el ó~gano que ~abría de erigirse en 

"Gran ~·uraao" para declara:·, mayoría ao~olu•.a de .Jatos, 

(72) ''ílevis~·;1 Mexicana de Justicia", Ob. Cit. p. 119. 
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si había lugar o no a proceder contra el al to funcionar t 

que fuera acusado por delitos comúnes, Es decir, que con 

la Reforma de 1874, el Congreso (antes unicameral), quednrf.1 

integrado por diputados y senadores, haciéndose necesario 

precisar las atribuciones de unos otros, resultando 

así pnra los primeros, aquella de constiLuirse en gran 

jurado para declarar la procedencia de una causa pP.nal 

{entiéndase rcmosión del fuero constitucional). Bajo este 

~ismo tenor, operó lo reforma rtel Artículo 105, en el 

cual se substituy6 al Congreso por la Cámara de Diputados, 

como jurado de acusación, y a la Suprema Corte de Justicia 

por la Cámara de Senadores, como jurado de sentencia, 

ésto era en tratándose del procedimiento relativo los 

delitos oficiales de los funcionarios públicos. Por lo 

derná3, este artículo permaneció sin nin[",unn variante, 

respecto a su redacción origi:1al en la Constitución de 

57, pero cabe destacar que P.n ese entonces tal disposición 

no encontraba operatividad aplicativa, pues seRalaba que 

el jurado de sentencia (en esa época a cargo de lri Suprema 

Corte de JiJsticiai, en su mornen·o p:-ocederín aplicar 

la puna designada por la ley, pe:-o esta ley no fué publicada 

sino hast<i el día rie novicr:ibr·e ,Je lU/'_.' 1 y la cual 

habremos de referirnos en el momen~o oportuno. 

Finalmente, hemos considerado prudente ci :ar e:l f!St:e 

inciso, la opinión del ilustre r-'.ai:.~t:·o JU!ctor ¡;'ix-Zamudio, 

sobre la influencia extranjera qu~ ':?n Materia de responsabi­

lidad de funcionarios pGblicos registraron :anta la Constitu-

ción de 57 como Pef11rma de 7t.. F.l ci lodo na.cstr-o no~ 

cor:ibin6 el siStí!ri.<1 nor~r!;ine~icano ::n~ el e:::;¡iañal, virtud 

de que los Artfculns ltl3 1oe disponían que ln~ c.11 tos 

funcionarios de la federación, así los eobc~nariores 

de los Egtaaos, podían ser acusados antf:: el Concrcso de 

la Unión (entonces 1Jnicamerhl) por las infraccionc~ cc~etidaD 

en el ejercicio de su cnrgo, y s1 se cnnsideraba culpable 
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al acusado por mayoría absoluta de votos, era puesto 

disposición de la Suprema Corte de .:usticla, la que 

correspondía e>:clusivamente aplicar la ;:ena correspondiente 

de acuerdo con el veredicto del Congreso. Al restílblecer!:ie 

el Senado, en las reformRs constitucionales de 13 de noviem­

bre de 1874, se encomendó a esta segunda Cámara la función 

de aplicar la sanción penal, sin pode?"' revisar la sanción 

de la Cámara de Oiputados sobre la culpa3ilidad del funciona­

rio procesado, con lo que de cierta manera se adoptó el 

régimen británico". (73) 

m. Mensaje y Proyecto de Constitución, dados por Don 

Venustiano Carranza en 1916.-

Fueron muchos y muy importantes los acontecimientos 

políticos 1 sociales ocurridos en e¡ escenario nacional 

desde el inicio de la Revolución, ~as:a la promulgación 

de la Constitución del de febrero de 1917, pero por 

estar fuera del propósi'.o de este ~!"'abajo, O!T"oltircmos 

el particul~r estudio de esos fen6nenos. 

sólarnente, en cuanto a ln refor1r:u soc,;.al 

Come:r.taremos 

que aprec.,iaba 

el movimiento revolucionario, que ant.es de la promul¡;ación 

de la Cons~ itución de 17, P.Xistió 

pr-econstitucion<:il duran:.e el cual 

sinnúmero de refo:---as, bajo 

período denominado 

f~e!"'ot1 realizadas un 

la consideración 

existente de que la vil:-;:-1c!;-l de ln ::onst1tución S7, 

esteba en s1ispenso, pero al mismo • ie:-p".) y como su no1:ibre 

lo indicn, se tratuoa de 1Jn período ~ue O)l""P.cedfa al retorno 

íntegro dt: la cons~:~.uci.v·¡¡ilidad. ::n ~1 d~·.o ..:e lSi.G, ·:~:iC.>.Ll<.t 

la fracción Vi llis':a y rcclufda la 3d;:ati.sta su región 

cie origen !1nb~;1 lleeado el tiempo oe :-establecer el o:-:len 

(73) F'ix-Zamudio, !lector, Ob. Cit. p. 65-6. 
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cons ti t;uc i ona l, para ello existían varios caminos: la 

restauración lisa y llana de la Constitución de 57, lo 

que obstruccionaría la reforma político-social ya iniciada; 

la revisión de la Carta mediante el procedimiento por 

ella mis~o instituldo, lo que demolería o acaso menoscabaría 

aquella· re1'orma; la reunión de un Congeso Constituyente, 

enc.<.rgado de refor-mar la Constitución de ~7 o tie expedir 

una nueva. De estos diversos caminos, Venus ti ano Carranza 

eligió el último, expidiendo en la Ciudad México, el 

14 de septiembre de 1916, el Decreto Reforr.iatorio de algunos 

artículos del Plan de Guadalupe, en cuyos considerandos 

el Primer Jefe expresaba las conveniencias de que las 

reformas a la Constitución que tuvieran un carácter político 

se hicieran a través de ur1 Congreso Constituyente, no 

mediante los trámites que la propia Constitución de 57 

establecía. Por otra parte, el artículo de este decrelo 

convocaba las selecciones para un Congreso Constituyente 

integrado por representantes tle las entidados fe<lera:ivas 

en proporción al nfi~ero de habitantes que tuviesen y, 

eligiéndose los diputados bajo los re~u!sitos que para 

obtener tal calidad, sei::alaba la Constitución de 57, exis­

tiendo prohioic1ó:1 expresa para que pud~eran serlo aquellos 

que hubieran pertenecido a gobiernos facciones hostiles 

la causa constituc:onalista. A diferencia de alguno 

de los anLer1or·.e~ cons~.:u:;entes, que podi:an expedir sob•):-a­

namente una nueva ·:a:": a ?undamental, el convocado por 

este Dec:·'~'-º rlP.l ~ue se habla, no podía OC'..lparse de otro 

asunto qu~ no fuert:t el :ie!. "Proyecto de la Constitución 

Refor111ada" que le p.~ese1-.:d!"'Ía al Congreso, el Primer Jefe 

de la N~ción, ad@~ás rlu que ese constituyente debería 

cumplir" su come:.1do lln un tiempo no mayo:" de dos nt!::.1:s 

y, terminado ~\l '::-a::Jajo, ~e disolvería. 

El Congreso Cons~i~u1ente que se había convocarlo 

inici6 sus juntas p!"'epa:"atorias el 21 de noviembre de 
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1916 1 en la ciudad de Querétaro. El 30 de noviembre el 

Congreso eligió· su mesa directiva y el lo. de diciembre 

el Primer Jefe entregó su "Proyecto de Constitución Ref'orma-

da'!. Unos días después, el de diciembre se designó 

la Comisión de Constitución, misma que fué insuficiente 

para desahogar el excesivo trabajo, por lo cual en la 

sesi6n del 23 de diciembre hubo necesidad de nombrar una 

comisi6n más de Constituc1ón. De esta manera comenza-

ron las arduas labores del Congreso Constituyente, que 

habrían de finalizar con la promulgación del nuevo instru­

mento constitutivo que se llamó •1 constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos que ref'orma la del 5 de 

febero de . 1857" en res pe to al propósito original del 

Constituyente. Como es sahido, este documento se promulnó 

también un 5 de febrero pero del año de 1917, entró 

en vigor el lo. de mayo del mismo año. 

En el proyecto de Constitución p;esentado o los diputa­

dos consti\::uyentes por Don Venustiano Carranza el lo. 

de diciembre de 1916, se dedicó esp~!'ícamente el Título 

Cuarto para tratar en forma organizada sistemática ln 

responsabilidad de los funcionarios públicos. DP- manera 

que esta irr:portante materi1.1 quedó comprendida en los artícu-

los 108 114, que integraban dicho título. E3 de hacer 

nota:· que ~ales artículos fueron acC';)tados po:- ~l ::cni',:""­

so Constituyente an'"e el cual ~f' C/.,~'.Js1e:on ·t ca: o t,:les, 

pasaron en formn idént lCé'I def¡:11·.;.·-1a ¡,l Tít11lo :uur:.o 

de la Cons'-ttución Polii:ica dt? i:-.i:1, con CXC('pc1ón lH.d 

Artículo Cli.J o ;:;ro:,· ce 1 o !114 adiciQnado con 

ln sir,uiente nrevt!nción: "El Congr•:::;c 

a la mayo~ brevedad, una Ley soo~e Re5ponsabili~ori rie 

Todos los Funcionar!os y ~m¡ilcados de la ~ederación, d·~~erni­

nando como faltas ofici,des :.odos ,!.~~-2S~~~--1::-~~:..~:..~!!.!:.~ 

S!:!!:_..f~!:~~~-..!~~~!!~~!: _ _t:~_.E::.::.J~.!.S.!.~-~~-_!.~~-_i_!!~!:.!.:!:~~:!-.E.~21.!:.S~~ 
~-~!:.!._l!~:?.!!_.2~~E~Sb.~.!. aunque has ta la fechu no hayan lenioo 
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carácter delicuoso. Estos delitos serán siempre juzgados 

por un jurado 

de· imprenta 

tro )". ( 7-') 

popular en los términos 

establece el Artfculo 

que 

20 

para los del.i tos 

(subrayado nues-

No existiendo ninguna otra variante, entre el texto 

original del Título Cuaºrto del Proyecta de Constitución 

del Prir'ler Jefe y del texto definitivo de la Constitución 

de 17, nos remitimos sobre este particular al posterior 

análisis que habremos de realizar sobre el texto o:-iginal 

de la Constitución de 17. Sin dejar de considerar en 

este apartado, que al momento de la p1·esentaci6n del Proyecto 

de Consti~ución, Don Venustiano Car·ranza dirigió un mensaje 

los diputados constituyentes, el cual estableció: 

''Sexagésimoquinto pfirrafo del Mensaje.- El Poder Legiulativo, 

que por naturaleza propia de sus funciones t.iende siempre 

a intervenir en las do los otros, estaba dotado en la 

Constituciór. de 1957, de facultades que le permitían estor­

bar o hacer embarazosa y difícil la marcha del Poder' Ejecuti­

vo, o bien sujetarla a ln voluntad caprichosa de una mayoría 

fácil de formar en las épocas de agltación, en las que 

regularnente predo111inan las malas pasiones y los lnteréses 

bastardos. 

Sexagési~osexto párrafo.- Encaminadas lor,ra:· eute 

fin, se ;:iroponen varias re!"ormas de las que, la principal 

es quitar la Cámara de Diiiutddo~ el po~0r· je juzgar 

al Prcs1cie~te de la República y a los demás alto~ funcinna­

rios de l:.i Fedc-rnción, facultéid que fué sin dud~ la que 

motivó que en las :icta•lur·as pasadaG se p:-ocura'.;j~ siemprP. 

tener ~:~u:¡1dos serviles qutcnes manejaban como aut6ma-

tas". r 7$' 

(7tll 1'Revista J.:exicana de Justicia", Ob. Cit. p. 119. 

(75) Tena Ra::iícoz, Felipe, Ob. Cit. p. 758. 
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~~!!~!~!~!!! ___ 1!S!!~!---!~~r~ ___ !! __ _!!~B!!~~~!~:!§~ 
~!_J! _ _!!!!e~~!!~!!!~!~-2~-l~~-.!~~~l~~~E!~~-~g~!1~2! 

!~~!!!~~~!_!_!!_~!l-~~-!~~~~= 

A la vigente Ley Federal da Besponsabilidodes de 

los Servidores Públicos, de 30 de diciembre de 1982 (pu­

blicada en el Diario Oficial del día 31 del mismo mes 

y año y que entró en vigor al día siguiente de su publica­

ción) 1 le han precedido otros ordenamientos legales en 

torno al mismo propósito; desarrollar las bases rectoras 

de la normatividad constitucional sobre las diferentes 

responsabilidades que pueden exigirse los servidores 

públicos -antes clasificados en "Altos Funcionarios" 

''Empleados P~blicos 11 - así como reglamentar los procedimientos 

para hacerlas efectivas. Tales orclenamientos son los que 

a continuación estudiaremos: 

a.- LEY DEL CONGRESO GENERAL SOBRE DELITOS OFICIALES 

DE LOS ALTOS FUilC l.ON,~ROS DE L/, FF.DERAC !ON DE 

3 DE NO'J1EMBPt: DE 1870.-

Reorganizada la República y vieente nuev..ir:iente la 

Constitución de 57, con fecha de novie1~bre de 1870, 

se publicó en el Diario Oficial, por el Presidente juárez, 

el "Decreto del Congreso General sobre Delitos Oficiales 

de los Altos Funcionarios". 

"Est:a Ley, es la primera que se expidió en nuestro 

país sollre tan irnpor~~ante tema, y sin <luda por .:;u sencillez 

es la mejor aún cuanoo no abarcó ~os numerosos p!"obleinas 

que se derivan las situaciones complejas que provoca 

la responsa:)i liciad rie los funcionarios sus relacion<Js 

;iolíticas, de partidos y con la sociedad en general. 

La LeY de 1870, respondió a una neces.i.tlad política, 

ya cjue el Congreso no se mostrnba muy devoto al Presidente 
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Juárez y resultaba urgente limitar la amplísima libertad 

de le entonces única integrante del Congreso, la Cámara 

de Diputados, en cuanto a la interpretación de los delitos 

políticos o delitos oficiales mencionados en el Articulo 

105 de la Constitución de 1857 11
• (76) 

Las disposiciones de esta ley de responsabilidades 

se enfocan primordialmente hacia los siguientes rubros, 

bajo los cuales la analizaremos: 

1.- DELITOS OFICIALES.- En el Artículo lo. de esta 

Ley, se establecían como delitos oficiales de los altos 

funcionarios de la Federación, el ataque o. las instituciones 

democráticas, a la forma de gobierno republicano, representa­

tivo, federal, y a la li:lertad del sufragio¡ la usurpaci6n 

de atribuciones, la violación de garantías individuales 

y cualquier infracción a la Constitución 

r·ederales en E~!!~~:!-~!:_8!:~~!:~~!:! · 

las Leyes 

Las conductas mencionadas ese Artículo lo, de 

la Ley, como delitos oficiales, resultaban tan vagas e 

imprecisas que no podían configurar delitos propiamente 

dichos. En realidad, esos delitos oficiales cs~ablecían 

situaciones polfticas que hacfan posible la separación 

de sus cargos a los alto5 funcionarios, porq~e esLos hubieran 

perdido la confianza del pueblo. 

Además , esta Ley no precisaba que debía entenderse 

por ''puntos de ~~ave<lad'1 con lo cual se planteaba una 

seria dificultad de interpretación. 

(76 \ Cárdenas, F. Raúl, ''Responsabi l ida de los Funcionarios Públicos, 
Antecedentes y Leyes ViRent.es en México", Edi t. Porrúa, S.A., 
México, D.F. 1982, p. 36. 
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2.- FALTAS OFICIALES.- El Articulo 2o, de la Ley 

que comentamos, definía a las faltas oficiales en los 

sigui~ntes términos: ''La infracci6n de la Constituci6n 

o Leyes Federales, en ~~!!~!!-~~-~~~!-l~e~!~~~E~~~ constituye 
una falta oficial en los funcionarios a que se refiere 

el artículo anterior (refiriéndose a los señalados en 

el Artículo lo.)". Este tipo de conduce.as consideradas 

como faltas oficiales también representaban un serio problema 

de interpretaci6n, pues la expresión "en rna~eria de poca 

importancia" es tan genérica que fácilmente podía atribuirse 

a un alto funcionario este tipo de conductas. 

3.- OMISIONES.- Estas se consignaban en el Artículo 

3o. de esa Ley, conocida también como Ley Juárez, en los 

siguientes términos: "Los mismos funciona:-ios incurren 

de las f11nciones aneXDH sus respectivos encargos, lo 

cual tratándose de los gobernadores de los Estados, se 

entiende sólo en lo relativo a los deberes que les im¡Jonga 

la Constitución o Leyes Federales''. 

Hasta 

que podían 

aquí, hemos comentado las rcs?onsabilidadcs 

atribuirse a los altos funcionarios en cuanto 

a sus conductas. Sin embargo, dichas conductas en l'Os 

términos clc la ley, resultan sumamente inexactas por 

lo que respecta a los delitos y faltas oficiales, su diferen­

cia estribaba ~nicamente en la graduación de ''gravedad'' 

o "levedad" que pudiera· darse a las inf:-accioncs la 

Constitución LeyeH Federales¡ situación éstr:t, que no 

se resuelve en l;:, ley, de mod6 que tale~ concepto·s quedat>an 

en el canpo de la subjetividad. 

Lo mismo sucedía en cuanto a las omislones reguladas 

por la Ley, en virtud de que la "negligencia e inexactitud 11 

en el desempeño de las funciones resulta!la muy difícil 

de precisar. 
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4.- SUJETOS RESPONSABLES Y PRESCRIPCION DE LA ACCION.-

El Artículo 7o. de la Ley Juárez, únicamente precisaba: 
11 Los funcionarios cuyos delitos, faltas u omisiones deberán 

juzgarse y castigarse conforme a esta Ley, son los mismos 

que enumera el Artículo 103 de la Constitución Federal 

y el tiempo en que se les puede exigir la responsabilidad 

oficial, es el que expresen el citado Artículo y el 107 

del mismo Código''. 

De acuerdo con el Artículo 103 de la Constitución 

de 57, se consideraban al tos funcionarios a los Diputados 

al Congreso de la Unión, los individuos de la Suprema 

Corte de Justicia y a los Secretarios de Despacho. 

Los Goternadores de los Estados, sólo podídn ser 

responsables por infracciones de la Constitución y Leyes 

Federales. El término para exigir la responsabilidad oficial 

se comprendía en el plazo de un año. 

5.- SANC:'.)NES.- En materia de sanciones, el Artículo 

4o. de la ;i:-opia Ley, establecía !!!_.!!!:2.!.!~!:!~!é.~-~!.!_!:!!:.B~ 

.!!_....!.!!!!~!!i!.!.!E!~!~!!· por un término no menor de cinco años 

ni mayor de d1ez 1 para obtener el mismo u otro cargo o 

empleo de la Feceración, para aquellos al tas funcionarios 

que hubieran incu;r1do en delitos oficiales. 

Po~ lo que hace a las faltas oficiales, éstas eran 

3ancionadas con la suspensión del cargo e inhabilitación 

por un término no menor de un año, ni mayor de cinco¡ 

Y en los supuestos de omisiones, la pena se reducía de 

seis meses a un aílo de suspensión e ínhabil 1 tac16n (Artículo 

So. y 60., res;>ectivamente. 

Declarada la culpabilidad de los funcionarios por 

los delitos, raltas omisiones oficiales, cometidas en 
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el desempeño de su encargo, quedaba ex::etiito el derecho 

de la Nación o el de los particulares pa:-a hacer efectiva 

ante los tribunales competentes la respo:i.sa!:iilidad pecunia­

ria por concepto de daños y perjuicios, cor.io consecuencia 

·de los delitos, faltas u omisiones antes re:~e:-idos. (Artículo 

Bo.) 

El propio ordenamiento consideraba el supuesto de 

que se le imputara a un funcionario, ade"'iás de un delito 

oficial, un delito común, en cuyo caso, se disponía que 

después de ser sentenciado por la responsabi.lidad oficial, 

eería puesto a disposición del juez cor.ipetentc para que 

de oficio, o a petición de partes, fuera juzgado y sentencia­

do con la pena correspondiente por el delito del arden 

común. (Articulo 9o.) 

Respecto al procedimiento, conside;aba el Artículo 

lOo. que la acción del Gran Jurado -:e:-rr.inaría con dos 

proposiciones: una que respondiern a los Celitos oficiales, 

pidiendo se declarara si era no cul:::able el acusado, 

y la otra relativa los delitos co~anes, consultando 

si había o no lugar a proceder. 

Finalrr.e:ttc, el Artículo 11 de esta ",,.ey hacía alusi6n 

a la acción popular que se concedía ;:'l:-a denunciar los 

delitos oficialc5. {77) 

En este punto de r.u.;?stro trabajo, en conveniente 

conslder.ar las observaciones del ¡.~aest!"O ~O\Úl F. Cárdenas, 

en Pl s~nt1cio ,¡~ qu~ al ~x¡icJi~~~ la L~y <-~ ~~spon~abiliJades 

de 187';, no ~ab!an expedido a~n ni en C6digo Pnnal 

ni los Códir,o:.; Pr-occs.::les, ni existíü ·.a"1¡:-;oco ~1 sis~ema 

.< 77) Cfr. "Oecre to del Congre!io General sobre :el~ :os Oficiales de 
las Altos Funcionarios", o.a.r. de 3 de nov. Ce 1870. 
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bicamcral, por lo que en tratándose del procedimiento 

a seguir en los supuestos de la comisión de delitos oficiales 

a que se refer[a el Artículo 105 de la Constitución de 

57 1 (precepto en el que se disponía que la Cáma~a de Diputados 

declararía a rnnyoría absoluta de votos ::;i el acusado era 

culpable o no; y en el primer supuesto, se pondría a dispo­

sición de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 

acusado, efecto de que en pleno y erigida en Tribunal 

de Sentencia, con audiencia de reo, del fiscal y del acusa­

dor, si lo hubiere, procediera a la aplicación a mayoría 

absoluta de votos, _q~-.l.~--2~!!~-_g~~-J...~_J._~l'..-~~:!!-&!!~!:!!), no 

tenía aplicación posible dicho precepto, por cuanto no 

existía pena aplicable, ni definido delito alguno de carácter 

oficial. (78) 

También es conveniente recordar que de 1870 a 1874, 

se hicieron la Constituci6n las refo:--rnas necesariar-; 

para establecer el sistema bicamerista, quedando redactado 

el capítulo sobre las responsabilidades de los funcionarios 

públicos, en la misma forma que nntes de la reforma, per-o 

subst.ituyéndose únicamente, a la Suprema Corte Ce Justicia 

por el Senado, dentro del procedimiento 

juicios políticos. 

seguir en los 

Por otra parte 1 después de la Ley de 1870, el Código 

Penal de 1072 1 también seP.al6 la pena apl1cable, para 

los casos del pr-ocedir;-,icnro a que se referiría el Artículo 

105 Conscitucional. Fué ta~bién en ese Códieo ?cnal que 

5C precisó la dis•_inció;. Consti'·u(·ional entre delitos 

cor:-.úncs y r!elito;; oficirtles: en lBtlO y 189.C. !:5e ~~xp1i.;i;?-r0n 

Códigos procesales, con los cuales resu!tabn obsoleta 

la Ley de 1870 ;1 qun nos he:JOB referido, 

(78} Cfr. Ciirdena!;, F'. Raúl, (lb. Ci~ .• p. 37-6. 
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b.- LEY REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 104 y 105 

DE LA CONSTITUCION FEDERAL.- DECRETO DE 6 DE JUNIO 

DE 1896.-

Esta Ley. es conocida también como Ley de Responsabili­

dades de Porfirio D{az, por haberse publicado durante 

su presidencia. Es de fecha 29 de mayo de 1896, pero ful! 

publicada en el Diario Oficial hasta el día 6 de junio 

del mismo año¡ en ella se establece que s6lo al Congreoo 

le compete la Jurisdicción Política para conocer de la 
11 Responsabilidad Oficial'' (Art. 4o.). 

A diferencia de la Ley de Juárcz que en su Artículo 

lo. cita lo que son delitos oficiales. la Ley de Díaz 

no hace mención de ellos. En sus tres primeros artículos 

reproduce el texto del Artículo 103 Constitucional, haciendo 

la aclaración de que los funcionarios son responsables 

por 11 Delitos, faltas omisiones oficiales". Es to de 

acuerdo con la Reforma de 74, en la que al mencionado 

Artículo 103 se le agrcg6 la expresión •• •.. por delitos 

oficiales ... '' 

Estas modificaciones fueron con el propósito de hacer 

la dislinci6n entre los delitos del orden común (penales) 

y delitos oficiales (políticos}. De los pri;ieros conocerían 

los tribunales comúnes (Ar t. 24 y 42), y de los segundos 

el Congreso (Ar~. 4). 

11 Euta ley, :-eglarnenta el procedimiento a seguir 

cuando los funcionarios cometan un delito del orden común 1 

Y los que se dehen seguir por el jurado cJc acusación y 

el a~ sentencia. Al hablaar oc las secciones instructorns, 

señala que el cargo es preferible a cualquier otra comisión, 

con el objeto de darle lo mayor importancia y significación 

~ la justicia pol[tica". (79) 

(79) Gonu\lez Rubio. lgnncio, Ob. Cit. p. 22. 
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Sobre esta Ley 1 el ilustre Maestra Raúl F. Cárdenas, 

nos afirma que es la que sirvi6 de modelo a las posteriores 

de 39 y 79 del siglo XX, además de ser la que fij6 las 

diferencias de nuestro sistema, que no se ha corregido 

a pesar del transcurso del tiempo y de las modificaciones 

de la Constitución de 17. (80) 

Este ordenamiento, comprende 64 artículos, repartidos 

en seis capítulos. En el primero, denominado ''Responsabilidad 

y fuero constitucional", se precisa, en los términos de 

la Constituci6n de 57, a quienes se debe reputar altos 

funcionarios federales: los Diputados y Senadores, los 

Magistrados de la Suprema Corte de Justicia y los Secretarios 

del Despacho, que ser6n responsables tanto de los delitos 

comúnes que cometan durante el tiempo de sus respectivos 

cargos, cor.to por los delitos, faltas u omisiones of'iciales 

en que incurran en el ejercicio de esos mismos encargos 

(Art. lo.); el Presidente de la República que durante 

el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por los 

delitos de traici6n la patria, violaci6n expresa de 

la Constitución, ataque a la libertad electoral, y delitos 

graves del orden común (Art. 20.). 

Los Gobernadores de los Estados, como agentes de 

la Federación, son considerados t.amO i én responsables 1 

pero s6lo por infracciones a la Constitución y Leyes Federa­

les (Art. 3o). 

El Art.ículo 4o. que ya antes mencionarnos, dispone 

que sólo el Cong~eso Gcne•al, en la forma y ~odo que prescri­

be la Const..ituci6n y l¡:i ley en cuestión, es competente 

para conocer de la responsabilidad oficial de los altos 

(80} Cfr. Cárdenas, F. Raúl, o:,. Cit., p. 39. 
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funcionarios, aún cuando dicha responsabilidad se exija 

después de que los funcionarios hubieran cesado en su 

cargo, pero dentro del término que señala el Artículo 

107 Constilucional, o sea de un año. En los siguientes 

artículos, contenidos en este primer capítulo, se previene 

que en tratándose de los delitos comúnes que hubieran 

cometido los altos funcionarios durant& el de3empcño de 

sus encargos, no se podrá proceder sin que prevla~ente 

el Gran Jurado declara que lu(?ar a proceder en contra 

del acusado¡ que los altos funcionarios gozan de fuero 

desde el día de su eleeci6n, los senadores y diputados 

suplentes, desde el día que se les llame para el desempeño 

de su encargo. Sin embargo, no disfrutaran del fuero consti­

tucional durante el desempeño y, con motivo de alp,ún empleo, 

cargo público o comisión que hubieran aceptado en el período 

en que se disfruLa de aquel fuero, al no ser que al prooio 

tiempo estuvieran ejerciendo sus funciones propias¡ en 

este úl:.ino caso, se les juzgará por quien corresponda,-· 

prf?via decla:--ación del Gran .iurado, de hnhcr· lugar a proce­

der. En dichos casas, para que la causa pueda iniciarse, 

debe procederse en los términos de los artículos 10~ y 

105 Consti~ucionales. En cuan~o las demandas del orden 

civil, se preceptúa en esta Ley que no hay fuero ni inmuni­

dad para los al'os funcionarios. 

Respecto a los delitos oficiales, ln Ley Reelamentaria 

de 1896 diferencia de la de 1370, no los enuncia ni 

hace alusión a loG r.i1omos 1 pero ello se oebió que la 

definición de tales delito•; quedó contenida en el A'!."'tículo 

1059 del Códieo Penal {qu~ continuó vicen~e hasta que 

fué Ger-ogado po:- el Código de 1929). Sin embargo, la ley 

que comentarnos, ocupa de los procedimientos a seguir 

en los supuestos previstos en la Constitución de 57; respec~o 

a la respQnsabilidad de los altos funcionarios por los 

delitos que llurna comúncs 1 conetidos durante el desempeño 
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de su cargo, y por .los delitos co~etidos en el ejercicio 

de sus furiclones enumeradas E7n · la Ley de 1870 y el C6diao 

Penal de 1872. 

El Capítulo Segundo de la ley en ci:-..a, fué denominado 

11 Secciones Instructoras 11 • En el se señaló que en la segunda 

sesión ordinaria del primer año, la Gran Comisión de cada 

Cámara propondría dos grupos de 16 individuos, en la Cámara 

de Diputados, y 10 en la Cámara de Senadores, de los que 

se eligirían cuatro individuos de cada Cámara para que 

formaran las secciones instructoras del Gran Jurado, debiendo 

ser presidente el prim.cr nombrado, 

el último. 

secretario, sin voto, 

El Capitulo Tercero de la ley se refería al procedi-

miento en los casos de delitos del orden común, disponiendo 

que en los supuestos en que se acudie:-a 1 a Cámara de 

Diputados a efecto de proc~der en contra de un alto funcio­

nario que gozaba de fuero constitucional, fuore por acu~ación 

o denuncia de particulares ~ien, porque el interesado 

solicitaba la declaración de inr-.unidad por seguirse causa 

en su contra por juez incompetente, o porque una dUtoridad 

cualquiera diera noticia de estar instruyendo averiguación 

que afectaba al alto funcionario, los secretarios debían 

dar cuenta del oficio 

sesión secrc'..a. 

de la instancia respectiva en 

!.:l Presidente de la Cámara Popular, pasuba los docur:icn­

tos a la sección instruc~ora, la cual produc!a su dictár:ien 

dentro del térr:iino de 15 días, no se.: que la sección 

instructora encontrara algún inconveniente, en cuyo caso 

debería informar la Cámara, para que conccd1ern r.iayor 

tiempo para emitir su resolución. 



Las secciones instructoras debían manifestar en su 

dictámen si el hecho que se atribuyera al alto funcionario 

estaba o no calificado por las leyes como delito; si su 

existencia estaba justificada; si existían presunciones 

·o datos suficientes n juicio de la sección, para creer 

racionalmente que el funcionario en cuestión pudiera ser 

el autor del hecho criminoso y, finalmente, si por razón 

de la época en que el delito se cometió y Ce las funciones 

públicas de la persona, ésta gozaba de fue:-o constiLucional 

o no. El dictámen de que hablamos debía p:-oducirse previo 

análisis de los documentos que se hubieran re mi ti do a 

la Cám¡ira por el acusado, o por- la autorid<1d que pidiere 

la consignación de algún funcionario. Dada cuenta con 

el dictámen, el Presidente de la Cámara de Diputodo5 hacia 

saber 6ste que debía e1·inirse en Gran Jurarlo al día 

siguiente, debiendo notificat• al acusado y al acusador 

si· lo hubiere. Para el caso de que el acusado se encon'trara 

fuera del lugar de residencia del Congreso, pero dentro 

del país, se fijaba prudentemenle el día Ce la audieni:ia, 

dando derecho al presunto ~esponsable a nomb~ar defensor. 

:.:~:a vez t~rigida la Cámaro en Gran :urado, se daba 

lec tura a todo el expediente, después de tlacer uso 

de la palabra ambns partes el defensa:-, se retiraban 

a fin de poner 

absolu'ta de votos 

discus16n el dicti~cn y, por mayoría 

d~claraba si había lugar a proceder 

contra el oc usado; en cuyo case afirmativo quednba separado 

de su cncareo y .:.;uje.to a la acc!ón d~ les .. rihunales comunes 

(del orden co-dr1 y tederal). 

En caso de :10 haber luf!ar a procede; en contra del 

funcionario, el Jurano se declaraba incor.;petente y· no 

existfn lugar proccdlniento ulterior; en los términos 

del Artfculo 25 de esa ley. (81) 

(81) Cfr. Texto de la Ley en "Revista Mexicana de Justicia'1 , Núm. 
Especial, Ob. CiL, pp. 209 a 221. 
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Retomando la idea de un conocido tratadista y, en 

vía de crítica de lo que hemos tratado sobre el procedimiento 

a seguir en los supuestos de la comisión de hechos delictuoso 

comúnes (no del orden común} que mencionan los Artículos 

103 y 104 de la Constitución de 57, como deli.tos cor:tetidos 

durante el ejercicio de su encaq~o, por un alto funcionario¡ 

debemos considerar especialmente que la Ley Ce 96, se 

ciñ6 a las disposiciones de la legislación entonces en 

vigor, de tal suerte que la Cámara podía investigar si 

el hecho atribuído al alto funcionario era delito, y ponerlo 

a disposición de los tribunales comúnes, punto que debe 

destacarse por el error en que incurrió la posterior Ley 

de 39, al copiar en parte la legislación que estar.:os comen­

tando, cuando el sistema procesal había cambiado radicalmente 

ya que el t·anistcr10 Público era una institución que carecía 

de las facultades que tiene actualmente, cor-respondín 

los jueces investigar los delitos, seguir los proce.::;os 

y dictar en su caso la sentencia respectiva, de ~al sue;t.c 

que la Cámara podía poner al alto funcionario a c.!isposi-

ci6n, para que éstos continuaran el proceso, l~ QUe no 

es posible act.ualmcnte toda vez que la in·1estiga;;ión 

de los delitos y el ujc1·cicio de la acción penal es compe:en-

cia exclusiva del Ministerio P~blico 

las penas de la autoridad judicial. (82j 

la imposición de 

En cuan.:o al Juicio Pol(tico, la Ley de lS'J.:S se ajustó 

lo dispuesto en la Constit.ución de 57, que ':!espués de 

su re!orma de lC74 disponía en su Artículo 105, que ::--atándo­

se de los delitos oficiales, conoceria la Cfiraa~a de Ji~utados 

corno ~u~acio ¡i~ 3cus3ci5n lA ~e SenndOrús co~c ju~ado 

de scn:.e:i.cio.. El Jura.Jo de 1\cut>ación ':enfa por O~J~:.o 

declacar r.iay0ría absoluta de votos, si el acusado era 

o no culpable; si lo considera'::la así, quedaOa sepa.;ado 

de su encargo y puesto n disposición de la Cámara de Senado-

{82) Cfr. Cárdenas, F. Raúl, Ob. Cit. p. 42. 



144 

res que 1 erigida en Jurado de Sentencia y con audiencia 

del inCu.lpa-do <Y -:del acusador, si lo había, procedía 

aplicar a máyoría absoluta de votos, la pena que se designara 

en la ley. 

En efecto, la Ley de 1896, en su Artículo 26 del 

Capítulo IV, denominado "Pi'ocedimlento del Ju:-ado de Acusa­

ci6n'' disponía que en los casos de acusación por responsabi­

lidad oficial luego que la Cámara de Dipu~ados tuviera 

conocimiento de ella, r:iandaría pasar todos los documentos 

respectivos a la sección instructora que correspondiera. 

La sección respectiva procedería a seguir- el proceso, 

practicando cuanti1S rlili,c.encias fueran necesarias para 

el esclarecimiento de los hechoG y sujeLándose en lo condu-

cente las reelas estableciclas para la instrucci6n en 

el Código vigente (en aquel tien¡10) ,Je ?rocedimientos 

Penalen del Dislr-ito Federal: r.- P.arla consta:-. describlen-. 

do rninuciosa~en~e los caracte:·es circu~stancins liel 

cas· ,,, t :-.e d l dcli-_o y quien es su autor. 11.-

Conprobando 1!l delito, citaría ~~~ediaLa~en:c al acusudo 

para tona:·l e su declar-ación indagatoria, con relación 

al delito de que s~ le acusara y acerca de :o-:ios los datos 

y c~~cunsta~cius que o~rarun en la~ dili~encias. llI.­

Conclu{Ja la ::~clardc:.ón indanato:-ia, se co~unicaría al 

acusado el ~otivo del ~rocedinicnto y el no~br~ ~el acusador, 

pudic-do rlesrte C~P ~onento nom~rar una personas 

que lo aefend:.e!·a; .• 

::n. caso que el procesado rehusa:-~ nacer dicho 

nonb~ani~nto, se le 11ornoraría defenGor ele oficio; hecl10 

lo anterior, la seccion instruc~ora abrir!a un término 

pruden~e en el que se recibían las pruebas ael acusador 

y el acusado, así como aquellas que la seccion in1:;lructora 

juzgard necesarias. oportunas. Una vez que e
0

l proceGo 
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estuviera completo, se pondría a la viata 1 por tres días 

para el acusador y otros tantos para el acusado sus 

defensores fin de que obtuvieran los datos necesarios 

para prepa~a!" sus alegatos de acunación y defensa, que 

se presentarían dentro de los seis días siguientes y una 

vez transcurridos estos términos, habiéndose presentado 

o no los a!.e¡:;atos, se producia el dictámen en el que se 

analizaban en su parte expositiva, clara y metódicamente 

los hechoc; haciéndose las aprt:(.;ittclúnct> jurídicas co'nducen­

tes a denos::rar la existencia del delito, falta u omisión¡ 

haciendo mé:-i to a las circunstancias agravantes o atenuantes 

que concur!":eran, y por úlLimo, refiriéndose a la culpabili­

dad o inocencia del funcionario acusado. 

Si co:'l la responsabilidad oficial, aparecía la de 

algún delito común, la sección instructora, después de 

practicar las diligencias especiales rcléltivas este 

último ti~o de delito, formulnba su dictámen con dos propo­

siciones; u~a que co~respond[a al rlelito of"icial y otra 

al delíto co~ún, lo que concirniera ~n cada caso: 

terminado e! dictá~en correspondiente, la sección instructora 

lo entrega::.a la5 Secretarias de la Cánara una vez 

recibido, el Presidente de la Cámara nnunciaba que debía 

erigirse en Jurndo de Acusación al siguiente día, lo que 

se hacía s<i.r,er <!l acusador y al acuso:'o, pa:·a que éstos 

se ¡J:"ese:i~a:-a:'l pr.r :,fo por rr,cdio de apodc:--ai:!o o defensor 

reGpec ti vaf":t:n ·e 1 ~le~ar lo que conviniera, seg6n su 

derecho. 

La!> S<':C'Ciones instructoras h?cían todo lo que se 

l1a scílalado, en un plazo de un nes, contando partir 

del día en que la Cámara les enviaba la acusación respectiva, 

a no ser que encontrando alguna dificultad soliciLaran 

a la Cámara que se les concediera un plazo mayor. 
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El día fijado para la sesi6n, la Cámara se erig(a 

en Jurado de Acusaci6n, previa declaración de Presiden te. 

Acto seguido, la Secretaría leía todo el expediente 

el dlctámen p:-esentado¡ se concedía la palabra al acusadot· 

o a su apoderado o a ambos¡ y tanto el acusador como el 

acusado podían :-eplicar lo que quisieran debiendo retirarse 

enseguida, a fin de que la Cámara pudier"a discutir- y votar 

el dictámen presentado. Si la declaración de ln Cámara 

ern absoluto:-ia, el funcionario absuelto continuaba en 

el desempeño de su encargo, pero si era condenatoria, 

quedaba inmediatamente separada de él se le ponía 

disposictón de la Cámara de Senadores a quien se remitía 

también el veredicto del Jurado de Acusación. 

En el Capítulo X de la Ley que co;.:ent:amos denominado 

11 Procedimiento del Jurado de Sentencia'' se estipula que 

luego que el Senado hubiera recibido el veredicto del Jurado 

de Acusación, lo r:iandaüa pasar la sección lnslructo~a 

correspondien~e. la cual e~plazaba inmedia~arncnte al acunndor 

y al acu5ado y a 5u rlefensor, :1ncié11dole saber el Lér:r.ino 

de tres dia~ para p~esentar por escrito sus aleeatos. 

Pasado dichu término, la sección in3tructora for~ulabd 

dictámen en vista de las apreciaciones declóraciones 

hechas en el veredicto del Jurado de Acusaci.ón, proponiendo 

la µeni1 que al funcionario delincu~nte cor~cspondi~ra. 

el Presidc11:e anunciaba que el Senado debía e~igirse en 

,Jurado ".:ie Scntf'nCid, dándose e:-iser,uidil lectura nl vcrc·.!icto 

del .:u:-ado de ,\cusación, lo~ ale~~·os presentados 

ln !>t:cción lns·:ruct.or;::1 dP.l S1•n"ldo nl d1ctár'len d!? éstn; 

veri;.-ic,ido lo t1:1ter10!' 3t:" cor1cedía suces!varnente la palabra 

al acusador 1 .:-1 l acusado y a su de fenso:·; retirados éstos, 

se discu:ía y votaoa por mHyor·ía absoluta el dictáncn 

de la o.ección instruct:ora; ni con el delito o falta oficial 
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concurrirá algún delito del orden común y se habla hecho 

por la Cámara de Diputados la respectiva declaración de 

haber lugar a proceder, una vez sentenciado por la responsa­

bilidad oflcial, seria puesto a disposición del juez compe­

tente para que se le juzgase por el delito común. 

Finalmente, en la Ley de 96, se establece que los 

veredictos de los jurados de acusaci6n y sentencia, son 

irrevocables y a los condenados por responsabilidad oficial 

no se les concederá la gracia del indulto. 

En el último capítulo, que tiene el número VI se 

denominaba 1'Reglas Generales'', se preveían puntos de inter·és; 

tales como la recusación, el envio de exhortos, la falta 

de presencia del acusado y acusador, µero lns disposiciones 

que se destacan por ~u inportancia, son las contenidas 

en el Artículo 56, en que se hace referencia tanto o la 

ley de de noviembre de 1870, que continuab::i vigente 

en <:?sa fecha, como las disposiciones d~l r.ó::igo Penal 

de procedimientos Penaleu, ~sí como la•; -e~c1onadas 

en el Artículo 64, que hacían re fe rene ta 

para la publicación de las declaraciones 

la5 fórmulas 

·..;l!redictos, 

reglas pues, que más tarde se acogerían en leyes poste1·iores. 

Por o'.':ra parté, Don An~onio Carrillo Flor~s <?l tr;1tar 

la :..ey de le96, como parte de un trabajo sonr<.' la reuponsa­

bilidad de los oltos funcionarios de l~ fecl1·~ación, la 

co~para con la Ley .Tuárez !"lencionan<lo lo~. :;:r,t..:~.~·~~' 1i 8 •:0-;, 

co~o comunes en a~bas ley 0 s: 

"a.- Se refiere sólo lo~ alto& funcionarios de 

la ?"ederación los Gobernadores y )i~utncla5 locale~ 

cua~do violen la Constituci6n o las Leyes Federales. 

b.- La condena r>or delito oficial no inpide la acusación 

pos~erior si el funcionario con sus actos u omisiones 

ho cometldo un delito com~n. 
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c.- La responsabilidad por el deli-:o oficial solamente 

puede_ exigirse durante el tiempo en que el funcionario 

ésté en ejercicio de su encargo y durante el año posterior, 

d·.- :;o puede otorgarse al _condenado pera delito oficial 

la gracia del indulto''· (83) 

c.- DECRETO QUE FACULTA AL EJECUTIVO FEDERA" PARA 

LEGISLAR EN LOS RAMOS Jo GOBERNACION, SALUBH!DAD 

PUBLICA Y MATERIA PENAL, Y PARA REFORMAR LA 

:.EY DE SECRETARIAS Y DEPARTAMENTOS DE ESTADO 

DE 1836.- (SU RELACION CON LA L!:Y DE 1940) 

Hemos considerado pertinente destacar en un apartado 

especial 1 ~l Decreto de 31 de Oicieno:-e de 1936, que fué 

publicado en los siguientes términos: ''El Congreso de 

los Estados Unfdos Mexicanos, decreta: 

Artíc~lo lo.- Se conceden facultades extraordinarias 

al ejecu:!.vo oe la Unión, paru legislar en los ramos de: 

Gobernaci6~, Po~lació~, Migración, De~ografía y Turismo; 

Salubriaad ?ública; 

y pura ~~:armar la Ley de Secre:arías Oepartanentos 

de Es~ado (subrayado nuestro). 

Artículo 2o.- ~l Ejecutivo feceral dar~ cuenta oport~na­

mente al :ongreso de la Unión, riel us) que :i.aí:a d•.: la~ 

facultades extr;,orjinarias que se le co:1!"i~:·e1i. 

lo r:ispue.:::to por la fracción 

del Art.Íc1..;lo 89 de la Constitución ?01 !'t ico ac lo~ E!;t.auos 

Unidos Mexica~os j para su debiaa ¡::;ubl:cilclón obse:-vancia, 

(83) Carrillo flores, A~tonio, "La ílespommbili<iad de los Altos Funciona­
rios Ce le ?ederación", en Revista Mexicana cie Justicia", Vol. 
11!, ~;úrn. 16, enero-febrero de 19b2, t·~éxico, D.F·., p. 78. 
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promulgó el presente Decreto en la residencia del Poder 

Ejecutivo Federal, en la Ci.udad de Méx,ico, D.F., a los 

treinta y un días del mes de diciembre de mil novecientos 

treinta y seis.- Lázaro Cárdenas.- Rúbri.ca.- El Secretario 

de Estado y del Despacho de Gobernaci6n, Silvestre Guerrero.­

Rúbr"lcaº. (84) 

Aclarando enseguida, que la notoria importancia que 

le concedemos a este Decreto, se justifica con la considera­

ción de que precisamente fuá en uso t~ las facultades 

expresas para lee,islar en materia Pennl Proc~sal Penal 

(que le fueron concedidas al Presidente Lázaro Cárdenas, 

por virtud de dicho decreto), que el 21 de febrero de 

1940 expidi6 la ''Ley de Responsabilidode~ de los Funcionarios 

y Empleados e.e la Federación, del Distr:to Federal de 

los Altos Funcionarios de los Estados'', dan¿o as[ cumplimien­

to a lo ordenado por el pár-rafo 5° del Artículo 111 de 

la Constitución de 1917, corno habremos de ve~ en su oportuni-

dad. 

Continuando con el hilo conductor (!e nuestra preocupa­

ción espec¡al, para tratar en un inciso ;,parte lo relativo 

a este Decre~o del priinero de diciembre de :936 y su rclacidn 

con la Ley de Responsabilidades d~ 194~. debemos pasar 

~ analizar que en tratándose de lns f&~ulta~es expresas 

a que se re:-ie~e ¡!icho decreto, su límite i::sta do::Oe termina 

su expresa ~~u~craci6n, de aquí sii~uc que la Ley de 

Responsabil~aades en cuestión, se encue~trn circunscrito 

en su árn:·i ~;.o de acción ln nateria penal de ninguna 

afir~a al tra~a: e5~c µunte Don lRnacio GanzAlcz Hu~io.(85) 

(84) D.O.F. Ge 3i de diciembre de 193ó. 
(85) Cfr. Gonzále::: Ruhio, lgnacio, Qb, Cit.µ. 24. 
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El uso de facultades expresas no se puede ampliar 

por analogía, por igualdad, por mayoría de razón al 

hacerlo impl ice la crea e i6n de una nueva facultad. El 

ejercicio de facultades no conferidas trae consigo la 

nulidad. En consecuencia, esta ley únicamente reglamenta 

la responsabilidad penal. El Senado, como jurado de Senten­

cia, sólo puede actuar con Jurisdicción limitada lo 

Pena 11
• (86) 

El hecho de que la Ley de ResponsabilidadP.s de 1940 

haya sido expedida en uso de facultades expresas para 

legislar en materia penal, quita a los tribunales comunes 

su competencia y encarga de su conocimiento a la Cámara 

de Diputados como jurado de acusación y al Senado como 

jurado de sentencia. Es decir, crea Tribunales, procedimien­

tos, autoridades, criterios especiales. Creo un privilegio. 

Crea un Código Penal exclusivo para los funcionarios 1 

que ins t.aura en vencia la impunidad, sobre todo si 

consideramos que en el cuerpo de dicha ley {Ar t. 18), 

se contiene un verdadero catálogo punitivo, por la comisión 

de delitos oficiales por parte de funcionarios sin fuero. 

Por su parte, el eminente jurista Don Raúl F. Cárdenas, 

al señalar las diversas deficiencias en que incurrió le 

Ley de Responsabilidades de 1940, considera que fué tan 

poco afortunada: ••que nada m6s ju3tificado que su derogación, 

tanto más que se expidió en uso de facultades expresas 

par· a legislar en mate ria penal y procesal penal, que se 

le otorgó al Presidente Cárdenas, según Decreto de 31 

de diciembre de 1936, por lo que manifiestamente se exccdi ~ 

en sus titribuciones al expedir la ley que estamos comentan­

do". (87) 

(86) lbidem. 

(87) Cfr. Cárdenas, F. Raúl, Ob. Cit. p. 64 .. 



151 

d.- LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS FUNCIONARIOS 

Y EMPLEADOS DE LA FEDERACION, DEL DISTRITO FEDERAL 

Y DE LOS ALTOS FUNCIONARIOS DE LOS ESTADOS DE 

21 DE FEBRERO DE 1940.-

Vale la pena, antes de pasar al concreto análisis 

de la materia de este apartado, establecer previamente 

algunas consideraciones importantes que sobre ln responsabi­

lidad de los funcionarios públicos se preveen en la exposi­

ción de motivos de esta ley. En este sentido ea de hacerse 

notar la idea de que: 11 
••• en una forma constitucional 

como la que nos rige, se requiere que cada órgano del 

Estado tenga limitado eu campo de acci6n 1 y la necesaria 

integración de esos órganos con hombres, exige que su 

función o dirección sea responsable: ambos conceptos, 

11mitaci6n de atribuciones y responsabilidad son, en efecto, 

absolutamente necesarios dentro de una organización esta-

tal. .. " (89) 

Revisten particular importancia las afirmaciones 

que se hace en esta exposici6n de ~otivos en cuanto a 

que 11 El ciudadano que se ha escogido para desempeñar una 

función pública debe comprobar, por medio de su comporta­

miento, que posee aquellas cualidades que en él fueron 

supuestas para hacerlo merecedor de tal investidura, consti­

tuyéndose en un ejempo constante de virtudes cívicas, 

como medio, el más propicio, para fincar un sólido concepto 

de rcuponsab1lidad y adhesión por parte del pueblo. 

El Estado, por su parte, debe preveer los medios 

eficaces para perseguí r los malos funcionarios que, 

(88) El nombre de esta ley fué re:orrr:ado por el Artículo Octavo del 
Decreto que reforma diversas leyes para concordarlas con el decreto 
que reformó el Artículo 43 y demás relativos a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario 
Oficial de 23 de diciembre de 1974. 

(89) Diario de Debates de la Cámara de Diputados del día martes 28 
de septiembre de 1937. 
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violando la confianza que en ellos ee deposita, hacen 

de la función pública un medio para satis.facer bajos apeti­

tos 1 y aún cuando el pueblo, con su claro sentido de observa­

ci6n señale y sancione con su desprecio a los funcionarios 

prevaricadores y desleales que atentan contra la riqueza 

pública o contra la vida o la libertad, o la riqueza de 

las personas, e te. 1 esa sane ión popular, por más enéq~ica 

que en si misma sea no puede considerarse como bastante 

para dar satisfacción al imperioso reclamo de justicia .• ''(90) 

De estas afirmaciones 1 Don Ignacio González Rubio 

deduce que se reconoce que la jurisdicción pol ítíca atañe 

al juicio de la opinión y de la conciencia pública y que 

la responsabilidad no puede ir más allá cie reducir al 

mBl funcionario la condición de individuo particular, 

y dejar a las autoridades comunes para que juzguen y casti­

guen al mal funcionario con arreglo a ella. (91) 

Pasando al análisis general de la ley a que nos referi-

mos en este punto, es necesario iniciar recorda11do que 

el Artículo 111 de la Constitución General de la República 

de 1917. dispuso que el Congreso dtl la Unión expediría 

la mayor brevedad respectiva ley reglamentaria, lo 

que debería hacer el Congreso Constitucional en el período 

ordinario de sesiones que empezaría el primero de septiembre 

de ese mismo año, corr.o lo ordenó el Articulo :écimo Sexto 

Transitorio. 

No obstante lo cual hubieron de transcur!""ir rná~ de 

veinte años pa~a que dicho ordenamie:ito !""e¡~lamentario 

fuera promulgado, sea, con fecha 30 de diciembre de 

1939 bajo la denominación de "Ley de Responsabilidades 

de los Funcionarios Empleados de la ~cdcración, del 

( 90) lbidem. 

(91} Cfr. González Rubio, Ignacio, Ob. Cit. p. 24. 
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Distrito y Territorios Federales y de ·1os -Altos FunCionarios 

de los Estados 11
• 

Por virtud de su Artículo 60. Transitorio quedaron 

derog8das tácitamente, en cuanto se le opusieran, todas 

las Leyes y Disposiciones de carácter general referentes 

a Responsabilidades de Funcionarios Públicos, debiendo 

de estimarse la insubsistencia, por vía de abrogación 

o derogaci6n, de la ley del 3 de noviembre de 1870 que, 

sobre Responsabilidades Oficiales de los Altos Funcionarlos 

de la Federación, se expidió en la época del Presidente 

Juárez, y de la de 6 de junio de 1896, sobre Responsabilida­

des y fuero Constitucional de los Altos Funcionarios Federa­

les, promulgada en tiempos del General Porfirio Díaz. 

En su capítulo único de disposiciones preliminares 

se definió a los individuos sujetos a su rée,imen, indicando 

que lo serían los Funcionarios y empleados de la federación 

y del Distrito Territorios Federales, por los cielitos 

faltas oficiales que se cometieren en el deser:tpeño de 

los cargo!:I que tuvieran encomendados, conceptuando coma 

Altos Funcionarios de la Federación al Presiden~e de la 

República 1 los Senadores Diputados al Congreso de 

la Unión, a los Ministros de la Suprema Corte C~ Justicio 

de la Nación, a los Secretarios de Estado, Jefes c:e Departa-

mento autónomo al Procurador General de l~ ?epública. 

Quedaban así mismo sujetos a su regulaci6n los 20Jernadoren 

de los Estados y lo~ Diµut.ados a las respectiva~ legislatu­

ras locales. 

Se determinó igualmente que el Presidente de la Repabli­

ca sólo podría ser acusado duran:e el tiempo de su encargo, 

por traición a la patria y delitos graves del 0:-aen Común; 

que éste los Diputados Senadores ¡)ropie~arios, los 

Gobernadores de los Estados y los Diputados a las Legislatu­

ras Locales, gozaban de fuero constitucional desde el 
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día de su elección, en tanto que no lo disf"rutaban los 

Altos Funcionarios de la Federación por los delitos comúnes, 

delitos, faltas u omisiones oficiales en que se incurrieran. 

L;;i propia ley definió como delitos oficiales de los 

Altos Funcionarios de la Federación, de los Gobernadores 

de los Estados 

Locales, el a taque 

de los Diputados las Legislaturas 

las insliluciones democráticas, a 

la forma de Gobierno Republicano, Reprct>entativo, Federal, 

y a la libertad de sufranio; la usurpación de funciones; 

la violación de Garantías Individuales, así como cualquier 

infracción u omisión a la Consli tucíón o a las Leyes Federa-

les, cuando causaran erave~ perjuicios 

o a uno o varios de lou Estados de la rnismn. 

la Federación 

Como delitos o faltan oficiales de los derr.ás funciona­

rios y empleados de la Federación y del Distrito y Territo­

rios Federales, estableció una gran diversicad de actos 

u omisiones lo largo de la!i setenta dos frac e iones 

de su Artículo 18. Respecto las sanciones, las hizo 

diferir conforme se tratase de delitos oficial~~. faltas 

u omisiones, estableciendo para los prime:-os la ;:iestitución 

del cargo o privación del honor can·espondien~.e a su tnve:::;-

~idura; y la inhat1litación Lotal parcial para obtener 

determinados empleos, cargos 

las se;.undas la :::;U$pensión del c<Jrgo por 

menor Je un me~, ni mayor r~e se:s. 

~érmino no 

Destacó µar ~u i:nportancia en cuanto a la ::esponsabi li-

dad Polftic,1 1 l<J. c:eterm1nac1ón de que, confo!"-~ 1 o di s-

pue1no µor el Artículo 111. de la Con:.;titu(:iÓn, los delitos 

y falta~> oí lCidles d~ lo~ funcionur-ios :/ ~:1plei.1dO!> de 

la Ft!oer·ación del Distr~lo T~rrilo•·ios Federales, 

debfan ser juzgados por un jurado, para lo cual se estable­

ció prec1Marncnte, u11 Jurado Federal de Responsabilidades 

Oficiale::; de los r·uncionar1os y r:mpleados de la Federación, 
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en cada uno de los lugares en que residieran ;uzgados 

del Distrito con Jurisdicción en Materia Penal~ e igualmente 

un jurado de Responsabilidades do los Funcionarios y Emplea­

dos del Distrito y Territorios Federales; en cada uno 

de los Partidos Judiciales en que residier"an Cortes Penales 

o Jueces de Primera Instancia en materia penal, precisando 

para uno y otro Tr1ounal 

e 1ntegraci6n. 

compctencla, procedimiento 

También se consagró un Capítulo especial reglamentario 

de la parte final del Articulo 111 Constituci:::-ia:, en 

el e¡ue se previno que independientemente del p!"'oce!!imiento 

penal correspondiente, contra los Ministros de la Suprema 

Corte de Justicia, Magistrados de Circuito, J...:ece~• de 

Distrito, MagislraOos del Tribunal Superior .:usticia 

del Distrito Federal de loa Territorios Federales, el 

Presidente de la República, por conducto de la 3~cretarta 

de Gobernación, podí:3 solicitar ante la C{1mara de J.:.;Jutados 

su destitución, por mala conducta, fijindose loa proced1~ien­

tos que debían observarse respecto al caso. 

Finalmcn~e. cor:io capítulo que resultó C.:e posi~iva 

novedad, quedó establcc~do el que regulaba las i:-i·1~5t_i.¡:;ac10-

nes que debían practicarse el procedimiento se>;uir 

cuan<lo existiera denuncia :>obre el enriquecimiento :.:'\eY?li-

cable de los Funciona~1os Póbl1co~, p~ra c~y~ may0~ e!ec:~v~­

dad no debía a~ende.~e al c3~0 en que pud1e~~ ~~o~3rse 

que el enriquecir.-iento indebido era el fruto de u;. delit;O, 

sino todos aquello~; en los que no fuero posib:,,. log:--ar 

la prueba del acto de 01·igen del enriqueci~.:.e~:c, oien 

porque no hubierd dt!Jado h11elln o porque el enr1q ... ec1r:1iento 

proviniera de otros ~edios que, sin constituir delito, 

no fueran legítiriament~ idóneos para adquirir. (92) 

(92) Cfr. 0.0.F., de Jl de diciembre de 1939. 
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Una vez que hemos establecido en apretada aírlteui:. 

el análisis general del contenido de la ley que noti ocup(:i, 

es conveniente recoger algunas crfticas que le han formulado 

destacados autores, tales como Don Raúl F. Cárdenas 1 quien 

considera que, debido al ~onopolio de la acci6n Penal 

del Ministerio Público, la Cámora de Diputados, pesar 

de las disposiciones inconstitucionales de la Ley Reglamenta­

ria de 1940, no tenía facultades para investigar los delitos 

imputados a un alto funcionara ponerlo a disposici6n 

del Juez competente. Este es, según dicho autor, el primer 

problema serio Al que se enfrenta la ley que comentamos, 

pues confiere a la Cámara de Diputados facultades de inves­

tigación, cuya decisión sobre el desafuero trae como conse­

cuencia la separación del funcionario de su encareo y 

su sujeción la acción de los tribunales comunes, en 

franca violación del Articulo 21 Constitucional, que asip,na 

el monopolio de la acci6n penal al Ministerio P~blico. 

Ello se aebe a que lo Ley de 1940 conservó los principios 

de la Ley de 1896, cayendo por consir,uiente en contradiccio­

nes con las dis~osiciones consti~ucionales. {93) 

Efectivamente, por el siste~a de persecución de los 

delitos establecidos en la Constitución de 1917, que introdu­

jo la separación de las funciones del Ministerio Público 

d~ la del .:uez í'enal, la CtÍ...,;.J:-o de Di;-utados ya no puede 

so~ete~ directamente 111 funcionaro desaforado ante lo~ 

órganos jurisdiccionales. Sin embargo, este grave error 

de nuestra leeislación subsistió hasta antes de las reformas 

al Artfculo 111 Constituc1onol de 1J33, en las que fué 

subsanado en tos térrnino::.> :.;i.g1Jientes: ""Si ta Cámara declara 

que ha lue,a :- proceder, el sujeto quedará a disposición 

de las autoridades competentes para que actúen con arreglo 

a la ley". (94) 

(93) Cfr. Cárdenas, F. Raúl, ob. Cit. p. 73. 

(9~) 0.0.F. del 28 de diciembre de 1982. 
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Sin embargo, el error quizá más grave en que incurrió 

la Ley de Responsaoilidades de 39 fué, como lo señala 

el Maustro Cárdenas, el derivado de la regulaci6n que 

hizo en su Capítulo Segundo, denominado de los ''Delitos 

Oficiales'', en atenci6n a lo que se preceptuaba en el 

párrafo 5º del Articulo 111 Constitucional, que disponía: 

"que el Congreso de la Unión expedirá a la mayor brevedad, 

una ley de ~esponsabilidades de todo~ los funcionarios 

y empleados de la Federación y del Distrito Federal (texto 

reformado en 74) 1 determinando como delitos o faltas oficia­

les, todos los actos u omisiones que pueden redundar en 

perjuicio de los intereses públicos y del buen despacho 

aún cuando hasta la fecha no hayan tenido carácter delictuo-

so... { 95) De tal manera que el Artículo 13 de la Ley, 

hace referencia a los delitos oficiales de los altos funcio­

narios de la Federación, mencionados en el Artículo Segundo 

de la misma. Delitos que conviene mencionar, son los mismos 

que fueron señalados en la Ley de Juárcz y en los Códigos 

Penales de 1871 y 1929, o sea: 

I.- El ataque a las instituciones democráticas; 

Il.- El ataque a la for~a de fobicrno republicano, 

representativo y federal¡ 

IIl.- El ataque a la libertad de sufragio; 

IV.- La usurpación de atribuciones; 

V.- La violación de las garantías individuales; 

VI.- Cualesquiera infracción la Constitución 

a las Leyes Federales 1 cuando causen perjuicios 

gravez la Federación o a uno o varios Estados 

de la misma, o motiven algún transtorno en el 

funcionamiento normal de las instituciones; 

{95) Cárdenas, F. Raúl, Ob. Cit. p. 74, 
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VII.- Las omisiones de carácter grave en los términos 

de .la fracción anterior. 

En tanto que el Artículo 18 de la Ley a que nas referi-

mos, expresaba lo siguiente: "Son delitos oficiales de 

los demás funcionarios y empleados de la federación 

del Distri:o Territorios Federales, no comprendidos 

en el Artículo 20. de esta ley, •. "; y enseguida se establecía 

una lárga enumeración de diferentes tipos {eri t.otal 72 

·fracciones), que fueron tomados de los título:3 y XI 

del Código Penal de 31 y de diversas leyes más, otorgando 

así, como lo han sostenido nuestro~ juristas, una absoluta 

inmunidad, para los altos funcionarios de la Federación, 

por lo que se refiere a los tipos descritos en el Artículo 

18, delitos oficiales que equivocadamente se atribuyen 

los demás funcionar'ios, no comprendidos en el Artículo 

20. de la multic!tada ley. (96) 

Efec:ivamcnte, de lo antes expuesto se infiere que 

entre los varios dc~aciertos en que incurrió la Ley de 

39, tiene particular relevancia el que ae :-efiere al injusti­

ficado fuero, que se oto:-g6 por dicho ordenamiento los 

servidores públicos (como se les llama ahora) de la más 

alta jerarquía (contemplados en el Artículo 20.), por 

la cornisi6n de clelitos rropiamente dichos, Es decir, de 

tt°po penal en v1rtuñ del carácter omnicomprensivo de 

la ley ~n cuest16n, quedaron contemplados exclusivamente 

como deli•o~ uficiuics ]e la~ ''dcnós f\:ncio~R~ios'', ~sto 

es, aquellos servidores públicos que no gozaban del fu~ro 

con~titucional y que ¡>ar en1le, no enumeraba el multi~referido 

Artículo .20. de la Ley. 

Sobre este probleraa en particular, Don Antonio Carrillo 

flores, expresó: ''Modificación importante que se aprob6 

(96) Cfr. ldem. pp. 60-67. 
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en 1917, fue la relativa a que una Ley del Congreso determi­

naría como delitos o falte.s oficiales no sólo de los altos 

funcionarios empleados de la Federación y del Distrito, 

sino de todos los actos y amis iones 1 
1 que puedan redundar 

en perjuicio de los intereses públicos y del huen despacho': 

delitos que serían juzgados siempre por un jur"ado popular 

tratándose de funcionarios sin fue ro. Esta innovación 

de la Carta de Querétaro, absolutamente innecesaria, indujo 

a los autores de la Ley de febrero de 1940 incurrir 

en una mayor confusión entre el delito oficial 'f el delito 

común que duró hasta este año, 

En efecto 1 dicha ley hizo una larguísir"\a enur.ieración-

72 fracciones- de los delitos oficiales para funcionarios 

sin fuero conctitucional en que figuran desde el asesinato, 

el peculado, el cohecho y muchos más de los que el C6digo 

Penal consigna, hasta violaciones a las leyes y reelamentos 

administrativo5, Esto traía entre otras lamentables conse­

cuencias, que ilícitos muy graves corn~!idos por servidores 

públicos no pudieran perseguirse sino dent•o del año siguien­

te al que dejaran su cargo y en jurado poµular, institución 

que en México r1unca ha operado con eficacia'', (97 1 

De acuerdo con este autor, el ~nico elogio que en 

consecuencia podría hacerse sobre la Ley de Res?onsabilidadcs 

que estamos tratanda 1 es aquel que se refiere al hecho 

de haber introducido la figura jurídica de "enriquecimiento 

ilícito" que afirma, es laudable desde las punto,.; de vista 

ético y político. aunque de dudosa constitucionalidad.(98) 

(97) Carrillo Flores, Antonio, Ob. Cit.. pp. 78-9. 

(98) Cfr. Ibidem. 
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e.- LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS FUNCIONARIOS 

Y EMPLEADOS DE LA FE:DERACION, DEL DISTRITO FEDERAL 

Y "DE LOS ALTOS FUNCIONARIOS DE LOS ESTADOS DE 

4 DE ENERO DE 1980,-

Entre los ordenamientos que la reforma administrativa 

del Presidente L6pez Portillo incorporó a partir de 1977, 

está la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y 

Empleados de la Federación, del Diatri to Federal y de 

los Altos Funcionarios de los Estados, publicada en el 

Diario Oficial el día 4 de enero de 1980, cuyo Artículo 

Segundo Transitorio derog6 a la de 1940. 

En su Título Primero señal6 como sujetos de responsabi­

lidad a los funcionarios empleados de la Federación 

y del Distrito Federal, considerando así a los Senadores 

y Diputados al Congreso de la Unión, Ministros de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, Secretarios de Estado 

y Procurador General de la Hepública 1 por delitoo comúnes 

y por delitos y faltas of'iciales que cometieran durante 

su encarao o con motivo del mismo. 

También responsabilizó los Gobernadores de los 

Es tridos :1 los Diputados locales, por violaciones la 

Con~titución y las leyes federales por los delitos 

Y :faltAs tipificados en su articulado. 

Al i3ual que en el ordenamiento anterior de 19Jü, 

se dispu&o que el Presidente de la RepGblica 1 durante 

el tiempo de su mandato, Onicamente podría ser acusado 

por traición la pa~cia por de 1 i los graves del orden 

coman, así como que eozaría ·de fuero desde el día de su 

elección, lo mismo quo los Diputadon y Senadores propieta­

rios, los Gobernadores de los Esto.dos los Diputados 

Locales, en tanto que lo:J Ministros de la Supr-ema Corte 

de Justicia a partir de su desiEnación. 
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Por lo que toca a la responsabilidad política, estable­

ci6 un.distingo en cuanto a delitoe oficinlea, que redundaran 

en perjuicio de los intereses públicos y del buen despacho, 

y las faltas oficiales, que de manera leve los afec"..aran. 

Los primeros se enumeraron definieron como el ataque 

a las instit.uciones democráticas, a la 

republicano, representativo federal, 

sufragio; la usurpación de atribuciones¡ 

forma de gobierno 

la libertad de 

cualquier infrac-

ci6n a la Constituci6n o a las leyes federales cuando 

causaran perjuicios graves a la federación o a uno o varios 

de los Estados, así como las omisiones y violaciones sistemá­

ticas a las garantías individuales o sociales. 

A es'te respecto, se determinó que d.e los delitos 

oficiales de los funcionarios que se encontraban en ejercicio 

de sus cargos conocería el Senado erigido en Gran Jurado, 

pero sin que pudiera abrirse la averiguación correspondiente 

hasta que el fiscal 1 que lo era la Cár:iaI'a de Diputados, 

formulara la respectiva acusación, concetliéndose acción 

popular ¡:'a:"a denunciar ante esta Última los delitos COf'IÚOC9 

u oficiales de los altos funcionarios de la federación. 

Se previno que la sanción aplicable a los funcionarios 

o empleados por los delitos oficiales que cometieran, 

fuera de la deslit.'Jción del c;arr.,o que desempei;aran la 

inhabill~ación µor térr,ino no menor de cinco años n1 

mayor de diez, 5in perjuicio de la re¡>araci6n del dafio 

y la exiger.cia de la responsabilidad pecunia:-ia que hubieren 

cont.raíóo. 

Se estableció, además, que en las denancas del 

orden c:.•1il no habría fuero ni innunidad para los funciona­

rios púnlicos, y que pronunciada una decl:iración o sentencia 

de respcnsabilidad oficial no podía concederse al condonado 

la gracia del indulto. 
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En lo referente al Jurado de Responsabilidades Oficiales 

de los Funcionarios y Empleados Público~ por Delitos y 

Faltas Oficiales, especificó esta ley, al igual que el 

ordenamiento de 1940 que la precedi6 1 que habría un Jurado 

para les responsabilidades oficiales de los funcionarios 

y empleados de la Federación, por cada uno de los Juzgados 

del Distrito con jurisdicción en materia penal: y un Jurado 

para las responsabilidades de loa funcionarios y empleados 

del Distrito Federal, por cadn uno de los Juzgados de 

Priemra Instancia en materia penal del Distrito Federal, 

regulándose detalladamente su integración y los límites 

de su respectiva competencia. 

La rcmosión de los funcionarios judiciales recibió 

el ~ismo tratamiento antes establecida, pudiendo el Presiden­

te de la República, prevía audiencia con el interesado, 

solicitar de la Cámara de DiputadoG la destituci6n 1 por 

mala conducta, de cualquiera de los !~inistros de la Suprema 

Corte de Justicia de la Haci6n, de los Magistrados de 

Circuito, ¿e los Jueces de Distrito, de los Magistrados 

del Tribunal Superior de Justicia del Distrito federal 

y de los Jueces del orden común del propi Distrito. 

Por último, las inves:igaciones del enriquecimiento 

inexplicable de los funcionarios públicos federales o 

del Distrito Federal, fueron reguladas en forma sinilar 

a la cor.--enplada ¡JOr la Ley de 19..;C, .::on la rr>ismn rigidez 

ex trenada los bienes de ln esposa, 

cualquiera que fuera el rég1men matrimonial, los de 

los hijos; con aser,urar.iiento 1 por otra parte, de cualquier 

depósito inversión que el acusado hubie~e hecho en el 

paíb en el extranjero, previo veredicto adverso del 

Senado de la República, cuando se tratara de altos funciona­

rios de la Fed~raci6n. 
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De esta ley de responsabilidades que hemos tratado 

en términos ge:i.erales. cabe des tacar por lo menos dos 

comentarios, basados en lae observaciones que sobre este 

ordenamiento apu:1.~6 el ilustre Don Antonio Carrillo Flores~ 

El primer comen:a:-io se refiere a la expresión 11 Gran Jurado" 

que indebidamen"':e utilizaron nuestros lcgislaJores de 

79, {y que util!.zaron tanto los constituyentes de 57 como 

los del 17} pa:-a referir·se la actuación de la Cámara 

de Senadores cuando tomara parte en el procedimiento de 

un Juicio Polít:..co. Esa expresión fué tomada del Derecho 

Anglosajón, pe:-o utilizado de manera incorrcc~a. pues 

según nuestro autor, en la Gran Bretaña y en los Estados 

Unidos de Nortea~érica, Gran Jurado es el cuerpo que declara 

que hay elemen~os para procesar n una persona pero sin 

condenarla, o se:-~ lo que conforme a nuestra ~!"ódi.ción 

ea el "auto de formal prisión'', y seguramente el hecho 

de que nuestros legisladorts hayan empleado la fórmula 

"Gran Jurado" de manera disti.nt<J a c..:mo lo hucc:. lo· an .lo­

eajones, es un ejemplo de la copia que se ha necho dc-1 

derecho extranje~o peros~ conocerlo bien. (99) 

El ot: ro conenta .. ~.::i, preferimos consicna:~lo aq u r 1 

como cita textual; y a~:: expresa: "Ln Ley de 31 de c!iciembre 

de 1979 al el:.minar la confusión que existía acerca del 

concepto del de:.ito of~cial, y al abolir el Jurajo Popular 

para los deli~=s co~unes cometidos por funcionarios sin 

fuero, ha hecho un eran avance, Pero como siemp:-e ocurre, 

no basta con !.:.s cn:i:::ios lecislnti'IO"> para modificar la:J 

realidades sociales''. '100) 

Por otra ¡:ar-te, l.;. Ley de Responsabilidades que 

nos hemos venido ~efiriendo no soluclon6 los craves pro~lema3 

que se cnfre::tó e:-, la práctica, su antecesora, sea 

(99) Cfr. Carrillo Flores, Antonio, Ob. Cit. p. 81. 

(100) Ibidem, p. 87. 
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la Ley de ~eop~nsabilldades de 1940, muy por contrario, 

agrav6 dichos problemas. 

Recordemos que cuando los miembros del Conereso de 

la Uni6n crearon tardíamente la Ley de Responsabilidades 

de 1940, reglamentaria del Título IV Constitucional, preten­

dieron regular omnicomprensivamente no sólo las infracciones 

Políticas y Administrativas de los Funcionarios Públicos, 

sino también los delitos propiamente penales que éstos 

pudieran cometer, razón por la cual los Cogresistas deroearon 

el Título correspondiente a la Responsabilidad de los 

Funcionar-los Públicos por delitos cometidos durante el 

encargo y que se contenía en el Código Penal de 1931, 

pero propiciando así varias conductas de éstos, anteriormente 

típicas; esta situación se agravó con ln Ley de 1980, 

ya que al distinguir ésta la causa de responsabilidad 

penal de lns infracciones políticas o administrativa~ 

regular sólo estas últimas, en lugar de restablecer 

la vigencia del respectivo Titulo del C6dico Penal, de 

manera ine~plicable abrogó li5a llanancnte la Ley de 

1940, convalidando la inpunidad de los funcionarios 

empleados públ ico·s ¡ afortunartamente este problemd. quedó 

solucionado en 1982 1 con la expedición rte la reforma cons­

titucional y tic lu nueva Ley de Responsabilides. (1011 

Para finalizar los comentarios de destacados Juristas 

torno J. ln L"J de Pespons:i:11lidades de 1980, consignamos 

a continuación la opinión crít.i.ca del Doctor Sergio Garcf.:1 

!~amfrez, quien sostiene que: '"La Ley de :~•79 ha operodo, 

de hecho y di~ i:erccho, co1110 una le/ de a::lr::~t[a, en cuanto 

supri~~ó los :ipos de delito oficial que contenía el Artículo 

( 101) Cfr. "Constitución Política de los Estados Unidos :·!cxicanos 
Comentada", Edit. UHAM, !·'.éx.icv, D.F,? l'JBS, p. 2G5. 
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18 de su antecesora, .la Ley de Responsabilidades de 1939, 

y con ello. acarre6 el- sobreseimiento en numerosos procesos 

que se regían ante las jurisdicciones federal y común. 

Al perderse, ese Articulo 18, se ausentaron de nuestro 

derecho·· po.~it~vo, y por ende de nuestra facultad persecuto­

ria, los sesenta y dos tipoo delictivos contenidos en 

igual número de fracciones que integraban aquel precep­

to". (102) 

De las anteriores opiniones, se infiere que los legisla­

dores de 1979 actuaron con suma ligereza en el estudio 

y aprobación de la Ley de Responsabilidades, pero afortunada­

mente en 1982 se practicó una reforma profunda al sistema 

constitucional de responsabilidades, que consecuentemente 

derivó en la creación de una nueva ley reglamentaria de 

dichas responsabilidades, misma ley que con una mejor 

técnica jurídica subsanó los errores de sus anteceaores. 

{102} García Ramírez, Sergio, "Comparecencia unte la A!lamblca de la 

H. Cámara de Senadores del día 27 de diciembre de 1982", en ~ 

Mexicana de Justicia 11
, Núm. 21, Vol. Ill, Nov\embre-Diciembrc 

de 1982 1 Talleres Gráficos de la Nación, México, D.F.,1982,p,149. 
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IV, CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE LOS SERVIDORES PUBLICOS 

Y SUS RESPONSABILIDADES CONSTITUCIONALES. 

IV.l. !!_~!E~!~!~-~~~!!~~-~~-~!_!!~!~~-!!!!~!!!~-l~~!E!~= 

~!~!!~~.!= 

Una vez consolidado el proceso histórico de Independen­

cia Nacional se sentaron las bases fundamentales del Estado 

Mexicano Independiente y comenzó a organizarse y a estructu­

rarse la nueva Administración Pública, misma que de entre 

los diversos fines del Estado, se encare.ó de a.tendet' las 

necesidades reclamos sociales más apremiantes través 

de la prestnción de al~unos de los servicios póblicos 

más esenciales. Con el paso del tiempo, la prestación 

de servicios públicos fué evolucionando transformándoue 

conforme a las nuevas necesidades colecti'las y a las condi­

ciones sociales, económicas y políticas del país. 

::n la actualidad ~on r..uchos y variados los servicios 

públicos cargo del Estado Mexicano, como también lo 

so~ los asp~ctos que en forna directa les atafien, y complejos 

los fenómenos que les ~odcon, El estudio del gervicio 

público es tnrea principal del Derecho ñd::.inistrat ivo 

y de otras ra:nas jurídicas, inscritas en el eran universo 

del Dereche; Público. Sin embargo, y pese a lo intc:·csant-~ 

de ca. i z .· .:e en.do ~nálisis sobre esta nateriu, en 

este modesto trabajo sólo pretendemos establecer algunas 

breves consideraciones soUrc el servicio público, su impar-

tanela su ;etaci6n con la función pública. Aclarando 



167 

que nuestro particular propósito, es el de establecer 

una base conceptual y en rigor me todo lógica 1 para abordar 

a •1 poeteriori 1' el r~gimen de responsabilidades que se 

encuentran sujetos aquellos individuos o personas físicas 

que se enca:-gan de materializar la prestación de los servi­

cios públicos y que precisamente, por ello, son reputados 

actualmente ?Or la ley como ''Servidores Públicos''. 

a. Importancia de los Servicios Públicos.-

Es conveniente destacar que los estudiosos del Derecho 

Administrativo se han encargado de elaborar toda una 11 teoria 

del servicio público", dentro de la cual se reconoce la 

importancia de los servicios públicos, partiendo de la 

base primigénea de que los seres humanos tenemos necesidades 

esenciales que debemos satisfacer individualmente, que 

la suma de necesidades individuales da origen a las necesi­

dades sociales o colectivas, las cuales en un principio 

fueron directamente satisfechas por los mismos particulares, 

aunque la organización política se vió obliguda a vigilar 

y fomentar su desarrollo. (103) 

Sobre esta base, Don Andrés Serra Rojas nos dice 

que: ''La Administración P6blica es una organización cuya 

actividad se encamina a la satisfacción de las necesidades 

colectiva~ principalnente en la forma de se~vicios públicos 

o mediante ordenes dirigidas que se cumplan los fines 

del Estado ..• La intervención del Estado es de vital ir:-.por­

tancia er, la :::;at:s!'.:icción de los nccc5idadc::; de ali-,cntn-

ción, medicinas, nloja~niento, agua potable, VC!llidO 

otras más. Desde fines del siglo XIX, se acentuó la conve­

niencia de regular los servicios pGblicos, y se fijaron 

las normas para su orLanización, aunque sin una teorfa 

que los cefiniera con claridad. La Administración como 

(103) Cfr. Serrn Rojas, Andrés, "Derecho Administrativo", 12ava. Edici6n, 
Edit. Porraa, S.A., México, D.F. 1983, p. 102. 
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como sujeto de prestaciones en bienes y servicios al público 

ha ido extendiendo su campo de acción''. (104) 

Ciertamente, la intervención del Estado sumamente 

importante para la satisfacción de necesidades colectivas, 

pues ha asumido en forma directa y reglamentada la responsa-

bilidad de proporcionar bienes ciertos servicios los 

administrados, a través de lo que se ha denominado 11 servicio 

público 11 en razón de su doble carácter de satisfacer una 

necesidad colectiva y de estar a cargo del propio Estado. 

La importancia de los servidores púolicos también 

se demuestra reconociendo que satisfacen necesidades socia­

les, que originalmente fueron mal entendidos u olvidadas 

por los particulares, los cuales imbuí dos en la filosofía 

del liberalismo se guiaban máa por el interés particular 

que por el común o social que reclamaba la intervención 

estatal. 

b. La Función Pública y el Servicio Público.-

Antes de abordar el concepto de "servicio público'', 

conviene mencioni:lr que para la doctrina debe diferenciar-se 

el e.le la función pública, a pesar 

de que guardan una estrecha rel~ci6n. 

PLtr-a Scrrn ?o_ias, el Estndo tiene fines fundamentales 

que debe real~zar-, las funciones del Estado son los 

medios travé3 de los cuales se realizan esos fines. 

Así, el clasif:ca esas funciones de la siguiente mane:-a: 

a).- La fur.-::i6n le~islatlva, r;ue es la f•inci6n creadora 

del -,;den jurídico fedcrnl, se r.anifiesta en 

el acto regla¡ 

(lOA) lbidem, 
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b}.- ,La Cunci6h administrativa" que es la función 

por la cual el Esta.do . realiza actos jurídicos, 

conc:-etos y ·.'.par'ttCúfareB, se manifiee ta en el 

acto adminl~tr~~i~o·; 

e).- La función Jll-risdicciOnal por la cual el Estado 

declara el Derecho, se manifiesta en la senten­

cia". (105) 

Es decir ~ue para el Maestro Serra Rojas, las funciones 

del Estado no son servicios públicos, sino más bien estructu­

ras del pode~ público. 

También \~anuel M. Diez, encuentra dif'erencias entre 

los conceptos de funci6n pública y servicio público, al 

afirmar que 11 la función es un concepto institucional mientras 

que el servicio público actualiza y materializa ln fun-

ci6n". (106) 

Este mismo autor 1 agrega: "Podemon decir, en resumen, 

que en la actividad de la adninistración es posible distin­

guir la func:ón pública del servicio público. Mientrns 

en la actividad del Estado, la legislación y la justicia 

se caracterii:an siempre por ser el ejercicio de la funci6n 

pública, la ac~ividac! administrativa comprende, ademtis 

del ejercicio de la función pública, el de los scrvic10:; 

públicos. Es necesario limili1r el concepto ce servicio 

público sólar::ent.e a as¡:H~cto~ de la act:iv1dad administrar iva 

y contraponerle el concepto de íunci6n pública cono forrT1a 

superior lie ~a~i~estac1ón de la rnisma actividad''. (107) 

(105) Idem, p. 104. 
(106) Diez, M. Manuel, "Derecho Administrativo", Tomo III, Sdit. Biblio­

gr-ñfica A!'"g,entina 1 Ds. Aires, Argentina, 1970, p. 428. 
(107) Idem, p. 430. 
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Sin restarle mérito las opiniones doctrinarias 

de tan reconocidos autores, en torno o las diferencias 

conceptuales que advierten ent:-e la funci6-~ pública y 

el servicio público, consideramos ;ue en materia de responsa­

bilidades resulta poco conveniente establecer tales diferen­

cias 1 puesto que ellas podrían orillarnos a continuar 

hablando de 11 Funcionarios Públicos" y de ''Servidores Públi­

cos", con lo cual se haría nuga~orio el propósito de la 

reforr.1a Constitucional de 82, en el sentido de establecer 

la naturaleza de servicio a la sociedad que comparta cual­

quier empleo, cargo o c'omisi6n c!e la Administraci6n Pública 

Federal o del Distrito ·Federal. 

Sob.re este ,.par:ticular, Serra .=:ajas expresa: 11 L..a noción 

COritér:ipOráne'a de servicio púb:_ico comprende una parte 

de la actividad de la Adrninist:-a:::ión Pública y se realiza 

en limitados aspectos de los =:ros poderes. L..a podemos 

concretar en los términos siguicn~es: 

El servicio público es una actividad técnica, directa 

o indirecta de le administrac16n pública activa o autorizada 

a los particulares, que ha sid:: creada y controlada para 

asegurar -de una manera per::-ane:itc, regular, continua 

y sin propósitos de lucro -, la sa:is!acci6n de una necesldad 

cole.ctivn· de interés general su:eta a un régimen especial 

de Derecho Público". (108) 

Por su parte, Gabino Fraga nos dice sobre el concepto 

de servicio público: "Resur.tiendo ':.o dos los elementos expues-

(108) Serra Rojas, Andres, Ob. Cit. 1 p. !.04. 
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tos, se puede definir el servicio público como una actividad 

destinada a la satisfacción de la necesidad colectiva 

de carácter material, económico o cultural, mediante presta­

ciones concretas o individualizadas sujetas a un régimen 

jurídico que les imponga adecuación 1 regularidad y uni for­

midad". {109) 

Para Maurice Hauriou, el servicio público puede definir­

se: ''c~mo un servicio técnico que se presta nl p~blico 

de una manera regular continua para la sat!sfacci6n 

de una n~cesidad pública no lucrativa''. (110) 

Este mismo autor en otra parte de su obra nos dice 

que en el lenguaje corriente se emplea la expresi6n servicio 

póblico para designar al oreanismo que atienue esa actividad, 

así se dice que la asistencia pública, la aalubridad o 

la enseñanza pública son servicios públicos, como un hospital 

o una universidad y proporciona otro concepto del servicio 

público, al que considera esta vez "CO/i1o la organi1.aci6n 

de funcionarios que ejercitan el pode~ ln co:-petencia 

de la administraclón para ofrecer al público un servicio 

contin..zo que contribuye a la policia (SIC) 

de la ciudad". { 111) 

To~ando en consideración los conceptos anteriores, 

podemos inferir que los elementos más importantes del 

servicio público son: 

l. Una actividad técnica. 

2. Su finalidad ~e Srltisfacer una n~ces~Jad colecti~n. 

(109) Fraga, Gabino, "Derec~;o /1dr-.inistrativo", l~:<J.va. Ed., Edi~. Porrúa, 
S.A., ~~éxico, D.F., 197b, p. 22. 

(110·1 Ha1..1riou 1 Maurice, "?récis de Droit Administratif Et de Droit 
~. Edit. Sirey, Paris, Francia, 1914, p. 13. 

(111) ldem, p. 209. 
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3. La actividad se encuentra a cargo del Estado o 

por excepción, concesionada a los particulares. 

A. Bajo un régimen jurídico especial. 

Dadas las profundes transformaciones que se han operado 

en el Estado y en la sociedad, necesario reconocer 

la vital importancia del servicio público mexicano para 

mantener un adecuado arelen social y para continua!"' el 

desarrollo integral de nuestro país. Por ello, resulta 

indispensable la existencia de un adecuado sistema de 

responsabilidades que entrañe para las personas f!sicas 

que materializan el servicio público (servidores públicos), 

la obligación de actuar en su empleo, cargo mandato 

con moralidad, eficiencia, probidad y honradez absoluta. 
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!!!!-.!!?!?~!:!!!!!_.f2e!!!.!!:_..f!:!!!!!_.!!_E!?!?!!:!!!!!~_z_.!!:!!!!! 

,!!_!!2!?!!:!!!!!~!.:.= 

Tratar el terna de la soberanía popular, es hacer referencia 

a uno de los temas más apasionantes de las ciencias jurfdica 

y política, de obligado estudio para el Derecho Constitucio­

nal, fundamentalmente por cuanto que la soberanía popular 

es causa de la formn de gobierno y Constituci6n política 

de los Estados democráticos. 

Son varias las consideraciones que se derivan de 

la relac:!.6n existente entre soberanía popular y el grupo 

gobernante, así como entre los gobernados y la soberania 

popular. Sin embargo, nos interesa principalmente demostrar 

que los "':itulares de los órganos primarios del Estado 

mexicano, tienen un origen popular por ende, exist~ 

y debe existir un control, también de naturaleza esencialmen­

te popular, sobre su concreta actuación como servidores 

públicos, en el moderno concepto que así los comprende. 

Una consecuencia de ese control popular que revi~te 

singula~ importancia en el propósito de este trabajo, 

se concreta en la eventual potestad con que cuenta la 

represen:aci6n pol!tica, para destituir en su caso, 

inhabili-:a:- los servidores públicos que integran a los 

órganos ~~inarios del Estado, mediante el procedimiento 

de juic~o político, cuando se les p~eroe la confian?.a 

popular ~~e orieinalmer1te se he depositaJo en ellos para 

el apto y honesto desempeílo de su mandado. 

a. Teoría de la Radicación de la Soberanía.-

El pueblo en su sentido soci.ol6eico 6 la nación corno 

unidad real, que según Carl Schmitt: ''entra~a comunidad 
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de destinos hist6riccis, ;de tradiciones, de recuerdos, 

de metas. _y espe_ra11zas.~.'. (l,12), cuenta con la soberanía, 

entendfda como_ un impÚca capacidad de autode-

terminación. 

Es·te:'; poder·;· ~·.según el- Maestro Burgoa, es prejurídico 
- ·.: . . ,-··: _, 

cyanto' que .. e~iste en el mundo fenoménico y es fuente, 

derecho o mismo tiempo, del orden fundamental del 

nor.mati_vidad básica mCdiante el cual se crea el Estado. (113) 

En este sentido, el constitucionalismo mexicano es 

muy -claro al tratar el tema de la radicación de la soberanía 

popular, pues en todos los textos constitucionales se 

ha est-ablecido que es en el pueblo de México, y sólo en 

él, en quien se instituye la soberanía y por lo tanto 

el poder constituyente. 

Nuestra Carta Magna en Vigor, así lo establece determi­

nantemente en su Artículo 39 que textualmente dice: ''La 

sobe !"80 r a nec ion al reside esencial y orieinalmente en 

el pueblo. 1'odo poder público dimana del pueblo y se insti­

t:uye para bene.ficio de éste. El pueblo tiene en todo tiP.r.ipo 

el inalienable derecho de alterar o modificar la forma 

de su gobierno". (114) 

De este precepto, fácilmente se advierte que el conteni-

do de su primera parle, alude la ~ad1caci6n popular 

de la soberanía, principalmente al emplear los adverbios 

"esencial" y ''orir,inalr.:cn':c'', El p:-i¡;,ero de ellos implica 

que la soberanía es consustancial 'J concomí tan te al pueblo, 

es decir, que éste tiene como at:-ibuto de esencia el de 

ser soberano. 

(112) 

(113) 

(114) 

Citada por Lowenstein, Karl, en "Teoría de la Constitución",Edicio­
nes Ariel, BarcelonA, España 1965, p. 160 
Cfr. Bureoa Ignacio, "Derecho Constitucional Mexicano", 5a, Ed., 
Edit. Porrúa 1 s.A. 1 México, D.F. 1984, p. 512. 
"Consti luc i6n Política de los Es tedas Unido~ Mexicanos", Talleres 
Gráficos de la Nación, México, D.F. 1985, p. 67. 
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Por otra parte, la palabra ''originalmente'' significa que 

es el pueblo el que en principio es fuente de la soberanía 

y por ello, su único dueño, pero que en atención a circun·s­

tancias de índole práctica, no puede desempeñarla por 

sí mismo, en cuya virtud delega su ejercicio en órganos 

por él creados expresamente y señalados en el derecho 

fundamental o constitución, de tal manera que dichos órganos 

despliegan el poder soberano popular en forma derivada. 

En tal suerte, es como debe interpretarse el Artículo 

41 Constitucional que a la letra dispone: "El pueblo ejerce 

su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en 

los casos de la competencia de éstos, y por los de los 

Estados 1 en lo que toca los regimenes interiores, en 

los términos respectivamente establecidos por la presente 

Constitución Federal y las particulares de los Estados, 

las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones 

del Pacto Federal". (115) 

Un comentario especial, merece la segunda parte del 

Artículo 39 Constitucional, que previene: 

11

!2~~-...E2s!~!:_...EQ~!!S~-~l~~!!~--9.~!_...E~~~!~_:J.._..;!~_.!!!!!!..;~~~ 

E!E.!_J!~!!~f.!.S:l~-~~-...!:!!~.::· Pues el hecho de que el poder 

público de inperio, se instituya "en beneficio" del puoblo, 

denota la finalidad social del Estado Mexicano, en cuanto 

que la entidad estatal, en su carácter de institución 

pública suprena, se considera creada para actuar diversifi­

cadnmente en favor del pueblo. 

Los comentario~ que anteceden nos hacen evidente 

que es en ejercicio del poder soberano que el pueblo ~exicano 

ha instituido como forma de gobierno, un régimen denocrátí­

co, dentro del cual el conjunto de ciudadanos 6 "pueblo 

(115) lbidem, 
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el orden jurídico fundamental en que se implanta reconoce 

declarativamente que la soberanía reside en el pueblo, 

o sea, cuando en su nombre la asamblea constituyente reitera 

que el poder sobe~ano sólo a él pertenece. 

Por otra parte, es tradicional considerar que un 

signo característico de los sistemas democráticos, es 

aquel de que en ellos el pueblo se gobierna a si mismo. 

Inclusive se suele afirmar que el gobierno democrático 

es un regimen de 11 autogobierno popular", aseveración que 

en cuanto al principio que proclama es cierto, pues la 

acepción etimológica del vocablo 11 democracia 11 as! lo indica. 

ese 

la 

y 

y 

Sin embargo, 

"autogobierno .. ; 

Vida misma del 

''gobernados", Ss 

destinatarios de 

surge lo interrogante de cómo opera 

sobre todo si se atiende a que en 

Estado hay por necesidad ••gobernantes'' 

decir, detentadores del ~oder estatal 

ese mismo poder. La diferencia entre 

ambos tipos de sujetos desvirtúa lógicamente el mencionaao 

concepto de democracia y lo hace realmen::e ir1practicable, 

toda vez que en los Estados desde que rebasaron los estrechos 

límites de la ''polis'• griega, es imposible que funcione 

lo que se ha llamado la ''democracia directa''. (11~) 

Al !"'especto, ~·1 i gue ! Lanz Dure': sos•.i~ne que: ''Si 

en las ;:equeñns repúblicas de la antifuedad, cor-o Atenas 

Y Espa: ... 3, y aún en la misma Roma, pudo haber el gobiernt) 

di recio, especlal,ente ~n lo que ~oca Al eJcrc1c10 ~~ 

la funci6n legislat.iva 1 en lo$ Estados moder-nos, t<:in compli-

cadas tan lle~os de p~oblemas y responsa~il1cndes, 

caoe suponer la posibilidad de que el pueolo ten~a el 

espacio aciecuado ~ara ejercitar on un nomen'.o:i C:ado todas 

las funciones políticas, nl el tiempo necesArio para dedicar-

(116) Cfr. 8ureoa 1 Ignacio, Ob. Cit. 1 p. 514 y stgs. 
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poli tico~•, es el ,qu~ e~·ige peri6dicamente a los ti tul ares 

de los órganos primario~ d~l E~tado. 

Con las anteriores id.eas hemos querido explicar, 

someramente, aquello que denominamos la "Teoría de la 

Radicación de la Soberanía 11
, de cuyo tenor subrayamos 

que es el pueblo mexicano el depositario original de la 

soberanía y es en ésta, en donde el poder público encuentru 

su génesis. Por ello consideramos apropiado que a los 

personificadores de poder público se les considere en 

todo momento como "servidores públicos" o como dijera 

el gran More los "siervos de la nación", y en consecuencia, 

es correcto que se les responsabilice por el desempeño 

de su función, de la que podrán derivarse sanciones de 

naturaleza diversa, provenientes de la falta de probidad, 

y honradez de la ineficacia; así como de la comisión de 

ilícitos penales¡ o bien de actos u omisiones que afecten 

el interés fundamental o su buen dcs~acho. 

b, Origen Popular de los Titulares de los Organos Pri•arios 

del Eetado.-

':crac es fácil advertir, el ;:unto a que nos referimos 

en realidad es una consecuencia de la radicación popular 

de la soberanía, ;a que sienoo el pueblo so~erano, es 

él mismo quien crea el derecho f-,;ndamental, elig!: su for·~a 

de gobierno y particip~ en la elec::6n de sus goherndntes. 

Antes de orga:.izar el orip_e.'1 ponulnr- de los ~i tula!'es 

de ro-S Órganos di';!l g001erno, Cfi :lCC•:?Sé.l!"Íú C~it&bl•~CCf :¡UC 1 

entre soberanía denocrac:a ex!sce u~~ relación causal, 

en razón dP. que aquella es cauRa carácter te leolóp,ic,1, 

ya que el fin e5 la implantación del sistE!ma democrútico 

Y el medio e~ el poder soberano que lo establ~ce jurídicamen­

te. Es decir, un sistema de gobierno es democrático cuando 
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oe a las mismas, puesto que necesita llenar las otras 

mil funciones de carácter doméstico, y social que desempeñan 

los ciudadanos actualmente; ni por último, puede tener 

los conocimientos y la capacidad intelectual bastante 

para el ejercicio de las difíciles funcionas gubernamentales. 

Por lo tanto, en raz6n de todas esas imposibilidades que 

presenta el gobierno directo, el pueblo en la actualidad 

ha sido admitido simplemente a designar representantes, 

es decir, hombres ilustrados, especializados, dispuestos 

a consagrar todo su tiempo en las funciones públicas y 

que posean a la vez las aptitudes suficientes para dirigir 

los negocios del Estado". (117) 

De la aflrmaci6n anterior, se infiere que en los 

Estados Democráticos modernos el problema del autogobierne, 

se ha solucionado pragmáticamente utilizando adecuadamente 

la fórmula de la representación política, es decir que 

la mayoría del pueblo político o conjunto de ciudadanos, 

es la que tiene la facultad de elegir a las personas que 

sean los titulares de los órganos primarios del Es:ado. 

Sobre esta misma idea, el Maestro Burgoa expresa: 
11 Al crear el derecho fundamental o Constitución y al implan­

tarse en él la forma democrática de gobierno, el pueblo 

se reserva, mediante una declaración preceptiva expresa, 

la potestad de elegir a las personas que transitoriamente 

enca~nen a los órganos primarios del Estado, que generalmente 

son el ejecutivo y el legislativo, pues aunque los titulares 

de los órganos judiciales no tengan origen popular, no 

por esta circunstancia el réuimen respectivo deja de ser 

der.:oc:-ático". (118) 

(117) Lanz Duret, Miguel, "Derecho Constitucional Mexicano y .:onsideracio­
nes sobre la Realidad Política de nuestro Régime::.'', 3a. Ed., 
Imprentas L.D., México, D.F. 1936, p. 51. 

UlB) Burgos, Ignacio, Ob. Cit., p. 515. 
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De este acerto, conviene precisar que esa potestad 

do elecc16n no se reconoce comunmente a la totalidad del 

pueblo, es decir al pueblo sociológico como unidad real, 

sino a determinados grupos dentro de él, que satisfagan 

ciertas condiciones previstas jurídicamente. Estos grupos 

componen lo que hemos llamado en párrafos anteriores de 

este trabajo el 11 pucblo político", a 

se les denomina ciudadanos y que 

aut&nticamente democrático deben ser 

sociológico. 

cuyoo miembros también 

dentro de un regimen 

la mayoría del pueblo 

En síntesis, la entidad estatal es una instituc16n 

pública organizada en el derecho fundamental o Constitucl6n, 

dotada de órganos que dentro de su respectivo marco competen­

cial, desempeñan las funciones en que se desenvuelve el 

poder pOblico. Pero eeos órganos sin personificación no 

pueden ejercerlas, requiriendo necesariamente de una o 

varias personas físicas que los encarnen. Estas personas 

fíoicas son los titulares llamados hoy ''servidores p~blicos''· 

Ahora bien, si en el orden constitucional se ;.::-evee que 

la elección de los titulares de los 6rganos primarios 

del Estado debe p~ovenir del pueblo político, o sea de 

los ciudadanos, se estará en presencia del segundo elemento 

característico del sistema democrático (el prime:- elemento 

lo constituye la declaración dogmática de la :-adicaci6n 

popular de la soberanía). 

De esta manera es como se registra la pa:-~icipaci6n 

popular en un gobierno democrático¡ participaci6n que 

se materializa en el acto electivo (sufragio: pues es 

la voluntad mayorl taria de la ciudadanía la fuente de 

la encarnación o personificación de los órganos fundamentales 

del Estado, 

Específicamente en nuestro país, la Ley fundamental 

de 1917 establece la elección mayoritaria directa de los 
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titulares de los órganos primarios del Estado, en cuanto 

a las funciones legislativas administrativas concierne, 

como Son ·los senadores, diputados federales y el Presidente 

de la República, cuya elección democrática se prcvee en 

los Artículos 52, 54, 56 81 Constitucionales. 

e. Control Popular sobre la Actuación de los Organoa 

del Estado.-

Son varios y de diversa naturaleza los medios con 

que cuenta el pueblo polit.ico en nuestro régimen democrático 

para ejercer un control popular sobre la actuación de 

los gobernantes o titulares de los órganos primarios del 

Estado. 

De entre esos medios de control, consideramos que 

uno de vital importancia es aquel que se concreta, a través 

de la acción popular, para denunciar ante la Cámara de 

Diputados aquel las conductas de los se rv i dores púb 1 i cos 

que entraña~- sús responsabilidades políticas o pennles. 

En términos generales, el maestro Burgoa justifica 

la existencia de un control popular sobre la actuación 

de los titulares de los órganos del Estado, expresando: 

"Dentro de un sistema democrático, la ciudadanía t!ebe 

estar en contacto permanente con lo!J gobernantes, eje re iendo 

sobre éstos una especie de 'control' política respecto 

de su conducta. En una aut~ntica denocracia el pueblo 

jamás debe permanecer indiferen':e ante la actuación de 

los titulares de los órgar.os del [~"...c1do. !leb·~ c;e ... un 'fi!lca-

lizador' o 'vigilante' d~ actuación. Su participación 

en t.a buena. marchó del f!'..Obierno no dehc contraerse la 

mera elección periódica rle los titulares de los órganos 

estatales primarios dejar que éstos se comporten según 

su nrbitrio, despler,ando rr1uchas vece::; un11. conducta contraria 

al orden jurídico al bienestar general, posLergando 

el cumplimiento de su de~er como funcionarios públicos 



181 

a la satisfacción de sus intereses personales, a su ambición 

o e su codicia. Sin esa fiscalización o vigilancia constante, 

la democracia sería una simple mascarada carente de contenido 

dinámico, que es una de sus notas esencialesº. (119) 

Ciertamente el gobernante no debe, de ninguna forma, 

ser el amo de los gobernados, sino su servidor, y esta 

calidad, característica de un sistema democrá~ico como 

el nuestro, no existiría si el pueblo se concretara a 

elegir gobernantes y no vigilara su gestión pública pues 

entonces el pueblo se convertiría en esclavo, como decía 

Rousseau, refiriéndose al pueblo inglés, que "cree ser 

libre, pero se equivoca totalmente: sólo lo es durante 

la elección de los mie~bros del parlamento: en cuanto 

son elegidos, el pueblo es un esclavo, el pue':Jlo no es 

nada." (120) 

El control popular que nos hemos referido es para 

Jellinek una ºgarantía del Derecho Público d~l Es tacto 

que sólo puede operar en una democracia'', (121) 

En tanto que para Heidelberg, "ese control se ejerce 

por distintos med~as jurídicos 

la acusación del funcionario, 

políticos, :a les como 

la responsabilidad civil 

de éste frente al gooernado en particular por !.os hechos 

ilícitos que cometa en su detrimento durante sus f:J:iciones, 

la libertad de exp~eslón en sus diversas mani~estacioncs 

Y la actuación de los partidos políticos, ~ntre ot~os.''(122) 

(119) Iderr., p. 525. 
(120) Rousseau, Juan Jacobo, "El Control Social'', 12: EJ., :::a. Porrúa, 

S.A., México, D.F., 1979, p. 96, 
(121) Citado por Burgoa, Ignacio, Ob. C1t. 1 p. 525. 
(122) lbidem, 



182 

IV. 3. 

Conviene aclarar que el esquema concep~ual que nos 

proponemos definir en este apartado, tie~e su reciente 

origen en el marco jurídico que, a propósito de la "renova­

ción moral de la sociedad 11
1 postuló el Presidente Miguel 

de la Madrid Hurtado, mismo que se materializó tanto en 

la reforma constitucional publicada por v!a de decreto 

en el Diario Oficial de la Federación de 2E. de diciembre 

de 1982, cuanto con la publicación de la nueva Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos en el 

Diario Oficial de 31 de diciembre de 1982, así como con 

la expedición de las reformas al Titulo Décir.o del Código 

Penal, de 5 de enero de 1983, y la relativa al llamado 

"daño moral" del Código Civil de 31 de dicie-ibre de 1982, 

ambas publicadas en los Diarios Oficiales de las fechas 

respectivas. 

En efecto, se puede afirmar que de entre las adiciones, 

precisiones y supresiones realizadas por el constituyente 

permanente en diciembre de 1982 enero óe 1983, tanta 

en la Constitución, como en las leyes sec\...:-.darias de las 

materias administrativas y penal, surge en forma novedosa 

el concepto de ··servidor púhlico" con el ob i;--:o de enfocar 

a los sujdtOB de responsabilidades por razón de sus funciones 

especificas. 

Una vez hecho este planteamiento, pasa:-~mos a abordar 

la forma concept.ual que desde los servi:::ores públicos 

se ey-..re a el ·er en ~s-rictarente :onstitucional, 

para definir enso¿>~uicla los contornos que del :-:-oplo concepto 

establecen las no~rras legales reglanentarias, ~~r~icular~cnte 

la Ley feder-al de Responsabilidades de :.os Servidores 

Pútlicos el Código Penal para el Distr::o federal en 

materia de fuero común y para toda la República en materia 
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de fuero federal a fin de que en su oportunidad podamos 

ubicar fácilmente a aquellos servidores que se encuentran 

eujetoe al régimen federal constitucional y legal de respon­

sabilidades en general y del Juicio Político en particular. 

a. En la Constituci6n.-

Siguiendo el orden de ideas que hemos pro pues to para 

el desarrollo de esta parte de nuestro trabajo, cabr{a 

analizar en primer térmir:io 1 el alcance y contenido del 

concepto de servtd0res públicos que se maneja en nuestra 

Carta Fundamental. 

En principio, debemos atender al hecho de que la 

aludida reforma constitucional de 1982 1 introdujo en el 

vigente texto un interesante cambio en la denominación 

de su Título Cuarto, en el que antes se hacía !""eferencia 

a "las responsabilidades de los funcionarios públicos" 

ahora se alude a "las responsabilidades de los servidores 

públicos" a efecto de establecer 11 la naturaleza del servicio 

a la sociedad que comporta su empleo, cargo o cor.iisi6n", 

según se indica en ln ex.posición de motivos que acomp..i.ñó 

a la propuesta de reforma. 

Conviene obsel"'var que esta modalidad referente 

la substitución del término "funcionarios" por el de "servi-

dores" con forme lo prescrito por el Artículo 108 de 

la Constitución en vigor, deberá adoptarse por las Const:tu­

ciones de los Estados de la Rep6blica 1 las cuales, en 

textual expres ~ón de ese precepto, pre e i sarán "e 1 carácter 

de servidores p·:!blicos de quienes du~er..µefien C:-7:.pleo, carr,o 

o comisión los Estados en los Municipios··. Hacem.1s 

notar que para este efecto las entidades federativas contaron 

con el plazo de un año, en los términos del Artículo 2º 

Transitorio del Decreto Constilucional respectivo, 
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Con el fin de enriquece:- esta investigación y antes 

de pasar al análisis detenido del Artículo 108 de la Consti­

tución Federal, en ~l que se enumeran a aquellos a quienes 

se les reputa como servidores públicos, consideramos oportuno 

citar al Maestro Orozco Enriqucz 1 qu!en refiriéndose 

la novedosa 

se encuentra 

que resulta 

no sólo a 

c~n que se 

concepción que de los ''servidores p~blicos'' 

en nuestra Carta Magna, opina: "Es claro, 

deseable que esta nueva denominación contribuya 

desterrar la co~ún prepotencia y negligencia 

han conducido innumerables servidores ;>úblicos 

nivel, sino a hacer conciencia en la propia 

comunidad sobre la función de servicio que los nisrnos 

desempeñan y la conveniencia de exigirles el estricto 

cumplimiento de sus obligaciones, así como el correspon-

de cualquier 

diente reupeto 

dores". (123} 

los derecnos 

En efecto, consideramos 

interés de los goberna-

que es éste el propósito 

de la Reforma Constitucional de 1982, con la que no sólo 

se deter,71in6 el espiritu ~e servicio ;'.1Ue debe prevalecer 

en la actuación pública de !"uncionari.os 'j empleados, sino 

que también atendiendo al p~incipio de :gualdad ante la 

ley, se pretendió establecer la responsatilidad a nivel 

constitucional de todos los servidores públicos, indepen­

dientemente de ~u jera!"quta, rango, O!"igen o lugar de 

empleo, cargo o comisión. 

De es:e modo, a dife;encia de texto const¡:ucional 

an:erior, que primordialmente se refería a _la rc~ponsabilicad 

de los llamados ''altas funcionarios p4blicos de la federRción'' 

y que por dispocisi6n de su Ar~ículo 111, sólo encarga~a 

( 123) Orozco Enriquez, Jasé de Jesús, Regimen Constitucional de Responsa­
bilidades de los Servidores · ?úbllcos" en "Las Hesponsabilídades 
de los Servidores Públicos", Ob. Cit., p. 113. 
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al Congreso de la Unión la expedición de una ley de responsa­

bil tdades de todos los funcionarios y empleados de la 

federación y del Distrito Federal, el Artículo 108 vigent.e 

incluye, en forma reiterativa, como sujetos a las responsabi­

lidades previstas en el Título IV: 11 0 los represen:antes 

de elección popular, a los miembros de los poderes Judicial 

Federal y Judicial del Distrito Federal a los funcionarios 

y empleados, cargo comisión de cualquier naturaleza 

en la Administración pública federal en el Distrito fede­

ral". (124) 

Sin embargo, para formular un concepto del "servidor 

pQblico'' que comprenda tanto en lo particular como en 

lo general lOs supuestos constitucionales indicados, es 

necesario que analicenios el contenido del referido Art[culo 

108 Constitucionaf1 para cuyo efecto procedemos a su trans­

cripci6n literal: 

"Artículo 108.- Para--los efectos de las re;;ponsa:.1lida-

des a que alude est~ título, se reputarán 

públicos a los representantes de elección 

miembros de los poderes Judicial Federal 

Distrito Federal, a los funcionarios 

general, a toáa persona que desempe:ie 

cc-i'J se ~v: dores 

popular, los 

.Judi::~al de 

e~pleados, y en 

er.1pleo, carp,o 

o comisión de cualquier naturaleza en l<l Ad~in~s:~ación 

Pública Federal o en el Distrito Fede:""al, quienes s.-~rán 

responsables por los actos u omisiones en c¡ue :ncurrHn 

en el desempeño óe sus respectivas funcion~s. 

El Presiaente d~ la República durante el ti~~po d¿ 

su encargo 1 sólo podr-á ser acusado pO!" '::r-a!~i6n a la pa.•_r-ia 

y delltos graves del orden común. 

(124) "Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos", Oh. 
Cit. p. 113. 
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Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a 

las legislaturas locales ·y los Magistrados de los tribunales 

Superiores de Justicia Locales, serán responsables por 

violacione~ a esta Constitución, a las Leyes Fe~erales, 

así co-mo ·por. el: manejo ind~bido de r0ndos y :-ecursos fede­

rales. 

Las Constituciones de los Estados de la República 

precisarán, en los mismos términos del primer párrafo 

de este articulo y para los erectos-. de sus responsabilida­

des, "el carácter de ser~ido~es- ~6blicos· de quienes desempeílen 

empleo, cargo o comfsi6n ·en-·'la·s Estados y en los Munici­

pios". (125) 

Del precep~o transcrito y siguiendo la exposición 

del i.tcenclado Marco Antonio Castro Rojas, Di:-ector General 

Jurídico de la Secretaría de la Contraloría General de 

la Federación, se desprende que se repulan corno servidores 

públicos para los efectos de responsabilidades, tanto 

en lo part!cula:-- en los Poderes de la Vr.ión y algunos 

fur.cionarios de los Poderes de los Estado5, como en lo 

general en la Administración Pública Federal o en la del 

Disti·ito Fedet'aL, a qul.enos se encuentran e:'1 los supuestoa 

siguientes: 

''Kn lo particular: 

a).- Los _· __ r~.?~~sE!_n_tante.s de elección popular; los 

miembros de los ~od~~es. Judicial Federal 

Dis~rito Federal¡ 

-!udicial del 

___ b_) ~-__ !.os funcionarios l?mpleados de la Administración 

Pública Federal y del -DiStrito- Federal;--y 

c).- Los gobernadores de los Estados, los Diputados 

de las Legislaturas Locales y los Magistrados de los Tribu-

(E5l Ibidern. 
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nales superiores de Justici~ Loca~'ª' .Q~~~ne~ serán responsa­

bles por violaciones· -a la -consti~Uci6r\'' y:-a las Leyes Federa­

les, así como (:!~r ~l: ~á~.~·j_o _,_._in~~tiid·~ ··--·de; -fondos y recursos 

Federales. 

'En lo ge_ne~a 1: 

á) .- Toda persona que desempeñe un empleo, cargo 

o de cualquier naturaleza en la Administración 

Pública· Fe.Cferal o del Distrito Federal". (126) 

Una vez habiendo desglosado a los sujetos que conforman 

el conjunto genérico de aquellos a quienes la Constitución 

Federal otorga el carácter de servidores púolicos, en 

palabras del L.icencíado Castro Rojas, podemos afirmar: 

"que se entiende por servidor público aquel que ~ar dispo-

sici6n de la. ley, elección popular, nombramient:o, designa­

ción o contrato de trabajo ejerza o participe en el ejerci­

cio de funciones públicas, en los poderes de :a Unión 

y particularmente en la Administraci6n Pútlica Fcde~al'',(127) 

En.--._virtud a cueationamientos l:nprec1s.:.o~es que 

podrían presentarse y de suyo se pres~ntar. 1 pa:- .. _~:ularmente 

respec~o a servidores d.e las entidades o~ ln ,",G.-. .:.~.~st:raci6n 

Púbica Paraestatal 1 cabría precisar 

nuestro trabajo, quienes tienen el ca;·áctcr· de ::.'!r·1idores 

públicos en la Administración Pública Federal. 

En este orden de ideas, tendrenos que ~ecurrir a 

--un principio tara::iién constitucional que nos permi·.a definir 

el "campo <le actuación de la µropia AJ~.inis<::raci6r., ~oncreta-

(126) Castro ~ajas. Marco Antor1io, "Los Sujetos de resLJor.sa~ilidad" 
en "Revista de Just1c1n" !fo. 3, Vol. V, ,Tulio-sep!!.e:nbre,1987, 
Edit. Talleres Gráficos de la Nación, México, D.F. 1987, pp. 
102-3. 

(127) Idern,, p. 103. 
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mente nos referimos al Artículo 90 de la Constitución 

Federal, que expresamente dispone: "La Administración 

Pliblica Federal será centralizada y paraestatal, conforme 

a -la Ley Orgánica que explda el Congreao, que distribuirá 

los negoicos del orden Administrativo de la Federación 

que estarán a cargo de las Secretarías del Estado y Departa­

mentos Administrativos y definirá las bases generales 

de creación de las entidades paraestatalcs y la interven­

ción del Ejecutivo Federal en su operación". (128) 

Por su par te, dicha Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, reglamentaria del Artículo 90 Constitucio­

nal, en sus Artículos 1° 2° y 3°, establece entre otras 

de sus disposlc~ones, las bases de la organización de 

la Administración Pública Federal Centralizada y Paraestatal, 

estableciendo que en el ejercicio de sus atribuciones 

y para el despacho de los negocios del orden administrativo 

encomendados al Poder Ejecutivo de la Unión, habrá dependen­

cias centralizadas como Secretarías de Estado y Departamentos 

Administrativos¡ que el Poder Ejecutivo, se auxiliará 

de entidades de la Administración Pública Paraestatal, 

en la especie, organismos descentralizados, empresas de 

participación estatal r.tayoritaria, instituciones y socieda­

des nacionales de crédito, organismos auxiliares nacionales 

de crédito e instituciones nacionales de seguros y de 

fianzas y fideico~isos. (l29) 

De esta su~rte, si relacionamos el Artículo 90 Conslitu­

cional y lo dispuesto por la Ley Orgánica de la Adminis'.rn­

ci6n Pública Federal con el A~tículo 108 de la Ley fundamen­

~al, podremos sostener que los runcionarios y empleados 

(128) "Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos", Ob • 
• Cit. p. 98. 

(129) Cfr. Ley Orgánica de la Administración Pública Federal", Edit. 
Porrúa, S.A., 16º Ed., México, D.F. 1984, pp. 8-9. 
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de las entidades paraestatales al igual que los de las 

dependencias centralizadas, son servidores públicos y 

en consecuencia quedan sujetos al regimen constitucional 

y legal de responsa=ilidades aplicables a éstos. 

Consideramos importante distinguir algunas reflexiones 

que en torno a la delimitación de los servidores públicos 

en el texto Co:istitucional, pondera el jurista Orozco 

Enriquez, al afirmar que "secún los términos expresados 

del régimen const::ucional vigente, no se considera como 

servidor público, por ejemplo, al titular de la Contaduría 

Mayor de Hacienda, ésto es, al titular del organo técnico 

dependiente de la Cámara de Diputados y encargado de revisar 

la cuenta pública anual del gobierno federal y del Departa­

mento del Distri':o Federal, peri sí se cataloga cor.io sevidor 

público a cualqu~er trabajador de ln fábrica de bicicletas 

C6ndor, S.A. o de la embotelladora Garci-Crespo, S.A. 

de C.V. (ambas e-;:iresas, entre otras aparecen en la última 

publicación de la lista de la Administración ?ública Federal 

Paraestatal, Dia~io Oficial del 15 de octubre de 1982); 

incluso dentro ce tnl concepto pueden quedar co•1prendidas 

los particulares que formen parte de comisiones, comités, 

aaociaciolleS o juntas, cuyas tareas sean básicamente las 

de colaborar con los organos cstat~les propiamente dichos 

en el desempeño :e sus funciones. Así pues, será necesario 

que través de una interpretación cons~itucional idónea 

por los órganos ~0~;1etentes se precisen los 

cs·.e título establezcan los criterios apropiados 

para dctcrr:.1nar :;-icnes deben ser con:;:;ider&dos cono servido­

res ?Oblicos del& !ederaci6n o 11el Uístrito Fen~~al''.(130! 

CiertaMcnte, la üCutal conceptualización de los servi-

dores públicos el tex:J co~stitucionnl puede 

propiciar algu:in~ l..,p:·ecisicr:es t:n cuanto a 5us alcances, 

particularmente ·.:-Eitándose de aquellos agent.~s q11e intecran 

(130) Orozco, Enriqu~z, José de Jesús, Ob. Cit., pp.113-4. 
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lo que se conoce como "administración pública paraestatal". 

Por esa razón creemos que el legislador ordinario debe 

motivar una reforma constitucional en la que se contenga 

una clara definición del servidor público, derogándose 

la simple enumeración que actualmente se hace, en forma 

reiterativo e impreciso, de aquellos a quienes se confiere 

tal carácter. 

b. En la Ley Federal de Responsabilidadeo.-

Al estudiarse los dispositivos contemplados por la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

Reglamentaria del Título Cuarto Constitucional, se observa 

que ninguno de ellos define loo ''servidores pGblicos'', 

ni tampoco los particulariza como hace el Código Penal, 

sino que únicamente considera en término:J generales a 

loe sujetos de responsabilidades el servicio público, 

para cuyo efecto el Artículo 2° de este ordenamiento nos 

remite al :exto de la Ley Fundamental, disponiendo que: 

''son sujetos de esta Ley, los servidores p~blicos mencionados 

en el párrafo primero y tercero del Artículo 108 Constitucio­

nal y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos 

económicos federales". ( 131) 

En vir:ud de que ya hc'nos comcn•.ado lo más relevante 

de la conceptualización con!:ititucional referente los 

servidor~s í)Úblicos, ;cs:a:-ía únicar.ente hacer énfasis 

en lo preceptu<lcio por la parte :inal del numeral segundo 

de la ley, que extiende su campo de aplicoción hacia 11 toda5 

aquellas personas que :nancjen o apliqu~n recursos económicos 

federales''. Lo cual no significa necesarioment:e que los 

sujetos que eventualmente pudieran quedar comprendidos 

en estos sup~estos revistan la calidad especifica de servido­

res públicos, 

(131) Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos", 
O .o, F. de 31 de diciembre de 1982. 
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Sobre este particular, el maestro Orozco Enriquez 

se inclina a pensar que 1 aún cuando el texto.constitucional 

no considera expresamente sujetos al régimen federal de 

responsabilidades a los presidentes municipales, ni a 

las demás autoridades de los ayuntamientos atendiendo 

a la expresión empleada por la Ley de Responsabilidades, 

pudieran quedar comprendidas en él, no sólo dichas autorida­

des municipales sino infinidad de personas 1 incluso particu­

lares; por ejemplo todos aquellos particulares que por 

algún título legal detenten algún bien estatal como sería 

el caso de quienes tengan a su cargo los templos públicos 

destinados a algún culto religioso, o bien aquellos particu­

lares retenedores de algún impuesto. ( 132) 

Es claro que este planteamiento ofrece un sinnúmero 

de problemas y cuestionamientos para la aplicación de 

la Ley a que venimos aludiendo. Por ello, el mismo autor 

expresa en relación a esa parte del Artículo Segundo que: 

resulta inconveniente, por lo que será r.ecesario 

que en su oportunidad, los tribunales federales precisen 

la constitucionalidad y el auténtico alcance de tal disposi­

ción. (133) 

En este orden de ideas, juzgamos que el legislador 

secundario extralimitó la reglamentaci6n del Titulo Cuarto 

Constitucional al crear una Ley Federal de Responsabilidades, 

no sólo de los servidores públicos, sino de otros sujetos 

que sin deten'...ar ese carácter concurren en los tareas 

de la administración pública en general y del servicio 

público particularmente. 

De ahí que sin tratar de agotar el tema, por rebasar 

el objeto de esta investigación, amén de que por sí solo 1 

(132) Cfr. Orozco Enriquez, José de Jesús, Ob. Cit. p. 114. 

(133) Ibldem. 
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podría ser materia de otro trabajo, concluimos en la necesi­

dad 'de establecer cuidadosamente el alcance que corresponda 

a dicha expresión, utilizadn por el Segundo Artículo de 

la Ley de Responsabilidades y preferentemente proponemos 

su derogación pues rebasa y desorbita la concepción constitu­

cional sobre servidores públicos. 

c. En el Código Penal.-

Por su parte 1 el Código Penal para el Distrito Federal 

en materia de Fuero Común rara toda la Hepública en 

materia de Fuero Federal, enuncia su Titulo Décimo con 

el ·rubro de ''Delitos Cometidos por Servidores Públicos'', 

en tanto que su Artículo 212 particulariza la calidad 

de servidores públicos de aquellos agen:es quienes 

la confiere, expres6ndose textualmente: ''Para los efectos 

de este Título y el subsecuente es servidor público toda 

persona que det>crnpcñe un empleo, cargo o comisión de cual-

quier naturaleza en la f1dministració:--. Pública Federal 

centralizada o en la del Distrito :'ederal, organismos 

descentr:3.lizados, emprcsé.IS de parlici;:iac~5n estatal mayori-

taria, orbnnl;;nr.i.<"ni.~s !':oci".:!ri?..Jcs .o:si-iiladns éstas, 

fideicor:iisos públicos, en el Cone,reso de la Unión, en 

los poderes Judicial Federal y Judicial del Distrito federal 

o que maneje recurso~ econórnicos fede:--é.l:es''. (134) 

El misr.io p:·ecepto que estamos co:-.e:-.".;:i.:1do hace extensiva 

por· ott·a parto, 13 a¡1llcaci6n de !as disposiciones de 

dicho Título, los Gobernadores a~ los Estado~, los 

úiputados las Legisla:ura~ Locales 

de los Tribunales de Jus~icia Loculf!s; 

los magistrados 

a cualquier persona 

que participe en la per-petración de a:eL.::10 de los delitos 

rlel ornpio Título y el ~ubsccuente. (13S 

(13~) "Códipo Penal para el üislrito Federal", 4la. Ed., Edit. Porrúa, 
S.A. 1 México. D.f.? 1985, p. 70. 

(135) lbidem. 
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Es digno de comentarse que, en los términos en los 

que nuestro C6digo Penal vigente especifica a quienen 

debeI"án ser considerados servidores públicos para los 

efectos de sus responsabilidades penales, se aprecia una 

mejor técnica-jurídica en la prccisi6n de dichos agentes 

de responsabilidad, pues si bien es cierto que no amplia 

el concepto constitucional, sí lo particulariza en lo 

tocante al sector paraestatal al incluir expresamente 

las entidades que lo conforman, en congruencia con el 

Artículo 90 Constitucional con aquellos dispositivos 

que contempla la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal en la forma como hemos indicado en párrafos prece­

dentes. 

Al respecto, el Lic. Castro Rojas, opina que debe 

considerarse la doble vertiente de la Administración Pública 

Federal, que es Centralizada y Paraeslatal a fin de contem­

elar los servidores de este último sector como sujetos 

de responsabilidades. En este sentido el legislador penal, 

al redactar el Artículo 212, para no deja:- lugar a dudas 

respecto la sujeción a responsabilidad pennl de estos 

servidores públicos, atendiendo al pcincipio "nullum 

crimen nulla poena sine lege'', expresamente los sujeta 

a dicho régimen, al referirse a los organismos dcscentrali-

zados, empresas de participación estatal rnayo.:-it.aria, 

organizaciones y socic•iades asimiladas a lstas y fideicomisos 

públicos. ( 136) 

El misi.'.o autor, en un intento de realizar un estudio 

analítico del Art[culn 212 del ordenn~ien~o pendl, para 

identificar o definir los sujetos de respon:;abilidad penal, 

considera que de la disposición en cuestión se derivan 

los siguientes supue~tos: 

"a).- Es servidor público toda persona que desempeñe 

un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en 



194 

los poderes ·de la Unión·,. ~1'icl.uída la Administraci6n Pública 

y el Poder Judictai del Di~trito Federal; o que maneje 

recursos. econ6micos federales. 

b).- In.cluye a su vez por extensión legal, a cualquier 

persona que 

los delitos 

participe en 

de los Ti tul os 

propio C6digo". {137) 

la perpetración de 

Décimo Décimo 

alguno 

?rimero 

de 

del 

En efecto,en la redacción del multicitado Artículo 

212 del C6digo Penal, no so les reconoce expresamente 

a los gobernadores, diputados locales y magistrados de 

los Tribunales Superiores de Justicia Locales 1 la calidad 

de servidores públicos, pues únicamente señala que a dichos 

sujetos les serán aplicables las disposiciones del Título 

Décimo de ese ordenamiento. En nuestra opini6n, ello no 

significa que los :uncionarios en cuestión no sean servidores 

públicos, puesto que a la luz de la concepci6n constitucional 

sí lo son y en obv1edaJ jurídico deben serlo. 

En este orden de ideas, nos inc l i nar.:os pensar que 

el problema plan:eado más bien obedece a unn insuficiente 

redacción del lc~islador penal que cenera irnpresiciones 

conceptuales, asf co~o a la falta de una estcicta definición 

legal de "servidor público" que haga posible la congruencia 

entre su concepción constitucional y la de los ordenamientos 

secundarios respectivos¡ Ley ue ~espunsahil1dades 

Penal, espccffica~c~tc. 

d. Visión de Don José María Morelos y Pav6n.-

Código 

Hemos querido destacar en este apartado de nuestro 

tcabajo, una par-•~e de la. tradicional conversación que 

{137) !dcm., pp. 118-9. 
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sos tuviera José María More los y Pavón con Don Andr6s 

Quintana Roo, merced a la importante declaración que el 

primeramente citado hiciera, autonombrándose como ''Siervo 

de la Nación''. Expresi6n ésta que utilizó como denominador 

común de los postulados de su ideario político-social. 

En la conversación a que aludimos, el visionario 

Morelos y Pavón precisa sus conceptos políticos, en esta 

forma: 11 Soy siervo de la Nación 1 porque ésta asume la 

más grande, legítima e inviolable de las soberanías, quiero 

que tenga un gobierno dimanado del pueblo y sostenido 

por el pueblo; que rompa todos los lazos que la sujetan, 

acept:e y considere a España como hermana y nunca como 

dominadora de América. Quiero que hagamos la declaración 

de que no hay otra nobleza que la de la virtud, el saber, 

el patriotismo y la caridad; que todos somos iguales, 

pues del mismo origen procedemos; que no haya privilegios 

ni abolengos, que no es racional, ni humano, ni debido 

que haya esclavos, pues el color de la car<'.! no cambin 

el del corazón ni el del pensar.iiento: que se eduque a 

los hijos del lnbrador del barrendero como los del 

más rico hacendado; qui! todo el que se queje con justicia, 

tenga un tribunal que lo escuche, lo ampare y lo defienda 

contra el fuerte y el arbitrario; que se declare que lo 

nuest:-o ya es nuestro y para nuestros h-jos, q.e t·!ng. rl 

ur.a fé. una causa y una bandera, bajo la cual todos juremos 

morir, antes de verla oprimida, como lo t?st.1 aho:-3 y que 

cuando ya. :3Ca libre, estemos listos para def'enderal. ,"(138) 

liacemos notar que la hist6rica frase de ''soy siervo 

de la :iación" denota el espíritu de servicio que animaba 

(138) Teja Zabre, Alronso, "Vida de ;.:arelas", publicación del Inotitulo 
de Historia de la UNAM, México, D.F.? 1!:'~9, pp. 59-60. 
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al gran Morelos en su lucha por lograr la Independencia 

Nacional, y así creemos que todos los funciona:-ios y emplea­

dos que participan en las tareas relacionadas con los 

fines del Estado y la Administración Pública en general, 

debieran estar influenciados por ese espíritu de servicio 

a la Naci6n que les hiciera verdaderos merecedores de 

la calidad de ''servidores p~blicos''• 
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!!!!!_-~S~!!!~! __ _!j!!!!!!:2!!J. __ _!!! __ ~!!!!!!!~!!:!'ª!!--..l--.!! 

~~~!!!!!_~~-!!!_ª!!~!Ei2~= 

En el marco doctrinal y jurídico de la teoría de 

la función pública, podemos distinguir diferentes categorías 

de agentes públicos encargados de su realizaci6n. Esta 

diferencia de calidad reviste especial importancia en 

la finalidad de este trabajo, por cuanto que, siendo distinta 

la participaci6n de dichos agentes en la función pública, 

también será distinta la responsabilidad que pueda derivarles 

de esa participación. 

La gestión de la función pública está constituida 

por la organización, funcionamiento y distribución de 

competencias entre los organos del Estado a quienes se 

encomienda la realización de sus fines. Pero esta organiza-

ci6n administrativa, requiere de personas físicas que 

asuman la calidad de funcionarios empleados públicos 

y que aporten su actividad intelectual o física para atender 

a los propósitos estatales mediante determinadas prestacio-

nes. 

En efecto, los diversos estudiosos de esta materia 

coinciden en la misma idea, así por ejemplo, el maestro 

Argentino Rafael Bielsa, sostiene que: 

"La rertlizaci6r. nctunción de los fines del Estado 

no se concibe sin la actividnd intelectual o física de 

personas que, en sentido lato, son sus agentes, es decir, 

funcionarioa y empleados, según el carácter jurídico de 

la actividad que realicen y según la naturaleza de la 

relación jurídica que los vincula con "!l Estado",{139) 

Por consiguiente, la íunción pública se forma con 

el conjunto de deberes, dcrcchoo situaciones que se 

originan entre el Estado y sus servidores. 

Tl39)-Bi~i~a~-RafO.e1, "Derecho Administrativo'', Tomo r I I, Editora e Impr~ 
sora La Lcy,S.A.,Ruenos Aires,Argentina,19611,p,l. 
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Partiendo de esa tésie, nos interesa destacar que 

toda actividad estatal requiere de personal eficiente 

id6neo para la atención de los servicios públicos y 

demás actividades del Estado, por ello la necesidad de 

que exista un adecuado régimen de responsabilidades de 

todos los agentes públicos. 

En este sentido, el maestro Serra Rojas trae a su 

obra la opinión de la Suprema Corte de Justicia, quien 

ha expresado: ''Si por función Pública ha de entenderse 

el ejercicio de las atribuciones esenciales del Estado, 

realizadan como actividades de gobierno, del poder público 

que implica soberanía imperio, y al tal ejercicio en 

definitiva lo realiza el Estado a través de personas físicas, 

el empleado público se identifica con el oreano de la 

función pública su voluntad o acción trascienden como 

voluntad o acción del ?stado, lo que justifica la creación 

de normas especiales para su responsabilidad, situación 

ésta de incorporación a la función pública ••• ''(140) 

Una vez aclaradas estas intenciones y con objeto 

de cerrar el círculo en torno a la forma como se encarnan 

los órganos del Estado para la realización de la función 

pública, es dable decir que la actividad estatal necesita 

individuo~ que formen exterioricen su voluntad; dicho 

de otro r.ioclo, el E~;tado funciona por medio de sus organos 

éstos 

objetivos 

su vez utilizan para el cumplimiento de sus 

conjunto de personas f íaicas o ar.entes 

públicos que ~ecibcn denominocioncs diversas por la ley 

y por la doctrina, tales corno funcionar-íos, Altos Funciona­

rios Públicos, y ~ecientencnte se les refiere con la fórmula 

genér1ca de scr'vLaores pGnllcos. 

(140) Serra Rojas, Andrés, "Derecho Admlnistrativo",Ob.C1t. ,p.356. 
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a. Los Funcionarios 7 Kapleadoe Públicos.-

No existe uniformidad de criterios en la doctrina 

acerca del concepto jurídico de funcionario público, pues 

como dice Biei'sa: "los conceptos las definiciones que 

se han dado de funcionarios públicos varían, ya sea por 

su régimen legal, que depende del grado de evolución del 

Estado especialmente en su forma política, pue5 todo 

ello refleja o incide sobre las ideas de función y de 

funcionario 11
• ( l.41) 

De acuerdo al pensamiento de este mismo autor, funciona-

ria público es aquella persona que en vi:-tud de 

designación especial o legal (por medio de nonbramiento 

o por medio de elección) y de manera continua, bajo forma 

y condiciones determinadas en una delimitada esfera de 

competencia, concurre a expresar ejecutar la voluntad 

del Estado, cuando esa voluntad se dirige a la realización 

de un fin póblico, (actividad jurídica o social), por 

su parte, empleado público es aquel que aporta el trabajo 

manual intelectual al Estado. El funcionario público 

realiza una actividad pública ya sea de autor~dad o de 

gestión". (142) 

Por su lado, Guillerr.io Cabanellas, en su aiccionario 

de Derecho !Jsual, afirr.ia que, "Funcionario es la persona 

que se consag~a al desempeño de una función o servicio 

público. Funcionorio Público es todo aquel que desempeña 

una función o servicio público". (143) 

Ciertamente la deno!:linnci6n de empleados y funcionarios 

públicos es utilizada con frecuencia por la Constitución 

(141) Dielsa, Rafuel, Ob, Cit, p. 206. 

(142) ldem., p. 207. 

(143) Citado por Serra Rojas, f1ndrés, Ob.Cit. ,p.365. 
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y por las leyes administrativas, pero sin que se precisen 

los efectos jurídicos de esta clasificación, que ha ido 

perdiendo su sentido inicial para dar paso a una f6rmula 

de carácter general, como la de ''Trabajadores al servicio 

del Estado", denominación. que emplea la ley reglamentaria 

del apartado "B" del Artículo 123 Constitucional, que 

precisamente se llama ''Ley Federal de los Trabajadores 

al Servicio del Estado 11 

Otro ejemplo de la sustitición de la f6rmula de ''funcio­

narios y empleadas· públicos" por otra de naturaleza más 

general l servidores públicos} lo en con tramos en e 1 Tí tul o 

Cuarto de la Carta Magna de 17, en la que antes de la 

Reforma de 1982, se establecía por el párrafo quinto del 

Artículo 111, que: ''El Congreso de la Unión expedir~ 

la mayor brevedad una ley de responsabilidades para todos 

los funcionarios de la Federación y del Distrito Federal ••• •• 

Disposición esta que a partir de la reforma aludida, vari6 

en su fórmula ordenándose ahora, por el Artículo 109 que: 

"El Conereso de la Unión y las Legislaturas de los Estados 

dentro de los ámbitos de sus ;espectivas competencios, 

expedirár. las leyes de responsabilidades de los servidores 

públicos las demás normas conducentes sancionar 

quienes teniendo este carácter, incurran en responsabilidad, 

de conformidad con l~s siguientes prevcnciones.''(144) 

Si.n er.1__;~:-eo, crlhe señalar que la denominaci6n ¿;enérica 

de ''servidores p6blicos' en la que quedan comprendidos 

tan to funcionarios como eMpleados públicos, no ha sido 

adap tnda e:1 forr.ia uni fortr'.e exclusiva por el o:--denamiento 

constitucional ya que aún podemos obse:-var que va!'ios 

(144) D.O.F. del 28 de dicienb~e de 1982. 
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de sus numerales aluden indistintamente a los términos: 

"empleados" 11 funcionarios" públicos, incluso al propio 

distingue ambas Artículo 108 Constitucional en vigor, 

categorías de agentes como integrantes de su conceptualiza­

ci6n de servidores públicos. 

Retomando el punto de análisis en lo que atañe a 

la distinción entre funcionarios empleados, debemos 

ponderar, por un lado, que es ésta última cuesti6n muy 

debatida por la doctrina y por el otro, que existen varios 

preceptos de orden constitucional y legal que de manera 

tácita identifican sinónimanente a ambas clases de servidores 

públicos. ( 145) 

Pese a lo anterior, podemos establecer algunas importan­

tes diferencias entre ambas clases de agentes. Al efecto, 

citaremos la clara reflexión del maestro Bielsa, quien 

afirma: "El funcionario supone un cargo especial tansmitido 

en principio por la Ley, que crea una reldción externa 

que da al titular un carácter rep:-esentativo 1 mientras 

que el empleado sólo supone una vinculación interna que 

hace que su titular sólo concurre a la fo:-nación de la 

función pública". ( 146) 

El reconocido naestro Serra ROJas, ha expresado al 

respecto: "Es indudable que la ley h<t quer-:Co darle una 

señalada. ::il,!UifiCHCiÓn al concepto de funcionario, ya 

que se le pr·ovee rle ir:p(":-iul'l, es decir, parieres propios 

la función que desempeña, como la facultad de ordenar 

decidir. En cambio el empleado aparece cono un r.iero 

ejecutor, sin facultades deterrriinadas, 

deler,ación o reglar.ientariar:iente,(147) 

que ejercen por 

(145) 

( 146) 

(147) 

Veese Serra Rojas, "Derecho i\dministrativo" ye citado en donde se 
estudian con detalle esos supuestos, pp. 371 y sigs. 
Bielsa, Rafael 1 .,Derecho Administrativo", Torno II, Editora e Impresora 
La Ley, S.A., Bs. Aires 1 Argentina,1964 ,p. 92. 
Scrra Rojas, Andrés 1 Ob. Ci t,, p. 372. 
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En este sentido, podemos inferir que el funcionario 

público se caracteriza por expresar y participar en la 

'rormaci6n y ejecuci6n de la voluntad estatal, decidiendo 

y llevando a cabo sus determinaciones, por su carácter 

representativo al participar en los actos públicos y por 

ejecutar las disposiciones le gales, que especialmente 

le confiere su investidura. 

Para esclarecer este concepto creernos adecuado desglozar 

sus elementso más importantes, que aluden a: 

l. Una designación legal¡ 

2. El carácter de permanencia; 

3. El ejercicio de la función pública que le da 

poderes propios; 

4. Su carácter representativo. 

Siguiendo este orden de ideas, conviene apuntar que 

a diferencio del funcionario, el e:-.pleado público se carac­

teriza por no tene1· atribuciones especialmente designadas 

en le ley Y sólo colabora en la r-elaci6n de la función 

pública bajo les siguientes circuns:ancias: 

l. Por su incorporaci6n voluntar-ia :i la organización 

pública: 

2. Sin participar en la fo:--mación 

la volu~tad pública; 

3, Sin tener un carácter rep~esenta~1vo: 

decisi6n de 

'1. Teniendo su relaci6n co:i el Est~do un C<lráct. r 

crnt ;ic ual. 

5, Po:- hacer ~-.:: la función ;:-ública su r.iedio habitual 

de vida, su actividad funda~ent3l y ou carrera; 

6. Por ser siempre retrihuí~o. 

Concluyendo etltas observaciones, podemos definir 

sintéticamente al funcionario pú:;lico como todo a que 1 
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individuo que se encuentre ligado a un organo del Estado 

en virtud de designación especial o legal, de naturaleza 

permanente y no accidental, que concurre a formar parte 

de la voluntad del Estado en la realización de un fin 

público. 

En tanto que al empleado público, lo podemos conceptuar 

como aquel trabajador del Estado que sin participar en 

la formación de la voluntad pública, contribuye a su reali­

zaci6n como un mero ejecutor. 

b. Los Altos Funcionarios Públicos.-

Los Altos Funcionarios de la Federación comprenden 

a loe funcionarios colocados en la cima de la organización 

del Ea ta do y quienes se encargan de la definición y 

responsabilidad de los importantes problemas de la Adminis­

tración Pública. 

En efecto, el manejo de l0!3 negocios públicos requiere 

en cada uno de los poderes y entidades federativas, de 

un grupo de funcionari•JS, la m:~yo.- pa ~e lle ellos de elección 

popular, que expresan la voluntad del Estado, sea para 

elaborar la ley 1 para aplicarla, pare una controvc1·-

sia o bien para el ejercicio de ac~os de 2obi·erno. 

En el Ot'd:!:1 r.e esta in ~ene i 6n, el Artículo 108 de 

la Carta Magna de 191-¡' establecía u~ reducido número 

de sujetos a los que podía reputarsclcs Altos Funcionarios 

Públicos: 

El Presidente de los Estados Unido~ Mexicanos. 

Diputados y Senado~es al Congreso de la Unión, 

Magistrados de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 

Secretarios de Despacho. 

P~ocurador General de la República. 



Gobernadores de loe Estados. 

Diputados Locales. 
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Por su parte, las leyes reglamentarias del Título 

Cuarto Constitucional, tanto de 1940 como de 1980, al 

hacer alusión a los funcionarios antes mecionados, les 

reconocen una preponderancia especial dentro del conjunto 

de los servidores del Estado, denominándoles "Altos Funcio­

rios Públicos". 

Cabe señalar inclusive, que esta distinción específica 

de Altos Funcionarios Públicos, se observa desde la nomencla­

tura misma de dichas leyes. La primera de ellas se publicó 

con el Título de "Ley de Responsabilidades de los Funciona­

rios y Empleados de la Federación, del Distrito y Territo­

r 1 os Federales y ~!-l.2~-~!!2:!_..E~!!~!.2!!!!!:!2!_~~-..!:.2!!_~!!!!!2!:, 

y la segunda con el nombre de .:.:~!:l _ _j!:_J!.l!.'.!E2!!!!!!~!!!.!!!!~!!! 
~!! __ !2~--f ~~~~2~~~!~~--Z--~~E!~~~2~--~~--!~--~~~~~~Si~~~--~~! 
~!~!~!~2-~~~~~~!_l_~~-!~~-~!~2~-~~~~!~~~~!2~-~~-!~2-~~!~~2~:· 

Para esclarecer la diferencia entre los conceptos 

de ''funcionarios" y de "altos funcionarios" nos serviremos 

de las ideas del tratadista francés Jéze, quien arguye 

que los funclonarios públicos "lato sensu", es decir, 

los individuos que prestan sus servicios para asegurar 

el buen desempeño de la actividatl pública, deben clasificar­

se en cuatro categorías: 

l. GOBEn:1,;NTES.- Son qulenes dele!·mindn las necesidades 

que habrán de sa'..:isfacerse por virtud del servicio público 

Y su funcionamiento; eozan de un reginen jurídico especial 

que aseeura su independencia merced a la creación de excep­

ciones al regi::-.cn de derecho común, bajo cuyas normas 

se hayan so~ct1do lo~ demás agentes públicos. 
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Dentro de esta categorie, Jéze enumera a los Ministros, 

Senadores, Diputados y al Jefe del Ejecutivo. 

2. AUXILIARES.- Aquellos individuos que prestan temporal 

y ocasionalmente su actividad personal para asegurar el 

funcionamiento de un servicio público. 

3. REQUISADOS.- Su prestación de servicios no es 

voluntaria sino impuesta por la Ley. 

4. FUNCIONARIOS PUBLICOS.- Son aquellos investidos, 

aunque sea temporalmente, de un empleo estable, normal, 

para colaborar con la prestación de un servicio públi­

co. (148) 

Haciendo un análisis de las cuatro variantes de funcio­

narios públicos que propone Jéze, puede inferirse que 

la calificada como ''gobernantes'' corresponde perfectamente 

a la qua ha sido llamada por nuestra Constitución bajo 

la categoría de Altos Funcionarios Públicos, en atención 

a que gozan, para la protección de su función, de un régimen 

jurídico especial colmado de prerrogativas exclusivas-

En consecuencia 1 entendemos por al tos funcionarios 

públicos, aquellos individuos que personifican algún órgano 

primario del Estado y que manifiestan o concurren a formar 

la voluntad de ese 6rgano-instituci6n, en virtud de una 

designaciór1 especial (ya sea por nombramiento o por elección) 

de un~ Manera continua, dirigiendo su volu11taJ hacia la 

realización de una manera continua, dirigiendo su voluntad 

hacia la realización de un fin público, eozando de un 

régimen jurídico especial (inmunidad y fuero) por ocupar 

pues~os relevantes y con respo~sabilida política. 

(148) Cfr. Arriaga Padilla, Maria del Rosario, "La Responsabilidad 
de los Al tos Funcionarios Públicos ante los Delitos Of1ciales 11

1 

Téais Profesional para obtener el Título de Licenciado en Derecho, 
E.N.E.P. 'Acatlán 1

, Méx., D.F'. 1982 1 pp. 31-2, 
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c. Los Servidores Pdblicoa en General.-

Como hemos afirmado líneas atrás, la instauración 

del nuevo réginen de responsabilidades de los servidores 

públicos, se efectuó a trav6s del Dec!"'eto Congresional 

de 28 de diciembre de 1982, que reform6 el Título Cuarto 

Constitucional. Como también hemos dicho, el nuevo ordena­

miento introdujo como primera nota importante la locución 

de "servidores públicos" que sustituyó a la de "funcionarios 

públicos''. Bajo la novedosa concepción, se pretendió compren­

der a todos los agentes públicos que prestan sus servicios 

al E:stado, m.isl'los que en atención a sus calidades específi­

cas, doctrinarias jurídicamente han sido clasificados 

en: "funcionarios", "al tos funcionarios" "empleados 

públicos". 

La 

ci6n se 

servir 

atención omnlcomprensiva 

justificó, sosteniendo 

con lceal id ad, honradez 1 

de la inovadora denomina-

que: "la obligación de 

leal ~ad, imparcialidad, 

economía y •1ficacia los intereses del pueblo es la misl:'a 

para todo se:-vidor público, independientemen":e de su jerat"­

quía, rango 1 o:-ig~n o lugar d·1 su C."lpleo, ca:-s;o o comi$iÓn' 1 • 

Por lo que a nosotros se refiere, entendemos que 

el hecho de que se haya intí'oduciclo la exp:-esión de ''servi­

dores p~blicos'' en el :-eforrnado leneua~e consli~ucional, 

no signific.:; 

orgánica 

que 

del 

se haya prosc:-i~o d~ 

Estado la exl~~cnci~ 

la vidn funcional 

diferent-=s 

rango~ que rec~en d los ~centes públicos, sc~ún l~ naturaleza 

de lao f~nciones que les confiera el ~arco con1petencial 

de su cargo o enpleo. 

En otra ~ccuenc i a idea, debernos indicar que no 

todos los cstudiosou del derecho han aceptado sin discusión 

la novedosa concepción de servidores públicos, Por el 

contrarío, algunos se han manifest.ado abiertamente en 

desacuerdo. :-al es el caso del célebre Jurista l1aúl Carrancá 
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y Trujillo, quien al hacer referencia a la calidad de 

servidor público, que para el ámbito penal se contempla 

por el Título Décimo del Código sustantivo de la materia 

(reformado el 30 de diciembre de 82, en concordancia con 

el ordenamiento supremo), expone su desacuerdo afirmando 

que el concepto de servidor público, inser:o en la reforma 

a la ley penal, es tan amplio que un simple bolero o lustra­

dor de calzado desempeña sin duda un empleo en la Adminis­

tración Pública Federal Centralizada si trabaja 1 por ejemplo, 

en una Secr'eta!"ía de Estado. 

que limpia las oficinas. 

Y ni que decir del barrendero 

Auxiliándose del Diccionario Enciclopédico Espasa, 

nuestro ilustre penalista arguye, que func!onario es toda 

persona que desempeña un empleo público que servidor, 

en cambio, es en primer lugar la persona que sirve como 

criado¡ en segundo, la persona adscrita al .íanejo de una 

arma 1 una máquina o de otro artefacto¡ en :e:-cero el nombre 

que por cortesia y obsequio se da a sí -:;;.s-:a una persona 

respecto de otra; en cuarto, el que cc:-:eja festeja 

a una dama. Partiendo de esta base, concluye el t:-atadista, 

en el sentido de que ninguna de las aceptaciones de servidor, 

corresponde exac~amente a la de la ley. (149) 

El jurista en cuestión, agrega su -3isertución que 

para delimitarse el concepto de los agen':cs ;:;út:icos susc:-i­

tos a responsabilidad penal 1 debe tomar:;e co-:o refe:-t::nci.a 

el objeto jurídico tutelado en los art!culos 212 Zl4 

del Código Penal, el ctrnl "la'-o sensu", "!S l<.1 segurldad 

bCncral a~p'lrada po:-- el orden jurídico cor1::.:i..Jo a la Ad::-,i-

nistraci6n Pública¡ si se admite que ~1 fu:.cion::ir~o 

público (llamado servidor público en el nuev? ordennmiento), 

en los términos del Derecho 1\dminist.rativo es la personn 

cncarcada del sostenir:ilento y adminstraci6n de los poc.leres 

{149) Cfr. Carrancá y Trujillo, 
Esparsa, S.A., l·'.éxico, D.F. 

Raúl, ''C6dieo Pcr.ul 
1983, pp. 4ól-2. 

Ano:ado", Edi t. 
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organizados del aparato de gesti6n y conformación social 

que es el Estado, entenderemos fácilmente la relevancia 

y carácter de la función pública, misma que corre el riesgo 

de desvirtuarse con la reciente denominación de servidores 

públicos. (150) 

No estamos de acuerdo con la primera afirmación de 

este eminente jurisconsulto, particularmente en lo que 

se refiere a la posibilidad de considerar a un barrendero 

o aseador de calzado, como servidor público,· por el sólo 

hecho de que éstos desarrollen la actividad propia de 

su oficio o empleo, en cualquiera de los ~ecintos de ln 

Administración Pública Federal, pues se requeriría además, 

que esa actividad los vinculare en forr:ia directa con los 

propósitos finalidaues ce lo:; función ;::>ública estatul. 

Situación que no ocurre en los ejemplos del maestro Carrancá 

;¡ Trujillo. 

Por otra parte, convenimos con dicho autor en cuanto 

que el ~lobnlizador concepto de serviñores públicos, es 

denasiado amplio y puede propiciar er:·orcs en la delimitación 

:le sus alcanccB, !nsistimos, por ello, en la proposición 

que sost11vi::ios páginas atrás, en el sentido de que sean 

los óreano;; conpeten:es, los que a través do;? •Jnn interpreta-

ciór: con:;lilucional iaónea, es~ ~!hlezcan los cri ,..er ios 

apropiados pnra detern~nar ~uienes deben ser considerados 

como se~vicorcs póblicos, la:; diteren:es esferas de 

la ad1.iinisLn .. ;:ión ¡.:iública : :1C 1 USO apreciamos 

conveniente qur. con meJOr técnica jurfdicn que la utilizada 

po:· lon le~',iSlndores de 82 y E3, se elabore una verdadera 

definición constitucional y local del conce¡JtO en cita. 

En esta suurte de ideas, puntualizamos que la definición 

cuya elaboración demandarnos, no deberá limitarse a la 

nera enunciación enumeración de aquellos agentes que 

(150) Ibídem. 
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conforman el rubro de los servidores públicos en general, 

sino que fundamentalmente deberán recogerse en tal defini­

ción los elementos conceptuales sustantivos que orientan 

el ejercicio de la función públ ~ca y que consecuentemente, 

les son comunes a todos sus agentes participantes. Quizá 

de esta manera se evite la nevulosidad que actualmente 

gravita en torno a las fronteras del concepto materia 

de este comentario. 

d. La Protesta de loe Cargos Públicos.-

El acto de protestar el desempeño de un cargo público, 

es un deber no s6lo patriótico y ciudadano de todo funcio­

nario público, sino también una obligación de carácter 

jurídico, que en el marco de nuestro derecho positivo, 

encontramos prevista por el numeral 128 de la Constitución 

vigente. 

El precepto de referencia, la letra establece lo 

sieuientc: "Todo funcionario público, sin excepción alguna, 

antes de tomar posesión de su encargo, prestará la protesta 

de guardar la Constitución y las leyes que de ella ema­

nen". (151) 

Conviene seftalar que éste es uno de los pocos artículos 

constitucionales que conservan, casi hasta erarnáticamenle, 

la concepción de todos nuestros congr·esos constituyentes 

respecto una sc11sible formalidad; la protesta de un 

cargo póblico, cuya p~fictica ~nfortunadancnlc ha ¡ie:·tlldo 

su importancia y a veces hasta ha caído en d~ouso y solamente 

se realizan los requisitos fornales de su cumplimiento. 

Lo protes~a implica paru quien la otorga el deber 

de guardar y hacer guardar la Constitución Política de 

(151) 11Constituci.ón Política de los Estados Unidos Mexicanos", Ob.Cit, 1 

p. 146. 
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los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, 

mirando en todo, por el bien y prosperidad de la nación. 

La solemnidad con que se efectúa tratándose del presidente 

de la Repúblicu y de los Ministros de la Suprema Corle 

de Justicia, revela la importancia que aún mantiene esta 

práctica en el alma popular. 

El primero de dichos funcionarios, se encuentra obligado 

a rendir la protesta del desempeño de su cargo ante el 

Congreso de la Uni6n, los magistrados por su pa!'te, deberán 

hacerlo ante el Senado de la República, en tanto que los 

magistrados de circuito jueces de distrito protestarán 

su cargo ante el pleno de la Suprema Corte. 

En cuanto a los demás funcionarios, hay que decir 

que su pro tes ta es menos solemne, en el caso de loe Secreta­

rios de Estado, se realiza ante el Presidente de la Repúbli­

ca; la de los funcionarios de menor je:-arquía y empleados, 

ante el ti:ular de cada dependencia del Ejecutivo Federal; 

ante el go~~rnador de un Estado por lo que corresponde 

los func:onarios empleados de la2 arlminis~raciones 

públicas ~statalcR, ante los p:-esidcnt.~s municipalP.s 

respecto tle quienes prestan sus servicios en las administra­

ciones de los ayuntar-den tos del país. Sin e:r,bareo, debemos 

cnfa+;i zar q.Je su propósito es el n-.ismo C:1 todos los casos 

repre~cn-:a el ciebcr constitucional del absoluto respecto 

a nuestra ley funCamenlal a todas las disposiciones 

que enanen del Con~reso de la Unión 

Locale!i. 

Si se revi!ian los antecedentes relativos a la aisposi­

ci6n jurí~ica de proLestar ~uardar el o~den normativo 

constitucic;.al y lee.al en el ejercicio de los cargos públi­

cos, encontr-amos que conforme la Constitución de la 

Monarqu[~ Espafiola, sancionada por las ''Cortes Generales 
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Extraordinarias" reunidas en Cadiz en 1812; "Toda persona 
'.'1 

que ejerza cargo público, civil, militar o eclesiástico 

prestará juramento al tomar posesión de su destino, de 

guardar la Constitución, de ser fiel al ":"ey y desempeñar 

debidamente su encargo". (152) 

También en la Constitución de ' Apatzingan, encontramos 

disposiciones que en esencia contienen la misma idea, 

principalmente al preceptuar que cada uno de los miembros 

del Supremo Gobierno 1 en donde se depositaban las funciones 

del Poder Ejecutivo, debían otorgar juramento de obediencia 

y fidelidad a las instituciones públicas nacionales (artículo 

235 y 236). El Constituyente de 1824, dispuso asimismo 

que todo fucionario público, sin excepción de clase alguna, 

antes de tomar posesión de su destino, debía prestar jurnmento 

de guardar la Constitución y el Acta Constit.uLiva (at'tículo 

163}. Además, en el siguiente artículo de esa Constitución 

de de octubre de 24, se dispuso ••el congt'eSo dietará 

todas las leyes decretos conducentes a fin de que se 

haga efectiva la responsabilidad de los que qucbran';en 

esta Constitución o el Acta Constitutiva''.(153) 

De igual manera, las Leyes Constitucionales de 1836 

y las Bases Orgánicas de 1842, de raiganbre centralista, 

mantuvieron vigente el jura:iento de guarda:- la Con::>titución 

y las leyes generales, antes de tomar posesión de un cargo 

o empleo público, utilizando términos muy sir.dlares¡ artícu-

los 6° de las primeras 201 de la~ se~undas, lo cual 

en nuestro concepto, denuestra que sin di3tinci6n de concep-

e iones ideolócicas de partidos políticos, se estimé 

que el deber de la protesta en~rafiabu el co~promiso de 

respetar hocer guardar nuestra Constitución, en lo que 

socialmente representa. 

{152) "México n traves de sus Constitucionesº, Tomo VIII,2a. Ed., Edit. 
Congreso de la Unión ... Librería t:::muel Porrúa, Méx., D.F. 1978,p.850. 

(153) Idem. p. 851. 
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El precepto de referencia también se contempló en la Cons­

tituci6n Federal de 5 de febrero de 1857 bajo el numeral 121, 

que fu~ redactado en los siguientes términos: ''Todo funciona­

rio público sin excepción alguna, antes de tomar posesión de 

su encargo, prestará juramento de guardar esta Constitución 

y las leyes que de ella enanen''· (154) 

En cuan to la Constitución Federal de 31 de enero 

de 1917, o sea la actualmente en vigor, hay que decir 

que en su Artículo 128 !"'eprodujo casi literalmente la dispo­

sición a que nos venimos refiriendo, con el único cambio 

de la palabra •juramento' que en el texto vigente se substir 

tuy6 con el de 1 protesta'. 

En el curso de esta temática habiendo distinguido 

los precedentes más destacados que en la historia del 

constitucionalismo mexicano se han registrado, en referencia 

a la protesta de los cargos públicos, es pertinente pasar 

a referir algunos !~portantes se~alamientos doctrinarios 

sobre la materia. 

Dentro de es:e contexto hacemos pri~ara alusión 

un trabaja Ue Don Antonio Martínez Báez, quien consultnndo 

el pensamiento del Dr. José Maria Luis Moro, ilustre mexicano 

y honbre público de ~rincipios del sielo XIX, hace citd 

del misma, refiriéndose un brevísimo fragr.ienlo de. gran 

valor apo¡o nucs-::-::i t11sis, pues se !'"?f¡e;e a sel.alar 

el juramento di;. t;ua:-du:- la Constitución C0"'.'10 é!O:to creador 

uenerador, ~'1e da nacinienta la 1·esponsab1l1datl de los 

El fragmento qu~ nos refcri~os 

lo extraé Ma:·tínc:: B.áe.r: de la pe'-{ueií.a obra ':.itularia: "Catc­

sis~o Político de lo Federación MexicanD'', impresa po~ 

Galvár., en 1C31, e;:;crita por el Dr. Mor.:. la. forma 

en que indica su tí~ulo, de CatcsisDo. En la pnrte que 

nosotros interesa, ~ora expresa la sieuienle pregunta 

A nosotros de la parte final de la Constitución Federal 

(154) lbi<len •. 
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de los Estados Unidos Mexicanos de 1824, (en la que se 

contienen los artículos que ya hemos citado antes); "¿Qué 

garantías se deben establecer para la fiel observancia 

de la Constitución? 1
', ofrece como respuesta "la más 

segura eficaz es la responsabilidad de los funcionarios 

públicos y el castigo de los infractores, cosa por cierto 

bien difícil, podríamos decir imposible cuando los destinados 

a cuidar de su observancia son los mismos que la violan, 

pero en el orden legal no hay otro medio de sostenerlas". 

El mismo párrafo lo concluye con otra pregunta, ya de 

tono menor: "¿Y puede alguno ser dispensado del cumpli-

miento de la Constitución?", respondiendo: "no, porque 

entonces ésta se haría completamente ilusoria y nada sería 

fijo ni estable en la organización estatal''. (155) 

Después de citar el pensamiento de Don José Ma. Lui!l 

Mora, el también guanajuatense Antonio Martínez Báez, 

pone de manifiesto su propia conclusión en torno a la 

materia que estamos estudiando, expresando: ''que la formal!-

dad de la protesta de obedecer observar, de guardar 

la Constitución política y el ordenamiento jur~dico que 

deriva de esa norma suprema, formalidad requerida p~eviamente 

al acto inicial de cualquiera función pública que se desem­

peñe, independienter.iente de la categoría del cargo o er:ipleo 

que asumt\ el des~;i,nac.!o o elect0 o elegido, así co.'":O también 

independien~enente de los diferentes niveles de gobierno 

en el que e!::'~e car¡~o se adscribe o incorrora 1 C!J'l rrote:.:;t:t 

solemne t:.~n~~ el sentido y el valor p!"ofundo .::e SUJetLtr 

al servidor público, de manera pernanentc y niP.ntras esté 

en el ejercir.io del car,_;;o, <.! una responsabilida..-: que es 

inherente, coexis:enle a su enconienda rúLlica; la obli~ación 

jurídico-política careo ae todo servidor ¡~1~lico, de 

cu1:-.plir con la Gonsti tución las normas que integran 

(155) Cfr. f!.artfnez BáP.z, Antonio, "La Responsabilidad de los Servidores 
Públicos como Concepto Fundamental del Estado" en 11 Rcvista Mexic~mn 
de ~rusticia", Ob.Cit., pp. 50-60. 
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el ordenamiento jurídico es~otal, se estableció como el 

fuhdamento o la base de nuestro sistema político''· (156) 

En el orden de esta exposición y antes de abordar 

la opinión de otros distinguidos autores 1 cabría agrecar 

por nuestra parte 1 que el concepto de responsabilidad 

que subyace en la obligación de protestar el cumplimiento 

de todo cargo público, con apego al ordenamiento constitucio­

nal y ·legal, en otro tiempo se estableció túcitaraente 

como parte de una declaraci6n, de una fórmula jurídica 

que podríamos llamar imperfecta, o incompleta por imperfecta, 

pues había carecido en gran parte de sanción¡ ahora la 

obligación asumida por la promesa que la contiene, se 

actualiza y se perfecciona en el régimen constitucional, 

que ya configura un sistema integrado de diversas responsabi­

lidades que podrán aplicarse en los casos en que se violente 

o incumpla dicha proraesa. 

Por su parte, el distinguido profesor Gabino Fraga, 

nos di ce que virtud de las reformas introducidas en 

el año de 1873, el juramento que se hacía nl tomar posesión 

de un cargo público, fué sustituido por una simple promesa 

de decir verdad y de cumplir las obligaciones que se con­

traían, al quita:""les la sienificación religiosa que se 

había pretendido darle cuando fué aprobado el Artículo 

121 de la Constitución de 1857, pero agrega que cualquier-a 

que sea el punto de vista desde el cuül cxanine la 

protesta o la promesa de decir verdad, ambos conceptos 

todcs lo:j 

niveles de la ad~inistración pública; federales Cñtatales 

o municipales, los cuales prevalecen sobre cualquier concep­

ci6n relieiosa n pol[tica que pudiera anteponérseles. 

Este autor, para mejor demostración de su afirmación 

advierte que la promesa de decir verdad subsiste en el 

!156) ldem. Pp. 60-61. 
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párrafo cuarto del Artículo 130 Constitucional. al estar 

asentado que tanto esa promesa como las obligaciones del 

funcionario o empleado, sujetan a quien las hace a las 

penas que con tal motivo establece la ley. (157) 

Otra autorizada opini6n es la del Dr. Serra Rojas, 

quien sobre el tema que tratamos pone de manifiesto matices 

particularmente interesantes, al indicar que la protesta 

leg~al obliga todos los trabajadores del Estado a un 

deber de lealtad a la nación¡ más que una forma en la 

toma de posesión de cualquier cargo, es un compromiso 

público de funcionarios y empleados, a efecto de poder 

derivar de ella las responsabilidades en que incurran.(158) 

El maestro, distingue f:iU vez el acto de protestar 

en dos tipos característicos: la protesta solemne la 

protesta ordinaria, otorgando la primera el carácter 

que tiene cuando toma posesión el Presidente de la República 

o lo hacen los f.linistros de lo Sup!"ema Corte de Justicia 

de la t·:ación¡ estimando que la segunda, al ~ener un 

carácter propiamente fo1·:-:nl, puede presentarse bajo diversas 

formas, cuando la nacen los funcionarios de los elevaJos 

cargos al tomar posesión de los puestos ejecutivos, cuando 

la llevan a cabo los funcionarios de r.,enor jerarquía, 

an~e et titular correspondiente de la administración pablico, 

e la que liene lugar a través de un sir.1¡1le acto de µ;esenta­

ción -lcl funcionar10 ante los subordinados, {153) 

Agregar far.tos por nuestra rarte, qu& ai:r. <;ubsis!e 

la ter.in de protesta de cuolquicr enpleado público, a +-.!"'avés 

ce la si~ple fó:-mula •.:ue ~'! inclc.r~_a en los norn~;ranientos, 

(157) Cfr. Fragn, Gn,:,ino, "Derecho .\dministra'...ivo", 4a, Ed., Porrúa, 
S./,., México, ~.F. J?.!8 1 pp. 255-263. 

(158) Cfr. Serra íloj a~, Andrés, Ob. Ci t" pp. 420-433, 
(159) lbidem. 



216 

donde se inscribe al final una breve leyenda que dice: 

"En la ciudad de México (o el lugar donde vayan a prestarse 

los servicios), X fecha, se presentó ante el suscrito 

(director administrativo, jefe de personal delegado), 

la persona a quien se le ha expedido el presente nombramien­

to, y después de haber protestado conforme a lo dispuesto 

por el Artículo 128 de la Constitución Política de la 

República, a guardar ésta y las leyes que de i:'lla emanen, 

tomó posesión de su empleo desde luego 11
: y a continuación 

debe aparecer la firma del empleado. 

Para concluir, debe añadirse que el acto de protesta 

de un cargo o empleo, tiene una profunda significación 

en cuanto a las responsabilidades que se originan en la 

violación incumplimiento de dicha protesta de guardar 

los mandamientos constitucionales y el régimen legal que 

de ellos emane. Es decir, la finalidad de la protesta 

en este sentido, debe ser la de crear conciencia en el 

servidor público .::ic que el otorgamiento de un ca!"go, puesto 

o empleo, no se reduce a mero dcsernpe~o ni al cumplimiento 

por parte del Estado de la contra-prestaci6n econ6mlca 

la quP. se conpronetc, sino la responsabilidad que 

contrae de ser útil a la sociedad y a la nación. 
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IV.S. ~~-...!!!~E~~!!~!!!~!~!! _ _!!!_....!2!-...!!~~!~~!!!-..!~~!~2! 
z_!.!..~~!~2-2~~!i!~~:!2~!!~=. 

En un régimen democrático. los titulares de los órganos 

del Estado o los sujetos que en un momento dado los personi­

fican y realizan las funciones enmarcadas dentro del cuadro 

de su competencia, deben reputarse como servidore!:> públicos. 

Consecuentemen~e y desde las perspectivas ética y deontolóci­

ca~ su con~uc:a en el desempeílo del cargo r•espectivo, 

debe enfoca!"se hacia el servicio público en senr-ido ar;iplio 

mediarite la aplicación correcta de la ley. Dicho en otros 

términos, ningún servidor público debe actuar en beneficio 

personal, es decir, anteponiendo sus intereses particulares 

al interés público, social nacional que está obligado 

a proteger, mejorar o fomentar dentro de la esfera de 

facultades que integran la competencia constitucional 

o legal del órgano que representa o encarna. 

De es:a ~anera, si el funcionario público, cualquiera 

que sea su cateeoría y la índole de sus atribuciones, 

debe considerarse como un ''servidor p~blico'', evidente 

que está ligaoo con los gobernados a travós de dos principa­

les nexos jurídicos, de existencia necesaria en un sistema 

democrático, saber~ el que entraña la obligación de 

ajustar los acto~ en que se traduzcan sus funcione~ 

la Constituci6n y a lo ley; y el que consiste en realizarlos 

honestamen~e. con el espíritu de se~vicio 

aludido lfneás atrás. 

que hemos 

Los ac:t'.l~ que 11os referimos en el prime~ caso, 

están some~idos al principio de lcgal1daci ln~o sensu, 

o sea de :onstitucionalidad (superleealidad segGn Maurice 

Hauriou) y Ce legalidad stricto sensu, en tanto que en 

el segundo supuesto, los actos rle los servidores públicos 

están sujetos al principio de responsabilidad. 



218 

Ambos p!'incipioa, aunque tienen dist"intas órbitas 

de operatividad, se complementan puntualr..ente como piedra~ 

angulares sobre las que descansa la democracia. Al violen­

tarse el de legalidad (ln,,o S•!nsu), los ac':os ~t: au:oricJad 

en que la violación se cometa 1 son susce~ti~lcs ele impugnarse 

jurídicamente por los medios, juicios, pre ce.so'.; o recursos 

que existan en cada Estado Democrático, al quebrantar-

se el principio de Responsabilidnd, el servidor pGblico 

que lo infrinja se hace acreedor a la !:.;posición de las 

sanciones que constitucional o leealrnente es~én previstas, 

Las dos situaciones que hemos plunteado, denuestran 

la diferencia operativn de dichos principios, pues tratándose 

de la contravención al de leealidad (lato sensu), los 

actos conrraventores son invalidablcs o anulables para 

que, mediante su destrucción modificación, se restaure 

el imperio de las disposiciones consti tu;::in~alen o legales 

violadas; 

sabilidad, 

¡)or lo que atañe a la infracc!.ón del de respon-

tales actos sujet<in al ti·_ ... :ar encargado 

del órgano es~atal respectivo 

independier,'::e'Tlente de ln imri•.1enabilidad j'. . .::-ldica de dichos 

actos. 

En otras palabras, la legalidad es un ;::-!.:icipio ''intuitu 

actu'' y el ~e responsabili~ad ''intui~o ;~~sonae'' 1 siendo 

ambos, no obstante, sienas clistintivos d~ la 1je~oc~acia, 

por cuant.o que el pri~ero soG~~c al ~~~a:in del Sstadn 

en si mismo, cono ente despersonalizado 

individuo que lo personifica o encarna. 

el se,¡:;unao al 

En síntesis, podemos apun~ar que !ndependie~:cnenle 

de los medios jurfdicos con que cuenta~ los Gobernados 

para hace~ respetar el régimen de Constitucionalidad y 

de legalidad por parte de los gobernantes, existen otros 
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medios que Conciernen a la exigencia de responsabilidad 

a las personas físicas que encarnan una autoridad, cuando 

su comportamiento público ha sido ilícito y notariamente 

anti-jurídico. 160) 

Una vez puntualizadas las consideraciones anteriores, 

conviene apuntar, que en estrecha relación con el régimen 

de responsabilidades jurídicas que están circunscritos 

los servidores póblicos, se encuentra el llanada ''Fuero 

Constitucional~ de que gozan aquellos que bien podríamos 

llamar 11 altos funcionarios federales", cuya finalidad 

estriba no tanto en proteger a ln persona Cel funcionario 

o servidor pfiblico de alta je1·arquía, sino en mantener 

el equilibrio entre los poderes de Estado, a fin de posibili­

tar el funcionamiento normal del gobierno institucional 

dentro de un régimen democrático. 

En este sentido, conviene seHalar que en el mundo 

de la histor:a política, se admitió la ~esponsabilidad 

del Estado ~u:~o antes de establecerse reconocerse la 

responsabilidad personal de los gobernantes, :ie los agentes 

del Estado, c~n el reconocimiento as[ de un ''Estado de 

Derecho'' y de u~ gobierno responsable. 

En relación con la responsa 1•ilidad Je :os "nervi.drlfes 

públ1cos", cor-o decimos ahora en Méxicc, o ¿~ los agentes 

de autoridad; deber.os recordar la neta ::istinción que 

hace el jur-is:a austriaco Hans Kelsen, quier. en su obra 

"Teoría General del Derecho y el Est:ado" 1 afirma que: 

"La violación c!el deber rie un órgano del Estado, el acto 

untijur[dico constituido por el hecho de q~e el órgano 

estatal (digam~s el 'servidor público', en nuestru termino-

(160) Cfr. Burgoa, Ignacio, Ob. Cit., pp. 549 y 550. 
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logÍa), no cumpla su función en los términos prescritos 

por el orden jurídico, no puede ser imputado al Estado, 

porque un individuo-órgano, especialmente un servidor 

del Estado, es agente del Estado, sólo en su 

conducta está de acuerdo con la norma jurídica, que determina 

sus funciones, Cuando un servidor público viola la norrna 

jurídica, no es órgano del Estado; no puede ser esa violación 

imputada nl Estado, porque la sanción, o sea la reacción 

jurídica frente al acto antijurídico, es in ter·pre ta da 

como acto propio del Estado, éste no puede, hablando 

en lenguaje figurado, querer al mismo tiempo el acto anti­

jur[dico y la sanci6n del mismo''. (161) 

Esta referencia la hacemos precisamente para dejar 

perfectamente enmarcado el ámbito de responsabilidad de 

la que nos ocupamos, que es aquella en la que incurren 

los agentes esta-.ales por la violación de sus deberes 

como servidore~ públicos que leii impone la obligación 

de responder, de r~parar el daño o perjuicio causado. 

a. El Concepto de Responsabilidad.-

Con el obje•_o de puntualizar el contenido esencial 

del concepto de ''responsabilidad'', consultamos el tomo 

correspondiente la 11 ~nc-iclopedia Jurídica OMEBA 1
', en 

donde cncont~a~as que la expresión su:·ge del latín ''re~ponde­

re'' que si~nificR estar obligado''. (162) 

Pero ese co:'lcepto tan amplio no es el que técnicamente 

interesa al desarrollo de este trabajo, pues comprende 

(161} Citado por Mnrtínez ílaez,Anton10,0b.Cit.,pp.53-4, 

(162} Cfr."Enciclopedin . .lur!dica OMEBA",Tomo XXIV,Ob.Cit.,p.790. 
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muchos y mu~ disímbolos niveles y campos de aplicaci6n~ 

así se habla de responsabilidad moral, religiosa, social, 

jurídica, etc. 

Motivados por la intención de allegarnos de mayores 

elementos en torno al concepto jurídica de responsabilidad, 

que es el que impo:-ta al presupuesto cenera! de es~a inves-

tigaci6n, re vi samas el "Diccionario de Derecho Usual" 

de Don Guillermo Cabanellas, obra en la que e:1contramos 

las siguientes definiciones; Responsabilidad significa: 

''Obligaci6n de reparar y satisfacer por uno mismo o en 

ocasiones especiales, por olro, lo pérdida causada,el mal 

inferido o el daño originado"; "Deber de sufrir :..as penas 

establecidas para los delitos fallas cometidas por dolo 

culpa 11 ¡ ºCapacidad para aceptar las consecuencias de 

un acto consciente y volunta!'iO''. (163) 

Queriendo apun:alar aún más los conlornos del concepto 

genérico materia de csturlio en entQ apRrtado, insp~ccionamos 

el "Diccionario Por rúa de la leneua española" 1 c:J:eniendo 

como resultado la definición siguiente: Se en~:ende por 

responsabilidad la ''Deuda, obligación de reparar y satisfacer 

por si mismo o por otro, a consecuencia de C.elito, de 

culpa de otra causa legal. Cargo u obligación mornl 

que resulta para uno del posible yerro en cosa 

determinado", (lG~i 

asunto 

En síntesis, las varias definiciones que he:- o.:>. dejado 

anotadas coinciden en una idea, que desde nues~:-o punto 

de vista es funda~ental total¡ la de consi:erar que 

el concepto de responsabilidad principalmente se refiere 

a la obligación de :-~sponJer, de estar oblit_;ado, 

(163) 

(164) 

Cabancllas, Guillermo, "Diccionario de Derecho Usual", Tomo III, 
lla. Ed .• Edit, Hcliasta, S.R.L., Bs. Aires, Rep. Argenti:-1a,p.83G. 
"Diccionario Porrúa de la Longua Española",18a.Ed.,Porrua,S.A.,Méx., 
D.f., 1980,p.659. 
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Sin embargo, para enfocar el terreno conceptual dentro 

del cual queda circunscrita la responsabilidad que nos 

interesa tratar, hemos de precisar que nos referimos 

la responsabilidad que doctrinariamente ha sido denominada 

como 11 M.inisterial 11 , misma a la que podemos entender como 

"La de índole política, civil o criminal que pueda r.ecaer 

sobre los integrantes del gobierno. La política tiene 

expresiones muy diversas, desde el retiro de ln confianza 

por el ~·ere del Estado. el que presica el Gobierno o el 

Parlamento. hasta la del propio Partido que obliga moralmente 

a dimitir o ln del electorado, cuando derrota a un ministro 

que presenta su candidatura o al gobierno en pleno, que 

~ueda en minoría frente a otro partido al menou''. {165) 

b. Los Diversos Tipos de Rooponenbilidad Jurídica.-

En forma introductoria al análisi~ que habremos de 

desarrollar en este renglón de nuestro trabajo, citamos 

las pala::!"as del Maeutro Cárdenas, qu1en ha sostenicto 

que, "i.a :~~sronsabiliaad de los Goberna:1·.cs y funcionarios 

es un :ema que hu preocupado todos los pueblos de la 

Tierra; la lucha contra el déspota, los tiranos, dictadores 

y los monar"cas absolutos son páginas de la historia que 

nos ilus:ran sobre ese inalcansable afán del ser humano 

en su lucha por la libertad y la seguridad~ (166) 

Por nuestra par te , agr~gamc.is 1 ~" afirm'3cioncs del 

:.:aestro CjrC.:cna!; que M~xico no ha es•.ado exento de tal 

preocupac i.ón afanl!S, muy por el corit:-ario, en toda la 

historia de nuestro ordenamiento constitucional se ha 

instituido, como garantía jurídica del mismo y del régimen 

de legalidad en eenernl, un sistema 

{165) Cabanellas, Guillermo, Ob.Cit,, p. 837, 

(166) Cárdenas, F. Raúl, Ob. Cit., p. 107. 

de responsabilidades 
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jurídicas de los servidores públicos que actualmente Sb 

encuentra co~signada en los Artículos 108 a 114 de la 

Ley Suprema. 

Los art:::ulos invocados, integran el Título Cuarto 

de la ·Constitución General de la República, mismo que 

rué modificado de raíz, según se apuntó en párrafos anterio­

res de esta investigación durante el mes de diciembre 

de 1982. 

La modificación radical que se operó a los numerales 

constitucionales en cuestión, según se asentó en la Exposi­

ción de Motivos de la correspondiente Iniciativa, formulada 

por el Ejecutvio Federal, tuvo la intención de ''reformar 

y adicionar las responsabilidades constitucionales de 

los servidores públicos a fin de establecer en la esencia 

de nuestro sistema jurídico lns bases pnr-a que la arbitra-

ricdad, incongruencia, confusión, inmunidad, iniquidad 

e ineficac ! a no prevalezcan, no corrompan los valores 

superiores que ~eben tu~elar el servidor p~blico''. :~7) 

En consonancia con esos principios, que for-:ar. parte 

de la divisa de renovación moral, quedaron c!aranente 

diseñados y ':l ferenciados, en el articulado del rene ionado 

Título Cuar:o Constitucional, los tres siguien:es tipos 

de responsahi!idad a ca;6o de los servidores pú~licos: 

l.- LA ?OLI:r:A.- Que opera para los serv~iores de 

los poderes de la t:nión, mencionados en el primt=: párrafo 

del Articulo 11~ :ons~itucional, así como pa~& los de 

las Entidades Federativas, en los términos J' con la:: limita­

ciones a que se contrae el segudo párrafo del mismo ~~ecepto, 

(167) "Exposición de Motivos de la Iniciativa Presidencial Ce Reformas 
Y Adiciones al Título !\' Constitucional" en "ílevistas de hdministra­
ción Pública" Núm. 57/58,cnero-junio, Edicior.es INAP., Máxico, 
O.F., 19et.i, p. 17C. 
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cuando en ejercicio de sus cargos incurran en actos u 

o'!lis(oneS.:''.qU~""'"· reAunden ··en perjuicio de los intereses públi­

cos fundam~~~ales·'o de su buen despacho. 

2.- .LA PENAL.'."" Que se aplica a cualquier servidor 

público .Y 

Legislación 

·d~rine, persigue y sanciona 1 conforme a la 

penal, consistiendo sus sane iones en penau 

de sanci6n 1 multa y destitución e inhabilitaci6n. 

Conviene mencionar desde at1ora, que en relación con 

este tipo de responsabilidad la normatívidad constitucional 

ofrece una distinción entre los se~vldores que nosotros 

llamamos Altos Funcionarios de la Federación aquellos 

que no tienen este carácter, por lo que rcspec ta al procedi­

miento a seguir para la aplicación de las sancíonefi corres­

pondientes a esta clase de responsabilidad, pue~ en el 

primer caso, tendrá que removerse previamente el fuero 

constitucional de que gozan nediante una declaración que 

en la tradición jurídica se ha llariado de "Desafuero" 

y que a partir de la rerorna constitucional de que estamos 

hablando, se iaen~ifica Eufeministica~ente con el nonbre 

de ''Declaraci6n de ?roccdencia''. 

3.- LA ADMir/ISTRATlVA.- Que SU:'"'tC efectos también 

para cualquier servidor público por actos or:\isiones 

que afecten la lcr,alidad, honradez, l'!altar:, imparcialidad 

eficiencia que dehcn observarse en el desempeño del 

servicio público. 

So~re es la clase de res¡:ionsa':lilidad, Don Ignacio 

Burgoa señala que la misma les deriva los servidores 

públicos, de la obligación que tienen G'.! "guarda:- la Consti-

tución las Leyes que de olla c~anen'' y eeneralmente 

se hace efectiva mediante sancioneo pecuniarias, estableci-
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das en los di ferent.es· or'deñ8m-ientos legales que rigen 

la actividad de los órganos- del Estado, que los funcionarios 

personifican o encarnan,' in'cumbiendo su imposición a las 

die tintas 

nen. (168) 

autorida"des ··que ·tales ordenamientos determi-

En efecto, la responsabilidad administrativa se origina 

comunmente en el hecho de que el funcionario público no 

cumple sus obligaciones legales en el ejercicio de su 

conducta como tal, siendo tan prolijas las hipótesis en 

que esta situaci6n se registra, que su mero señalamiento 

rebasaría la temática de este trabajo, por lo que en caso 

de requeri~se mayor información, deberán consultarse las 

múltiples leyes y variadísimos decrc tos en que dicha respon­

sabilidad se contempla. 

Son estas tres distintas clases de responsabilidad 

las que intec,ran en sistema constitucional de la responsa­

bilidad de los servidores públicos, ésto es el nuevo ordena-

miento i~plantado por la refo;ma la Carta Magna, con 

au subsiguiente Ley federal¡ ambas, l'"'C forma y ley ordinaria 

de diciembre de 1982. Por r:iandalo constitucional se ordena 

que este mismo sistema se adopte por los Estados r.tiembros 

de la Feder-ación, mediante las correspondientes leyes 

de responsabilidades de s~s respectivo9 servidores. 

Dentro de este mismo planteamiento, es indispensable 

ponderar que el sistema de responsahilidades concebido 

por nuestro vigente texto constitucional, no agota la 

regulación total de las r.lismas, Es decir, no es una regula­

ción cabal de todas las responsati i l idades que pueden recaer 

sobre los servidores públicos. 

(168) Cfr. Burgoa, Ignacio, Ob. Cit. p. 552. 
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Un capítulo muy basto en esta materia es el relativo 

a la ~esponaabilidad civil que los servidores del Estado 

tienen con los particulares, no en cuanto a los actos. 

en que aquellos participen en la vida civil como individuos 

privados o particulares, sino cor.io agentes de la autoridad, 

ésto es, como servidores públicos y el sistema constitucio­

nal es omiso en este capítulo, lo cual es perfectamente 

justificado, no s6lamente explicable, porque el régimen 

constitucional tiene un campo, un territorio, un ámbito, 

limitado a las responsabilidades que asumen los servidores 

públicos frente al Estado ..por los actos por los que resultan 

afectados los intereses de la comunidad; pero ello no 

significa que en las leyes que integran el ordenamiento 

.JurídiCo; el derecho administrativo y el derecho común 

no se contengan disposiciones especiales que llenen loa 

vacíos aparentes del estatuto pasivo o sea la responsabili­

dad ~e los servidores públicos. 

Efectivamente, aún cuando no quedó plasmada 

expresamente en la Constitución General de la República 

sino en renglón por separado, la divisa de la renovación 

moral de la sociedad 1 requirió la adecuación de las normas 

de derecho civil, relativas a la responsabilidad que produce 

el daño moral, brindando una vía accesible y expedita 

para resarcir los derechos de los particulares que hayan 

sido ilícitamente vulnerados por los servidorea públicos. 

Para ello ~e introJujeron reformas los art[culou 

1916 y 2116, se adicion6 un a:-tículo l':il6-bis al C6dif!O 

Civil para el Distrito redera! en materia común y para 

toda la República en materia federal, aduciéndose en la 

correspondiente :niciatlva enviada a la Cámara de Diputados 

por el Ejecutivo Federal que "bajo la denominación de 

Derechos de la Personalidad se viene designando en 

la doctrina civilista contemporánea y en algunas leyes 
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modernas 1 una amplia gama de prerrogativas y pode re~ que 

garantizan a la persona, el goce de sus facultades y el 

respeto al desenvolvimiento de su personalidad física 

y moral. La persona posee atributos inherentes a su condi­

ción que son cualidades o bienes de la personalidad 

y que el de:-echo positivo debe reconocer y tutelar adecuada­

mente mediante la concesión de un ámbito de poder y el 

deber general de respeto que se impone a los ~erceros 

el cual, dentro del derecho civil, deberá traducirse en 

la concesión de un derecho subjetivo para obtener la repara­

ción en caso de transgresión". ( 169) 

Con las reformas al Código Civil quedó definido el 

daño moral> haciéndolo consistir en la afectación que una 

persona sufrB en sus sentimientos, afectos, creencias, 

decoro, honor, reputación, vida privada, configuración 

y aspectos físicos, o bien en le consideración que de 

si mismri ti~nen los demás. 

?ara· ello se estableció que cuando algún acto ~ or.iisión 

il!ci tos producen un daño moral 1 el responsable del :nismo 

tiene la obligación de repararlo medi;int.c una inder::niz.ación 

en dinero, con independencia de que se haya causado dai"",o 

material, tanto en responsnbilidad contractual cor.o extra-

contractual; con la precisa salvedad de que no estará 

obligado a ello quien ejerza sus cercc11os ne opinión, 

crítica, cx.::•:esi6n de ideas, e información, en les :én~iinos 

con las limitaciones prevenidas por l0s Ar~:~ulos 60. 

?o. de la :onslitución General de lL?. Hcpli'.":11ca. 

Para finalizar estas ideas, diremos que e: Artículo 

loq Constitucional scílala que: ''Sl Con~reso de la Unión 

{169) "Exposición de Motivos de la Iniciativa Presidencial de Reformas 
al Código Civil" en "Revista de Administración Pi.íblica", Ob. 
Cit., p. 185. 
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y las Legislaturas de los Estados, dentro de los ámbitos 

de sus respectivas competencias, expedirán las Leyes de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos las demás 

normas conducentes sancionar a quienes, teniendo ese 

carácter, incurran en responsabilidad'', para después estable­

cer los supuestos específicos para aplicar las sanciones 

políticas, penales y administrativas. 

Esto parece explicar que la C6nstituci6n contempla 

la identidad de sujetos y el objeto genérico de tutela 

que es ••incurrir en Responsabilidad"• como- concepto singular 

y no como concepto plural de diversas responsabilidades. 

De esta m~nera, algunos autores Como Don Antonio Martínez 

Báez se re~ieren al sistema de responsabilidades de los 

servidores públicos, como un 11 'concepto fundamental del 

Estado". 

Con el mismo espíritu conclusivo a que nos referimos 

en el párrafo anterior,. ·c~bría qll:izá des:.acar dos últimos 

comentarios: 

Bajo el primero de ellos, hacemos notar que en el 

plano de la eficacia adjetiva o procedimental, los procedi­

mientos para la aplicación de las sanciones especfficas 

de responsabilidad con~empla:1 como principios rectores 

los mismos procedimientos sobre los que descansa la tradición 

de nuetrau leyes, es oecir, los principios de: legalidad, 

inmediatez puolicidaa, oralidad y de p:--u~:Hl por escrito, 

documentalidad, concentraci6n, contr·ar.iccirSn, derecho 

la de fe ns a, econo~ í a, de:-echo ser- vencido y CJÍ:lo en 

juicio, de cong:-uencia de las sentencias, de adquisición 

procesal y todos los dc::iás que se conter:.plnn por los ordena­

~ientos leEales respectivos. 

Con el seaundo comenta!"io, ponderamos que la Constitu­

ción vigente señala como p:-evenci6n rectora del sistema 
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de responsabilidades que "los principios para la aplicación 

de las sanciones mencionadas se desarrollarán autónomamente" 

y que "no podrán imponerse dos veces por su sola conducta 

sanciones de la misma naturaleza", lo cual en nueGtra 

opinión implica, que al no poder imponerse dos veces por 

una sola conducta sanciones de la misma naturaleza, la 

Constitución ha querido se tutele la responsabilidad genérica 

a través de los diversos inslrumentos de sanción, siempre 

que no se duplique la imposición de penas, disposición 

que tiene por objeto regular el concurso de :-csponsabilida­

des que se dan cuando un mi~mo acto aeota lo:; extremos 

normativos de más de un tipo de responsabilidad. 

c. Aspoctoo Generales aobre el Concepto de Fuero Constitu­

cional.-

Para examinar el concepto de la palabra '1 fuero 11 estima­

mos pertinente comenzar por desentrañar su raíz etimológica, 

con este fin consulta~os la obra del ~aeslro Cárdenas, 

quien citando al Dr. ~.:ateo Golstein, rnani fieslu: "La voz 

fuero procede de la loc•..ición latina rorum, derivada, según 

algunos escritos del ;::-iego Phoronco, pero que con mejor 

etimología hace proceder Varrón <le 1'\-frcndo, y San Isidro 

de Fondo, que designa·::>a el lugar donde se verificaban 

los juic1os, ejercitaba el pueblo sus derechos y se pronun-

ciaban las arengas pGblicas (festa) 

mercados". ( 170) 

pcr extensión los 

Por su parte, el ~iccionario Jurldico ele E5ch1·iche, 

nos ofrece un conside.·able ~~mero de acepciones en torno 

al término que nos ocupa, con la advertencia que esta 

palabra ha tenido y todaví<l tiene ace;lciones muy diversas; 

de entre ellas transcribimos continuación las que en 

(170) Cárdena~, F. Raúl, Ob. Cit. 1 p, 164. 
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nuestro concepto ol-ient¡an ··mejor· el contenido de tal expre­

sión, en funci6n de la ·utilidad -Que conStitucionalment.e 

así como legalmente', se le. ha .. dado en nuest"ro sistema jurídico 
: - ' -:" ' ' - : . ~ . 

mexicano. Así observamos_ qU.e :·.18.·::p.Eilat:>ra Fuero, entre otras 

cosas significa·: ::.'. 

.·»·:' 
1. - El lugar ::cté'{:· Júici:~ 1 ···ést-o es 

en que se hace O. se· ad·~:1~i-~.~·r·~.~j'.us.tiCia. 
el lugar o sitio 

2.-. El ·jU:i~io~ la jurisdicción y postestad de juzgar¡ 

en c~yo0_ ·_s~,~ti4c(- -~~~ _dice -_que tal o cual pertenece al fuero 

eclesiástico si co_r_r~~po~d_e al juicio, a la jurisdicción 

O pote&~ad eclesiásti·ca; que pertenece al fuero secular 

si corresponde,- al juicio, a la jurisdicción potestad 

secular- ·u ·ordin_9.ri8¡ _y que es de mixto fuero, mixtifori, 

si pertenece a 0~ntre anbas ju!"'isdicciones o po~cslades. 

3.~ El Tribunal del Juez a cuya Jurisdicción está 

sujeto el :-eo o demandado¡ bien que en este sen':ido se 

llame -Fuero Competente. 

4.- El Distrito o territorio ~entro del cual puece 

cada juez ejercer su jurisdicción". {171} 

De las anteriores acepciones, inferimos que el Fuero, 

considerado cor.io ju!"'iodicción o lugar de juicio, se divide 

en ordinariD y especial privileEiac!o, de maner·a que 

Fuero Ordinario es el poder- de conocer o el lu¡_;ar donoe 

se encuentra de todas las causas civiles c:-ir.iinales, 

exceptuándose lus que corresponden a juz¡~ados o tribunales 

especiales o privntivos; en tantu que el fuero especial 

o privilegiado, es el por!er de conocer 

se conocen las causan civile5 o cri.,1nale'.;:; 

el lugar donde 

cierta clase 

(171) Eschrict1e 1 Joilquin, "Diccionario de Legislación y Jurisprudencia", 
1962, p. 659. 
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o de ciertas personas que las leyes han Sustraído del 

conocimiento de los.tribunales ge~erale~ u ordinarios. 

De 7u~lquier suerte, parece destacarse un elemento 

común en "t:odas las acepciones a que nos hemos venido refi­

l"iendo¡ la existencia de un privilegio; que más tarde 

sería Cán templado corno una prerrop,ativa constitucional 

pára ciertos servidores públicos (fuero constitucional), 

que implica :-eglas procedimentales especiales para exigirles 

sus responsabilidades de tipo penal y político. 

Don José Becerra Bautista, nos dice que el fuero 

surgi6 como institución en el Derecho Medieval Inelés, 

cuando en 1341 el Parlamento, ante el creciente poder 

de loa comúnes, dict6 un estatuto en virtud del cual ninguno 

de sus miembros pod[a ser juzgado sino por sus propios 

padres. (172) 

''Tanbi~n es de origen inzlós nuestro lla~ado fuero 

constitucional por los delitos no oficiales, ya que esa 

garantía parlamentaria surgió con el 

que el Rey de Inelaterra concedió 

salvo conducto 

sus vasallos para 

ir a las Asamblea 1 en virtud del cual podían ir, permanecer 

y regresar después sin ser molestados en ~us personas, 

ni en sus propiedades". (173) 

Así lo afirmo el excelente jurista Tena rarnírez, 

quien es citado textualmente por el Maestro Cárdenas. 

En sur.:-s de lo an':e!3 citado, Don .'osé Becerra Bautl~>ta 

continúa "Las Le~islaciones cxt.!'anjeras han 

conservado cs•.as dos instilucione~ parlanent.arias inglesns, 

(172) Cfr. Becerra Bautista, José, ºEl Fuero Constitucional", Edit. 
Juz, S.A., México, D.F. 1 1945 1 p.128. 

(173) Cárdenas F. Raúl, Ob. Cit., p. 172. 
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consagrando el- Ju~Cio' "deno.minado polític~. y la prerrogativa 

concedida a los miembros del Poder Legislativo, de no 

ser arrestados dura~te'.· el pe~fc:>do de se_siones a que asistie­

ren, sin previa lice-ncia de la' Asamblea. 

En nuestro dere~ho, ambas instituciones se refunden 

en la exp1_.:é-si6~ 11 F~~~o,· Const.ituclOnal 11 debido a característi­

cas que· le han_s(do i~presas por nuestros textos positivos. 

Este fuero-- consagra, por tanto, dos instituciones 

que doctrinariamente son diversas, por lo que al trata1· 

de aplicarles los _mismos principios a las dos 1 pueden 

incuri-l!"s_e"_" en errores y confusiones, como ha ocurrido 

en los casos en los que se han tratado de aplicar las 

disposiciones que los rigen, sin distingos". (174) 

El Maestro Tena Ram!rez, en su obra de "Derecho Consti­

tucional Mexicano" al reflexionar sobre la institución 

del fuero constitucional, parte de la tesis general de 

que en el orden constil:ucional se consideran responsables 

de toda clase de "delitos y fallas" {aclaramos que el 

texto consultado, se publicó con antelaci6n a la viccncia 

de las refor.,as constitucionales de 1982) a los funcionarios 

pablicos incluyóndolos osf en el principio de igualdad 

ante la ley. lio o!Jstante, -dice nuestro autor- l.; Const.itu-

ción ha querido que durante el tiernro que desempeñen sus 

fu:'lciones ale,unos Je esos funcionarios no puedan ser per-se­

guidos por los actos pun!hles que co~etan, a menos que 

previamente lo autorice la correupondientc Cánara oe la 

Uni6n, de este ~odo de provee el fuero constitucional 

cor.io una impunidad de carácter procesal. (175) 

(174) Becerra Uautista, José, Ob. Cit., p. 129. 

{175) Cfr. Tena Ramírez, Felipe, "Derecho Const.itucional Mexlcano",Edit. 
Potrún, S.A., 14a. f.d., México, D.F.,1976, p. 503. 
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Textualmente es te distinguido autor expresa: "Tal 

inmunidad, por cuanto su destinatario, esté exento de 

la jurisdicci6n común, recibe el nombre de fuero evocando 

así aquellos antiguos privilegios que tenían determinadas 

personas para ser juzgadas por tribunales de su clase 

y no por la justicia común. 

Esta rué la acepción con la que la instituci6n de 

los fuerons penetró en nuestro derecho patrio como herencia 

de la legislación colonial y que se extern6 en la jurisdic­

ción de los tribunales especiales por razón del fuero. 

Sin embargo, entre los antiguos fueros cuya abolición 

(salvo el fuero militar) consumó la Carta de 57 y el vigente 

fuero cons ti tuc i anal, existen diferencias que conviene 

señalar. 

Los antiguos fueros constituían por reela general 

verdaderos privilegios en favor· de las clases beneficiarias. 

El fuero constitucional no tiene por objeto instituir 

un privile¡;io en favor del funcionario, lo que sería contra­

rio la igualdad del r6gimen democrático, sino proteger 

a la función de los amagos del poder o de la fuerza ... 

El privilegio de los antiguos fueros se extendía 

a la totalidad de la jurisdicción, de suerte que el proceso 

debía iniciarse y concluirse dentro de la juris<licci6n 

especial. En ca:ibio 1 el fuero constitucional no excluye 

el conocimi~nto del caso por la jurisdicci6n ordinaria •. , 

Por úl~i~o. en su ~ayorr~ los tri~unales especiales 

podían conocer también de materia civil, lo que no se 

da en el fuero conntitucional por disposición expresa 

del Artículo 114 (recordemos que nuestro autor, establece 

estas observaciones siguiendo el texto constitucional 

anterior n las reformas de 82) 1 ya que un juicio civil 
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no puede afectar el ejercicio de la funci6n, que os lo 

protegido por el fuero 11 • (176) 

Ciertamente, el fuero constitucional n6lo otorga 

en favor de determinados servidores públicos de alta jerar-

quía, inmunidades o prerrogativas de tipo procesal que 

se reducen o refieren exclusivamente a un determinado 

campo de acci6n; el que se refiere estrictamente a la 

protección de La función pública, por ello consideramos 

acertado que el fuero constitucional no 6C extienda al 

ámbito civil de aquellos servidores públicos que lo disfru-

tan. Asi entendemos corree ta la prevención del párrafo 

noveno de 1 Artículo 111 de la Constitución vigente, en 

el cual se expresa: "En demandas de 1 orden civil que se 

ent.ablen contra cualquier servidor- público no se requer i r-á. 

declaración de p;occdencia''. (177) 

Es decir que no tendrá lugar la remosión del fuero 

constitucional, ya que en materia civil es inexistente 

dicho fue;o, pues como hemos dicho los actos de esa natura­

leza de ninguna :nanera afecta la función del ser-vidoi· 

público. 

En c8.si todas las constituciones del nundo se consignan 

disposicio~~s expres~s, que fundadas en el princtpio de 

igualdad ante la ley 1 reco:tocen en forma undnir.ie las ··espon­

sah¡ lidades en que puedc:l incurrir los altos f1..nc~onarios, 

protegit!ndose :;in eiibargo 1 la fur:ción que les está encomen­

~ada mediante insti:utos 1 (11Je unos autor~s llaman i~~unid~de~ 

y otros fu<.: ros. 

Estas inrunidad~s fue~os, al decir del reconocido 

jurista Bielsa, 1'constituyen ur1 presupuesto procesal de 

(176) !hidem., p. sic,. 
(177) "Consti Lución Poli tic a de los Estados Unidos Mexicanos", C.F. E. , Ta­

lleres Gráficos de la Nación, M6x., D.F., 1985, p. 117. 
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carácter impeditivo, del cual depende la persecución y 

no la iniciación del procedimiento penal¡ por Jo que no 

pued~ c~lificarele como condici6n de proseguibilidad de 

la acción penal 1 y por consiguiente. antes de que sea 

concedí-da la autorización {o desafuero), puede ser iniciada 

la instrucción y pueden realizarse actos de carácter probato­

rio y co~servativo con excepción de los procedimientos 

coercitivos respecto al impactado 11
• (178) 

d. El Fuero y la Garantía de Igualdad del Artículo 13 

Constitucional.-

Es cierto que en el marco jurídico fundamental, eo 

decir el que establece nuestra Constitución Política, 

se instituye dentro de las garantías individuales la especí­

fica de igualdad ante lu ley, la cual ha quedado consignada 

en el Art:ículo 13 de la Carta Mar.na, que en su parte condu­

cente, ex;.!"'esa: "nadie puede ser juzgado por leyes privnti-

vas ni por tribunales especiales. ~:inr,una pncsona o c:irpora-

ción puede tener fuero ... " (179) De lo precept· .. ado en 

este ar:!c~lo pu(liera p~nsarse de m~n~ra tnmediala que 

el T[tulc Cuarto del propio ordena~ienlo consti~~cional, 

se encue~:ra en franca contravención, con la ~urantía 

de igualda~ que co~entamob. 

Sin -e':'lbar¿;o, la anterior afi:·~ac16n es incorrdcta, 

cono lo p~~~arc~os atendiendo a los ~icuie~~eíl ~a~ona-ientos: 

El término "Fuero" usado en ~st<1 garantía de ieualdad, 

se contrae precisarnen~e 

situación anti-igualitaria 

impedir la e~istencia de tocia 

que si¡;nii .i.que privilegio o 

prerroga:~va de cualquier espec~e contenico, otorgado 

( 178) Bielsa, Haiatü, "Compendio de tJerecho Púo l ico" 1 Edil. DE?ALMA, Us. 
Aires, Aq~entim.i, 1952, p. 289. 

(179) "Cons:i~ución Política de los Estados Unidos Mcxicanos 11 ,0b.Cit.p.37. 
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en favor de persona física o moral alguna, pues la existencia 

de fueros en favor de personas físicas o morales, acaba 

con-el principio -de igualdad ante la ley e impide la realiza­

ción de .la justicia. 

Pero es conveniente distinguir con toda claridad 

la existencia de dos clases de fuero: el fuero personal 

y el _fuero real, precisando en este sentido, que lo que 

la garantía en cuestión prohibe para hacer efectiva la 

igualdad es la existencia de fueros personales y no la 

de fueros reales. 

En efe_cto, el maestro Cárdenas opina que existen 

dos clases_ de fueros: el personal y el real. VeamoG cual 

es uno y. cual otro, sus diferencias y cual es el proscrito 

por la Constitución. 

"El fuero personal, Ctitá fo.·r.:a ·o por u:1 conjunto 

cie privilegios y prerrogativas que se otorgan por el poder 

público, en fnvo~ de una va~ies personas expresamente 

determinadas; por ello se entienden conferidas intuitu 

personae, sin r.iás consideración que la de la misr.a pe:-sona 

en cuyo fa•,¡or se acuerda, la cual po:- ese sólo hect~o goza 

de las exenciones, favores, p:-ivilegios 

concedidas durante el tie~~a que el titular o be~cfic~a-

rlo de ese conjunto de ventaja~ ;ue ~ólo se extinuuen 

por lil mu~rte¡ pero ·Jn t<1nto que bOCe de fu..:ro, la per 3 ona 

se encuentra colocada en una S!.-uación par'~icutar, sui 

goneris 1 oiversa üe i!quellu en ';:_e se encucntr-a l;-i r:cner~.tli­

dad de las persone.is q~1c 1 :1.atural:.e:-.:e, carecen del !)ene!.:.cio 

del Fuero Personal. El ~uje~o ~!t~lar del fuero de que 

nos ocupa1:ton 1 no podría estar circur.~cri to .:i. la le; gener:..11, 

de aplicación paro la generalicad de los individuos, no 

podría ser juzgado ni menos sen:enciado po:- los tribunales 

ordinarios con jurisdicción para conocer de las conlroversias 
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entre las personas carentes de privilegios 1 no estaría 

obligado al pago de determinados impuestos, etc. El fuero 

personal es llamado también subjetivo. 

El fuero real, material u objetivo, no ve a la persona 

o a un número determinado de personas, tampoco implica 

conjunto de ventajas, privilegios prerrogativas para 

una o varias personas determinadas: el Fuero Real, Material, 

Objetivo o llamado también de Causa, es el que se basa 

en la naturalezu de los actos o cosas que sirven de fundamen­

to a los respectivos juicios. Los Fueros Heales o de Causa, 

existen no implican preeminencia social alguna, tal 

como el Fuero Militar". (180) 

Sobre este último tipo de fuero, es decir, el que 

atiende la causa, el Maestro Argentino Rafael Bielsa, 

expresa: ''El Fuero Real (de res o cosa, o causa) es admisible 

hasta necesario en nuestro sistema, porque es un fuero 

que no se establece en consideración la persona sino 

una instltución o con motivo ~e una causa de interés 

general, Tal es el Fuero Militar ..• El Fuero Militar (juris­

dicción militar) se ha instituido para asegurar esa particu-

lar disciplina que debe existir el ejercito. Si el 

fuero fuese personal, lo tendría el r:1i 1 i tar en todas las 

causas civiles penales que lo afec~~ran, en favor d~ 

su persona o estado r:lilita:-, y no de la disciplinn". (181) 

Inten':.ando esclarecer este plan:.carniento acudir.ios 

nuevamente al ohr:i rl~ Cflrdenns, r¡tli'?n nos aporta ln si;:ulcn­

tc ioea: ''En ri;-;or, el fuero real o de causa, se extiende 

generalmente a situación de co1:1pete;,cia jurisdiccional 

-pues ea conveniente mencionar c¡ue la palabra "fuero" 

deriva de foro, y este forurn, que quie:-e decir tribunal, 

jurisdicción o lugar en sentido 

(180) Cárdenas:. Haúl,Ob.Cit.,p.170. 

(181} Bielsa, Raf'ael, Ob.Cit. ,p.301. 

legal, extensivamente 
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se aplica a quienes actuan ante un tribunal o jurisdicci6n 

y para referirse a la materia o clase de competencia­

determinada por la naturaleza del hecho o acto que r.totiva 

un juicio, por ejemplo en nuestro sisteru1 constituci-::-nal, 

existen leyes federales leyes locales que dan origen 

a que se surta con motivo de la a¡:;licación de unas u otras 

leyes, la competencia en favor de las autoridades o t:·ibuna­

lcs, respecto de las segundas. Al fuero real De le llama 

también objetivo o de causa, porque se establece atendiendo 

a circunstancias, fenómenos, elementos, trascendentes 

o independientes de la índole o calidad de la persona".(182) 

Concluyendo, de las anteriores afirmaciones podemoG 

establecer que la garantía de igualdad proteeida por nuestro 

Artículo 13 Constitucional no se violenta con el fuero 

cons+itucional que se establece para determinados servidores 

públicos que pudieramos llamar de alta jerarquía, pues 

dicho fue~·o es de los que doctrinariamente denominar!ar:ios 

real, ohjutivo ele causa sólo cletcrf'lina efecto, 

una siLuac~ón de competencia favor del Con~~eso de 

l~ Unión cor.o Tribunal Poli•_ico, bien de la Cámara ae 

Diputados para declarar si hay luenr no al c~e~cicio 

de la jusricia. ordinaria, pero sin atender la calidad 

personal del Gervidor pdblico ae que se trate. Lo que 

reviste i~~ortancia, lo 1ue protcae la Constitución es 

la funo16n póblica y no al funcionar~o. 

e. Justificación del Fuero Constitucional.-

So~r~ es Le particular, Con Antonio Carrillo Flores 

expres•1 la idea de que en un estado d.er-,ocr-ático, nadie 

debe esta:- por e:-icima de la ley, y en ello debe fundarse 

la neccs~dad de castigar al "funcionario" por elevo.do 

{182) Cárdena~; f, Raúl, Ob. Cit. p. 171. 
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que sea su rango, pero al mismo tiempo debe protegérsele 

de la pasi6n_ política. De ahí la justificación del fuero 

que además garantiza el funcionamiento 

normal de las instituciones. (183) 

En efect·a··; tOaos los altos servidores públicos y 

es'~ec.~almEint-e_: .ros· diputados y senadores deben estar protegi­

dos para: .·el erfcaz cumplimlento de BUS funciones, de tal 

suerte que ~su libertad no se pueda limitar o restringir 

bajo n~~glln~·,» pretexto, sólo la Cámara de Diputados puede 

decidir si es procedente y oportuno que se autorice al 

p()der·- Ju-dicial, continuar un procedimiento en contra do 

los -~ltos·_~uncionarios de la Nación. 

Esta protección de que gozan, en especial senadores 

y diputados, es plenamente justificada por Dugit, quien 

sostiene: "Este privilegio (fuero) se haya plenamente 

justificado por la necesidad de garantizar la independencia 

del parlamento, de substraer a sus míe:nbros de la especie 

de chantaje, de concción moral, que el t"';ohierno, que dispone 

de la acción y de la fuer,..a pública, pu.iiera ejercer sobre 

ellos y a las maquinaciones de 105 pnrticulares que, ejerci­

tando el derecho de la citación directa, pudiera entorpecer 

la acción parla~cntaria suscitando cuestiones a los diputadoG 

de quienes creyeran tener r.iot i vos pa:'a enjulcia:-los'', 

(184) 

Por su pa:-te, Don Jacinto Pall;:jres en su reconocida 

obra sobre el poder Judicial, justifica el funU.anento 

de este fuero expresaildo: "La necesidad de c¡ue los funciona­

rios a quienes están enconendado~ los altos negocios del 

Estado, no eztén expuestos las pérfidas ascchun~as de 

(183) Cfr. Carrillo Flores, Antonio, m). Cit. p. 6Y. 

( 184) Cito.do por Cushman, Hoberto Eu~ene, "Prác t l ca Con.st.i tucional", Edi t. 
Dibiliográfica Argentina, Ds. Aires, Areentina,19~,8.p.96, 
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sus enemigos gratuitos, el evitar que u~a falsa acusación 

sirva de pretexto para eliminar a algún alto funcionario 

de las negocios que le están encomendados el impedir 

las repentinas acefalías de los pues::os importantes de 

la administraci6n pública, son los motivos que han determina­

do el estableci:iiento a·e1 fuero que se llama Constitucional 

consignado en los Artículos 103 y 107 del Código Fundamental 

de 18S7 (actualmente 108 a 114 de la Constitución vigen­

te". ( 185) 

Consideramos indispensable ampliar la referencia 

textual que hacemos sobre las opiniones de Don Jacinto 

Pallares, para dejar asentada una aco-:aci6n que, aunque 

un tanto independiente del tópico particular que tratamos 

en este punto, guarda estt'echa relación con el tema general 

de la presente inveatigación. Hecha esta aclaración, pasamos 

citar las consecuencias procesales que según el aludido 

maestro se derivan del fuero constitucional, a!::d al tenor 

de su afirmación: "Este fuero da luga:- dos clases de 

procedimientos, senan se trate de delitos com~ne~ d~ 

delitos oficiales de los funcionarios que lo gozan. 7ratándo­

se de los pri;¡eros, el fuero ::;e reduce <:.i que no se procedo 

contra el delincuente, por el juez. cor..¡-;~~ent:c, oino previa 

decla~aci6n del Conereso de haber lucar la formación 

tie Ca'Jsa¡ J és:o por las consideraciones ~:ic;1:is. Tra•_ánrlose 

de la segunda clase de del:tos, el fue::o consis~e en que 

las !'C'.3j}On:3aoil:dade:; oficia!..:s sca:t ;1_;:~~das por- jurudo~ 

col'puestos (Id los altos cue"po:• de r1ac ión. 

1 conve:i.icncia de ese fuero es c'!..cir.'.l: L~,- responsabil \taocr; 

:;.ficiales de los funclonarios que lo ¡;oz;_in tien~n ínti1:10 

enlace con la ¡:iolitica; cuest:oner. pol:.:icw; son lus que 

"tienen que decidiosc al juzgarlos; ~Js un juicio ¡:olítico 

el que se trata de abt•ir; la pena 'l'Je se lee ir:iponc no 

{185) C1t.ado po:- Burgoa, Ignacio, Ob. Cit., p. 553. 
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es otra que la muerte política; es pues necesario que 

funcionarios de la prir.iera jerarquía dotados de profundos 

conoc\mientOs y larga práctica en la cosa pública, interio­

rizados en t:odos los giros que toman los abusos pol r tic os 1 

apreCiadores exactos de la trascendencia de tales o cuales 

delitos oficiales y profundamente versados en todas laa 

ramas de la legislación sean los que conozcan de este 

juicio político. V así fué conveniente que la constituci6n 

confiere funcionarios muy caracterizados, ese linaje 

de res?onsabilidad para evitar que una ley secundaria 

viniera a sujetar al criterio más o menos ruin de un juez 

o alcalde o de otro funcionario más o menos subordinado 

en la jerarquía adminis~rat.iva _un nuegocio de tanta trascen­

dencia como la responsabilidad de los altos funciona!"'ios 

de la federaci6n 11 • ( 186) 

Redondeando las ideas doctrinarias en torno a la 

justificación 

cita al gra:1 

del fuero constitucional 1 toca 

j~rista ~aliciense Do~ Mariano 

lugar en 

Coronoado, 

quien sostiene que el fuero establecido en la Constitución 

''se funda en la necesidad de garantizar los Po(leres 

Uo.cio¡¡al~s, '21 libre y expédito ejercicio de sus funciones, 

que se paralizaría con frecuencia con dafio al servicie 

público si cualquier juez, sin tránitc aliluno, tuviese 

la facul:.ad de enjuiciar a los miemb:--os de dichos poderes, 

mayor~~nte cuancio la pasión o los odios 1lel Ejecutivo 1 

se qt.iisiera:-. ce~ar en dete!"'minado funcio~<i!"'io". (1B7' 

?or su ;.ir..rte, Don Felipe Tena R.qrnfr•2z 1 con la fin3 

aguUez.a ;,Ja.~a el análisis jurff:ico :¡ue caracterizo su oOra, 

manifiesta: ''El fuero conG~itucional no tiene pot· ohje:o 

(186} :bic;em. 
(157) .:..·itacio µo:- Cá:-dcnas F'. R·1úl 1 O?. Cit., p. 1'39. 
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instituir 'un privilegio en favor del ~uncionario, lo que 

sería contrario la igualdad del régimen demoCrático, 

sino proteger a la función de los amagos del poder o de 

la fuerza" y agrega: "las amenazas para impedir el ejercicio 

de sus funciones a los integrant.es de los Poderes Legisla­

tivo y Judicial pueden provenir principalmente del Ejecutivo, 

mediante detenciones arbitrarias. Aunque en menor medida, 

también existe el peligro de que las auto!"idades judiciales 

interfieran indebidamente en el ejercicio de las funciones 

de los Otros dos poderes mediante procesos u ordenes de 

aprehensión contra sus miembros. Pnra detener estos posibles 

a·busos se erige el fuero que sólo ct:?de ante la resolución 

del 6rgano legislativo competente. En cambio no existe 

defensa constitucional contra el abuso de la potestad 

de desaforar de que está investido el órgano legislativo. 

Sin la voluntad de las Cámaras, ni el Presidente de la 

República ni la Suprema Corte podrán jamás separar de 

su encargo a los rnier.ibros de las Cána.""as¡ pero éstos si 

pueden, por su ~ola voluntad, destituir al Presidente 

de la República ¡ a los ministros 6e la Corte. Y es que 

aquí, al igual que COl'IO lo observamos en las decisiones 

Ce inconstitucionalidad de la Corte, la instancia final 

es jurídicamente incontrolable''· (188) 

Considera~os por nuestra parte, que a~n cuando ~ 

puridad jurídica es razonable el último plan'.:~amiento 

:icl Maestro Tena F.ai.IÍ!"ez, en la realidad factica de :-.ucst:""o 

sistema ju~ídico-político, es improJable ~e r.iuy :·e::iota 

concresi6n dlch1J planteamiento. merced al cont::-ol polftico­

?ªrtldi.sta que d~ facto existe en ar.lbas :ámaras acl congreso 

por parte del :!~ular en turno del Ejecutivo Federal, 

pues éste además de las atribuciones que constituclonal!"lente 

088) Tena Ramirez, Felipe, Ob. Cit., p. 584. 
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caracteriza por ser el lider nato 

con ·'las· conaecuencias disciplinarias 

f. El-Fuero·com~. Iniunidad y el Fuero como Impunidad.-

Siguierido la. opinión del Maestro Burgoa, el fuero 

constitllcional opera bajo dos aspectos: como fuero-inmunidad 

y como fücro_ de no proccsabilidad ante las autoridades 

Judiciales ordinB.rias federales o locales, teniendo en 

ambos-_casos e-fectós juf.:ídicos diversos y titularidad diferen­

te en cuanto a · 1os altos funcionarios en cuyo favor lo 

establece fa c·o-ris~-i~U:Ci-6~·. Analicemos pues ambos supuestos: 

En el díñtel de-- esta modesta exégesis, es pertinente 

apuntar que no existe en la doctrina constitucional una 

opini6~ clar~ -y -uniforme· que defina la institución del 

fuero-inmunidad, y que permita en consecuencia, deslindar 

su ámbito de validez conceptual, frente o•.ra figul"a 

con la que frecuenter.iente se le confunde o se le identifica. 

Nos referimos claro, la impunidad jurídica o de derecho. 

Siendo ambas figuras jurídicas de inseparable adheslón 

al sistema de responsabilidades constitucional~s de los 

servidores públicos 1 pero a la luz de su eficacia proce:::ial, 

escindibles entre sr. 

El objetivo de ~lucidar y diferenciar el campo operati­

vo - y nornativo de ar.ibas instl tu tos, no~ ir.:pone, en J.J; imer 

término la necesidad de revisar el significado de cada 

uno de ellos. 

De es ta guiza, observamos que la impunidad ha si Ca 

con~iderada como el acto u orn1si6n PO!" el cual se deja 

de aplicar la pena o castigo que la l•y impone por la 

comisión de un delito, o bien corno "la falta de sanción 
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de un acto ilícito. civil-, penal·, .,,áct~i'~t'~t~~tiv-0_9 etc." 

según textual det'inlci6n del_ jurisita R8~~e1 de.>Pina;(i89) 

Por ot~a parte, el mismo autor nos afirma que el 

término "inmune" proviene del latin "lnmunisi•, que significa 

11 exento de gravnmenes o penas 11 • Tambl~n afirmu que la 

palabra "i :imunidad" pertenece al latinismo "Inmunitas-

atis" que se empleaba para significar el privilegio local 

para iglesias o templos, mediante el cual los delincuentes 

que a ello se acogían, no eran sancionados con penas corpo­

rales en algunos casos. Ahora bien, centrando estos conceptos 

en el amplio narco de la responsabilidad de los servidores 

públicos, tendremos que reconocer que, en tesis cenera!, 

la Constitución considera responsables de toda clase de 

delito5 y :faltas administrativas a funcionarios empleados 

públicos, incluyéndolos así en el principio de igualdad 

ante la ley. No obstante, y como ya henos indicado en 

otros apar~aCos, el propio Ordenamiento Supreno ha querido 

que durante el tiempo que detiei1pei1en sus funciones, algunos 

de esos f~ncionarios no puedan ser perseguirlos por los 

actos puni~les que co~etnn, mer.os que previamente lo 

autorice la corre~pondienre Cámara de la Unión. 

Esto es, que en tfrminos jurídicos Of>era en favor 

de ciertos funcionar-ios, espccificamenle det.::t.?r-r.iinador.;, 

una p:-er:-ogativa procesal que ent:"af'.a i:inu:i.irl8d t~ansit:o-

ria p-ara quedar- sujetos a ia jurisdicción o¡odinaria. 

En tar.-::i que la irr.runidad se ins'_ituye co;.o ~)rivilegio 

específicame;'l.t~ de tipo legiclativo, es dcc1r, con alcance 

exclt.:.!iiVo pa!"a los mienU:-os de este poder, privilegio 

que entrn.i'",a i:-resí 0nsahilidad jurídica que se contiene 

part::.cularnen'-e en el priner rárrafo del artículo Gl Consti-

tucional, que expresa: "Los diputados senadores son 

(189) De Pina, Rafael,"Diccionario de Derecho'',7" Ed.,F:dit. Porrúa,S,,\, 
México, "J.F'., 1978, p. 239. 
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inviolables_ ·_po·.r .. -:,1.~~:: op~ni.~~~ª- ·que> manifiesi:en. en --~l desem­

peño de·' sus ~argo.a ':! j~más podráO ser reconvenidos po:r 

ellas''· (19.0) 
-- ::}< 

EO' ~:i~~:;~·-: :~;~-~·'-.ja·:; ·antes expuesto, cabe hacer algunas 
e:·:., 

preciSi()Íies·--> que jUzg8inos indispensables para la cabal 
'" · .... - ' 

_c.omP~eriái:6n'-::de ·la; temática que hemos abordado. 

,-Hay: qüe señalar en el primer espacio, que en la actua­

lidad y por un fen6meno de desplazamiento cómun en los 

procesos- semánticos, los dos conceptos que tratamos¡ inmuni­

dad e impunidad, aparecen comunmenle asociados, pues ambos 

se traducen en la imposiLilidad jurídica de atril.luir cense-

cuencia alguna 1 de orden penal determinados servidores 

públicos. Aunque bajo esferas de validez distintas, tratán­

dose en el primer caso de las conductas dclitivas que 

previamente a la incoacción de un proceso penal requieran 

de la remosiór:. del fuero const1tucional, y en el secundo 

supuesto de conductas espec!ficus de los ler,isladores 

que se reduce:i a los libertades de opinión y vo':o de que 

gozan en el ejercicio de sus funciones y por las cuales 

son absolutame~:e irreJponsables. 

A mayor abundamiento conceptual 1 debemos decir que 

la impunidad :=-..:edcr se:- absoluta, cuando ~:>dos los actos, 

la conducta entera Je una persona, están su$traidos 

la !'Cpresión ;;er.o.l, o bien L..1 irrtµunidati pueuer ser r~lati.V<l, 

CUéindo solo c:e¡tos ac:os quf!dan librados rle la ley incrimi-

nndora. La i:--.punidad plena suele una c~racterística 

de los mona:-cas, J<! ;,;ef1r: absoluto~, o co~~~i:ucionnles, 

La ir.punidad relativa, e:i. cambin una característica 

quP. favor<?ce los ;i<J:·lnrBnt;:irios o· conpresistas 1 poniéndo-

los al ampa~o de eventuales pcrsccuc1ones punitivas que 

pretendan fundarse "J'n lus orinione!; ciue erni:an en el dcsern­

peílo de su rep~esenlaci6n. 

(19o_)_!o'Cci"n'Sti'tüc~Ó; Poli tic a de los Estados Unido5 l·:ex icanos" ,Ob. Cit. ,p. 75, 
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Esta· 61tima lmpunid~d, de acuerdo ~o~ el ~riteri~ de Te­

na Ram!rez, se justi~ica con~iderando_q~e es ~reciso asegurar 

a los le~isladores una absolut~ _independencia en el ejercicio 

de sus f.unéiones, con. el objeto de qu_e lo·s demás poderes 

no estén· en la apt~tud- de·. coartarlos: en .su representación, 

atribUyéndoles delit'os que autoricen a enjuiciarlos penalmen­

te y a privarlo.a de .su encargo. ( 191) 

En··relaci6n .con los· institutos jurídicos que estudiamos, 

el tratadista Colfn Sánchez estima que la im¡::.unida<l, consi­

derada como - el acto u omisión por el cual se deja sin 

aplic~ci~n ta -.P~"~:· o castigo que la ley i::;pone por la 

c-omfsi6n de<-- un. delito, no es, con todo, la negación del 

derecho, pu~s hay: casos en que la irresponsabilidad penal 

y, con ello la impunidad, están reconocidas por la ley; 

_cons~it_~yend9 lo que se ha denominado "impun:.dad de dere­

cho". (192) 

Este mismo autor al referirse a la in1unidad 1 afirma 

que la r:l.isma no constituye una prerrogativa personal en 

favor de servidor alguno de la administración pública. 

toda vez que la propia Constitución en su A~Lículo 13 1 

consagra la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley 

y el Articulo 108, hace exten~Lva la responsabilidad a 

todos los funcionarios públicos, a6n cuando en casos espcc!a­

les y dada la naturaleza de ciertos car¿os (expu0stos 

a las vicisitudes cic las luchas por el poder :: a la5 F.!Úl'..i­

-plcs asechan;:&:.; de la:i am8iciones políticas o Ce los tn'~~:·e­

scs en pugna), !;e juzgó conveniente insL. tu ir unn prcrro¡;a-

ti va procesal que exirniése, los ~itulaé~3 de dic~os 

cargos, de respond':!r por los actos punible';; que cometieren 

durante o en el ejercicio de su~ funciones, :-:asta en tanto 

lo autorizase así el cuerpo lecislaLiva c~~respondient1~, 

(191) Cfr. Tena Ramlrez, Felipe, Ob. Cit., p.538. 
(192) Cfr. Colín Sánchez, Guillermo, "Derecho V.exicano C:e Procedinientos 

Peno.les", 8° Ed.,F.dit. Porrúa,S.A.,Mex., O.F.,1984,p.S94. 
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mediante lee formalidades que la Constituci6n y la respectiva 

ley reglamentaria establecen La impunidad entonces, concluye 

nuestro autor, es "inherente al cargo y no al funcionario, 

y s6lo en la medida· que éste puede prevalerse de eso prerro­

gativa, se dice que goza de fuero". ( 193) 

Gar:cía Ramíre-z -por su pa~te, afirma que, '1 la fuerza 

de la -inmtinidad no exime a alguien de la ley penal que 

conserva tOda su fuerza, sino simplemente se erige un 

obstáculo Q':JB por su propia índole reviste carácter transi­

torio". '(19.Í) 

Este eminente jurista continúa diciendo que 

la inmunidad no es, entonces problema penal, sino específi­

camente procesal y que estrechamente vinculado a él está 

el tema de los enjuiciamientos privilegiados 1 consecuencia 

de la inmunidad frente a la jurisdicción ordinaria que 

cede el paso a la especial. {195) 

En su oportunidad, Don Ignacio 'Jillalobos al 

abordar el tema de las inmunidndcs, seña.la que el prop6aito 

de la creación de inmunidades o determinados cargos, lo 

es: "el de repeler a la posibilidad de que el funcionario 

que los deser.ipeño sea enjuiciado frecuentemente y por 

motivos fútiles, desatendiendo la nitiión que se le ha 

encomendado: o bien lo que ataf,e hechos que, COfTIO la 

deliberación expresión libérrima del propio criterio, 

resultan esencialc:.; para el ejercicio de algunas actividades 

como las que corresponden al leBislador''.(1~6) 

(193) Ibidem. 
(194) García Ramírez, Sergio, "Derecho ?!"'ocesal Penal", 2º Ed., Edit. 

Porrúa, S.f,,, ¡.:éx., D.F., 1977, p. 98. 
(195i !birlen, 
(19/j) Villalobos, Ignacio, "Derecho Penal r.fexicano", 4e Ed. ,Edit. Porrúa, 

S.A., f>'.éx., D.F., 1983, p. 188. 
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Retomando la obra de Don Felipe Tena Ramírez, podemos 

apreciar que este autor disocia los conceptos de inmunidad 

e impunidad. Sosteniendo así, que el sistema acogido por 

la ConstituCi6n mediante el cual nleunos funcionarios 

públicos, durante el tie~po que desempeñen sus funciones, 

no pueden ser perseguidos por los actos punibles que su­

puestar:'lente cometieron a menos que previamente lo autorice 

la correspondiente Cámara de la Unión: 

de los funcionarios 1 sine sólo una 

tiempo del encargo". ( 197 ! 

''no erige la impunidad 

inmunidad durante ~~ 

Del conjunto de citas y ~eferencias que aquí hemos 

consignado, podemos razonableiñente· inferir que los institu­

tos jurídicos de impu:iiditd e inmunidad, son ciertamente 

distintos, aún cuando parecen sinónimos, cada uno tiene 

naturaleza propia y diversa entre sí. La impunidad es 

pues 1 unn figura de 

substracción de la 

tipo penal, 

conducta {toda 

por 

o 

cuanto ir.iplica 

parte de ella) 

una 

del 

sujeto activo, la eficacin de la ley punit::..va; aquel 

que goza de impunidad no puede ser castigado. Al ar..paro 

de esta fieu1·a, se p?""ive de ca!"'ñcter Gel1ctivo a los actos 

típicos del sujeto. 

En car.ibio, la inr.iunidad es un instituto de natu;·aleza 

procesal y de consecuencias ir.ipeditivas para el ejercicio 

de ta jurisdicción or<lina:-ia, lo que queda particulari;ente 

de mani~iesto al obse~var que cuando la inmunidal! c~sa, 

ra -j\.(riSdicc-ión- -"tempor'almelite- .:!etenidi3., avanza su:- te 

sus efectos ·en forma normal. 

Nor:nativaraente hablando, la inr.unidad ju:--ídica se 

encuentra conternplada par-ticularwenle por el 

111 Cons~ituciona, en tanto que la impunidad jurfdica, 

como ya lo hemos indicado, se encuentra prevista por el 

(197) Tena Rar:iírez, Felipe, Ob. Cit. ,p. :.5'3. 
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Artículo 111 Constitucional, en tanto que la impunidad 

jurídica, como ya lo hemos indicado, se encuentra prevista 

por el primer párrafo del numeral 61 de la propia Ley 

fundamental. Siendo dicha impunidad de operatividad relativa 1 

en cuanto a sus alcances, pues únicamente ampara un reducido 

número de conductas, es decir, las que se refieren o con­

cretizan en las opiniones que Senadores y Diputaóos r.i.ani­

fiesten en el ejercicio d-e las funciones propias de su 

representaci6n por lo que fuera de este ceso específico, 

consideramos que no es admisible la existencia ce ninguna 

otra clase de impun~dad jurídica dentro del régimen de 

Derecho que los Mexicanos nos hemos dado. 

?ara concluir estas ideas en torno a los efcc:.os 

jurídicos del llamado fuero constitucional, es oportuno 

retom.ar la opini6n del maestro Burgoa, quien como ya henos 

indicado, sostiene que dichos efectos se reducen a dos 

propuestos de operatividad, a los que denomina respectívame:--1-

te con los rubros de :''fuero ín1~unídad'' "fuero como 

circunstancia de no ?rocesubilídad''. Oesar!'ol lando sus 

ideas, el afamado jurista expone: que el fuero como inr.i:.i:-d­

dad es deci:-, como privilerio o prc:--ro~atLva :;ue ent!'a:ia 

inmunidad jurídica, es conter1plado por la Ley Funclamen:al 

en dos casos distintos, el p1·imc~o ellos en :-elación 

a los dip1..tados y !:ienadores, en forma ¡ih3ol~:a, confo;-1'!.C 

al Artículo 61 Cons':itucional, en el sentido ci~ ".:.'JI:! é-;-;::..s 

"son inviolables r<:·!" las opiniones ·.¡uc 1-,a;-.i:: _e~·.n:-, '.':1 

-el dcsempeflo de su::; cargo~" 1 que "jar-:!is ¡.Juedr:in :iCr 

reconvenidos por ellas'' 1 y en el seeundo casa, con r·cspe-;10 

al Presicie~~e de la Rep~blica, Je manera ~cla:iva, en 

los términos del A:·:ículo 108 d~l ordenarai.:.:- ·o Sup;-e:-.o, 

que en su parte conr.uc•:?nte, dispone que dicho altc :uncio:-,a­

rio durante el t.ie:-:;Jo ~ie su encar-go sólo puede ser acusa~jo 

de traición 1 u p<.• tr-i a por delitos graves del orden 

común.(199) 

(198) Cfr. Bu:-r!.ºª• Ienacio, Ob. Cit., p. 55,1, 



250 

Al respecto, manif'estamos nuestro disentimiento con 

las reflexiones del maestro Burgoa, pues en nuestra opinión 

el· eminente jurista confunde los tárminos de inmunidad 

e impunidad en tratándose de los miembros del Congreso 

de la Unión, pues si analizamos el contenido de la primera 

parte del Artículo 61 Constitucional, descubrimos que 

dichos servidores públicos jamás 1 es decir, en ningún 

tiempo podrán ser reconvenidos por las opiniones que externen 

dentro de su ejercicio f'uncional, aún cuando esas opiniones 

pudieran configurar la incitación a algún hecho delictivo 

o incluso llegaran constituirlo por si mismas, dicho 

en otros términos, se trata de una irresponsabilidad absolu­

ta y por lo tanto del más tipico caso de impunidad. De 

hecho, el único posible en nuestro régimen jurídico positivo. 

En apoyo a nuestra postura, cabe citar al maestro Tena 

Ramírez 1 quien sobre el particular ha expresado: ''Esto 

significa, que respecto la expresión de sus ideas en 

el ejercicio de s1t representación, los legisladores son 

absolutamente irresponsables, lo mismo duronte la representa­

ción que cespués de concluída, lo mismo que si la expresión 

de ideas constituye un delito (inJur1as 1 difamación, calum­

mia) que si no lo constituye". (19~) 

E:n cuan to la situación del EJecut ivo Federal, todo 

vez que por disposición del segundo párrafo del Articulo 

108, del texto constitucional vigente, sólo podrá ser 

acusado, durante el tiempo de su encargo, po~ traición 

a la pat~ia y delitos g'aves del orden co~ún, ~s evi-

dente que se trata de un cl6sico tipo ae in~uniriad, 

pues fue~a Ce esos supue~los no podrá encausársele penalmente 

durante el tiempo que dure el ejercicio ce su enc~rgo, 

sin embargo, debemos precisar la prevención que comentarnos 

(199) Tena Aam{rez, Felipe, Ob.Cit. ,p. 284. 
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de ninguna mane~a implica irresponsabilidad jurídica para 

el iltuiar del· ejecutivo, ya que después de concluido 

su mandato podrá ser enjuiciado, si procede, ante los 

Tribunales compe~entes como cualquier ciudadano, por los 

demás delitos que pudiera haber cometido en el ejercicio 

o durante el ejercicio de su fi.:nción, es decir 1 en el 

caso que estudiarnos s6lo se detiene temporalmente la juris­

dicción· ordinaria, interrumpiéndose los plazos para la 

prescripción de los ilícitos penales. 

~ara subrayar estas ideas, es oportuno traer hasta 

aquí, .un fragmento del pensamiento del reconocido investina­

do·r de- i·a cicnca jurídica, Don José de Jesús Orozco Enriquez, 

quen ha expresado: 11 Es necesario advertir que lo previsto 

por el segundo párrafo del Artículo 108 no consagra la 

impun~dad del ?residente de la República, respecto los 

demás delitos sino, sencillamente, establece la inmunidad 

temporal del ~isr.o, durante el periodo del e~ca!"eo pa!"a 

proteger así la ~uena ~u~cho de sus funcione~; vez 

concluídas éstas, es claro que se pueda proceder ;:ienal~ente 

en su cont:--a a;¡-_e los Tribunales conpetentes po:- cualquier 

delito que haya cor:ietido. En realidad, la única inmunidad 

absoluta ?revis:a por nuestro :óginen cons:i~~cional se 

con e re ta las opiniones que nanif iesten los di¡>utados 

'J senadores en el ae:::;e:;peiio rie SU2> cn:-¿os (l\r':ÍC'Jlo 61), 

en beneficio de la libertad parlanentaria, pc~o incluJo 

los nismos son ~n todo nomen to penalMente rDsponsahles 

por cualquier O'":!"a conducta t.tpi.ca, previa 'leclaración 

de procedencia de la Cámara de Dipu<:ados, según lo dispuesto 

por el Ar~Iculo :11 Constitucional''. 'ZOO) 

Dos cuestiones más hah~ía ~e destacar en relación 

con la in":luniaa'~ relativa al Presidente de la ?epública: 

(200) Orozco Enriquez, José de Jesús, Ob. Cit., p. 116. 
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la primera se refiere a .. que dicho alto funcionario tiene 

una posición "sui gen~rls", en cuanto a su responsabilidad 

penal por traición la pat?"ia y dcli tos graves de orden 

común, en virtud de que por disposición expresa del párrafo 

cuer~o del Artículo 111 Constitucional ''sólo habrA lugar 

a acusarlo anti: la Cámara de Senadores, en lo;, términos 

Jcl Ar-ti:culo 110 (es decir, como si se tratara de un juicio 

político), En este supuesto, la Cámara de Senadores resolverá 

con base a la legislación peniil aplicable 11
• Dicho en otras 

palabras, en los Gnicos caso~ de enjuiciamiento penal, 

que puáieran intentarse contra el primer mandatario durante 

el periodo de su encargo, no habrá lugar al procedir:tiento 

de declaración de procedencia pre vis t.o cons ti tucionalrnente 

para los demás servidores públicos "afordos" en razón 

de su alta investidura, sino que en estos casos se inGtaurará 

un verdadero enjuiciamiento privilegiado. 

La olra situación que debe ponerse en relieve en 

rclaci6n la inr.;unidatl del !::jecutivo Federal, se refiere 

a la i:-responsabilidad política de tal funcionario. Efecti­

var.ien te 1 ana 1 ! zan.O::o exhaust i van en te los d i!:;pos i t. i vos cons ti­

t.uc ional es co:itenidos en el Título Cuarto, podrer..os advcr'tir 

que al Ejecutivo Federal se le exceptúa de Juicio político, 

es dec!~, que no es sujeto de respon~abilidail política 

y por lo 1.nn to f:-en le a es ta responsa,; i 1 i dad es;iec í f lea, 

dicho :·unciona!"io no es inmune sino i:1pt.ne. ya que jan.'.ís 

o sea, c-n n:n,¿ún ticr:ipo, ni durante su encargo ni rlespués, 

podrá iniciarscle el procet.!ir:ien~o de ju:cio pol í~-ic0 

a que están ci:--cu!):;critos los demás ul·o~ se.rvioores púnli-

co::;, er.unerados en el Artículo llC: :onslilucional, cuündo 

en el ejercicio é..:: sus funciones incurran t!n acr..o& u or.iisi.o-

nes que redunden, en perjuicio de los lnter"csc::; púlll1cos 

fundamental~s o de su buen despacho. 

En su debida oportunillad, re tomaremos cor:i.o punto 

de análisis la particular situación en que se encuentra 
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colocado el jefe del Poder Ejecutivo Fedei-al, dentro del 

marco jurídico de las responsabilidades en el servicio 

público, principalmente por cuanto hace a su exceptuación 

de responsabilidad política, por de pronto, queremos citar 

desde ahora, las palabras con las que Don relipe Tena 

Ranírez justifica esta responsabilidad restringida del 

Jefe de Estado, particularmente cuando afirma: ••t.a Constitu-

ci6n qui7.0 instituir esta situación excepcional única 

pa!"a el jefe del Ejecutivo, con el objeto de pr-otcgcrlo 

contra una decisión hostil de las Cámaras,· las cuales 

de ·otro modo estarían en posibilidad de suspenderlo o 

de destituirlo de su cargo, atribuyéndole la comisión 

de .un delito por leve que fuel."'a'', añadiendo que ''La Consti­

tuci6n de 57 1 era menos estricta que la actual 1 pues autori-

zaba el desafuero, no sólo por traición L..:. patria 

delitos graves del orden común 1 sino tar.ibién por violaci6n 

expresa de la Constituci6n y ataques a la libertad electoral 

(Art. 193) ¡ como ningún Presidente mexicano estaba a salvo 

de cometer al¡~uno de los altimos delitos, por ese sólo 

hecho quedaba a merced de las Cámartis". (201) 

Una 'Jez. hechas lns con~;icJeracior1es anteriores 

en torno al "fuero inmunidad" como uno de los dos aspectos 

bajo los cuales opera, secún el Maestro Ignacio Ourr.,oa 

el fuero constitucional, es lucar oporLuno pa::;a:- 3 reflexio­

nar sobre 1~1 segundo de dic~1os aGpecto~, al que el insi,ene 

mae5t1·0 do:.or;ina "fuero de no p:·ocesab.!.lidad", afirmando: 

''''El fuero que se -ranuce 011 l~ no 11~o~~s31JilirlAd ante 

las autoridades Judicin.les orrlinnrias federules locales-

no equivnle la inr.1unidad los funcionario3 que con 

61 están invest.ldos que neñn.la el Arr.iculo ins de la 

Cono.t.1tuci6n. En otras pala~irl.i'J, el fuero, bajo el aspcc'....o 

~ue es tamo~; tr-atando, no ir.iplica la i:·1·esµonsabllidad 

jur[dica absolutu cono en el caso qua se refiere el 

Artículo 61 de nuesLra Ley FuncJamcnlol, ni la irrcsponsabi-

li<la(l jur!L~ica relativa que alude su ArL!culo 100 in 

(201) Tena Ramír·ez, Felipe, Ob. Cit., p. 539. 
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fine y por lo que concierne al Presidente de la República. 

La no procesabilidad realmente se traduce en la circunstan­

cia de que, mientras no se promueva y decida contra el 

funcionario de que se trate 1 el llar.do juicio político, 

los diputados y senadores al Congreso de la Unión, los 

Ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Secretarios 

de Estado el Procurador General de la República, en 

101,; catiOS a que se refiere el primer párrafo del Artículo 

108 Constitucional, no quedan sujetos a la potestad juris­

diccional ordinaria. En otras palabras, estos altos funciona­

rios federales si son responsables de su cargo, sólo que 

no se puede proceder contra ellos en tanto no se les despoje 

del fuero de que gozan y que, según acabamos de ufirr:iar 1 

es el impedimento para que queden sujetos a los tribunales 

que deban juzgarlos por el primer tipo delic~ivo''.(202) 

De estas afi~maciones habría de destacar, en primer 

lugar, que fueron hechas considerando el texto constitucional 

anterior la reforma de 82, y en segundo término que 

no se treta, co~o sostiene el naest:-o Burgoa de una irrespon­

sabilidad jurídica relativa, lo precep';uado por el Artículo 

103 :onsti:ucional en lo que concierne al President~ de 

la República, sino como henos de;;ios'::-ttdo t!e una inmunidad 

relativa para p:-oceder penal~ente en su contra. 

f'inalr.ente, cons.derar.;os el uspecto operativo 

del fue~o constitucional, al que distin~ue el naes~rc 

Bureoa ''fuero de no procesabi lidad", en rcal!.d.:ic! no e:..; 

otro- qu-e el tradicional y ca?·actcr!stico de esa inatitució!1, 

C!::i tieci.:- el de in;:iunicla1i jurídica, t:¡u~ cier~amente se 

t~ad~ce en una circunstancia de no procesabilldad ante 

las autoridades judiciales O:'dinarias hasta en tanto no 

se lleve a cabo el procedimiento de ''declaración de proceden­

cia". 

(202) Ourgoa, Ignacio, üb, Cit. 1 p. 557. 
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Con intención conclusiva, quisieramos apuntar nuestra 

modesta opinión en torno a la conveniencia de distinguir 

con toda claridad la institución del fuero constitucional 

de la 11 tnmunidad· parlamentaria" o inviolabilidad de opinión 

que ha sido 

l~ g¡ sl -ati yo'' .• ·:',-

de"signada en la doctrina como "privilegio 

-Es tas a- pesar de 

ideÓti'fié:.B:ct~ú{. si"riórii~amente la 

tes. 

aparecer frecuentemente 

doctrina, en realidad 

sustancial~ente difcren-

Eri e·:reCt-o, - el fUero constitucional entraf.a no la 

impunidad sino exclusivamente una inmunidad para aquellos 

servidores públicos que lo gozan, consistente en el hecho 

de no ser procesados penalMente, sin la previa au~ori;rnción 

de la Cámara de Diputados. En tanto que la ''inMunidad 

parlamentaria 11 o "privilegio legislativo de i:1.-:iunided", 

tradicionalmente ha versado sobre ln irresponsabilidad 

de las opiniones de los congresistas, ~raducié~~ose en 

este sentido, en una i~punidad absoluta. 

g. El Desaruero.-

Según el il.us~·:-e juristc; Tena Pan!rez. "La privación 

ciel fuero, a fin de ~ue ~ea!lo¡·e s~n corto-~isas La ·~sronsa­

bilidad del funcionario, es lo que cons~ituye ~1 desa­

fuero••. l203J 

El r.isr.10 autor, en el desarrollo de ::;us plan·~ear.i.ientos 

aborda una cuestión qu~ nos parece suhs:ancial '/ en su1~1a 

trescedental pa~a la elucidación del particular te~~. del 

''desafuero". 

(203) Tena ílam!rez, Felipe, Ob. Cit., p. 584. 



256 

Tal cuestión se ref'iere a que en opinión de nuestro 

autor, el desafuero se produ~e de modo diverso respecto 

al 6rgano que lo pronuncia, al procedí mi en to para llevarlo 

a cabo y a las consecuencias que ent!'ai'\a, según se trate 

de delitos comúnes o de delitos oficiales (cabe advertir 

que estos planteamientos se basan en el texto consti tucJonal 

anterio1· a la refor~a que se introdujo en 1982). 

Desgloeando dichos supuestos, sostiene que el d')::;afuero 

en los casos ele delitos comúnes se previene por el Artículo 

109, y de éste es competente la Cámara de Diputndos erieid<1 

en Gt"ar. Ju:·ado, deno:'inacU"n c¡ue conGidcra impropio. pues 

dicha Cámara no juzga. Asimismo, agreea que la decisión 

consiste en declarar (por mayoría absoluta de •1otos del 

núr:iero total de mieml>ros que la for:nan), "si a o no lugar 

a proceder contra el acusado''• 

De esta prevención el iterpelado tratadista, establece 

crítica diciendo: que si bien la ::ia:;oria absoluta se justi­

fica por tratarse de una disyun:iva, el c6rn¡>uto sobre 

el nú;nero total de los integrantes de la Cáriara y no ~óla­

rne~te ::;obre el núr.ie:-o de los presentes, es una innovación 

inad::lisible- inexplicable <le la :o~stitución de 17, qu~ 

produce en este caso la consecuencia lar~entable, de ·iue 

la suerte de los funcionarios :io se dpcfda por l¡¡ volunt«ó 

real áe la Cár.nra expresada por- el varo ele los ~resentcs, 

sino por la voluntad p~esunta de ¡~ M!::rn1, c.,~µlet~Ga 

con los votos d~ lon ausentes. 

·i' po:- lo que hace a la expresión ''t>i u. o no lup,ar", 

considera que es ~rnmaticalmcnte un ccsatino. 

Siguiendo la secuencie. de acer!..os del pror.:inente 

j:irista, encontramo:::; que si la re~olución de la Cár'lara 

es en sentido negativo, el funcionario conserva el fuero 

Y con 611 mientras no expire la vigencia de su cargo, 

la prerrogatlv;1 de no oer enjuiciado, 
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Si la resolución es en el .. sentido· de que si hay lugar 

a proceder, e.l func·ionario 11 queda._, ~ePar~4o _. __ Qe su encargo" 
' - . -, 

(lo que traé consigo la·, ~usp.en~1?n·; ~e~ __ ,,rUer:o, que es acompa-

nañte de la f'll-ncióri) y ~uje_~o ~- ia>-juriSdicción de los 

tribunales comunes. 

Son tales, en síntesis, las consecuencias de 

las dos posiciones que puede asumir la Cámara, destacándose, 

en cuanto a la primera que ''Tal declaraci6n no será obstáculo 

para que la acusación continúe su curso, cuando el acusado 

haya dejado de tener fuero, pues la resolución de la Cámara 

no prejuz¿;:? absolutamente los fundar.:.entos de la acusación u. 

Se hace notar por nuestro autor, que este precepto razona 

su propio mandato, lo que podrá ser un defecto técnico, 

pero que sirve para poner en plcnu luz que, t~a~úndose 

de los delitos comunes, la Cámara de Diputados no absuelve 

:1i condena, no prejuzga respecto la responsabilidad 

penal del funcionario, sino que sólo lleva a cabo 

el acto' indispennable para que el acusc:do qu~de a ner-cetl 

de la potestad judicial común, el acto consis~ente en 

2epararlo de su encarco, único ncdio de nu5pender el fuero. 

Si la Cámara resuelve en sentido afir~ativo, no estafa 

dictando un acto jurisdiccional, sino de índole ad~inistrali­

vo, es decir, el simple acto de sc¡:arar- a u:-1 funcionario 

de su encareo. 

Será el juez del orrie:i cor1ún quien conozca del 

proceso y aplique la pena cor-respondiente una vez que 

el funcionario inculpacio haya sido desaforado. ?ero si 

la Cánara desarora J el Jue~ absuelve, lo:; funcionarios 

que posea:-, derecho propio al cargo, ·:stiin i::n condicione:; 

de reasunirlo si todavía no c0ncluye el p('riodo rara ~l 

que fueron tles ignado:;, al igual que pueden ser nombrado~ 

nueva~ente aquellos funcionar los que, co~o el Procurador 

de la flación y Secretarios de Estado, son desicnarloo libre­

mente por el Presidente de la República. ( 204) 

T204T-crr:-rcte;~, pp. ses-s. 
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En este orden de ideas, no deja de llamar la aten­

ción considerar en el caso de un~ sentencia condenatoria 

definitiva por par~e de la autoridad Judicial, cuales 

serían sus efectos con relación al cargo. Habr !a qu<J 

examinar al una condena concreta impide al servidor pú­

blico reasumir sus funciones, ya sea durante el tiempo 

de extinción de- ·la pena o con posterioridad. En cuan to 

a lo primero·, si la pena que se cumple es corporal, existe 

la imposibilidad material de que el reo sujeto a prisión 

rea"suma s_u_s func_iones, además del impedirnento Constitucio­

nal de no estar- al corriente en sus derechos de ciudadano, 

tO"s ·cti-aTe-s se suspenden duronte el tiempo de la extinción 

de una pena de ese género (según el Art.39 1 fracc.III 

de la ,-Constitución). Por lo que hace al tiempo posterior 

a la extinción de la condena, nada hay que impida al fun-

cionario resumir sus funciones, exactamente igual que 

si hubiera sido absuelto. esta conclusión se llega 

l6gica~ente 1 partiendo de lo que ha sido admitido entre 

nosotros por la doctrina y la práctica unÁnir..es, saber: 

que ~:i los delitos comunes (recuérriese que es':amos tinhlundo 

del :~xto constitucional anterior 82). desemejanza 

de los delitos oficiales la separación del cargo es mera 

suspensión, no destitución, por lo que el funcionario 

tier.e ,"ios posibil!dades, d<J regreso: la ab:;olución jutli-

cial o la exr iación de la pena. De este modo la suspensi6n 

del carRO cu~~l~ la funci6~ r!~l d~~afuero, que consiste 

úrlica:-e:lte en dar opo!"t:unida~! d.c r:ue ir.t~rvene:.. ln .:us.ticia 

co~ún. 1 205) 

7ratándose de los delito~ oficiales, la nor~atividao 

constirucional es del todo diversa, ya que en su conoci­

rdento no interviene una sóla Cámnra, como en los delitos 

(205) :de~., pp. 538-9. 
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comunes, sino las dos¡ la de Diputados como 6rgano de 

acusación y la de Senadores como órgano de Instrucci6n 

y de Sentencia~ As! en estos casos la Cámara de Senadores 

inicia por virtud de la acusación de la de Diputados, 

que actúa como fis~al 1 un verdadero juicio, en el que 

se debe oír al acusado y practicar todas las diligencias 

convenientes, para concluir con una resolución que es 

auténtica sentencia, ya que se absuelve o se condena. 

Si se absuelve, ningún otro tribunal podrá llegar 

a ocupaI'se del caso, ejecutoriamente resuelto, a diferencia 

de lo que _9<::urre en los delitos comunes, donde el desafuero 

no prejuzga la acusación de que conocerá exclusivamente 

~l juez ordinario. 

Si la Cámara de Senadores erigida en "Gran Jurado" 

condena al servidor público, le aplicará como pena la 

privación 

difiriendo 

desafuero 

se explica 

se comete 

del puesto, 

así de la 

por delitos 

porque en 

µrecisa 

que en este caso es definitiva, 

simple suspensión que ~reduce el 

conunes. Este rlistinto tratamiento 

los delitos ofici.<ilcs, la infracción 

exclusivamente en 01 ejercicio del 

cargo, lo que trae consigo que el infractor merezc;] 

m{ss ser deposi:ario de la función de que hizo mal uso. 

Los delitos co:-.une.,;, cambio, no acar:-e3'1 la indignida.:. 

para el desempeñe de la f'Jnción; pues en ::c:;o caso corr.pe•_e 

al legislado:- consignar la in~ignidad co~o imped1men~o 

para el carp,o 'f no cono pena, tal como ocurre en los casos 

previstos µor el. Art.95, fracción I'/ d~ la ':on<:tituci6:1, 

para los ,ini3tros de la ~uprerna Corte d~ :ustic1a. 

Concluyencto, es en los deLitos oficiales donde el 

fuero cumple su objetivo tradicional, de que se juzeue 

por un tri'ounfil especial, al titular de la prerror.,ativa, 
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Como hemos visto, el mis~o fuero opera de modo diverso 

en presencia de delitos comunes, pues en estos casos no 

presento el aspecto activo del juicio, sino el puramente 

pasivo de impedir el ejercicio de la jurisdicción ordinaria. 

Con base en las reflexiones que hemos sintetizado, 

el mismo autor destaca la sigujent.e o'oservación: "De 

todas maneras en ambos casos (refiriéndose a los delitos 

comunes y oficiales), el retiro temporal o definitivo 

del fuero se traduce gramatical ideol6eicamente en el 

desafuero, Palabra esta última usada entre nosotros para 

significar el común resultado del retiro de la inmunidad, 

que es lo más tangible y trascendental así para el vulgo 

como para el jurista. Con las patentes diferencias que 

hemos ven1do señalando, consideramos aconsejable no innovar 

el uso del vocablo desafuero, aplicado con motivo de las 

dos clases de dt?litos, pues aparte de que exacto que 

el desafuero se produce en uno y en otro caso, la experien­

cia enseña que las locuciones demasiado técnicas embarazan 

a menudo el recto y natural se!"\tir1iicnto de los textos". (2::6) 

En relación con lo dicho en el µárrafo anterior, 

nuestro autor nace cita de rlo~ ~anue! ifer:'"'era y Lasso, 

quien ha expresado: "inr.lllnidad es el t~énero; fuero y juicio 

pol[tjco, las especies'' deaucienGo lógicarcnt~ que el 

desafuero sólo ~aza con los delitos c.J~unes. Situaci5:; 

con la cual Tena Har.iírez n.:inifie:ita su desacue:oo, re..:.flr­

mando su c:--iterio d<.? f!U'"! el rlesnfu~:'"'o '1p'!r-i ~n :\'":JOS cc:isos, 

porque anJos ca·-:;os preexiste ~l fuero constitucional, 

con l:::t 1mporlante tii~-erencia de que en el juicio polrtico, 

'!l fuero despliega su ;;iáximo co.1etido, at:--ayendo <tl conoci­

r:i~nto de un T:-i~u:,al es;,eci.al ln causa del aforado; recc·r-

dándose asimismo, que r~e ésta la ins~ituci6n del fuero 

que México :1ered6 de la Colonia, y que travé;:,; de la 

(2CG) !t!er.i., p. 53?. 
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Consti tuci6n Centralista _de 36 lleg6 a la de 17, en forma 

de juicio político. También sostiene que éste es el mismo 

concepto de fuero que en materia militar conserva el artí­

culo 13 Constitucional, como única supervivencia que en 

la Constitución de 57 quedó de los numerosos tr~tunales 

del ruero que transmitió la organización colonial al ~éxico 

independiente. (207) 

E·n nuestra opinión el juicio político no es desafuero, 

pero c~ertamente, si este juicio remata en sentencia conde­

natori·a, el desafuero se produce 1 sin embargo es ésta 

una consecuencia y no el fin de dicho juicio. 

Dicho en otros términos, el único proccdir.;iento eni­

nentemente idóneo para desaforar es el de "Declaración 

de Procedencia 11 que se ha instaurado en el marco jurídico 

fundamental y secundario que partir de dicie~bre de 

82, norma la responsabilidad penal de los servidores ;JÚbli­

cos, Así conviene precisar que el juicio polf~ico no 

~~tá encaminado o dirigido producir el desaf~er~, es 

decir a remover el obstáculo procesal a que en es::s casos 

se reduce al fuero constitucional, sino que su !'inalidad 

es remover o inhabilitar los servido~es pú~licos de 

alta jerarquía, cua:ido han incurrido en infr.:i.cc1on~:, e:-&v~s 

de car"ácter político, 

infracciones configuren 

la legislaci6n punitiva. 

in~ependienter1en:e ·J~ qt."" ::.::icha:.; 

no nl~~n deli·o sancionado por 

De esta guisa, es evidente que cua;¡do algC.n servidor 

pOblico de alta jerarquín es destituido de s~ encargo 

a consecuencia de un juicio político, también es desaforado, 

pues no hny que olvitlt=1r 11,ue el fuero sinue n la función 

Y no a la persona que la encarna. Es decir que cuandc 

(207) Ibidcm. 
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el servidor público es privado del cargo público, cesa 

en su favor la prerrogativa del fuero constitucional, 

aunque tratándose del juicio político esta cesación sea 

una consecuencia mecánica, pues la principal es la desti-

tución inhabilitación del servidor público sólo en 

este sentido habrá de dictarse la sentencia correspondiente. 

Otro elemento más que debemos tomar en cuenta, es 

el hecho de que la declH.ración de desafuero o de proceden­

cia no implica la pérdida del carácter de servidor público, 

es decir no entraña su destitución del cargo público puesto 

que, como hemos visto, en caso de sentencia absolutoria 

podrá el servidor público desaforado reasun:iir sus ft.:nciones 

y en consecuencia disfrutará nuevamente del fuero Constitu­

cional, de que esté aparejada su investidura, situación 

que no ocurre tratándose del procedimiento de j1Jicio polí­

tico. 

Merced estos razonamientos es que dife~imos de 

la tesis sostenida por el maestro Tena Ram!rez, en el 

sentido de que el desafuero también opera en los casos 

de juicio político. Reite1·amos que en estos casos no 

se privn al servidor público de fuero Const-.i tucional, 

sino de la función pública en sf nisma. 

:entra~ :o nues<:ros corent:arios en el ancllisi~; concreto 

d~ la fieur·· ·u:-fdir.a de clesafue-ro, r•e,;ulta p•·rtinentP. 

destacar que ~ediante las refor~a~ (!el d~ 'iicicr-brc 

de 1982, al Titulo Cuarto de la Conctituc1ón, se pretendió 

caribiar el térnir.o de fuero y desafi...:ero, que históricamente 

tenían connota~iones negativas, por el de ''requisito de 

Procesabilidad" a que se refiere el Artículo 111 Constitu­

cional y la ley de la materia. 



263 

No obstante lo anterior, observamos que el Artículo 

61 de la Carta Fundamental vigente, aún expresa el término 

de "fuero'' esperando ser uniformado a la expresión neutra 

de la r-eforma 82. Incluso la vigente Ley de Hesponsabi-

lidades, reglamentaria del Tí tul o Cuarto Cons ti tuc ional, 

curiosamente sigue hablando de "fuero" y "desafuero" aunque 

el nuevo texto constitucional haya suprimido el término. 

En otro comentario cabe mencionar que el procedimiento 

de desa:fuero a que nos estamos refiriendo, ha sido bautizado 

por la doctrina con diferentes denominaciones, tales como 
11 antejuicioº, "fuero licencia pa1·a arrestar'', ''remosi6n 

jurídica del fuero" y otras más. Sin embargo, el correcto 

nombre de este procedimiento es el de ''Declaración de 

Procedencia'' como eu~cmísticamentc le ha sido denominado 

la Constitución Federal. 

El marco legal básico para la declaración de proce­

dencia de enjuiciamiento en los casos de responsabilidad 

penal, es decir, de desafuero, se establece principalmente 

por el /irt!culo 111 Constitucional cuyo primer párrafo 

señala a los sujetos comprendidos, o sea, aquellos servido­

res públicos que por gozar de la prerrogativa del fuero 

Constitucional, no están sujetos en forma directa la 

jurisdicción de los tribunales penales, .:.tno previ;::i decla-

raciór. correspondiente, tratándose de los integranteti 

del Congreso dé la Unión, de los 1nter{r"lnt~s r!c la Suprt.!­

ma Corte de Justicia y de los integrantes del Gnl>inete 

Preside:'lcial. 

Este procedimiento tiene por objeto que la Cámara 

de Diputados, por mayoría ab:;oluta dP. votos de los r-:iernbros 

presentes en se~i6n, declare si hay o nó lugar a proceder 

contra el servidor público a quien se impute delito cometido 
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durante el tiempo de su encargo. 

Si la Cámara declara que hay lugar a proceder, el 

inculpado quedará e disposición de las autoridades compe­

tentes para que actúen con arreglo a la Ley. 

Además, por 

inculpado quedará 

sujeto al proceSo 

virtud de 

separado 

penal. 

esa declaración 

de su enc~rgo en 

Si éste culmina 

absolutoria, podrá reasumir sus funciones. 

positiva el 

"Canto estl 

en sentenciu 

Si se trata de un delito cometido durante el tiempo 

del cargo -Y la sentencia fuese condenatoria, no se conce­

derá al reo la gracia del indulto. 

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con 

lo dispuesto en le legislación penal rcspec~iva: si por 

el delito el autor obtuvo beneficios econónicos o causó 

daños o perjuicios patrimoniales, las sanciones se graduarán 

de acuerdo con esos datos, pero l<' sanci6n econónica no 

podrá exceder de tres tantos de los ~eneficios obtenidos 

de los daños o perjuicios causados. 

Tratándose de los Gobernadores de los Estados, Diputa­

dos Locales y ~agistrndo~ de los T~ibunales Superiores 

de Justicia üe los Estados, contra le que se quiera proce­

cier penalmente por delito!.-> federales, se segui:-á el Misno 

p:-ocedimiento Je declaración de ~roce".:lencia, perr, e!'lton 

casos la resolución de la. Cámara de ~iputadas ~ecá p<ir'a 

el simple efecto de que se co~unique Li le~~islatura 

local correspondiente, para que en ejercicio ue sus atri­

buciones proceda corno corresponda. 

Las declaraciones de la Cáwara de Oiput:idos son inaca­

tables y en c.ler:iandtis del órden civil no se requerirá decla­

ración de procedencia. 
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Por su partl! el Artículo 112 Constitucional, previene 

que no se requerirá declaración de procedencia de la Cámara 

de Dip\..ltados cuando alguno de los servidores públicos 

mencicna~os en el primer párrnfo del Artículo l 11, cometa 

un cieli:o en el tiempo en que se encuentre separado de 

su encargo. Pero si el servidor p~blico ha vuelto a desempe-

fiar sus funciones propias o ha sido nombrado o electo 

para dese11peñar otro cnrgo de los enumerados por el Articulo 

111, se procederá de acuerdo a lo dispuesto en dicho pre­

cepto. (208) 

Aún cuando el objetivo de este trabajo no se centra 

en el análisis y estudio concreto de la figura jurídica 

de desafuero declaraciñ de procedencia, consideramos 

indis~ensablc establecer un breve examen crítico de las 

disposiciones constitucionales que la regulan. 

Con esta intención es de señalarse que la nueva rcgu­

laci6n Constitucional ha propiciado avances sier.i ficativos 

con respecto la normatividad que integrnba el antiguo 

texto de la Cons,tituci6n y de la Ley Replar.ientaria, introdu­

cien.:.o inr.ovaciones que perr.-. .:: ten una aplicación r.ás eficaz 

del sistema de responsabilidades. 

jidades de la materia dan lugar 

Sin embareo, las comple­

percibir en la nueva 

regulación algunos puntos ob:>curos; otros de franca incon-

veniencia, y desde luego, oportunidad par u que surjan 

discrepancias de opinión en los corres~ondientes concntarios. 

En materia de declaración de procedencia, se puede 

particularizar los siguientes puntos críticos: 

{208) Cfr. Art.111 y 112 de la 11 Consti~.ución Política de los Estados 

UNidos Mexicanos", Qb. Cit., p.p.114 y 115. 
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1. En primer lugar es de reflexionarse sobre la 

limitativa que prevee ... el Artículo 111 Constitucional, 

respecto a que la declaración de procedencia se ha de 

referir a casos en contra de loa servidores públicos enu­

merados en el ni::>rao precepto, "por la comosiór. de deli't.os 

durante el ticmtJO de su encareo". gata situación ha origi-

nado que algunos tratadistas consideren que quedan fuera 

de ese proceóiraiento los casos de delitos que se haynn 

cometído antes Ue la ocupación del careo y que se <lcscuhrnn 

cuando el servidor público ;¡a lo esté desem?ef;ando. Esto 

conduciría a que por muy i1raves que pudieran ser los delitos 

cometidos antes de la ocupaci6n del cargo, no se podría 

acudir al procedimiento de declaración de procedencia, 

y se tendría que esperar hasta que concluyera el plazo 

del encargo respectivo, para que se procedie.ra penolmente 

contra el sujeto responsable. en estas condiciones lo 

asunción del cargo aparecería como "sagrado" 1 lo cual 

es contrario a la filosofía de la nueva regulaci6n. 

La solución este -;;lanteaniento, ser,úr. el Dr. ~~orge 

Reyes Tayebas, la ofrec~ el propio texto :onstilucional, 

que en el segundo párrafo de su A~~ículo 112, ¡Jrcc!sa: 

no se •ec¡ueri!'á decla:-aci6n de ¡irocedcncia cuando el 

delito sen cor.ietido dura:-.:e el r..iempo en que el se:·vidor-

público en...::t.ie;--i:.r~ se;;ar-ado de su '.!ncarcc. ~;i vuelve 

a desenpc~a!'lo o ot. :-o, se 

¡\Or~ nece:;arin ln decla~ación de r:·occde~ci~; :>ar ello 

afirma nucst~~ autor, ::ueda claro q'.w la !'Cf'lO:>ión ,:el 

en época en q·~t= 

nitiad. (2V!?i 

(209) Reyes Tayabas, Jorge, "Respon!iabilidad Penal ::e los Servidores 

~· EGit. ?.G .. ;.::.t., !·léxico, o.;:.19e:i 1 p.41. 
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2. En segundo lugar, parece inconveniente que en 

el segundo párrafo del Artículo 111 se indique que si 

la resolución de la Cámara fuese negativa se suspenderá 

todo procedimiento ulterior, aunque ello no será obstáculo 

pera que la 1r:tputaci6n por- la co:ii~i6n del delito continúe 

su curso cuando el inculpado haya concluido el ejercicio 

de su encargo. 

El inconveniente a que nos referimos es'".:riba, en 

que se cierra la posibilidad de que en el procedimiento 

en que se haya llegado a dictar tal rcsolucié~ por la 

Cámara, se aporten elementos de prueba supervenientes, 

tal como ocurre cuando un juez niega una orden de aprehen­

sión o cuando decreta libertad por falta de elementos 

para procesar, en ambos casos sin prejuicio ;e que se 

pueda proceder en contra del inculpado. 

En tal virtud, estimamos recomendable i:icorporar 

esta posibilidad en el µrecepto antes mencionado fín 

de ño hacer nugatorio el espíritu de justicia y expedi:ez 

que anima el nuevo ordenaaiento constitucional e~ mat~ria 

de responsabilidad. 

3. Como tercer punto nos !"eferir.ios 1-:. dispt.!esto 

por el párrafo quinto del Artículo 111, ~n ~l ser.:ido 

de que la declaración .:e procedencia que la ~ánara de 

Diputados llegue a emitir, por delitos federales, can:ra 

Gobernadores rle lo!:> .Sstados, Dipu~ados Local e:::; u ··.00ist:"'1Jos 

óc los Tribunales de Justicia de los Estado3, sólo de 

lugar que dicha declaración !le co•·1uniquc a l"ls lcgi::;l:i.-

turas lacnles "pi.:lra '\Ue en ejerc;..cjo de 5u:; a::-:.bucione!;; 

procedon cor:io coi~!"esponCa"; disposición ::¡ue :-.o~ parece 

poco acertada, pues esto sienifica que lns l~~islatu1·as 

locales no quedan obligadas a dar efectividad a esa decla­

ración. aino que, para no implicar unu invasión de lu 
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soberanía Estatal, 

lo que estime la 

llegar en su caso 

queda aquella declaraci6n sujeta a 

si hay lugar 

correspondiente legislatura local, para 

resolver, 

a remover el fuero 

con entera 

con el que 

independencia, 

la Constitución 

local proteja al servidor estatal inculpado. 

Considerando este esquema, opinamos que convendría 

buscar . un mecanismo que no exponga a la inocuidad del 

procedimiento ante la Cámara de Diputados y aún de la 

declaración positiva a que ésta pudiera llegar, y al mismo 

tiempo evite que se lacere la relación política entre 

la Federación y la Entidad Federa ti va correspondiente. 

Al respecto, el Dr. Reyes Tayabas piensa que funciona­

ría con mayor pulcritud jurídica y política un sistema 

en que el Ministerio Público Federal, al no tener reunidoa 

suficientes elementos probatorios para acreditar el cuerpo 

del delito y la presunta responsabilidad del servidor 

público inculpado, promoviera la apertura del procedimiento 

de declaración de procedencia ante la Legislatura Local, 

con lo cual: 

a) Se respetaría la so~l'!ranía es:at~l y :io se 

ciar[a injerencia en el necanismo procesal 'H'. ór ga:io 

(la Cár.:ura de ~iputados) al Gue se true"" contra¡.Jelo d·:? 

la !"es;>etabilidad :¡, por- ende, :!el acnta;;1iento ciue ::ie:-ecen 

sus acuerdos co~o asa~blca rcpr~ae~tn~iva rederDl. 

b) De prosperar le in•tnncia dlrectnaeota hecha 

ante ln Le3ialatura, ae abtenc~ía la ~is~n f1nnlijad de 

que se :-etire el fuero al ser"Jidor público de quien 

trale 'J se le se;,ar-e d!:? su ca,~:~o. parn. ql!e el T:--'...bunal 

Federal ante quien se ejercite lo correspo~diente 3Cción 

penal rueda ordenar la aprehcnsiór1 y senuir el proceso 

respectivo. 
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e) Se eliminaría con esto la desfasada in tervenci6n 

que ahora se da a la Cámara de Diputados del Congreso 

de la Unión, cuya declaración en el caso de ser positivo, 

queda investida apenas de la calidad de una opinión o 

punto de vista, y que no conduce a la finalidad especí­

fica para la cual está creado el procedimiento especial 

de que venimos tratando, o sea el de la declaración de 

procedencia, y en cambio se produce, ya desde el inicio 

del procedimiento, la imagen de una intervención en asunto 

que afecta al órgano estatal a cuyo titular se esté seña­

lando como presunto responsable, y, por ende, al ámbito 

de la soberanía local. 11 (210) 

4. Por otra parte, cabe considerar que ni el texto 

Constitucional ni la ley reglamentaria aclaran si la decla­

ración de procedencia que la Cámara de Díputa<los llegue 

a emitir, constrifle al Ministerio Pablico en su caso 

al poder Judicial, federal o local 1 a que se ejercí te 

acción penal contra el servidor Público inculpado y ue 

le enjuicie, exclusivamente por el delito atendido en 

aquella <l.eclaración¡ de tal manera que si después de er.dti:---

se ést2 se llegan a descub1•ir a pro~ar ot.ros delitos 

que el r.iísmo servidor :•aya cor.etido J.ur¡1nte el cur..plir.íento 

del careo precisado en la r1i!Licitar1a d~clat•ación, 

se le pueda abrir un seguno pro~eso. E:st<i CU'::!!:>:ión no 

se salva con el Artículo 112 Consl~ !::uciona2., ;:iorqt..:e dic!10 

µrecepto previene que :10 se :"equerir5 d~clo:·:!cl.5;, iic í:!"oGe­

dencia cuando ulguno l1c lo~ se:·vidor'{!s p;:'.:;Jlicos -.enc.:i.0:1ad;:.is 

en el primer párrafo del Arl. 111 ''co~cta alcQ~ delito 

durante el tiempo en que se encucntrn se¡Hi~a¿,.J de su cn­

cargo'1, pues ha;11amou de delito o delito::; qu~ se descubran 

des pues de la -iecl arc.ció!1 de prcccdencin, pero que se 

hayan cometirJo ni"!ntras el inculpado !.iSl~bu en el enc<lr¡,o 

(210) Idem. pp.43 y 44. 



270 

del cual vino a separarle aquella dec1Braci6n. 

Con respecto a este cuestionamiento 1 opinamos que 

no habiendo disposición que fije limitaciones, l~ apertura 

de 1 segundo ulteriores procesos serian judicialmente 

inobjetables, además de que en estos casos no se justifi­

caría una nueva declaración de procedencia, por -falta 

de materia, al haber quedado removido el fuero Constitu­

cional de qua disfrutó el inculpado, a consecuencia de 

la declaración ya pronunciada. 

sin embargo, creemos que una adición que indique 

esta posibilidad daríá más claridad al sis~ewa normativo 

que venimos comentando. 

s. Final~ente, conviene señalar que, si bie~ las 

declaraciones resoluciones de las Cámaras de Diputados 

y Senadores {esta última al interveni!' en tratándose de 

las acusaciones formuladas contra el presidente de la 

repQblica) continaan considerándose inataca~les, es posi­

ble que ~roccda el juicio de a~pa:-o cuando durante la 

sustanciación del procedi~iento no se satisfagan los requisi­

tos Constitucionales, tal como lo han sosteniG.o la jurispru-

dencia la doctri~a. (211} 

~ipir.a:--.os que i:cmbién esta situacié:. debe:-ía cont~r.iplar­

~e en ur.a a.dici6n C:o7'\stitucional aue iiera :-;ayo:- &.t;ilidaci 

aplicativa a las prevencioñ.es- sob:-e re!;;~onsa:;ilidat.i de 

los servidores públicos. 

(211) Cfr. Orazco Enríquez, Jos6 de Jesas, Ob.Cit., p.116. 
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h. Sujetos de Fuero Constitucional.-

Como hemos dicho líneas atrás, el nuevo texto Cons­

ti :ucional ¡ refÓrmado durante diciembre de 1982, pretendió 

substi'tuir el término de 11 Fuero Constitucional" por el 

de_ 1 'De~laraci6n de Procedencia'' que actualmente se uti­

liza en la redacción del Artículo 111 Constitucional para 

re fer' irse a la misma insti tuci6n, es decir, al procedimien­

to ''en· ·e1 cual se establece el desarrollo de la in·1esti­

gaci6n tendiente a determinar la presunta comisión de 

un delito por 

la Constitución 

pod~r p_roceder 

los servidores públicos para los cuales 

determina el requisito de desafue~o para 

penalmente en su contra con arreglo a la 

legislación penal 11
• (212) 

Es por esta razón que ninguno de los dispositivos 

del Título cuarto Constitucional, alude en forma expresa 

a los sujetos que gozan de fuero constitucional, sino 

únicamente en _forma tácita es que se les reconoce el goce 

de esta prerrogativa a los servidores pú.:)licos es¡:Jecífica­

mente determinados por el Ar-tículo 111 Consti".:ucional, 

mismo en el que textualmente se expresa: 

" ••. Art. 111. Para proceder- penalmente co~".:ra lo~ 

'3iputados y Senadores al Congreso de ln Unión, los Minis­

t~·os óe la Suprer.ia Corte de Justicia Ce la :Jac_5n 1 los 

Secreta~ios de Despacho, los Jefes de ílepar-ta~en:o Ad~l~­

nis";rativ.01 el Jefe del Dl:!partamento del Jist:-:tc ?erleral, 

el Procurador Gene=-al Ce la República y el !'!·ocuraJ.or 

General de Ju;;ticia del DisLrito Federal, por la corn.isión 

de delitos durante el tienpo de su encarno 1 la C5ca:-"a 

(212) "Exposición de Motivos de la Ley Federal de P.cGpo:isabilidaties 

de los Servidores Públicos", en 11 Rcvi::;ta de f1dmi:ii::;.tración 

Pública•·, Ob. Cit •• p.179. 
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de Diputados declarará ·por mayoría absoluta de sus miembros 

presentes en sesión si ha o no lugar a proceder-· contra 

el inculpado. 

Si l.a resoluciq:.~ de··la ·cámtira fuese negativa se suspen­

derá todo pró
0

ce~i:mi~.~tO'::·ul.t_eri:o·r, pero ello no será. obstá­

cuio par~~ ~ue la ~~p~~ac~ón por la comlsi6~ del delito 

continúe, _su curso C'utindo ·e1 ·inculpado haya concluí do el 

ejerciCio de·, su enc_argo, puee· ·la misma no prejuzga los 

fundBmántas· d~·· la_' i~~~t·a,~i6~'.~' 

Si .. la-.-. Cá.mBr.a ~declar_~--: que ha lugar a proceder, el 

sujeto_;_ q~'ed~_rá --~· d~~po6.tci.6n de las autoridades competen­

te~ para ··que ac.tú"en c·on ari-e"glo a la Ley. 

Por lo que toca al Presidente de la República, sólo 

habrá lugar a acusarlo ante la Cámara de Senadores en 

los términos del Artículo 110. En este supuesto, la Cámara 

de Senadores resolverá con base en la legislación penal 

aplicable. 

Para poder proceder penalmente por delitos federales 

contra los Gobernadores Ge los Estados, Di;:utados Locales 

:¡ l·lagistrados de los TriOunales Superiores de Juatlcia 

de los f;stados, se seguirá el mismo proce1.E-:iento estable­

cido en este artículo, pero en este supuesto, la declaración 

de p~occdenciu será parn el efecto Je que se comunique 

a las ler.,isla 1.uras locales, pnr:i -:¡ue e:i ~jcrcicin de GllS 

atribuciones procedan como corresponda ... •· (213) 

Efectiva1!1ente 1 de lo preceptuado po!" los párrafos 

prinero, cuarto y quinto del transcrito Artículo 111 Consti-

(213) 11constituci6n Política de los Estados Unidos ::exlcanos", Ob.Cít. 
p.116. 
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tucion81, podemos fácilmente distinguir tres diversas 

categoríaG de servidores públicos a los cuales se les 

re~onoce la Prerrogativa del fuero Constitucio~al, pues 

para _p~ocede~ penalmente en su contra se requerirá 

previa. de~laraci6n de procedencia o desafuero. 

la 

La pri.mera clase de servidores públicos aforados 

está integrada por los miembros del Congreso de la Unión, 

es decir por los Diputados y Senadores, así cono por los 

miembros del gabinete presidencial titulares de las 

dependencias directas del Ejecutivo Federal¡ particularmente 

los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento 

Administrativo, el Jefe del Oepnrtnraento del Distrito 

Federal, el Procurador General de la República y el Procu-

rador General de Justicia del Distrito federal. Dentro 

de esta primera categoría de sujcto5 aforados ne incluye 

también a los Ministros de ln Suprema Corte de Justicia 

de ln nación, esto es, sólo los Servidores Públicos 

que se encuentran en la cfipula del Poder Ju~icial 1 en 

este sen:.ido, no deja de llamar la utc:ici6n que, en todo 

caso, no se haya otot'eado la inmunidad procesal r-espectiva 

(fuero· 1 a lo3 ~·'.21gistrados del Tribunal .5uperior de Justicia 

del ;:)istrito fcrtcral, pero sí se les haya concedido, como 

se ver5., a sus equivalentes en lo~ diversos Estados de 

la Repú!Jlica. 

En segundo lugar se distingue cono sujeto de fuero 

constitucional o en mejores térr.1inos tie inmunidtH; ;::;rocesnl, 

al primer mandatnrio de l<l nación. es decir al Presidente 

de la P.epú":Jlica, quien Je encuentra colocado en una situa­

ción "sui gen~ri3" a la que /él nos her.os reft!riCo al abor­

dar el te.'7la Uel "des<Jfuero", 

~n ólti~o término el párrafo c1uinto del Art. 111 

Constitucional establece la inmunidad procesal por delitos 

federales para una tercera categoría de sujetos, integradn 
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por los Gobernadores de los E~tados, Diputados locales 

y Magistrudos de los Tribunales Superiores de Justicia 

Locales. 

Cabe mencionar que con el prop6slto de proteger la 

función Constitucional desempeñad& por ciertos funcionarios 

públicos de alta Jerarquía, con respecto a posibles agre­

siones con fines políticos de las demás ramas del gobierno 

o de represalias y acusaciones temerarias, al Artículo 

111 en vi1;or conserva y amplla. la institución de la inmuni­

dad procesal en materia penal, que antieuamente se llamaba 

en forma equívoca ''fuero constitucional 1
' y ~tic después 

da haber sido severamente criticadn 1 hoy se dcnar.iina 11 decln­

raci6n de procedencia'' poro cuyo significado y alcance 

jurídicos siguen siendo exacta~ente los nismos. 

Ciertamente el nuevo texto con::;titucional aumentó 

el número <le sujcto!3 con respecto a los cuales no se puede 

proceder en su contra por delitos que hayan conetido durante 

el cnreo, sin ~:-cvia declaración de procedencia de la 

Cámnra de Diputadas, pueu n diferencia del antiguo texto 

consti!Ucional que ¡:¡:-imordial:--:cnte 5C refería el Presidente 

de la fiepúbl tea, Senadores y Liputrtdos al Con,~reso de 

la Unión, 1-:inist.ros de la Suprema Corte de .Justicia, Secrc-

tarios <le E~tndo ?rocu~ador General de la Reµública, 

con ln refor-na Cc.;;sti~ucional de ~982, !)e extiende la 

prerrogativa del fue:-o a lo$ Jefes de O~j)tJrtamcnto Adr:dn.i!:;­

trntivo, al Jefe del Departa~cn~o del Ji~t~ito rcncral 

y al Procurador General de Justicia del Distrito recter-al. 

Superiores de Just~cia de los tstado:~ cor;o suje~_os (ie 

innunir!-tr! procrsal (fuero} por delitos ieil.~raleD. 

Conviene precisar que el fuero ;:i que nou henos veni.do 

refiriendo ~s el prevenido por la Constitución federal, 
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es decir, se t:-ata de un fuero de naturaleza federal. 

Pero frente a este fuero se encuentra colocado otro de 

naturaleza local. 

Efe e ti vanen te 1 no le corresponde a la Cons ti tuc i6n 

Federal, sino la local de cada Estado, erigir el fuero 

de los funcionarios locales frente a los cielitos tipifica-

dos en sus propios ordenamientos. De aquí que el párrafo 

quinto del Articulo 111 Constitucional sólo instituya 

inmunidad procesal en favor de los Gobernadores de los 

Estados, Diputados locales y Maeistrados de los Tribunales 

Superiores de Justicia locales, por delitos federales, 

lo que de ni:lgu:ia r.ianera significa que dichos funcionarios 

sean irresponsables por los delitos comunes (en oposición 

a federales) ~ue pudit.?ran cometer, ni tampoco que en lu 

persecución de este tipo de delitos se encuentren despro­

tegidos, sino que estas dos últimas cuestiones son materia 

exclusiva de las constituciones locales. 

En relac!.ón a este particular, el r,¡aest:-o Tena Rar:iírcz, 

expresa: ''cuando la Constitución de un Estado tiene a 

bien conceder in~unidad a ciertos funcionarios de propio 

Estado ( eobe!"r,ador, Diputados, Magistrados, tesoreros, 

etc.), no pue~e hace~lo sino en relación con los actos 

que consid~:-a punibles la legislación del mi~~o Estado, 

nunca respecte o:i los del!tos del url!en :cdt.!rul, t:1 r-elación 

con los cu.::!lC-" CO!'!"'C~ponde ,1 lo Constitució:i f•~t.1(':":11 seiialar 

a los funcin~a~ios qu~ disf!"'utan de in~unidad. Sfgucse 

de aquí que el fue:-o fe ieral ae los fl,obe:-naaores y diputados 

locales vale ~:-. t:olio e!. país, fr·.!nt~ a lot.las 10;3 nutor:da­

des fe•jr?rnle!o, ¡1or rleli f"lfi :·r.!d.-:rale8, :1ut::it.o que l<.~ Con~t1-

luci6n gene:·el que así lo dispone tiene aplicación en 

todo el país; ~ientras el fuero locnl de lo~ mismos u 

otros funciona:-ios vale por delitos cornunes y tan sólo 

dentro del E~taco donde ri.cc la Constitución que lo otorga, 
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de suerte que no serviría a ningún funcionario local frente 

autoridades locales de otra Estado, por delitos comunes, 

ni frente autoridades federales por delitos federales 1 

cuando en este último caso no se tratara del gobernador 

o de diputados locales.'' (214) 

Con base en los asertos del maestro Te~a Ramírez, 

cabría establecer una importante diferencia en cuanto 

la' cobertura constitucional del fuero federal, respecto 

a las tren categorías de servidores públicos aforado~ 

que hemos distinguido líneas atr,s. 

Tal diferencia consiste en el hecho de que los servi­

rlOres públicos de la primera categoría, es deci::- los enume­

rados por el primer párrafo del Artículo 111 Co:istitucio­

nal, tienen .fuero para toda clase de delitos, así comunes 

como federales, por lo que están protegidos co:'.tr-a todus 

las autoridades del paf::;, es decir, tanto de la federación 

como de los ~stados. 

Situación especial es la del ?r-esidcnte de li:!. Repú-

blica, quien hemos registrado en la segunda cat~gorín 

de servidores públicos aforados, según lo prevenjdo por­

el multicitado Artículo 111 Constitucional. 

Efectivnr.1ente, la siti.;aci6n del titular- d~l pode:"' 

Ejecutivo Federal es "sui gr.nesis'', tal co~.o ::a lo ~te:-,os 

dicho en otra instancia ~e estu tr~bJjo, el:c debe 

que durante el tiempo ~e su enc~rro, sólo podrd ser 

acusado por trair..:ió:i R la ¡Jatria y delitos ¿:-aves del 

orden coriún (l\r':. 1oe, párrafo ~•e.cundo). ?!"e· .. ·ención Ge 

la que se infiere que por delitos de naturaleza federal 

(214} Tena Ra'l\Írez, Felipe. Ob.Cit., p.598. 
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no podrá siquiera intentarse el desafuero o declaración 

de procedencia, ya que mientras transcurra el período 

constituclonal de su encargo, dicho fuero federal será 

innarnobible, en cambio tratándose de delitos comunes "gra-

ves", el fuero r::onstitucional del Ejecutivo cumple su 

más cierta y propia definición, es decir su función de 

jurisdicción especial, excluyente de la orrlinnria. Cierta-

mente en estos casos, el primer mandatario será realr1ente 

juzgado por un Tribunal especial, el Cont:reso de la Unión, 

cuya Cámara de Senadores resol verá con base en la legis­

lación penal aplicable (Art. 111, párrafo cuarto). 

Otra cosa ocurre con los funcionarios comprendidos 

en la tercera de las categorías antes enunciadas, ea decir 

los servidores públicos a que se refiere el párrafo quinto 

del Artículo 111 Constitucional, pueo estos sujetos 

direrencia de los anteriores sólo tienen fuero, para los 

delitos federales, por lo que constitucionalmente están 

preservados tan sólo contra las autoridades que conocen 

de delitos federales. 

Por otra porte, coincidimos con el pensamiento de 

Don Feli~e Tena Ramírez en cuanto 

de instaurar el fuero constitucional 

que la únic~ razón 

fnvor de ciertos 

servir~ores p6bllcos seleccionados claramente por la ley, 

se justifica en a':ención a lo importancia de l'3s !'unciones 

ción tuvo ;i ~nen ..Jotar c!c !uero federal. ''Si el P:-esidente 

de la ílep~blica, si sus e elaboradores inmediatos, como 

son los Sec re 1.ar i os de En ta do y ~l Procu:-ador de la r:ac ión, 

5i los .'•'.inistros dr> la Corte, 10s ,-;01.,err.ddort:s y Zliputados 

Locale~, que~lar~n merced de funcionarios sec•Jndarios, 

tales corr.o los juece~ conunes, depend~río de l::i sola volun­

tad de éstos, la buenn marchu de la odninistración y acaso 

la ex.istcncin misma del Estado". (215) 

{215) !Cem. p.599 
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l. L1mitaci6n del Fuero Constitucional.-

Son varios los estudiosos del derecho constitucional 

que se han manifestado partidnrios de que se reconozcan 

por la propia ley fundamental aleunas limitantes en cuanto 

al alcance de la inmunidad procesal para los funcionarios 

aforados. Al efecto, apoyan sus razonamientos en la idea 

de que no se extralimite lu protección del fuero consti­

tucional y con ello-como dice el maestro Tena Ramírez-esta 

institución caiga en el ''descrédito'' social. 

S6lo para citar algunos ejemplos de estas opiniones 

conviene roflexionar on primera oportunidad, en lo que 

expresa el jurii:>tn Orozco Enríquoz cuando so dú a la tarea 

de comentar el contenido del vigente Artículo 111 Constitu-

cional afirma que "Si tnen la inmunidad procesal que 

consagra el Artículo 111 oo encuentra plenamente justificada 

pnra salvaguardar la continuidad l!e la función conntitu­

cional tan importante que desempeRan determinados scrvi-

dores públ ices, se e<Jtima conveniente que para evitar 

los abusos que tal inmunidad puede propiciar en la prác-

tica se proceda establecer alguno~ límites la misma, 

por lo menos, en cuanto a que no opera di en casos de deli­

tos flagrantes 1 tal y corno ocurre en otros sis:cmas jurí-

dicoo", 1216) 

En seeunc!o término, es luear adecuado para citar 

nuevamente al reconocido Mae~tro Tena Rn.-.!rez, quien sobre 

este j'.lar::iculnr ha clicho: "Tanto en su norr.iaci6n cuanto 

en su ejercicio, el fuero dcjn que desear entre nosotros. 

En lo prilflero, ln generalidad de las legislaciones extran-

(216) "Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos Comentada". 
Edit. Instituto de Investigaciones Jurídicas 1 UNA!·'.., Colección 
Textos y Estudios l.e}:islativos, M,;xico, D.?., 1985, p.259. 
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jeras excluyen de· la pro~ección del fuero, por lo menos 

los delitos flagrantes¡ la nuestra no hace distinción. 

Tocante a su ejercicio, el abuso insolente del fuero lo 

ha llevado al deeprestieio. 

Detrás de este abuso-que en nuestras peores épocnn 

ha sido impunidad lo mismo para delitos de sangre que 

para infracciones de tránsito-se mueve la oscura política 

nacional, no liberada todavía del fraude on los comicios 

y de la corrupción en las funciones.'' (217) 

Consideramos que estas dos citas doctrina:-ias, son 

suficientes para proponer que oportunamente los órganos 

competentes, revisen loa diepositivos constitucionales 

en nateria de responGabilidad y consecuentemente, ejecuten 

las reforfT\as y adecuaciones que hemos venido señalando 

particularmente la adición de un párrafo. expreso al Artí­

culo 111, a través del cual se preceptúe que no se requerirá 

"declaraci6n de procedencia" para proceder .:~nalmente 

contra los servidores públicos menclonndo~> en dichc nuneral, 

cuando éstos hayan co~etido delitos flaerantes. 

Es de esta manera como pensamos que quedarr~ salvada 

la crítica <le que her.ioi> informado en los párra~os prece­

dentes, sin perder ele vista qi.;e ademfis se im;)r~-.irfa un.1 

mayor do~is del realismo y credioilidad lo ;::-emisa de 

renovación moral de la sociedad 1 al propósito d~ Ju~ticia 

que anima a nuestro rég1n1en de leHalidaJ. 

(217) Tena Ramírez, Felipe. Ob.<::it. pp.b02-3. 
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. . 
IV.6. ~~~!e!~!--~!-~!!!e~~!!~!!!~!~--!~!!!!~!--Z--~~!~!~ 

~~!!!~~.:.= 

a. Apreciaci6n Partidista.-

A propósito del estudio que se hace de las diversas 

responsabilidades constitucionales de los servidores públi­

cos, el maestro Ignacio Burgos distingue dichas responsabili­

dades que por encontrarse previstas en la ley fundamental, 

tienen carácter y contenido evidentemente jurídico, de 

aquella responsabilidad política cuya naturaleza es estric­

tamente partiáista 1 pues su manifestación fáctica se hace 

evidente cuando el sujeto que pudiéramos llamar ''activo'' 

es decir aquel que comete la infracción o falta, incumple 

con sus deberes y obligaciones partidistas y en consecuencia 

el mismo instituto partidista es quien le impondrá a dicho 

sujeto las sanciones políticas que prevean sus estatutos. 

De esta distinción el aludiCo naestro ha expresado: 

"Debernos hacer- la observaci6n, ;:ior otra parte, de que 

la re~ponsabil:Cad 

no la política. 

que nos referimos es la jurídica, 

Esta últir.ia surge en el ámbito de las 

relaciones ent:-e los mismoa cobernan:es dcnrrn de un orden 

jerárGui.::o de funcionarios públicos, a:;í cor.o pro¡::ósito 

de los :iexos ~ue éstos tenean con deter~inado partido 

polí .. ico o con u:i cierto equipo <l~ gobierno 1 se ,_1·aduc~. 

general1;en'..e, ~:i. el de~cr que los propios funcionarias 

les i~pone la índole del grupo político o guberna~ental 

a que perte~e~can, en el sentido de no ser ''desl~nles'' 

a él, <l·~ 1'C .. sc1¡lll.narse" a las directrices 11ue establezcan 

sus jefe!J, 3e<i, en no discrepa:-- de lns decision~s que 

las susten~en, sino e~ someterse ellas y cu~plirlas 

aunque contrar!en !JU criterio per.:;onal. La resposabi 1 id ad 
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política que !.;,plica una vasta gama de renunciaciones 

y sometimientos a los jerarcas de un grupo, de ur; "sistema 

de gobierno de equipo o simplemente de unn facción", 

trae aparejada ·..:n conjunto de :rnnciones que para "el pol!­

tico'1 son de lr. r.,ayor gravedad, pues estriban, sustancial­

mente, en la det~nci6n de su carrera para ocupar puestos 

públicos en un escala:f6n progresivo, cuando no en su pros­

cripci6n del escenario político, es decir, en su 11 muerte 

política", que es a veces más temida que la muerte natu­

ral." (218) 

En efecto, además de la responsabilidad política 

de naturaleza jurídica, en que pueden incurrir ciertos 

servidores públicos que hemos denominado de alta jerarquía, 

la militancia o pertenencia de los mismoG un partido 

político les i~pone determinadas responsabilidades políti­

cas que se originan en la violación o incumplimiento de 

sus deberes partidistas. 

Hasta donde sabemos todos los partidos políticos 

que actualmente cuentan con el :-egistro legal correspon­

diente que les permite enriquecer el pluralisno político 

de nuestra vida democrática, consignan en sus respectivos 

estatutos orgá:iicos dete:-r,inadas disposiciones tendient'es, 

precisame:i-:e, sancionar las responsabilldaGes políticas 

de sus ~ilitantes. En eGta virtud remitimos al in~ere-

sado, a la cor.sul-:a de dichos docu:-.en··os ya que el estudio 

de los ~i:iíl10~ ~ebasa la te~5t1ca de esta in~~stigac!ón. 

(218) Burgoa, Ignacio. Ob.Cit-. p.~42. 
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b. Apreciaci6n Jurídica.-

Partiendo de la consideraci6n de que la responsabili­

dad política a que nos referimos es la jurídica y no la 

partidista, reiteremos en este momento que tal responsabi­

lidad ha sido uno de las temas más debatidos y que mayores 

discusiones ha suscitado a lo largo de la historin del 

hombre en su lucha por lograr el imperio de la legalidad 

y la justicia. 

La responsabilidad política se hace ejecutivo en 

México y en otros países, por medio de la institución 

conocida con el nombre de "Juicio Político" y pueden ser 

sujetos a este juicio 1 los servidores públicos de elevada 

jerarquía en la Administración Pública, los elegidos popu­

larmente y los más importantes de la judicatura. 

Actualmente e 1 juicio político, en nuestro país, 

est~ contemplado en dos de las reformas, que junto con 

las del Código Penal, forman parte de la trilogía la 

que se sustenla la renovuci6n moral, éstas son: las reformas 

al Título Cuarto Constitucional la Nueva Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Sin 

e~bargo, en ninguno de ambos cuerpos leeislntivas se encuen­

tra unn definición acerca ce dicho proccdiniento, 

Al respecto encontrunos qu~ ~1 T!tulo ~ua~to 1le lM 

Ley Sup:-e:·.a, i.:.nicar,cnte enuncia en 5u Artículo ir..:s, fracción 

primera la prevención de que "Se impondrán mediante juicio 

político, las sanciones indicadas en el Articulo 110 

los servidores públicos señalados en el mis~o precepto, 

cuando en el ejercicio d~ sus funciones incur!"'an en actos 

u omisiones que redunden en perjuicio de loa intereses 

póbllcos fundamentales o de su buen despacho.'' (219) 

{219) "Constiluci6n Política •• " Qb.Cit. p.114. 
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En forma reglamentaria el título segundo de la Ley 

Fede.ral de Responsabilidades 1 dentro de un orden normativo 

de 40 artículos, fija la regulación de los procedimientos 

ante el Congreso de la Unión en materia de juicio político 

y declaración de procedencia, pero como hemos dicho sin 

ofrecer una definic16n jurídica de tales procedimientos. 

En este sentido es de observarse, que sin llegar 

a conformar una definición ni mucho menos un concepto, 

el Artículo 60. de la Ley en cuestión, dispone: "Es pro-

cedente el juicio político cuando los actos omisiones 

de los servidores públicos a que se re r1ere el artículo 

anterior, redunden en perjuicio de los intereses públicos 

fundamentales o de su buen despacho''. (220) 

Sintetizando los elementos más importantes que informan 

al juicio político en nuestro país, podríamos decir que 

se definen como conductas que constituyen responsabilidad 

política y ameritan sanciones de esta misma naturaleza, 

los actos omisiones de ci~rtos servidores pdblicos, 

que afee tan los 

buen despacho. 

interesefi pdblicos fundamentales y su 

Asimismo que el juicio poli t ico en Méxic.o se tramita 

vía acusaci6n constitucional formulada por ln Cárna~a de 

Diputados, ante la de Senadores 1 

fungir como jurado de sentencia. 

la que corresponcle 

La Cá-iara de Dií'utado~ 

ac tua.rá por den une ia q•.JC presente cualquier ciudadano 

bajo su más estricta responsabilidad y apoyada en ele;r,cntos 

de prueba. 

Las sanciones son exclusivamente de índole política; 

(220) ºLey Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos". 

D.o.r. de 31 de Dic. de 1982, p.14. 



oetc es, fa re11Josi6n del cargo. o destitución del servfdor 

público y su inhabilitación para desempeñar funcione~, 

empleos, cargos, o comisiones de cualquier naturaleza 

en el servicio público. 

Para la aplicación de estas sanciones, la Cámara 

de Diputados procederá a la acusación ante la de Senadores 

previa declaración de la mayoría absoluta (la mitad ~ás 

del) de los miembros presentes en sesión, después de 

haber sustanciado el procedimiento oído al inculpado. 

Erigida en Jurado de Sentencia, la Cámara de Senadores 

aplicará la sanción mediante resolución de las dos terceras 

partes de los miembros presentes en sesión. 

Un último aspecto 

procedimiento de juicio 

que sería importante apreciar del 

político, es el de que las declara-

clones y r~soluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores 

son inatacables. 

Conforme a lo que antecede, se puede afirma:· GUe 

a través de un juicio político se finca una responsabili:ad 

política a ciertos servidores pOblicos de alta jerarquía 

por haber cometido infracciones de carácter polf:icc, 

en cuyo caso se aplicu una sanción eminentenen\:e poli~ica 

por.conduct~ ce un 6rgnno ¡lolítico. 

De es:-:?. modo, a diferencia de la responsabil1darl 

penal deriva de la comisión de delitos que se encuer.t:-an 

sancionados por las leyes penales y que son at.ijudic¿. . .,l&!:> 

través ~e tribunales penales conunes previa l~ su~~~n­

ciaci6n üe un proceso penal, en el caso del juicio político 

las infracciones s 0i:'!ciones políticas corrcspond:!.e:-,~es, 

se encuentra.í. prevista~ ro:-- l:i '."1r"OiJici Constitución ;")Or 

la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidor~s P~blicos. 
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En for~a verdaderamente magistral don José d~ Jesús 

Orozco Enríquez, expone su apreciación jurídica de la 

responsabilidad política en los siguientes términos: '1 Es nece­

sario adve?"~ir que de acuerdo con nuestro sistema jurídico 

se utiliza la expresión 'Responsabilidad Política' como 

aquella que puede atribuirse a un servidor público de 

alta jerarGuía como consecuencia ele un juicio político 

seguido por presuntas infracciones graves de carácter 

político, con independencia de que las ~ismas configuren 

o no algún delito sancionado por la legislación penal 

común¡ conforme a lo dispuesto por el Artículo 110, la 

sanción en el juicio político se concreta a la destitución 

e inhabilitación del servidor público responsable política­

mente y sólo en el caso de que la infracción político 

tipifique también alr,ún delito se requerirá, entonces, 

que la presunta responsabilidad penal del ::;ervidor público, 

una vez re:'.'.ovido del cargo, se sustancie ante los tribunales 

ordinarios t si bien es probable que e:1 este último caso 

se solicite sólo la declaración de procedencia por la 

Cámara de Diputados para separar al ser-vicor público res­

ponsable e iniciarle un proceso penal, en lugar de sustan­

ciar un ~uicio político ante las dos Cti.iHlras del Cone;re-

so} ''. ( 22: j 

A es':<s.s afirmaciones, el mis no autor ag:--e.e,a un aserto-

rio más, expresando: ''De este modo el Juic~o político 

se p!'esent:=. como un instrumento para re'.'"ov~:-- i:il:i'lbilitar 

a los ser·.¡iJ".:lres públicos cte alta jerflrauía (Ja sen por 

incor.\petencia, negli¿encia, arbitrariedad, de9honestidad, 

etc.), pero sin entregar a un ó:--g3no ¡1olltico, como nucesa­

riamente es el :ongrcso, la potestad para privarlo del 

palrinonio, de la libertad o de la vida, función ~sta 

{221} Orozco Enríquez, José de Jesús, Ob .Cit. p .117. 
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última que exige la imparciabilidad de un juez en sentido 

estricto para evitar los excesos de la pasión política''.(222) 

c. Vlsi6n de los Primeros Expositores.-

Como hemos sostenido en otras oportunidades, la respon­

sabilidad política de los servidores públicos no siempre 

ha sido adecuadamente comprendida menos correctamente 

explicada por- los primeros ordenamientos legales Je r.uest.ra 

vida independiente. Ello Sé ha debido en gran parte a 

la falta de opiniones doctrinarias suficientemente sólidas 

y claras que orienten la regulación jurídica de este tipo 

de responsabilidad. 

Siguiendo 

Flores 1 poco 

verdaderamente 

el pensamiento de don 

hay que decir que tenga 

importante antes de le 

Antonio Carrillo 

una significación 

Constitución de 

1857, con la importante salvedad de las ideas que acerc<1 

de la responsabilidad de los funcionarios públicos, expuso 

en los años treinta del siglo pasado, el r,ran liberal 

Dr. José María Luis Mora. 

Carrillo Flores continúa disertación, afirmando 

que don ... ~osé Luis Mora, plante6 con acierto, aunque no 

con origina!.idad la irnportant.ísi:ia conclusión ae que cuan-: . ..:: 

se habla ée la responsabilidad de los funcio~arios, en 

especial de los altos funcionarios, r.o para aluüir 

- - a un fuero _o privilee,io que loo libere :;i cr:it"eten delito::> 

comunes tales como 1"00os, lesiones, ~omicidioa, e t.::. 

sino 'porqut!;, independientt1r.:en:e de las ;>er.as que :.or t..nle:.> 

delitos deban sufrir, hay una necesidad social aistinta 

(222) lbidem. 
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que atender; ql.e el f1,incion~rio torpe, incor.ipetente, arbi­

trario, neeligente, pueda ser separado del encargo que 

alcanzó por ele ce i6n nombramiento, aunque defendiéndolo 

de la· pasión po:ítica ri.ue suele herir hasta a los hombres 

mds valiosos. :¿23) 

Efectivanen't.e en nuestro país, el ilust..re guanajuatense 

cte1 siglo pasado, 

con certeza con 

ha sido quizá 

claridad las 

el primero en diferenciar 

faltas de índole política 

que acarrean el juicio político de los delitos propiamente 

dichos. 

Estas ideas quedaron expresadas por el Dr. Mora, 

en una de sus más importantes- obras la que intitul6 

ºMéxico y sus Revoluciones", en ella sostuvo: "Sl punto 

de responsabili jades está mal concebido y peor explicado 

en la Constitución M.exlcana ••• Pero el rrincipal error 

en materia de :"esponsabilidad consiste en no hacer distin­

ci6n entre los delitos cor..unes y las faltas políticas. 

La acción de cualquier Ministro 

ser nociva a la sociedad por criminal, 

uno y otro; en el primer caso debe 

el tribunal or¿inario, en el s~gunoo 

funcionario 

por erracn, 

ser- castigado 

avbe µroducir 

puede 

o rior 

ante 

s61o 

la separ3ción del functonario del destino r;ue ocup?. J 

la inhabilitaci6n para obtener otro. Un ho•"hre Mu:1 honrado 

Y de las r;cjo.:-e.~ intencio:-ies puede por 5u :n~;-::.: tu: ca1.;5n:· 

cravísimo~ ~al~s lo nación; llevado an:e el Tribunal 

que no conoce 3inc de crímenes se le for~a una cau~a c~iminal 

-y sucede una J•.! do·; cosns; o es absuel:o 

si lo prirnerc, v.1elve a destino C'!•_:sa; lo" - ÍSMOS 

males sin esperanza de remedio¡ si lo scguntlo, e~ castigada 

(2?3) Cfr-. Carrillo Flores, Antonio, Ob.Cit.70, 



288 

la inocencin, y reputada por crimen la si:iple ineptitud, 

y de todos modos el público padece sin consultar por esto 

a la recta administración. En los Estados Unidos del 

Norte los funcionarios públicos son acusados por la Cámara 

de representantes ante el senado por su r.iala a<lministra-

ci6n. El Senndo sólo conoce discrecionalmente de la inep-

titud del suje!:o 1 declarada ésta, sólo proGuce la separa-

ción del puesto que ocupa :¡ la inhabilitación para obtener 

otro¡ r.iás si la acción que ha provocado la causa tiene 

también el carácter de un delito, el acusado después de 

declarada su ineptitud queda sujeto al juicio de los tribu­

nales ordinarios y nl castigo que se le imponea conforme 

a las leyes. Adaptadas en México estas medidas no se 

obligará la nación a sufrir la administración ruinosa 

de un hombre inepto, ni éste solo por serlo será tratado 

cono un criminal, ni las Cámaras se rehusarán a encauzar 

como hasta aquí, por la justa consideración de que van 

a tratar como delincuente a quien en realidad no lo 

es''· (224) 

Afinando estas ideas y con un sentido r.iuc~o más amplio, 

don José ~·'.arra Luis !·:ora, el;;ihor6 todo u':'l ensayo sobre 

las responsabilidades consti~ucionales de los f"uncionarios 

públicos, documento que intituló "Discurso so'::>re lns varia-

ciones Constitucionales que pueden ~ace:-se en orGen 

la resposabllidad de los funcionarios" y Uel cual recabamos 

las siguientes ideas: 

"Viniendo ya la responsabilidad constitucional, 

ella· puede provdni:·, de un verdadero ::!elite o de unn 

s-imriie-- falta, según que sea de perversidad malicia, 

(224) Mora, José Ma. Luis, 11 Méxicc y sus Revoluciones" Torr.o I, Colee-

ción de Escritores Mexicanos No.59, Edit. ?orrua 1 S.A. México 

D.F. 1950, pp.288-9. 
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o de simple ineptitud, pues así lo uno como lo otro pueden 

causar grandes males a la naci6n y al Estado: son pues 

dos juicios los que tienen que entablarse, y dos decisiones 

las que deben seguirse cuando se trata de calificar la 

conduct3 de un funcionario; p6blica el primero sobre su 

aptitud para continuar desempeñando el puesto que ocupa, 

y el segundo para fallar sobre su criminalidad o inocencia; 

conviene pues distinguir estos dos actos procediendo rle 

un modo diverso en cada uno de ellos: pues no debe hacerse 

lo mismo para separar un inepto, que para castiear a un 

delincuente: el primer juicio es necesariamente diGcreciona-

ria, el segundo debe ser ajustado a las leyes: 

no le debe parar un perjuicio al acusado, 

el primero 

debe quedar 

en la simple separación de su puesto, el segundo debe 

hacer sentir al reo todo el rigor de la~ penas impuestas 

por las leyes: por último, del primero debe conocer el 

Senado, sin atenerse a otras reglas que las de la crítica 

y equidad natural, y el segundo debe estar sujeto al fallo 

de los tribunales por_ los trámites comunes". (225) 

Enfocando especialmente la responsabilida~ política 

de lo~ ministros (hoy secretarios de Estado), el insi¿~ne 

libet~at apuntó: "Desde el r.iomento en que se hace '!.a acusa­

ción de un ministro por her.hes que sóÍo prueban su simple 

inep:itud, las Cáma!·as !le haya en ·~l r.l.:JO 

si declaran ha':Jer lugar a la formación de causu, ei resul­

tado es unu ca•...:sa criminal con toaas las mole:3tia:·. y Veja-

clones q,1e le 9on consiguientes, pues su dn ;~inci~i!l 

po!" la prisión y por hacer probler.i.áticn l:i. buena reput<:i­

ció:-. del o.cusa::o: si se le :'\bsuP.1ve de la acus3ci6n, el 

( 225) Mora, José Ma. Luis, "Discurso sobre las Variaciones Cons l. i luc i~­

r.ales que í';;eden hacerse en ot•cien a la responsabilidad c!a los 

Funcionarios" en "Revista Mexicann de Just.icia". Ob.Cit. p.28. 
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queda en supuesto 1 y la nación sufriendo todos los malea 

consiguientes a la ineptitud de un ministro. que .no sabe 

ni puede dirigirla. Otro tanto sucede en el tribunal 

que procesa a semejante acusado, o lo condena por incapaz 

y de consiguiente sin delito, o lo absuelve para que continú~ 

en sus estravíos, y de uno o de otro modo los males públicos 

se hacen irremediables o se violan las garant;ías sociales, 

haciendo batallar a los tribunales, y a las Cámaras entre 

la injusticia o una mala administración, y obligándolos 

elegir entre extremos (sic.) sumamente peligrosos 

de fatales consecuencias''• (226) 

En otro párrafo de su magnífica obra don José Luis 

Mora señala: '
1 Como 

de capacidad o de 

la ineptitud puede provenir 

errores involuntarios, o de 

de 

un 

fnlta 

crimen 

a que haya dado 

en el ejercicio 

lugar la perversidad y malicia del 

de sus funciones, es necesario 

empleado 

que el 

primer juicio quede 

ci6n de incapacidad 

en la simple 

para poder 

des~ués de segu:1do, 

remoción y e:'l la declara­

obtcner puestos públicos, 

la declarac~ón del :~ena'.!o cuando en el 

el reo debe quedar sujeto a juicio y castigo conforr.,e 

a las leyes¡ entonces y sólo entonces es cuar,do los tribu­

nales t.leben tomar conociniento del necoc io; pues nunca 

estará en nuestra opinión que ejerzan en nin,:;:ún caso jui-

cio alguno discrccionari~: así pie~Jer1 el respeto que 

deben tener a la le'tr-a de la ley, y se relaj;:;; los hábito~; 

que forr~an o deben forma~ en los jueces la costumti:·e de 

apegarse estrictamente a ella; costur.ibre sin la cual ja-~6,::¡ 

habrá recta ni cunplida ad~inistraci6n de ¿us:.!.cia ... "(227) 

De esta manera -es co~o don .;osé ~aria Luis flora plan­

t:t!a, por p1·imera vez en nuestro país, las no'.:as principales 

(226) Idem. p.29. 

(227) Idem. p.30. 
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los func ionarioe 

de índole penal. 

precisa sobre el 

único de ser ju!cio político 

el "juicio de la 

su objetivo 

aptitud" de los servidores p:lblicos y 

sólamente de primera jerarquía, 

podrán sancionárseies 

a 

con 

quienes por este medio 

la remoción del cargo y con 

la prohibición de ocupar otro por un determinado tiempo. 

Otras interesantísimas opiniones doctrinarias sobre 

el juicio político son las manejadas en el Congreso Consti­

tuyente de 1856, durante la presentación y deta~e de los 

artículos referentes a la responsabilidad de los funcionarios 

pú::>licos. Arriaga, Presidente de la Comisión que redc:ict6 

el proyecto de Constitución, cita maneja con soltura 

dos fuentes, una la del francés Alejandro de Tocqueville 

y otra la de un magistrado comentarista norteamericano 

de principios del siglo pasado, José Story. 

BU 

De esta guisa, 

trabajo diciendo: 

oportunamente Ponciano Arrla 1:a concluye 

que el juicio político es el de la 

opinión 

públicos 

sólo de 

Q'.!e óe 

que lo que se quiere es que no ocupe:: pue!ltos 

los hombres rechazados por la OtJinión. Se trata 

que la sociedad pueda retirar su confi.ün;:a a los 

ella se hacen indignos, y no hay r:iás per.a que la 

destitución, en tanto que les delitos comur,es :.casionarán 

responsabilidad que se har6. efectiva a tr-avés de lo•; tribu-

nales comunes. {228) 

Por su parte 1 el di.putada Mata, después de t:a:icr 

suyas las razones de Ar:-iaga, defier.c!e el p:·oyecto de 

{228) Cfr. "Diario de Debates de la Cámara de Di.putndos" del día 31 

de octubre de 1856. 
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Juich1 Político que la comit::i6n reaactora propone, soste­

niendo que 11 se trata de pura y simplemente del fallo de 

la opini6n, de si los funcionarios merecen o no la confian­

za pública. Si el gobierno ha de poder remover libremente 

a los empleados, parece que el mis;.io derecho ha ele tener 

el pueblo para alejar del poder a los ciudadanos que des­

merezcan su confianza¡ y no merecer confianza, ni es delito, 

ni caso de responsabilidad''· Tanbién aerega alBo de lo 

que hab~emos de comentar posteriormente pero que desde 

ahora citamos: ''No es posible fijar los casos sujetos 

al juicio político, la vaguedad es indispensable pero 

el artículo de ningún modo se refiere los de 1 i tos comu-

nes que quedan sometidos a los tribunales ordinarios". {229} 

En este sentido, conviene mencionar que Carrillo 

Flores al referirse al proyecto de constituci6n de Ponciano 

Arriaga considera que "con acierto tradujo la locución 

inglesa "lmpeachment" por "juicio", pero en los con fu sos 

debates que siguieron se perdió la expresi6n y se habló 

de manera genérica de res¡lonsabilidad; y como además 

suprimió el Senado, se hizo de :ocio el Congreso órgano 

de acusación para los altos funcionarios, FJncarp,ñndose 

a la Sup!'"'ema Corte la misión de dictar las sentencias"(23iJ) 

Fespec:·o c!e las opiniones de r.lejundro de Toc-.¡u~ville, 

sobre el juicio político, hay que uecir que e:tcuentran 

desar;.Jlladas en forma Magistral en •,u o'Jra .. Je la Demo­

cracia con América" que publicó P.n ?rirís -·:!""é'l:""'°~ !f!'.?5, 

con_ el objeto de explicar a sus paisanos el f'unc1onamiento 

del si-s"te'."la vige~•-e {sohre juicio político}, en los Estado8 

Unidos. Los constituyentes norteamericanos, exp l ic:iba 

(229) I::ii~em. 

(230) Ca:-rillo Flores, Antonio. c:...Cit. p.7.:. 
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el joven aristócrata _francás, habían logrado a través 

del "lmpe~Chment" un justo equi_libt:io que permita remover 

a los funcionarios indignos sin entregar a un organismo 

eminentemente político como lo es. el Congreso, la posibi­

lidad ~e privarl~s de su patrimonio. libertad o de la 

vida~ ya que ·estas funciones deban estar reservadas estric­

tamente a la imparcialidad de un juez. (231) 

En cuanto a José Story, debemos apuntar que eje;ci6 

una indudable influencia en la doctrina Constitucional 

Me~~ca_na del siglo pasado, principalmente a través de 

su ·obra ••comentarles on the Constitution of the United 

--States" en la cual explica la naturaleza del juicio polf-

-tico, cuyo procedimiento, considera que no es estricta-

mente punitivo sino más bien preventivo ya que consiste 

en retirar de la función pública un mal funcionario 

para evitar perjuicios a la sociedad. {232) 

En otro apartado de su obra considera que la benignidad 

del sistema Americano es sólo aparente, pues se cuestiona: 

¿Qué pena más terrible para un político que destituirlo 

por indigno, independientemente de GUe después un juez 

ordinario, actuando ya con criterio puramente jurídico, 

lo condene o lo absuelva conforme las leyes penales 

aplicables al común de los mortales?.'' '2::3) 

No podíamos dejar de considerar, aunque sea ~U'J breve­

mente las ideas de Alejandro llamilt:in, quien JUnto con 

Santiago Madison Juan Jay 1 escribió la obra clásica 

contenporánea de la Constitución A~ericana: ''El Fede~a-

(231) Ii.>ir;er.i. 

(232) Cfr. Story, Joseph, "Comentarles on the ':onstitution of the t:nited 
States", Edit. Charles Lettle and Ja.-:ies Brown, 20.Ed. 1 Vol.I, 
~1351. pp.518-9. 

(233) Jdem. p.532. 
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~ista 11 , con la-- cual dichos politólogos pretendían convencer 

·a los ·neoY.~~-q~inos d~ que deb!nn aprobar la Car'ta de Filu­

delfia.,, ·obra que, por cierto, muy posiblemente fuera 

conocida tatJ!bién_ por don Ponciano Arriaga. 

Hamilton expuso aún antes que Stary y Tocqueville 

que la jurisdicción de un tribunal constituido para· los 

procesos de los funcionarios, comprende aquellos delitos 

que proceden de la conducta indebida de los hombres públi­

cos o del abuso en el ejercicio de un carGo público. 

Esos delitos pueden correctamente dcnorinarse políticos, 

ya que se relacionan sobre todo con daños causados de 

rnarfora inmediata a la sociedad y su comisión y persecución 

raras veces dejará de agitar las pasiones de toda la comu­

nidad, o de las facciones ya existentes, poniendo en jui­

cio sus animosidades, perjuicios, influencias e in te re-

ses de un lado o de otro. Se correrá por eso el peligro 

de· que la decisi6n esté determinada por la fuerza compara­

tiva de los r1artidoD políticos, más que por las pruebas 

reales de inocencia o culpabilidad que ?resantcn contra 

el acusado. ( 234) 

Por otra parte, Hamilton consideró al Senado como 

'el depositario más idóne:) de la ir.iporta:-lte misión de consti­

tuirse en tribunal político y no dudó ~n que la facu~tad 

de acusar se otorgara a la otra rama de: cuerpo leeisldti­

vo, sieuiendo de esta forma el modelo rit.!l "impcachr.ente'' 

de la Gran-- Bretaiia, en donde co~¡;etía :::: la C:ár.1ar;;-. íle loR 

Ccimunes acusar y a la de los Lore5 con~enq~, 

¿En d6nde-conc luye !-\ami l ton-si ne el Senado se 

huOiera podido encontrar un Tribunal con bastante digni.dad 

y la necesaria independencia para con~er·•ar libre de te11ores 

(234) Cfr. Hamilton, et. al., Ob.Cit. p,277. 
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e influencias la imparcialidad requerida cuando estA de 

una parte un funcionario y de otra los repr~sentantcs 

del pueblo que lo acusan?. 

Por ello consideró que para un juicio político era 

mejor un tribunal relativamente numeroso, como era ya 

entonces el senado, que un cuerpo pequeño como la Suprema 

Corte, ya que el tremendo poder discrecional que necesa­

riamente han de poseer esos tribunales para destinar al 

honor o al oprobio a los personajes más distinguidos de 

la comunidad, quienes ésta ha dado su mayor confianza, 

impiden que tal misión se encomiende a un reducido número 

de personas. (235) 

En seguida expone, el que nos parece pensamiento 

clave para entender la institución de que nos hemos venido 

ocupando: "después de ser sentenciado a ostracismo perpe­

tuo, perdiendo el respeto público, así como los ·honores 

y los emolumentos que le concedía su país, el ex-funcio-

nario esta~á todavía sujeto a procese la pena que 

le corres?onda segón las· leyes ordinarias aplicables a 

todos los ciudadanos''. {236) 

Fue precisamente esta última la er-an innovación norte­

americana respecto al nodelo lnelés en donde el parlamento 

se consirl~ró competente p-ara aplicar sanciones de :i:.!turalez•1 

penal, incluso para orden;:¡r la decapitac!ón de ~Jn r.1onarca, 

como ocurrió en el caso de Carlos l. En tanto que el 

modelo nor~earnericano diferenció el proceJi~iento de Juicio 

Político a ·.ravés del cual únicamenU.• se persigue de!ltituir 

e inhabilitar al servidor público al c;ue se le ha perc.iillo 

la confianza popular, úel procedir.li~!nto orc.ii!1orio de tipo 

penal. 

(235) Idem. p.278, 

(236) Ibídem. 
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Son éstas en síntesis las principales ideas que han 

dado respaldo ideol6gico-jurídico a la institución del 

juicio político que ha sido admitido en nuestro sistema 

cons ti tuciona 1 cuyo plantear:iiento más acertado, sin 

lugar a duda, fue el propuesto por la comisi6n de los 

constituyentes del 56, en cuya exposición de motivos se 

afirmó: "Adenás, ~!_J~!~l~-...22!!.!i.~2..!._-2.~-...!:.!._J:!!~!2_~~-...!.! 

~e!~!ª~--l-...!!! _ _!!_-.S.~~S!~~S!~ _ _e.g~!i~!· pues sucede frecuen­

temente en todos los gobiernos, que sin que un maeistro.do 

o ministro 11aya incurrido en delitos palpables y noto­

rios, se puede calificar y probar en un proceso, con todas 

sus formas, que por omisiones y descuidos, E.2.!:._.,!.~_i!!~E!!.= 

~~!!_..2_...1!2!:--2-!!:~!-~!!~!!!:!_..E~~~!:!.!!!_...!!.~--E~E.~.!.~~-_!.!!_..E.~!l.Li:.~!!!~ 

E2e!!.!.'!!:· 

En estos casos, reducido el juicio político a quitar 

el pode~ al responsable, la sociedad sale del conflicto 

y el orden se reestablece." (237) 

Con estas idea5 a~ llevaron a cabo las scsionc5 celebra­

das por los Constituyentes en el año de 1e56 1 en las cuales 

participaron los Diputados Mata, CastañeJa, Ocanpo, Zarco, 

Olvera Guzmin, principalr1ente quienes sostuvieron tesis 

similares a la transcrita 'J entendieron <.i.1 Juicio Poli tico 

tal cor.,o lo hemos se?ialndo, es decir-, como juicio en el 

cual no se si.1:;ue proceso de carácter judicial por delito 

alguno, sino como un juicio relacio.'1ado con la confianza 

y con la opioi6n. 

t.:n su r1omer.to, el tratadista a?"'~P.ntino Linare5 Quinta-

nilla, 5ostiene -:¡ue ~l ,Juicio Pol[tico ''t::s un procedimiento 

solemne, de carácter esencialmente ~olítico, que inicia 

la Cámara de Di;n:tí.ldo~ y por el cual ésta acusa ante el 

(237) Cárdenas ~-., ílaúl, Ob.Cit. p. 316, 
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senado como Tribunal, a determinados funcionarios públicos 

por las causas que se especifican taxativamente en la 

Constitución, con la finalidad de hacer efectiva la respon-

sabilidad política de los mismos. El juicio político 

reconoce como antecedentes mediatos al I~peachnent inglés 

y al juicio de residencia de nuestra época colonial, aún 

cuando ofrece notables diferencias con uno y otro, como 

antecedentes inmediatos al Impeachment establecido por 

la Constitución Norteamericana y las constituciones de 

1819 y 1826 (argentinas)." (238) 

(238) Citado por Cárdena• F., Raúl, Ob.Cit. p.314. 



C A P T U L O V 

V. EL JUICIO POLITICO EN LA CONSTITUCION DE 1917, SUS 

REFORMAS Y LEY REGLAMENTARIA. 

El reeimen de responsabilidad ~al como se f'ue confi-

gurando en los ordenanientos constitucionales instrumen-

to!J legales citados en la parte hist:6:-ica de este trabajo, 

fue recogido en el Título Cua:-to de lD Constitución Polí­

tica de los Estados Unido& ~ezicanos de 1917, la cual 

estableció una rep,ulación que ¡Jcrduró prácticar:lente in"";ac­

ta de ese a~o al rle 1?82, en que se introdujo ·..ina reforn2. 

profunda en su contenido J tér~inos. 

En su ar~!culo oricinal dcterninó cono su;ctos 

los fu~ciona~~os ¡JÚblicos, 

!' ip..11.,\lios ·11 Canereso r.e le:. '':-:i6n, 

Secretarios de nes;iacho Pt'occ1rado:- ::;ene~al Je la ;:e¡¡·J-

Olica 1 a los que é..°l:?f,aló co~.n res~1ar,""'-~31.-~s ;•t.:.r le,:; del:: o. 

co•unes 1¡'...c cor.etieran .dura!'lte su encc..:-eo, y ; e,;~ ~os .~e!.1-

to~, faltas omisiones en el e~ercicio <le 

(.elites 0ficiule5i. 

6 los Goherno~orcs uc los Estarles 

por las i11i·racciones a la Constitución Gcner~l a las 
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Leyes Federales; y p!"e-cis6 que &il Presiden té de la Repú­

blica, durante el término de su mandato, sólo se le podía 

acusar por traición a la patria y por delitos era ves del 

orden común. 

A propósito de lo anterior, dispuso qu~ la Cámara 

de Diputados, erigida en Gran Jurado y t:"atándose de delitos 

comunes, declararía por mayoría absoluta de votos del 

número to-:al de sus miembros inteeran:es, si había lur,ar 

o no a proceder contra el acusad.o, en cuyo caso, siendo 

afirmativo, éste por eGe sólo l1echo ~uedaba separado de 

su cargo y sujeto desde lue[!O a la acción de los tribuna­

les comunes, con excepción expresa de:. Presidente de la 

República, quien únicamente había lu~ar a acu~arlo ante 

la Cámarn de Senadores, corno :::;i se t!"'atara de delito 

oficial, 

Por otra parte, y en caso nogati·:o, determinaba que 

no .1.abín lugar a ningún procedimiento ·..;,lterior, no ::;ienrio 

la dcclar;;.ción respectiva obstáculo p;:i:-a que la acusación 

continuara su curso cuando el acusado hubiere dejúdO de 

tener f "..J.-:? !"'O 1 toda vez que lo re:.=:...luci-5:-i ue ln Cámara no 

prejuzgaba on lo absoluto 1 :)S :·undtt::;en .. _J:; de la acusaci·)n. 

Fespe::to al fuero, pr-e•dno qu~ :-.•:. ,•.ozct·i._1:i :'.e és-:.:c 

los Al~os Funcionarios de la Fe,:er~ci~n ~or lo~ delitoo 

oficiales 0 c,1nune:;, fa.l Lo.•, u o;:i:->lone:;; (::, (1'.l'.: inc:Jr-:·.icran 

co:iisión 

pública qu~ ~1ubic1'en acr-;1tn.do en ~l ·_:42:-;scurso del período 

r¡uc co;1fo.·-e a la lí!y s~ .~c::;f:··.1';t\!'a d~ [_.;;;-.:.. 

L~ re ulación consti~ucional toca~-~ delito~ ofi-

conociwíento 

intervenía no una, sino las dL·~ CámorBJ, la de Diputnoos 

coioo 61•gano de acus~ción ln de Se:-;~dore~ co~o óreano 
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de i~strucci6n y de sentencia; en la intelleenciq de que 

esta última no podía actuar sin la previa acusncí6n del 

fiscal, que lo era la Cámara de Representantes. La Cámara 

de Senadores inicJaba entonces un verdadero juicio, jus­

tificativo de la dcnominaci6r: de Gran Jurado, d~biendo 

practicar las diligencias qu¡; estiilla.ra convenient:es 

oyendo Rl acusado, para concluir con un:; declar:.ción que 

era auténtica sentencia, ya fuerfl. que absolviern o conde­

nara, puesto que si condenaba habría d~ arlicar como pena 

la privacló~ definitiva del puesto y si absolvía nineGn 

otro Tribunal conocería el caso, ejecutoriamcnLe resuel­

to. La privación del careo tenía lugar sin ílerjuicio 

de que se impusiera al inculpado la sanción consistente 

en no obtener ningún otro empleo por el término señalado 

por la ley. 

Además 1 cuando el mismo hecho tuvier"a otra pena con­

f'orme a la !e¡, el acusado habría de quedar a d1spooición 

de las auto:·idades comunes, ¡1arn ser juzgado y castieado 

con arreglo a ella. 

Por otra part~. determinó qtie las resoluciones 

del Gran :~rada invariablemente ::>crían inatacables, en 

el entendirlo dt.: 1uc se concedín Acción ?opular p<:tra denun­

ciar ante la Cá:~ara ~e !Ji¡,uludo~ los ~eli~o~ Co~u~es 

Oficiales de los Altos funcionarios de la Federación. 

Otras o~e~~:~c1anes qu~ establecieron conststieron 

en que ¡1ronuncinJit u113 s~nt~ncia de responsa~ili~u1l por 

delitos oficiales no cabía conceder el indlil!o; ~·J~ la 

responsatilida(: por dolltns y !8ltns oficinle~ sólo pacía 

exigirsf! durante e! pe:·í11uo en que r.l funcion<.icio ejf!rcicra 

careo ctCn Lro de il.ilo después, que en demandas 

del orden civil no existía fuero ni inmunidad paro funcio­

nario aleuno. 
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El Título Cuarto e~taba integrado por siete artícu­

los, de los que, el 111, se modific6 tres veces, en 1828, 

1944 y 197t., pero como lo destaca la Exposici6n de Motivos 

de la lni~iativa de Heforma Integral propuesta por la 

presente administrnci6n, fueron cambios sin trascendencia 

ni significaci6n, pues se limitaron a 11 reeular procedimien­

tos de muy remota aplicaci6n 11
• 
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v. 2 !!!!!~!! __ !!!.!S.!!!!! __ !!!! __ !!!! __ ~!~!!:i!!!! __ !!!!L_! __ u~ _ _!!!! 

!!_Q!!!!!!!!~!:.!~!!-!!!!_!!!Z·-

En opinión del maestro Cárdenas "La Constitución 

de 17, rep i ti6, en parte, las ideas expresadas en la Cons­

ti tuci6n de 57, pero se apar.t6 de otras¡ mejoró su redac­

ción y nos trajo mayores complicaciones ... '' (239} 

Lo cierto es que la regulación que estableció en 

matarla de responsabilidad de los funcionarios púb 1 icos 

quedó contenida en un conjunto de siete preceptos¡ del 

108 ·al 114, que integraban el título cuarto de esa Ley 

Fundamental. Regulación que corno hemos afirmado lineas 

atrás, permaneció casi intacta hagta el año de 1982, en 

que·-ftie objeto de una reforma profunda. 

A efecto de mejor entender el vigente sistema de 

responsabi_lidades de los "servidores públicos" y sus dife-

rencias substanciales con el ir.iplantado originalmente 

por la Constitución de 17, continuación transcribimos 

íntegramente el tex•_o original de los ~encionados ar":ículos: 

"Artículo 108.- Los Senadore5 y Diputados del Congreso 

de la Unió:'l, los ::ngistrados de la St.!p!"'ema COrte de Justi­

cia de la Nación, los Secr-etar1os r;el Despacho y el Pro­

curador r.ener;:il de la Pe¡diblica, son response.bles por 

los deli~os comune~ que co~elan ~urantc el tieMpo de su 

encar_·.J y por los delit.0!1, faltas u or.i.sione::i en '.:p.;~ incu-

rr~n e~ ~1 ejercicio de ese ~ismo ca~Gº· 

Los ¿obcrnadores de los Estados 

las legLslaturas locales, son responsables por violaciones 

a ln Constitución y Leyes f~dcrales. 

El Presidente de la Hcpúbl ica, durante el tiempo 

(239) Cárdena!:>, F. Raúl, Oh.Cit., p.57. 
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de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a la 

patria y de~itos graves del orden común. 

Artículo 109.- Si el delito fuere común, ln Cámara 

de Diputados erigida en Gran Jurado declarará, por mayoría 

absoluta de votos del número total del miembros que la 

formen, si ha o no lugar a proceder contra el acusado. 

En caso negativo, no habrá lugar a ningún procedimiento 

ulterior¡ pero tal declar-ación no será obstáculo para 

que la acusación continúe su curso, cuando el acusado 

haya dejado de tener fuero, pues la resolución de la Cámara 

no prejuzga absolutamente los fundamentos de la acusación. 

En caso afirmativo, el acusado queda, por el mismo 

hecho, separado de su encargo sujeto desde lueeo la 

acción de los tribunales comunes, a menoa que se trate 

del Presidente de la República, pues en tal caso s6lo 

habrá lugnr a acusarlo ante la Cámara de Senado!"'es como 

si se tratare de un delito oficial. 

Artículo 110.- No gozan de fuero Constitucional 

los altos funcionarios de la fedeI'ación 1 por loz delitos 

oficiales, faltas u omisiones en que incurran en el desem­

peño de ale,ún empleo, careo comisión pública qu·~ hayan 

aceptado durante el período en que, conforme la ley, 

se disfrute de fuero, L<J mismo sucederá respecto los 

deli•.os comunc~l que cometan durante el d~sempefio de dicho 

empleo, carpo o comisi6n. Para r1ue la causa pueda iniciar-

se cu~nJc1 el ~lto funci0nario ~nya vuelto ~JC!"CC!" SUS 

funciones pro¡1ias, deberá ílroccderse can arreglo lo 

dispuesto en el nrtículo antr:rinr, 

Artículo 111.- De lo5 deli~os oficiales conocerá 

el Senada erigido en Gran Jurado; pero no podrá abrir 
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la averiguación correspondiente, sin previa acusación 

de la Cámara de Diputados. Si la Cámara de Senadores 

declarase, por mayoría de las dos terceras partes del 

total de sus miembros, después de practicar las dilia~ncias 

que estime convenientes y de oir al acusado, que éste 

es culpable 1 quedará privado de su puesto, por virtud 

de tal declaraci6n e inhabilitado para obtener otro por 

el tiempo que determine la ley. 

Cuando el mismo hecho tuviere señalada otra pena 

en la ley, el acusado quedará a disposición de las autori­

dades comunes para que lo juzguen y castiguen con arreglo 

a ella. 

En los casos de este artículo 

las resoluciones del Gran Jurado 

en los del anterior, 

la declaración, en 

su caso, de la Cámara de Diputados, son inatacables. 

Se concede acción popular para denunciar ante la 

C~mara de Diputados los deliton comunes u oficiales 1le 

los altos funcionarios de la Federación, ;· cuando la Cámara 

mencionadu declare que ha lu¡~ar acwsa~ ante el Senado, 

nonbrarñ una cot:"isión de su seno para que sostenga ante 

aqué la acusación de que se trate. 

El Congr•:iso d11 la Unión cxpea!.rá, a la rr.ayor brevedad, 

una ley sobre Responsabilidad rie toao~ los Funcionarios 

oficiales todo~; 10:1 actos u omisiones que puedan redundar 

en perjuicio de los intere~es púhlicos J' del buen den¡1acho, 

auuque husta la fecha no hayan :-cn1do ca~ácte:- delictuo­

so. Estos delit:o!i serán 5ielTlpr.:: JUZ¿;ados por un jura(:o 

popular, i:!n los términos ·:¡ue para los delitos de imprenta 

establece el artículo 20. 
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Artículo 112.--- Pronunciada . __ una 'se.ntencia de Respon-
.·- , . ·' 

sabilidad po_r los delitos __ Ofi~i"Si_es'~ no puede concederse 

al reo ·la gracia .def ·1n'du-~t-?_';> 

Artículo 113.- LB '(re~~-on.sabilidad por delitos y 

faltas oficia_le·s '· -~--óib\ _'podrá exigirse duran te el. período 

en que el funcionar~o ejerza su encargo, y dentro de un 

año des pu& s. 

Artículo 114.- En demandas del orden civil 1 no hay 

fuero ni inmunidad para ningún funcionario público". (240) 

(240) "Texto original de los Artículos 108 a 114 de la :onsti tuci6n 
~ en "La Responsabilidad de los Funciona!"ios Públicos 
e:i la Legislación Mexicana", Ob.Cit., p.197-204. 
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Es oportuno reiterar que el marco jurídico fundamental 

que en materia de responsabilidadeu consar,ró el texto 

constit:uclonnl de 17, permaneció inalterado dur·ante muchos 

años, de hecho las dos únicos refor1nos que variaron su 

contenido original, se implantaron como t1dicionea al Artí­

culo lll Constitucional. 

Lamentablemente, amhuu adiciones no CSLltVieron ~nea-

minadas imprimir claridad eficucla a lus prevenciones 

sobre la responsabllidnd de los 1·unciorlbf'iou empleadou 

públicos, muy por el contrario. dichas modi ficuc ione~ 

ue constituyeron en un verdadcr•l oprobio jur{dlco utentn-

torio contra el principio de inumov1lidad Judicial, y 

no ser[a exnoerado decir, contra el regimen democrático 

1le leealidad que µrocla1na la propia L~y Fundamentul. 

La primera de las ad1c1ones i}Ue noY ven1mo~ ref1-

riendo, fue sugcrLda ¡1or Alvaro Obrugón, sin tener a~n 

el car~cter de Presidente, sino apenay de candidato pre­

sidencial, por oficio dirigido al Cone,rcso de la Unión 

de fecha 19 de abril de 1928. Tal ,ugerencia o proposi-

ci.5n que jur·{dlci!.mcnte no podr!.:i con•iiderarne como ini-

01VC!'5é:t5 apret:ldClOllt.1:.> 

c<1príchos<J lcn1lll~n:t_·:.:, c:ltJ'"lOS • f'tt~· 1 a 

conveniencia dt o:,vi.ar• el ju1ci.o polít,1co du re.Jponsa-

hilidati conlru lo~~ funcíon.1r10::; Ju<:ic1.1l·.;~; •le ld ¡.~ederación 

lol:ales del Di::.Lr·ito J Teri·!~orio:-, F!!derale!i 'J rcempla-

z.011·lo púr un procc,!1r.il!nto 1;;1, el que debfa ponder<.1rHe 

··en co11ciencta'' "mula con.i,. '-1'', rn el fondo Obrc~6n 

no pretendió s<rnc.:ir Lt A.d1~:i•1~·,t.rac;i6n 1Je Justicia, comu 

aparent~nenlu lo l'Hl!lifestó, s1n0 SUJf;tar· u J1chO!.i funcio-

nario~ a la voluntud presidencial ~.eiitunLc el amago o 

lo ex.tors16n de ser destituídos de G\15 cargos. Para corro-
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borar estas someras consideraciones, nada más elocuente 

que la propia 11 expoaici6n de motivos 11 de tal proposición 

de adición constitucional. 

En dicho documento, el famoso manco de Celaya decía: 

"Ciudadanos que 0Use1·van una conducta honesta en la vida 

privada, dejan frecuentemente de pr&cttcar cotas virtudes 

cuando llegan a un puesto público, por todo!> los hnlagott 

y opor'tunidades que los pues.to~ públicot> de alcni ficación 

traen consigo, ~i estoo funciOJHtr'íos se ven U$ee_urado~ 

por una impunidad previa, m6o l"ácilmente q11ebranldn lou 

fueros de la moral. En cambio, cu.indo un funcionaria 

público .aabe que pt..u=:Ue üer def1pojado de su empleo si no 

lo alrve con honestidad cflcit.inci11 y que puede uufrlr 

el ca5tieo correnporldientc, conutiluyo una gnrantfn muyor 

que el mismo func tonario f1UC uut.Je tle antemano que ni aun 

la voz pública de sus malos manejos puede rletcrmi.nar uu 

aepa1•aci6n del puesto que de~empei'i....1. Esta ljltímu ~ituación 

es lu que µropiumente lrn imperado re!jpecto de lo!i juecc":> 

bajo la Constitución de 1917, C0!1 la garar1lfa llimita,la 

de la inamovilJ1Ja¡J ;udicial. La9 pruebali ofectivau que 

requiere el juicio Cun~tituclonul ele rcGponsabili1lad-lus 

cualc~ en muy raras ocasioncu podr<ln pret:>entar!ie en contra 

de los ;ucces-l1un h~cho 1ie la inomovilidail Judicial unia 

posicionf!~ in(ranqut.:al,le:.>. !'or eut11 virtud, nii pr·oyectn 

de refo1·::1;.J5 cnn:jjdera, quct L1Ún cu,1ndo dct,c de re:;petac:il:! 

la gal"'ant!a de L. .. inmov1 l idad Júdlcial, po:· ~er un·1 ca·,­

q1.i.is:a de la ooc1.cir:a Const i tuclonat incoq1or<1da por lu 

Revolución u ntie~;tro C6tii¡:n Político, 

para garant1zo.1· l.i JUallcia contra l. con<ll.4c t ... 

de los jue..;u::; de\;e ser r.1{1s r::xpeéi~o y <1Ccc:-;1: 1.:1 enmien-

da del Arlículo 111 que ¡Jropongo da iJl P1·e:.;iJe11t·~ de la 

República lü facultad de acusar ante la Cámaro de Dtputado~ 
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la mal~ conducta de los M!nistros de la Suprema Corte, 

Magistrados del Tribunal Superior 

Instancia del Dii:;t.rito Federal 

Jueces de Primera 

Territorios, indcpen-

dientemente : del juicio constitucional de resrionsabilidaó 

a que están sujetos los funcionarios públicas. F.n caso 

de que la Cár.iara de Diputados y después la de Senadores 

consideren justificada ln acusac i6n, funciona:-ido ambas 

Cámaras como jurados de conciencia, quedará privado de 

su puesto el funcionario acusado.'' (241} 

Esta proposición del ~eneral Obregón, fue llevada 

al rango de disposición constitucional por un Congreso 

y unas legislaturas locales dóciles a los designios de 

quien sería el jefe máximo de una Nación todavía joven 

e inmadura políticamente. 

Efectivamente, en el Diario Of"icial de fecha 20 de 

agosto de 1928, publicó el nuevo texto del Artículo 

111 Constitucional, cuyo contenido no varió mayormente 

del que originalmente contemplaba el texto constitucional de 

17, con la salvedad de que se ~e ar,r-ecfi un párrafo sexto, 

que la letra rezaba: ''El ?residcn~c de la Rep6blica 

podrá pcciir ante la Cá~ar~ de Diputados ln destitución, 

por 1~al'l conducta, de cualquiera de los Ministros de la 

Su¡::-er.a Cor-te Je Justicia de la ·iac:ón, de los !·\agistrnt~vs 

de <::ircuito, de los Jueces de :Jis':rito, ae lo~; Mueistra-

dos del Tritn.nal Su;~·crior de Justicia ,~!::!l :is~.ri •o Federal 

del ::listri to Federr1l y de los Territorios. En e~~tos casos, 

si la CámRra de Oi¡:iu'...ado!J prif".ero y la de Senadore:~ dee.pués, 

declaran, 11or mayor[a a~soluta de votos, justificada la 

re ti e i ('.in, 

lue[.O Je 

el íunciondrio n.cu~;:,do quedar[; privado desde 

dad legal en que hubiere incurrido, y !;)e procedc1'Ú a nueva 

designación". {242) 

(241) "Diario de los Dcha.tes", µublicaci6n de 25 de abril de 1928. 

{ 242) o. O. F. de 20 de o.r,o~ to de 19.?fJ. 
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La facultad que derivaba de este párrafo es verdadera­

mente inusitada en todo regimen democrático que entre 

eus características ostente la respetabilidad de los jue­

ces, pues coloca a los funcionarios judiciales en una 

situación realmente lastimosa e indignante y desde luceo 

implica un oprobio para los tribunales y la nugntoriedad 

del principio de inmovilidad judicial. 

El maestro Burgoa opina al respecto: ''Este párrafo 

es un bald6n para nuestro orden jurídico y un atentado 

la independencia de los jueces, principalmente de loa 

ministros de la Corte 1 pues los supedita al titular del 

Poder Ejecutivo Federal y al Conereso de la Uni6n a través 

del constante amago que a manera de espada de Dcmocles 

se cierne sobre su investidura si no se pliegan lns 

consienns que el Presidente de la República pudiese darles, 

sin que para hacerlas ineficaces o para mantener al funcio­

nario judicial en su cargo, sean operantes las dos Cámaras 

que inteeran dicho cuerpo legislativo, pues dentro del 

reeimen presídcncialiutn que fácticamcntc existe en México, 

aquél ha dejado de ser en nuestra realidad política un 

6reano estatal de cnfrenta~icnto 

cionales. 1
' (243) 

equilibrio constitu-

Como hernos indicado, la crítica pri~cipal que puede 

hacérsele a la adición consti~ucional ~~e tratamos, es 

la de que, constituye un disposi.ti·ui que sujet .. e:. ln volun­

tad presidc~cial o concrcsional la i:1dcpen~0ncia de los 

mier.ibros del poder judicial, y si¡;uiendo o Rur~rFi: "porlenos 

_afir'"lnr, sin t.e;:lor u. equivocarno'..>, q·.;e sin ln in·~cpendencia 

judicial, no como elcMcnto que sce1·e~ue los tribunalen 

de los demii3 órganos c5tatales, sino como rcuponsabilidad 

{243) fbrgoa, lenacio. Ob.Cit., p.!:!62-3. 
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a la investidura de los jueces y a su cri te ~io, no sólo 

no puede funcionar el regimen democrético, fiino que se 

posibilita la entronizaci6n de la dictadura presidencial 

o congr-esional con f!rave ultraje pnra los darechos de 

los gobernados e infame afrenta ¡Jara el pueblo ~n eeneral. 

Estos nefcstos fenómenos loa propicia el plirrafo sexto 

del Artículo 111 de la Constitución que fue agregado a 

este precepto por adici6n de 14 de agosto de 1928* pues 

ni la Ley Fundamental del 57, ni el proyecto de don Venus­

tiano Carranza, ni los constituyentes de Querétaro cometie­

ron tan tremendo atentado contra. la democracia y el prin­

cipio de división o separación de poderes como el que 

encierran las disposiciones con~enidas en el párrafo se­

ñalado". (244) 

Habiendo establecido las consideraciones pertlnentcs 1 

en relaci6n a la primera de las dos adiciones constitu­

cionales de que fue objeto el nu7""!eral 111 de la Constitu­

ci6n de 17 1 antes de la trascendental reforma c!e 82. es 

momento oportunQ para referirnos 

adiciones. 

la segunda de dichas 

Esta última adición 1 apareció publicada en el Diario 

Oficial de la Federaci6n de ~echa 21 de septiembre de 

1'344 y su contenido se encuen'tra e:-. estrec!in relación 

con la anterior adición de l'J28 1 pues versa sobre el mi~::io 

tema. 

Cier"tamcnte, 

párrafo '3épti::io 

entonce$ vigente. 

en relación n 

de los r.iiembros 

esta re forna constitucior.al ag:--cr.,ó un 

al 

la 

de 

Articulo :1: del CórliílO Fundamentnl, 

Párrafo GUC precisahn ~extu~lcen:c, 

petición prcsidencidl rlu destituci6n 

la judica-:.urt"'l, que: ''El Presidente 

Recordamos que la publicación de esta adición se e~~ctu6 en el 
D.O.F. de 20 de a&osto de 1928, ver Tena Ramircz, Felipe, "Leyes 
Fundamcntalc~" Ob.Cit., pp.563-..!. 

(244) Idem. pp.5G3-4. 
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de la República, antes de pedir a las Cámaras de destituci6n 

de algún funcionario judicial 1 oirá a éste, en lo privado, 

a efecto de poder apreciar en conciencia la justificnci6n 

de tal solicitud''· (245) 

Como es claro de observar, esta nueva adición en 

lugar de subsanar los ya de por sí graves errores del 

Articulo 111 Constitucional, no hizo sino empeorar el 

sistema de responsabilidades, empañandd la débil luz de 

una separación y equilibrio de poderes. 

En efecto 1 tal pareciera que en todo tiempo se ha 

dado por hecho 

decidir en 

el tremendo temerario poder presidencial 

para última (o mejor dicho en única) instancia, 

sobre la remosión o la vigencia en el cargo de los altos 

funcionarios de la federación que teóricamente gozan de 

independencia o incluso, de inamovilidad, co~o ocurre 

en el caso de los funcionarios judiciales. 

Consideramos ir.ipcrdonable que lus legislaturas de 

1926 19.:í., hayan elevado a r-ango con5titucionnl las 

adiciones tle los párrafos sexto séptimo al Artículo 

111. Como apreciamos también inadmisible que el Ejecutivo 

lo mismo, Federal escuche en lo privado, lo que es 

valor-e en secreto, la exposición de razones q_uc en propia 

defensa, manifieste el funcionario judicial a quien presun­

tanen~.e se le impute la "nala con<luc!:n", que pudiera cven-

tualnt::.n!.e justificar destitución, 1~ucs estinamos que 

tal cnso Cfl un asu~1i..0 de interés pú:Jlico, pnr c:-..:.Q.nto que 

la ··~ala conducta'' debe referirse h~cl1os que daficn 

ataquen a la sociedad en s1 misr.w. o la pe!"'sona del 

Ejecutivo Federal o a otra e11 ¡iorticular. 

(245) o.o.r. de a t!e octubre de 1974. 
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Concluimos nuestro razonamiento, afirmando que en 

todo caso el Presidente de la República no tendría para 

que escuchar al funcionario judicial de que se trate, 

pues la valoraci6n de la mala conducta en los términos 

del propio artículo que cor.ientamos corresponde al Congreso 

de la UniOn. Por otra parte nos encontramos justifica­

Ole que el Ejecutivo Fedr-al sea el titular exclusivo de 

la "Acción Petitoria" de destitución, pues en el orden 

de nuestro regimen democrático esta facultad debiera formar 

parte en estricto sentido de la "acción popular", es decir 

que en todo caso la ciudadanía es la que debería de someter 

a la consideración de las Climaras la destitución del funcio­

nario ju die i a 1 por "mala conducta". 

Por todas estas razones, estimamos que las dos adicio­

nes al texto del Artículo 111 Constitucional, fueron abso-

lutamente reprobables. En este sentido cabe apuntar que 

el Juicio ?olítico 1 no debió ser reemplazado, ni deber6 

serlo jariás por el antidemocrático procedimiento de la 

"mal¿;, conducta'' que apuntaba el malhadado Artículo 111 

Constitucional que afortunadar.ente, con lu multicitada 

reforma de e:, ha quedado pr-oscri ta de nuestro derecho 

jurídica-positiva, quedando únicamente como un funesta 

antecedente en la historia del Cons~itucionalisr.io nacional. 
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(Nuevo Regiaen de 

Servidores Públicos) 

Responsabilidades de loa 

En el aílo de 1982, el ~arco jurídico del regimcn 

de responsabilidades de los servidores públicos fue analizada 

a fondo y en forma, junto con otros importantes rubros 

o materias, durante lR intensa consulta po:1ular, llevad,\ 

a cabo en la campaña que para alcanzar la primera magistra­

tura del país 1 desarrolló el licenciado Miguel de la Madrid, 

al recoger como un ingente reclamo del pueblo la necesidad 

:¡ urgencia tanto de instrumentar medios adecuados, como 

de poner en práctica cuantas medidati' fuesen ,,ecesarias. 

para el eficiente y honesto 

la nación, f!n de combatir 

d16 origen a una de las siete 

manejo de los recursos de 

la corrupci6n. Este hecho 

tesis fundamentales propues-

tas por el candidato: la de "Renovación Moral de la Socie­

dad11. 

?udo cor.statarse así que el sus':'en-:o lecal de las 

responsabilidades, especialmente en lo conc"!rniente a 

las de carácter político y las Ge naturaleza penal, resul-

taba desarticulacio impreciso, propiciando la realiza-

ción de conductas inmorales e ilícitas por ello lesivas 

a los valores éticos de la colectividad nacional. 

De ec:;ta guir;a, une\ dP. las principales acciones orde­

nadas por el licenciado Miguel de lu .·.:;¡drjcJ 1 ya ~n ejerci­

cio del cnr,-:!O de presidente constitucional de los Estados 

Unidos ;.1éxicanos, par'1 el cual fue electo, consisti6 t'!O 

adecuar el orden nornativo del país esas exigencias 

y r"éq1Jer"imicntos de carácter popular, ~abiendo suraido 

así, lo que con acierto se denominó el ''marco leeislativo 

para el cambio''· 
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En el esquema de ea te marco legislativo destaca por 

su importancia, la actualización del regimen de responsa­

bilidades de los funcionarios y empleados públicos, verdade­

ro inicio de la integración del derecho disciplinario 

del Estado. 

Al ju~tificar la necesidad y urgencia de introducir 

una modificación integral y de raíz al Título Cuarto ConGti­

tucional, textualmente se enfatizó que "las le¡ es vigentes 

han sido desbordadas por la realización que la conciencia 

nacional exige erradicar. Si la renovación moral que 

ordena el pueblo de México ha de cumplirse hay que empezar 

renovando las leyes e instituciones que tutelan la reali­

zaci6n de nuestros valores nacionales ... 11 (246) 

También se afirmó: "Hay que establecer las normas 

que obliguen con efectividad al servidor público con la 

sociedad, para que sus obligaciones no se disuelvan; 

para que el comportamiento honrado pr~vnlezca. Se necesitan 

bases nuevas por las que la sociedad recurr'a al derecho 

'J no se vea forzada a quebrantarlo para obtener del gobierno 

lo que en justicia le corresponde 1 para que los recur-sos 

económicos nacionales aumenten el bienestar del pueblo.''(247] 

'l en referencia concreta a la Hesponsahilidad Política 

se jlUntualiz6 que "El crecimiento económico sociul h<i. 

obligado la eY.pansió:i no s6lo del gobierno sino ta;--.bién 

de las actividades del Estado, 

(2.:;Q) 11 E:xposici6n de -.otivos de ln iniciati'Ja presidencial de r-t:fonr.a:> 
y adiciones al titulo Cuqrto Constitucional", en "Hevistu de 
Administración ?ública 11

, Nos.57-58, enero-juniO de 19B<'l, Eaiciones 
lNAP, México 1 D.F. 1 1984. P.168. 

(2•7) Ibiaem. 
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de servidores públicos cuya conducta ea susceptible de 

responsabilidad política, pero que ella no está reconocida 

por nuestr-o ordenamiento Constitucional. El dinamismo 

en la evolución de la sociedad hace irrazonable ~reveer 

casuística11ente, a nivel constitucionol, los cargos públicos 

que puedan comportar responsabilidad política, además 

de los que establecen los términos vigentes de ln Constitu-

ci6n. La actualización de estas responsabilidades de 

acuerdo con el desarrollo del país, con la evolución del 

Estado y con la:; der:iandas políticas del pueblo correspon­

de al poder legislativo Constituído 11
• (248) 

Esta acción legislativa tuvo su enfoque en las siguien­

tes cuatro etapas, que citamos en orden de inportancia: 

a) Modificaciones, reformas y adiciones n la :onstitu-

ci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas 

en el Diario Oficial de la Federac i6n de 28 de ::' iciembre 

de 1982. 

En esta fase conviene destacar que se rcfor-.ó total­

mente el Título Cuarto, y además se introdujeron reforma~ 

a varios preceptos de la Consl"ituci6:; para a-jecuarlos 

los términos actuales de este título, saber dicha 

reforma operó sobre los artículo~ 22, 7? fracción IV, 

base 4o"I 74 fracción V, 7'5 fracción VII:, 9.c, 97, 127 

Y 134 de la Constitución Pal [tica rle los Est.advs Unidos 

Mexicanos. 

b} f..<pedicl5n de ur.a nuc•:a Ley ft?der<.!l rle ?espons=.i-

bilidadcs de los Servidores Públicos difundiJa en el Diario 

Oficial de la Federación ele 31 de D1.:.1embre de 1382, que 

abrogó la Ley de Ruspon~abilidades de los FunGionarios 

(248) Idem, p.169. 
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y Empleados de la Federación 1 del Oistri to Federal y de 

los Altos· F.unciOnarios de los Estados, que había sido 

edi·tada en· e'1· DiáriO' Oficial de 4 de Enero de 1980. 

e) R~fornias al Cc?digo Penal para el Distrito Federal 

en mil te ria cOmún y 

ral, i::liv.ulgadas en 

1983. 

para 

el 

toda la Repú!llica en 

Diario Oficial de 

materia fede­

de Enero de 

En este -punto debe hacerse notar también que el Título 

Décimo de este -Código, que actualmente se denomina "delitos 

por a~rvidores públicos 11
, se reformó totalmente. 

d) nt?{ormas a los artículos 1915 y 2116, y adición 

de un artículo 1916.,..Bis. al Código Civil para el Distrito 

Federal en materia común y para toda la República en materia 

federal, publicados en el Diario Oficial de 31 de Diciembre 

de 1982. 

Como ya quedó anotado, el Título Cuarto de la Consti­

tución Política fue objeto de una r-e:orma inteeral, tanto 

más requerida cuanto que de 1917 a 1982, a -nás de sesenta 

años de vigencia y en un país en pleno y creciente desarro­

llo, sólo había siclo modificado uno de sus µrecep:os, 

ello de manera inco:.ipren:siblem~;i'..e ne~ativa parn ln 

reeulaci6n de procedir:ientos de :t.1Jy rer.1ota aplic;1r:ión. 

Fue de esta ~anera como la ~~formn Constilucionol 

de 82, introclujo el derecho positivo el nuAvo regi~en 

_de responsabi li j,1d~3 ':le los s.ervL4ores púhl ices, cuyo 

marco jurídico fundanental quedó prescrit.o en los artículos 

108 a 114 del Código Fundamental, cuyos términos :·.)drán 

consultarse en el correspondiente anexo de este LrnJajo. 
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V· 5 !!!-~~l-2.:!!!!!E!! _ _!!!:_.J!!!!E~~!!!!!!!~!~-~~-_!~!_l?~!:~!= 

~~~~!-~~~!!~~!-~~-!~~g~= 

ordenamiento reglamentario del referido Título 

Cuarto Constitucional lo constituye la ''Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos" cuya inicia­

tiva fue propuesta por el ?residente ~iguel de la Madrid 

Hurtado, destacándose en la exposición de motivos corres­

pondiente los siguientes preceptos: "En un Estado de Derecho 

el ámbito de acción de los poderes públicos está determinado 

por la ley, y los agentea estatales responden ante ésta 

por el uso de las facultades que expresamente ee les con-

fiere. La irresponsabilidad del servidor público genera 

ilegalidad, inmorali~ad social y corrupclón; su irreapon­

sabilidad erosiona el Estado de Derecho y actúa contra 

la democracia, sistema político que nos l1emos dado los 

mexlcanos. 

El Estado de Derecho exi~e que los servidores públicos 

sean responsables. Su responsabilidad no se da en la 

realidad cuando las oblir,nciones son meramente declarativas, 

cuando no son exigibles, cuando hay ir:ipunidad, o cuando 

las sancior.es por Su incumplimiento son inadecuadas. 

Tampoco hay responsabilidad cuan(lo el afectado no !1uede 

exigir fácil, rr§ctica e:-icnzr.ie:--.t.;: el c1ir:ipli·--iento (Je 

las obligaciones de los servido1·es pGblicos. 

La .-cr.o·:r.r:ión l""or<1l •.JC la sociedad exit'-º ~n esfue?·zo 

constante ¡:ior abrir y eren:-' todas las facilidades inst::it11cio­

nales pnr;:. que los afectados por actos ilíc. t-o:..; o arUi Lr·a-

rios puedan hacer vnler sus Derechos. Sl regirnen vieente 

de responsaUilidudes de lo.:; servidores Pú!JlicoG debe reno­

varse para cunplir sus o~jetivos en un EstaliO de Dere-
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cho 11
• (24:?) 

En otro rengl6n de dicha exposición de motivos se 

afirma: "Esta iniciativa propone reglamentar dicha propuesta 

de reformas constitucionales fin de que los servidores 

públicos se co~po~ten con honradez, lealtad, imparciali­

dad, economía y eficacia. Define las obligaciones políticas 

y administrativas de los servidores públicos, las respon­

sabilidades en que incurren por su incumpli~iento, los 

medios para identificarlo y las sanciones y procedimientos 

para pr.evenirlo y corregirlo. 

La Legislación vigente establece un juicio de carác­

ter político para quienes tienen responsabilidad por el 

~esp~~ho de intereses públicos fundamentales. Pero hay 

_una laguna- lec;islativa respecto a 

debe seguir todo servidor público 

las obligaciones que 

frente a la sociedad 

y el ·Estado, así como respecto a las responsabilidades 

por su incumplimiento, y las sa:i.ciones y los procedimien­

tos administra~ivQs para aplicarlas''· (250) 

Precisadas estas significativas ideas que apuntala­

ron la iniciativa de la ley que comentamos, juzeamos opor­

tuno pasar a referirnos al contenido, propiamente dicho, 

de tal orJ~narnien'.::.o. 

En primer término, de~c10s indica~ que el cuerpo 

dispositivo que nos csta~os refiriendo, se encuentra 

dividido en cuat!"o Títulos; el primero de ellos dest.inado 

a las di:;posicio:ies de carác•er- 1~enerol; '.!l Tí".'Jlo se¿undo 

~24'.J) ":'.xposició:'l a~ ·.:at.i·1os de la Iniciativa j'"? Le:r ?cdr.rnl ~e f?r.spom;n-

bilidaden de los Servidores Públicos" en "Revista de f..dminis~rución 

Pú~lic;i" Ob.Cit. p.177. 

(250) Ibídem, 
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está integrndo por las disposiciones reguladoras de los 

procedimientos de juicio político y declaración de proce-

dencia. El tercero está dedicado a las responsatilidades 

administrativas el :'ítulo Cuarto a la materia Ce ree,is-

~ro patrimonial de los servidores pú~licos. 

En materia de Responsabilidades Políticas, se desa­

rrollan en la ley los principios definidos por el Título 

Cuarto de la Constitución en donde claramente se estable­

cen cuales son las conductas c¡ue afectan los intereses 

públicos fundamentales su buen despacho, indicando, 

asimismo 1 las sanciones correspondientes que, por lo tanto, 

también son políticas (destitución o inhabilitación). 

La Ley regula los diferentes tipos de reapc:-isabilidad 

en el servicio público, habiéndose suprimido la ::;istinci6n 

de los altos funcionarios empleados públicos, substitu-

yéndose, cor.io oportunamente lo hemos indicado por la expre-

si6n "Servidores Públicos". A pesar de lo cua.l, :a respon-

sabilioad en que pueden incurrir éstos, es diferente, 

atendiendo a la imporLancia de su jerarquía pues en este 

sentido podemos i~aelnarno~ una figura pira~idal en cuya 

base se encuentren todos los servidores públicos sujetos 

a responsabilidad adninlstrativa, en un estratc superior 

la sujeción responsanilidad ?enal, con 13 ~odalidad 

del p:-ocedi!:'liento de "declaración de proccde:-.c:.~" para 

aquellos que r.etentan fuero y, en la cúspide, quienes 

~e encuentran sujeto~, podríar:.os decir, una !"'esponsa-

bilidad por triplic'!do, es Ucci:", adr.irlic;trr;tiva, penal 

y política. 

Por lo que respect21 al juicio polític..J, -.anteniao 

en la ley, se sigue el procedir.iiento bicameral, correspon-

dién<lole 

acusación 

de Sentencia. 

la Cámara de DiputaJos acLuar como órgano de 

a la Cámara de Senadores fungir co:no jurado 
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El Articulo ?o. de este ordenamiento, establece las 

causales de juicio político, entre las que destacan por 

su novedad, las violaciones sistemáticas graves a los 

planes, programas y presupuestos de la administración 

pública federal o del Distrito Federal, y a las leyes 

que determinen el manejo de los recursos económicos federa­

les J de Distrito Federal. 

En cuanto la declaración de procedencia se observu 

su carácter unicamnral, conocif!ndo de la misma tan sólo 

la Cámara de Diputados, .fín de que sea expedita, toda 

vez que no tiene carácter jurisdiccional, pues no resuelve 

el fondo de la cuestión planteada, sino que, sin prejuzgar, 

remueve un obstáculo como requisito de procebilidad para 

el ejercicio de la acción penal en contra del presunto 

responsable. 

Una verdadera innovación introducida por este marco 

legislativo es la que se refiere la responsabilidad 

administrativa de los servidore!j ¡:>Ú!Jlicos que todas 

luces hacía falta en nuesl:·a lcci~laci6n. 

El o~je~ivo fundamenthl es establecer clnranente 

''las bases de la rcsponsabilida1l admi~istrativa la que 

se incurre no1· HCto:; u omisiones que afecten los criterios 

de legalidad, honradez, y pa:·cial.idaC., economía y eficacin, 

que or:entan ~ la a<l~1nisLrHci6n p~~lic~ federal y pnrantizon 

el buen serv.'...cio pú~lico". (25li 

Las responsa~}il id2.des adrninistrntivas non aut6no~as 

del procediniento polí!:ico del penal, dándole al presunto 

(251) Idem, p. 178. 
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responsable las garan~.iae constitucionales consignaaae 

en loe· artículo.a 14 y 16. 

/\de"m~s·, y punto importante es que se permite una 

vía eXpédita para sancionar las faltas administrativas, 

independientemente de que puedan ser sancionadas penalmente, 

pert? queda claramente establecido que no se podrá castigar 

dos veces la misma conducta con sanciones de la misma 

naturaleza. 

Todo el Título Tercero de esta Ley eGtá destinado 

a las responsabilidades administrativas y el Primer Ca­

pítulo se refiere espcciÍicamente a lo que podríamos consi­

derar el catálogo de obligaciones o el código de conducta 

al cual deben sujetarse todos los servidores públicos. 

Este hecho, en nuestro concepto, es uno de los máo nrnndes 

avances no solo en la legislación mexicana sino en la 

legislación mundial en mnteria de responsnbilidndes en 

el servicio público, pues claramente d~t·ine cuales son 

las conductas las que dehen sujetarse los servidores 

p6blicos en el desempe~o de su empleo, careo o comisión. 

Con el objeto de transparentoJÍ' ln acción en el servicio 

público, se instrumenta también por esta ley de responsabi­

lidades, la oportunidad de gue los ciudadnnos o incluso 

los propios scrvic!orc::: público::;, puct.:cin qucja.:-:::;e cuando 

se violen las obligacione~ o las conductas marcada~ en 

elln. Euto último hace través de lns oficinas de 

quejas y denuncias que se estnblecen en tod'1s las dependen­

cias y entidades, y en las que cualquier cuidadano puede 

presentar su quej3 o denuncin efecto de que la misma 

sea investigada y en su caso, se sancione al servidor 

público que haya incunplido sus obligaciones. 

El Artículo 47 de la Ley es el que define en sus 

22 fracciones, dichas obligaciones de los servidores públi-
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cos, constituyendo así un-Código de conducta. Finalmente, el 

Título Cuarto de la Ley se refiere al registro patrimonial 

de los servidores públicos, lo cual nos obliga n comentar 

que, si bien dicho registro e>:ist!a en la legislnc .. ón 

anterior, ahora se le da un nuevo impulso, con olijcto 

de modernizarlo • .Sn primer lugar se evi'.:a l..\ innecesaria 

obligación para el total de los servido~es pal:licos de 

presentar su dec 1arae16n de situación patrimonial, lo 

cual hacía que dicho registro resultara frar.camentc inmnne-

jable. Ahora s6lo deber&n presentar tal ~eclaraci6n los 

servidores públicos que por la importancia del cargo, 

toman decisiones no tan sólo econ6r:iicas, 5ino también 

administrativas. es decir, desde el nivel de :efe oe Departa­

mento hasta llegar al de Presidente ele :a RepGbl1ca y 

cargos similares en la administración pGblica ~araestntal, 

Asimi::;l'lo, se establece la obliga.c~ó:i de presentar 

anualml?nte, durnnte el r.ics de mayo, un cs.~ado de modifica­

ción patrinonial con el objeto de que la autoridad correspon­

diente ;1uet:~ en cualquier r:1or.1er.:.o hacer- !as verificdcionen 

pertinentes. 

En su~a, el objetivo busca~o con es~a moderniznción 

de la declnrnciór. de si tu.ación _patri;;o:iial, es que pase 

de !:>Cr t..11 a:·chivo "'luerto conve:-lirse ·..i~ instrur.e:-.:o 

ver<ladera~ente preventivo en cont:-a la corcupc:.ón, 

Y que a l<... \'ez co;i-lyuve en l<l ;it?rsocuci'5:-. -::'.f:: nu1:•Jo ti·~l~to 

'.;e ·~nriquc:ir:i_ento ilícito, que subs~:": ::e lo laguna 

que exi~3tÍa cor.o la falta adminir,t!"''ltiva e:.- "r:r1riqueci:-iiento 

inexplicable'' , que contemplaba la an~eric: l~¿i~laci6n. 
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Las causas que por disposici6n de la Ley Suprema 

pueden originar o ~otivar la iniciaci6n del procedimiento 

del Juicio ~o lítico, no son las mismas para todos los 

Servidores ?úblicos que se encuentran circunscritos 

la responsabilidad de naturaleza política. 

Efectivamente, según lo precepua~o por la Fracci6n 

del Artículo 109 constitucional, oe impondrán mediante 

juicio político las sanciones indicadas en el Artículo 

110 (de la propia constitución) a los servidores públicos 

sefialados en el mismo precepto, cuando en el ejercicio 

de sus funciones incurran en ~~!~~-~-~~l~!~~~2--5~~-~~~~~~~~ 

~~--E!!J~!E!~--~~--l~!--!~!~~~~~~--EQ~!!S~~--f~~2~~~~!~!~~--~ 
~~~!~-~~~~-~~~E~~~2· 

Sin embs.:-30, al consultar lo previsto por el Artículo 

110 Constitucional observaros que dicho prece?to además 

de establece:- en su párr;lfo primero la e~·J~cración d~ 

aquellos <:.>ervidores ;:iú':Jlicos que se tinllan ~;ujet.os a juicio 

político <le confo~midad con la prevrnc16n del Art[culc 

109 1 es deci:- por actos u ordsi.oncs (1Ue aft!Cten al interés 

pOblico fundamental a su buen deatJacho, dispon~ en SI..! 

párrafo seeundo la proc~dencia del n:."'Ui') ¡oroce::li'7licnto 

{juicio ;:iolítico), por v1olacione:-, r,rave:_; a ln constitución 

y las Leyes Federales cuando éstas ';ea'.! coM··!tidas ¡:or 

r:s ta tales' Diputados :~.a;:: is trados d·~ 

los Tribunal~s Superinres da J1.~ti~i~ :.ocales. 

Es decir Qlle la ~ey Fundamental ha estoblecido 

en su texto vieente dos ciistintoo tipos d.: caus:Jles del 

juicio político, según se trate de la calidad del servidor 

público presuntamente responsable políticame11le. 
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a. El Interás Público Fundamental. y su buen Despacho.-

Bajo este sofisticado rubro la ley reglamentaria 

del T[tulo Cuarto ConstituciOnal·, establece en su numeral 

sexto la procedencia del juicio político, en contra de 

los servidores públicos aludidos por el primer párrafo 

del Artículo 110 de la Constitución General de la República. 

Particularizando el Artículo Séptimo de la misma ley, 

que "Redundan en perjuicio de los intereses públicos fu:;da­

mentales y de su buen despacho: 

l. El ataque a las instituciones democráticas¡ 

11. El ataq'ue a la forma de gobierno republicano, 

represe~t~~i~o y _f~deral; 

III. Las violaciones graves y sistemáticas a las 

garantías individ~ales o sociales¡ 

IV. -El ataque a la libertad de sufragio; 

V. ~a usurpación de atribuciones; 

VI. Cualquier infracción la constitución o 1 as 

leyes feCcrales cunndo cause perjuicios _¡:,raves a la federa­

c"i6n a uno o varios Estados de ln 'Tlisna o a las sociedad, 

o motive alg~n trastorno en el funclonnmiento normal de 

las insti~uciones; 

VII. Las or.iisiones de carácter- grave en los término::; 

de la fr·acción ant~rior y: 

VII:, Las violaciones siste~iticas graves los 

plan~s1 presu~ue;,tos ce la f,dministració:'l 

Pública Fed~ral del llistrito Feder~l J' 

determinen el manejo de los recursos ecor.ómicos federdle~ 

y del Dls!rito Feder3l''. (252} 

(252) "Ley Federal de ne·~ponsabilidades de los Servidores Públicos",D.O.F. 
31 oe diciembre de :9E2. 
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La enumeración de estos supuestos, como caU$BS generado­

ras de juicio político tiene amplios antecedentes en nuestra 

historia legislativa en materia de responsabilidades. 

En orden reg.resivo, es de observarse que la l.ey de Responsa­

bilidades de 1980 estableció en su Artículo 3ª, que los 

delitos oficiales de los funciona~ios o empleados de la 

F'ederaci6n o del Distrito Federal son lo,::; actos u omisiones, 

cometidos durante su encargo o con motivo del mismo que 

redunden e:l perjuicio de los in teréses públicos y del 

buen despacho, excepto cuando dichos actos u omisiones 

estén tipificados como delitos comúnes en el Código Penal 

o ,en otra Ley 4 Nótese que es en este párrafo donde se 

pone de manifiesto la clefinici6n de que un delito oficial 

es - aquel _que redunda en perjuicio del interés público 

y-del buen despacho 1 se~alándose- expresamente como tales: 

1•1. El ata~ue a las instituciones democráticas; 

II. El ataque a la forma de gobierno 

representativo federal¡ 

III. El aLaque a la libertad de sufragio; 

IV. La usurpaci6n de atribuciones¡ 

republicano, 

V. Cualc;.uier infracción a la con5títuci6n y a las 

leyes federales, cuando causen perjuicios graves l~ 

federa.ció a uno o va!'ios Estados de la ::dsma o motiver. 

algún trest:irno en ~l funcionamie:ito no:---al Je las institu­

cioiles; 

VI. Las omisione!i Lle carácter grave, en lo·" térmtnos 

de la fracción anterior; 

VII. :::n nene:-al 1 lo;; der.;~.-; ectos omisi zne>' qu•. 

re .. unclen en p0rjuicio de los intereses pGblicos y del 

buen rlespac:-.o sier;ipre que no tengan Cá!'ácter delictu:-;.-:. 

conforme a otra disposición le;;:a.l que los c1efina .:·.1'"º 

delitos cor:iu~.es". (2S3) 

(253_)_íi'LCy-·;iC-?eSPOñ~abilidade5 de los Funcionarios y i;-mpleados de la Fe;­
der.<.ici6n,del !Jü;trito fe<.J.e:r3l y de los Altos ?uncionarios .Je los 
~· O.G.F'. de~\ de enero de 1980. 
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Por su parte, la Ley de Responsabilidades de 1940 

enunciaba su Título Segundo como: ''De los delitos y faltas 

oficiales", particularizando en su Artículo 13, que ''son 

delitos oficiales do los altos funcionarios de la federaclón: 

I. El ataque a las instituciones democráticas¡ 

!I. El ataque a la forma de gobierno republicano, 

representativo federal¡ 

III. El ataque a la libertad de sufragio; 

IV. La usurpación de atribuciones¡ 

V. La violaci6n de garantíns individuales; 

VI. Cualquier infracción a la Constitución o las 

Leyes Federales, cuando causen perjuicios graves a la 

federación o a uno o varios Estados de la misma, o motiven 

algún trastorno en el 

ci(rnes;-

funcionamiento normal de las insti tu-

VII. Las or.iisiones de carácter grave, en los térr.iinos 

de la fracción anterior". (254) 

. Erl cuÍtnto a ·1a Le:¡ de Responsabilidades de 6 de junio 

do 1896, es de señalarse que en ninguna parte de su articu­

lado describe cuales actos u omisio:ies son los que podía:i 

reputarse como delitos oficiales. Sin ¿~~argo, ~u an:ccesora, 

es decir la ley so~1re :!elitos oficiales de 3 de noviembre 

de 1070, si clefl:dó con precisión los delitos considerados 

oficiales 1 haciéndolos consistir cr. Retos det·~rminador:; 

tales cor.io: "E P ataque las inst~~u~iones d~~ocr5tica~; 

a la forma tle .~o·:iierno republicano, :--ep:-csenta:.ivo '.'cderal; 

a le libertaJ ".1~ sufr'l,~io, la <.tsur;ia:.: '..6:i G~ atribuciones; 

inf:-a.::.cién de l;-1 ::o~.st.it.ucíón <le las leye3 feJcr3l~s, 

que revistiera c<..lr/icu~r ~e l!ravcdat!". 1 ;'55) 

(254) "Ley de P.esponsabilidnrlC:.i de los Fu:icionarios y Empleados de 
l<! Federación, del Distr-ito y ~lerritor:..os ;Cderale:> y de los t.l:...os 
Funcionarios de los Estados",~}.0.F, de 21 de febrero de 19'1'J. 

(255) "Ley Orgánica del Ar'Lículo 103 de la Constilución,sobre Delitos 
Oficiales de los Al toLl Funcionarios Ce la Fcde.-nciÓn", D.O.F., 3 
de noviembre de 187 
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De esta forma si confrontamos las causales de responsa­

bilidad oficial previstas en las anteriores leyes de respon­

sabilidad, con las que actualmente prevce nuestra vigente 

ley de la r:iatcria, pa:-a la iniciación de juicio político, 

podemos apreciar que su contenido esencial no ha variado 

mayormente y en algunos casos su inclusión en el actual 

texto legal ha sido literal transcrlpci6n de los ordenamien­

tos precedentes. 

Es interesante destacar que lo especial del procc~!~ien­

to político cobra mayor relevancia en lo atinente a las 

causas de su instauración que como hemos citudo, actualmente 

se contemplan por el Ai·tículo Séptimo de la Ley de Respo!::>a­

bilidades y que esencialmente coinciden con las conductas 

que antiguamente eran denol1'iandas "Delitos Oficiales". 

En efecto, tratándose del juicio político, podemos observar 

que el legislador hizo un lado el "tlullum Crinen Sine 

Lege''• o sea el establecimiento de tif)os penales específicos 

definidos¡ para dar paso a un cnlálogo de actos 'J o:iiisioncs 

que pueden re<luncar P.i, perjuicio de los intere:Jf?S público~ 

fundamenta les su buen despacho, actos u omisiones cuya 

de!lcripción es genérica, desleída., va¿a por lo mis1:10, 

amplísi!:'la en su concreción fáctica, sujeta a la .intcrµrc­

tación "caprichosa" del juzgador que lo es en e::¡~e cnso 

el Co~greso rle l~ Unión. 

Esta últirr,a afirnación, ciertamente encuentro :-u:;¡1aldo 

en ln realitiad jurídica de nuestro de:-~cho posit-vo, pues 

textualncn:e la par:e final del pro~io A~t[culo S~ptlmo 

dice: ''!l :oncreso de la Unión, val~r~:·5 la cx!~tencia 

:¡ eraveda,. de los actos u omi5iones a q:J(~ ac refie:·e t"!Stc 

artículo. ;uando a.'.iu-::llos tengan c:1.r8.c'.·~r deli;::uvso 

fornulará la declaración de proce<!encin que alude la 

presente ley y se cslart'i a lo dispuesto por la Legislaci6n 

Penal'', (2:.6) 

(25G) "Ley Federal de Responsabilidades de. les Servido!'"es :'úblicos'', 
D.O.F., 31 tle diciembre de 1~82. 
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Lo preceptuado por este artículo, en cuanto nl juicio 

político se refiere, pone de relieve su dife~encia con 

el de naturaleza penal y precisa hasta donde llega la 

responsabilidad pol!tica y donde comienza la penal. 

Afir"mamos que los actos y omisiones a que alude el 

numeral Séptimo de la Ley, co1r10 causales de Juicio Polí.tico 1 

no constituyen delitos propiamente dichos y por lo tanto 

escapan a las reglas de la tipicidad penal. Sin embargo, 

todas esas conductas omisiones, pudieramos decir que 

tienen como denominador común la preservaci6n de los intere­

ses públicos fundam~ntales y su buen despacho. Es tlec.:ir 

que en estos supuestos el bien jurídico tutelado es el 

interés público y su buen despacho. 

En este sentido, cabria precisar qué se entiende 

por interés público. Al efecto, hacemos no~ar que se trata 

de un término co:n.puesto por dos vocablos: interés 1 áel 

latin ''interessc'' 

público tanbién 

que 

del 

significa ''lo que 

latín ''publicus'' 

ir.i¡.Jor1_an•"e" 

se refiere 

"aquello que pertenece al pueblo 11
, es decir, que al 

unir conveniente~ente ambas connotaciones obtcndrer:ios 

cor.;o resultadc que el té:--r.iino "interés público" cxrre.snn 

aquello que tiene importancia para el pue':.ilo en gcne¡~.:;1, 

o sea !~-g~~-!~e~r!=_!!_e~~~!~· 

Es necesario subrayar .:Lin los neto~ omi:;iones qe 

los servidor~~ ;iúnl icos de alta jcra?"quía que sean co:.re~icl.--::s 

en i::-1 ~jP.rcicio Je !;us funciones y que redunaen e:- perj1_¡~cio 

-de -los intert~5es :-;iú,..,li•:as fundamentales o :J.e '~ ... ~ ~~r1 .-:espac:1ci 

son infraccio~es ·ie car~c~er polrttco q~~ 

cie la precisión y objetiviCad car.:icteris~. ica de los tipos 

pen:.iles, se distineuen por su vaguedad e imprecisión y 

cuya tipificación depende en buena ::iedida, de los c:-it..erios 

imperar.tes entre los miembros de las Cáma:-as c1cl Con;::re~o 

de la Unión. 
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De este moco, la. ambiguedad en la definición de las. 

conductas enumeradaa por el Artículo S~¡itimo de la vigente 

Ley de Responsabilidades como causales de juicio político, 

representan en puridad jurídica un serio proble~a para 

legiti~ar la viabilidad de dicho procedimiento. 

Efectlvarnen.te, si en resumen será el Cone:-eso de 

la !Jnión el único que en conciencia criterio propio 

dete~minará la existencia y gravedad del acto u omisión 

que lesione el interéti público fundamental o su buen despa­

cho, la enumeración de las fórmulas genéricas que ;:resumi­

bler.iente tutelan ese bien jurídico, no sinnifica de :'linguna 

manera la seguridad jurídica del inculpado, pues resulta 

evidente que en la realidad política de nuestro tiempo 

y considerando el control parti<lista que de hecf,') exiatc 

en ambas Cámaras del Congreso, llegado el caso éstas e~itirán 

su dictámen de acuerdo con la ''consiena políti~a•• que 

les instruya el óre,ano político-partidista a que pe;-::enecen 

mayoritariamenl~ sus miembros. 

También claro que al existir no~orie ir:~ecisión 

conceptual en las causales l~C juicio político, se afecta 

gravemente el espíritu democ:-ático de la "Acción ?e.pu lar", 

cene; instrumento de control sobre la actuación Cf: los 

ser•:ijorcs públicos n3.:.~ repres~.!ntativos Je nuestro siste~a 

político. E_llo es así, si ater.cier.os o. que el últ:irc. >árr-a:-~i 

del Artículo 1S9 :onslitucional al establecer l~ nor~a::vi<lnri 

ope:-a~iva Ce d!.c~.a figura, exiee la. más e!.ltricta re~;:on::;ahi­

lidaci y la presentación de elementos de prueba ;;o:- p~i"rtc 

del ciud.:idano ~uc p:-etendo. formula:- d~nuncla <:l~t~ ·:á-·.:1!"'·· 

de Jipu~odos <.iel Conr,reso de la Uni6:1 soDre a:;ucllo.o ::c-=:ho:; 

quf.! eventualr.1ente pucli.in ~ar ori 1 ~cn al proce,ji~>i.~nto de 

ju:.cio pol{ti\.'.:i, entre otros, lo cual ~acc de r.u:r· re :ut:1 

concreción fática la presentaci6n de este ti¡io de denu~cia:;. 
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Dicho con otras palabras, la ambiguedad que se aprecia 

en las causo les de juicio poli tlco 1 las convierte en impro­

bables, es decir en indemostrables para el ciudadano común 

y corriente, en quien recaerá la totalidad de la care,o 

de la prueba, en los términos prescritos por el artículo 

109 constitucional (para el muy remoto caso de que se 

presente la denuncia correspondiente). 

Con apoyo en las anteriores reflexiones, podemos 

concluir que merced a la señalada imprecisión de las conduc­

tas que dan origen al juicio político así como a su libre 

interpretación ¡ valorización por parte de los conf~resistas, 

es que el pr-ocedimicnto de rcfer~nc ia se presenta en nuestra 

realidaü jur !dico-pol í tic a como un in::; tru,-:cn to para remover 

o inhabilitar servidores públicos de alta jerarquía, 

por razones de índole política encubiertas de legalidad 

al areumentarse la incompetencia, negligencia, arbitrarie­

dad o des:lonestlJad de los sujeto3 enjuiciados. 

En cstr sen~ida 

de juicio político 

µcsar de que el procedimiento 

ent:ucn~ra aju•;tar.u a las ga:-'1ntías 

que C0'.1sac!"a el Artículo lG Constitucio:.al, po:· su :.att..ra­

leza m.:i.ter.!.al:,ente jur-Lsdiccion<il, EISÍ co~o a los ;)rincipios 

procesales de expcditez, i":lparcia.liüad. ¡ auJi·~:ici<:i, conside-

ra;ios poco pr(1::i.1!1!!;> :1>.!'! el s·~rvidor pú'.Jlico contra ~uien 

p1 .. 0iera iniciarse c::;te: p:-ocedimicnto, r.~..,~.ltc ai"osanu11·:e 

lih1·a.do d~ ser rles':'ituido Je st1 c;:¡r¿".l in:1ahil itaCo para 

ocupúr o~rc., soh!"'! ~~odo, !Ji c:;a mc-Ji.1:Ll. pr;lítica <.:!G ciec!.ditia 

rlc ante;iano por el erupo 1:io'oc;nnn':e y únicamente se p1'elcr1J.r.;. 

le~itinarla a través ~~! juicio político. 
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b Su Analogía con loa anteriores Delitos Oficiales.-

Revisando los diversos procedentes de naturaleza 

constitucional y legal que han tenido vig~~ci3 normativa 

en materia de respo:-isabilidades de lo!; ahora llamados 

11 servidores públicos" 1 hemos podido apreciür que los acto::;. 

y omisiones que redundan en perjuicio de los in~ereses 

pdblicos fundamen~ales y de su buen despacho, es decir, 

las actuale~ causales de juicio político, tienen su fuente 

analógica más significativa e inmediata en lo ;Jreceptuado 

por el artículo 3º de la Ley de Responsabllid?.Ces de 1979. 

Efectivamente, dicho precepto lena l, con carácter 

enunciativo hace una enumeración de aquellas conductas 

(todas ellas ele naturaleza política) 1 que eventuolmente 

pueden configurar un delito oficial¡ ataque las institu-

e iones democráticas, violaciones era ves la constitución, 

ataque a la libertad <le sufrap,io, violación sistemática 

las bar8nt:ías individuáles, usur¡)ació:1 ce :unciones, 

varias l'lás. ?ero lo nás inportanle ':!~• que precisa el 

concept~ cene~al de que los delitos oficiales so~ todos 

los ac~.os u or.iisiones en ~Jerjuicia de 10::; i::tc::-eses públicos 

y del buen despacho, no definidos como delitos comune~, 

en otrns l~ycs. Es importante destacar, 1ue e~te tipo 

de conduc:as ;.;.'Jtor-i:-c1ba al '.:en .. ido, tratándose de los altos 

funcionarios 

fu.1ciona!"l.:.J, 

al Jurado pnpul~r- respecto a los demás 

ri ~ ~. ': i t; 'J i. !" 1 () ·~ in~abilitarlos de cinco 

r.ic~· a:=o:J ¡;ar..i ocupar otro CdSO res.ultar 

responsnbl~s ~~ el p1·occ1li~ier1to corrcspondient~. 

Fue e.:, te ;:rcc~¡ito, <.ica'.Jado de citar, el que introdujo 

claridad ul si~tena d& res¡1on~~bilida<leu e~ el Derecho 

f.;c.·:icanc, <.lCJando tot alner.tc claro que los hechos u 0::1i­

siones que pa:·a tocios los funcionario!5 fcJeralt?s y nuy 

cspecialr:1cnte para lo~ al los funcionarios eran delito!; 
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oficialoa, no comprendían los consignados en los códiuos 

panales, sino todos aquellos que dañaran al interés público 

juicio de ln mayoría de los r.iiemhros de la Cámara de 

Diputados, formular la acusación, de los dos ter-e ios 

de los miembros del Senado al actuar cor.io gran jurado. ( 257} 

En eate sentido es interesante señalar aleunos aspectos 

sobre la naturaleza jurídica de los ''delitos oficialeo'' 

a que se refería la Ley de Responsabilidades de 1940. 

Al decir del maestro González Oropczo, esta Ley de 

Responsabilidades "provocaba confusiones entre la naturaleza 

de los dcli tes oficiales ;¡ comunes. Oc esta nanera la 

Ley de 1940 era una ley de índole penal que tipificaba 

delitos cualificóndoloa en razón o~l sujeto aclivo. En 

el caso de los diputados Pedro Téllez Vargas, Carlos Madrazo 

Sacramento Joffre de 1945, ne dictnminó por la r;ección 

instructora del Gran Jurarlo r¡uc, n pesa~ de que una conducta 

estuviera tipifica1 1 a en ln Ley d~ Hcsponsnbilidadcs 

por ese solo hecho se de~ía con!iiriarar cona un Jel1:0 

oficial y prosenuirse en con~ccue~~ia, un juicio µolí-

tico". (253) 

a que debían entenderse po:~ delitos oficiales: "Los riue 

coaete el funcionario o empleado r'úblico, rel:!~ton;ido:.; 

directa~~nte con la funcidn inherente al cargo que n~Gernr•iifa, 

_d~. r.ioGo q·!~ ~l celito oficLd se co:ofi1?.ura poi· 1:-i ~ctividaJ 

ilícita del funcionario o t.-.pll.!ado µ_0 .. llco rculiu1<la l•C:;:.;0 

de la función o con r.io'..ivo de ella, que viola la ley 

que señalrt las atribuciones inhcrc:-ites al ca1·go que .:Jcsc::-.-

n~ña~~--lR~2l __ _ 
(¿!J7; Cfr. Cu1Tillv Flun::?s,Anton.i.o, Ob.·":il.,p.a:. 
·(258) Gonzálcz Or~1¡H~:·.::i, :.i.:muel. Op. Ci ":..., p. 98. 
{259) Ibider~ •• 
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Con antelación a estas consideraciones, la Suprema 

Corte de Justicia había sustentado ya, desde 1929, su 

criterio respecto a los delitos oficiales afirmando que 

éstos "tienen un carácter propio, distinto fundamentalmente 

de los que castie,a el Código Penal¡ la acci6n por ellos 

sólo existe respecto de los al tos funcionnrios a quienes 

se refiere el Artículo 108 Constitucional, y s6lo pueden 

castigarse con la destitución y lo inhabllitación; p~ro 

el DerectlO penal, para ejercitar la acci6n de reoponsabilictad 

por delitos cometidos en ejercicio de funciones públicas, 

no distingue si el delincuente eo alto funcionario o simple 

empleado, ni limita el castigo a las penas de inhabllitnción 

o destitución; por tanto, la responsnbilidad constitucional 

es distinta de la responsabilidad rer.ida por el Código 

Penal. .. " ( 260) 

Por otra parte. es oportuno sc~alar que desde el 

Decreto de 3 d~ noviembre cie 1870, por el cual se difundió 

la t.ey sobr-P. Delitos Ofici.<Jlcs di.: los Alto::; Func.ionarícs 

de lu Federación, lau falta~ graves conetidns por los 

servidores públicos en el ahuf.lo o neglie~ncia de t>U•.> funcio­

nes se :.an deno~tnado cc;:io "delitos ofici.:des" J con base 

a este ~érmino se ha exir,.iJo por auto:"~s como Don Raúl 

f. Cárdenas, que lalcs delitos sear: cl;tr'ar.ienLc tipi!:icadon. 

Sin e· burgo, considerar..os que :-io es :·<-<cl.ible obsequla:­

tal exiee:.c i a, ¡iues to que los lla~aclos delito~ oficiales 

son infracciones ertlV'?s cl~ fn~ole p?l[tica, cuy:: dccinión 

coi· re!~po;:(:t? nl Conei'cso de la Unión, ór-r,o.no pol!:ico que 

impondr-á, en uu cn!10 1 uno !.>anc1._.$n de la misi:,u ~¡,..,. ... :...;. .. nlcza. 

F:sto es, que al no tener los dQlitos o:ic~.J.1(?:< un ~ontenido 

penal, 5~~0 pul{tico, CS iM?Otiible la precisión tfµicn 

{260) ":.3er.ünu:·io .11irlicial cfo la Fedcraciór." Quintn Epo<:a, LXXVII, 
31 de dicic1:,bre de 192~, p.1473. 
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de tales delitos, puesto que la política desborda al derecho 

la realidad desborda n ambos. De aquí que el fen6meno 

político que se relaciona con la responsabilidad adquiera 

un carácter é~ico o r.ioral que '1:.;capo ?. las deterr:iinaciones 

indubitables ar. los text..os lf:r,ales. 

Oajo el tcnur Ue las consideraciones retrospectivas 

que soJre la conceptualización de los "delitos oficiales", 

hemos consignado en este apart.ado <le nuestro trabajo, 

es dable concluir que dicho término provoc6 malos untenJ.idos 

e interpretaciones poco afortunadas, al amparo de la~ 

leyes sobre responsabilidades de los funcionarios público;.; 

anteriores o. la <le 1982, que justificadamen~e lo abant.10116, 

evitando así las connotaciones necntivas que históricamente 

había tenido el término en cuestión. 

c. Manejo Indebido de Fondos Federales.-

E:i los términos del segundo pár:·a~o del ;rr:!culo 

11( Co:Hiti•,ucio~al del ~isno párrafo Ar~ículo 5° de 

la Ley de Responsabilidades de las ~t;!'Vidores ;"Ú:Jlicos, 

los Go'.lernadores de los Estadog, Dipu':adoJ Locales 'J :lagis­

trado::; de los Tribunale3 Supi?riores tle ..:ust.icia Locale:1 

podrán ser su.; e tos de juicio pal ít.icc por •1iolacio;;e:.; 

g!"'nve; :1 lll ... onst.ituc!ón Federal 

eci)nÓ~icos federalas'', lJ cual ac 

i::~>?r;l:-11tación, pues lo .;.le ror :-ccur~o'i 

: é \..er·~l(:,:;j, 

los tJienes -:1ucLl::::. 

numernrio contcnplado en li1~ diveruas pJrlidas presup~~stnles 

del pasto público federal, que anualner1te se ~eutinan 
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apoyar- o financiar planes y proerarnas de desat'rollo 

de los Estados fede:"'ados, eo claro que el precepto pudiera 

considerar-se excesivo ya que un número ilimitado de situa­

ciones pudieran ~u~~ar encuadradas en el mis~o. 

Ejemplo de esas situaciones podrían ser: el er.iplco 

de vehículos :: Maquinaria de propiedad ft::deral, por parte 

de los Gobe:~na-jo:"'es, Diputados, y Magistrados Locales, 

con fines particulares y distintos a lo:i cnconcndado:~ 

a su función ~Gblica, o bien la utilización de bienes 

inmuebles propiedad de la federación, para satisfacer 

intereses per5 anales de tales servido:--~::> púhl icos, e te. 

De cu~lquier ::-:a:iera, resulta evidente que aún cuan•lo 

es el pueblo el ~uc en ejercicio de :;;u cercchn de :ice ión 

popular, tiene la posibilidad ele dent..1ncia!" todos aquellos 

hechos que ~n opinión constituyen un ca~o de :iancjo 

indebido de r~:idos recursos econónicos fcc!erales, lR 

proccuencin r!~ e~as uenu:1cl~s, d~pen1lc!"á no del cri~erio 

utilizado por :os ·1ocer-os d':! la opinión pú,l:..ca, por au·.:.ori­

zado que ¡1ar~zce, sino en toz!o cuso, del concepto de ":ioral 

pública'' impc:-.-.:·.-.e en 1:-. ::ta'JOrÍa de - ie~~-!"OS lle la Cá1:1a1'a 

tic Diputaclas, puesto que ser5n éstos ~uienc~ úl ti r.a 

instancia valo:-ar&n, ~n conc:.enci;:', l~• .-;.:iG~c:-.cia Ge lnt~ 

de fon.Jos r·:!CU:':>o:; ~.:onór-:icos fedcral~!S. Zsto es ns!, 

cnu~ci·ación ~ur!1~c2 de ~odas aquellos con~~c~os qu~ puuieran 

recaer dentro ¿e d~cho su¡iucsto. 

c.'),- re;:;¡ ):""\de 

de cs'.:.ipuln1· .. ~ri.dica.·a,:it.e la¿¡ conduc'.:a~; '1 e Gobe:·nr1dore!.i, 

Diputados loe ::i. l.,.~:, que e•1cntunlrentc pudierar. ,;ri-.raf"1<!!' 

el "'.'.lnnejo inile'.:iido Je .tondo!> y recur·;o~; '...!COr.6ric\l~ fedC-!"'<1-

lcG'' 1 e~ que nos atrevemos a cu11sld~rar rc~cta la po~\ 1,'\i1lnrl 
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de inicinr-~ juicio político de ~arti.cter federal en cor..tr·a 

de tales servidorc~ pfiblicos. Zn este sentido, c!"eenos 

oportuno que senr. los tribun:ilcs federale~ qeiene~:; con 

estricto sentido de justicia, fijen el alcance j' limitacio­

nes que corrcs¡.)ondon a la exprt"!sión de "manejo indF.?bido 

de fondo~; y roecursos federales". 

Oc otra parte, es i:'.",portante advertir que uno de 

los aspectos funda.mentales de todo regimen de responsaoi­

lidades de loo servidores pOblicos, cor\siste precisamente 

en el establecimiento de mecanismos permonentes para contro­

lar, vigilar :¡ fiscalizar los recursos ccon6r:iicos y finan­

cieros de carácter público así como las operaciones relnti­

vas a -los mis~os. 

Al r~specto, es claro que ln reciente crención de 

_la Secretaria de la Contraloría General de la Federación, 

en un regimen como el nueztro, con!>tituyc un avance consi­

derable y :ia desempeñado una función relevante en cu¡}nt.o 

a la i:1plantación 1 en+.::-e otros n::;pectos, de una C..:i••ciplina 

que resulta:ia urgente en ~!. ej~rcicio del presutue:..;to 

p(1bl leo. E~to ~ltimo ha sido posi~lc vir-t.ud dP. a.ut! 

confor~e al Artículo 32 Bis de ln Ley Qrgánica <le la ~tlnini.;­

traci6n ?ública Federal cr. 'li¿l)r, corres;,Jontlc a la Secreta-

ría de la .:on'~:-alvría de la Fedf;raci6n, ~r.'-r~ otras ~i:,r:-

bucio:-.c::; el plnnca:·, co.-.tr0ln:--

de coz:..::rcJ evaluación cube:--na .. \ent::i.l, as! cor·o inspccci.o-

:in.; 1....'l ejerci.::.io del ¿as'-º ;::úhlica fc:iur~l 

cia co:i. lot.. p!."'esupu!:stos de eei·esos, ader:G.o> de co;, ic..:.­

e i:i.vc .ti~ar los ,ct;,s u ,,r.,i~.i•) .es ;e 1.-, ~·-!""?: 'o .... •~s ¡1\1 li-

Cr">.5 paro constituir r~sponsn~ilicades :..1 <- ir.. i s ~- r a 1. i v é1 ~ , 

aplica:· lA.s sa'1ciune~. corrc:;p()nc!ie:-.tes _¡, en Cd'-H), 

hace~· la~ dununcia:3 que prl)cerl;.;n ante ·~l :01inis~er10 Pú!1licu. 

Ahora hien, es necesario tt~ner p:-e:::;,;nte qu~ actualmente 

<JO :~~xico a nivel con..; ti tucional, €1 uuténlico control 
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permanente sobre el ejercicio del gasto público corresponde 

a la Cámara ñe Diputados por conducto de ln Con~aduría 

Mayor de Hacienda lo. cual se encarga de determinar las 

responsabilictadeD legales que resulten du su manejo !.ndebi­

do. Sin embargo, corr.o se sabe esta última no ha logrudo 

su cometido, debido principalmente al control que el partido 

hegemónico ejerce sobre ella y la Comisión de Vie,ilancia 

<le la cual depende. 

Así pues, a efecto de impedir que el control efectivo 

de la legalidad financiera del sector público se er.cuentr'e 

supeditado a e ven tu ali da des pal í ticns-como ha ocurrido 

con las funciones enco~endados u la Contaduría Mayor de 

Hacienda se corre el riese.o de que en un futuro, también 

ocurra con las correspondientes la Secretaría de la 

Contraloría General de la F'ederación-sc hnce indispensable 

que las funciones pernancntes de control, vigilancia y 

fiscalizaci6n de los recursos económicos y fints.ncicros 

de car5cter pút>lico se encomienden a un órgano aut6nono.(2Gl) 

Efectivanenlc, oc acuerdo con lo sostenido por cier:o 

sector de lo. doct.ri~;:i :J sicuiendo la experiencia del Dcr-ec:10 

CofTlparado, es co~vcnien te que en un futuro próximo el 

control soure los recursos económicos ~edcralc5 se efec-

túe por un óreano nut6nomo, f[n de que dicho control 

sea nás et·icaz Y· reo.l, en tal forr;iH que llcE,ue 

el car5ctrr ~~ tin~ n1Jténlica auditoría cx~erna . 

tener 

.Sn este sentido, el mat:!stro Orozco Eat~lquc;: :-..., :;o.;':~~-

nido: ,,Al rc:;peclo :; par::i evitar duplicidad, cabr!:a pensar 

en que la ~cncionnda Cont~dur[a ~ayor 

de la Contrnlor[n ~e fusionaran en ur1 solo óreano que 

podrío considerarse co:-io nuxiliu.r del Lc¡::i;.;la:.i.vo, ~or.iando 

en cuenta que i1 este ':!"'adicional;:icnlt! l•:: h;-in corr•}'c;¡)ondido 

las funciones de cor1trol . npuntodas, pero garantizando 

(261) Cfr. Oro:'.CO Enríqucz,..iosé de Jc~Ús 1 0b.Cit.;pp.l?fi-8. 
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su autonomía funcional. Esto último podría obtenerse, 

por ejemplo, en la medida que su titular {habiendo sido 

nombrado directamente por el Congreso, o bien, mediante 

p:-opuesta en· terna del Ejecutivo) tlisfru•:e <le las earantías 

equivalentes las de los ~iembros del Pode~ Judicial, 

especial!~ente la !'"'Clativa a la inanobilidaC, pudiendo 

ser destitu[Jo previo juicio político, o en su caso de 

haber cor:ietitlo algún delito, separado de su encargo previo 

declaraci6n de procedencia 1 asimismo, necesario 

que se le dotara de los recursos técnicos, hur;¡anos y :~inan­

cieroa para el 6pti:-:-.o ejercicio de suu funciones de control 

y para que puedan determinar cficientenente las responsa­

bilidades dnri~aJa5 de las irreRularidade~ de la c~entn 

públiCA 11 , (262) 

Para finalizar estos comentarios y reto:-ianc!o la propues­

ta del segundo párrefo del numeral 110 de la Le1 ~undamental, 

en cuanto a la procedoncia de juicio político co.;.:.!"a ciertas 

a~:oridedcs de lns entidades federa~ivas, con~iene obser­

V<lr que s.i lJien e3 cierto que el pr<e!cc;ito e:-:. cue.:.;':;it5:1, 

al h.:iccr .zonsistir la r-;?sponsdbilida,¡ i:;'-.le por este ;edio 

se percibe, no s6lo en •1iolacio:'ICS grü.ve;; a La -:'.°-:i:1s7itu~:-':.n 

y u lus Leyes :-"ei:.:.eral~s que üe ella c-aner., sino •ar.. :é:: 

en el ''nan~jo in~ebi,Jo de !~nd0u 

la idea de 'i~lito ;:cr:.:il, 

la verr::ac.: es que ln r.1íz .:e cGtf' :i.FO r;,~ !"'e'~. 0:1sn!-:il:,:at. 

;--,o ;i;;i dt cncon'.rar"3-e en ld pcrpetracié:. ·le del.it·"'.:ls, con;Cl:·.:.e 

al sicnifi¿ado ~é~~ico de la palabrn. 

Ciertnn~ntl!, si la Con5tltuci6n ha r:c se~ i~":~r:1r..,+_;irii1 

de r.iot5--:> QúC hoya ·~:i.tre todas f;UJ dispo~iciones l:..! debida 

corrc:;¡:ondcncio y arr:.onía, parece ae'..'e:- co:-.clt:i=-~e que 

el ~a~ejo inriehl¿o GUC se reficr~ la riisposici6n 1ue 

comentar.io5, no debe ser constituti•;o rle uno de lo.!'> del1•.os 

(262) foi.:n::i. 
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previstos por el Títu16 Décimo del Libro II del C6dlgo 

Penal, pues en estos casos habría lugar, eventualmente1 

al procedim~~nto de O~claraci6n de Procedencia y no al 

de Juicio 'Político. 

d. Violaciones Graves a la Constitución y Leyes Federales.-

Como lndicamos al inicio de los comentarios al incir:;o 

anterior, también son causales de juicio pal ítico ¿e carác­

ter federal, contra Gobernadores de los f.ataclos, :.:.putadas 

y Magistrados de los Tribunales Superiores de .:usticia 

Locales, las violaciones graves 

y Leyes que de ella enanen. 

la Constitució:-: Federal 

Sin embargo, convlene aclarar' 11uc nctuc,,1-.znte no 

existe ninguna disposición lega.l que nos sirva de ter-mó11etro 

-jurídico para medir o apreciar 11:1 "GRAVED1iD" de la ·.·iolaci6n 

de una ley Federal o incluso, la propia Carta :.:agna. 

A pesar ele lo cual, resul~a lógico pensar, qu-= dichas 

viol11ciones no debe:-. re·1es'..ir ln g!"aV·~·iad Je .1:"'. ilíci<::o 

penal, puesto que en este últino c,,,;o se t:at:.trí2 de una 

cau.:;al del µroce::li.-.iento de ceclaraciá:-., rle ;:-:-:,..;:edencia 

y no así Cel juicio ¡:iolítico d que se refier,. el presupue . .,to 

que estu11if!"'os. 

Cor:io s~ ve, la conclusión a que lle.'3anoG C"'l. :?l ¡::árr<.1:0 

anturior, .J~riucidd la interpr~t')ci6:1 es:ricto 

de la ciiGposición coc..:;ti:uc~nnal respect1v:,., !.:.>i 1:·-1f! ·:;-'l:-Pcien­

rlo injusta por lo excesivaner1t'~ c;.:·1¡:~r<id<1, pues ':Gnfo;·•ie 

n ella, cual:-i,ui·~r ds::c1s~ón, 1·esolu:i6n ::> acu0rd', !iP.rtn 

opue3to:3 al citndo .-,:-d•.:::'l:u-,ie:l':o, suje>,:3r;:ín ;1 los , ... eilc1o~ado!i 

funcion..J.rios lor:nles 

Por consiguiente, ~coµ 1 ant10 un c~it~rio 16glco-~ur{dico, 

creemos que las ''~iolaciones'' 'lue aluden los párrafos, 

tercero del artículo 108 J sc,eundo del artículo llC consti-
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tucionalcs 1 deberán traducirse, por lo menos, en los mismos 

actos omisiones que redundan en perjuicio del interés 

pablico fundamental que son descritos por el artículo 

Géptimo de la Ley de Responsatilid&dcs vigente. 

A pesar de lo anterior, algunos autores como don 

:~anuel Herrera Lasso, señalan que la Constituci6n Federal 

impone las entidades federativas ciertas obligaciones, 

y si no cumplen con ellas, los poderes del estado miembro 

iacu:·1•e:i e:1 ,,·liolaciones a la Constitución y leyes federa-

les" ya aea por acción o por inacción. 

los siguientes: 

Estos casos son 

''a) La vulneración de las garantías individuales 

(artículo 103-I) 1 las que están consagradas en los primeros 

veintiocho artículos de la ley fundamental. 

b) La invasión de la competencia de las autoridades 

federales (artículo 103-III). 

e) L~gislar con~ra el artíc11lo 119 que indica que 

'Cada Es:a.do tiene obligación de en•.re¿ar, sin dernor<.J, 

los criminales de otro Estaoo o del extranjero a las autori­

dades que los reclamen'. 

d) Legislar con-::ra las ba5es esta;.ilecidas en el 

nrtfculo 121 constitucional o contra las leyes federales 

que reglancr.ten las obligaciones mutuas de las entidades 

federativas en el campe de 'Acto<> püblicos, reeistr0s 

y procedi~ientos judicial~s', 

e) Cuando no cu~µlan o eludan lns sentencias de 

amparo expediJas e:i su contra o 'no suspendan el acto 

reclamarlo, delli~ndo hc.ce:--lo' (Artículo 107, X1/I XVI l). 

f) Cuando cont~avengan las disposiciones de lag 

tratados internacionales leyes constitucionales, por 

ser s1Jpe1·iores al orden local (artículo 133}: 
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g) Cuando contravengan los artículos ~O 41 de 

la Ley Suprema que asientan las decisiones jurídico-políti­

cas de México. 

h) Cue:'ldo no cumplan con la oblieación establecida 

en la fracción XVII del artículo 27, que dice: 'El Congreso 

de la Unión y las legislaturas de los Estados, en sus 

respectivas jurisdicciones ex;HHlirán leyes para f"ijar 

la extensión ::iáxima de la propiedad rural, y para llevar 

a cabo el fraccionaniento de los excedentes, de acuerdo 

con las siguientes bases, .. 1 También deben crear los 

Estados la deuda agraria de la entidad federativa. 

i) Si no participan los municipios, de acuerdo 

con la fracción XXIX del 73, en los impuestos sobre energía 

eléctrica. 

j) Ct.:ando arreglen los límites internacionales, 

sin la aprobación del Congreso Federal (artículo 116). 

k) &l incumplimiento de sus obligaciones <cspecto 

de las re fornas constitucionr:!les {artículos 73-:II, 3, 

3 y 7; y 135). 

1) Si violan algunas de las pro:1iciones di? los artí-

culos 117 y 118 o se apartan de la est!"'UC1.urR del artí­

culo 115. 

m) Si no ent-regan sin (:emora los c:-i:;inales de otro 

estado o del extranjero a las autoridades que lo solicitan 

(Artículo 119' ," 
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La determinación de los sujetos que son suscept:ibles 

Ue juicio político es limitativa y precisa, en los término'3 

de los dos prl~eros párrafos del a~tículo 110 cons~itucional 1 

que enumeran a dichos sujetos 

afirmacione."i: 

los Senadt_1res 

''Podrán ser 

Diputados al 

Ministros de la Suprema Corle 

los Secretarios de Despacho, 

nl tenor de 

sujetos de 

Congreso de 

de Justicia 

los Je fes 

las siguiente~ 

juicio político 

la Uni6n, los 

de la Naci6n, 

de Departamento 

Administrativo, el Jefe del Departamento del Distrito 

Federal, los Map;istrados de Circuito 'J Jueces de Distrito, 

los Magistrados Jueces del Fuero Com~n del Oistrilo 

Federal, los Directores Generales o sus equivalentes de 

los organismos decentralizados, empresas de participación 

Estatal mayoritaria, Sociedades Asociaciones asimiladas 

a éstas y fideicomisos pablicos.'' (253) 

''Los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales 

y Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia 

Locales, sólo poUrán ser sujetos de juicio político en 

los térr;inos de e!:ite Título por violaciones graves a esta 

Consti t:ución las leyes federales que de ella emanen, 

as! como por el r.anejo ind~bido de fondos y recur~o:. federo.-

les, j)ero (.,¡¡ e::.':fl ·:aso la resolución s~r;:í únicnr.ie.1te decla-

rativa se cor:-.unicará las lee:slaturas locales parn 

que en ej•::r·cicio C(! su-s C'l.'~ri~;,•ieiones ;iroced;\n como corrc::;­

pon-ia .-;, { ?t:.4 l 

'=:"n .;o~,..;r 1.i·:.-:ciil. con ~l texto cons".:i 1.1.icion'-1l, la vi~1ente 

Ley ?ede!'<ll de ;<.esponsabilidades de los 5e1·viCores ?útliccs, 

(26:: .' 11Conslitució:1 ?olftica de los Sst.ados Unido:. '.lexic:anos" Oh.Ci t.p.115 

(26L.) lbidem. 
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dispone en flU Ac-:ículo quinto: "En los términos del primer 

párrafo del artíc~lo 110 de la Constitución General de 

la República, son aujctos de juicio político los servidores 

públicos que en él se ~encionen. 

Los gobernadores de los Estados, los Diputados a 

las Legislaturas Locales y los Magistrados de los Tribunales 

Super.lores de Justicia Locales podrán ser sujetos de juicio 

político por violaciones graves a la Constitución General 

de la República, a las Leyes Federales que de ella cr.ianen, 

así como por el manejo indebido de fondos y recursos 

federales 11
• {_265) 

En relaci6n con lo preceptuado en el articulado que 

acabamos de transcribir, conviene citar que en la exposi­

ción de motivos de la correspondiente iniciativa de Ley 

de Responsabili~ades, el Ejecutivo Federal hizo notar 

que 11 los sujetos de responsa~ilida(~ política, por integrar 

un poder público, por su jerarr¡uía o bien por la trascen­

dencia de sus funciones, son los Senar:ures y Jirutados 

al Congreso de la Unión, !·iinistros y :.l;:it:i'.;trados y Juece!; 

de Distrito de la .Suprema C'orte de Justicio de la tlación, 

Magis tradcs Jueces del 7r1hu~al Su;1erior di! ;usticia 

del Distrito Federal, los Secretarios 1le Desp¡1cl10, los 

Jefes de L'-eparta~e:ito /1d~inistr-;itiv0 1 e! ~'efe .~el :.eparta­

nento del ~istrito Federal, el ProcuraJc~ ~ene~:11 rio la 

República, ql ?:--ocurauor Ge;i"?:-al de Justici<l del ú:c;t,..ito 

Federnl 1 los Go~~~:i~do~~s lo~ Es•ados, los ~i~utaclo~ 

de las legislaturas locale~ lo~ :-1ar,istrado~ de los I'ribu-

fs•o5 últino:::: 

;:ior violacioni:.:s lu C)n!~Llt'Jc1ón, 

y por el ~·anejo ind~~J: ·~o t;1~ :o:-id.'.).; y r·•:?cdr·so~.; fi:r:c~ ~lP.'.;". (2G6} 

r,?ñ~.J· "Ley Federal d<:! R~spon'.;abilirlades l1C lo~·. '.-)crvidorc:; ?ú:.;lico;>", 
Edit. Secretaría df; Goberr1ació:i., t·~&xico,!J.~- •• 1gr~;. ¡~------­

(26Gj "Exposición d!; :-:nt.iv1.-,:.; (!C' la Inici3liva de la LüJ' Federal de 
Responsabilic~'\des de lo!;. Servidore~ Pút..l~co!.;" en "Hev~~~ 

Admi~~~rnción Pú:Jlica", Oh.f'it., p.171. 
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Asimismo, el primer mandatario destac6 en otro párrnfo 

del mismo documento que: "Con fundo.mento en lo contemplado 

en el Titulo Cuarto, se agrega en la iniciativa n los 

Directores Generales de los Organismos descentr"alizaóos 

y Empresas 

sujetos de 

el artículo 

de Partic ipac i6n Es ta tal mayoritaria, como 

responsabilidad pol{tica, considerando que 

93 Constitucional reconoce naturaleza política 

a sus funciones 1 al asimilarlos a los Secretarios de Despa­

cho y Jefes de Departamento Administrativo, por lo que 

se refiere a sus relaciones con el Congreso de la Unión. 

Estos funcionarios, dada la cxpo.nsi6n que ha rc·gintrn­

do el sector paraestatal 1 cuidan recure os y tienen su 

cargo funciones de tol trascendencia, que nás allá de 

las esferas administrativas y penal 1 deben ser aancionados 

con penas políticas, si su conducta redunda en perjuicio 

de los intereses públicos fundamentales de su buen 

despacho.'' (2G7) 

a) Sujetos del Procedimiento Federal 

Cabe precisar q:.Je las prevenciones de índole Constitu-

cional legal a que hemos hecho alusión en los párrafos 

inmediatos anteriores, se refieran a los servidores públicos 

que pueden ser SUJClos Üí!l t:irocedimiento de juicio político 

de índole federnl, puesto que dicho procedimiento se prevee 

por la Consiitución General de ln República y por la Ley 

Federal de ílcuponsabilida<lcs de los Servidores Públicos, 

para aq.uellos a3entcs públicos que tienen el cnrácter 

de titularP.s de lor; órear:.os de la administración pública 

federal o que son auxiliares de ~sta. 

En este sentido, conviene advertir 4uc "con respecto 

a los r.obernadores de los 

judiciales locales, en 

(267) Ibldem. 

Estados y diputado!J 

los términos del 

y magistrudos 

artículo 108 
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constitucional, estos podrén ser sujetos no s6lo de responsa­

bilidad política, penal y civil de carácter federal sin, 

adem6s una vez que la legislatura local expidiera la respec-

ti va ley de responsabilidades de servidores públicos, 

podrían incurrir a través de otras conductas en responsa­

bilidad política o administrativa, a la vez que penal 

y civil de carácter local. 11 (268) 

Como hemos dicho en loe párrafos precedentes, del 

artículo 110 constitucional se desprende que los servidores 

públicos, circunscritos 

son: 

responsabilidad política federal 

1. Loe Senadores y Diputados al Congreso de la Unión¡ 

2. Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación; 

3. Los Secretarios de Despacho¡ 

4. Los Jefes de Departamento Administrativo¡ 

5. El Je:e del Oepartnmento del Distrito Federal¡ 

6. El Procurador General de la República: 

7. El Procurador General de Junticia del Distrito 

Federal; 

B. Los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito; 

9. Los :.tagistrados y Jueces del Fuero Común del 

Distrito Federal; 

10. Los Directores Generales sus equivalentes 

de los organismos descentralizados, empresas 

de pa:--Li.cipoción cstn.tC?.l r«1yoriti:?rias, ~o':iedade~ 

asociaciones asimiladas és tac; y fide i conisos 

públicos; 

(268) Orozco Enríquez, José de Jesús, 11 Comentarios al Articulo 109 
Constitucional" en "Cons ti tuci6n Política r:le los Estados Unidos 
~~entada'' Ob.Cit., p.264. 
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Todos ellos por los actos u omisiones que redunden 

en perju1cio de los intereses públicos f'undamentales y 

de su buen despacho y que sean cometidos durante el ejer­

cicio de sus funciones y: 

11. Los Gobernadores de los Estados; 

12. Diputados Locales; 

13. Magistrados de los Tribunales Superiores de 

Justicia Locales 1 por violaciones graves a la 

Constitución a las Leyes Federales, así como 

por el indebido maneja de los f'ondos y recursos 

federalea. 

Consideramos oportuno establecer algunas reflexiones 

finales sobre la situación en que se hayan algunos de 

los altos servidores públicos, no sólo en teoría conetitu­

cionnl sino en realidad política. 

l.. Los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, 

gozan de acuerdo con el ar-t!culo 61 de la Ley Fundamental, 

de una inviolaoilidad total por las opiniones que manifies­

ten en el deuempeño de sus cargos, por lo qui? a criterio 

del extinto don Antonio CarTillo Flores, es casi imposi.ble 

concebir que tales servidores público.s puedan cometer 

"delitos oficiales", en scn~ido estricto que amerite:'\ 

un juicio político, puente que precisamente lo que ellos 

hacen en 5U calidad de Diputados Senado:-c.s, o sea en 

ejercicio funcio;i.al y no como particulares, e!'.; emitir 

opinione;; y votos. (;:60~ 

Por nuestra parte nos adherir.ios o la opinión anterior, 

pues consideramos que muy difícilmente un legislador podrá 

cometer alguna de las conductas enlísta.das por el ya et;tu­

diado artículo séptimo de la Ley de Responsabilidades, 

toda vez que el ejercicio de sus funciones propias se 

(269) Cfr. Carrillo Flores, Antonio. Ob.Cit. p.85. 
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traduce fundamentalmente en la emisión de votos y opiniones 

de las cuales como hemos dicho son absolutar.icnte irrespon­

sables, además de que tales actividades constituyen en 

resumen una forma de expresión de ideas y por disposición 

constitucional procede el juicio político por la mera 

expresión de idens (art.109, fracc.I). 

De otra parte apuntamos que paralelamente al procedi­

miento de juicio político, la historia política de nuestro 

país pone de manifiesto la existencia de otros medioa 

indistintamente utilizados para fincar la responsabilidad 

de tipo político. 

Tf'atándose del caso particular de Diputados y Senadores 

nl Congreso de la Unión a quienes se pret~ndc sancionar 

políticamente, es oportuno decir que frecuentemente ha 

sido excluído el procedimiento de juicio político por 

el de 11 pérdida de carácter de diputado o senador'' que 

en opioi6n del maestro González Oropeza, "no consiste 

más que en la expulsión por parte de la Cámara respectiva 

del tribuno considerado indigno y en la sustanciación 

de un procedimiento sumarísimo sin ninguna regulación 

ni respeto por la garantía Je audiencia del inculpado".(270) 

Esta vía fue instaurada por la próctica americana 

n partir de 1797 con el senador Williar:i Dlount, en cuyo 

caso el congreso decidió expulsarlo ante acusaciones en 

su contrn. En ln práctica política de nuestro po!s, GOn 

dignos de comentarse dos casos en que est~ procedimiento 

se llev6 a efecto en franca violación al sistema de respon~o­

bilidndes que constitucionalmente preveía para estos casos 

la instauración de juicio político. 

Los casos a que nos referimos produjeron la separación 

forzosa de tres senadores en 1927 y la expulsi6n de dieci-

(270) González Orope:w,Manuel, Ob.Cit., p.79. 
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siete diputados y cinco senadores en 1935. Ambos aconteci-

mientes son registrados en la obra del maestro González 

Oropeza 1 de quien citanos los siguientes párrafos: 

"i} El 6 de octubre de 1927 se discute el dictanen 

de la Comisión del Senado pa~a separar definitivamente 

de sus :funciones de Senado:- o Victoria G6neora (Veracruz), 

Anastasia Meneses ( 'flaxcala) Jesús Azuo.ra (Hidaleo) 

por haber estado coludidos con grupos rebeldes al rer.,inen 

de Plutarco Elías Calles. En esta sesión el senador Gonzá-

lez y González preguntó sobre si este procedimiento de 

expulsión se había utilizado con anterioridad en la Cámara 

de Diputados ya que 1 la representación de un representante 

popular, dice la Constitución, no se le puede quitar sino 

por medio del Gran Jurado. 3i este procedimiento se puede 

suplir por el acuerdo de la Asnr.1blea 1 quiero que se discuta 

este punto-aseveró al senado~-p~ra saber fii estamos de 

acuerdo con él 1
• La contestación provino del scnaaor 

íl.obledo quien, au:it;ue acc~tó e:-1 SU!i térr.iinos lo aic-:o 

por Gonz.6.lez, ''!'ra:ándose de cualc;uier t)l.ro delito, re:ios 

cuando es p~blico noto:·io el de rebeli6n 1 que aho:-~a 

al Senado el jui~io ante .;l ,::;:-an ..Jurado'. Fohler!o a13resó: 

'Soy de la opini6n que deben consienarsc al Gran Jur<J.:!o 

todas las faltas conetidas po; los Senadores, nenas en 

el caso de re~ellón, el qt.:.e de':Je !"esolvcrs-:: c!c :~a::~:·a 

urgente, porque es un hec>10 público 

debe poné:-s~le t·e:~·~di<> co~ :-edid.?s ru:iic<ilc;~ er. 1<1 e,;-.~~=-'''. 

Z~ e~t~ ~anera fun aprc~ado el dic~a~~n de ~x~uls~t~ 

fue desechado el '.:?.cto ocio~o· ,jel j•.iicio político. ~l 

: 0..:: ~ i "- 1..:c: · --. 11 

:la.i!a s:!.do dtSC\!:irio C:', úna. ::;e:$iÓn del SP.nat!o del -;e 

a·:n•il del nisr:-io afio de 1027 P.n Ll cual, el sen'l<lor ;,g•.Jayo 

propuso que se 1esconociera la suspensión def~nitiva al 

diputado Denetrio Maciel, pues había sido aprobado ;ar 

la Comisión Permanente, debiendo ser en todo cnso compete~cia 
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del Congreso 

ordinarias. 

de la Unión, reunido en período de sesiones 

La petición de Aguayo fue desechada y quedó 

consumada esta suspensión. 

ii) En se;;:-iembre de 1935 se acordó en forr.i.a sur.rnria 

la expulsión de diecisiete diputados por su conexión con 

Calles. Este ¡:.rocedimiento se refrend6 el 14 de diciembre 

de 1935 por el patético caso de cinco Senadores culpados 

del delito de sedición. Los Senadores Manuel Riva Palacio 1 

Francisco L.. 'rerrninel 1 Bernardo L. Bandala, Ellas Pércz 

G6mez y Cristóbal Bon Bustamante 1 habían acudido al aero-

puerto a recibir Calles. Los Senadores Cardcni$tas 

al ser inlerpelaáos por el único acusado riue se encontraba, 

el senador Banciala 1 para que expresaran los ucto!:i sediciosos 

en que había .:.ncurrido, no pudieron deterr.<inar nineuno. 

Convencido Bandala de que estaba enfrentándose a un hecho 

consumado can flagrante violaci6n al sistcmCl constitucio-

nal de responsa~ilidad 1 no pudo más que 

decl~Ji6n del Senado de expulsarlo e;n 

pero que la aca.:a:-!u, saliéndose del salón 

exclaf'lar que la 

una injusticia, 

<-\e 5'.:Giones"(271) 

Los dos =~~os que acaba~os de citar ilu~tran los 

extremos de la naturaleza politica de l~ res~onsabilidad 

de los co~grcsis~a3. No obstante, son de considerarse 

cono casos ~a~ol6gicos de esa respc~~ab~lida¿, pues la 

ley tlebe de~ene:- los viol!.!ntos proceCinicnto~ que la lucha 

de facciones suscita. "Para que haya un efcc'~i'JO sistema 

de responsa::iil:Cad debe p:-cscinciirse del cont:-ol real 

del pouer ejcc~:lvo sobre el le&islat~vo, con objeto de 

que el proceai~ienlo por o~s8rvarse ante las dos C6~aros 

de_; e de se!' :-itual for·,al 1.!3r.io para crinvert~rsc en una 

efectiva garantía del fuero constitucional''. (272) 

(271) I.lcn, Pp.79-~'";. 

(272) lbidern. 
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Il. En cunnto a los altos funcionarios del Poder Judicial, 

es procedente comentar que el últir.10 párrafo del artrculo 

94 constitucional contempla la inamovilidad de los magi~tra­

dos de la Suprema Corte de Justicia, de maneru que los 

mismos no pueden ser privados de sus cargos sino por las 

causas de responsnbilidnci consie.nadas en el título cuarlo 

de la Constitución Federal. 

Refiriéndose a este principio de inamovilidad judicial, 

el maestro Fix-Zariudio opina que puede entenderse en una 

doble dirección: en un sentido positivo significa que 

los jueces federales conservan sus cargos hasta la edad 

de retir~ (setenta años), y en un sogundo aspecto de carácter 

negativo, pueden ser destituidos cuando incurren en causas 

de responsabilidaU. 

En for::ia textual el maestro ha sosten1do respec':"o 

a- la inamovilidad judicial: 

"Al En cuanto al aspecto po,1ltlvo, el precepto consti-

tucional (artículo 94), ha sufrido ~arias no~ificacioncs, 

si se toca en c~enta que el texto origin~l de 1917 estableció 

un sistema de inamovilidad ,regresiva, puesto que en un 

primer periodo los jueces federales durarían tlos ai'.os, 

en el <>eeu¡,do cua~.r-o, y a µilr··tr Ce 1;23, no ;·oci:·IE:.r. !:i~:' 

destituí.do!l sino por nativo.; de ;·es¡ionsa"..iilidad. 

~a l''!fo:--;··,:_,, Ge ;9:::. ::u¡-;!'"L.-.i-S la i:1n·oviliJuC: y es·ahlt±­

ci6 un ;Jer-for;o de seis ai:os par'-! lo;.;. propios juec:?s fcde­

:·ales, ~n ~an~o q~~ ld :--.or::.!'lcación de 1~·.'.~ n dic:-io p:-ece;Jt':; 

rc~ta'::ileció nue·1a:-,e:lte tiicha innrnovilidac.i 1 que oc iHl .::onser­

v~Hlo hasta la t'~c:-ta, 

d) ?o:- lo que :-espectu a la destitución de los jueces 

f'!de:-ales tanbién se observu una ~voluci6n, µuesto 1..:uc 
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el precepto orieinal consien6 dos motivos: la mala conducta 

y la responsabilidad. por delitos comunes y por inft"accio­

nes oficiales, en los términos de los diversos artículos 

109 y 111 de la r.iis!"",a Carta Federal, El concepto de mala 

conducta fue to~ado l!el artículo tercero de la Constitución 

de los Estados TJnidos rie 1787, que recogió la tradición 

o.ngloamerlcana S'Jbre la duración de los jueces en sus 

funciones en tanto observen buena conducta (good beha-

vior) ." (273) 

Como se desprende en los párrafos preccdP.ntes, la 

inamovilidad de los ministros de la Suprema Corte de Jus­

ticia, no sie!"".pre ha sido una institución de vigencia 

permanente en nuestra vida jurídica, pues durante un período 

fue suspendida. ,;fortunademcntc en un tie,-:::()o rela~iva-

mente bre\le se restituyó la vicencia plena de dichn insti­

tución, continuándose así llasta la fecha. 

Consideramos que en nuestro re gimen jurídico, la 

inamovilidad de los :ninistros de la corte, es inüispensable 

para que és":os f)uecan responucr con eficacia a su clcvnda 

función, sin el ~cmor de ser removiGOS ~or cucn~icncs 

de criterio jurídico, de política o por divergancias ctcriv:J­

das de posibles intereses de cualquiera de los ot~os nie~bros 

inte;;,ranteG de los der.i.3s poderes. 

de la per1lan0:i:e rc:sponsabilidad que ;-iucd'= deriv:lrles 

el careo :; que '.iesde 1 a Co:1st 1 tuc ión r~e l r:i l 7 los sujeta 

el procedinientc ce ;~icio Político. 

?or otro lao:.'.o, caOe recor(:o.:- f".uc de~:!? l ')?º ~e i.:ist;iu-

r6 1or el texto co'.'"lstitucional el aa':irie-:ocrático rroccrli-

rnien~o de la ces:~t~ci6n ¡10r ''nnla conducta'', no sólo 

t1-e los :-;inist:-os r..:-e lü corte, sino de lo!':. !"es'...ante~ r.iagis-

(273) Fix Zamudio, Héctor, "Comentarios al Art.9A Constitucional" ~:1 
''Constitución Política de los Estados Unidos !·'.exicanos, Comentnda'', 
Ob.Cit., p.221. 
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trados y jueces federales. Dicho procedimiento se iniciaba. 

a petición del Presidente ele la República y se trar.'iltaba 

en dos instancias¡ ante la Cámara do Diputados primero 

y ante la de Senadores después. En 1944, se adicionó 

un últioo párrafo al artículo 111 Constitucional para 

facultar al Presit:lente e.le la Repúblíca a fín de que, antQs 

de pedir la destitución de un juez federal, lo oyera en 

lo privado a efecto de apreciar en conciencia la justif!,. 

caci6n de la solicitud. Esta última di5posición se calificó 

por un ar'!plio sector de lo dactr-inn, como "confesión luica" 1 

señalándose además que la inconveniencia de la destitución 

por mala conducta estriba en el menoscabo de la independencia 

judicial. Sobrt! este procedimiento nos informa don Antonio 

Carrillo :"lores que el Presidente Abelardo L. Rodl:"Íf!uez 

us6 uno. vez de esta facultad en contra de dos jueces de 

Distcito. (27A) 

Con ln reforma constitucional de diciembre de 1982, 

que modificó todo el título cuaC'to de la ca:- ta federal 1 

se conse:-vó únicamente el sistena de destitución, pr-evio 

el proceC.:.;.iento de juicio político, supr-i··d.éndose el 

juicio de :-esponsabiliCac! por 0ala conduct~ de los jueces 

federa.les, los que ahor-a sólo podrán ser destituidos por 

los actos u omisiones que cometidos durante sus funciones, 

rec:!unde:i e:1 j)erjuicio de los interesen p\•blicos fundanenta­

les y de su ~uen tiespac~o. 

Du!"ún:·: la vi~enciu d~ la C0:"'1Stituci6r¡ de 1857, se 

intentó iniciac el ~~ocedimiento de juicio poli~ico, en 

cont:-;j Ce siete :li:"listros de la Cor·.e, nco~tecirniento 

que ocur:-ió en el aí1o de 196'.J, por :1abcr declar-ado inco:1sti-

tucional '.l:i precepto -:!e:: la l.ey de anpo.: o. La Cor-te rene-

cion6 e:-,é:-.::,~ca;;,e;ite y :lo llegó a fornaliza:·se el proccdi-

miento. Ya duran~c la 'IÍ¡_~encia tle ln Ca:·tn :.:aena actual, 

(274) Cfr. ::ru-r-illo Flores, Antonio, Ob.Cit., p.86. 
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en 1939, tambit!n se acusó desde la Tribuna de la Cámarn 

de Diputados a varios Ministros que habían concedido un 

amparo, interpretando incorrectamente a juicio de sus 

atacantes el articulo 27 constitucionS:l. Tambi~n en esta 

ocasl6n llegó a formalizarSe el juicio política, pero 

se cambió de adscripción a los Ministros involucrados. (275) 

Fuera de estos antecedentes no se tien información 

de otros casos en los que se haya intentado proceder polí­

ticamente en contra de algún alto funcionario judicial, 

III. Por lo que se refiere a loa Secretarios de Estado, 

Procuradores General de la República y General de Justicia 

del Distrito Federal y Jefe del Departamento del Distrito 

Federal 1 debenos indicar que gozan de la inr.iunidad procesal 

que antiguame:;.:e so llamaba fuero constitucional, po:-

lo cual no pueden ser proceso.dos por delitos comunes sin 

autorización de la Cámara de Diputados en los términos 

del artículo 111 de la Ley fundamental. Dichos servidores 

públicos cstá:-i S'..ljetos ade:.iús al juicio político que regula 

el artículo 11: del nis-o ordenar.liento y sus disposiciones 

reglamentarias. 

Esta es su situa;;;i6n legal en el marco jurídico de 

las responsabilidades, sin embargo, no hay que perder 

de vista que el PresiCente de la República, de acuerdo 

con el artículo 89, fracci6n· 11 de la Constitución*, ti~nc 

(275) Ihidem. 

*Con !;LOtivo de h.1 próxir:i.a ir.s~alación de ln Asamblea de Rcj1resentant.es 
del Distrito rcdc.:;:i.l, se re~:i:--:--:eron rliversos artículos constitucionales 
paro adecuarlos a lcl.Ei func:.0--~5 que hnlirá e~ desarrolla:- el no1.kdo~:o 
cuerpo legisla·_ivr,. Ssta::; !'E.:-::'."-J.S se div1ilp,nron en el oo::' Je 10 de 
ar,osto de 1987, C:-1::-c lns cuole.s de:.;taca la de la fracción ll del artículo 
89, CUJO nuevo :e.~lo inexp: ~cn:-;lemcntc dcroGÓ la enumeración expresa 
cicl :'rocuriltio1· G~~.e:-al de ..:'..15-:icia del Distrito Federal, como uno de 
los Seovitiores Púh!:::os a los .:;ue puede nombrar y rer:iover lillrer:icnte el Pre 
si dente de la Reí)Ú':ilica. Desaparece tamhién la referencia al Jefe del ... 
Deparlamenlo c.lel :ist.rito Fc-der-al, misma que se sustituyó por la del 
ti tul ar del 6renno u órgano5 por los que se ejerza el eobierno del 
Dlstri to Federal. 
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la facultad de nombrarlos removerlos libremente 1 t1e 

manera que en cuanto a la realidad política, no es posible 

que si uno de estos altos servidores públicos es objeto 

de acusaciones graves de carácter político o de otra natura­

leza, el primer Mandatario lo mantenga en el cargo si 

su juicio esas acusaciones son fundadas. Esta es sin 

duda la razón por la que, al menos durante la vigencia 

de la Constitución de 1917, no se haya sometido a juicio 

de responsabilidad ante el Congreso a ningún Secretario 

de Estado, Procurador General Jefe del Departamento 

del Distrito Federal. 

Sobre este part.icular don Antonio Carrillo Flores 

llegó a opinar: ••cuando las acusaciones las críticas 

sean exclusivamente de carúcter político, el Presidente 

de la República puede considerar que remover al funcionario 

lesionaría su propia autoridad; ya que ahora con más claridad 

que hasta hace algunos años, los Secretarios de Estado 

no son Ministros por lo tanto el I're~~idente no puede 

dejar sentirse polítlcanente corrcsponsnblo con su 3ccret~rin 

de Estado o su Procurado:·, si los :1echo~; o las o:r:isiones 

insisto, no son constitutivas de delito~ del ortlen común 

o no afectan áreas de la conducta del alto funcionario 

ajenas al desempeño de cargo". ( 27G) 

El mismo autor no~i da cuentn de unn causal distinta 

de las C',ue :i•JetlPri Ca:- ori,?en a la ins~auración ciel juicio 

político, pero que, al iguul que los de este proc~.:i~'icr,to, 

puede llegar a producir la separaci611 ddl careo de servidores 

póhlicos de alto rango, incluso de aquellos los que 

nos referimos en este apartado. 

Lu referida causal es la conter.-.plnrla por la f!"'acci6n 

XVI del artículo 107 constitucional, 60bre la cual don 

{276) Carrillo, Flores, Antonio, Ob.Cil,, p.84. 
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Antonio Carrillo relata el testimonio directo de un caso 

relacionado con la actividad de un Secretarlo de Estado. 

Los hechos son los siguientes: Siendo don Eduardo Suó.rez 

Secretario de Hacienda y Crédito Público, durante todo 

el regimen del presidente Manuel Avila Camacho, estuvo 

en peligro de que la Suprema. Corte de Justicia examinara 1 

al menos, la procedencia de su remoción cuan<lo entr6 en 

conflicto frontal de opiniones con el entonces Presidente 

de la Suprema Corte de Justicia, el muy enérgico y honesto 

don Salvador Urbina. 

El conflicto se inició cuando un militar retirado 

.de apellido Durazo, fue amparado por los Tribunales Federales 

contra la negativa de la SccretaríA de Hacienda, de cubrirle 

ciertaG cantidades de dinero cono participación en la 

denuncia que había hecho de un contrabando cometido por 

una compañía importadora de parafina. Hacienda argumcnt6 

durante varios años que no hacra el paao de aproximadamente 

un millón de pesos-cantidad que a principio~ de los cuarent;:i 

era de cierla consideración-por falta ¿e partida en los 

presupuestos. Los Tribunales aceptaron ln explicación 

varios años, aunque indicüron al Secretario que en el 

presupue::;to sieuiente debería incluir un renelón que pcrmi-

tie~a la erogación. Suárez ignoraba estos hechos, que 

normelmente sólo llegan al conocinicnto de funcionarios 

inferiores. hasta que un día se presentó un f,ctuario de 

la Suprema Corte de Justicia notificarle que el n.sunto 

había llegado ya al Pleno del Alto 7ribunal, parn. los 

efectos de la que es ahora fracción XVI titl artículo l:l7 

Contititucional, ucgún la cu3l ''si concedido a:npnro 

la autoridad responsable tratare de eludir la sentencia, 

será inmediatamente separada de su cargo y conr1ignada 

ante el Juez de Distrito que corresponda''. (277) 

(277) 11Conatituci6n Política ••• " Ob.Cit. 1 p.111. 
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Ante tal situaci6n, el Secretario Suárcz se apreat6 

a formular un alegato en el que invocaba doctrinas naciona­

les y extranjeras, además del propio texto constitucional, 

todo con el fin de demostrar que no era posible hacer 

pago alguno que no estuviera autorizado por el presupuesto 

o por una ley posterior, de esta manera negaba la facultad 

de la Suprema Corte para. obligarlo a pagar. Sir. embargo, 

al margen de los aspectos técnico-jurídicos del problema, 

en el Despacho del Secretario se discutió si en último 

extremo la Supremo Corte podr-Í<'l removerlo o solamente 

concignarlo ante el "Gran Jurado" 1 a pesar de ello no 

hubo O?ortunidad de que se resolviera si la fracción XVI 

del artículo 107, señala un caso en el que un Secretario 

de Estado pueda ser removido sin que r.iedie fallo condenato­

rio del Senado, pues en el nceocio que comentumos el Procu­

rador General de la República, que en aquél entonces lo 

era don Jooé Ac~uilar y May<:t, aconsejó que se buscara una 

transacción con el quejoso. lo cual se logr6 1 ¡:>or cierto 

cu"ndo el ~leno de la Cor":.e i~a empezar a c.!i.:.cutir el 

asunto. {278) 

IV. Un co~entario especial ~erece el caso de los 

Jefes de Departamento Adr:iinistrativo, cono sujetos de 

juicio político, en virtud c!e qi~~ la cnunoraci6n de dichos 

funcionnrios µor el artículo 110 con$lltucional resulta 

intrascendente y hnstn anacr6nic:a en la reolid3d política 

úe nu:c5".:!"o t,ienpo, puesto que tales funcior.ario:; :1an deso­

porecido fáctíca1~ent.e de ln 1~tlnnni'o>tru.ci6n ?ública l-'ederal. 

Dujo la de11oninaci6n <l~ ··:e~arta~ento h~:-~.,~ti~rativo 

la legislación adnini~t~utlva ~exicana conoce de ciertos 

6r',e~no3 lnferiore~ 1 dependientes una!l veces de Dir-eci.:ione.s 

Y otras funcionanno CJ1 forna '..lni t<J.ria, pero dentro del 

reeimcn centraliza1lo. A diferencia de estoo organismos 

(278) Cfr. Cnrri.llo,Flores,Antonio, Ob,Cit. p.p.84-5. 
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administrativos inferiores, el constituyente de 17, creó 

los departamentos administrativos, a los 

la Ley anterior "Departamentos de Estado". 

cuales llam6 

La actual 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en 

sus artículos 1, 2 fracción 11 y aiguientes vuelve la 

denominación de Departamentos Administrativos, apeeándose 

así a las disposiciones constitucionales de sus artículos 

90 a 93. (279) 

Ni la Constituci6n de 57 ni el proyecto de Constitu­

ci6n del Primer Jefe conocieron los Departamentos Administra-

ti vos. Fue la Comisión dictaminadora quien propuGo su 

creación en el Constituyente de Querétaro 1 como una novedad 

en nuestro derecho público. Con este fin la referida 

comisión asentaba en su dictamen que el Ejecutivo tiene 

unas atribuciones que son políticao y otras que son mera­

mente administrativas: las pri::ieras, ya sean exclusivamente 

políticas o a la vez políticas y administrativas, se confían 

a las Secretarías de Estado; las segundas, que son puramente 

administrativas deben otorgarse oreanismos desvinculados 

de la politica, Textuall'lcnte se afirmaba en dicho docu-

mento: "Al segundo grupo de órganos del Ejecutivo, o sea 

a los meramente administrativos, corresponde la creación 

de una nueva clase de entidades que se llamarán Departamentoa 

Administrativos, cuyas funciones en ningún caso estnrán 

ligadas con la política, sino que BC dedicarán únicn 

exclusivamente al rnejora::".iento Ue cada uno de los scrvidoreG 

públicos, dcpender~n directamente del Jcft'..' del Ejecutivo, 

no refrendarán los reglamentos y acuerdos relativo~ 

su ramo, no tienP.n obl ~[!.ación ni facultn.d de concurrir 

a las C6maras a informar ~i se les exigen constitucionalmente 

cualidades deb'!rminarlas para poder ser nombrados¡ el Presi­

dente, que tiene facultad de nombrorlos, qucdn con el 

(279) Cfr. Serra Hojas 1 Andr6s, Ob.Cit. 1 p.567, 
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derecho de calificar sus aptitudes 1 que deben ser princi­

palmente de carácter profesional y técnico.'' (280) 

De acuerdo con las ideas expresadas en este dictamen 

y con las que prevalecían en el añimo de la mayoría de 

la comisión respecto a que la Constituci6n debía enumerar 

las Secretarías los Departamentos, el artículo 90 fue 

propuesto a la consideración de la asamblea, en la siguien-

te forma: "Para el despacho de los negocios de la competen-

cia del Poder Ejecutivo, habrá las sieuientes Secretarías •.. 

habrá también Departamentos Administrativos dependientes 

directamente del Presidente 1 para los ramos de correos 

y telégrafos, de salubridad e,eneral ins true e ión pública 

y los demás que lo requirieran." ( 281) 

Al respecto el maestro Ser ro. Rojas ha expresado: 

"Numerosos fueron los Departamentos Administrativos creados 

a partir de la Constitución de 1917, entre otros, el Departa­

mento de Asuntos Indieenistas, tlarina, Educación Física, 

Prensa y Publicidad, Forestal y de Caza y Pesca, Salubridad, 

Asistencia Pública, Trabajo /,grario, etc.,la mayor parte 

de ellos desaparecieron co~o departamentos, por haberse 

transfornado en Secretarías de F.stado o por haberse incorpo-

rado a una Secretaría de Eslndo.'' (282) 

Es de señala~se que las ideas del Constituyente de 

17 sohre esn nueva e las~ de entidaocs las que llri.rnÓ 

Departamentos Aa~inis:rativo&, no se ~c~liz3ron lntezr~mente, 

en primer término porque dejaron de nultiplicarse, es 

decir, Jt:?jaro:¡ de c~earse n1ievoG Depar-:arncnto:; Admini:;lrati-

vos uegón las necesidades de los nuevos tiempos sociales 

y en seeundo lugar porque tlich3s entidade~ fueron perdiendo 

sus caro.clcrfstica:J orieinalcs, sobre t·odo si consideramos 

(280) 45º Sesión Ordinaria del Cone,reso Constituyente, celebrada el 
16 de enero de 1917, "Diario de los Oebates"Tomo II, p.345. 

(281) Tena Ramirez, Felipe, Ob.Cit., p.485. 
(282) Serra Rojas, Andrés, Ob.Cit., p.568. 
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que por' virtud de la reforma al artículo 93 de la Constitu­

ción, publicada en el O.O.F. de 31 de enero de 1974, se 

amplió los jefes de los Departamentos Administrativos 

la obligaci6n de dar cuenta al Congreso de la Unión, del 

estado que guardaran sus respectivos ramos, así como la 

facultad de cualquiera de las Cámaras para citar a dichos 

funcionarios f!n de que informaran sobre alguna ley 

o negocio de su ramo. 

A este respecto debemos considerar también que la 

r"tforma constitucional de 1980 al artículo 92 dispuso 

que todos los reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes 

del Presidente deberán de estar firmados por el secretario 

de Estado o Jefe de Departamento Administrativo a que 

el asunto corresponda, requisito sin el cual no serán 

obedecidas. 

Redondeando todas estas ideas, Serra Rojas nos informa 

que los Depar-:arnentos Administrativos: "A lo sumo eran 

una forma adm1~i~trativa transitoria hacia su integración 

como Secretarías de Estado. Se pensó alejarlos de la 

política, y su propia materia era eminentemente política; 

telégrafos sigue dependiendo de Comunicaciones, así como 

correos¡ salubridad forma con Asistencia una Secretaría 

de Estado; la eCucaci6n popular, Asuntos Indígenas 1 Educaci6n 

Física, los ~aneja la Secretaría de Educación Pública. 

El :'cp.::.rt.:.rr.e:?to del :'ra 1lnjo se convirtió en la Secre­

taría del Trabajo y Previsión Social; el Departamento 

de ;.!arin::i. en la Secretaría de Marina; Caza volvió a Agricul-

tura así sucesivamente. Departamento ALrario pas6 

ser la Secretaría de la Reforma Agraria y el Departamento 

de Turismo, Secretaría de Turitimo (D.O.F. del 31 de di­

ciembre de 197~.) 
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L·a .:~_ig~~te Ley~· orgánica __ dt! la Administración Pública 

Federal ·s61_ó_ r-_econ?ce un· Depattam~nto: el Departamento 

del D!stri ta, Federal." " (283) 

De la~ ideas y referencias precedentes se concluye 

fácilmente, como lo apuntamos en un principio, que la 

actual alusi6n del artículo llO constitucional a los titu­

lares de los Departamentos Administrativos, como sujetos 

de juicio político es totalmente anacrónica y pór lo tanto 

irrelevante en nuestro sistema de responsabilidades. 

Esta categ6rica afirmación se convalida en la actual realidad 

política, puesto que de hecho han desaparecido las entidades 

( Oepartaml!n tos Administra.ti vos) en cuestión, con exc e:pc ián 

del Departamento del O is tri to federal, cuya existencia 

no invalida nuestra afi:-rnaci6n por encontrarse considerado 

separadamente en el artículo de referencias. 

Con base en esta reflexión final, proponemos que 

oportunamente el constituyente per-manente, introduzca 

en el texto constitucional las ~odificaciones necesarias 

a fín de simplifica:- el reginen de rcsponsabilioades, 

evitando las abrunadoras confusio~as que ~esultan de enunciar 

cor.io sujetos de responsabilidad política y penal a servi­

dores públicos inexistentes. 

V. En cuanto a la situación bajo la cual se encuen-

tra:¡ los Gobernado!"es de los ~stados. habría que comenzar 

definiendo que en el plano jurf<lico s6lo son sujetos de 

Juicio político, cuanGo en ejercicio de sus cargo5 violan 

la Constitución y Leyes Federales. Sin t::-:bargo, cor.10 

existe la muy peculiar institución oe la "declaración 

de destiparición de los Podere$ de un Estado" que corres¡:rnnd& 

al Senado de la fiepública de acuerdo con la fracción 

(283) Ibidem, p.570. 
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del artrculo 76 de la Carta Magna (reglamentada durante 

la presidencia L6pez Portillista), en realidad política 

será. improbable que se les siga juicio político dichos 

servidores públicos, pues el procedimiento de desaparición 

de Poderes es mucho más expedito. 

El distineuido jurista González Oropcza ha expresado 

con relación al tema que nos ocupa: 11 La desaparición de 

poderes ha sido otra ví~ socorrida para hacer nugatorio 

el juicio político, pues ha probado n través de la experien­

cia de 1879 a 1975 ser un procedimiento sumario que pueda 

llegar a sustanciarse en una sola sesión desde la solicitud 

de declaraci6n hasta la toma de protesta del gobernador 

provisional, tal como pas6 en el caso de Nayari t de 1929, 

de las 48 declaratorias de desaparición de poderes que 

ha habido, en catorce ocasiones debi6 procederse de conformi­

dad con las reglas del procedimiento de responsabilidad 

y no con la desaparición de poderes, dcoestabilizando 

el orden constitucional en las entidades federativas. 

Nayarit l 92i:J' Duraneo 1931, Guanajuato 1932, Tabasco 

1935, Sinaloa 1935. Guanaj ua to 1946. Tarnaulipas 1947 1 

Guerrero 1945, Duraneo t9P6, Guerrero 1975 e Hirialgo 1975 

son los casos de desaparición de podcre~ que se basaron 

estrictamente en la supuesta responsabilidad, penal o 

política, de los respectivos gobernndores." (?84) 

Efectivamente, analizando los casos de responsabilidad 

constitucional de los gobernadores de los Estados, surgidos 

partir de la constitución vi gen Le, µoder:ios ob~crvar 

que ante la postbilidarl de iniciar juicio ("JOlÍtico contra 

dichos funcionarios, se ha optado por el procedimiento 

de desaparici6n de poderes, preferencia que surge de la 

prontitud en la tona de acuerdos del Senado, cuya integra­

ción ha hecho r:iás áei 1 cualquier procedimiento que se 

(284) González Oropcza, Manuel. Ob.Cit,, pp.80-81. 
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lleve e cabo allí que en el seno de. la Cámara de Diputados. 

Además, el procedimiento de desaparición de poderes es 

más breve, ya' que s6lo se sustanc!a ante el Senado, mientras 

qu-e el juicio político involucra un procedimiento de índole 

jurisdiccional, de por sí dilatado ante ambas cámaras. 

De la práctica de este procedi~iento, don Antonio 

Carrillo Flores manifestó: "No puedo callar que el procedi­

miento seeuido para declarar la desaparición de poderes 

cuando éstos de hecho están funcionando me parece injusto, 

pues no ofrece. las autoridades locales la oportunidad 

de defenderse, al menos, con la amplitud solemnidad 

de un juicio político. Por otra parte y hablando una 

vez ra6s de nuestra 'Constitución ~ea1 1 • indudablemente 

es mejor para lo tranquilidad de la entidad afect..ada un 

cambio rápido de autoridades, ya que votada la acusación 

por la Cámara de Diputados la Condena por el Senado sería 

un hecho inevitable.'' (285) 

VI. Finalmente debemos consiGe~ar en este apartado 

de nuestro trabajo, que con nativo de la intensa consulta 

popular llevada a coba por la adminis:ración del Presidente 

Mleuel de la Madrid para deLlocra:izar el gobierno del 

Dis:rito Federal, se decretó la creaci6n de una Ac;arnblca 

de represeni:.ación ciudadana, inte¡;rC!'~ª por 40 repreaentan­

tes electos SCGÚn el p:--!.ncipio de votación mnyori taria 

relativa, y por . .:6 renrüs1:?nl".anles elec-::n.; S•'?P,1Jn el principio 

de representación pro¡Jorcional. 

La creación de e~te novedoso óreano de representación 

popular originó que dive:--sos precepto~ constitucionales 

fuer5n r.1odificados en adecuación a la exiotencia y funciona-

(285) Carrillo Flores, Antonio, Ob.Cit., p.83. 
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miento de dicho organismo. Estas reformas al texto constitu­

cional se publicaron en el Diario Oficial de la Federaci6n 

de 10 de agosto de 1987, de entre ellas destacan las relati­

vas a los artículos 110 y 111 Constitucionales, que adicio-

naron como sujetos de responsabilidad política penal, 

respectivamente, 

Distrito Federal. 

los representantes a la asamblea del 

Es importante reiterar que la reforma a estos disposi­

tivos de la Carta Magna, tambián modificó la referencia 

al Jefe del Departamento del Distrito Federal como sujeto 

de responsabilidad política penal, sustituyéndola para 

la de "el titular del órgano u órganos del gobierno del 

Distrito Federal 1• a que ahora se alude. Sin embargo, 

incor.1prensiblementc aún se enur.iera a las Jefes de Departa­

mento Administrativo, como entes susceptibles de responsa­

bilidad, situaci6n que como hemos indicado líneas atrás, 

no tiene respaldo en la actual organización de ln adminis­

tración pública federal, puesto que dichos Departamentos 

han dejado de existir fácticamenle. 

b) Sujetos del Procedimiento en el Ambito Local 

En el inciso anterior hemos revisado el catálogo 

de sujetos que en su carácter de servidores públicos se 

encuentran sujetos al procedimiento federal de juicio 

político; sin embargo, éstos no son los dnicos agentes 

públicos contra los cuales ~e puede incoar el referido 

procedimiento, pue~to que, entrat6ndose de los servidoreo 

pablicos de entidades federativas, la respectiva Constitución 

local la ley de responsaliilidades estatal correspondiente 

podrán por su parte regular to~~16n la responsabilidad 

polític3 de lo~ ~isnos, encomendándole su adjudicinci6n 

al congreso local en cuestión. 
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Efectivamente, es de observarse que de acuerdo a 

la composici6n política de nuestro país en una república 

representativa, democrática y federal, los 31 estados 

federados, gozan de libertad y autonomía (mejor que sobe-

ranía), para organizarse política y administrativamente 

en todo aquello que concier"na a su regimen interior {artí­

culo 40 constitucional), facultad de la cual se deriva 

el hecho de cada una de las entidades federativas determine 

cuales de sus servidores públicos podrán ser sujetos de 

juicio político en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Como sería sumamente prolijo examinar cada uno de 

los casos a que se contraen las Consti~uciones locales 

respectivas, solamente hemos de expresar que la generalidad 

de estos documentos, reconocen a los Diputados, Maeistrados 

del Tribunal Superior de Justicia, Juez de Primera instancia, 

Secretarios de Despacho del Poder Ejecutivo, Tesorero 

General del Estado, Procurador General de Justicia y Direc-

to res Jefes de Departamento del Poder Ejecutivo, así 

como a sus equivalentes de las entidades que integran 

ln administración pública paracstatal, cono sujetos cir­

cunscritos a responsabilidad de tipo política. 

Sin enbargo, sobre este particular conviene destacar 

que alr:una!:; lec,islncio:·,es est.:i.téllcs, ~a~bién consideran 

al Titular del Ejecutivo Local, es c!ecir al Gobernador 

respectivo, cono sujeto de juicio político, ejemplos de 

este caso son las Constituciones de Yucatfi:1, Tlaxcala 

3inalo3, entre otras. 

En cuanto al desa~rollo del procediricnto loen! :le 

juicio político, sob:-csalc u:ia particularid'3.d que lo hace 

notoriamen~e diferente del de naturaleza federal. Dicha 

particularidad se refiere al hecho de que no e~istiendo 

bicarierismo en los Congresos localc::;, las atribuciones 
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del jurado de Sentencia que en 01 procedimie~to federal 

corresponden a la Cámara de Senadores, en las entidades 

federatiVas recaen en el pleno del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de que se trate. 

Finalmente, cabe precisar que las prevenciones consagra­

das por las constituciones locales en materia de responsa­

bilidades de los servidores públicos, se encuentran ajusta­

das a los presupuestog del artículo 109 de la Constitución 

Federal, y consecuentemente, las causas que pueden originar 

el procedimiento local de juicio político también se refie­

ren los actos omisiones cometidos en el ejercicio 

de las funciones que perjudiquen el interés público 

fundamental y su buen despacho. 

e) El Ejecutivo Federal exceptuado do Juicio Político 

Dentro del vieente reeimen constitucional de respon­

sabilidades de 103 servidores públicos, el titular del 

Poder Ejecutivo Federal, se encuentra colocado en unn 

posición '1 sui generis 11 cuyo análisis plantea una diversidad 

de problemas por resolver. 

En una primera instan e ia es conveniente advertir 

que el juicio político no procede contra el presidente 

de la República, ya que por disposición del párrafo segundo 

del artículo 108 Constitucional, s6lo podró se~ acusado 

durante el tie11po de su enea.reo, por traición o la patria 

y delitos graves del orrle:i común y el juicio en que tales 

acu4¿icione~ se ventilen sionrir·e tenaré carócter ¡1olÍLico, 

esto es, deberó. r:iediar· acu~>ación Ue la Cñnara d"! Diputado& 

resolución condennto1·ia de la (le Senadores (artículo 

111 Constitucional). Sin cmhargo, dcspuós da concluído 

su mandato podrá ser enjuiciado, si procede, ante los 

Tribunales compel~nt~s co~o cualquier ciu1lodano. 



-, 
366 

El primer_ problema que se plantea en torno a la limitada 

responsabilidad del titular del Ejecutivo Federal, se 

refiere a la falta de una definici6n jurídica de los ''delitos 

graves del orden com6n 11
• Efectivamente, cab~ reiterar 

que el segundo párrafo del artículo 108 el cuarto del 

111 del texto constitucional en vigor, en forma idéntica 

a lo previsto por el texto de 1917, establecen, que el 

presiden te de la República, duran te el li cmpo de su encargo 

sólo podrá ser acusado por la Cámaro de Diputados por 

traición la patria delitos graves del orden comuD, 

debiendo resolver la Cámara de Senadores con base la 

leeislaci6n penal aplicable, pero en ninguno de los mencio­

nados artículos define que deberá entenderse por delitos 

graves del orden comGn. 

De esta forma, según Orozco Enríquez "a pesar de 

que la doctrina ha insistido sobre la necesidad de que 

se defina lo que debe entenderse po~ delitos graves del 

orden co:iúr: e incluso J-.a pro¡iues':o soluciones, el constitu-

:;ente pcrnunente hizo ca~o o·-iso y persiste en la lup,una 

respectiva. De este modo, se ha sos:enido que loz 'delitos 

.;;ravcs del orlicn C0'.'1Ún' son .'.'l.quellos e:1 lo!..i que el i;-idici.Jdo 

no obtiene el der1.:?cl10 del artículo 2C Constitucional¡ 

o aquellos cuya sur!ciór, consiste en pena de r-.uerte según 

el a;·tículo 22 constitucional; o aquellos que seun determi-

nadas como tales por la propia cons:ituci6n una ley 

Jecunñuria; iiien, ~ue ~s atribuci6n del Concreso de 

la Uni6n el proceder casu!s~ica~e~~c !lii~a c~lificar lA 

y al d~litn co~ctirlo'', (~~6) 

En todo ca30, parece nconsejable reanudar la tradici6n 

ini·crrun¡Jida en 1857 y especificar en la Conslilución 

{286) José de JcGús, Orozco Enríquez • "Comentarios al artículo 108 
Constitucional" en "Constit.ución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, Comentada", Ob.Cit., p.262. 
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los delitos por los que puede ser acusado el presidente 

durante el tiempo de su encargo, Así, por ejemplo, conforme 

a··ia Cons~ituci6n de 1824 el presidente podía ser responsable 

durante su período por loa delitos de traición contra 

la independencia nacional o la forma establecidn de gobier­

no y por cohecho o soborno, así como por actos dirieidos 

a impedir que se efectuaran las elecciones rle presidente, 

senadores y diputados, o a que éstos tomaran posesión 

del cargo, o a que ejercieran las facultades que les atribuía 

la propia Constitución. 

Por su parte, la Constitución de 1857, además de 

traición a la patria y delitos graves del orden común, 

contemplaba como causales para proceder penalmente contra 

el presidente de la república, la violación expresa de 

la Constitución y loa ataques a la libertad electoral. 

En fín 1 en los términos y por las causales que se estir.,cn 

más convenientes, pero es necesario precisar constitucional­

mente los casos en que se puede proceder contra el presidente 

du~ante el tien~o cJe su encnrco. 

?or otro lado, el ::1P.nciona1.!o St:Bundo párrafo del 

artículo 108 constitucional, ~l no defini~ los delitos 

graves del orden común propicin una grave confusión, pues 

no se sabe si se refieerc al los delitos conunes en oposición 

a federales, o a delitos coriunes en oposición a los nntigua-

mente llamarlos delitos ofici8les. Ahora bien, si se empleri 

en el pi~lmer sentido, e:> dcc:ir en 0µ0!.iición a los delitos 

del orden fcd~rol, como todo parece in~ica~ puesto que 

ln rcforna cons~itucional Je 82 alianJonó l~ anterior clasifi­

cación que se hacía entre delitos comunes y delitos oficia-

les, consideramos in¡)dmisible que no pueda procederse 

penal~cnte contra el presidente de la rep6blica por la 

cornisi6n de uquellon delitos federales cuya eravedad sea 

ostensible. 
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En el r.iisrno orden de ideas que venimos desarrollando 

es convenient~ puntualizar que el catálogo de conductas 

punibles que eventualmente pueden acarrear la responsabili­

dad del titular del poder Ejecutivo Federal, si a juicio 

del Senado, configuran un "delito grave del orden común", 

no se reduce únicamente a los tipos penales contenidos 

en el c6digo penol pnra el distrito federal en materia 

de fuero común y para toda ln república en materia federal, 

sino que en nuestro concepto, comprende los delitos 

del ol'den común que sean previstos por los código~ locales 

de la materia. De esta manera la aplicación de la pena, 

por parte de la Cámara de Senadores se efectuará con arreglo 

••en la legislación penal aplicable", que reiteramos, puede 

ser el código penall de aleuna de las entidades federativas. 

Un cuestionamiento más que surge de la prevención 

de que "el Presidente de la República durante el tiempo 

de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a la 

patria delitos ~ravcs del orden común", es el que se 

refiere a deter-minar el tier.-,po en q·..Je se efectúa la corai::>ión 

del ilicito 1 :¡ si ello afecta la pr-ocediuilidad del juicio 

a través del cual se pretenda exigir la respon~abili&latl 

correspondiente. nicho en otros tér'7linoG, !.ie busca saber 

si el delito de traición o la pa:ri~ o .:.lgún otro "r:rave" 

probler.:a del o:-de.t cor,·.ú:., po!"' e:!. c1ue se puede acusar al 

Presidente de la ::.epública du:-an":o el tie-r.po de :;u cgreo, 

de!)et·á :.ier CCJ"'le~i~o e!". t:'l ~jrcicio d<::! SU'; funcione~, (s:ricto 

sensu) 1 o b!.en Gur-nntc el tienpo -:;ue dure en su cr.ca!·go, 

o si en ~stc supuesto, cahon incluso aquello~ delitos 

co;:;~tido~; CC>:. er.~cl::-.ciS:i al cjcrcic.'...c de la í·:·i, •1r<1 .:i¡_,.!:i-

clc~c~tcs típico~. fuc!"'on 

dcscu':::.ic:.rtos yu encontrándose en fu:1cion1?~ el alto servidor 

público, as!.-:isr-:o intcrcs:i. sobcr si al,s.uno oe esos cnsos 

afecta la poGibilidad de enjuiciar al presidente de la 

fl.cpúbl ica. 
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Infortunada~ente ninguno de los ínclitos autores 

que hemos veniCo citando en el curso de la presente investi­

gación, se ref"iere al problema concreto que planteamos 

en el párrafo anterior, por lo cual s6lo nuestra modesta 

opini6n dará res~uesta a dicho cuestionamiento. 

Con cs~a advertencia nos att'evemos afirmar que 

la temporalidaC comisiva del ilícito grave del orden común, 

no tiene mayo~ relevancia en cuanto la posibilidad de 

acusar ai presiciente de la República, pues en virtud de 

que la Ley Fundamental es omisa en este sentido, considera­

mos que bastará con que el delito que se impute al primer 

magistrado 1 !"'C'Jista en opinión de la Cámara de Senadores, 

el carácter de gravedad o bien que se trate del expreso 

delito de "tra!ción a la patria", pudiéndose cometer cual-

quiera de ellos con motivo de las funciones duran te 

el tiempo de ejercicio de las mismas, 

como lo hemos d:stineuido líneas arriba. 

incluso antes, 

Por otrr:i !a:o, de sef,nlar-se que el párrafo Cuar~o 

del Artículo :11 constitucionnl, al preveer que tratándose 

del Presiden~.; C.e la Repúblicn "sólo hab:-á lugar a acusarlo 

ante la Cá.'71ara de Senadores en los términos del artículo 

110", así co:-o ~ue "en este supuesto, la Cámara de Senado­

res re~olv~r-6 c:i:-, base en la ler,islación penal aplicable", 

erige un verc~aero tribunal de excepción en favor del 

pri~er nundata:-!o de la nncl6n, facultanrio la C.J.ma.""a 

de Senadore:::; y¿,;-¿¡, que ~f...s allÁ de sus atribuciones propias, 

cumpla un~ ~unci6n judicial, consistente en dictar una 

sentencia n. "":--~vés de la cunl se aplica una :.;nnción µen~1l, 

situación que ob~io es decirlo, lesiona el principio de 

separaci6n de ?Oueres por un latlo 

todos note lé\ "...e¡, por el otro. 

el de igualdad de 

De otra parte y antes de abordnr la irresponsabilidad 

política del Presidente de la República es necesario reiterar 
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que lo previsto 

_constitucional 1 

de su encargo 

del orden común 

por el segundo párrafo del Artículo 108 

en el sentido de que durante el tiempo 

s6lo podrá ncusársele de delitos graves 

así como de traición a la patria, no censa-

gra la impunidad de dicho funcionario respecto a los demás 

delitos sino que sencillanentc, establece la inmunidad 

temporal del mismo durante el período del encargo 1 para 

proteger la buena marcha de sus funciones; 

éstas, es claro que se pueda. proceder 

contra ante los trihunales competentes 

delito que haya cometido. 

una vez concluidas 

penalmente en su 

por cualquier otro 

Hechas estas 

la exceptuación 

observaciones es 

de responsabilidad 

oportuno 

política 

referirnos 

en que se 

encuentra colocado el Presidente de la República, propósito 

que nos conduce a recordar que históricamente el juicio 

político tie:lc su origen en la vieja !nglaterra 1 en donde 

se instauró como ~t nrrr.a política del parlamento en contra 

del rey en la lucha por el poder. 

Po~teriorGente, al indepe~~izarse los Estados Unid0s 

de América 1 absorvieron para sí el juicio político, pero 

se enfrentaron con un proble~a de té~is y dn doctrina, 

porque el f;ODier;¡o íl:~.ericn:-.o su:-'_:;ió C'.:l:"l '.-Jase en la t.eoría 

de l;i divlslón de poderes, de r-ar.~r:; ::;,ue el Coníjreso ::orte­

a~ericano no pod! utiliza~ el j~ici~ pol[~ico co~o el 

arMa del pod".':• l·'.!:-.i-;l;:\"tivo >5r::i ":?nfre:::ar¡;,e .Jl porl~r 1.:jecu-

tivo1 pues en ~ste caso el poJer e~a ~Ólo, ·1.U!1C:.UC 

dividirlo parn su ejercicio en tres poderes, ya no exist!r; 

la luchn del l~&islativo fr~n~e nl eJecutivo que había 

acontecido c:1 :n~la~erra. 

De tal r,uisa, "F.l Conareso del Constituyente americano 

tomó el juicio político y determinó que no iba a ser el 
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el arma política para acusar al poder ejecutivo, sino 

que se iba a utilizar para dignificar al poder ejecutivo, 

Que el poder Ejecutivo fuese responsable de sus actos 

frente al poder legislativo representante del pueblo. 

En otras palabras, que el Ejecutivo respondiese por sus 

actos frente al pueblo, pero no por los de naturaleza 

penal, simplemente por los actos de la administración 

del gobierno". (287} 

Sin embargo, a pesar de que nuestro régi~en constitucio­

nal de responsabilidad de los servidores públicos está 

tornado en mucho del modelo norteamericano 1 en materia 

de juicio político no se hizo, como en otros casos, reproduc­

ción textual de aquella leeislación, pues es de observarse 

que mientras en los Estados Unidos de :~orteamerica el 

Presidente de la República sí es sujeto de juicio político, 

en apego estricto al sentido democrático de su sistema 

jurídico, en nuestro país y dadas las peculiares caracterís­

ticas del Presidente mexicano, el t.itular del pacer ~je~utivo 

federal es ¡lol!ticamente irresponsable. 

Es":.a situaci6n es, ~n nucs:ra particular opinión, 

Crancanente injustificada, puesto que la mayoría de las 

tareas encomendadas al Presidente de la República revisten 

un caráctec político, :::rascer,de:-i':al para el interéf; público 

y la buena fflarcha del país nos pnrecc absurdo que no 

se pueda e>:in.ir al dienatario en cuesti6n nineur1a r~sponsa­

bilidad de esa naturaleza, sobre todo si consid~ranos 

que en los tP.rninos d~l Artículo 87 Con~titucional el 

protP.star el 

desenpeílo leal y p~triolico del su enca1·go. obligándose 

a guardar hacer guaruar la Constitución federal las 

(287) González Hubio, lc,nacio, "Intervencion en el Debate en lo General 
de la Ley de Hesponsabilidadcs de los Funcionarios y Empleado:.. 
de la Federación y del D.;.·,", "Diario de Debates de la Cámara 
de DipuladO!:l'', DicieMbre 19 de 197 , 
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leyes que de ella emanen y de no ser así la Haci6n tiene 

el derecho de demandarle el cumplimiento de tales obliga­

ciones. 

En este sentido, podría pensarse que res?onsabilizar 

políticamente al Presidente de la República significaría 

ponerlo en manos del Congreso de la Unión, con g:-ave riesgo 

de la estabilidad política nacional. Sin embargo, considera­

mos que ese riesgo es menos perjudicial pa:-a la Nación 

que reconocer la impunidad política de aquellos actos 

cometidos por el primer mandatario que redunden en perjuicio 

del interés público fundamental o de su buen despacho. 

Por otra parte 1 atribuirle responsabilidad política 

al Presidente de la República sin lugar a dudas significaría 

reforzar un auténtico equilibrio de poderes, que alentaría 

el pluripartidismo en la composición de las Cámaras del 

Congreso y posibilitaría el control popular so°tl!"'e la actua­

ción del ejecutivo federal a través de la ''acci6n popular''. 

Refiriéndo!:;e la situación del Pres:.Cenle de la 

República de nuestro país frente al sistema constitucional 

de responsabilidades, es lugar común que di.ve:-sos autores 

justifiquen su irresponsabilidad política amparados en 

la creencla de que la figura del refrendo C0!1Stitucional, 

que establece: "Todos los reglamentos, decre-:-:s y ordenes 

del Presidente deberán estar firmados por el Secretario 

del Despacho enco.rgado del ramo a que el asun':o corresponda, 

y sin este rcqulsito no serán obedecidos" (2t6), traslada 

la rcsponsabilida~ del jefe del gobíerno al Secretario 

refrendatario. 

Sin embargo, tal finalidad del refrende., consistente 

en la asunción de responsabilidad polf tica ~or parte del 

(288) "Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos",Ob,Cit.p.95. 
•Ya hemos indicado que jurídicamente no está conte;plada en nuestro 
país la responsabilidad política del Presidente de la República, 
e insistimos en que debería estarlo. 
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Secretario refrendatario no opera en nuestro sistema presi­

dencial a consecuencia de la unipersonalidad del Ejecutivo, 

pues como dice Tena Ramírez, "El Presidente es responsable, 

constitucional políticamente (sic)• de los actos de 

sus Secretarios, quienes obren en nombre de aquel son 

designados libremente por ~l mismo''· (289) 

En otra oportunidad, el mismo autor efectivamente 

señala que una de las funciones del refrendo. es la de 

hacer recaer la responsabi~idad política en el ministro 

signatario, pero señala que dicha función es propia y 

característica de los régimenes parlamentarios, afirmación 

a la que agrega: 11 En efecto, si en dicho régimen (parlamenta­

rio), las funciones del gobierno pertenecen al gabinete, 

el cual no es designado a su arbitrio por el Jefe del 

Ejecutivo, impónense como consecuencias que la responsabili-

dad total de las actividades gubernativas la el 

gabinete y que el Jefe del Ejecutivo quede exento de toda 

responsabilidad. Pues bien, la responsabilidad de que 

se priva al Jefe del Estado se traslada mediante el r-efrendo 

a los Ministros. Si el Jefe del Gobierno no necesita contar 

con los ~inistros, su irresponsabilidad conduciría al 

absolutismo; de aquí la funci6n limitadora del refrendo. 

Por otra parte, el Jefe riel Gobierno no puede responder 

por- actos ajenos, como los del gabinete; de a·quí la 

función del refrendo, consistente en transfe:-ir la :-esponsa­

bilidad al ministro refrenda~ario 1'.(290) 

Se infiere '1e los ac~rtos anterior-es que en nuestro 

sistema jurídico, el refrendo constitucional no persigue 

la finalidad de eximir de responsabilidad al Presidente 

de la República, para transferirla al refrendatario. 

(289} Tena RaT'lírez, Felipe, Ob. Cit., p. 253, 
(290) Ibídem. 
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Hemos de concluir de lo expuesto, que en un régimen 

presidencialista como el nuestro, en ningún momento, ni 

por ningún motivo pasa la responsabilidad política del 

Jefe del Ejecutivo Federal a los Secretarios de Estado 

que le auxilian técnicamente en el desempeño de sus funcio­

nes, por lo cual resulta inadmisible que no se contemple 

a dicho funcionario como sujeto de responsabilidad política. 

Finalmente y considerando que nuestro texto constitucio­

nal vigente exceptúa de responsabilidad política al Presiden­

te de la República, sometiéndolo exclusivamente a responsa­

bilidad penal pro los delitos graves del orden común 

por el ilícito de traición a la patria, que pudiera cometer 

durante el tiempo de su encargo, asi corno por cualquier 

ot?"'O delito una vez que haya concluído el período de sus 

funciones, hacemos notar las observaciones de Don Antonio 

Carrillo Flores 1 en el sentido de que: "En México a diferen­

cia de Estados U~irlos, la Cámara de Diputados nunca ha 

acusado a un Presidente y por lo ~ismo no ha habido oportuni­

dad de que el Senar10 se erija en G~an Jurado para condenarlo 

absolverlo. Lo cual es fácilmente explicable tomando 

en cuenta nuestra 'Constitución Heal' en que hay un partido 

mayoritario en la Cámara de Diputados, cuyos miembros 

o~viamente no votarían en contra de su Jefe Nato. (En 

Estados Unidos la situación es diferente porque alli la 

disciplina de partido rige sie~pre para la integración 

de las comisiones la elección del Presidente 'Speaker-' 

de la Cámara de representantes pero no para otro tipo 

de decisiones. En el caso de t1ixon, uno de los más destacados 

- i e...,b:-os rle1 Ala Conservadora del Partioo Hepublicano 

candidato la Presidencia de la República en 1964 1 

Barry Goldwa~er, informó 

en que éste anunción 

Nixon en la mafiana del día 

dimisión, que votaría en contra 

suya al menos uno de los cargo1:1 1 lo cual habría sido sufi­

ciente para remover al Jefe de la Nación, y le hizo saber­

que veía su condena como inevitable). 



375 

Entre nosotros, el único caso que guarda semejanza 

formal. ya que al mandatario dimitente no se le imputó 

hecho alguno que lo lesionara en su integridad personal 

o política, fu6 la renuncia del Presidente O!"'tiz Rubio 

en septiembre de :.~32 1 sin duda una de las dos crisis 

políticas no militares, conste, mayores desde 1917-

(la otra fué el ~ompimiento en junio de 1935 entre el 

Presidente Cárdenas Don Plu~arco Elías Calles). Según 

explicó Don Pascual, en el documento que envió al Congreso, 

no existían entre él y su partido el Nacional Revolucionario, 

ni con el entonces llamado Jefe Máximo de la Revolución 

diferencias de ideas de principios, pero sí constantes 

discrepancias con :-espccto a personas. Sin embargo, en 

sus Memorias, en dos ocasiones el Presidente Ortíz Rubio 

habla de que se rumo; aba que el Congreso podría 1 desaforar­

lo'. Mi impresión personal, fundada en diversos t:estirionios 

orales lecturas de literatura relativas a la época, 

es que el Presiden'te Ortiz Rubio creyó que sin el apoyo 

de su partido no podría gobernar al país 1 y que e:l cambio 

lo exponía a una gravísima situación que pro~ablemente 

derivaría en un conflicto que ensangrentaría México 1 

pues una parte del e~ercito sí estaba dispuesta a enf;entarse 

a Don Plutarco. 

Coincido por ello con el juicio que años después 

hacía al Presiden~e Ruiz Cortines 1 de quien estuve muy 

cerca1 al calificar Ge conducta patriótica-o si se ;efiere 

de sacrificio poli:ico- la renuncia de Don Pascual. Aquella 

experiencia histórica justifica que desde junio de 1935 

el Presidente de la República sea adenás de Jefe :.!e ~:stado, 

Jefe de Gobierno del Ejercito, Jefe Nato del Partido 

en el poder .. (En :-ealidad debería serlo corno ha ocurrido 

en algunas ocasio;,es, desde que la. Cámara de Diputados 

lo declara Prcsiden;.e Electo, aunque sin inte!"'ferir las 

facultades del Jefe del Ejecutivo en el Gobierno o en 

la Administración". 1 291) 

{291) CarUlo Flores, Antonio, Ob.Cit., pp. 81-3. 
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Como est"e es un trabajo académico y nuestra filiación 

política y convicciones partidistas deben quedar al margen 

del mismo, nos sentimos moralmente obligados expresar 

con sentido crítico y desapasionadamente, que la discipline 

de partido que ejerce el Presidente de la República en 

su calidad del Jefe Nato del partido en el poder, en nuestro 

País ha tenido históricamente y tiene actualmente, connota­

ciones negativas, pues entre otras coaas 1 hace nugatorio 

el principio jurídico-folos6fico. de división o separación 

de poderes, limita la pluralidad del pensamiento político, 

centraliza el poder político de otros servidores públicos 

electos popularmente limita la capacidad de acción de 

un sinnúmero de agenl~s públicos de menor jerarquía. 

Todo lo cual, hace imposible la viabilidad jurídica 

del procedimiento de juicio político, que eventualmente 

pudiera seguirse en contra de los servidores públicos, 

circunscritos este tipo de responsabilidad si no es 

mediante su aprobación previa. Y ni que decir de que frente 

la realidad fáctica de estas consideraciones, la propia 

responsabilidad exigible constitucionalmente al Jefe del 

Estado durante el tiempo de su encargo, será letra muerta. 

Fundándonos en esta de!:ioladora visión de nuestras 

instituciones jurídicas en materia de :-esponsabilidades 

(ju1c.!.o p0l ít-icr:i declaración de procedencia), e5 que 

disentimos de la juslificaci.ón de Don ,\ntonio Cerrillo 

Flores que éste hace de la disciplina de parti~o la 

necesidad de que el Presidente de la República sea el 

Jefe tia to del partido oficial. Desaprobamos la existencia 

de esa facultad metaconstituclonal del titular del Poder 

Ejecutivo Federal, puesto que es evidente que impide el 

ejercicio de una justicia auténticamente democrática. 
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Es importante ~ecordar que diversos derechos populares 

y particularmente la institución jurídica de ''Acci6n Popular•• 

tuvieron su or-igen embrionario a partir del "Contrato 

Social'', por medio del cual el pueblo tuvo que delegar 

parte de sus derechos fundamentales, con los que había 

nacido, a un grupo minoritario que lo representara y ejerci­

tara el poder público para garantizar el ejercicio de 

las libertades individuales y asegurar el cumplimiento 

de los intereses públicos colectivos. De esta manera, 

cuando ese grupo minoritario no atendió adecuadamente 

las necesidades de la sociedad en formación, perjudicando 

loa intereses de la comunidad, la voz del pueblo se hizo 

escuchar, en justo reclamo de instituciones públicas perma-

nen tes que permitieran cualquier ciudadano denunciar 

las irregularidades del poder público. 

A partir de entonces, el derecho de Acción Popular 

se ha manifestado a lo largo de la historia político-jurídi­

co de casi todos los pueblos de la Tierra, como un elemento 

jur!dico que permio;e asegurar la preservación de los intere-

ses públicos, frente las circunstancias y actividades 

emanadas del titular o titulares de los poderes del Estado 

y frente la mala actuación de los demás funcionarios 

públicos secundarios. 

La lnstitución de A ce tón Popular estuvo presente 

en la organización de la "Gens'' griega y, t:'lás tarde, en 

la del pueblo ro~ano. Es precisamente en el Digesto en 

donde se aprecia ya una definición de Acción Popular, 

en'tendiéndosele como aquella por la cual el pueblo defiende 

sus derechos. { 292) 

(292) Cfr. Cuenca, Humberto, 01 La Acción Popular", en "Revista de la 
Facultad de Derecho de México", Número 22, U.N.A.M., México, 
D.F.? 1956, p. 97. 
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También el jUr\acQnsulto romano Paulo, se preocupó 

por dar 'una definici6n de esta insti tuci6n, entendiéndole 

como: 11 Quae Suum jus populi teutur''• Mediante ella el 

particular entable un juicio para hacer valer, no un derecho 

propio individual, sino un derecho del pueblo o de la 

comunidad a que pertenece ••• (293) 

Más Larde con el evolucionar de ln sociedad de una 

grada inferior a otra superior de complejidad, se entiende 

que la acción popular es "un poder otorgado a los ciudadanos 

para hacer efectiva la preeminencia de la Carta Fundamental 

sobre los demás actos del poder p~blico 1 '. (294) 

Por otra parte, y en épocas más recientes, el reconocido 

jurista Eduardo Pellares SP.ñala que la acci6n popular 

"es la que se concede a los habitan tes de una ciudad que 

tengan capacidad procesal, para hacer valer determinados 

derechos de la comuna a que pertenezcan". (295) 

La fisonom[a de este derecho de ''Acción Popular'' 

ha estado presente en todos los documentos que integran 

el constitucionnli.smo mexicano acrualmente el último 

párrafo dl?l Artículo 109 del texto constitucional en vigor, 

expresHmente establece: "Cualquier ciudadano, bajo r.iás 

estricta responsabilidad mediante la presentación de 

elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la Cámara 

de Diput.1dos del Conareso de la Unión, respecto de las 

conductas las que se refiere el presente artículo", 

es decir aquellas que puedan originar rcaponnnbilidndes 

pol!ticas, penales o administrativas par"a determinados 

servidores públicos. 

(293) Mnttirolo, tu is, "Accionet> Populares", en "Rcvi5ta de la Facultad 
rlel Dert'!Cho en México",Núm.22,UNAM,Méx.D.F.,1956,p.97. 

(294} Cuenca,Humherto,Ob.Cit. ,p.100. 
(295) Pal_ lares, Eduardo, "Diccionario de Derecho Procesal", Edi t, Porrúa, 

S.A., México, o.r~., 1985, p. 48. 
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Sin lugar a dudas, es loable la existencia de esta 

prevención dentro de la normatividad fundamental del Estado 

Mexicano, pues representa una garantía de control popular 

que permanentemente debe existir sobre la actuaci6n de 

los organas Estatales. En este sentido conviene recordar 

que Don Antonio Car!"illo Flores decía: "Ninguna Ley de 

Responsabilidades será eficaz sin una ciudadania vigilante 

y valerosa". (296) 

Por nuestra parte, opinamos que precisamente en esta 

frase del maestro Carrillo Flores, se encuentra resumido 

lo que se necesita para que la Ley de Responsabilidades, 

reglamentaria del procedimiento de Juicio Político, entre 

otros, cobre eficacia plena y alcance la perfecci6n que 

por ahora todavía no se consigue. 

La Acción Popular debe ser un auténtico respaldo 

de la regulación atinente a la responsabilidad de los 

servidores públicos y por ello es indispensable que quienes 

estamos integrando el pueblo, sacucJamos indolencias 

actitudes de indiferencia, en necesario que despertemos 

nuestra conciencia ciudadana y que comprendamos que 

nosotros toca vigilar el comporta.niento honesto y eficiente 

de los servidores públicos que integran el pode:- público 

estatal en sus diferentes niveles, y que a nosotr-os corres­

ponde tar.ibién, la facultad de denunciar desde la inmoralidad 

ineptitud de los servidores públicos hasta los actos 

de franca ilceal1dad en que puedan ocurrir en el ejercicio 

de su e11cargo o con motivo del mioma. 

De esta manera conviene recordar que el Constitu-

yente de 57 decía que no era suficiente que hubie;a leyes, 

sino que era ind.:.spensable que el pueblo ejerza sus derechos 

de denuncia, a lo cunl agrcga!"Íamos :io:;o::r-ofi¡ que en cuanto 

(296) Co.rrillo Flores, Antonio, Qb, Cit., p. 71. 
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al juicio político se refiere, es indispensable también 

que el Cong~esci~~umpla con su obligación de abrir el proceso, 

instruirlo y dictar sentencia con sentido de justicia 

y no ·de facción. 

En torno a la Acción Popular que actualmente consagra 

el ordenamiento constitucional en materia de responsabilida­

des y la Ley Federal de la materia, el Doctor Sergio García 

Ramirez ha expresado: "Si bien es cierto que la exigencia 

de responsabilidad en el juicio político y en el trámite 

de procedencia debe fluir con entera normalidad, para 

que se demuestre que el denominado fuero no es impunidad, 

ni con él se protege al funcionario, sino a la función, 

también lo es que han de estatuirse las debidas garantías 

para esta for~a singular de enjuiciamiento. De nhí que 

se postule que quien denuncie satisfaga elementales requisi­

tos de prueba para asegurar la seriedad de la inatnncia, 

en el entendido de que si el funcionario ha de responder 

por su conducta¡ por la suya ha de hacerlo el denunciante, 

que luego tendrá el derecho y además la carga de sustentar 

la imputación en algunas diligencias ... " (297) 

El profundo sentido jurídico con que son destacadas 

estas observaciones, nos impone a considerar acertada 

la rigorocidad con que está concebida la acción popular 

en el nar·co jurídico de las responsabilidades de los servido­

res públicos, al arrojar al ciudadano denunciante la carga 

de la p:-ueba, hnjo más estricta re~µonsabLlidad, 

efecto de salvaguardar• a los servidores p~hlicos de calumnias 

Y denuntias apócrifas, cuyo ~nico objeto fuera el de entorpe-

cer las laboren públicas la correcta prestación de los 

servicios públicos. Sin embargo, desde otro punto de 

vista, la obligación del ciudadano den\incíante de presentar-, 

bajo su ~ás estricta responsabilidud, los elementos de 

(297) García Ram{rcz,Sergio,"Compoarecencia ante la Asamblea de la 
Asamblea de la Cámara de senadores",en "Revista Mexicana de Justi­
cia'', Ob. Cit., pp. 250-1. 
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prueba suf'iclentes para avalar su denuncia, par0:ciera 

ser más una amenaza contra los ciudadanos valerosos, que 

convencidos de 18.bondad y justicia de nuestras instituciones 

se atreven a denunciar, que una garantía de seguridad 

jurídic~ para el funcionario acusado. 

Al respecto, cabe advertir que el antiguo Artículo 

111 Constitucional, también concedía acción popular para 

denunciar ante la Cámara de Diputados, delitos comunes 

u oficiales cometidos por- los altos funcionarios de la 

Federación, pero carecería del calificativo de "bajo su 

más estricta responsabilidad", lo cual, como afirma el 

excelente jurista Orozco Enriquez: ''Si bien tiende a eliminar 

las denuncias anónimas o apócrifas, también puede tener 

un efecto negativo en el sentido de intimidar a los ciudada­

nos para que se abstengan de denunciar los abusos de los 

servidores públicos por temor a incurrir en alguno responsa­

bilidad penal o civil, ante las eventuales fallas procesales 

y las dificultades probatorias, lo cual resulta lamenta-

ble". (296) 

Con base en estos razonamientos, consideramos que 

si el auténtico espfritu de la ley es dar eficacia operativa 

al derecho de "Acci6n Popular" y en consecuencia al sistema 

que integran loo diversos procedimientos Cspecíficos para 

hacer efectivas las responsabilidades de los servidores 

públicos, es indispensable suprimir la frase ''bajo su 

más estric:a responsabilidad'' de la fórmula enunciativa 

en que se contempla este derecho. De esta manera, se evitnrra 

la indolencia de mucho5 ci11dadanos que actualmente prefieren 

sufrir los males de un servidor público deshonesto o incapaz 

correr el riesgo de que el peso de la ley Ge revierta 

en su contra, si se atreven a denunciar al servidor público 

inmoral, 

{298) Orozco, Enriquez, José de Jesús, Oh. Cit., pp. 115-6. 
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En eRte sentido' es claro que al eliminars:c l& t&c~ td 

lnli~~óaciSn que actualmente p3rccitt·a con:enerse en la 

frase de "bajo su más estricta responsabilidad", la ciudada­

nia potencialmente '1 denunciadora 11 de las ir~egularidades 

de la administración pública, actualizará su participnci6n 

en el control 

públicos que 

se corre el 

ap6crifas, 

popular 

integran 

riesgo de 

penaamos 

sobre 

los 

que 

que 

la actuación de los servidores 

organos del Estado. aunque 

se presenten denuncias an6nimas 

la Cámara de !Ji pu t. a dos siempre 

debe presumir la buena fe de las personas denunciantes 

de los actos u omisiones que entrañan la :-esponsabilidad 

de los servidores públicos, además de que en última instancia 

será la propia Cámara de Diputados la que acep~a~á o desecha­

rá la procedencia de las denuncias. 

De otra parte, estimamos oportuno t~ae~ hasta aqui 

las reflexiones del Doctor Joree Reyes :ayabas sobre el 

derecho de "Acción Popular", particula:-r.;ente referido 

al procedirniento de '1 Declaraci6n de Proce~e~cia'' previsto 

constitucional~cnte, como requisito previo la inconci6n 

de juicio penal contra servidores públicos de alta jerarquía. 

¡\l respecto, el afamado penalista considera: "La posibilidad 

que se es~nblece en el Artículo 109 :or.s:itucionnl de 

que cualquier ciudadano, bajo su más cstrlC7a ~esponsabilidad 

'."1Cdiante la riresentación de elenentos de prueba, pod:"á 

fornular denuncia ante la Cámnra de Jip:.:::ac!os, tergive:-sn 

el sistema cons~i~ucional, porque el A~ticulo 21 de la 

misr:1a CArta reserva o.l Ministerio Público la facultad 

de peraeguir los delitos, si una denuncia de particular 

prospera nn~e la cá~ara de Diputados, al µunto de que 

ésta llegará hacer la declaración de procc~encia, tal 

declaración •1cndrfa a constituir un orden ;.-ara el Ministerio 

Público; o sea que por virtud de ello la facul~d persccuto:-ia 

seria asumida por la Cámara. Téngase presente que la Juris­

prudencia de la Suprema Corte de Justic~a ha establecido 
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que el juicio de amparo contra la abstenci6n del ejercicio 

de la acci6n penal por el Ministerio P6blico 1 o contra 

las resoluciones de libertad dictadas en el plazo constitu­

cional de 72 horas, no es procedente, porque si se llegaren 

a estimar fundados los conceptos de violación del ofendido 

quejoso, se provocaría el efecto de que ln justicia federal 

obligara al Ministerio Público a ejercitar ln acción penal 

correspondiente y ésto pugnaría con aquella facultad exclu­

siva que le otorga el Artículo 21 de la Carta. 

Por otra parte, que la Cámara reciba denuncias de 

cualquiera personas pugna con la atribución que la Ley 

Orgánica de los Procuradurías de Justicia, congruencia 

con el Artículo 21 Constitucional, asignan al Ministerio 

Público de recibir denunciar o querellas••. (299) 

Este es el planteamiento crítico que el Dr. Reyes 

Tabayas deduce de la fórmula de "acción popular" referida 

fundamentalmente a la declaración de procedencia. Pero 

no se queda en la mera enunciación del problema, sino 

que propone una solución, manifestando: "Para no provocar 

esos conflictos que acabo de apuntar, será mejor dejar 

que los ciudadanos denuncien ante el Ministerio Público 

y que únicamente sea éste el que pueda instar ante la 

Cámara, con base en las pruebas que haya recabado en la 

averiguación previa''. (300) 

En lo que nosotros concierne, concidimos con el 

criterio del Doctor Reyes Tabayas en cuanto a que las 

conductas delicuto!3as de los servidores público, contrnvienc 

la disposición const i .. tJCional que asigna al ministerio 

público el monopolio de ln persecución de los delitos 

y por ende de la recepción de querellas y denuncias. por 

ello también consideramos aconsejaLJle poner en práctica 

la solución que ósle jurista aconseja. 

(299) Reyes, Tabayas ,Jorge, "f\esponsabil idad Penal de los Servidores 
Públicos", Ob. Cit., pp~. 

(300)~ 
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V .s. Etapa.e del Procedlaiento.-

Las bases esenciales del procedimiento de Juicio 

Político se encuentran previstas por la Carta Magna Federal 1 

principalmente en el Arttculo 110 Constitucional, en donde 

ee establece que "Para le aplicación de las sanciones 

que se refiere este precepto, la Cámara de Diputados 

procederá la acusaci6n respectiva ante la Cámara de 

Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del 

número total de los miembros presentes en sesión de aquella 

Cámara, después de haber sustanciado el procedimiento 

respectivo y con audiencia del inculpado. 

Conociendo de la Acusación, la Cámara de Senadores 

erigida en Jurado de Sentencia, aplicará la oanción corres­

pondiente mediante resolución de las dos terceras partes 

de los miembros presentes en sesi6n, una vez practicadas 

las diligencias correspondientes y con audiencia del acusado. 

Las declaraciones resoluciones de las Cámaras de 

Diputados y Senadores son inatacables". ( 301) 

En el mismo precepto constitucional queda limita­

tivamente establecido que las sanciones que podrán aplicarse 

únicamente serán la destitución del servidor público 

su inhabilitación para ocupar olro cargo. 

Estas bases constitucionales son desarrolladas por 

el Capitulo 11 de la Ley federa] de Responsabilidades, 

que conprende rlel Ar-tículo 9º al 24º de dicho ordenamiento 

en el cual se define promenorizadamente el desarrollo 

del procedimiento en cuestión. 

De esta manera podemos distinguir que el procedimiento 

de Juicio Político se desarrollo en las siguientes etapas: 

(301) "Constitución Pol{tica de los Esta.dos Unidos Mexicanos", Ob.Cit.,p. 
115. 
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a) DENUNCIA.- En concordancia con el derecho de 

11 acci6n popular" que constitucion,almentc se reconoce a 

todos los ciudadanos para denunciar los reaponsabilidades 

políticas, penales y administrativas de los servidores 

públicos, el Artículo 12ª de la vigente Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, en tratándose 

de juicio pol[tico, reconoce tal derecho a cualquier ciuda­

dano para que bajo su más estricta responsabilidad y mediante 

la presentaci6n de elementos de prueba, formule denuncia 

escrita ante la Cámara de Diputados, por las conductas 

que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamen­

tales o de su buen despacho, cuando éstas sean cometidas 

por los se!'vidores públicos enumerados en el primer párrafo 

del Artículo 110 Constitucional, o bien por aquellas conduc-

tas que constituyan violaciones graves la Constitución 

Federal o a las leyes federales que de ella emanen, así 

como por el manejo indebido de fondos y recursos federales, 

cuando se trate de los servidores públicos a que alude 

el párrafo segundo del propio Artículo 110 Conatitucional. 

Una vez presentada la denuncia ratificada dentro 

de los tres días naturales, se turnará con la documcntacl6n 

que la acompañe 

Constitucionales 

las Comisiones de Gobernación, Puntos 

de Justicia, para que determinen si 

la conducta atribuida es caunal de Juicio político si 

el servidor público a quien se le atribuya ésta, legalmente 

!luje to dicho procedimiento, así corno si la denuncia 

es proceden~e amerita la incoación del procedimiento, 

por lo qlJe de acreditarse estOG elementos 1 la denuncia 

deberá turnarse a la Sección Instructora de la prop1a 

Cámara de Diputados. 

En este mismo dispositivo de la Ley Federal de Rcsponsa­

biidades, se indica expresamente que laa denuncias nn6nimas 

no producen ningún efecto. 
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b) SECCION INSTRUCTORA.- Es a la Cámara de Diputados 

a quien corresponde instruir el procedi•lento de juicio 

político, actuando como 6rgano de acusación. Para este 

efecto, la Gran Comisión de cada una de las Cámaras del 

Congreso de la Unión, al proponer la Cons~itución de Comisio­

nes para el despacho de los asuntos, propondrá ln integro­

ci6n de una Comisión para sustanciar los procedimientos 

de juicio político y declaración de procedencia. 

Una vez aprobada esta propuesta, por cada Cámara 

se designarán cuatro integrantes de cadn una de las Comisio­

nes, para que formen la Sección Instructora en la Cámara 

de Diputados y la de Enjuiciamiento en la de Senadores. 

La Sección Instructora tendrá obligación de practicar 

todas las diligencias necesarias para la comprobaci6n 

de la denuncia que motivó a la incoaci6n del procedimiento 

de juicio político, estableciendo las carac ter!sticas 

y circunstancias del caso y precisando la intervención 

que haya tenido el servidor público denunciado, 

También es obligación de la Sección Instructora informar 

al denunciado, dentro de los tres días ~aturales siguient:es 

a aquel en que se ratificó la denuncia, sobre la materia 

de ésta, haciéndole saber sobre su ea~anf ia de defensa 

y que deberá a su elección comparecer o in:or~ar por escrito, 

dentro de los siete dí.as naturales sigu~en:es a la notifica­

ci6n. 

e) OFRECIMIENTO 1.Jl;; PRUEBAS.- ~odas las pruP.bas que 

sean ofrecidas por- el denunciante y por e!. servidor pt'lblico, 

asi como los que la ¡iropia Sección es:imo pertinentes, 

se recibirán dentro de un período probatorio de 30 días 

naturales que será abierlo por la Sección Instructora. 
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Si al concluir ese Periodo no hubiere sido posible, 

recibir aquellas pruebas ofrecidas oportunamente, es 

preciso- allegarse de otras, la Socci6n Instructora podré 

ampliar dicho plazo, pero sólo en la medida que reaul te 

estrictamente necesario. 

En todo caso, la Secci6n Instructora calificará la 

pertinencia de las pruebas, desechando las que a su juicio 

sean improcedentes. 

d). PERIODO DE ALEGATOS.- Terminada la fase instructora 

del procedimiento, habrá un período de tres días naturales 

en los que el expediente se pondrá a la vista del denunciante 

y por otros tantos a la del servidor público y su defensor 

a fin de que tomen los datos que requieran para formular 

alegatos, que deberán presentarse por escrito dentro de 

los seis días naturales siguientes a la conclusión del 

segundo plazo mencionado. 

Transcurrido el término para la presentación de ale­

gatos, se hayan o no entregado éstos, la Sección Instructora 

formulará sus conclusiones en vinta de la6 constancias 

del procedimiento. Para este efecto, analizará clara y 

metódicamente la conducta hechos imputados al servidor 

público, haciendo las consideraciones jurídicas que procedan 

para justificar, en su caso, la conclusión o la continuación 

del procedimiento. 

De esta manera, si de las constancias del procedimiento 

se desprende la inocencia del encausado, lan concl\1siones 

de la Sección Inst~uctora terminarán proponiendo que se 

declare que no ha lugar a proceder en su contra por la 

conducta o hechos r.i;;iteria de la denuncia que di6 origen 

al procedimiento. 

Pero si de las constancias aparece la probable responsa­

bilidad del servidor póblico, las conclusioneG terminarán 
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proponlendo.'la _·aProb;8ci6r\ de/ 10 ·siguiente: 
-<.,, ,·_ .. \:.'_·_. ,/;:-::. '.": :-_ ,-~ .. · ·, 

.. I. -·qu·e~_-'.-e~~~-i'--.-Í~~'~a~~e~-~,~ :_c~~~pf.obada la conducta o hecho 

má t~·r1'a _:de -1~~··.:d'éh~n'b"ra< 
Il·." QUO ~'itá·~~ :_.·-:~.~º-~-~~l'e responsabilidad del servidor 

púb·l_i-~o·-···~nc·~-~sBd~. 
·11r. La a·anC-i6n· ·que debe imponerse de acuerdo con 

el Art:!Culo sO .de. la.· Ley_ de Responsabilidades, que para 

estos caeos establece_,. únicamente la Destitución del cargo, 

así cOnio la I_nhabilitaci6n para ocupar otro de uno a veinte 

años. 

lV. Que en caso 'de ser aprobadas las conclusiones, 

se envie la declaraci6n correspondiente a ln Cámara de 

Senadores, en concepto de acusaci6n 

legales respectivos. 

para los efectos 

Una vez emitidas estas conclusiones, la Sección Instruc­

tora las entregará a los Secretarios de la Cámnra de Diputa­

dos para que de cuenta al Presidente de la misma, quien 

anunciará que dicha Cámara deberá reunirse resolver 

sobre la imputación, dentro de los tres días naturales 

siguientes, lo que harán saber los Secretarios tanto al 

denunciante corlo al denunciado, a fin de que ambos se 

presenten 

derechos. 

aleg1:en persor.almentc lo que convenga a sus 

Es oportunc, ini.licar que ln Sección lnstructora debe!"á 

practicar todas las diligencios que hcr.ios mencionado hasta 

la formulación de conclusiones y su en~rena a lo5 Secretarios 

de la Cámara, dentro del plazo de 60 días nat.uralc~. contados 

desde el día 5iguiente a la fecha en que se haya turnado 

la denuncia, a no ser que ror causa razonable 

se encuentre impedida para hacerlo, ya que 

fundada 

es te caso 

podrá solicitar la Cámara que amplie el plazo por el 

tiempo indispensable para perfeccionar la tnstrucci6n, 

sin embareo, el nuevo plazo no podrá exceder de 15 días. 
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Todos estos plazos se entienden comprendidos durante 

el periodo ordinario de sesiones de la Cámara de Diputados 

o bien· dentro del siguiente ordinario o extraordinario 

que se:convoque. 

e) INSTAURACION DEL ORGANO DE ACUSACION Y REMISION 

DE SU DICTAMEN.- El día que haya sido señalado por el 

Presidente de la Cámara de Diputados, (dentro de los tres 

días hábiles posteriores a la entrega recepción de las 

conclusiones de la Sección Instructora) dicho funcionario 

la declarará erigida en 6rgano de acusación y la Secretaría 

dará lectura a las constancias procedimentales a una 

síntesis de las mismas, así como las conclusiones de 

la Sección Instructora.Enseguida se concederá la palabra al 

denunciante y al servidor público o a su defensor, para 

que aleguen lo que convenga a sus derechos. 

En este orden, el denunciante podrá replicar y, si 

lo hiciere el acusado y su defensor podrán hacer nuevo 

uso de la P.alabra. Acto contínuo se pedirá el retiro del 

denuncian te del servidor público y su defensor, fin 

de proceder a discuti:· y votar las conclusiones propuestas 

por la Sección Instructora. 

De esta manera, s1 la Cámara de Diputados resolviese 

que no p:--ocede acusar al servidor públ~co, éste continuará 

en el ejercicio de cargo, pero en caso cont_rario se 

le pondrá a disposición de la Cámara de Senadores, remitién­

dosele el dictamen que contenga la acusación y designándose 

as1m:s,.,o, una comisión de tres diputados para que sostengan 

la acusación ante el Senado. 

f) SECCION DE ENJUICIAMIENTO.- Una vez que la acusación 

se hayn recibido en la Cámara de Senadores, ésta la turnará 

a la Sección de Enjuiciamiento, la que emplazará a la 
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comisión de Diputados encargados de la acusación, al acusado 

y a su defensor para que presenten por escrito sus alegatos, 

dentro del ti!?rmino de los cinco días naturales posteriores 

al emplazamiento. 

Habiendo transcurrido este plazo, con alegatos 

sin ellos, la Sección de Enjuiciamiento de la Cámara de 

Senadores formulará sus conclusiones en vista de las conside­

raciones hechas en la acusación y en los alegatos formulados, 

en su ceso, proponiendo la sanción que en su concepto 

deba imponerse al servidor público y expresando los funda­

mentos legales que apoyen tales conclusiones. 

Conviene hacer notar que la sección de Enjuiciamiento 

podrá escuchar directamente la comisión de Diputados 

que sostiene .la acusación, si así lo estimara conveniente 

la propia Sección o si lo solicitaren los interesados. 

Así también, se confiere a la Sección en cuestión, la 

facultad de disponer la práctica de otras diligencias 

que considere necesarias para integrar sus propias conclu­

siones. 

g) INSTAURACION DEL JURADO DE SENTENCIA Y DICTADO 

DE SENTENCIA.- Cuando la Sección de Enjuiciamiento emita 

sus conclusiones, éstas se harán llegar a la Secretaría 

de la Cál'lara de Senadores para que el Presidente de dicha 

Cámara anuncie que la misma deberá erigirse en Jurado 

de Sentencia dentro de las 24 horas siguientes, procediendo 

la Secretaría a cita~ a la Comisión de Diputadoo qu~ sostiene 

la Acusación, azí co~o al acu5ado y a su defensa~. 

la hora señalada para la audiencia, el Presidente 

de la Cámara de Senaodrcs la declarará erigida en Jurado 

de Sentencia y procederá de conformidad con las siguientes 

normas: 
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l.- La Secretaría dará lectura a las conclusiones 

for~ul~das __ p~r.::·i"a··-~ección de Enjuiciamiento. 

2:- Acto ·~o~t~nu6, se concederá la palabra a la Comisi6n 

de Oip\1-tad-~s. al Servidor Público o a su defenaor 1 o incluso 

a amb.Os·~ 

3.- Retirados el Servidor Público y su defensor, 

y permaneciendo los Diputados en la sesi6n 1 se procederá 

a discutir y a votar las conclusiones y aprobados que 

sean los puntos del acuerdo, el Presidente hará la declarato­

ria correspondiente. 

En caso de que el servidor público enjuiciado sen 

un Gobernador de los Estados, un Diputado de las legislatu­

ras locales o un Magistrado de alguno de los Tribunales 

Superiores de Justicia locales, la Cámara de Senadores 

se eirigirá en Jurado de Sentencia dentro de los tres 

días naturales siguientes a la recepción de las conclusio-

nea y en estos casos la sentencia que se dicte únicamente 

tendrá efectos declarativos, comunicándose a la legislatura 

local respectiva, para los efectos correspondientes de 

acuerdo a sus atribuciones". (302) 

h) PRESCRIPCION DE LA ACCION.- Es en el Artículo 

114 Constitucional en donde se establecen las característi­

cas de los plazos de prescripción para hacer exigibles 

las diversas responsabilidades de los servldores públicos, 

tanto las dt!rivadas del juicio político como las de carácter 

penal o administrativo. 

Así pues, una vez transcurridos los plazos cstahlecidos 

se extinguen la acción la sanción correspondiente, porque 

(302) "Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos", Ob. Cit., 
p. 119, y "L~ Federal de Responsabilidades de los Servidores 
~' Ob"":""Cit., p. 65. 
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con posterioridad no se podrá ya exigir responsabilidad 

alguna al servidor público que presuntamente haya cometido 

alguna infracción política, penal o administrativa. 

Particularmente, tratándose del procedimiento de 

juicio político, el primer párrafo del Artículo 114,Constitu­

ción Oederal y el Artículo 9Q de la Ley Federal de Responsa­

bilidades, disponen que sólo podrá iniciarse durante el 

tiempo en que el servidor público desempeñe su cargo y 

dentro de un año después. Por otra parte, se prevee que 

la sustanciación del procedimiento de juicio político, 

en ningún caso podrá exceder de un año 1 dende la presentación 

de la denuncia y hasta la aplicación de las sanciones 

correspondientes. 

De este modo, cuando uno de los servidores públicos 

previstos por el Articulo 110 Constitucional 1 comete en 

el ejercicio de sus funciones, alguno de los actos u omisio­

nes que redunden en per~uicio de los interéses pQbicos 

fundamentales o de su buen despacho, la Cámara de Diputados 

contará., cuando más, con un año posterior la fecho en 

que el presunto infractor haya concluído el ejercicio 

del ca:-go, paru. iniciar el procedimiento de juicio político 

y una vez iniciado el procedimiento el plazo r:iáximo dentro 

del cual podrá desarrollarse el procedirn1C:lto será de 

un año. 

Esta es en síntesis, el pr-ocedi1.,iento del Juicio 

Políttco pero no podernos dejar de mene tona~ que en la 

Ley Federal de !l!?sponsahil idadP.s de los Servidores Públicos, 

concretarcntc del A~!!culo 2C t.5 se establcce:i disposi-

ciones comuneG para el .Juici" ?olftico y po.ra la Declaración 

de Procedencia, que afin~n estos procedimientos, entre 

las que podemos citar, por ejemplo: que las declaraciones 

y resoluciones de las Cfi~a:·as de Diputados Senadores 
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son intocables¡ que Senadores y Diputados pueden eer así re­

cusados o excusarse¡ que las secciones pueden disponer 

de medidas de apercibimiento y por últino, que en las 

cuestiones no previstas en la Ley de Responsabilidades, 

as! como en la apreciación de pruebas, se observarán las 

disposiciones del Código Federal de Procedimientos Penales, 

asimismo se atenderán en lo conducente las del Código 

Penal. 

Este úl:imo párrafo que parece da:- el tratamiento 

a la Ley Federal de Responsabilidades de Ley Penal Especial, 

porque el Código Penal se convierte en el núcleo y leginla­

ci6n supleto:-ia, nos permite reiterar lo que ya habíamos 

apuntado respecto al Juicio Político: que es un procedimiento 

muy especial y aunque en el articulado se habla de conductas 

y sanciones, no estamos ante ordenamientos penales, ya 

que la remosi6n del cargo es una medida que ¿icta un Tribunal 

Político que es el Senado, no un Tribunal JuCicial. 
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v.10 

Las S'anciones dC carácter político que podrán aplicarse 

por l~ Cámara de Senadores después de haber sustanciado 

un procedimfento de esta naturaleza, únicamente podrán 

ser la destituci6n del servidor público y su inhabilitación 

para desempeñar otro cargo público. Tales sanciones se 

encuentran prefijadas por elpárrafo tercero del Artículo 

110 constitucional 1 que a la letra dice: "Las sanciones 

consistirán en la destituci6n del servidor público y en 

su inhabilitación para de!lempeñar funciones, empleos, 

cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio 

público". (303) 

De esta manera, el numeral 8° de la Ley Federal de 

Responsabilidades, en concordancia con el precepto constitu­

cional antes invocado, reglamenta que: "Si la resoluci6n 

que se dicte en juicio político es condenatoria, se sanciona­

rá al servidor público con destitución. Podrá también­

dice el artículo en cuestión- imponerse inhabilitación 

para el ejercicio de empleos, cargos o comisiones en el 

servicio público desde un año hasta veinte años". (30.1) 

Se desprende del contenido de astas dispositivos 

que la Cámara de Senadores no necesariamente tendrá que 

acompañar ambas s~nciones en su declaratoria definitiva, 

que por cierto, tendrá los ::iismos efectos de una sentencia 

judicial, sino que será potestad suya el desti•-uir exclusi­

vamente ul servidor p~bllco de que se trate o también 

inhabililnrle ¡)arn el desempeño de ot.ros cacgo~ ¡JúLilicos, 

durante el tiempo que Juz.r,ue prudent pe:--o <len ... ro del ~érmíno 

de uno a veinte aílos. 

(303) 11 Conslituc~ón Política de los Estdos Unidos ?<~exicanos", Ob. Cit., 
p. 115. 

(304) 11 Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos"en 
"Renovación Moral de la Sociedad", Ob.Cit., p.48. 
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En este orden de ideas, es obvio que la Cámara de 

Senadores erigida en jurado de Sentencia, podrá si as{ 

lo. juzga conveniente, destituir y no inhabilitar al servidor 

público presuntamente responsable, pero si el sujet.o enjui­

ciado políticamente se encuentra desempeñando sus funciones 

propias, es evidente que normalmente no habrá de inhabilitar­

lo para el desempeño de otro encargo o comisión pública 

sin que lo destituyn del que en ese momento desempeñe 

puesr.o que precisamente 1 su condena política se refiere 

a la pérdida de la confianza que en él se había depositado 

y merced a la cual había sido nombrado o elegido popularmente 

para ocupar un puesto público de alta jerarquía. 

No hay que olvidar además, que para que un servidor 

público sea condenado políticamente, en juicio de esta 

naturo.leza 1 previamente debió haber cometido en ejercicio 

de sus funciones un acto u omisión contrario a los intereses 

públicos fundamentales o a su buen despacho, con lo cual 

resulta absurdo que no se le remueva de ese cargo público 

y si en cambio se le inhabilite para ocupar otro. 

Cabe destacar, encuanto a la imposición de las sanciones 

políticas, la obse:-vaci6n del Maestro Orozco Enriquez 1 

relativa a que en caso de encontrarse políticamente respon-

sable a cierto servido!"' público que haya concluido su 

encargo, sólo tendrá relevancia aplicarle ln sanción de 

inhabilitación para ocupar otro cargo público, ya que 

la destitución carecería de objeto, salvo que p<lra entonces 

el servidor público en cucg~iñn se P.ncont:-ara desenpcñando 

un nuevo careo público. {305J 

Esta opinión quedó oportunnmen te convalida da por 

el Doctor Sergio García Ram[rez, Procurador General de 

la República. durante su comparecencia ante la Asamblea 

(305) Orozco En!"iquez,Jm:;é de Jesús, "Co~entarios al Art. 11~ constitucio­
nal" en "Constitución PoUtica de loo Estados Unidos Hexicanos",Ob. 
Cit. ,p.27.1. 
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de la Cámara de Senadores del día 27 de diciembre de 1982, 

en la que informó acerca de la iniciativa de Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, promovida 

por el C. Presidente de la República. En este ocasión, 

el Senador Joné Antonio Padilla Segura dir1gi6 al C. Procura­

dor la siguiente pregunta: ••ocsde hace tie~po se ha analizado 

el problerr.a que se presenta cuando un funcionario público 

y concretamente aquellos quienes e~ el pasado se les 

denominaba altos funcionarios de la Federación, comete 

un delito de los llamados oficiales y posteriormente deja 

el cargo que le otorgaba fuero constitucional. En este caso? 

¿cuál ser[a e su juicio, Señor Procurador-, el procedimiento 

a seguir?. ¿Se debe actuar ante el Ccngreso, pesar de 

que· el funcionario ya no ostenta ningún cargo púl>lico 

o deben inte:-venir los tribunales ordinarios.,. (306) 

lnte!"'rogante a la que el brillante jurista y Pr-ocurador 

General de la República contestó en los términos ~iguientes: 

el caso en que un funcionario, habiendo cometido 

algún hecho, habiendo incurrido en alguna conducta u omisión 

que ~enga que desembocar en juicio pol.!:ico deje el cargo. 

Supongo yo que se tratar[a de que lo deje, lo mismo porque 

se retire de él, mediante una licencia, digamos, que lo 

deje porque se haya agotado el tic~~o durante el cual 

debió ejerce!"' este cargo. 

En opinión-y e:;tur.i:Js refi'."iénrionos al juiciQ políti-

co, no al juicio penal- e:.> pertinen::e que és lt! se ~dga, 

el juicio político, pura no dejar del todo impune las 

conductas ante d Congreso Je la Un i ór., Se me dirá, po:· 

supuesto, que no tendrá caso hace:-lo así , por·que mal 

podrfa aplicarse lo dest r tución ~u1cn ha abandonado 

su cnrr.o sesada en su dese~peR0 1 cierto, pero queda 

la inhabilitación, y también resta algo más, la sntiGf<icclón 

(30Gl García Hamírez, Sergio,"Cornparocencia on:e la Asamblea do la 
Cárnara de Senadores", Ob.Cil., p. 2S5. 
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de la conciencia social moral y política de la República. 

Esto último, con ser importante, quizás no sería suficiente. 

Sin embargo, la actividad del Congreso de la Unión no 

desembocaría en el vacio, sino eventual~ente en aplicar, 

si se debe, una pena de inhabilitación". 13(7 

Con la intención de contar con o~ros elementos que 

nos permitan comprender mejor el contenido de· las sanciones 

políticas, continuación aludiremos las definiciones 

jurídicas de Don Guillermo Cabanellas, respecto a dichas 

sanciones: 

o). DESTITUClON.- "Acción o efecto de destituir. 

Privación de empleo o cargo público-hecha por la autoridad 

competente en caso de que el empleado funcionario huya 

incurrido en falta o perdido la confianza de sus superiores. 

A veces, sobre todo como primeras medidas de los gobiernos 

de fuerza, las destituciones se llevan a cabo sin otra 

causa que la de tratarse de enemigos 

nuevo poder constituído". 1308) · 

poco adictos al 

b). :NJ!ABIL!TAC!ON.- "Acción efecto de inhabilitar 

o incapaci~ar. Declaración de que alguien no puede, por 

causas na'..urales morales o de otra lndole 1 desempeñar 

un cargo, realizar un acto ju~ídico p~oceder en otra 

esfera de la v1da jurídica", (3·J91 

Ha de ooserva:·se que ninE,una de e5:,as dos sanciones 

irroga una pena propiamente dicha para el suJe·.o que es 

en con ':;rar!o políticamente respcn~ablc, por lo :.e nos en 

el sent~do penal de la palatl~a, pue~ no afec·.a~ ni su 

integridad frSlCQ ni a SU patI'l~OOlO. 

(307i lbidem. 

(30e.) Cabanellas, Guillermo, "Diccion<lrio <le Oe1"echo Ur.;ual",Tomo I 1 Edit. 
Heliasta S.R.t.,11º Ed.,Ds.Aires,Aq~ent.inn,1963,p. 695. 

(309) Jderi, Tomo II, p. 332. 
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Don Alvaro Bunster, nos dice al respecto: "Nólesc 

que estas no son sanciones criminales, aunque por contenido 

puedan coincidir con ellas, no son juridicamente cstigma­

tizantes, aunque lo sean, por cierto moral y políticarnent.e, 

y no pueden, en consecuencia, tenerse en cu en ta para propó­

sito p~nal aleuno, como podrían serlo la reincidencia, 

el quebrantamiento de pena, lao causas extintivas de respon-

sabilidad penal, etcetera". (310) 

No obstante la fraseología de 1 a responsabilidad 

política, está tomada del derecho penal sustantivo y adje­

tivo, porque en el fondo subsiste la concepción de que 

la remosión inhabililaci6n son oancioncs que, n pe5ar 

de ser políticas, afectan seriamente los intereses de 

la persona inculpada¡ por lo que, para garantizar adecuada­

mente sus intereses debe observarse un procedimiento preesta­

blecido reeulado con gran similitud al proceso jurisdiccio­

nal. 

c). SU Atltd.OGIA CON LAS SANCIONE:; AD?'.Iii!STRAT!VAS.-La 

fracci6n I II del Artículo 109 de la Const1tuci6n federal 

vigente contempla la responsebilidari administrativa de 

los servidores públicos, la cual antes de las reformas 

de 1982, no estaba prevista constitucionalmente, pero 

actualmente pO!'Cede po:- "aquellos actos omisiones que 

i.mpa:-cialioad afec+.:cn lo legalidad, hon:'.:::i.dc~, lealtaJ, 

y cficienc1a ~ue deban observar el dese~pe~n de sus 

empleos, cargos comision~s" (los servidores públicos 

sujetos a dicha responaabilidad). 

En este sentido, es pertinente aclarar que aún cuando 

no se precisa en contenido de la ''lealtad'' que demanda 

la fracción anterior, entende~os que refiere hacia 

las instituciones juridica8 del Estado y no hacia deterMina-

( 310 l Bunster, Al varo, "Responsabilidad Penal del Servidor Público", en 
"Las Respcnsnbi lidades de los Servidores Públicos" ,Ob.Ci t. ,p.10. 
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dos funcionarios, grupo o partido político. El Artículo 

113 de la Constitución estnblece por su parte, que las 

causas de responsabilidad administrativa, 

respectivos así como los procedimientos 

laR sanciones 

las autoridades 

para aplicarlas se determinarán por las leyes sobre respon­

sabilidad de los servidores públicos, previendo igualmente, 

que entre t.ales sancionea se contemplaran la 9Uspensi6n, 

destitución e int1abilitaci6n, as[ como las sanciones econ6mi­

cas, las cuales deberán fijarae de acuerdo con los beneficios 

económicos obtenidos por el responsable con los daños 

y perjuicios patrimoniales causados, con lo cual queda 

establecida constitucionalmente la anulog{a que eventualmente 

puede existir entre las sanciones administrativas las 

de tipo político. 

El régimen de responsabilidades administrativas refleja 

sin duda, el loable prop6si to dP. encontrar nuevos canales 

para sancionar al funcionario público deshonesto e incompe­

tente¡ al respecto, debe tenerse especial cuidado en que 

las disposiciones que la reblarnentan sean lo !;>UfLcicntemente 

precisas idóneas para que no permitan impunidades y, 

asimismo, tales disrosiciones deben respetar sienpre los 

derechos laborales cons~itucionalmentc garantizados de 

los servidores públicos. 

Final1nente, conviene aludir aquí la rcfl~xión del 

Maestro 01·ozco Enriquez, respecto la facultad conferida 

al Poder Judicial Fcde;al, conforme la f1·dcción XVI 

del Artículo 107 connlit.uc.ono.1 1 para separar de GU cargo 

n la autoridad responsable en un juicio de ampa:-o y consig­

narlo ante el juez de dist;·110 correspondiente, cuando 

una vez concedido el arnpa:-o, insio.tu en ejcculn:- el acto 

recla~ado o pretenda eludir la sentencia respectiva; ya 

que, como se observa "indcpc~rlienlf!rncnt;c del delito que 

se configure ln sanción consistente en la sep;Jrnción del 

curgo para estos casos se equipara a la prevista en ocasionen 

paru ln reuponsabilidad adrninis~rativa de los servidores 
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pOblicos e·, tncl~so, puede aplicarse aquellos de alta 

jerárquia sujetos a juicio político, habiéndose llegado 

presentar en la práctica esto última posibilidad".{311) 

v.11. 

En el estudio de este punto de nuestro tr•abajo, es 

necesario que reconsidcremo~ que la responsabilidad política 

y su institución ejecutiva, el ''juicio político'' no son 

cuestiones que se hoyan preuentado como cuestiones claras 

y sin tlehate, muy por el contrario, el temu ha sido sumamente 

debatido, fundamentalmente porque implica lo que podríamos 

llamar la creación de la "Jurisdicción Política". 

Aho:-a bien, la especial trascendencia de esta Jurisdic­

ción política se pone de manifiesto si la analizamos a 

partir de la división de poderes y del equilibrio que 

entre ellos debe exi!.ltir. E.n efecto, para ejercer la ju;~is­

dicción política es necesario que el Tribunal o el Juez 

Político disponga de ab5olula independencia en el ejercicio 

de sus at:ibuciones, de tal mane:-a que <0.us determinaciones 

resoluciones no se vean influidas por alguno de los 

otros poderes, que en realidad polít~ca tenga supremacia 

sobre los deM~s. De ahí la importancia que dentro de 

los regi~e~~s que se proclaman democráticas, tienen la 

deterninai::ión rif!l 6renno QUI? hah!"á dt" dese~peñ<:ir el papel 

de Tr1:iL.nal Político, puesto que ade:-riás debe cuidarse 

le posibilidad de que alguno de los poderes pudiera llegar 

a desestabilizar a los demás. 

En nuestro país, el problema relativo a deter~inar 

el órgano idóneo p~ra conocer del juicio político ha sido 

resuelto magistralmente expresándose textualmente en 

la inicia:iva de la Ley Federal de Responsabilidades de 

(311) Orozco Enriquez, José de Jesús, Ob.Cit.,p.125. 
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los servidores públicos que: "Conforme a nuestra tradición 

Constitucional y a la vocación equilibrio del Poder 

Legislativo, el Juicio Político es desenvuelto bicametalmen­

te, de manera que la H. Cámara de Diputados, erigida en 

Jurado de Acusación instruya el procedimiento y sos~enga 

la acusaci6n ante el Senado, erigido en Jurado de Sentencia, 

para que áste resuelva en definitiva". (312) 

En este sentido, el Poder Legislativo resulta ser 

sin duda alguna, el más adecuado para la sustanc:aci6n 

y resolución del Juicio Político, ya que los diputados 

representan al pueblo en su conjunto y no hay que olvidar 

que precisamente es el pueblo el titular de la ''acci6n 

popular••, es decir que sólo él tiene la facultad de reprochar 

la actitud desviadn del servidor público, en cuanto a 

sus responsabilidades políticas se refiere. Bajo este 

punto de vista, que mejor que los :-eceptores de ln declara-

ción de acusación, sean los Senadores; representantes 

de las entidades 1"ederativas, que por sus ¡iropias caracterls-

tic as de independencia y neutralidad 1 por número 

madurez poli~ica, son capaces de emitir un fallo justo, 

basado en l~s a~plios sólidos principios ~orales que 

han caracterizado al pucLlo mexicano. 

Dt! esta manera, nuestro vigente sis'.:.erna de responsabi­

lidades de los servidores pUolicos cons~itucionrtl y legalmen­

te ha dejado ~adicada la jurisdicción pol[tica en el Congreso 

de la Unión. 

Por ot:-o lado, ¡, noturnleza jurisdiccional del p~ocedt­

micnto de juicio político ha sido aceptada conúnmente 

por todos los autores, para citar sólo ur1 ejemplo, nos 

(312l "Exposició;; de ~,otivos de la !niciativa de Ley Federal de Responsa­
bilidades de los Servidores Públicos", en "Hevista de Adminictra­
ttva Púnl:r:a" Ob. Cit., p. 179. 
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referiremos a la disertaci6n del Doctor SeI."'gio García 

Ram[rez, quien aludiendo al juicio político ha exp~esado 

"En este caso actúan ambas Cámaras del Congreso; la de 

Diputados en la primera fase del procedi.mie:ito, que pudiera 

equipararse un per-iodo instructorio, y la Senadores 

en segunda, que es propiamente un juicio -y de ahí que 

se califique al Senado como Jurado de Sentencia- y culmina 

en un pronunciamiento de naturaleza política y jurisdiccio­

nal. tic en balde se habla quí de jurado, pues el órgano 

que juzea y castiga, el Senado, procede en buena medida 

como aquél, ésto es, ciñe el procedimiento al Derecho 

estricto, pero resuelve, finalmente, en conciencia, que 

debe hallarse informado, sobre todo, por la suprema conve­

niencia de la república. Para decirlo en palabras del 

célebre discurso que e::;tas cosas dedic6 el Doctor José 

María Luis Mora, el juicio del Senado será de equidad 

y discrecionario" (313) 

Es dable agrega:- que e 1 carácter jurisdiccional, 

le es expresamente reconocido al juicio político, por 

la propia exposici6n de motivos de la iniciativa de ley 

que lo reglamenta, al ter1or de estas afirnaciones: ''Las 

responsabilidades políticas, que se sancionan con destitución 

inhabilitación, se sujcLan un procedimiento ~ue se 

arregla a las garantía3 que consagra el Artículo 116 Const1-

tucional 1 que es denominado Juicio T"ol:c1c0, 2.9_!:._~1!-~~~~!:.~: 

!~~~--~~~~~l~l~~~:~--~~~i~~i~l~~~!· Asimismo, se aseguran 

los pri.ncip1os ¡Jrocesales de expedi':ez, inpa1·ci~lidad 

y audiencia (subrayado nuc:-;tro)". (314) 

(313) Gnrd<l Ranírez, Ser;,io,"Compnrccencia ante la Asamblea de la 
Cámara de Senadores", en "Revista Mexicana de Just.1cia'' 1 Gt;.C1t., 
p. 15~. 

(314) (244). "ExposiC!Ón de !'.olivos de la Iniciativa de Ley Federal 
de Res¡1onsahilidades de los Servidores Públicos" en ' 1Revista 
de Administración Pública", Gh,Cit..,p.179. 
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Sin embargo, y a pesar de lo antes expresado, es 

conveniente Cistinguir el carácter jurisdiccional del 

''Juicio Polit!co'' de los demás procesos tradicional~en~e 

judiciales, ya que el pol(tico es un proceso "sui eener-is", 

como lo manifiesta el Licenciado Federico Fernandez fariña 

al decir que "la forma más clara para entender la responsa-

bilidad pol!:ica concretamente el procedirnienlo para 

exigirla, el .:uicio Político; es hacer a un lado la idea 

de que se :rata de un procedimiento Judicial o similar 

a él; no, el Juicio Polftico no tiene nada que ver con 

otros procedim1entos 1 es por decir sui generis". (315) 

(31$) fcrnández Fariña, Federico, "Responsabilidad PoUtica" en ~ 
Mexicana de Juaticia11 , VoL 1 V, No. 3, Julio-septiembre, Edi t. 
Talleres G!"áficos de la Nación, México 1 O.F.,1987,p.156. 
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En muchas de las legislaciones extranjeras es lugar 

común encontrar reglamentados como una sóla figuI"a jurídica 

los procedimientos de Juicio Político y Declaración de 

Procedencia, sin embargo en nuestr? país 1 el sistema de 

resp~nsabilidades constit~cionales y legalmente, si establece 

una clara distinción entre ambos pt·ocedimicntos. 

Al primero de los mencionados procedimientos se refiere 

el Artículo 110 de la vigente Constitución Federal, en 

relación con la fracción I, del Artículo 109 del mismo 

o'.-denamiento, estableciéndose en ambos dispositivos el 

marco jurídico básico para el desenvolvimiento de sus 

etapas procesales. En tanto que su normatividad fundamental 

para desarrollar el p;ocedimiento de "declaración de proce-

dencia", se encuentra contemplada por el numeral 111, 

en relación con la fracción I! del ·109, tambi~n de la 

ConstiLución Federal. 

En este orden de ideas es conveniente cejar desde 

a!1ora, totalmente acla~ado que los procedimientos que 

nos hemos venido :--efir'iendo, sirven a propósitos distintos; 

en efecto, la inst.i:uci6n denominada Juicio Polí:1co ha 

sido e~:ablecica en nuestra legislación positiva, par-a 

sancionnr la res;:ionsab.l~datl nolfl.ica en que puedan incurrir 

ciertos se:::-·1i.do'c~; ¡:.ú!:llicos de Alta JeraI·quia, LiUC por 

la trnscendenc1a de sus funciones pueden ?"eRlizar actos 

o incur:·ir en or;:s1ones que :-edunden en perjuicio de los 

intereses· pGblicos fundar~enlales 

o bien que pueden const.Jtuir 

de su buen despacho, 

una violación gr~ve 

la Cons".. i tución fedcr.Jl y tcye:J tambíén Federales emanadas 

de aquellas, o que puedan con!lidera!"se como actos indebidos 

en el manejo de los fondos y recursos económicos federales, 
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En estos casos el procedimiento se agotará en el seno 

del poder legislativo y concluirá, en caso de encontrarse 

políticamente res?onsable al servicio público, con la 

aplicación de una medida también de tipo político, consis­

tente en el tremendo deshonor político de ser removido 

de su cargo e inhabilitado para ocupar otro, durante muchos 

años. 

En tanto que en el procedimiento de ºDeclaración 

de Procedencia", el poder legislativo, exclusivamente 

a través de la Cámara de Diputados, interviene s6lo para 

remover un obstáculo procesal a efecto de que pueda someterse 

al servidor público que haya cometido un ilícito penal 

a la jurisdicción de la autoridad judicial competente, 

evitando de esta manera que se vulnere el carácter público, 

irrefragable e inedulible del Derecho penal. 

a. Naturaleza de lan Acciones.-

Considerando las ;e flexiones que her.ios consignado 

en los rcnclones procedentes, no resulta difícil identificar 

la clara difere~cia que existe entre la nccíón polfticn 

que se ejercita dentro <le un juicio político (en defensa 

del intei·és p~blico fundanental de su buen despacho, 

aoí co~o del cor~cc~o nanejo de los fondos r·ecursos 

econ6nicos fede:-ales) la occ1ón de cor5cter penal a 

que ,!a paso ln ¿ecla~aci6n d~ procedencia (en resµucutJ 

al criterio pr~~1geneo de la <le~ocracin, en el sentido 

de que ~odas los ciudadanos son ir,uales ante la ley 

no hay cabida para fue;os ni tribunal~s c~peciales, en 

virtud de lo cual, los servidores púhl1cos que cometan 

delito podrán ser enciiusados por el juez ordinario, con 

sujeción la ley penal cono cualquier ciudadano, sin 

máo requisito, cuando trate de ~ervidores públicos 

con fuero, que la declaratoria de procedencia que dicte 

la H. Cámara de Diputados). 
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Referente a la diversa naturaleza de esta acciones 1 

destaca la exposición del Licenciado Fernández Fariña, 

quien opina que al quedar comprendida esta diferenciación 

dentro del marco jurídico básico de nustro vigente sistema 

de responsabilidades ''son fortalecidas las dos acciones: 

la acci6n política que actúa en defensa de laG instituciones 

fundamentales y cuya instituci6n representativa, el Juicio 

Político, es sustanciado, en el Congreso de la Unión, 

dentro del cual, una de sus Cámaras actúa como órgano 

de acusación y la otra se erige en Jurado de Sentencia 

y la acción penal la cual por medio de la declaración 

de procedencia se le quitan barreras, permitiéndole la 

persecución de servidores de altn jerarquía; haciendo 

asr. que todos los miembros de la sociedad tengan la seguri­

dad jurídica de que no existe un privilegio que vaya en 

detrimento desmedro de la democracia misma y que el 

principio de igualdad nnte la ley, es respetado". {316) 

Es importante acla!"'a:- que en el procedimiento de 

declaración de procedencia, no se ejercita propiamente 

una acción por parte de los representantes del pueblo, 

sino que más bien se satisface requisito, una formali-

dad procedimental con el objeto de remover el fuero consti-

tucional 

públicos 

inmunidad procesal, de aquellon servidores 

quienes por haber cometido delitos penales 

se pretende exigirles responsabilidades de esta naturaleza. 

Lo contrario ocurre en tratándose del procedimiento 

de juicio político, ya que dentro de éste si se ejercita 

una ve:·dadera ucci6n de tipo político. En e9te sentido 

vale decir que dicha acción no es resultante de la pe:-petra­

ci6n de un delito, sino que se origi:i.c por hechos especiales 

que no tienen una descripció~ :ípica a la cual deba adecuarse 

la conducta del sujeto para que sea punible o no; en el 

~~~~~~--~~~~~~':..':.• no hay hechos delictuosos que perseguir 

*(316) Fcrnández Fariña 1 {Jb.Cit.,p.153. 
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y los actos enunciados como cau&ales del mismo, son ajenos 

a la respuesta judicial, su normatividad constitucionales 

distinta; el procedimiento diferente 

y resolucionea diversas. 

las declaraciones 

Desde este punto de vista, le responsabilidad que 

ae ejercita a través de la acción polfticn, eatá respaldada 

por el principio de confianza o de idoneidad de los servido­

res públicoa¡ en tanto que la responsabilidad de orden 

penal a que da pie ln declar-aci6n de procedencia, tiene 

respaldo en el principjo de que nadie debe escapar de 

la ley que sanciona como delitos las conductas que ofenden 

valores fundamentales de la convivencia social. 

b. Sujetos Comprendidos.-

Como yo hemos visto oportunamenle 1 los sujetos que 

pueden ser enjuiciados políticamente,· son aquellos servidores 

que limitotivnmente se enumeran por el Articulo 110 Consti-

tucional, concretanente: los senado:-es y diputados al 

Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte 

de Justicia de lo r1ación, los secretarios de Despacho, 

los jefes de Departamento t~dministrativo, los representantes 

a la Asamblea del Distrito Fcder-ol, el Procurador General 

de la República, el P:'ocu:-ador General de Ju$ticia del 

Distrito Federal, los mngistradon de Circuitos JUCCCS 

de Distrito, los ~acistrados jueces del Fuero Común 

del Oi!>trito F'edero:il, los Directores Generale:; o sus equivn­

lentes de los or~anismos dcsccntrnlizndos, ~mpresas de 

participación. es1.a•.al nayoritaria, sociedude:; y 11sociac1oneü 

a~imilnda.s es~as fidC?icomisos públicos, así como los 

gobernadores de lor3 Estado$, Diputados Locales y Mo.,giatrados 

de los Tribunales Superiores de Justicia Locales. 

En tanto que Los ~ervidores póblicos que están juridica-

menle circunscritos al p!"'ocedimiento de declaración de 
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procedencia, en raz6n de la inmunidad procesal que caracte­

riza a la función pública que desempeñan y que tradicionalmen 

ha e ido denominada corno fuero" Consti'tucional, se encuentran 

catalogados en el texto del Artículo 111 Constitucional, 

observándose que su número es aún más limitado que el 

de aquellos servidores que son contemplados como sujetos 

de Juicio Político. 

Entendamos que esta situación obedece a la consideración 

jurídica de que las inmunidades p:-ocesnles sólo deben 

acompañar a las funciones de mayor trascendencia de entre 

las que integran el poder público estatal, De esta mnncrn, 

al analizar el mencionado Artículo se deduce que los únicos 

sujetos públicos aforados son: los diputados senadores 

al Congreso de la Unión, los Ministros de la Supremo Corte 

-. de Justicia de la Nación, los Secretarios de Despacho 

los Jefes de Departamento Administ:-ativo, los representantes 

a la Asamblea del Distrito Federal. el •.itular del Organo 

de Gobierno del Distrito Federal, el Procurador General 

de la República el de Justicia del Distrito Federal. 

Por lo que para proceder pcnalr.ientc cont:--a estos servidores 

p~blicos pot· la comisión de cualquie~a de los delitos, 

previstos por el ordenamiento penal, se requerirá la previa 

remosión del fuero consti~ucional a ~~avés de la declaratoria 

de procedencia. 

Hay que h 01cet· notnt• que además de los agentes públicos 

antes !"CfCr"idos 1 el mismo nu1:1eral de la Consti ':uc.!ón Federal 

contempla al Presidente ·:!e la República, Gobernadores 

de los Es:ados, ~iputados Locales ~agistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicií'l de los Estatloti co~o 

sujetos al procedimien~a de decla:·ació:1 de p!"oced~ncia 

como requisito previo a la persecución de sus responsabili­

dades penales, pero conviene aclara que en estog casos 

la cobe~tura de la inmunidad procesal ~iene un mayor alcance, 

que en traténdosc de los servido~es p6bl1cos primernnte cita­

dos. 
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Esto es así, por lo menos en cuanto se ref'iere al 

Presidente de la República, puesto que a ésté sólo puede 

sujetarse la declaratoria de procebilidad, cuando se 

le acuse penalmente ante la Cámara de Senadores, por traición 

a la patria o delitos graves del orden común. 

Por lo que atañe a gobernadores, diputados y magistrados 

de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados 

no ea que la Constitución Federal les otorgue una mayor 

protección en cuanto las conductas punibles que puedan 

cometer, sino que únicamente se prevee por dicho ordenamiento 

su responsabilidad penal de tipo Federal, es decir que 

sólo por la comisión de delitos Federales, estos servidores 

quedarán sujetos a la declarnci6n de procedencia q.ue even­

tualmente podrá emitir la Cámara de representantes. Ello 

en atención a que tales funcionarios integren un poder 

público local en todo caso las Constituciones y Leyes 

sobre responsabilidad locales serán las que prevean su 

responsabilidad penal por los delitos rle naturaleza común 

en que puedan incurrir. 

Finalmente, si confrontamos la lista de sujetos que 

se enumeran para uno y otro de los procedimientos que 

estamos distinguiendo, el rr::aul ta do obtenido seril que 

en tanto a los ~agistrados de Circui •o :ucces de Distrito, 

Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, 

Direcrores Generales o sus equLvnlent·es de los Oreanismos 

Oescent:·aliza~os, Sm¡>rcsas de Participación ~statal mayorita-

Asociaciones asimiladns y f1deicomisor, 

pfiblicos, se les sujeta 

hacer efectivas sus responsabilidades polí:.1ca2. Para 

la exigenc1<..! de 105 de carácter penal por la comisión 

de cualquier ilícito de cs~a naturaleza, no se requerirá. 

mayor tráni te en tanto tiempo podrá, si es procedente, 

incoarsales un Juicio Penal. 



410 

c. Diferencie de las Causales.-

Una vez más cabe señalar que las causales que dan 

origen a los procedimientos de juicio político y declaración 

de procedencia son marcadamente diferentes¡ en el primer 

caso, se fija claramente tanto por la Constitución Federal 

como por la Ley Reglamentaria de la materia, la entidad 

de las conductas que dan base y razón al Juicio ?Olítico. 

11 Este por ser tal, y de acuerdo con precedentes legislativos 

y autorizados pareceres doctrinalcu, desde las ro.lees 

del impeachment anglosajón, se halla determinado por compor­

tamientos que desacrediLan al funcionacio ante la opinión 

pública, lo hacen indigno de confianza y, por lo tanta 1 

de permanencia en el cargo. ria se tr"ata, pues, de tipos 

penales sujetos a la técnica ortodoxa y cerrada del derecho 

punitivo, sino de conductt.is cuyo carácter político solicita, 

también, una valoración política en el rnás elevado órgano 

de esta naturaleza con el que cuenra le República: El 

Congreso de la Unión••. (317) 

En efecto, los actos y omt.sioneli que se juzgan dentro 

de un juicio polit1co tienen siempre na':uraleza principal­

mente política, aunque ciertamente, dichús actos u omisiones 

pueden llegar constituir un delito prooíamente dicho, 

en cuyo caso se requeriró en~onces, que la presunta respon­

sabilidad penal del servidor p~bl1co, una vez 1·emovido 

del ca:·go, se sustancie ante los tr1~unnles ordinarios. 

(Si bien es protJable que en l?St.e últ1"':0 cnso sol i c i •e 

sólo 1~ r!~claraci6n ¿e procedencia por l~ :á~ara de Jiput~do~ 

para separar al tierv1ao.· ~~~!ico responqable iniciarle 

un proceso penal, en luear- de sustanc~a:- un juicio político 

ante las dos C~marus del Congreso). 

(317) García Ram{rez, Sergio, Ob. Cil.., p. 
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d. La Declaración de Procedencia Requisitos de Procedibi­

lidad para el Inicio del Juicio Criminal.-

Efectiv&~ente, la declaración de procedencia es el 

especial ?:-ocec!imiento de ~ango constitucional que se 

ha esteblec:do como requisito previo de la posiblidad 

de enjuicia~.iento penal en contra de algún servidor público 

de la alta Jerarquía. 

La noroatividad básica de este procedimiento se encuen­

tra prevista por el Artículo 111 conntitucional, en relaci6n 

con el segundo párrafo del numeral 114 del mismo ordenamiento 

En tanto, que el Capítulo 111 de la Ley Reglamentaria 

que comprende del arttculo 25 al 29, de las bases de dicho 

procedimien:o. 

Por otra parte, conviene precisar que la naturaleza 

alcances de este procedirliento, queda~on claramente 

definidos er. la exposición de motivos que dió origen 

la citada "..ey Reglamenta:-ia; documento en el que se expresa: 

''La iniciativa también regula el procedimiento de declaración 

de procede~cia, en el cual se establece el desarrollo 

de la investigación tendiente determinar la presunta 

comisión de un delito por los servidores públicos, para 

los cuales la Constitución determina el requisito de desa­

fuero, pa~a poder p~oceder penalmente e~ su contra con 

arreglo ;1 la leninlnci6n pen~1··. 131R) 

Ademfis, se hace referencia en otra parte del mismo 

':exto al :-.echo de que "Se conserva el carácter unicameral 

del proce..::.-:.en:o de referencia, fl n de que sea expedito 

Y toda vez =ue no tiene nat1i~aleza jurisdiccional no resuelve 

(31B) "Exposición de i•!otivos de l~ inicia:iva de la Ley Fed~ral de 
Respon.;;abilidade.s de los :1-:rvidores Púhlicos", en "Revista de 
Administración Públ1ca", Ob. Cit., p. 179. 
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el f'ondo de lá cuestión planteada, sino que, sin embargo, 

remueve un obs tÁculo: :!_!!_...!!:!!!-..!!! _ _!!!!_1:!:_9.~l!!!~-~~-~!:~~!~.L: 
!:!.!.!.!.!!!!!. (sub.rayado nuestro}". (319) 

Esta misma idea quedó comprendida dentro del cuerpo 

preceptivo del Art[culo 111 de la Constitución Federal 

particularnente por su párrafo segundo, cuya última par-te 

indica que la dcclarución de procedencia "no prejuzga 

los fundamentos de la imputación" que se haga contra el 

servidor público, que gozando de inmunidad procesal durante 

el desempeño de su función, sea presuntamente respont;ahle 

de ilícitos penales. 

Ciertamente, le declaración de procedencin de ningunn 

manera reslJelve la cuestión planteada en torno a la respon­

sabilidad penal del servidor público inculpado. Sin embnrgo, 

el Maestro González Oropeza. considero que toda averip,uaci.ón 

y valorización de los elementos probatorios, que acrediten 

supuestos hecnos delictivo:;, impllc11 unn dccisiór. de natura-

leza sinilar las acorrlad~s por .Juez, a¡',regando que, 

a pesar de lo anterior, la exi~;te:ic1n <'.e un procedl'i:ie:i'.:o 

jurisdiccional no supone que el Cor,r,rcso se convicrla 

en juez, para transformarse de ''mal legislador peor 

juez'' ya que en todo caso ser.'í un juez en cs ... ricto sen~ rdo, 

quien decida formal y rnateriíllr.ien':.e ~iobre la culp.'..'lbtl •dad 

del servidor púolico". f320i 

El ~1smo autor hace una con~ideración mJu rel11tiva 

a que en un ,-;,omento dado podría pensar·se que en la declara­

toria !l•.? ld Cánara ue O!.pu(ado!~ subyace la decisión form;1l 

de ln cul:.;abilidad oel func1onar1. Sin e:r.bargo, con:;tit.u-

cionalriente par t j r 1917 ln C6mAra de Diputados no 

vincula con su declaración de proccdencJa (desafuero} 

(319) Jbidem. 

(320) Cfr. González Oropcza, Manuel, Ob. Cit., p.101. 
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al órgano jurisdiccional, el cual si decidirá formal y 

materialmente la culpabilidad, por la que debe inmediatamente 

determinar la sanción aplicable. {321) 

Hasta donde hemos expuesto las anteriores ideas del 

Maestro Gonz6lez Oropeza 1 éstas encuentran resonancia 

en nuestra modest..a opinión. Sin embargo, no compartimos 

el criterío del aludido jurista, en cuanto se refiere 

a la naturaleza jurisdiccional que le concede a la "declara-

ci6n de procedencia", al expre5ar que: ''la naturaleza 

jurisdiccional ael procedimiento declaratorio de procedencia 

constituye desde los antecedentes americanos, un medio 

para garantizar un 'debido proceso legal' al funcionario 

inculpado y, de esta manera, poder rendir declaraciones 

y pruebas y ta~bién hacer las pesquisas necesarias para 

el establecimiento de la verdad". (322) 

Es claro que no concidimos con la anterior opinión, 

fundamentalmente por la razón que ya hemos arquido, en 

el sentido de ::;ue la declaración de proceaencia de ninguna 

manera resuelve o juzga sobre la culpnbilidad o inocencia 

del se~vidor pú~lico quien se impute la com1s16n de 

hechos delictivcs, como necesariamente tendria que ocurrir 

si el procedimiento en cuest16n luviera natu:-aleza juris­

diccional. Ea u~a declaración de carácter ~rocc,!imental, 

aquella que en 5u cnso dictará la Cómarn de Diputados 

y no ns[ una !'esolución judicial. 

Para rat.i:+car nue~;•ro l'arecer, es ncces<t:-.o C:l.dver·t11· 

que, aún cuanco la rcsoluclór. Lie L1 i'.:{i:-.aru de Di;11.1tados 

en el sen tillo de que ''no ha lu!J,ar a p1·oceder", tenea por 

efecto .que no .se: pueda someLer a proceso penal al servidor 

público inculDado, ello ~ignifica la impunidad del 

mismo, pues de acue1·do con el propio artículo 111. consti tu-

l 321 ) Ibidern. 

(322) Idem.p.102. 
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cional 1 la imputación podrá continuar su cur~o cuando 

el servidor público haya concluido el ejercicio de su 

encargo, en virtud de que no se prejuzga sobre loe fundamen­

tos de la imputación. Además que de conformidod con lo 

dispuesto por el Artículo llA Constitucional, los plazos 

de prescripción, penal se interrumpen en tanto el respectivo 

servidor público continúe rtese1:1peñando alguno de los cargos 

públicos protegidos con dicha inmunidad procesal, contando 

el Ministerio Póblico, cuando menos con tres a~os posteriores 

para ejercer las acciones respectivas. 

De estn manera queda demostrado que el procedimiento 

de declaración de procedencia no reviste naturaleza jurisdic­

cional, puesto que no resuelve el fondo del asunto, es 

más bine 1•una condición de proseguibilidad de la acción 

penal 1
' como dice Bielsa. Pero ello no quiere decir que 

en la sustanciAci6n de un procedimiento de ese tipo, 

sobre todo considerando su trascendencia jurídica-política 

dejen de observarse las mismas garantía5 que son comúnes 

a todos los ci uo<idanos, asi encontrarnos que en la filosofía 

funda'Tlental oe ta nuev1. regulación de tas responsabilidades 

de los servidores pdblicos, instaurada en diciembre de 

82, s,. pon·~ r.wnificstn al hacer aluslón a la declar-ac~5n 

de p:'ocaoenc i a '1ue: ''su procedtrniento sn ajusta tanbién 

ios princ1.p1.1s procesales de ex:pedi~ez, audenci:'! e im.par-

cial1drH1 ya :nvocados, que orien~an tan'::o los proceso~ 

~~~~--~--!~~--~~~~~~~~~~~~~~--~~--~~~~~~~~~~--¡~~~~~~~E~~~~!· 
que asegut'an que dec1s1ones lan ¡:;!"3'/es como el llamado 

fuero se •.ornen con equidad rcftex:i61\ (subrayado nues-

tr"O)" • 1 3?.'.:', 

l:.n el orden de c:;tu ~x:posici.ón e~ conveniente aclarar 

que de ac~er"aO con la lefitslación de cada país, los tratariis-

(323) Exposición de rnotivos de la iniciativ~ de Ley Federal de Hesponsabi­
lidades de los Servidores Públicos" en "Revista d(¡ r\dministración 
Pública", Qb,Cit., p. 178. 
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tas han sostenido criterios diversos en relación a la 

naturaleza del privilegio concedido a los parlamentarios 

y altos servidores públicos, criterios que varían al conside­

rar cate privilegio como antejuicio, cond~ción objetiva 

de punibilidad, obstáculo procesal, requisico de procedi­

b.ilidad, etc. 

Dentro de estas diversas corrientes de opinión, casi 

todos los penalistas coinciden en afirmar que a través 

del procedimiento de declaración de procedencia, se cumple 

un requisito de procedibilidad, obteniéndose la aut.orizaci6n 

para proceder. 

En la Doctrina, Maggiore, Manzini, Florián y Curnelutti, 

entre otros, sostienen que se trata de una "autorización" 

para proceder contra el servidor p6blico inculpado, -lo 

que constituye un acto administrativo interno, en el que 

la agamblea decide si en el caso concreto es o no oportuno 

la persecución penal. l324) 

Don Raúl 

sostiene que 

administrativo 

valorizaci6n 

pide en orden 

F. 

"1 a 

con 

la 

al 

Cárdenas, citando textualmente a Manzin i, 

autorización, en geneial, es el neto 

el que la autoridad competente, previa 

oportunidnd o utilidad de lo que se 

in~erés público que detJ'J ~utelar, quita 

el inpedimiento C?uesto por una norma jurídica al cumplimien­

to de ciertos í'!C~os jurídicos o al ejercicio de una detcr-

minada nc!.ividau material''. {325) 

Pa:-a Sole:- 1 el procediniento de decloraci6n 1ie proce-

dencia es un ''An:~juicio'', y en el mismo sentido se pronuncia 

Nuñe1.; afirrnando que tratándose de los "altos func1onar"ios 

(324) Cárdenas r-. Roúl, Ob.Cit.,p.172. 

(3í?":l) lbiden. 



416 

públicos", se les debe de sujetar en todo caso :l un antejui­

cio con el objeto de decid.ir si han de ser destituídos 

pare que queden sujetos a acusación 11
• (326~ 

Por su parte, los distinguidos juristas Raúl F. Cárdenas 

y Juan José Becerra Bautista para referirse al procedimiento 

que nos ocupa, lo hacen bajo las denominacipnes de "fuero 

licencia para arrestar" y fuero licencia para enjuiciar", 

respectivamente. 

Sea cual fuere el nombre· que -se. le de al procedimiento 

de declaración de procede,ncia, lo ciar.to es que se t:-at.a 

de un requisito procesal previo a "1a incoación de esta 

ex pos fci6n-. 

En virtud de que el tema referente a la declaración 

de p!"ocedencia es por sí mismo tan amplio como el Juicio 

Político; objeto de estudio en esta modesta investigación, 

finicamente para cerrar el círculo de ideas torno 

aquel procediiniento, es oportuno agrega~ que tanto el 

texto constitucional como la ley reglamentaria nos :n-

forman que los ef~ctos de su orocedencia se r'Ú.O; 

l.- Que el servidor ¡:iúblico desaforado quede a disposi-

ción de las au:oridades judiciales ca,~uetente5, po ... que 

éstas ac:fien confor~e ~ la le¡. 

z.- Que el servidor inculpado pe:·rr·anezcá sep;--ira:io 

de su encareo en rento esté sujeto a proceso penal. 

Pero si en este últiO!lo caso, el pruceso cul-,inri en 

sentencin absolutoria 'e l. i ncu lp ado oodrá reasumir su 

función•. En ca:-i~io, si la sentencin fuese condenatoria _.,,.,.... 

Y se trHtB íle un delito cometido uurante el ejercicio 

de su encargo, no se concederá al reo la gracia de indulto". 

(32C)lbidem. 
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Se hace notar además, q\ie el párt'afo sexto del Artículo 

111 de la Carta Magna, preceptúa que ºLas declaraciones 

y resoluciones de las Cámaras de Diputados o Senadores 

son inatacables 11 ¡ cabe advertir, sin embargo, como lo 

ha expuesto de relleve la doctrina y la propia jurisprudencia 

de la Suprema Corte desde el siglo pasado, la procedencia 

del juicio de amparo en caso de que no se satisfagan los 

presupuestan constitucionales que garantizan el correcto 

'desenvolvLmiento de los procedimientos de declaración 

de procedencia y juicio político. 

Finalmente 1 es oportuno puntualizar que una buena 

técnica juridica aconseja distinguir entre los casos de 

abusos del poder realizados por el funcionario acusado, 

de aquellas en los que se le impute a la comisión de un 

delito, ya que las dos situaciones tienen cier·:amente 

un alcBnce diferente. Criterio éste, que de manera afortunada 

se recog16 por la novedosa regulación jur[dica cte las 

responsabilidades de los servidores p6blicos, implantadas 

por las re fo;mas de 1982 1983. F.statilec1éndose de esta 

forma, el procedimiento de ''declaración ae procedencia'' 

como un requisi!o de procedibilidad para el inicio de 

juicio criminal y, separadamente el procedimiento de "Juicio 

Po 1 í tico", corno instrumento idó:ieo para el fincamiento 

de las respo:lsabiliondes políticas. 

Aho:-a el ·~aestro Gonz5lez Oropeza opina en 

cuanto a la práctica de e:>tos ir.st1tutos de r~spon!3abilidñd 

que 11 Con la puOlicación de la Ley Federal de P~sponsahilicta­

des de lo::. Se-:-vir~r:-res Públicos de 31 de dici~mbre de 1982, 

podría caracterizarse OUC\IG 

consolidara las tendenciaü de la anteriu1· lquc see6n su 

clasificación comprende el periodo dP. 1940 1982) 1 en 

la que existirá. un claro preoominio de la ahora denominada 

'declaración de procedencia' (desafuero) sobre el juicio 
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P.~lítico, y que probablemente iniciará la modalidad de 

fincar r~sponsabilidad penal del funcionario después de 

haber concluido su encargo, es decir la responsabilidad 

pe'nal a posteriori. (327) 

Por nuestra parte consideramos acertada la anterior 

afirmación, habida cuenta de que as! lo confirma la experien­

cia de las últimas décadas en cuanto al f1ncaffiiento de 

responsabilidades a los altos servidores públicos. 

Dos de los últimos casos que son representativos 

de esta nueva etapa, son los del exgobernador Biebrich 

y el ex-director de Pemex, Jorge Díaz Serrano, decidido 

este últir.io en vía de desafuero el 30 de julio de 1983. 

''El primero, el caso de un ex-gobernador ya sin fuero, 

mientras el segundo de ex-funcionario sin fuero, director 

de Pemex, al de senador con f"uero. Los hechos imputados 

habían sido cometidos en ocasión 

y la responsabilidad penal fincada 

ridad a sus gestiones". (328) 

sus antiguos encargos 

ha hecho con posterio-

(327} González Oropeza, Manuel, Ob.Cit., p. 103. 

(328) ldcm, p. 104, 



e o N e L u s I o N E s 

t.- En la organi~ación política de las dos princi­

pales ciudades griegas de la época antigua, se co:i.tcmplaba 

ya la existencia de medidas repres·ivas contra la actuación 

desviada de los funcionarios públicos, destacándose en 

algunos casos la aplicación de sanciones de carácter pol[ti-

co, tales como la inhabilitación 

otras. 

el destierro, entre 

Algo similar ocurrió en la República Romana, 

con algunas atribuciones restrictivas del Senado, en 

buena medida con las primeras experiencias de lo que más 

tarde se convertiría en el juicio de residencia. 

2.- Los diversos aspectos de la responsabilidad 

de los empleados y funcionarios públicos en un sentido 

moderno, se desarrollaron como muchas otras institu.ciones 

que sirvieron de modelo al constituc1onalis~o clásico, 

en la organización politica inglesa. 

En este sentido, el Juicio político de nuestro 

derecho positivo ti.ene su origen en la institución innlesa 

conocida como Irnpeach~cnt, en cuanto f11c instaura.la como 

el arma política a través de la cual el parlar.iento conquistó 

paulatinamente facultades para sancionar a los co¡_u:.io!"adores 

de la corona que actuaran contra laf> normas que ;,o/ cali fi­

car[amos de constitucionRlcs. 

3. - Sin 

lmpeachment inglé3 

embargo, en sus primeras épocas el 

Juicio político, corrcsµon~ía a una 

verdadera jurisdicción ordinaria, llegando considerarse 

al par lamen lo, incluso competen ti'.? para resolver E\ obre 

presuntos delitos y sanciones penales 

infracciones de carácter político. 

no s6lo son re 
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Esta dualidad político-penal que ca rae teri zó 

las primeras experiencias del Impeachment, cayó en desuso 

una vez consolidado el sistema parlamentario, pues a partir 

de entonces basta un 'voto de censura' para que el parla­

mento pueda remover a los miembros del gobierno sin necesi­

dad de una condena penal. 

4.- A su vez, el juicio de residencia y el juicio 

de vi si ta constituyen dos importantísimos antecedentes 

de nuestro actual juicio político. 

Ambos procedimientos tenían la finalidad de 

asegurar un máximo de responsabilidad en todas las funciones 

del gobierno colonial, así como una eficaz gestión adminis-

trativa, al misr10 tiempo que constituían una garantía 

política para los ha~itantes de la comunidad novohispana. 

5.-Desdc el punto de vista del Derecho Comparado 

podemos distingui!' tres modelos esenciales sobre responsa-

bilidad de los altos funcionarios públicos: el primero 

está constituíao por el sistema angloamericano que ha 

tenido gran influencia en América Latina. 

Dentro de este mismo modelo podemos diferenciar 

entre el sisterr.a oritánico y el norteamericano; pero ambos 

otorgan preeminencia al órgano legislativo para resolver 

sobre la responsa~ilidad de los miembros del gobierno, 

sin embargo, en !.anto que el prim~ro determina la aplicaci6n 

de sanciones penules por el parlamento, puesto que el 

propio gobierno cepende en su permanencia de su aprobación, 

en la constitución de loe Estados Unidos el Senado sólo 

puede destituir inhabilitar al funcionario culpable 

y corresponde a los tribunalea comunes aplicar las sanciones 

penales. 
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6.- Un segundo modelo es el que podemos calificar 

como judicialista y está regulado por la Constituci6n 

Espai'ola en vigor, promulgada en diciembre de 1978, puesto 

que dicho ordenamiento fundamental atribuye al Tribunal 

Supremo el enjuiciamiento de los altos funcionarios, tanto 

por infracciones -políticas como por los delitos que cometan; 

pero si se trata de los miembros de ambas Cámaras, es 

preciso le autorizaci6n de aquella a la que pertenezca 

el acusado, y en el supuesto del enjuiciamiento del presi­

dente o de los miembros del gobierno, por traición o infrac­

ciones contra la seguridad nacional, se requiere la acusación 

del Congreso. 

7.- En tercer lugar, podemos señalar a los ordena­

mientos que atriouyen a un organismo especializado el 

juzgamiento de los altos funcionarios; sistema que puede 

asumir dos modalidades: el de la Constitución francesa 

de 1958, que confiere la competencia exclusiva a una Alta 

Corte de Justicia, formada por Diputados y Senadores elegidos 

exprofeeomente por las Cámaras respectivas cuando existe 

un cambio en su composición; y el que podemos calificar 

como sistema aust:-iaco 1 que se caracteriza po:- atribuir 

a la Corte o Tribunal Constitucional, entre otras atribucio­

nes de justicia constitucional, la de aplica:- sanciones 

a los altos funciona:-ios públicos del gobierno. 

e.- Del ":lasto capitulo de antecedentes histórico­

constitucionales sobre responsabilidad de los servidores 

públicos, se desprende que nuestro régimen fundamental 

ha predominado la i..nfluencid nortear:lcricana que se introdujo 

en la Constitución Yucateca de 1841, que se combinó 

en el texto original de ln Constitución Federal de 1857 

con algunos aspectos del sistema judicialista, y del británi­

co cuando se restableció el Senado en lns reformes de 

1674. 
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La Constituci6n Federal vigente volvi6 al ejemplo 

estadounidense tanto en el título cuarto anterior 1 como 

en las reformas aprobadas en diciembre de 1982. 

9.- N'o obstante la plena vigencia del Título 

Cuarto de la Constitución de 1857, en el que ya. se diferen­

ciaba claramente entre la reaponsah!lid.ad política de 

los al toe funcionarios i1úblicos por delitos oficiales 

de la responsabilidad penal por la comisión de delitos 

propiamente dichos, hubieron de transcurrir trece nños 

más para que se publicara la primera ley regla~cntaria 

de lA materia, en fecha de noviembre de 1870. A este 

ordenamiento le siguieron los de 1096 1940, pero to dos 

ellos adolecieron de numerosos errores tanto de técnica 

jurídica como de conceptualizaci6n doctrinaria. 

10.- Sin diada, uno de los errores máD p,1·aves 

en que incurrieron los ordenamientos de 1870 1940 fué 

de de haber enumerado bajo el rubro ae "Delitos Oficia.lea" 

aquellos supuesto9 normativos cuya concreci6n fáctica 

generaba responsabilidad política para el agente comisivo, 

pero que ;:!es de el punto de vista es:rictamente penal, 

faltaban las reglna de la tipicidad en consecuencia 

no podían revestir la categoría de delitos, como tales 

legislaciones lo ~retendian. 

F'ac1l:iente sP. concluye to anterior, !Ji considera­

mos que defir11: una ficurR delictiva sig!'lifica establecer 

con prec1si6n el tipo, de tal manera que sólo sea sancianaLlc 

lo que se ajusta al supucslo previsto por !a ley, yo que 

no es dable al legislador crear figuras delictivas var,as 

indefinidas en la~ que pueda queOar comprendida toda 

acc i6n hurHina. 

La existencia de una norma con talen caracterís­

ticas significaría nl fin de cuentas: o impunidad o arbitra­

riedad. 
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De esta manera, cuando las leyes en cuestión 

preceptuaban que un funcionario cometía un delito oficial, 

cuando atacara a las instituciones democráticas; la 

forma de gobierno republicar.o, representativo federal 

o cometiera cualquier infracción a la Constitución y leyes 

federales, de ninguna manera estaban definiendo un delito. 

puesto que hacerlo as[ se~Ia proceder con amUiguednd 

irnpreciB16n y éstas no son notas que caractericen las 

normas punitivas y s{ contrarias al Art. 14 constitucional. 

11.- Otro señalado error en que incurrió lo. 

Ley de Responsabilidades de 1940 fué el de haber conferido 

le Cámara de Diputados facultades i.nvcstigatorins, cuya 

decisión sobre el desafuero traía con10 conuecuencia la 

separación del funcionario de su cargo su sujeción 

la acci6n de los tribunales comunes. Este l1echo ha sido 

considerado como una violación al Artículo 21 constitucio-

nal que asigna el monopolio de la acción penal ül Ministerio 

Público. 

12.- A partir de 1982, nuestros textos legales 

en materia de responsabilidades, con un loable espíritu 

de justicia democrática, pretendieron englobar en la homo­

geneizndoi'a fórmula de ··servidores públicos", o un numeroso 

conjunto de age:ite5 de :':;UY 01ver~;a jerarquía, rnneo 

lugar de t.rabajo quienes 

política, pe na l, adminstrati·1a C i Vi 1 pa:rimonial, 

según la natu~ale1.a d~ sus funciones y la violación leeal 

en que incurran, 

Este hecho es plausible en cuanto procura oe'-itacar 

la naturaleza de servicio a la sociedad que comporto todo 

empleo, cargo o cor.d.si6n pública, aunque desde otro punto 

de vista té!.nibién propicia confuslones imp1·ccieioncs 

pues ningunr; de los textos lecalcs que emplenn este término. 
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propoI"cionan una dcfinic·i6n técnica que enuncie los atri-

bu tos refiera las características esenciales de todo 

servidor público, además de que se corre el riesgo de 

que algunos particulares pudieran quedar comprendi.doa 

dentro del régimen legal de responsabilidades de los servi­

dores públicos, sobre todo si consideramos que el Art. 

108 constitucional reputa coma servidores públicos toda 

persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cual­

quier natuI"aleza "en la administración pública federal 

o en el Distrito Federal''• 

13.- Las responsabilidades política penal 

d~ los servidores públicos están estrechamente vinculadas 

con los institutos que en correcta terminología jurídica 

se conocen con los nombres de inviolabilidad e inmunidad. 

La finalidad de estos es bipolar porque al mismo tiempo 

que protegen a los servidores públicos de alta jerarquía 

contra las persecuciones de otros organismos estatales, 

pretenden impedir que tales a~entes, por su situación 

de preeminencia se sustraigan a las sanciones que deben 

aplicárseles por las infracclones que cometan en el ejercicio 

de sus cargos púulicos. 

111 •• - Inmunidad e iriviolabilidad son dos aspectos 

jurídicos ba.:;o los cuales opera el llamado "fuero ..;onsti-

tucional" :'."l prinero oe ellos es de r.atural,'.!::.n procesal 

y tiene consecuencias ir.1ped i t.ivas tempo ralef;, para el 

ejercicio de la Jurisdicción ordinaria. De esta manera 

para proceder p~nalm~11te contra los ciorv1dorc·· p1hlicos 

de alta Jerarquía a que Ge refiere f!l f\rtículo lli consti­

tuclonal, será necesario que la C4n~ra de Diputados así 

lo autorice, mediante la declnratorin corresµondiente 

cuyo efecto es precisamente el retiro de la inmunidad 

procesal, con lo cual lo jurisdicción temporalmente detenida 

avanza y surte 5US efectos en forma normal. 
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El segundo aspecto 1 en cambio, entraña más bien 

una figura de tipo penal. por cuanto implica una abstracci6n 

de conductas específicas del sujeto activo a la eficacia 

de la ley punitiva, se trata de una impunidad jurídica 

de eficacia relativa. Es decir, que su cobertura se encuentra 

limitada, en los términos del Articulo 61 constitucional 

a las opiniones que viertan Senadores y Diputados en el 

ejercicio de sus funciones propias. 

15.- El hecho de que persistan los fueros no 

significa que nos encontramos ante una patente de inmunidad, 

sino ente un requisitopara proceder oportunamente on ntenci6n 

a la institución y no e la persona. 

El fuero constitucional no busca instituir privi­

legios, lo que sería aberrante y contrario a los principios 

de igualdad del régimen democrático, su finalidad es entonces 

proteger la función pública de los amagos del poder 

o de la fuerza. 

Nuestro fuero constitucional se justifica en 

la necesidad Ce que los servidores públicos a quienes 

están encomendados los altos nep,ocios del Estado, no estén 

expuestos 

tui too, 

las pérfidas asechan:r...is de sus enemigos gra­

fin de evitar que una falsa acusación sirva 

de pretexto ~n~a elimit1ar "'l~~ún ;'!.i~o ft;ncionario de 

los ne~ocios ~ue tienen enco~~:1dadas impedi~ que las 

repentina~ acefalía!¡ Ot! los puestos importan~e~; de la 

administración pública, pongan 

política del pafs. 

riesgo la estabilidad 

16.- La Constitución federal vigente en su Artículo 

111, enumera a todos aquellos servidores públicos a quienes 

limitativamente se otorga la prerrogativa del fuero constitu­

cional o inmunidad procesal, en atención a la trascendencia 

e importancia de las funcioneJ que desempeñan. Esta protcc-
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ci6n es de carácter federal y su ámbito de validez será 

por lo tanto, dentro de todo el territorio nacional. 

E:n igual forma campe te las constituciones 

locales de los Estados, señalar específicamente a los 

servidores públicos estatales o municipales a quienes 

se otorga el beneficio de la inmunidad, cuya esfera de 

validez estará circunscrita sólo al territorio del Estado 

que la otorgue. 

Es deseable que un es tu dio serio profundo 

de la figura jurídica de inmunidad procesal, permita señalnr 

_cuales deben ser las limitaciones legales de tal instituto. 

En este sentido consideramos que una de esas limitaciones 

debería ser la flagrancia en la comisi6n de ilícitos penales, 

con el objeto de asegurar el cumplimiento efectivo de 

la ley, evitando que se desnaturalice el espíritu de esa 

figura y llegue a convertirse en una patente de impunidad. 

17.- Es de señalarse que no existe en nuestra 

legislación positiva un auténtico concepto set.re el juicio 

político. No obstante, de lo preceptuado por los Artículos 

109 fracción I y 110 constitucionales, puede razonablemente 

inferirse: que el juicio político implii:a el ejercicio 

de una función jurisdiccional lle·1ada a cabo por un órgano 

político, para remover o lnhabilitar a servid:::i:·es públicos 

de alta jerarquía, en donde si bier. deben r•:!spetarse las 

formalidades esenciale~ del proccdiriento, no se confiere 

al órgano pol!tico -corno necesariamente ca el congreso 

de la Unión- la potestad para privar di:! su patrimonio, 

de su libertad o de su vida, al servidor público encausarlo. 

18,- Hast<1 antes de la rcfor:':la de 198?., el título 

IV de la Cohstitución de 17, había sufrido tres enmiendas, 

toda9 ellas al artículo 111: la primera, publicada el 
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20 de agosto de 1982 1 para incluir la criticada facultad 

del presidente de la República para solicitar a las Cá1naras 

la desti~uci6n 11 por mala conducta" de los miembros del 

poder juricial¡ la segunda del 21 de septiembre de 1944, 

para garantizar la audiencia previa del funcionario judicial 

afectado, pero sólo ante el propio presidente; y la tercera, 

del 8 de octubre de 197A, para suprimir la alusión a los 

territorios federales, una vez que éstos adquir-ieron el 

carácter de Estados. 

Ninguna de estas reformas contribuyó eliminar 

las deficiencias y confusiones que presentaba el marco 

jurídico básico en materia de responsabilidade11 y sí en 

cambio, las dos primeras afectaron gravemente la indepen­

dencia del poder judicial, posibilitando la entronización 

de una dictadura presidencial y atentando contra el principio 

de división o separaci6n de poderes. 

19.- Afortunadamente en el año de 1982, fué 

analizado a fondo y en forma el marco jurídico del ré¡~imen 

de responsabilidade:; ¡}e los servidores públicos, publicán­

dose en el Diario Oficial de la Federación de 28 de diciembre 

de ese afio, las modificaciones, reformas adiciones a 

la Constitución Política de los Estados Unidos ~exicanos, 

las cuales operaron su:istancialmente sobre el Tí':.ulo Cuarto 

de ese ordenamiento. 

Las reformas adoptadas denotan varios avnnces. 

técnicos en relación al texto original, talea corno la 

innovadora denominación de "servidores públicos" la 

expresa inclusión en este rubro de algunos funcionarios 

que no e:-an contemplados por el texto original COl!'O sujetos 

de responsabilidad polí·.lca. 
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Otros avances técnico-jurídicos, introducidos 

con la reforma constitucional de 82, fueron: 

a) La supresión del jurado popular, cuya. actuación 

había tenido conOotaciones negativas por su integración 

misma y porque al fin de cuentas s61o propiciaba que los 

sancion'ados fueran empleados de menor jerarquía, quedando 

impunes los de mayor nivel. 

b} La eliminación de los dos últimos pérraros 

del Artículo 111 que aludían a la d8-stituci6n de los funcio­

narios judiciales por mala conducta. 

e) La -_ e1Jminaci6n de la antigua terminología 

consti-tU.Ci'Oº~-a-i- que "haCf'8 rBferencia a "delitos oficiales" 

y "de-fitos ---c~munea 11 ·• lo cual propiciaba diversas confusiones 

y ~ast~··i~punidadea. 

d) El establecimiento con mucho nejor técnica 

jurídica en su redacción de los lineamientos r,enerales 

a los que deben ajustarse el Conrrc-50 de la Unión y las 

legislaturas locales, dentro del ámbito de sua respectivas 

competencias, al expedir las leyes sobre responsabilidad 

de los servidores públicos, deslindando con clariclad las 

diversns clases que se pueden presentar; es decir políticas, 

penales o administrativas. 

21.- Si bien es cierto que los aspectos anteriores 

representan mejoras &ignificativ~s er1 la inle~ruci6n de 

un effcaz .c;iste'1a de responsabilidades, el réP.imen actual 

aún adolece de graves deficiencias que deben señalarse 

y opo~tunamcnte corregirse. 
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22.- Con las reformas legales implementadas 

durante diciembre de 1982, se busc6 erradicar las confusiones 

que propiciaba la expresión 11 delitoe oficiales", sin embargo 

los actos u omisiones que se encontraban amparados bajo 

aquel rubro, continúan siendo esencialmente los mismos 

en la legislación vigente, sólo que ahora se les denomina 

como actos omisiones que afectan el interés público 

fundamental y su buen despacho, pero sin llegar a definir 

en términos jurídicos concretos que deberá entenderse 

por 11 interés póblico fundamental'' y por ''buen despacho''. 

23. ta· enumeración de esos actos y omisiones 

causales de juicio político, se encuentra en el Artículo 

54§:ptimo __ -~de·_·, 18 LeY de Responsabilidades y diferencia 

de -los tipo's penales se caracterizan porque su descripción 

es-- -S::enárf-c~', vaga e imprecisa debido a que su contenido 

es político y no penal y la política desborda ril derecho. 

De esta manera, el fenómeno político que se relaciona 

con la _responsabilidad adquiere un carácter ético o moral 

que escapa a las determinaciones indubitables de los textos 

legales. 

Este hecho puede convertir al juicio político 

en arma política de facción de grupo, puesto que al 

no existir precisión objetividad en las causales que 

le dan origen. e~ claro que un sinnu·~e:·o de conductas 

de los altos servidores públicos pueden ajust_:irse en alEuno 

de esos sup~estos, ya que ade~ás dichos f11ncionarios en 

última instancia estarán sujetos a las animosidade!; pasiona-

les de los con¡z.resistes, pues conforf'"e las clis'.)Osiclonca 

vigente~, serán ellos quienes de~.errn1ncn "ca¡;r·i.c:10!.>arientt:" 

ln existencia o inexintencia de una inf~acción nol!~!ca. 

La descr-ipci6n genérica desli?ídH. del 

catálogo de actos y omisiones que pueden redundar en perjui­

cio del interés público fundar.'lentul y de au buen despacho 

Y consecuentemente ser causales de un posible JUi~io polf-
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tic o.- es . un ,hec_ho que afecta y lesiona gravemente la seguri­

dad . jur.ídic'a de los altos servidor-es públicos, Contra 

quienes eventu.almente puede incoarse un procedimiento 

de esta naturaleza. 

Al mismo tiempo, desde otro punto de vista, 

debemos concluir que la vaguedad de las infracciones polí­

ticas a que nos venimos refiriendo, hace pa~ticularmente 

dificil la posibilidad de iniciar o dar curso a un procedi­

miento de juicio político, .en virtud de las dificultades 

probatorias que esa vaguedad propicia. 

25.- El manejo indebido de fondos recursos 

federales también se encuentra contemplado como causal 

d.e juicio político lamentablemente en los ordenamientos 

jurídicos de la materia tampoco se encuentran definidos 

sus contornos ni precisada su extensión, lo cual entorpece 

le posible iniciac16n de un juicio político invocando 

esta causal. 

Indudablemente que los casos reales de ''manejo 

indebido 11 de fondos federales son t.an extenso!l que su 

previsión jurídica desorbita las posibilidades de la ley. 

26.- Ante la Federación, la responsabilidad 

política de Gobernadores, Diputados Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia locBle5, s6lo es procedente 

por ''violacione~ graves'' a la Constitunión y Leyes Federales. 

Sir. embargo, la ley es omisa en la del1nitación de estil 

causal, por lo cual con5idernmos ~ue tales violaciones 

deberán traducirse por lo ffiC008 en los supuestos del Articulo 

Sáptimo de la Ley de Responsabilidades. 

Por' todo lo anterior, es aconsejable una revisión 

profunda de los dispositivos que preveen las cuusales 
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de tipo político a fin de establecer las definiciones 

jurídicas que permitan 

y limitaciones, de 

fijar con toda precisión 

manera que los órganos 

sus alcances 

competentes 

idóneos oportunamente puedan lograr una correcta interpre­

tación de las mismas. 

28.- Los sujetos de juicio político de carácter 

federal se encuentran limitativamente determinados en 

los dos primeros párrafos del Artículo 110 Constitucional, 

precepto que pesar de haber sido modificado durante 

diciembre de 1982, continúa aludiendo a funcionarios inexis­

tentes en la actual estructura de la Administración Pública 

Federal, tal es el caso de los '1 Jefes de Departamento 

Administrativo'', puesto que el único subsistente es el 

del Departamento del Distrito 

en el mismo 

Federal y a 

Artículo. De 

é 1 se hace re fe-

esta manera, se rencia expresa 

demuestra la poca atención que nucs tros congresistas han 

pues la inclusi6n puesto 

de los 

al legislar sobre ln 

Jefes de departamento 

materia, 

administrativo 

de responsabilidad política es actual :nen te 

ya que tales departamentos t1an desaparecirio. 

En consideración lo antt!rior, 

cor.. o sujetos 

innecesaria 

el Artículo 

110 Constitucional derianda reforma en la que convendría 

substituir funcionarios inexistentes por otros que en 

nuestra opinión debieran estar expresarnr:nte su je tos a 

responsabilidad pol ftica y aue actualmente no están compren­

didos, co~o podría ser el caso de al~11no~ ftincinnarios 

diplomáticos de al tu investidura, al;•unos subsecretarios 

de Estado i funcionarios de l;l Pr-esidcncia de la República. 

En forma destacada proponemos que al propio presidente 

le atribuya responsabiliaad política, 

con lo cual podría lograrse un mayor equilibrio en la 

división de poderes, atenuando las posibles extralimitaciones 

de la investidura presidencial cuya proclividad es tan 
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obvia en la realidad p~l!tica de nuestro tiempo, sobre 

todo considerando las facultades metaconstitucionales 

de que goza el titular del Ejecutivo Federal. 

29.- La prevención jurídica de rango constitucional 

en que actualmente se contempla el derecho de ''acción 

popular" se ve gravemente afectada en su espíritu democrá­

tico, al constreñir al agente acur;artor para que acomptiñe 

a su denuncia los elementos probatorios que acrediten 

los supuestos de su acuzación, o.sí como para que durante 

el procedimiento respectivo sustente sus probanzas, pero 

en ambos casos bajo el denominador de ''su máu estricta 

responsabilidad'', lo cual en nuestro concepto constituye 

una tácita intimidación de la ley hacia el posible agente 

acusador. 

Dicho en otros términos, la más estricta responsa­

bilidad que se exige a los ciudadanos en la presentación 

de denuncias ante la Cámura de Diputados, convierte al 

derecho de acción popular en una ...¡isposición intim1datoria 1 

cuyos efectos r1eeat1vos se ci~rnen sobre el rérinen de 

legalidad y sobre la democracia ~.isma, puesto que las 

actuales connotaciones de esta disposición desalientan 

la participaci'6n popular en el control de la actuación 

de los servidores públicos de alta JCrarqu{u, 

Este ruzonamienlu laacc aconscjn~le ln supr~si6n 

del térr:lino "l>aJa su más estricta responsa.bilidcid" de 

la fórmula que er.cierra el de~echo de acción popular 

fin. de que el sistema de re.:iponsabilidades no sea inoperante 

dé lugar por una parte, que los altos funcio~arios 

se estimen irresponsAbles y por otra, a que los particulares 

procuren soluciones al márgen de la ley. 
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30.- Una circunstancia más de nuestra realidad 

política que hace poco posible la viabilidad jurídica 

de un procedimiento de juicio político, en contra de los 

servidores públicos que encabezan las entidades de ln 

Administración Pública Federal, radica en que debido al 

control político que de hecho existe en ambas Cámaras 

del Poder Legislativo, por parte del Prcside¡,te de la 

República, en su calidad de "Jefe Nato" del partido en 

el poder, difícilmente podrá llegar a sancionarse política­

mente a uno de dichos funcionarios, si no es mediante 

au aprobación previa. 

Incluso, es probable que nisiquiera llegue a 

prosperar la denuncia presentada contra alguno de esos 

funcionarios, pues no debemos olvidar la facultad discre­

cionaria que la comisión investigadora de la Cámara de 

Diputados tiene para valorar "en conciencia" la existencia 

o inexistencia de una infracción política. 

Ade:nós, la cxrcrienc1a ha demostrado aue cuando 

las animosidades populares son fuertes y la responsabilidad 

del servidor público de alta Jerarquía es notoria, en 

tratándose de aquellos funcionarios que libro~ente son 

nombrados y removicios por el presidente de lo Repóbica, 

éste ha preferido reubicarlos incluso retirarlos de 

su función, antes que permitir un juicio político en 

contra. 

31.- Tam!J~én es de concluirse, que paralelamente 

al juicio político, existen otros procedimientos legales 

para remover de su puesto a algunos servidores públicos 

de altar jerarquía. Algunos de ellos incluso, más 

expeditos llegan a evitar conmociones sociales innecesa-

rias, por lo cual han sido frecuentemente utilizados en 

nuestro país, aunque no sicrnpre con estricto apego a· la 

constitucionalidad. 
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Destacan entre éstos los siguientes: 

a} El procedimiento por el cual el Senado declara, 

conforme a la fracción V del Artículo 76 Constitucional, 

que es llegado el caso de nombrar un gobernador provisional, 

en virtud de haber desaparecido todos los poderes de un 

Estado, y 

b) La llamada "pérdida del carácter de Diputado 

o Senador" que en otros tiempos no consistió más que en 

la expulsión por parte de la Cámara respectiva del tribuno 

considerado indigno, mediante la sustanciación de un procedi­

miento sumarísimo, sin ninguna regulación ni respeto 

18 garantía de audiencia. 

32.- SabemOs que durante la vigencia de la C:onst.i­

tución de 1917, fueron intentados algunos Juicios políticos 

en contra de diversos funcionarios, particularmente durante 

el período comprendido de 19!7 1940. Sin embargo, no 

tenemos noticia de que alguno oc ellos haya prosperado, 

Lamentaolemente, desde entonces las disposiciones 

jurídicas en torn".> al juicio político han sido letra muerta, 

ya que jamás se ha vuelto intentar un procedi~iento 

de esta naturale~a. aunque sí del antiguamente llamado 
11 desafuer.o". 

33.- No o:istante lo anterior, en nuestra legisla­

ción vigente s~ ha buscado con cierto éxilo actualizar 

el régimen jur[dico de responsnhil.idades de los servioorea 

pú~1licos en r.eneral, y particularment.e en lo que concierne 

al juicio político. De tal suerte que actualmente i:;c encuen­

tran perfectamente diferenciados los procedimientos de 

juicio político y declaraciones de procedencia, cuya 6rbil.a 

de acción es respectivamente diversa. El primero e~ un 

verdadero procedimiento de naturaleza jurisdiccional, 
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en el que se siguen las formalidades esenciales de loe 

procesos tradicionales se concluye con una resolución 

definitiva e irrevocable que ee materialmente una sentencia, 

involucra la participación de ambas cámaras; la de Diputados 

como órgano acusador la de Senadores como jurado de 

sentencia, pero aquella sólo podrá conocer de infracciones 

políticos ésta última sólo podrá en consecuencia dictar 

y aplicar sanciones políticas. 

A diferencia de este procedimiento, la declaraci6n 

de procedencia no tiene naturaleza Jurisdiccional, pues 

no resuelve el fondo de la cuestión planteada, sino que 

sin prejuzgar remueve un obstáculo procesal; se trata 

de un requisito de procedibilidad pa~a que la justicia 

ordinaria pueda conocer de las causas penalcn qua se 

atribuyan a los servidores p~blicos que por la función 

que desempeñan se hayan protegidos con el beneficio de 

la inmunidad procesal, en su desarrollo exclusivnmente 

participa la Cámara de Diputados, la cual declara si es 

procedente o no la acción penal co1respond1ente. 

34.- De todas las conclusiones anteriores., resulta 

un último corolario: Afirmemos que si lo que verdaderamente 

se desea es combatir la corrupci6n y :--~cob:-ar la confianza 

en nuestras instituciones, debe cuidarse q11c el antiguo 

régimen de reoponsabilidades los funcionarios que, 

según un ;..unto de vista popular, sólo 5e reducía a proceder 

en contra de carteros y mecanógrafos, es decir, contrH 

empledos de meiior JCr.:ir quí..i, 

un sister;a nuevo que, seeún otro punto de vi~;ta reciente, 

sólo proceda sexenalmonte en contr~ de ·..inos cuantoo chivos 

expiatorios o ener.dgos polílicos de alta jerarquía. Es 

urgente :..¡uc los hechos rier;r:'lientan est.e ljltimo enfoque, 

para ello requiere mfis qu'.! cualquier reforma jurídica, 

una gran ·Joluntad política en la tor:-.a de dccisioneu para 
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hacer efectivas las diposiciones vigentes, además de una 

·gran conciencia nacional en torno al fen6meno de la corrup­

ción¡ las leyes no se hocen efectivas por sr mismas, se 

requiere que la ciudadanía abandone su letargo Y vigile 

el trabajo del aparato gubernamental, 

irregularidades y violaciones de la ley. 

denunciando las 
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